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Señor Ministro Luis María Aguilar Morales,
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
y del Consejo de la Judicatura Federal;

Señora Ministra Norma Lucía Piña Hernández, 
Presidenta de la Primera Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación; 

Señora y Señores Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación; 

Señora y Señores Ministros en Retiro;

Señoras y Señores Consejeros de la Judicatura Federal;

Señoras y Señores Magistrados del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación;

Distinguidos invitados, apreciables compañeros 
del Poder Judicial de la Federación;

Señoras y Señores:

Al igual que el año anterior, es para su servidor un honor cumplir nuevamente 
con el mandato de comparecer ante este Tribunal Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, a rendir el informe de labores de la Segunda Sala, 
correspondiente al periodo comprendido entre el uno de diciembre de dos mil 
quince y el treinta de noviembre de dos mil dieciséis.
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Siempre es útil una segunda oportunidad, para dejar a ustedes una 
primera buena impresión.

Hago propicio el evento para agradecer a la Señora Ministra Margarita 
Beatriz Luna Ramos y a los Señores Ministros Juan Silva Meza, hoy en retiro, 
y José Fernando Franco González Salas, el voto de confianza al designarme, 
entonces, Presidente de la Segunda Sala; reconozco su siempre invaluable 
apoyo, su compañerismo, su consejo y su incondicional solidaridad.

Gratitud que hago extensiva sin reparo temporal alguno, al Señor Mi-
nistro Eduardo Medina Mora, cuya experiencia y desempeño exitoso en otros 
campos de aplicación del Derecho, sumados a las siempre documentadas y 
reflexivas aportaciones del Señor Ministro Javier Laynez Potisek, contribuye-
ron grandemente, día con día y sesión tras sesión, a alcanzar los resultados 
que aquí entrego.

No cabe la menor duda de que la integración de ambos a este Alto Tribu-
nal, y particularmente su adscripción a la Segunda Sala, resultaron no sólo 
complementos indispensables en su fructífera labor jurisdiccional, sino refe-
rentes invaluables en la construcción de sus criterios.

Sin embargo, y por encima de todo, ninguno de los retos y desafíos hoy 
superados hubiera sido alcanzado, sin la entrega incondicional de todo el 
personal adscrito a las ponencias y a la Secretaría de Acuerdos de la Sala, 
quien con esfuerzo y dedicación hizo posible, y seguirá haciéndolo en lo futu-
ro, el óptimo desempeño de ésta.

La actual integración, tercera en el periodo de esta encomienda, ge-
neró la oportunidad de analizar los asuntos de la competencia constitucional 
de la Sala desde nuevas perspectivas, lo que, además de enriquecer los debates, 
llevó a reflexionar sobre algunos de los criterios jurídicos antes definidos, 
redefinidos, y nuevamente vueltos a definir, ya sea para adecuarlos al aconte-
cer histórico que enmarca la Décima Época del Semanario Judicial de la Fede­
ración, o bien para reiterarlos, privilegiando siempre la interpretación más 
favorable a la causa de las personas, como lo establece expresamente el Texto 
Fundamental del Estado Mexicano.

Hoy refrendo que este Alto Tribunal, como máximo intérprete de la Cons
titución y garante de su vigencia, ha perfilado y posibilitado un significativo 
avance en la consolidación del sistema de protección de los derechos huma-
nos, tutelados en la Norma Fundamental y en los tratados internacionales de 
los que es parte el Estado Mexicano.
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Y como siempre debe ser, es necesario estar conscientes de que en ese 
propósito hay más camino por recorrer, en tanto que, la consolidación del 
sistema de justicia al que aspira la sociedad, nos demanda, indiscutiblemen-
te, dedicación, estudio profundo y un gran compromiso ético y jurídico a la 
altura del contexto social, económico y político del país; estoy seguro de que 
ninguno de nosotros claudicará en ese empeño.

Para avanzar en tal asignatura y asumiendo que la maximización de los 
esfuerzos no basta, la innovación lleva a la adopción de medidas funcionales 
que permiten garantizar el mejor y más eficaz acceso a la justicia, a través de 
los instrumentos previstos en la ley; entre éstos, es importante destacar el 
Sistema Electrónico del Poder Judicial de la Federación, con el cual es posible 
enviar y recibir promociones, documentos, comunicaciones y notificaciones 
oficiales, así como consultar acuerdos, resoluciones y sentencias, mediante 
el empleo de las más avanzadas tecnologías de la información, tal como lo 
dispone el artículo 3 de la Ley de Amparo y el Acuerdo General Conjunto 
1/2015, de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del Consejo de la Judi-
catura Federal.

Como lo recordé hace un año, el adecuado funcionamiento de este 
sistema requiere que los órganos jurisdiccionales y administrativos federales 
integren un expediente electrónico por cada asunto de su conocimiento; lo 
anterior conlleva la obligación de digitalizar e imprimir, según sea el caso, 
todas las promociones y constancias que ingresan las partes, así como los 
acuerdos, resoluciones o sentencias del órgano emisor, de modo tal que, con 
su debida incorporación, pueda asegurarse que la información tanto del do-
cumento electrónico como del impreso coincida íntegramente.

En este año judicial que concluye, informo a ustedes que el Sistema 
Electrónico del Poder Judicial de la Federación permitió integrar, a partir de 
expedientes impresos, 3,540 electrónicos, y de las 31 solicitudes formuladas 
por las partes para realizar consultas, presentar promociones y recibir notifica-
ciones, 27 se acordaron favorablemente, en tanto los interesados gestionaron 
y recibieron la firma electrónica que los autentifica y autoriza para actuar 
válidamente.

Tan relevante como lo anterior, y que es motivo de gran satisfacción 
compartir con ustedes, relato el resultado de un esfuerzo y trabajo conjunto 
planeado, organizado y desarrollado por el personal profesional de la Actua-
ría y Expediente Electrónico de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación, con el apoyo y soporte de la Dirección General de 
Tecnologías de la Información y del Área de Desarrollo del Sistema de Infor-
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mática Jurídica, quienes mediante la elaboración de programas, adecuacio-
nes y sus acciones consecuentes, optimizaron el uso de las herramientas 
cibernéticas para comunicar a los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial 
de la Federación todas las resoluciones definitivas dictadas por esta Sala, el 
mismo día en que quedan autorizadas; es decir, las sentencias pronuncia-
das por la Segunda Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación son 
legalmente recibidas por la vía electrónica, en menos de las veinticuatro ho-
ras siguientes a su firma.

En efecto, en una vertiente paralela integrada al Módulo de Intercomu-
nicación para la Transmisión Electrónica de Documentos de la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación (MINTERSCJN), se creó un apartado que permite 
enviar las resoluciones definitivas una vez autorizadas, a los órganos jurisdic-
cionales revisados, lo cual facilitó la remisión de testimonios, liberando a las 
ponencias de la responsabilidad de elaborarlos físicamente, mejorando con 
ello el aprovechamiento de los recursos humanos de este Alto Tribunal en 
otras tareas; así, el documento autorizado y digitalizado es comunicado el 
mismo día por vía electrónica al órgano de origen, éste genera el acuse de 
estilo para constancia, imprime los testimonios necesarios y procede a notifi-
carlos a las partes.

Esto es una muestra adicional del empeño, compromiso e ingenio del 
personal profesional y administrativo de la Sala, no sólo de cumplir con las 
encomiendas que ya tienen asignadas, sino incluso para desarrollar, por su 
propia iniciativa, nuevas y prácticas fórmulas de gestión burocrática que re-
dundan en la pronta y eficaz administración de justicia.

Mi reconocimiento e incondicional apoyo a tan nobles causas.

Ya en lo que se refiere a la función jurisdiccional, ingresaron en el pe-
riodo de cuenta 3,891 asuntos, que sumados a los 726 en existencia dan un total 
de 4,617 asuntos, de los cuales egresaron 3,428, lo que representa el 74.25% del 
total, quedando pendientes de trámite y resolución 1,189 expedientes.

De los asuntos egresados, 19 se remitieron al Tribunal Pleno o a la Pri-
mera Sala para su resolución; 86 causaron baja por acuerdo de Presidencia; y 
3,323 se fallaron en 42 sesiones celebradas por la Sala, es decir, 79 asuntos 
resueltos, en promedio, por cada sesión semanal.

De estos asuntos, se decidieron 652 amparos directos en revisión; 275 
amparos en revisión; 153 conflictos competenciales; 166 contradicciones de 
tesis; 159 facultades de atracción; 916 recursos de inconformidad y 798 re-
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cursos de reclamación, que en total representan el 93.86% de los asuntos 
fallados en el periodo que se informa.1 La materia que prevaleció en los jui-
cios de amparo y en las contradicciones de tesis, fue la administrativa.

En el trámite de los asuntos se dictaron 13,604 acuerdos de Presiden-
cia y se practicaron 16,989 notificaciones.

Por último, en cuanto a datos estadísticos se refiere, es menester seña-
lar que la Sala emitió 136 tesis aisladas y 205 jurisprudencias.

Sin duda, sigo considerando que todos, absolutamente todos los crite-
rios emitidos por el Tribunal Pleno y sus Salas, son importantes y trascenden-
tes en tanto prescriben el recto entendimiento de los fundamentos del 
sistema jurídico nacional; sin embargo, por razón de tiempo y en respeto a su 
incondicional paciencia y tolerancia, sólo haré mención de los criterios más 
relevantes, explicitando brevemente las razones de aquellos que generaron 
especial interés en la comunidad jurídica, los cuales dividiré en función de 
sus materias. 

EQUIDAD DE GÉNERO
PENSIÓN DE VIUDEZ A PERSONAS DEL SEXO MASCULINO

Se cuestionó la regularidad constitucional del artículo 152 de la Ley del Seguro 
Social, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 12 de marzo de 1973, 
bajo el argumento de que es contrario a los principios de igualdad y no discri-
minación, al imponer requisitos adicionales al viudo para obtener una pensión 
en relación con las exigencias que prevé para las viudas, pues demanda que, 
además de tal circunstancia, se acredite la existencia de una incapacidad total 
y dependencia económica respecto de la trabajadora asegurada fallecida.

A juicio de la Segunda Sala, la disposición reclamada otorga un trato 
diferenciado no razonable ni justificado entre géneros.

Por tanto, ante una situación jurídica igual o equivalente, se deriva un 
trato diverso a los beneficiarios viudos de las aseguradas o pensionadas, lo 
cual sin lugar a duda, menoscaba a los derechohabientes varones, afectando 
desde luego su régimen de seguridad social integral, al privarles de un bene-

1 El desglose detallado por tipo de asunto podrá consultarse en la Página de Internet de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación.
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ficio pensionario y, más aún, de las prestaciones económicas, médicas y asis-
tenciales que humanitaria y legalmente deben corresponderles.

En resumen, se decidió que el artículo 152 de la Ley del Seguro Social 
es contrario a los derechos fundamentales de igualdad, no discriminación y 
seguridad social previstos en los artículos 1, 4 y 123, Apartado A, fracción 
XXIX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.2

SEGURIDAD SOCIAL
SERVICIO DE GUARDERÍA

A propósito del derecho a la igualdad entre el varón y la mujer, se concedió el 
amparo solicitado en contra de los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro 
Social; 2 y 3 del Reglamento para la Prestación de los Servicios de Guardería 
del Instituto Mexicano del Seguro Social, y el artículo 8.1.3. de la Norma que 
Establece las Disposiciones para la Operación del Servicio de Guardería del 
Instituto Mexicano del Seguro Social, dispositivos que hacen distinción de este 
beneficio al otorgarlo sin taxativas a las aseguradas, mientras que para los 
varones establece requisitos injustificados. 

Sin desconocer que esta disposición legal muy meritoria tuvo su ori-
gen en una acción afirmativa para facilitar que las mujeres pudieran tener 
acceso a un trabajo, permitiéndoles la custodia de sus menores hijos en un 
sistema de guarda temporal, para la Segunda Sala el derecho de igualdad 
entre el hombre y la mujer que establece el artículo 4 de la Constitución Fede-
ral, busca que ambos sean tratados de la misma manera frente a la ley, lo 
cual, en el caso concreto, implica que todos en su calidad de trabajadores 
derechohabientes gocen de los beneficios que brinda la seguridad social, 
entre ellos, el servicio de guardería, conforme a lo previsto en el artículo 123, 
Apartado A, fracción XXIX, de la propia Norma Suprema, obviamente sujetos 
siempre al cumplimiento de los requisitos de ley.

Éste fue un caso resuelto con una amplia perspectiva de género, donde 
se igualó al varón frente a la situación de la mujer.

Así, se concedió la protección constitucional para que, invalidada la ley 
al quejoso, la autoridad responsable le otorgue el servicio de guardería para 
sus menores hijos, bajo los mismos términos y condiciones que a las madres 

2 Amparo en revisión 371/2016, fallado en la sesión de 24 de agosto de 2016.
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aseguradas en el ramo respectivo; no obstante ello, tomando en cuenta el 
hecho notorio de que tal prestación tiene una demanda que ordinariamente 
rebasa la capacidad de atención directa de dicho Instituto, éste deberá trami-
tar la petición del interesado sin preferencia temporal frente a otros solicitan-
tes anteriores.3

SECTOR SALUD
QUEJAS MÉDICAS ANTE EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVI­
CIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO

La revisión de un juicio de amparo en el que se estimó constitucional el artícu-
lo 5 del Reglamento de Quejas Médicas del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, permitió revocar la sentencia impug-
nada, al considerarse que no es razonable el plazo de 130 días que prevé tal 
precepto reglamentario para reclamar el pago de una indemnización, por el 
daño causado a la salud de una persona, con motivo de una deficiente prác-
tica médica.

Ello se consideró así, porque la afectación a la salud por ese motivo no 
necesariamente se presenta de manera inmediata, de ahí que el referido pla-
zo, por ser tan estrecho, obstaculiza frecuentemente la posibilidad del dere-
chohabiente de reclamar al Instituto la reparación de los daños causados por 
su actividad irregular, lo que se corrobora al tener en cuenta que en el vigente 
Reglamento de Quejas Médicas y Solicitudes de Reembolso del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 16 de agosto de 2011, se prevé un plazo de dos 
años para reclamar el pago de una indemnización por tal concepto.4

3 Tesis 2a. CXXXIII/2016 (10a.), de título y subtítulo: "GUARDERÍAS DEL IMSS. AL PREVERSE RE-
QUISITOS DIFERENCIADOS A LA MUJER Y VARÓN ASEGURADOS PARA ACCEDER A ESTE 
SERVICIO, SE TRANSGREDE EL DERECHO A LA IGUALDAD.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas.
Tesis 2a. CXXXIV/2016 (10a.), de título y subtítulo: "GUARDERÍAS DEL IMSS. AL PREVERSE RE-
QUISITOS DIFERENCIADOS A LA MUJER Y VARÓN ASEGURADOS PARA ACCEDER A ESTE 
SERVICIO, SE TRANSGREDE EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL.", publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas.
Tesis 2a. CXXXV/2016 (10a.), de título y subtítulo: "GUARDERÍAS DEL IMSS. AL PREVERSE RE-
QUISITOS DIFERENCIADOS A LA MUJER Y VARÓN ASEGURADOS PARA ACCEDER A ESTE 
SERVICIO, SE TRANSGREDEN LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ Y EL INTERÉS SUPERIOR DEL 
MENOR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de diciembre de 2016 
a las 10:14 horas. Amparo en revisión 59/2016, fallado en la sesión de 29 de junio de 2016.
4 Amparo directo en revisión 5363/2015, fallado en la sesión de 22 de junio de 2016.
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DERECHOS HUMANOS
DERECHO A LA IMAGEN

Con motivo de la protección y defensa de un menor, en tanto sus padres ejer-
cieron acción legal en contra de una revista que publicó su imagen, cuya fo-
tografía se tomó en el cunero de un hospital, sin autorización de aquéllos y se 
utilizó con fines de lucro, se determinó que el derecho a la imagen es parte de 
las prerrogativas inherentes a las personas y se erige como una limitante al 
ejercicio libre de aquél por terceros; por ello, acorde al contenido e intención 
de la Ley Federal del Derecho de Autor, que protege y regula no sólo a éste, 
sino también a los que explotan una imagen, la inconformidad que se pro-
mueva contra actos que vulneran tal derecho, debe ser de la competencia de 
una autoridad relacionada con la materia administrativa, rectora del derecho 
de autor y no de la civil, a quien sólo incumbe el tema de daños y perjuicios.

Por tanto, el derecho a la imagen previsto en el artículo 231, fracción II, 
de la Ley Federal del Derecho de Autor, se califica a la vez como un límite en su 
ejercicio, al impedir que sin el consentimiento de una persona, cualquier terce-
ro la explote a conveniencia, lo cual se justifica y evidencia con mayor inten-
sidad tratándose de menores de edad, como sucedió en el caso concreto.5

GRUPOS VULNERABLES
EDUCACIÓN SEXUAL DE LOS MENORES, PREVENCIÓN Y SALUD RE­
PRODUCTIVA

Padres de familia impugnaron la constitucionalidad de diversos artículos de 
la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, por conside-

5 Tesis 2a. XXIV/2016 (10a.), de título y subtítulo: "DERECHO A LA IMAGEN. SON VÁLIDAS SU 
PROTECCIÓN Y REGULACIÓN POR LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo II, junio de 2016, 
página 1205.
Tesis 2a. XXV/2016 (10a.), de título y subtítulo: "DERECHO A LA IMAGEN. SU CONCEPTO DE 
ACUERDO A LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, Tomo II, junio de 2016, página 1206.
Tesis 2a. XXVI/2016 (10a.), de título y subtítulo: "IMAGEN DE UN MENOR DE EDAD. LA EXCEP-
CIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 87 DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR NO LE ES 
APLICABLE.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 de junio de 2016 
a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 31, 
Tomo II, junio de 2016, página 1209.
Amparo directo 48/2015, fallado en la sesión de 27 de abril de 2016.
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rar que esas normas violan el interés superior del menor, provocan discrimi-
nación por razón de su género, limitan indebidamente la patria potestad de 
los padres, y generan un ambiente nocivo en detrimento de los niños, niñas y 
adolescentes.

Al resolver el caso, la Segunda Sala estimó que los artículos 10, 39, 57, 
fracción VII y 116, fracción IV, de la ley reclamada, no resultan contrarios al 
interés superior del menor ni al derecho de los padres de educar a sus hijos, 
por hacer referencia a la libertad sexual de las personas, en tanto no se en-
cuentran dirigidos a influir en cuestiones atinentes a la sexualidad de los 
menores de edad, ni atentan contra la creación de un entorno seguro y propi-
cio, sino simplemente se limitan a reconocer y proteger el derecho humano de 
igualdad ante la ley y la libre determinación de las personas, en los términos 
que establece la Constitución Federal. 

Se consideró que el hecho de que la ley reclamada prevea que las au-
toridades deben garantizar a los menores el acceso a métodos anticoncepti-
vos, así como proporcionar asesoría y orientación sobre salud sexual y 
reproductiva, no resulta inconstitucional, pues dentro del derecho humano al 
nivel más alto posible de salud física y mental, se encuentra comprendido 
tanto lo relativo a toda aquella información que sea esencial para su salud 
y desarrollo, como lo referente a la educación, sensibilización y diálogo en 
servicios de salud sexual y reproductiva, o lo relacionado con el acceso a los 
métodos anticonceptivos. Una información pertinente, adecuada y oportuna 
en la que se tengan en cuenta las diferencias del nivel de comprensión y que 
se ajuste a su edad y capacidad, es una de las medidas más eficaces para pro-
teger a los menores contra las enfermedades de transmisión sexual y para 
concientizarlos sobre la prevención de un embarazo prematuro.

La Sala precisó, en su función interpretativa e integradora de la norma, 
que el derecho y contenido del acceso a la información sobre aspectos rela-
cionados con la sexualidad de los menores, no se deben aplicar de manera 
idéntica para cualquier periodo de la infancia, pues las libertades que com-
prende el derecho a controlar la propia salud y el conocimiento de su cuerpo, se 
despliegan a medida que aumentan la capacidad y madurez de los menores; de 
ahí que tanto la pertinencia, como el grado de acceso a los insumos de salud 
y a la información respectiva dependerán de la etapa en que se encuentre el 
menor de edad.

Lo anterior de ninguna manera debe entenderse en el sentido de que 
se desplace la función educadora de la familia, como entorno inmediato de 
los niños y adolescentes; por el contrario, al reforzar los valores de vivir en el 
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seno familiar, quedaron salvaguardados sus derechos y, con madurez e infor-
mación adecuada, podrán abordar temas relacionados con la sexualidad, el 
comportamiento personal y prevenir los estilos de vida peligrosos.

En ese sentido, el Estado no busca con la legislación en cuestión sus-
tituir la función protectora y orientadora de los padres de familia respecto a la 
salud y el desarrollo de los menores, sino que ambos, padres y autoridades, 
tienen funciones distintas y complementarias que resultan necesarias para la 
protección de los niños y adolescentes.

Finalmente, el fallo consideró que el hecho de que la facultad de los 
padres u otros encargados de educar y procurar a los niños y adolescentes 
deba realizarse en observancia a la ley reclamada, no la torna inconstitucio-
nal, ya que no sería asequible que el ejercicio de la patria potestad estuviese 
exento de límite jurídico alguno, o que no se constriñera al cumplimiento de 
diversos deberes legales necesarios para el correcto desarrollo del menor, 
incluyendo aquella información que les permita reconocer conductas que 
atenten contra su dignidad e integridad, rechazando toda forma de prejuicio 
o abuso físico o mental, la intimidación y los tratos degradantes.6 

REPRESENTACIÓN ESPECIAL A PERSONAS CON DISCAPACIDAD 
EN EL JUICIO DE AMPARO

Se reconoció la constitucionalidad del artículo 8, párrafo primero, de la Ley de 
Amparo, a través de una interpretación conforme a la Constitución Federal, res-
pecto de personas con alguna discapacidad que tramiten un juicio de amparo.

En el caso específico, diversas personas mayores de edad promovieron 
un juicio de amparo indirecto y manifestaron tener una discapacidad. El Juez 
de Distrito admitió su demanda y les designó oficiosamente un representante 
especial en términos de aquel dispositivo. Contra esa determinación interpu-
sieron recurso de queja, el cual fue atraído por este Alto Tribunal, donde recla
maron que con esa designación se desconocen su capacidad y personalidad 
jurídica y, por tanto, se obstaculiza su derecho de acceso efectivo a la justicia.

Para la Segunda Sala dicha porción normativa debe ser interpretada 
conforme a la Constitución Federal y no en su sentido literal. Así, determinó 
que: I. Las personas con alguna discapacidad pueden acudir al juicio de am-

6 Amparo en revisión 203/2016, fallado en la sesión de 9 de noviembre de 2016.
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paro por propio derecho, inclusive cuando tengan un representante legítimo; 
II. El legislador previó la posibilidad de que cuando una persona con discapa-
cidad promueva un juicio de amparo, pueda existir un apoyo en su tramitación; 
y III. Al constituir un apoyo la figura del representante especial, la persona 
con discapacidad tiene el derecho de elegirlo y, en su caso, de rechazar la de-
signación oficiosa a cargo del juzgador. 

En esos términos, para la Segunda Sala no fue adecuada la actuación 
de la primera instancia, pues no privilegió el efectivo ejercicio de la capacidad 
jurídica de las personas con discapacidad, en tanto que sin justificación algu-
na y sin su previo consentimiento, procedió a designarles un representante 
especial; máxime que, en el caso concreto, no existían indicios de que los 
quejosos, por el hecho de padecer una discapacidad, necesitaran el apoyo de 
un representante especial para la tramitación del juicio de amparo.7

ACCESO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD A OBRAS LITERA­
RIAS O ARTÍSTICAS

Se consideró constitucional el contenido del artículo 148, fracción VIII, de la 
Ley Federal del Derecho de Autor, que permite a un tercero la publicación de 
obras, en cualquier formato y sin cubrir regalías al autor, siempre que con 
éstas se busque favorecer su consulta o lectura a personas con discapacidad 
inhabilitante.

La Sala expresó que de los artículos 1 y 4 de la Constitución Federal, en 
relación con los diferentes instrumentos internacionales en materia de dere-
chos de las personas con discapacidad, así como de la Ley General para la 
Inclusión de las Personas con Discapacidad y su reglamento, se advierte que 

7 Tesis 2a. CXXX/2016 (10a.), de título y subtítulo: "COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PER-
SONAS CON DISCAPACIDAD. SUS OBSERVACIONES RESPECTO A LA CONVENCIÓN RELATI-
VA RESULTAN DE CARÁCTER ORIENTADOR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas.
Tesis 2a. CXXXI/2016 (10a.), de título y subtítulo: "PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LOS JUZGA-
DORES FEDERALES DEBEN RECONOCER SU CAPACIDAD Y PERSONALIDAD JURÍDICA.", pu-
blicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 
horas.
Tesis 2a. CXXXII/2016 (10a.), de título y subtítulo: "REPRESENTANTE ESPECIAL. EL ARTÍCULO 
8o., PÁRRAFO PRIMERO, DE LA LEY DE AMPARO, QUE PREVÉ LO RELATIVO A SU NOMBRA-
MIENTO, NO VIOLA LOS PRECEPTOS 1o. Y 17 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 2 de 
diciembre de 2016 a las 10:14 horas. 
Recurso de queja 57/2016, fallado en la sesión de 31 de agosto de 2016.
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el Estado Mexicano tiene el deber de procurar la inclusión de estas personas en 
los distintos ámbitos de la vida social y, por tanto, ha de disponer de los medios 
para que todos los individuos, independientemente de los obstáculos y condi-
ciones limitativas que les afecten, vean cubiertas sus necesidades en condicio
nes de igualdad.

Sobre esas bases, de acuerdo con la exposición de motivos de la nor-
ma reclamada, el propósito de su reforma fue eliminar las barreras que impo-
sibilitan y dificultan la creación de condiciones que permitan el acceso de las 
personas con discapacidad a gozar de información sobre obras literarias o 
artísticas, concluyendo entonces que su reproducción en formatos especia-
les puede realizarse sin autorización del titular del derecho patrimonial y sin 
remuneración, citando invariablemente la fuente de origen, sin alterarla ni per-
seguir con ello un afán de lucro.8

DERECHO A LA PRIVACIDAD DE LAS COMUNICACIONES E INTEGRI­
DAD DE LAS PERSONAS
GEOLOCALIZACIÓN EN TIEMPO REAL

De interés relevante en relación con los derechos humanos a la seguridad 
jurídica, protección de datos personales e inviolabilidad de las comunicacio-
nes, se resolvió que la obligación prevista en los artículos 189 y 190, fracciones 
I, II y III, de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, de propor-
cionar a las autoridades competentes los datos relativos a la localización geo-
gráfica en tiempo real de los equipos de comunicación móvil, sin autorización 
judicial, no constituye una violación al derecho fundamental a la inviolabilidad 
de las comunicaciones, en virtud de que tal solicitud no se dirige a persona 
alguna en concreto, ni se relaciona con la obtención de información vincula-
da con las comunicaciones o sus procesos comunicativos, sino que se con-
trae simplemente a la ubicación geográfica de un equipo asociado a una línea 
telefónica determinada, con la que se está cometiendo un delito, en el momen-
to preciso en que se produce la búsqueda, como una respuesta inmediata al 
proceso de investigación.

Ello, porque la geolocalización en tiempo real persigue un fin legítimo, 
es necesaria para la obtención de un objetivo lícito, y resulta proporcional, en 

8 Tesis 2a./J. 83/2016 (10a.), de título y subtítulo: "DERECHO DE AUTOR. EL ARTÍCULO 148, FRAC-
CIÓN VIII, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLA LOS DERECHOS A LA PROPIEDAD Y DE 
AUTOR, NI ES INCONVENCIONAL.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del vier-
nes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 32, Tomo I, julio de 2016, página 454.
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tanto favorece el combate a las actividades delictivas, mediante el uso de 
tecnologías no invasivas en materia de telecomunicaciones. Así, la restricción 
que supone la geolocalización sin intervención de un Juez se ve compensada 
por la importancia de los bienes tutelados que se ponen en riesgo, obligando 
al Estado Mexicano a proteger la vida e integridad de las personas, como un 
valor supremo a su cargo. 

Con tal apoyo, en la sentencia respectiva se estableció que las únicas 
autoridades facultadas para solicitar la geolocalización en tiempo real son el 
Procurador General de la República, los procuradores de las entidades fede-
rativas o los servidores públicos en quienes deleguen esta facultad, la Policía 
Federal siempre bajo la conducción y mando del Ministerio Público, confor-
me lo establece el artículo 21 constitucional, y las autoridades competentes 
en los casos de amenaza inminente a que se refiere la Ley de Seguridad Na-
cional en su artículo 5, únicamente cuando se presuma que se pone en peligro 
la vida, la integridad de las personas o la seguridad del colectivo. 

Por el contrario, la Sala concluyó que para solicitar y recibir la informa-
ción de datos estructurados, es decir, aquella que es conservada hasta por 
dos años por los concesionarios o permisionarios en materia de telecomuni-
caciones y que incluye nombre y domicilio del usuario, tipo de comunicación, 
origen y destino de las llamadas, fecha, hora y duración de las mismas, así 
como el servicio de mensajería o multimedia, se debe observar lo dispuesto por 
el artículo 16 de la Constitución Federal, esto es, que la entrega de ésta sólo 
procederá con la autorización del Juez de Control, a petición de quien esté 
legalmente facultado para solicitarla.

En este último caso, la autoridad competente deberá fundar y motivar 
invariablemente ante el juzgador las causas legales de la solicitud, además 
de expresar las personas cuyos datos serán solicitados y el periodo por el cual 
se requiera la información, destacando que no se autorizará la entrega de la 
información resguardada cuando se trate de materias de carácter electoral, 
fiscal, mercantil, civil, laboral o administrativa, ni tratándose de las comuni-
caciones del detenido con su defensor.9

9 Tesis 2a. XLV/2016 (10a.), de título y subtítulo: "LOCALIZACIÓN GEOGRÁFICA EN TIEMPO REAL 
DE LOS EQUIPOS DE COMUNICACIÓN MÓVIL. EL ARTÍCULO 190, FRACCIÓN I, DE LA LEY FEDE
RAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN QUE LA PREVÉ NO TRANSGREDE EL DERE
CHO HUMANO A LA INVIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 1304.
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CONTRATOS DE ADHESIÓN Y CLÁUSULAS DE PROTECCIÓN AL 
USUARIO DE SERVICIOS DE TELEFONÍA MÓVIL

Al resolver un recurso de revisión, la Segunda Sala negó el amparo solicitado 
por diversas empresas en contra del artículo 191, fracciones V, XVI, XX y XXI, 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, que establecen a 
favor de los usuarios de los servicios de telefonía móvil diversos derechos en 
su calidad de consumidores.

El argumento defensivo consistió en considerar que tal precepto vulne-
ra el derecho fundamental de libertad de comercio, al imponer diversas res-
tricciones que estimaron injustificadas, limitar el desarrollo de los servicios 
de telecomunicaciones que prestan en su calidad de concesionarias, asimis-
mo resulta de aplicación retroactiva en su perjuicio, al modificar y descono-
cer las condiciones para la prestación del servicio de telefonía móvil generadas 
al tenor de la abrogada Ley Federal de Telecomunicaciones.

En la resolución se precisó que la norma impugnada no resulta contra-
ria al derecho fundamental de libre comercio, al obligar a que en los contratos 
de adhesión celebrados con los usuarios finales, se establezcan penas razo-
nables en caso de cancelación anticipada del contrato por parte del consumi-
dor o de suspensión temporal del servicio por falta de pago; que los saldos 
insolutos, así como los costos de reconexión por suspensión, no sean despro-
porcionales con la obligación incumplida; la de abonar a los usuarios del 
servicio móvil de prepago el saldo no consumido a la fecha de su expiración, y 
el que resulte de las recargas que éste lleve a cabo dentro del año siguiente a 
dicha fecha; a aplicar el pago mensual del usuario primero al cobro de los 
servicios y no al adeudo del equipo, y desglosar, en el recibo mensual que se 
expida, la parte que corresponda a la prestación del servicio y la que se derive 
del costo del equipo o instalaciones, siempre indicando con claridad el plazo de 
dicho pago.

Tales medidas no impiden a los concesionarios que prestan el servicio 
de telecomunicaciones ejercer las actividades correspondientes a la conce-

Tesis 2a. XLIV/2016 (10a.), de título y subtítulo: "LOCALIZACIÓN GEOGRÁFICA EN TIEMPO REAL 
DE LOS EQUIPOS DE COMUNICACIÓN MÓVIL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 190, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. AUTORIDADES COMPETEN-
TES PARA SOLICITARLA Y PRESUPUESTOS QUE LA AUTORIZAN.", publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 1305.
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sión que les fue otorgada, sino únicamente se está frente a requisitos míni-
mos en favor del público usuario, necesarios para garantizar el buen desarrollo 
de la prestación del servicio de telecomunicaciones al amparo de dicha 
concesión.

Finalmente, se consideró infundada la pretensión de las quejosas de que 
la concesión otorgada con anterioridad a la vigencia de la Ley Federal de Te-
lecomunicaciones y Radiodifusión no pueda tener modificaciones, porque el 
desarrollo del servicio público que les fue concesionado se encuentra sujeto 
a la legislación aplicable en la materia que al respecto se emita para benefi-
cio de la sociedad y el interés público, por así prevenirlo expresamente el título 
de concesión en sus cláusulas, las cuales no representan en momento algu-
no derechos adquiridos.10

MATERIA FISCAL 
BUZÓN TRIBUTARIO, CONTABILIDAD Y REVISIÓN ELECTRÓNICA

Se analizó la constitucionalidad de las normas que regulan el denominado 
buzón tributario, así como de aquellas relacionadas con la contabilidad elec
trónica y la facultad de la autoridad hacendaria para practicar revisiones por 
el mismo medio.

Para la Segunda Sala, la norma que regula el buzón tributario sólo ins-
taura un nuevo canal de comunicación entre la autoridad hacendaria y los 
contribuyentes, mediante el aprovechamiento de los avances tecnológicos, ello 
bajo idénticas circunstancias e implicaciones que el sistema de requerimiento 
documental, manteniéndose vigente la obligación de la exactora de observar, 
para efectos de ejecución, las formalidades esenciales que la legislación esta
blece para los actos de privación, lo cual impide cualquier actuación arbitraria.

En concreto, considerando la existencia de la firma electrónica avanzada 
y el acuse de recibo electrónico, hoy en día, la certeza de una comunicación 
así se presume, salvo prueba en contrario.

En cuanto a la contabilidad electrónica, se determinó que los manda-
tos derivados de dichas porciones normativas no constituyen en sí un acto de 
fiscalización, sino obligaciones que se generan ante la necesidad de actuali-
zar las prácticas tradicionales de revisión y recaudación, bajo un contexto ágil 

10 Recurso de revisión 1371/2015, fallado en la sesión de 9 de noviembre de 2016. 



XXIV SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

y novedoso donde el uso de la tecnología es compatible con los derechos del 
contribuyente, al tenor de lo dispuesto por el antepenúltimo párrafo del artícu-
lo 16 constitucional, que permite a la autoridad exigir a los contribuyentes la 
exhibición de la información indispensable para comprobar que se han aca-
tado las disposiciones fiscales.

Sin embargo, se declaró inconstitucional la obligación de atender a 
los lineamientos técnicos para la generación de archivos en formatos específi-
cos, debido a que, con la remisión del caso, la autoridad administrativa exce-
dió los límites de la habilitación legal que le fue conferida y, además, provocó 
inseguridad jurídica, porque los referentes e instrucciones generados para 
tales efectos, se encuentran redactados en un idioma diferente al oficial en 
los Estados Unidos Mexicanos.11

En relación con la revisión electrónica, se determinó que la facultad 
conferida a la autoridad para revisar la información y documentación relacio-
nada con el cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes 
que obra en su poder, sin tener que dar noticia de ello a los sujetos revisados, 
no viola el derecho a la seguridad jurídica, ya que ese proceder, por sí, no 
afecta derecho alguno de los contribuyentes y, además, es acorde con el nue-
vo modelo de relación cooperativa, que tiene como propósito fundamental 
orientar a los contribuyentes con oportunidad sobre los términos en que de-
ben cumplir con sus obligaciones fiscales, facilitar sus trámites y consultas o 
resolver diferendos derivados de la interpretación de la ley, todo sin necesi-

11 Tesis 2a. LIX/2016 (10a.), de título y subtítulo: "BUZÓN TRIBUTARIO. EL ARTÍCULO 17-K DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER ESE MEDIO DE COMUNICACIÓN EN-
TRE EL CONTRIBUYENTE Y LA AUTORIDAD HACENDARIA, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGU-
RIDAD JURÍDICA (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 1287.
Tesis 2a. LXI/2016 (10a.), de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL SISTEMA DE 
REGISTRO Y CONTROL DE CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES CONTENIDO EN EL 
ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO CONSTITUYE 
EN SÍ UN ACTO DE FISCALIZACIÓN (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFI-
CIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013).", publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas y en la Gaceta del Semanario Ju­
dicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 1293.
Tesis 2a. LXX/2016 (10a.), de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ANEXO 24 DE 
LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 5 DE ENERO DE 2015, VIOLA LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGU-
RIDAD JURÍDICA.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 26 de agosto 
de 2016 a las 10:34 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 33, Tomo II, agosto de 2016, página 1290.
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dad de recurrir a los tribunales, a fin de lograr una mayor recaudación y redu-
cir los costos de operación de la hacienda pública.12 

Asimismo, se estableció que la preliquidación que se acompaña a la 
resolución provisional en la que se dan a conocer al contribuyente revisado 
las irregularidades advertidas, constituye solamente una propuesta de pago 
para el caso de que decida regularizarse en sus obligaciones fiscales, no así 
un requerimiento cuya inobservancia dé lugar a su ejecución inmediata.

Por tal razón, se determinó que, al facultar a la autoridad hacendaria 
para hacer efectiva la cantidad determinada en la preliquidación, cuando el 
contribuyente no aporta pruebas en el procedimiento de fiscalización, trans-
grede el derecho de audiencia, ya que se le priva de sus bienes, derechos o 
posesiones sin antes darle la oportunidad de ofrecer en el recurso de revoca-
ción los medios de prueba que, por cualquier circunstancia, no exhibió ante 
la autoridad fiscalizadora para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos. 

LÍMITE A DEDUCCIONES POR EROGACIONES QUE A SU VEZ CONS­
TITUYAN INGRESOS EXENTOS PARA LOS TRABAJADORES

Se cuestionó la constitucionalidad de diversas normas de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, relacionadas con límites a deducciones de personas mora-
les por concepto de erogaciones de protección, previsión social y prestacio-
nes laborales.

Para la Segunda Sala no resulta válido establecer un límite deducible 
al gasto por previsión social, dependiendo si se trata de trabajadores sindica-
lizados o no sindicalizados, pues no existe justificación para dar un trato dis-
tinto en función de la naturaleza de sus labores; por ello, determinó que el 
límite deducible de diez salarios mínimos elevado al año para trabajadores no 
sindicalizados, resulta inconstitucional.

12 Tesis 2a./J. 152/2016 (10a.), de título y subtítulo: "FACULTAD DE LA AUTORIDAD HACENDARIA 
PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES CON BASE EN LA 
INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN QUE OBRA EN SU PODER, SIN TENER QUE DAR NOTICIA 
DE ELLO AL CONTRIBUYENTE. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉN, NO VIOLAN EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:28 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, octu-
bre de 2016, página 717.
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En otro aspecto, determinó que las empresas deben ajustarse al por-
centaje máximo deducible, que es mayor a un 50%, respecto de pagos reali-
zados a los trabajadores que a su vez resulten ingresos exentos para éstos.

Ello es así, aun aceptando que tales aportaciones trascienden en la 
generación de los ingresos pues, atento a las razones legislativas que lleva-
ron a adoptar esta medida, entre otras, el combate a conductas elusivas ya 
generalizadas, se estimó razonable topar este beneficio en tanto su entrega 
no genera para quien la recibe, gravamen alguno, rompiendo la simetría que 
debe guardar por naturaleza toda deducción autorizada.

Mismo tratamiento se dio a las aportaciones a fondos de pensión o ju-
bilación complementarios a los que establece la Ley del Seguro Social porque, 
a diferencia del pago de los ingresos exentos, estas sumas no son necesarias 
para la generación del ingreso y, en tal medida, la posibilidad de deducirlos 
debe estimarse un beneficio variable que puede o no conceder el legislador, 
a partir de las políticas fiscales que estime necesarias para cubrir el gasto 
público.

Finalmente, la Ley del Impuesto sobre la Renta permite la deducción de 
las cuotas a cargo de los patrones pagadas al Instituto Mexicano del Seguro 
Social, trato que no debe extenderse a las cubiertas por éste y que correrían 
a cargo de los trabajadores pues, de hacerse deducibles, sería finalmente la 
autoridad exactora y, por consecuencia, la sociedad en general, la que resin-
tiera el costo del beneficio, desnaturalizando el carácter tripartita que siempre 
ha caracterizado a este régimen. Desde luego, lo anterior no incluye los casos 
de trabajadores que perciben el salario mínimo, los cuales siguen siendo de-
ducibles en su totalidad.

Y, en cuanto al índice inflacionario, entendido éste como la pérdida del 
poder adquisitivo de la moneda, desde que tiene un impacto significativo en 
el patrimonio de todo contribuyente, se determinó que, contrario a lo que or-
dena la ley, este fenómeno debe reconocerse en el costo de lo vendido y, por 
tanto, permitirse considerarlo para la determinación de la utilidad fiscal.13

LÍMITE A DEDUCCIONES TRATÁNDOSE DE PERSONAS FÍSICAS

Para la Segunda Sala es constitucional el mecanismo establecido para deter-
minar el monto a cubrir tratándose de personas físicas por salarios y asimi

13 Amparos en revisión 684/2014, 766/2014, 925/2014 y 112/2015, fallados en la sesión de 26 de 
octubre de 2016. 
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lados, luego de aplicar la limitante al monto de deducciones personales, es 
decir, las erogaciones que se realizan por concepto de honorarios médicos, 
gastos funerales o intereses reales por créditos hipotecarios, de hasta 4 sa
larios mínimos generales elevados al año o el 10% del total de sus ingresos 
en el ejercicio fiscal, lo que resulte menor, pues ello refleja un promedio 
ponderado y equitativo que permite reducir la carga fiscal sin afectar la re-
caudación necesaria para cubrir el presupuesto.14

IMPUESTO ESPECIAL SOBRE PRODUCCIÓN Y SERVICIOS. ALI­
MENTOS CON ALTA DENSIDAD CALÓRICA Y CONCENTRADOS PARA 
PREPARAR BEBIDAS SABORIZADAS CON AZUCAR AÑADIDA

Al respecto, los integrantes de la Segunda Sala determinaron que la forma en 
que se regula este tributo no viola los principios de equidad, legalidad, segu-
ridad jurídica e irretroactividad, pues no da un trato desigual entre contri
buyentes; el objeto del impuesto se encuentra definido claramente en la ley; 
y obedece a un fin constitucionalmente válido, en tanto además de recaudar, 
previene la obesidad entre menores, adolescentes y adultos, siempre bajo la 
protección de la salud y el derecho a una alimentación sana.

No obstante lo anterior, se concedió el amparo contra la limitante para 
realizar el acreditamiento previsto en el artículo 4, fracción II, de la propia Ley 
del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, al considerarla viola
toria del principio de proporcionalidad tributaria pues, sin justificación algu-
na, impide acreditar el impuesto trasladado por concepto de alimentos con 
alta densidad calórica sin expresar razón jurídica que la valide.15

OPERACIONES RELEVANTES

Se declaró inconstitucional la obligación de presentar información sobre las 
operaciones que determine la autoridad hacendaria, de conformidad con el 
artículo 31-A del Código Fiscal de la Federación, en tanto tal disposición 
transgrede los principios de legalidad y certeza jurídica, por no establecer 
parámetros claros que orienten al sujeto obligado sobre cuáles de dichas 
operaciones deban ser declaradas a la autoridad.16

14 Amparos en revisión 923/2015, 226/2016, 258/2016, 430/2016, 440/2016 y 738/2016, fallados en 
la sesión de 9 de noviembre de 2016. 
15 Amparos en revisión 441/2015 y 845/2015, fallados en la sesión de 5 de octubre de 2016. 
16 Amparo en revisión 746/2016, fallado en la sesión de 16 de noviembre de 2016.
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DERECHO REGULATORIO
PROHIBICIÓN DE PATROCINIOS PARA CONCESIONARIOS DE 
RADIODIFUSIÓN DE USO SOCIAL

Se declaró la constitucionalidad del artículo 89 de la Ley Federal de Telecomu
nicaciones y Radiodifusión en el que no se permite la obtención de patro
cinios como fuente de financiamiento para los concesionarios de radiodifusión 
de uso social.

A juicio de la Segunda Sala, tal situación no es contraria a los princi-
pios de igualdad y no discriminación, pues si bien no se da el mismo trato a 
las concesionarias de uso público frente a las de uso social, tal diferencia 
está justificada, pues el hecho de que sólo a las primeras se les permita re
faccionarse mediante patrocinios publicitarios, no se traduce en una posición 
desigual o discriminatoria, en tanto es claro que cada una de ellas persigue 
objetivos distintos y adquiere, por lo mismo, obligaciones diversas frente al 
Estado y la ciudadanía.

En efecto, conforme al artículo 76 de la Ley Federal de Telecomunica-
ciones y Radiodifusión, las concesiones de carácter social tienen por objeto 
usar y aprovechar bandas de frecuencias del espectro radioeléctrico de uso 
determinado, o recursos orbitales para prestar servicios de telecomunicación 
o radiodifusión con propósitos culturales, científicos, educativos o de asisten-
cia a la comunidad, pero siempre sin fines de lucro; mientras que las de uso 
público proveen servicio de naturaleza económica y, por lo mismo, se someten, 
entre otros, al régimen de obligaciones tributarias que la norma les impone.

En consecuencia, el trato diferenciado entre los concesionarios de uso 
público y los de uso social, respecto de sus fuentes de ingreso, se justifica en 
la medida en que cada uno de ellos persigue objetivos específicos y distintos y, 
por tanto, no son jurídicamente iguales, de lo que se sigue que no hay obliga-
ción de darles el mismo trato en cuanto a dichas fuentes, concretamente, la de 
permitirles a los concesionarios de uso social tener ingresos por patrocinios, 
dado su carácter eminentemente altruista o recreativo.17

RETRANSMISIÓN DE SEÑAL RADIODIFUNDIDA

Se promovió juicio de amparo en contra de lo dispuesto en el artículo 164 de 
la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, bajo el argumento 

17 Amparo en revisión 80/2016, fallado en la sesión de 10 de agosto de 2016.
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de que es inconstitucional e inconvencional, porque impide que los titu
lares de los derechos de autor que transmiten sus obras por televisión abier-
ta, puedan recibir una remuneración adicional con motivo de la retransmisión 
de contenidos en sistemas de naturaleza restringida, siendo que los titu
lares de derechos de autor que transmiten por televisión restringida, sí podrán 
recibir el pago de la contraprestación correspondiente por la difusión de sus 
obras, no obstante que se trata de los mismos sujetos obligados.

La Sala estimó que el hecho de que el precepto establezca que los 
concesionarios que presten servicios de televisión abierta estén obligados a 
permitir a los concesionarios de televisión restringida la retransmisión de su 
señal, de manera gratuita y no discriminatoria, dentro de la misma zona de co
bertura geográfica, en forma íntegra, simultánea y sin modificaciones, inclu-
yendo la publicidad y con la misma calidad de la señal que se radiodifunde; y, 
a su vez, que los concesionarios que presten servicios de televisión restringi-
da estén obligados a retransmitir la señal de televisión abierta, sin que por ello 
deban retribuir nuevamente a los titulares del derecho de autor, no contravie-
ne los derechos fundamentales de audiencia, igualdad, libertad de comercio 
y seguridad jurídica que se contienen en los artículos 1, 5, 14, 16 y 28 de la 
Constitución Federal, ya que tal restricción así fue dispuesta expresamente 
en el Artículo Octavo Transitorio del Decreto de reformas constitucionales, 
publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013.

Conforme a tal precepto de la reforma, la Sala concluyó que quedó 
evidenciada la intención del Poder Revisor de la Constitución de dar mayor 
acceso, diversidad y pluralidad de contenidos a los usuarios de televisión res-
tringida, acogiendo el principio de gratuidad de las señales abiertas radiodi-
fundidas, incluyendo por supuesto, los derechos de autor que puedan quedar 
implicados en ese proceso.18

DERECHO DEL TRABAJO
PROHIBICIÓN A TRABAJADORES DE CONFIANZA PARA HACER 
USO DEL DERECHO DE HUELGA

Se resolvió que los trabajadores de confianza no están facultados para ejercer 
el derecho de huelga.

Para la Segunda Sala, la prohibición impuesta en los artículos 183 y 
931, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, a los trabajadores de confianza 

18 Amparo en revisión 1238/2015, fallado en la sesión de 29 de junio de 2016.
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para participar en la prueba de recuento que se debe desahogar para deter-
minar el requisito de mayoría en el derecho de huelga, implica también que 
no puedan decidir sobre la suspensión de labores en un movimiento de huelga, 
ni mucho menos, ejercer ese derecho por sí mismos. 

Lo anterior es así, porque la razón y justificación del trabajador de con-
fianza derivan de su relación inmediata y directa con los intereses patronales, 
de manera que resultaría inadmisible y contradictorio darles el derecho de 
huelga o contabilizarlos para declararla, en perjuicio de la base trabajadora, 
quien de esta forma, aunque no fuera su voluntad paralizar las labores de la 
fuente de trabajo, en determinados casos se vería obligada a ello por la de
cisión de quienes representan al patrón y obedecen a sus intereses.19

SALARIOS VENCIDOS. CAPITALIZACIÓN DE INTERESES

A partir de la idea básica de que la capitalización citada implica incorporar al 
adeudo principal los intereses que ha generado, la Segunda Sala determinó 
que tratándose de salarios vencidos, la porción normativa "capitalizable al 
momento del pago", contenida en el párrafo tercero del artículo 48 de la Ley 
Federal del Trabajo, significa que los intereses se incorporan al adeudo al 
momento en que se realice el pago correspondiente.

Es decir, los intereses que se generen con motivo de la falta de pago de 
salario, se incorporarán al capital, entendido ello en el contexto de la norma 
como el monto de doce meses de salarios vencidos, al momento en que se 
realice el pago, tanto de los salarios condenados, como de los propios intere-
ses, sin que se deban capitalizar esos últimos por cada mes que corresponde 
a su cálculo.20

ARANCELES 
IMPORTACIÓN DE AUTOS USADOS

Se determinó que el Decreto por el que se Regula la Importación Definitiva de 
Autos Usados, vigente a partir del 1 de julio de 2011, no impone mayores 

19 Tesis 2a./J. 118/2016 (10a.), de título y subtítulo: "DERECHO DE HUELGA. LOS TRABAJADO-
RES DE CONFIANZA NO PUEDEN EJERCERLO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, octubre de 2016, página 840.
20 Contradicción de tesis 200/2016, fallada en la sesión de 5 de octubre de 2016.
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exigencias en la elaboración del certificado de origen que las establecidas en 
el Tratado de Libre Comercio de América del Norte.

Para ello, se estableció que el instrumento normativo mencionado se 
refiere a la forma de determinar cuándo un bien es originario del Estado Parte 
de la zona comercial, a fin de aplicar los beneficios arancelarios previstos 
para el sector automotriz, para lo cual, resulta necesario contar con un certi-
ficado de origen válido. De ahí que el tratado en cita prevea en su artículo 502 
que para ser sujeto de aranceles preferenciales, se debe cumplir con la con-
dición de declarar por escrito, con base en un certificado de origen válido, 
que el bien califica como originario, lo que demuestra que el objeto motivo de 
importación se produjo en el territorio de alguno de los países firmantes.

Así, la Sala consideró que el Tratado de Libre Comercio de América del 
Norte establece en su Capítulo V, como elemento esencial, que para gozar 
del beneficio de un arancel preferencial, la importación se debe realizar al 
amparo de un certificado de origen que demuestre que el producto que se pre
tende importar se elaboró en alguno de los países firmantes, ya que de otra 
manera no se tendría la certeza de que el bien califica como originario de di-
cha zona y, en consecuencia, se tendría que negar al importador el trato pre-
ferencial previsto por el tratado internacional.21

Con ello se puso fin a una larga discusión jurídica que produjo, indebi-
damente, la internación de incontables vehículos a territorio nacional, con los 
consecuentes daños a la economía y a la sociedad en general.

Aquí concluyo este resumen. 

Señoras y señores,

Los datos concretos de las actividades realizadas por la Segunda Sala 
que se han informado, permiten advertir su productividad, el balance y la evo
lución de sus criterios, cumpliendo así con el deber de rendir cuentas claras y 
transparentes sobre el desempeño de la función judicial que tenemos en- 
comendada.

En este momento, y ante la satisfacción personal del deber hasta hoy 
cumplido, pues todavía restan algunos días a tan honrosa responsabilidad, 

21 Amparo en revisión 485/2015, fallado en la sesión de 11 de mayo de 2016.
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ratifico en nombre de la Señora y los Señores Ministros integrantes de la 
Segunda Sala del más Alto Tribunal de la República, nuestro firme y fuerte 
compromiso frente a la sociedad y la comunidad jurídica; con una nueva con-
ducción en 2017, estoy cierto que las cosas se harán mejor, pero me convenzo 
de que las bases para ello, aquí se quedan; en ese afán, en conjunto y con la 
solidaridad que caracteriza el inquebrantable y decidido espíritu que impulsa 
al Poder Judicial de la Federación en todas sus áreas de organización, aun 
ante los cobardes embates, dolorosos daños y pérdidas personales irrepa
rables que nos han infligido quienes no desean un México próspero y pacífi-
co, seguiremos concentrando con tesón y compromiso nuestros esfuerzos en 
la consolidación del orden jurídico mexicano y de su elaborado sistema de 
protección a los derechos humanos, de modo que sean los principios rec
tores de tales objetivos los que orienten el sentido de sus fallos, a fin de ga-
rantizar el acceso a la justicia que el Constituyente originario anheló, siempre 
con el pleno respeto de los valores y las esperanzas de un país mejor, pleno 
de mayores oportunidades para las futuras generaciones de mexicanos que 
así nos lo demandan.

Muchas gracias.
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

ENGROSES, TESTIMONIOS ENVIADOS, SESIONES CELEBRADAS,  
EXPEDIENTES ENVIADOS AL ARCHIVO Y AL MINISTERIO PÚBLICO

DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2015 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2016

CONCEPTOS TOTAL

TESTIMONIOS ENVIADOS

A TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 3,618

A JUZGADOS DE DISTRITO 269

A LA SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS 898

A OTRAS AUTORIDADES (EXTERNAS Y SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN) 711

AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 70

TOTAL 5,566

SESIONES CELEBRADAS

PRIVADAS: 40 (APROBACIÓN DE TESIS) PÚBLICAS: 42

EXPEDIENTES ENVIADOS AL ARCHIVO

EXPEDIENTES ENVIADOS: 3,604

EXPEDIENTES ENVIADOS AL MINISTERIO PÚBLICO DE LA FEDERACIÓN

EXPEDIENTES ENVIADOS: 41

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

TESIS APROBADAS, OFICIOS DE TESIS GIRADOS Y NOTIFICACIONES
DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2015 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2016

CONCEPTOS TOTAL

TESIS APROBADAS

TESIS JURISPRUDENCIALES 205

TESIS AISLADAS 136

 SUMA 341

NOTIFICACIONES

POR LISTA 16,989

PERSONALES 124

TESTIMONIOS ENTREGADOS (LÁMINAS DE CORRESPONDENCIA) 5,565

EN LA CIUDAD DE MÉXICO 1,945

FORÁNEOS 2,441

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (INTERNOS) 1,179

OFICIOS DE ACUERDOS 3,914

 SUMA 32,157
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SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN
SEGUNDA SALA

RESUMEN DE OFICIOS GIRADOS
 DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2015 AL 30 DE NOVIEMBRE DE 2016

CONCEPTOS TOTAL

RESUMEN DE OFICIOS GIRADOS

AL CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 70

A TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO (Testimonios) 3,618

A JUZGADOS DE DISTRITO (Testimonios) 269

A OTRAS AUTORIDADES (Testimonios) 437

A LA SUBSECRETARÍA GENERAL DE ACUERDOS (Testimonios) 898

A AUTORIDADES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN (Testimonios) 274

OFICIOS GENERADOS POR ACUERDO DICTADO (Autoridades locales) [1,136 por MINTERSCJN] 3,927

OFICIOS GENERADOS POR ACUERDO DICTADO (Autoridades foráneas) [1,124 por MINTERSCJN] 3,016

 SUMA 12,509



SEGUNDA SALA
JURISPRUDENCIA Y TESIS AISLADAS





TESIS DE JURISPRUDENCIA POR 
CONTRADICCIÓN DE TESIS

(PUBLICADAS EN EL SEMANARIO 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN)





5

JURISPRUDENCIA POR 
CONTRADICCIÓN DE TESIS

ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA ES­
PECIALIZADOS EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN 
Y TELECOMUNICACIONES. SON COMPETENTES PARA CONOCER 
DE LOS JUICIOS DE AMPARO O SUS RECURSOS CUANDO EL ACTO 
RECLAMADO CONSISTE EN LA DECISIÓN ADOPTADA RESPECTO DE 
UNA SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN. En la exposición 
de motivos del Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposi
ciones de los artículos 6o., 7o., 27, 28, 73, 78, 94 y 105 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos en materia de telecomunicaciones, publi
cado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de junio de 2013, se planteó la 
necesidad de crear órganos jurisdiccionales especializados en competencia 
económica, radiodifusión y telecomunicaciones, en atención a la complejidad 
de los aspectos técnicos que involucran a esas materias y para dar consisten
cia y homogeneidad a su marco regulatorio y evitar criterios distintos y contra-
dictorios. En ese sentido, si bien es cierto que el derecho de acceso a la 
información encuadra dentro de la materia administrativa en general, también 
lo es que cuando una solicitud de acceso a la información entraña cuestiones 
relacionadas con la materia de competencia económica, radiodifusión o tele
comunicaciones, el órgano jurisdiccional competente para conocer del juicio 
de amparo o sus recursos cuando el acto reclamado consiste en la decisión 
adoptada respecto a dicha solicitud es el especializado en esas materias, 
pues su resolución no implica que sólo se abordarán aspectos relativos a ese 
derecho, como pueden ser el propio acceso a la información, los medios por 
los que se ejerce aquél o las limitaciones que al respecto pueden determinarse, 
sino que también debe resolverse si la información fue completa y congruente, 
así como si las reservas fueron fundadas y motivadas, entre otras cuestiones 

2015
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relacionadas con la materia especializada, lo cual es compatible con la compe
tencia de los órganos jurisdiccionales en esas materias.

2a./J. 119/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 49/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Tercero, Décimo Sexto, Segundo, Quinto y Sexto, todos en Materia Adminis-
trativa del Primer Circuito, Primero y Segundo, ambos en Materia Administrativa 
Especializados en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, 
con residencia en el Distrito Federal y jurisdicción en toda la República. 8 de julio 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador 
Alvarado López.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Pri
mer Circuito, al resolver el conflicto competencial 9/2014, el sustentado por el Décimo 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver la 
queja 199/2013, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Adminis-
trativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunica
ciones, con residencia en el Distrito Federal y Jurisdicción en toda la República, al 
resolver las quejas 5/2014 y 57/2014, y el diverso sustentado por el Quinto Tribu
nal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el conflicto 
competencial 23/2014.

Tesis de jurisprudencia 119/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del doce de agosto de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 2 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LOS MANUALES DE ORGANI­
ZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO SON 
LA BASE PARA FINCARLES RESPONSABILIDADES ADMINISTRATI­
VAS Y SANCIONES, EL CONOCIMIENTO DE SU EXISTENCIA Y CON­
TENIDO NO PUEDE DERIVAR DE ALGÚN OTRO MEDIO LEGAL, SINO 
DE SU PUBLICACIÓN EN EL ÓRGANO DE DIFUSIÓN OFICIAL CORRES­
PONDIENTE. Conforme a la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 249/2007 (*), dichos manuales deben 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 249/2007 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, enero de 2008, página 515, con 
el rubro: "SERVIDORES PÚBLICOS. LOS MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCEDIMIENTOS 
O DE SERVICIOS AL PÚBLICO, CON BASE EN LOS CUALES SE LES IMPONEN OBLIGACIONES Y 
ANTE SU INCUMPLIMIENTO PUEDE FINCÁRSELES RESPONSABILIDAD Y SANCIONÁRSELES, 
DEBEN PUBLICARSE EN EL ÓRGANO OFICIAL DE DIFUSIÓN CORRESPONDIENTE."
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publicarse en un órgano de difusión oficial, llámese Diario Oficial de la Fede
ración, gaceta gubernamental o periódico oficial local, según sea el caso, 
pues al tratarse de normas de carácter general, sólo así los servidores públicos 
a quienes les resulten de observancia obligatoria tendrán conocimiento de su 
contenido y sabrán con certeza las sanciones que se les impondrán y las respon
sabilidades que se les fincarán, en caso de que incurran en el incumplimiento 
de sus obligaciones o en irregularidades en el desempeño de sus funciones. 
Por tanto, no puede admitirse que el conocimiento pleno de la existencia y 
contenido de los manuales derive de algún otro medio legal aunque éste sea 
fehaciente, ya que dejar tal conocimiento a la valoración de pruebas no abona 
a la seguridad jurídica, en tanto que si aquéllos son la base para afectar 
la esfera de derechos de los servidores públicos al fincarles responsabili
dades y sancionarlos, la certeza del conocimiento pleno en los términos referi-
dos sólo puede derivar de su publicación en un órgano de difusión oficial. 

2a./J. 152/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 148/2015. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo Circuito y el Segundo Tribu
nal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en 
Xalapa, Veracruz. 30 de septiembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María Estela Ferrer Mac-Gregor Poisot.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.2o.(IV Región) 14 A, de rubro: "MANUALES DE ORGANIZACIÓN, DE PROCE
DIMIENTOS O DE SERVICIOS AL PÚBLICO. SU FALTA DE PUBLICACIÓN EN EL DIA-
RIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN NO IMPIDE QUE UN SERVIDOR PÚBLICO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL SEA SUJETO DE RESPONSABILIDAD POR 
SU DESACATO, SI EXISTE PRUEBA DE QUE REALMENTE TUVO CONOCIMIENTO DE 
ELLOS POR OTRO MEDIO LEGAL.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, 
y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXIII, enero de 2011, página 3224, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Décimo Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 417/2014.

Tesis de jurisprudencia 152/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de enero de 2016 a las 11:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMPLAZAMIENTO AL JUICIO LABORAL. PARA QUE SEA LEGAL, EL 
ACTUARIO DEBE AGREGAR COPIA DEL CITATORIO DE ESPERA 
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AL EXPEDIENTE CORRESPONDIENTE. De conformidad con el artículo 
743, fracción III, de la Ley Federal del Trabajo, vigente hasta el 30 de noviem
bre de 2012, el citatorio de espera constituye un documento oficial, elaborado 
por el actuario, a través del cual, ante la ausencia de la persona buscada en el 
domicilio respectivo, se le hace saber que se requiere de su presencia o de 
la de su representante legal, para llevar a cabo la diligencia de emplazamiento, 
proporcionándole los datos mínimos indispensables de conocimiento como 
el lugar, día y hora de la citación, el número de expediente, el nombre de las 
partes, así como el nombre y domicilio de la persona buscada; esto por simi
litud de lo previsto en el artículo 751 de la Ley Federal del Trabajo. Ahora, si 
bien el artículo 743 aludido no establece la obligación expresa del actuario 
de agregar copia del citatorio de espera al expediente laboral, sino sólo la de 
asentar razón en autos de la diligencia respectiva, sí se encuentra implícita y 
resulta necesaria en la medida en que el cumplimiento de una de las forma-
lidades esenciales del procedimiento, como es el emplazamiento a juicio, 
requiere que todas las fases estén correctamente ejecutadas, y esto no podría 
verificarse sin la evidencia objetiva que quede en el expediente correspon
diente. Lo anterior no prejuzga sobre la fe pública judicial de la que goza el 
actuario, porque no puede soslayarse que los hechos que hace constar deben 
sustentarse en elementos objetivos; de manera que la razón de aquél no per
mitiría, por sí sola, verificar que los datos asentados en el citatorio de espera 
hayan sido los adecuados y mínimos indispensables para hacer del cono
cimiento de la persona buscada y, por ende, no se tendría certeza de que la 
diligencia del emplazamiento se haya ejecutado correctamente. Por tanto, 
la ausencia de la copia del citatorio de espera al expediente laboral motiva la 
ilegalidad del emplazamiento, cuando el vicio que se le atribuya se sustente 
en la afirmación de que los datos del citatorio no corresponden con los del 
juicio laboral respectivo; en caso de que la ilegalidad se funde en que el actua
rio no dejó el citatorio respectivo, será suficiente la razón que al respecto 
asiente en autos el servidor público.

2a./J. 153/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 187/2015. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Cole
giado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 
28 de octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier 
Guzmán Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XII.2o.(V Región) 1 L (10a.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO EN MATERIA 
LABORAL. SI NO SE ENCONTRÓ AL INTERESADO O A SU REPRESENTANTE Y EL 
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ACTUARIO DEJÓ CITATORIO DE ESPERA, DEBE GLOSARSE COPIA DE ÉSTE A LOS 
AUTOS PARA VERIFICAR QUE EN LA CITACIÓN SE CUMPLIERON LAS FORMALI
DADES DEBIDAS.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Cen-
tro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIX, Tomo 3, 
abril de 2013, página 2153, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 189/2014.

Tesis de jurisprudencia 153/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 2 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

VISITA DOMICILIARIA. LA SIMPLE NEGATIVA A RECIBIR LA ORDEN 
RELATIVA ACTUALIZA LA HIPÓTESIS NORMATIVA PREVISTA 
EN LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 85 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN. Cuando una disposición administrativa fija una sanción por 
alguna infracción, la conducta realizada debe encuadrar exactamente en la 
descripción legislativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliarla por 
analogía ni por mayoría de razón. En congruencia con lo anterior, si el artículo 
85, fracción I, del Código Fiscal de la Federación señala como infracción rela
cionada con el ejercicio de la facultad de comprobación de la autoridad el 
hecho de oponerse a que se practique la visita en el domicilio fiscal, se con
cluye que con la simple negativa a recibir la orden relativa se actualiza la indi-
cada hipótesis normativa, pues con dicha conducta se advierte una obstrucción 
a la práctica de la visita. De esta forma, si la persona con quien se entienda la 
visita se niega a recibir la orden aludida, ya sea verbalmente o por medio de 
rebeldía o resistencia física (en el propio domicilio), que tienda a obstaculizar 
el inicio y/o desarrollo de las facultades de la autoridad, es claro que comete la 
referida infracción, pues se trastoca el fin inmediato de la visita, consistente 
en salvaguardar las facultades de comprobación, previstas en el Código Fiscal 
de la Federación.

2a./J. 155/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 139/2015. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y el Tribunal Cole
giado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 28 de octubre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis de la 
Peña Ponce de León.
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Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis XIV.P.A.3 A (10a.), de rubro: "VISITA DOMICILIARIA. LA SIMPLE NEGATIVA A RECI-
BIR LA ORDEN EMITIDA PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACIÓN 
DE EXPEDIR COMPROBANTES FISCALES, NO ACTUALIZA EL SUPUESTO DE IN-
FRACCIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 85, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN.", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y Adminis-
trativa del Décimo Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta, Décima Época, Libro XVII, Tomo 2, febrero de 2013, página 1532, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 234/2014.

Tesis de jurisprudencia 155/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada de veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ADMINISTRACIONES LOCALES DE SERVICIOS AL CONTRIBUYENTE. 
ESTÁN FACULTADAS PARA DETERMINAR CRÉDITOS FISCALES 
A CARGO DE QUIENES INCUMPLEN CON LA PRESENTACIÓN DE 
DECLARACIONES, DE CONFORMIDAD CON LAS HIPÓTESIS DEL AR­
TÍCULO 41, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
SIN COMPRENDER SUPUESTOS DIVERSOS A LOS CONTENIDOS 
EN DICHO NUMERAL. Del Reglamento Interior del Servicio de Administra
ción Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de octubre 
de 2007, en especial de su artículo 14, fracciones XXXII y XL, en relación con 
el diverso 16, primer párrafo, se advierte la competencia de las Administra
ciones Locales de Servicios al Contribuyente del Servicio de Administración 
Tributaria para vigilar y controlar el cumplimiento de las obligaciones relati
vas a la presentación de declaraciones en materia de contribuciones o apro
vechamientos, así como para requerir su presentación cuando los sujetos 
obligados no lo hagan en los plazos respectivos y, en su caso, cuentan con la 
facultad para hacer efectiva una cantidad igual a la determinada en cualquiera 
de las 6 últimas declaraciones de que se trate o la que resulte determinada por 
la autoridad competente; sin embargo, dichos preceptos, en relación con el 
artículo 41, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, no tienen el alcance 
de facultarlas para determinar créditos fiscales diversos a las hipótesis com
prendidas en los preceptos indicados y que pueden ejercerse a través de 
actos de fiscalización en términos de los artículos 42, 44 a 46 y 48 del Código 
Fiscal de la Federación, que establecen facultades y competencia material 
para la Administración General de Auditoría Fiscal Federal, así como para sus 
Administraciones Locales de Auditoría Fiscal, de conformidad con los artículos 
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17, primer párrafo, fracciones III, X y XVII, entre otras, y 19, apartado A, frac
ción I, del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria.

2a./J. 156/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 232/2015. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el Quinto Tribunal Colegiado de Cir
cuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja Cali
fornia Sur. 28 de octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Unanimidad de cinco votos 
en relación con el criterio contenido en esta tesis. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis IV.1o.A. J/18 (10a.), de título y subtítulo: "IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LAS ADMI-
NISTRACIONES LOCALES DE SERVICIOS AL CONTRIBUYENTE DEL SERVICIO DE 
ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, SON INCOMPETENTES PARA DETERMINARLO EN 
CANTIDAD LÍQUIDA FUERA DE UN ACTO DE FISCALIZACIÓN, CON TODAS LAS 
ETAPAS PROCESALES PREVISTAS EN LOS ARTÍCULOS 42, 44, 45, 46 Y 48 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 8 de mayo de 2015 a las 9:30 horas, y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, 
página 2071, y

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 
Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur, al resolver la revisión fiscal 
198/2015.

Tesis de jurisprudencia 156/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de enero de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. REQUISITOS PARA 
CIRCUNSTANCIAR DEBIDAMENTE EL ACTA DE LA DILIGENCIA 
ENTENDIDA CON UN TERCERO, SI ÉSTE OMITE PROPORCIONAR 
SU NOMBRE, NO SE IDENTIFICA Y/O NO SEÑALA LA RAZÓN POR 
LA QUE ESTÁ EN EL LUGAR O SU RELACIÓN CON EL INTERESADO 
[APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 82/2009 (*)]. De la inter

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 82/2009 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, julio de 2009, página 404, con el 
rubro: "NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDI-
GO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. DATOS QUE EL NOTIFICADOR DEBE ASENTAR EN LAS ACTAS 
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pretación del artículo 137 del Código Fiscal de la Federación, en congruen
cia con el criterio de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación contenido en la jurisprudencia aludida, se advierte que para circuns
tanciar el acta de notificación es necesario que el notificador asiente datos 
objetivos que permitan concluir que: a) la diligencia se practicó en el domicilio 
señalado; b) se buscó al contribuyente o a su representante; y c) ante la ausen
cia de éstos la diligencia se entendió con quien se encontraba en el domicilio. 
En este último caso, si el tercero omite proporcionar su nombre, no se identi
fica, y/o no expresa la razón por la cual está en el lugar o la relación que tiene 
con el interesado, se requerirá que el notificador asiente datos que objetiva
mente lleven a estimar que la diligencia se practicó en el domicilio, como son 
las características del inmueble; si el tercero se encontraba en el interior u otros 
datos que, razonablemente, acrediten que se actúa en el lugar correcto y con 
quien dará noticia al interesado tanto de la búsqueda como de la fecha y hora 
en que se practicará la diligencia de notificación respectiva. De ahí que basta la 
omisión de uno solo de los datos que deba proporcionar el tercero para que 
el notificador, a efecto de salvaguardar la legalidad de su actuación, esté obli
gado a asentar de manera circunstanciada los datos indicados.

2a./J. 157/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 234/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Noveno del Primer Circuito y Cuarto del Tercer Circuito, ambos en Materia Adminis
trativa. 28 de octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre
taria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.9o.A.13 A (10a.), de rubro: "NOTIFICACIÓN PERSONAL PRACTICADA EN TÉRMINOS 
DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. PARA CONSIDERAR 
QUE EL ACTA RELATIVA ENTENDIDA CON UN TERCERO ESTÁ INDEBIDAMENTE 
CIRCUNSTANCIADA, BASTA QUE EN ÉSTA NO SE CUMPLA CON UNO SOLO DE LOS 
REQUISITOS QUE ESTABLECE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 82/2009.", aprobada por 
el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publi
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, 
Tomo 2, diciembre de 2012, página 1443, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir
cuito, al resolver el amparo directo 45/2015.

DE ENTREGA DEL CITATORIO Y DE LA POSTERIOR NOTIFICACIÓN PARA CUMPLIR CON EL 
REQUISITO DE CIRCUNSTANCIACIÓN, CUANDO LA DILIGENCIA RELATIVA SE ENTIENDE CON 
UN TERCERO."
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Tesis de jurisprudencia 157/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada de veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN DEFINITIVA. CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE 
LA NIEGA O LA CONCEDE, ES PROCEDENTE EL RECURSO DE REVI­
SIÓN Y NO EL DE QUEJA, AUN CUANDO SÓLO SE IMPUGNE LA 
GARANTÍA A LA QUE SE SUJETÓ SU EFECTIVIDAD (LEY DE AMPARO 
VIGENTE A PARTIR DEL TRES DE ABRIL DE DOS MIL TRECE). El ar
tículo 128 de la Ley de Amparo establece los requisitos para la procedencia 
de la suspensión de los actos reclamados a petición de parte, mientras que 
los artículos 132 y 136 del propio ordenamiento prevén como requisito para 
su efectividad, cuando la suspensión de los actos reclamados pueda ocasio
nar daño o perjuicio a un tercero, el otorgamiento de garantía bastante para 
reparar la afectación que con aquélla llegue a causarse si el quejoso no obtiene 
sentencia favorable, cuyo importe será fijado por el Juez de Distrito, y que 
deberá constituirse dentro de los cinco días siguientes al en que surta efectos 
la notificación del acuerdo de suspensión. Lo anterior implica que la fijación 
de la garantía, como requisito de efectividad de la concesión de la suspen
sión de los actos reclamados, forma parte de la resolución que otorga dicha 
medida cautelar, por ser condicionamiento de su eficacia. Consecuentemente, 
al disponer el artículo 81, fracción I, inciso a), de la Ley de Amparo, que el recurso 
de revisión es procedente contra las resoluciones de los Jueces de Distrito 
que decidan sobre la suspensión definitiva de los actos reclamados, debe 
entenderse que procede contra todo lo que tal resolución involucra, es decir, 
comprende la impugnación tanto de la decisión atinente a la satisfacción de los 
requisitos de procedencia de la medida cautelar, como del condicionamiento 
de la suspensión al que se haya sujetado su efectividad, como es la fijación de 
la garantía correspondiente, pues como esta última también forma parte 
integrante de dicha interlocutoria, no puede desvincularse de ella; es decir, el 
recurso de revisión será procedente contra la resolución que concede la sus
pensión definitiva aunque sólo se cuestione la garantía a la que se sujetó 
su efectividad, siendo, por tanto, improcedente el recurso de queja contra esa 
resolución, porque la procedencia del recurso de revisión excluye la del de 
queja, máxime que, en términos del artículo 97, fracción I, inciso c), de la Ley 
de Amparo, la queja es procedente contra las resoluciones que rehúsen la admi
sión de fianzas o contrafianzas, o admitan las que no reúnan los requisitos 
legales o que puedan resultar excesivas o insuficientes, siendo que la inter
locutoria que decide sobre el otorgamiento de la suspensión no se ocupa de 
ese aspecto, sino únicamente de fijar el monto que debe cubrirse por concepto 
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de garantía a favor del tercero interesado, lo cual es una cuestión previa, en 
tanto que la admisión o rechazo de una fianza o contrafianza necesariamente 
tendrá lugar en un auto posterior al dictado de la interlocutoria en la que se señale 
la garantía respectiva.

2a./J. 160/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 233/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, Segundo en Materia Ad-
ministrativa del Segundo Circuito y Quinto en Materia Civil del Tercer Circuito. 4 de 
noviembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Diego Alejandro Ramírez Velázquez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito al resolver el recurso de queja 175/2014, el sustentado por el Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito al resolver el recurso de reclamación 
12/2013 y el sustentado por Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Octavo Circuito al resolver el incidente de suspensión en revisión 56/2015.

Tesis de jurisprudencia 160/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Nota: De las sentencias que recayeron al recurso de queja 175/2014 resuelto por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito y al recurso de recla-
mación 12/2013 resuelto por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Cir-
cuito, derivaron las tesis aisladas II.2o.A.1 K (10a.) y III.5o.C.11 K (10a.), de títulos y 
subtítulos: "RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO 
C), DE LA LEY DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE CON-
CEDE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, AUNQUE SÓLO PRETENDA IMPUGNARSE LO RE-
LATIVO A LA FIJACIÓN DE LA GARANTÍA PARA QUE SURTA EFECTOS (LEGISLACIÓN 
VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013)." y "QUEJA PREVISTA POR EL ARTÍCULO 
97, FRACCIÓN I, INCISO C) DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE A PARTIR DEL TRES DE 
ABRIL DE DOS MIL TRECE. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA INTERLOCUTORIA QUE 
RESUELVE SOBRE LA SUSPENSIÓN DEFINITIVA, AUNQUE SÓLO SE COMBATA 
LO RELATIVO A LA FIJACIÓN DE LA GARANTÍA." , publicadas en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y del viernes 24 de 
enero de 2014 a las 13:21 horas, así como en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo II, abril de 2015, página 1822 y Libro 2, Tomo 
IV, enero de 2014, página 3208, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas  en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS 
DE PROCEDENCIA ILÍCITA. LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL CONSTI­
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TUIR UN SISTEMA NORMATIVO COMPLEJO, RESULTA IMPUGNABLE 
EN AMPARO DESDE SU ENTRADA EN VIGOR. La Ley Federal para la Pre
vención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita 
contiene un entramado de obligaciones para sus distintos destinatarios, algu
nas de las cuales se actualizan desde la entrada en vigor de la ley, mientras que 
otras están sujetas a que se surta el supuesto normativo concreto, con la 
finalidad sustancial de dotar a nuestro país de instrumentos suficientes para 
prevenir y detectar operaciones llevadas a cabo con recursos de proceden
cia ilícita o tendientes a financiar actos de terrorismo. En ese sentido, se sos
tiene que tal ordenamiento legal, al constituir un sistema normativo complejo, 
debe analizarse como autoaplicativo en su integridad y, por ende, puede 
impugnarse desde su entrada en vigor, siempre y cuando el gobernado acre
dite, mediante el material probatorio que estime conducente, que por la natu
raleza de las actividades, conocimientos, servicios o giros comerciales a que 
se dedica, se encuentra sujeto a las obligaciones, prohibiciones o sanciones 
establecidas por dicho régimen jurídico especial. 

2a./J. 162/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 272/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en el Dis
trito Federal, Cuarto de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residen-
cia en Guadalajara, Jalisco, y Sexto de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, 
con residencia en Morelia, Michoacán, así como Segundo, Tercero y Cuarto, todos 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 18 de noviembre de 2015. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secreta-
ria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Pri-
mera Región, con residencia en el Distrito Federal, al resolver el amparo en revisión 
73/2014, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo en 
revisión 388/2014, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, Michoacán, al resolver el 
amparo en revisión 209/2014, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 419/2014, 
el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 291/2014, y el diverso sustentado por el 
Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 295/2014.
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Tesis de jurisprudencia 162/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 2 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. CONTRA LA RE­
SOLUCIÓN QUE DESECHA UNA RECLAMACIÓN POR HABER PRES­
CRITO EL PLAZO PARA INTERPONERLA, ES IMPROCEDENTE EL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. Conforme a la jurispruden
cia 2a./J. 104/2012 (10a.) (*) de esta Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación y al artículo 24 de la Ley Federal de Responsabilidad 
Patrimonial del Estado, el juicio de nulidad ante el Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa sólo procede contra las resoluciones de fondo de las 
reclamaciones, lo que acontece cuando existe un pronunciamiento respecto 
de alguno de los siguientes elementos: la existencia del daño; la relación 
causa-efecto entre la lesión patrimonial y la acción administrativa que la produjo; 
la regularidad del actuar administrativo; y, en su caso, el monto en dinero 
o en especie de la indemnización. Por tanto, el juicio contencioso administra
tivo es improcedente contra la resolución que desecha una reclamación por 
haber prescrito el plazo para interponerla, en tanto no conlleva pronunciamiento 
alguno sobre los referidos elementos decisorios, sino que precisamente, 
debido a la imposibilidad de hacer procedimentalmente exigible el derecho a 
la indemnización por la responsabilidad patrimonial del Estado por su falta de 
ejercicio durante el plazo establecido por la ley, impide al ente estatal resolver 
si efectivamente se causó un daño al particular, si tal lesividad guarda una 
relación de causalidad con la actividad administrativa, si ésta es de carácter 
irregular y, en su caso, sobre la valoración y determinación del monto indemni
zatorio correspondiente.

2a./J. 163/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 258/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materias Penal y Administrativa del Quinto Circuito y Décimo Tercero en 
Materia Administrativa del Primer Circuito. 18 de noviembre de 2015. Unanimidad de 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 104/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XV, Tomo 1, diciembre de 2012, 
página 789, con el rubro: "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. CONTRA LA RESO-
LUCIÓN QUE DESECHA UNA RECLAMACIÓN FORMULADA EN TÉRMINOS DE LA LEY FEDERAL 
RELATIVA ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE NULIDAD, POR LO QUE ES INNECESARIO PRO-
MOVERLO PREVIAMENTE AL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO."
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cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fer-
nando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis I.13o.A.8 A (10a.), de título y subtítulo: "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL 
ESTADO. LA RESOLUCIÓN QUE SOBRESEE LA RECLAMACIÓN RELATIVA, AL ESTI-
MAR QUE PRESCRIBIÓ EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN, ES IMPUGNABLE EN 
EL JUICIO DE NULIDAD, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 14, FRACCIÓN VIII, DE LA 
LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.", 
aprobada por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Pri-
mer Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de 
junio de 2014 a las 9:37 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 7, Tomo II, junio de 2014, página 1811 «y en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 13 de junio de 2014 a las 9:37 horas», y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 144/2015.

Tesis de jurisprudencia 163/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada de veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de enero de 2016 a las 11:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL ACUERDO 
DEL JUEZ DE DISTRITO QUE TIENE POR PERDIDO EL DERECHO DEL 
OFERENTE DE LA PRUEBA PERICIAL PARA QUE SU PERITO RINDA 
EL DICTAMEN CORRESPONDIENTE Y ORDENA SU DESAHOGO 
CON LA OPINIÓN DEL NOMBRADO POR EL JUZGADO. El proveído citado, 
por regla general, no reúne los requisitos de procedencia del recurso de queja 
previsto en el artículo 97, fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo, correlativo 
del numeral 95, fracción VI, de la abrogada, pues si bien es cierto que no 
admite expresamente el de revisión por no ser una determinación definitiva, 
sino encaminada al desahogo del medio de convicción, también lo es que no 
causa un daño trascendental ni grave, irreparable en la sentencia, pues por 
disposición de la ley de la materia, la pericial se integra y desahoga con el dic
tamen del experto designado por el juzgador en consonancia con lo cual, esta 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene el criterio 
de que no es colegiada, pues se desahoga con base en el cuestionario formu
lado por el propio oferente. Lo anterior, salvo el caso de que, con independen
cia de la apropiada o inapropiada valoración que de la prueba se hiciera, o 
aun ante el dictado de un fallo favorable, subsistiera el riesgo de exponer 
a alguna de las partes a diversa situación extremadamente compleja, que 
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pudiera repercutir en su esfera personal y jurídica de forma grave y trascen
dente, verbigracia de pruebas que, aun siendo legales, pudieran atentar con-
tra derechos como la privacidad personal o el secreto profesional.

2a./J. 164/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 169/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri
mero en Materia Administrativa y Segundo en Materia Civil, ambos del Tercer Circuito. 
18 de noviembre de 2015. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Juan N. Silva Meza y José Fernando Franco González Salas. Disidente: Mar-
garita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo 
el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María del Carmen Alejandra 
Hernández Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis III.2o.C.43 K, de rubro: "QUEJA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 95, FRACCIÓN VI, DE LA 
LEY DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE LA INTERPUESTA CONTRA EL AUTO QUE 
TIENE POR PERDIDO EL DERECHO A QUE RINDA SU DICTAMEN EL PERITO DE 
ALGUNA DE LAS PARTES, PUES ELLO NO SE TRADUCE EN EL DESECHAMIENTO 
DE LA PRUEBA, SINO EN QUE SE INTEGRE ÚNICAMENTE CON EL DICTAMEN QUE 
EMITA EN SU OPORTUNIDAD EL PERITO OFICIAL.", aprobada por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, octubre de 2009, página 1630, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir-
cuito, al resolver la queja 103/2015.

Tesis de jurisprudencia 164/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinticinco de noviembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 2 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Nota: Las jurisprudencias anteriores no forman parte de la 
estadística del año 2016, pero se incluyen en este informe 
al no haberse publicado en el de 2015.

ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS. PARA TENER POR 
RECONOCIDA LA PERSONALIDAD DE QUIEN COMPARECE AL JUI­
CIO LABORAL EN SU REPRESENTACIÓN, ES SUFICIENTE QUE SE 
CUMPLA CON EL REQUISITO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 692, 
FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. Para tener por reco
nocida la personalidad de quien comparece al juicio laboral en representa-
ción de un organismo público descentralizado, es suficiente que se cumpla con 
el requisito establecido en el artículo 692, fracción III, de la Ley Federal del 
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Trabajo, es decir, que acredite su personalidad, entre otras formas, mediante 
testimonio notarial, previa comprobación de que quien le otorga el poder está 
legalmente autorizado para ello. Se afirma lo anterior, en principio, porque 
la citada ley no exige algún otro requisito ni permite la supletoriedad de las 
reglas del derecho común, de acuerdo con su artículo 17, lo que obedece a 
que el derecho del trabajo es un régimen autónomo e independiente del derecho 
común y, como tal, se rige bajo sus propias reglas y principios, entre los cuales 
se encuentra el principio de sencillez. Lo cual no significa que la certificación 
expedida por el Registro Público de Organismos Descentralizados, respecto 
de la inscripción de los poderes otorgados por los directores generales de 
dichas entidades, no constituya un elemento que pueda servir para acreditar 
la personalidad de quien comparece en representación de un organismo 
público descentralizado, ya que dicho documento tiene fe pública acorde con 
el artículo 26 de la Ley Federal de las Entidades Paraestatales; y ello se debe a 
que la inscripción en el referido Registro tiene como finalidad reducir costos de 
administración para evitar erogaciones innecesarias de fedatarios públicos, 
de ahí que, tanto la certificación correspondiente, como el propio poder notarial, 
pueden servir como instrumento para acreditar la personalidad dentro del 
juicio laboral.

2a./J. 165/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 370/2014. Entre las sustentadas por el Noveno Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Tribunal Colegiado en Materias Admi
nistrativa y de Trabajo del Décimo Circuito. 21 de octubre de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco Gon
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.9o.T.20 L (10a.), de título y subtítulo: "ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZA-
DOS. PARA LA VALIDEZ DEL PODER POR EL QUE DESIGNAN APODERADO ES 
REQUISITO QUE EL TESTIMONIO NOTARIAL SE INSCRIBA EN EL REGISTRO PÚBLICO 
A QUE SE REFIERE LA LEY FEDERAL DE LAS ENTIDADES PARAESTATALES.", apro-
bada por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, [TA], Décima Época, 
Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2011.

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del 
Décimo Circuito, al resolver el amparo en revisión 31/2014.

Tesis de jurisprudencia 165/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de diciembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de enero de 2016 a las 11:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de enero de 2016, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.



20 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

PENSIÓN JUBILATORIA DE LOS TRABAJADORES DEL INSTITUTO 
MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. APLICACIÓN DEL DESCUEN­
TO PARA EL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES. El artículo 18, 
fracción I, del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Contrato Colectivo de 
Trabajo celebrado entre el Instituto Mexicano del Seguro Social y su sindicato, 
dispone que "El financiamiento del régimen de jubilaciones y pensiones, se 
constituye de la forma siguiente: I. Los trabajadores aportarán el 3% (tres por 
ciento) sobre los conceptos señalados en los incisos del a) al n) del artículo 5 
del presente Régimen, y además el mismo porcentaje del fondo de ahorro, cuya 
aportación será anual en la fecha de su pago.", precepto este último cuyo texto, 
en la parte conducente, es el siguiente: "Artículo 5. Los conceptos que inte
gran el salario base son: a) Sueldo tabular; b) Ayuda de renta; c) Antigüedad; 
d) Cláusula 86; e) Despensa; f) Alto costo de vida; g) Zona aislada; h) Horario 
discontinuo; i) Cláusula 86 bis; j) Compensación por docencia; k) Atención 
integral continua; l) Aguinaldo; m) Ayuda para libros; y n) Riesgo por tránsito 
vehicular para choferes u operadores del área metropolitana.". Ahora bien, 
tomando en cuenta que el 14 de octubre de 2005, el IMSS y su sindicato 
suscribieron el Convenio Adicional para las Jubilaciones y Pensiones de los 
Trabajadores de Base de Nuevo Ingreso, en cuya cláusula 1 estipularon que: 
"Por lo que se refiere a los trabajadores jubilados y pensionados mantendrán 
sin limitación alguna los beneficios establecidos en el Régimen de Jubilacio
nes y Pensiones."; se concluye que por lo que hace a los trabajadores que se 
encontraban en este supuesto al momento de la suscripción del convenio adi
cional, esto es, que gozaban de una pensión por jubilación el 14 de octubre 
de 2005, además de las deducciones en la fijación del monto de la pensión 
por 1) la cuota sindical; 2) el tributario; y, 3) el que adopta como base el fondo 
de ahorro; sólo cabe una cuarta disminución por un monto máximo del 3% 
sobre los conceptos señalados en los incisos del a) al n) del artículo 5 men
cionado, con independencia de la designación que adopte el descuento cuyo 
destino sea el Fondo de Jubilaciones y Pensiones, por ejemplo, "Concepto 107 
Provisión Fondo de Jubilación" y/o "Fondo de Pensiones Clave 152"; pues la 
norma es categórica al señalar que estos empleados en retiro mantendrán 
sin limitación alguna los beneficios establecidos. En cambio, por lo que hace 
a quienes se jubilaron u obtuvieron su pensión por jubilación desde la fecha 
de suscripción del citado convenio, la misma deducción tampoco podrá ser 
superior al porcentaje progresivo aplicable por cada revisión contractual, y 
vigente a la fecha de la jubilación u otorgamiento de la pensión al margen del 
concepto administrativo con el que se le identifique, quedando a cargo del Ins
tituto demostrar, en cualquier caso, que el monto de la deducción para el citado 
fondo no excede alguno de los porcentajes señalados, mediante el desglose 
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preciso de cada una de las sustracciones, operaciones aritméticas y de los 
conceptos que, en su caso, válidamente las justifiquen.

2a./J. 166/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 154/2015. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Ma-
terias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, el Primer Tribunal Cole
giado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito (antes Tercer Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito), el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Séptimo Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Los Mochis, Sinaloa y el Tercer Tribu
nal Colegiado del Décimo Quinto Circuito. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis XV.3o. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "SEGURO SOCIAL. LA DEDUCCIÓN DEL FON-
DO DE JUBILACIONES Y PENSIONES, EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 5 Y 18 
DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES, LA DECLARACIÓN TERCERA, IN-
CISO B) Y LA CLÁUSULA 2 DEL CONVENIO ADICIONAL PARA LAS JUBILACIONES 
Y PENSIONES DE LOS TRABAJADORES DE BASE DE NUEVO INGRESO DEL INS
TITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL, SE INTEGRA CON LOS CONCEPTOS 107 
(PROVISIÓN FONDO DE JUBILACIÓN) Y 152 (FONDO DE JUBILACIONES).", aproba-
da por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de agosto de 2015 a las 10:30 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo 
II, agosto de 2015, página 2065, y

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del Déci-
mo Cuarto Circuito, al resolver el amparo directo 715/2014, el sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito (antes Tercer Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito), al resolver los amparos 
directos 615/2014 y 813/2014, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Ma
teria Penal del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 610/2014, y el diverso 
sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quin-
ta Región, con residencia en Los Mochis, Sinaloa, al resolver el amparo directo 
731/2014.

Tesis de jurisprudencia 166/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de diciembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de enero de 2016 a las 11:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REFRENDO DE LOS DECRETOS EXPEDIDOS POR EL GOBERNADOR 
DEL ESTADO DE PUEBLA. SU REGULACIÓN CONSTITUCIONAL Y 
LEGAL. La circunstancia de que el artículo 84 de la Constitución Política del 
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Estado Libre y Soberano de Puebla imponga la obligación de firmar los decre-
tos expedidos por el Gobernador del Estado a éste y al "secretario del ramo al 
que el asunto corresponda", y que el numeral 22 de la Ley Orgánica de la Ad-
ministración Pública del Estado haga extensiva la obligación de refrendo al 
Secretario General de Gobierno, no significa que esta última norma viole o con-
tradiga aquella norma constitucional, en primer lugar, porque si ésta no pro-
híbe que los decretos sean firmados, además, por el Secretario General de 
Gobierno, entonces la norma ordinaria que lo ordena no viola prohibición al-
guna; en segundo término no la contradice, porque no regula el supuesto de 
hecho de forma incompatible con la Constitución, debido a que la norma 
constitucional impone la obligación de firmar los decretos expedidos por el 
Gobernador del Estado a éste y al secretario del ramo al que el asunto corres-
ponda, situación que igualmente regula la norma legal. En consecuencia, los 
artículos 84 y 22 aludidos resultan coherentes y compatibles, en cuanto a la 
regulación de la validez de los decretos expedidos por el Gobernador del Es-
tado de Puebla; razón por la cual, a partir de su interpretación sistemática, se 
concluye que los decretos indicados deben estar firmados por aquél, por el 
Secretario General de Gobierno y por el secretario del ramo al que el asunto 
corresponda.

2a./J. 167/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 149/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo y Tercero, ambos de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con 
residencia en San Andrés Cholula, Puebla, y Segundo en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas 
y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver los am-
paros en revisión 549/2014 y 605/2014, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés 
Cholula, Puebla, al resolver los amparos en revisión 651/2014 y 729/2014, y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 318/2013.

Tesis de jurisprudencia 167/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de diciembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.



23INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS EXPEDIDOS 
POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO DE PUEBLA. CORRESPONDE 
AL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO Y AL SECRETARIO DEL 
RAMO AL QUE EL ASUNTO CORRESPONDA. La obligación del Goberna-
dor del Estado de Puebla de promulgar y mandar publicar, cumplir y hacer 
cumplir las leyes y decretos del Congreso Estatal, contenida en el artículo 79, 
fracción III, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, 
se cumple con la emisión de un decreto a través del cual ordena, justamente, 
la publicación de la ley o decreto que la legislatura le envía; así, este decreto 
que promulga la ley del Congreso constituye uno de los actos a que alude el 
artículo 84 de la misma Constitución, pues si ésta utiliza la expresión "todos" 
los decretos, resulta claro que incluye a los promulgatorios. Ahora bien, de 
conformidad con la interpretación sistemática y coherente de los artículos 
84 constitucional y 22 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado, los decretos promulgatorios, expedidos por el Gobernador del Estado 
de Puebla, para su validez deben estar firmados por éste, por el Secretario 
General de Gobierno y por el secretario del ramo al que el asunto corresponda, 
entendiéndose por éste, al funcionario de la administración pública que realiza 
las atribuciones legales en un nivel jerárquico superior, con respecto a la mate
ria sustantiva de la ley o decreto legislativo que ha de promulgarse. En el enten
dido de que el presente criterio será obligatorio para los decretos promulgados 
con posterioridad a la publicación de esta tesis de jurisprudencia en el Semanario 
Judicial de la Federación.

2a./J. 168/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 149/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo y Tercero, ambos de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con 
residencia en San Andrés Cholula, Puebla y Segundo en Materia Administrativa del 
Sexto Circuito. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas 
y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver los 
amparos en revisión 549/2014 y 605/2014, el sustentado por el Tercer Tribunal Cole
giado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San 
Andrés Cholula, Puebla, al resolver los amparos en revisión 651/2014 y 729/2014, y el 
diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Sexto Circuito, al resolver el amparo en revisión 318/2013.
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Tesis de jurisprudencia 168/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del dos de diciembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INCAPACIDAD PERMANENTE TOTAL O PARCIAL. LOS TRABAJADO­
RES QUE RECIBEN LA PENSIÓN CORRESPONDIENTE NO TIENEN 
DERECHO A RECIBIR ASIGNACIONES FAMILIARES Y AYUDA ASIS­
TENCIAL (LEY DEL SEGURO SOCIAL VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO 
DE 1997). Conforme a los artículos 48 a 50, 62, 63, 65, 128 a 131, 164 y 167 de 
la Ley del Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 1997, los riesgos de tra
bajo y la invalidez tienen orígenes distintos; sus respectivos siniestros producen 
consecuencias diversas: en aquéllos, incapacidad permanente total o incapa
cidad permanente parcial, y en ésta, imposibilidad para procurarse una remu
neración superior al 50% de la percibida en el último año de trabajo; y la ley 
establece diferentes prestaciones: para los riesgos de trabajo asistencia médica, 
quirúrgica y farmacéutica, servicio de hospitalización, aparatos de prótesis y 
ortopedia, y rehabilitación (prestaciones en especie), así como pensión por 
incapacidad permanente total o por incapacidad permanente parcial (presta
ciones en dinero); y para la invalidez pensión temporal o definitiva; asistencia 
médica; asignaciones familiares; y ayuda asistencial. Ahora, el sentido jurí
dico que debe darse al artículo 66 de la ley mencionada, es que el valor de una 
pensión por incapacidad permanente total, que implica el 100% de disminu
ción orgánica funcional de un trabajador, siempre debe superar el monto de 
la pensión por invalidez incrementada con las asignaciones familiares y la 
ayuda asistencial, que correspondería al propio asegurado, considerando que 
hubiera cubierto el periodo de espera. Por tanto, la ley aludida no prevé pago 
por concepto de asignaciones familiares y ayuda asistencial, a quienes tienen 
derecho a una pensión por incapacidad permanente total o parcial.

2a./J. 169/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 209/2015. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés 
Cholula, Puebla y los Tribunales Colegiados Cuarto en Materias Penal y de Trabajo 
del Séptimo Circuito y Tercero en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito. 25 de noviem
bre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán 
Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis IV.3o.T.173 L, de rubro: "PENSIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE TOTAL. COM-
PRENDE LAS ASIGNACIONES FAMILIARES Y LA AYUDA ASISTENCIAL (LEY DEL SE-
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GURO SOCIAL DEROGADA Y VIGENTE).", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, julio de 2004, página 1761, y

Tesis VII.4o.P.T.7 L (10a.), de título y subtítulo: "ASIGNACIONES FAMILIARES. NO PUEDEN 
FORMAR PARTE DE LA PENSIÓN POR INCAPACIDAD PERMANENTE, PARCIAL O 
TOTAL (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 66 Y 164 DE LA LEY 
DEL SEGURO SOCIAL DEROGADA).", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y de Trabajo del Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 10 de octubre de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, Tomo III, octubre de 2014, 
página 2800, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda 
Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver el amparo directo 
455/2015.

Tesis de jurisprudencia 169/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de diciembre de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de enero de 2016 a las 11:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

VALOR AGREGADO. EL CESIONARIO DE LA CARTERA VENCIDA DE 
UNA INSTITUCIÓN DE CRÉDITO, AL QUE LE FUE TRASLADADO 
IMPUESTO ACREDITABLE EN LA ADQUISICIÓN DE INSUMOS QUE 
EMPLEÓ DE FORMA INDISTINTA EN EL DESARROLLO DE ACTIVI­
DADES MIXTAS, PARA EFECTOS DE CALCULAR EL FACTOR DE 
PRORRATEO DEBE CONSIDERAR LA PROPORCIÓN DE LAS ACTI­
VIDADES NO GRAVADAS EN LAS QUE LOS EMPLEÓ. Toda vez que 
la actividad desempeñada por una empresa ajena al sistema financiero, 
que adquiere por un contrato de cesión de derechos la cartera vencida de una 
institución bancaria, con o sin responsabilidad para esta última, no es objeto 
del impuesto al valor agregado (IVA), por no encuadrar en ninguno de los 
supuestos del artículo 1o. de la ley relativa, aquélla no debe acreditar monto 
alguno del impuesto que le fue trasladado en la percepción de insumos, con 
relación a dicha actividad. Además, es inadmisible dejar a la voluntad de las 
partes contratantes de la cesión de crédito, el régimen de acreditamiento del 
impuesto relativo al cobro de los créditos de que se trata. Por consiguiente, 
si la empresa también se dedica a otras actividades por las que deba pagar el 
impuesto, o se encuentren gravadas a tasa del 0%, y pretende acreditar el IVA 
que le fue trasladado por la percepción de insumos que destina de manera 
indistinta, tanto para estas últimas actividades como para la gestión de cobro 
de la cartera vencida, debe tomar en cuenta el monto de los ingresos que 
obtuvo con motivo de esa gestión de cobro, como referencia para el cálculo 
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del factor de prorrateo que se aplicará para determinar el monto del IVA acre
ditable, de manera que la acreditación guarde relación exclusivamente con 
el valor de las actividades que realice, por las que sí deba pagar el impuesto, 
o se encuentren gravadas a tasa del 0%, pues ésa es la finalidad del régimen 
previsto en el inciso c) de la fracción V del artículo 5o. de la Ley del Impuesto 
al Valor Agregado.

2a./J. 170/2015 (10a.)

Contradicción de tesis 276/2014. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero y Cuarto, ambos del Tercer Circuito y Décimo Quinto y Décimo Octavo, am-
bos del Primer Circuito, todos en Materia Administrativa. 25 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con reservas José Fernando Franco González Salas y Eduardo Medina 
Mora I.; Margarita Beatriz Luna Ramos votó contra consideraciones. Ponente: Juan N. 
Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir
cuito, al resolver el amparo directo 882/2013 y las revisiones fiscales 415/2012, 
393/2013 y 443/2013, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 857/2012, y el diverso 
sustentado por el Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 89/2012.

Tesis de jurisprudencia 170/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del dos de diciembre de 2015.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de enero de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

2016

CERTIFICACIÓN DE COPIAS FOTOSTÁTICAS. ALCANCE DE LA 
EXPRESIÓN "QUE CORRESPONDEN A LO REPRESENTADO EN 
ELLAS", CONTENIDA EN EL ARTÍCULO 217 DEL CÓDIGO FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, TRATÁNDOSE DE LA EMITIDA 
POR AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS EN EJERCICIO DE SUS 
FUNCIONES. De la interpretación de los artículos 129 y 217 del Código Fede
ral de Procedimientos Civiles se advierte que, por regla general, las copias 
certificadas tienen valor probatorio pleno siempre que su expedición se realice 
con base en un documento original, o de otra diversa copia certificada expedida 
por fedatario o funcionario público en el ejercicio de su encargo y, por el con
trario, la certificación carece de ese valor probatorio pleno cuando no exista 
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certeza si el cotejo deriva de documentos originales, de diversas copias certi
ficadas, de copias autógrafas o de copias simples. En estas condiciones, cuando 
la copia es compulsada por un funcionario público, ello significa que es una 
reproducción del original y, por tanto, hace igual fe que el documento origi
nal, siempre y cuando en la certificación se incluya esa mención para crear 
convicción de que efectivamente las copias corresponden a lo representado 
en el cotejo; pues, en caso contrario, su valoración quedará al prudente arbi
trio judicial. Bajo ese orden de ideas, la expresión "que corresponden a lo 
representado en ellas", contenida en el artículo 217 del Código Federal de Pro
cedimientos Civiles implica que en la certificación, como acto jurídico mate
rial, se contenga la mención expresa de que las copias certificadas concuerdan 
de forma fiel y exacta con el original que se tuvo a la vista, a fin de que pueda 
otorgársele valor probatorio pleno, en términos del citado artículo 129; pues 
esa exigencia se justifica por la obligación de la autoridad administrativa de 
generar certeza y seguridad jurídica en los actos que emite.

2a./J. 2/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 243/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Décimo Sexto Circuito y Segundo del Séptimo Circuito, ambos en Mate
ria Administrativa. 18 de noviembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco Gon
zález Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretaria: Fabiola Delgado Trejo.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 218/2015, y el diverso sustentado por 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, al resol
ver la revisión fiscal 93/2014.

Tesis de jurisprudencia 2/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del seis de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PENSIÓN POR VIUDEZ. PROCEDENCIA DE LA DEVOLUCIÓN DE 
LOS DESCUENTOS REALIZADOS A AQUÉLLA CON FUNDAMENTO 
EN LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 97/2012 (10a.) (*). La Segunda Sala de la 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 97/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XII, Tomo 2, septiembre de 2012, pági-
na 553, con el rubro: "ISSSTE. EL ARTÍCULO 51, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, 
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Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia citada sostuvo que 
el artículo 51, segundo párrafo, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007, 
transgrede los principios de seguridad y previsión social, al restringir el derecho 
a percibir íntegramente las pensiones de viudez y de jubilación, cuando la suma 
de ambas rebase 10 veces el salario mínimo previsto como cuota máxima de 
cotización en el artículo 15 de la propia ley; lo que se traduce en el recono
cimiento del derecho de los asegurados a solicitar la devolución de los descuen-
tos realizados con fundamento en el artículo 51, segundo párrafo, referido, en los 
términos siguientes: 1) A partir de que es legalmente exigible la aplicación de la 
jurisprudencia mencionada, al ser este momento en el cual se reconoce el dere
cho a su devolución, por haberse desvirtuado la presunción de constituciona
lidad que dicha norma gozaba en razón de la legitimidad de los órganos que la 
emitieron; y, 2) Con anterioridad a la publicación de la aludida jurispruden
cia en el Semanario Judicial de la Federación, siempre que no se trate de descuentos 
respecto de los cuales se haya actualizado la prescripción. Lo anterior, atendiendo 
a que el derecho fundamental en juego es el de seguridad social y que el derecho 
en controversia es distinto a la materia propiamente fiscal.

2a./J. 3/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 277/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Segundo en Materia Administrativa del Primer Circuito y Primero en Mate
rias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 25 de noviembre de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan 
N. Silva Meza. Secretaria: Fabiola Delgado Trejo.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver la revisión fiscal 525/2014, y el diverso sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito, al 
resolver la revisión fiscal 352/2014.

Tesis de jurisprudencia 3/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del seis de enero de dos mil dieciséis.


Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE SEGURIDAD Y PREVISIÓN SOCIAL CONTENIDOS EN EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XI, INCISO A), CONSTITUCIONAL (LEGISLACIÓN 
VIGENTE HASTA EL 31 DE MARZO DE 2007)."
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PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVANZADA. AL RESOLVER LA 
JUNTA SOBRE EL AJUSTE EN LA CUANTIFICACIÓN DE SU PAGO, 
DEBE ATENDER EL LÍMITE SUPERIOR PREVISTO EN EL PÁRRAFO 
SEGUNDO DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, 
VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997, SIN QUE REPRESENTE OBS­
TÁCULO ALGUNO QUE EL DEMANDADO NO SE HUBIERE EXCEP­
CIONADO EN ESE SENTIDO. El precepto referido establece que los asegurados 
se inscribirán con el salario base de cotización que perciban en el momento de su 
afiliación, y en su párrafo segundo, en relación con el seguro de cesantía en 
edad avanzada, entre otros, el legislador facilitó un esquema tasado en sala
rios mínimos y fijó el límite superior equivalente a 10 veces el general vigente 
en el Distrito Federal. Ahora bien, la circunstancia de que el Instituto Mexi
cano del Seguro Social no se excepcionara en esos términos, no releva a la 
autoridad laboral de respetar dicho límite superior, pues basta con que al opo-
ner sus excepciones y defensas, aquél se ajuste a lo dispuesto en el artículo 
878, fracción IV, de la Ley Federal del Trabajo, de manera que si al contestar la 
demanda controvierte precisamente las fechas o cantidades materia del ajus-
te pretendido por el actor, respalda sus argumentos con ciertas operaciones 
aritméticas y acompaña las pruebas que a su juicio son aptas para desvirtuar 
el reclamo, tal proceder es aceptable y justifica la postura defensiva que le 
asiste en la relación jurídico procesal y, por ende, con esos elementos, en ar
monía con el restante caudal probatorio, la autoridad laboral está en condicio
nes de resolver el contradictorio, con apego al artículo 842 de la citada ley. 
Además, el tema de fondo está vinculado a un derecho de seguridad social, por 
lo que no puede variarse la manera en que han de cubrirse las prestaciones 
descritas en la Ley del Seguro Social, pues su artículo 33 es expreso en cuanto 
al límite superior, lo que indica que se trata de una disposición de orden 
público y de observancia obligatoria.

2a./J. 8/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 285/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Tercero del Primer Circuito y Tercero del Cuarto Circuito, ambos en Materia de 
Trabajo. 6 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron contra las consideraciones relacionadas con 
el aspecto financiero del Instituto Mexicano del Seguro Social Margarita Beatriz 
Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.13o.T.56 L (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR CESANTÍA EN EDAD AVAN-
ZADA. SI EL ACTOR DEMANDA SU CORRECTA CUANTIFICACIÓN Y EL INSTITUTO 
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MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL CONSIDERA QUE AQUÉLLA, AUN CUANDO YA 
FUE OTORGADA Y PAGADA, REBASA EL LÍMITE SUPERIOR EQUIVALENTE A 10 VE-
CES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO FEDERAL, DEBE 
EXCEPCIONARSE CONFORME AL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DE LA 
DEROGADA LEY.", aprobada por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2022, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito, 
al resolver los amparos directos 12/2015 y 237/2015.

Tesis de jurisprudencia 8/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinte de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. EXISTE LA INTENCIÓN DE FORMU­
LARLO SI EL PATRÓN RATIFICA EN FORMA GENÉRICA EL ESCRITO DE 
CONTESTACIÓN QUE LO CONTIENE DURANTE LA ETAPA DE DEMAN­
DA Y EXCEPCIONES A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 878 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO. La fracción III del citado precepto establece dos 
reglas fundamentales: (i) expuesta la demanda por el actor, el demandado pro
cederá, en su caso, a darle contestación oralmente o por escrito; y (ii) si la 
contestación es por escrito, éste estará obligado a entregar copia simple 
al actor o, en su defecto, la Junta la expedirá a costa del demandado. Es decir, la 
porción normativa aludida, por un lado, dispone que es derecho del deman
dado manifestar lo que a sus intereses legales conviene en forma verbal o 
documental (lo cual revela que para el legislador los argumentos expuestos 
por escrito, tienen el mismo valor jurídico que los formulados de manera verbal 
dentro de la audiencia), y por otro, obliga a la Junta a cerciorarse de que el 
trabajador esté enterado de lo contestado en el supuesto de que haya sido 
por escrito, al garantizar la entrega de una copia a su favor. Bajo esas premisas, 
es claro que al ser derecho del demandado contestar la demanda en la forma 
que decida, sin que su contraparte quede desinformada en caso de que sea 
por escrito, no es indispensable que el ofrecimiento del trabajo redactado en 
el escrito de contestación indefectiblemente deba ser ratificado de viva voz en la 
audiencia, esto es, oralmente, pues ello iría en detrimento del derecho al que 
se ha hecho referencia; por lo que basta que el escrito de contestación que con
tiene una oferta de trabajo se ratifique en forma genérica durante la etapa 
de demanda y excepciones a que se refiere el artículo 878 de la Ley Federal del 
Trabajo, para considerar que existe la intención de formularla; máxime que la 
Junta, en todo momento, debe acordar sobre la oferta y requerir al trabajador 
para que manifieste si la acepta o la rechaza, en términos de las jurispruden
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cias de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 
43/2004 y 2a./J. 44/2000 (*).

2a./J. 15/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 269/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Décimo Séptimo Circuito, actualmente Primero en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Séptimo Circuito y Segundo en Materia de Trabajo del Séptimo 
Circuito. 20 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XVII.1o.4 L, de rubro: "DESPIDO, NEGATIVA DEL, Y OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. 
ES LEGAL EL CONTENIDO EN EL ESCRITO DE CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, 
AUN Y CUANDO NO SEA RATIFICADO EXPRESAMENTE EN LA AUDIENCIA DE LEY 
(INTERRUPCIÓN DE LA TESIS PUBLICADA BAJO EL RUBRO ‘DESPIDO, NEGATIVA 
DEL, Y OFRECIMIENTO DEL TRABAJO, NO REVIERTE LA CARGA DE LA PRUEBA, EL 
CONTENIDO EN EL ESCRITO DE CONTESTACIÓN DE DEMANDA, SI NO SE RATI-
FICA EXPRESAMENTE EN LA AUDIENCIA DE LEY.’).", aprobada por el Primer Tribu-
nal Colegiado del Décimo Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VIII, diciembre de 1998, página 1038, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir-
cuito, al resolver el amparo directo 107/2015.

Tesis de jurisprudencia 15/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del tres de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de marzo de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el punto sépti-
mo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

HONORARIOS DE LOS ABOGADOS QUE ACTUARON EN REPRE­
SENTACIÓN DEL PARTICULAR EN UN JUICIO DE NULIDAD. SU PAGO 

Nota: (*) Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 43/2004 y 2a./J. 44/2000 citadas, aparecen publicadas 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIX, abril de 2004, 
página 431, con el rubro: "OFRECIMIENTO DE TRABAJO. LA OMISIÓN DE LA JUNTA DE ACOR-
DARLO O DE REQUERIR AL TRABAJADOR PARA QUE MANIFIESTE SI LO ACEPTA O LO RE-
CHAZA, INCLUSO CUANDO ÉSTE NO COMPARECE A LA AUDIENCIA DE LEY, ES UNA 
VIOLACIÓN PROCESAL QUE LLEVA A CONCEDER EL AMPARO PARA QUE SE REPONGA EL 
PROCEDIMIENTO.", y Tomo XI, mayo de 2000, página 135, con el rubro: "OFRECIMIENTO DE 
TRABAJO. LA OMISIÓN DE LA JUNTA DE ACORDARLO O DE REQUERIR AL TRABAJADOR 
PARA QUE MANIFIESTE SI LO ACEPTA O LO RECHAZA, ES UNA VIOLACIÓN PROCESAL QUE 
DA LUGAR A CONCEDER EL AMPARO PARA QUE SE REPONGA EL PROCEDIMIENTO.", 
respectivamente.
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NO ENCUADRA DENTRO DEL CONCEPTO DE DAÑOS Y PERJUICIOS 
CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 6o. DE LA LEY FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. En atención a que daño es 
la pérdida o menoscabo sufrido en el patrimonio por la falta de cumplimiento 
de una obligación; perjuicio, la privación de cualquier ganancia lícita que debiera 
haberse obtenido con el cumplimiento de la obligación; y a que costas son la 
suma de dinero que tuvo que erogarse para iniciar un proceso y desahogar 
las diligencias correspondientes, el legislador en el artículo mencionado esta
bleció que en los juicios tramitados ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa no habrá lugar a condenación en costas y que cada parte 
será responsable de sus propios gastos y de los que originen las diligencias 
que promuevan, haciendo excepción únicamente en favor de la autoridad 
demandada cuando se controviertan resoluciones con propósitos notoriamente 
dilatorios; asimismo, en su párrafo cuarto prevé el derecho del particular afec
tado a la indemnización por daños y perjuicios, máxime que dicha norma 
es taxativa y limita el derecho del particular a ser indemnizado en caso de que 
existiendo falta grave de la autoridad administrativa al dictar la resolución 
impugnada, no se allane al contestar la demanda; es por ello que si el particu
lar solicita el pago de lo erogado en honorarios de los abogados que actuaron 
en su defensa en el juicio de nulidad como indemnización por daños y perjui
cios, no ha lugar a acordar favorablemente su petición, pues tal erogación no 
tiene una relación de consecuencia con el dictado de la resolución o acto 
impugnado, ni es uno de los supuestos de falta grave descritos, por tanto, lo que 
en realidad pide es el pago de costas procesales, respecto de las cuales, el 
artículo en comento es muy claro al establecer que únicamente será en favor 
de la autoridad; esto es, únicamente se indemnizará la disminución en el 
patrimonio del particular que sea un efecto directo e inmediato de la falta 
grave en la resolución que la autoridad demandada hubiera hecho en ejercicio 
de sus facultades y que por tal razón el particular haya dejado de percibir dinero, 
así como por la falta de allanamiento de la autoridad al contestar la demanda.

2a./J. 24/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 237/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito y Primero 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 20 de enero de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Etienne Maximilien Luquet Farías.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XI.1o.A.T.28 A (10a.), de título y subtítulo: "INDEMNIZACIÓN POR DAÑOS Y PERJUI
CIOS A FAVOR DEL CONTRIBUYENTE. EN APLICACIÓN DE LA NORMA INTERNA, 
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EL DERECHO CONVENCIONAL Y EL PRINCIPIO PRO PERSONAE, PUEDEN RECLA
MARSE LOS HONORARIOS DE LOS ABOGADOS QUE LO REPRESENTARON EN EL 
JUICIO DE NULIDAD CORRESPONDIENTE, COMO PARTE DE AQUÉLLA.", aprobada 
por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo 
Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de 
marzo de 2014 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 4, Tomo II, marzo de 2014, página 1782, y

El criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Pri
mer Circuito, al resolver el amparo en revisión 221/2015.

Tesis de jurisprudencia 24/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecisiete de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REINSTALACIÓN Y PRÓRROGA DE CONTRATO TEMPORAL. EL TRA­
BAJADOR PUEDE EJERCER AMBAS ACCIONES EN LA DEMANDA 
Y/O EN LA AMPLIACIÓN, PUES ES PROPIAMENTE EN EL LAUDO 
DONDE LA JUNTA DEBE EXAMINAR SU PERTINENCIA, BAJO UN 
ANÁLISIS SUCESIVO. De la interpretación sistemática de los artículos 37, 
39, 48, 53, fracción III y 55 de la Ley Federal del Trabajo –en su texto anterior a 
la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación de 30 de noviembre 
de 2012–, es factible prever múltiples situaciones que pueden presentarse 
cuando el actor ejerce aquellas acciones: a) Ante la eventualidad de que el 
trabajador hubiera sido despedido antes de que feneciera su nombramiento 
temporal, se posibilita el reclamo de la acción de reinstalación, porque a su 
juicio fue despedido injustificadamente; o pretende una indemnización y el pago 
de salarios caídos. También es probable que el despido ocurra, verbigracia, 
1 mes antes de que concluyera el contrato temporal, por lo que en términos 
del artículo 518 de dicha legislación, el trabajador tiene 2 meses para instar 
ante la Junta y lógico es que si acude antes de que concluya ese plazo de 
prescripción, posiblemente el nombramiento haya terminado, por lo que queda 
plenamente facultado para demandar la reinstalación en el puesto del que se 
dijo despedido injustificadamente antes de su vencimiento y, a la par, la pró
rroga de contrato temporal derivado de la subsistencia de las causas que le 
dieron origen, buscando subsidiariamente la reinstalación, al considerar que 
tiene derecho a continuar en el puesto; b) Cuando el trabajador se dice des
pedido al finalizar el contrato temporal, como una cuestión natural, pudiera 
sentirse con derecho a promover la acción de reinstalación –sin prejuzgar–, 
porque a su juicio fue despedido injustificadamente; o bien, pretende una 
indemnización y el pago de salarios caídos; pero también elige, ya sea a través 
de su demanda inicial o en la ampliación, instar por la de prórroga, con el 
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objeto de obtener subsidiariamente la reinstalación, al considerar que tiene 
derecho a permanecer en el puesto; y, c) Por último, puede suscitarse que el 
trabajador, ante la eventualidad de que es sabedor de que el contrato llegó a 
su fin y no es su intención reclamar algo, elija acudir ante la Junta para ejercer 
la acción de prórroga de contrato, destacando en su demanda, como una 
cuestión jurídico-natural, que se le reinstale subsidiariamente –desde luego 
en nuevo contrato dado que el primero ya feneció–. En fin, la mención de 
estos ejemplos prácticos que cotidianamente se presentan ante las Juntas, 
pero que no comprenden la totalidad de las hipótesis que pudieran acontecer, 
lleva a concluir que es factible que, en la demanda y/o en la ampliación corres
pondiente, el trabajador ejerza tanto la acción de reinstalación como la de 
prórroga de contrato; sin que ello dé lugar a considerar que se trate de accio
nes contradictorias y, por tanto, genere el requerimiento para que aclare los 
escritos respectivos; por el contrario, se trata de reclamos de naturaleza dife
rente y, dada la complejidad del tema, debe ser propiamente en el laudo donde 
la Junta verifique el examen integral del asunto y determine las consecuen
cias jurídicas que conlleva el ejercicio de ambas acciones, lo cual impone llevar 
a cabo bajo un estudio sucesivo y con apego a las normas y postulados que 
rigen para la materia laboral.

2a./J. 25/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 192/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Tercer Circuito y Primero del Décimo Sexto Circuito, ambos en Materia de 
Trabajo. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XVI.1o.T.3 L (10a.), de título y subtítulo: "REINSTALACIÓN Y PRÓRROGA DE CONTRATO 
DE TRABAJO. SON ACCIONES INCOMPATIBLES.", aprobada por el Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 22 de agosto de 2014 a las 9:33 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9, Tomo III, 
agosto de 2014, página 1940, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 54/2014.

Tesis de jurisprudencia 25/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del diecisiete de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de marzo de 2016, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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SUSPENSIÓN. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA EL ACTO 
RECLAMADO CONSISTENTE EN EL RETIRO FORZOSO DE JUECES 
Y MAGISTRADOS DE LOS PODERES JUDICIALES DE LOS ESTA­
DOS POR HABER CUMPLIDO LA EDAD LÍMITE ESTABLECIDA EN 
LA LEY CORRESPONDIENTE PARA PERMANECER EN EL CARGO. 
Conforme al artículo 131, segundo párrafo, de la Ley de Amparo, el otorgamiento 
de la suspensión en ningún caso podrá tener por efecto modificar o restrin
gir derechos ni constituir aquellos que no haya tenido el quejoso antes de 
presentar la demanda; por tanto, es improcedente conceder la medida cau
telar contra el acto reclamado consistente en el retiro forzoso de Jueces y 
Magistrados de los Poderes Judiciales de los Estados por haber cumplido la 
edad límite establecida en la ley para permanecer en el cargo, en virtud de que 
aquélla no puede tener efectos restitutorios, los cuales son exclusivos de la 
sentencia que otorgue la protección solicitada, pues no es posible constituir 
derechos a favor de los quejosos, lo que se actualizaría si se prolongaran 
sus nombramientos. Además, de concederse la suspensión, se afectaría el 
interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, al per
mitir que la función jurisdiccional del Estado la ejerza quien legalmente se 
encuentra impedido para ello, toda vez que en el caso imperan valores colec
tivos, que gozan de preeminencia a la luz del artículo 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues la sociedad tiene interés en 
que la impartición de justicia se realice por quienes satisfagan los requisitos 
legales que garanticen su debida impartición; lo que impide que al amparo 
de una medida cautelar se prolongue un nombramiento más allá del límite 
establecido en la ley.

2a./J. 26/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 249/2015. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Adminis-
trativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administra
tiva del Tercer Circuito. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis PC.I.A. J/28 K (10a.), de título y subtítulo: "SUSPENSIÓN. CASO EN QUE ES IMPRO-
CEDENTE OTORGARLA CONTRA LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 26 DE LA LEY 
ORGÁNICA DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL.", 
aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de noviembre de 2014 a las 9:51 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 12, 
Tomo II, noviembre de 2014, página 1767, y
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir-
cuito, al resolver la queja 46/2015.

Tesis de jurisprudencia 26/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecisiete de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. ES NECESARIO 
AGOTARLO PREVIAMENTE A ACUDIR AL JUICIO DE AMPARO, POR­
QUE LOS ALCANCES QUE SE DAN A LA SUSPENSIÓN DEL ACTO 
RECLAMADO CONFORME A LA LEY DE AMPARO, EN ESENCIA, SON 
IGUALES A LOS QUE SE OTORGAN CONFORME A LA LEY FEDERAL 
DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. La Ley de 
Amparo prevé la obligación del juzgador de fijar la situación en que habrán 
de quedar las cosas y tomar las medidas pertinentes para conservar la mate
ria del amparo hasta la terminación del juicio, pudiendo establecer condicio
nes de cuyo cumplimiento dependa que la medida suspensional siga surtiendo 
efectos. En tanto que la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Adminis
trativo ordena que el Magistrado instructor determine la situación en que habrán 
de quedar las cosas cuando concede la suspensión, así como las medidas 
pertinentes para preservar la materia del juicio principal hasta que se dicte 
sentencia firme. Esta última prevención no es menor al postulado por la Ley 
de Amparo, relativo a la posibilidad de otorgar efectos restitutorios a la sus
pensión definitiva, que se traduce en restablecer provisionalmente al quejoso 
en el goce del derecho presuntamente violado en tanto se dicta sentencia 
definitiva, siempre y cuando sea jurídica y materialmente posible, pues ambos 
alcances tienden a preservar la materia del juicio y a restituir provisionalmente 
en el derecho violado al inconforme hasta que se dicte sentencia definitiva. 
Con ello, la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo no prevé 
mayores requisitos que los señalados en la Ley de Amparo para otorgar la 
medida cautelar, pues un análisis comparativo entre ambas legislaciones evi
dencia que tanto en el juicio contencioso administrativo, como en el de 
amparo, para que proceda la suspensión del acto impugnado o del acto recla
mado, se exigen requisitos esencialmente iguales, pues en ambos casos debe 
preceder la solicitud respectiva, sin que exista afectación al interés social 
ni la contravención a disposiciones de orden público, así como acreditarse el 
acto de autoridad que cause perjuicios de difícil reparación, además de concu
rrir similitud en lo relativo a la obligación del solicitante de otorgar garantía 
cuando la suspensión pueda ocasionar daño o perjuicio a terceros, así como 
en los casos en que la suspensión quedará sin efectos, y ser coincidentes en 
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señalar que ésta se tramitará por cuerda separada y podrá pedirse en cual
quier tiempo mientras no se dicte sentencia ejecutoria.

2a./J. 27/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 222/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Segundo Circuito y Tercero del Primer Circuito, ambos en Materia Admi-
nistrativa. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra algunas consideraciones Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, al resolver el amparo en revisión 150/2015, y el diverso sustentado por el 
Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 374/2014.

Tesis de jurisprudencia 27/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecisiete de febrero de dos mil dieciséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SALARIOS CAÍDOS. LA REFORMA AL ARTÍCULO 48, PÁRRAFO SE­
GUNDO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, DE 30 DE NOVIEMBRE 
DE 2012, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD NI ES 
VIOLATORIA DE DERECHOS HUMANOS. De la interpretación armónica 
de los artículos 1o. y 123, apartado A, fracción XXII, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de los Tratados Internacionales en materia 
de derechos humanos de los cuales el Estado Mexicano forma parte, y de los 
precedentes sustentados por esta Segunda Sala del Máximo Tribunal del país 
sobre el principio de progresividad, se concluye que la reforma al artículo 48, 
párrafo segundo, de la Ley Federal del Trabajo, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 30 de noviembre de 2012, al limitar a 12 meses máximo el 
pago de salarios vencidos en casos de despido injustificado en un juicio laboral, 
no transgrede el principio de progresividad que tutela el citado artículo 1o. 
constitucional, ni es violatorio de derechos humanos, porque no desconoce 
un derecho anteriormente establecido, ni suprime la sanción constitucional 
que impone a los patrones la obligación de indemnizar a los trabajadores sepa
rados injustificadamente de la fuente de empleo, sino que sólo regula en forma 
distinta cómo habrá de calcularse dicha indemnización, con los objetivos 
siguientes: a) Evitar que los juicios laborales se prolonguen artificialmente con 
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el fin de obtener una mayor condena por concepto de salarios caídos y b) Im
pedir la eventual quiebra de las fuentes de trabajo, con perjuicio incluso para 
otros trabajadores, lo que generaría un gran desempleo, y por ello, indirecta-
mente incide en otros problemas para la economía nacional. Máxime que el 
legislador federal si bien limitó a 12 meses como máximo el pago de salarios 
vencidos, lo cierto es que también contempló la obligación de pagar intereses 
sobre el importe de 15 meses de salario, a razón del 2% mensual, capitalizable 
al momento del pago, e incluso desarrolló otros mecanismos para que los 
juicios laborales no se demoraran injustificadamente, tales como la imposi
ción de sanciones a las partes o a los servidores públicos que actúen con la 
finalidad de prolongar, dilatar y obstaculizar la sustanciación o resolución de 
un juicio laboral.

2a./J. 28/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 291/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Sexto del Primer Circuito y Primero del Décimo Sexto Circuito, ambos en 
Materia de Trabajo, y Primero del Décimo Noveno Circuito. 20 de enero de 2016. Mayo
ría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Javier Laynez Potisek y Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sán
chez Medellín.

Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis XVI.1o.T.2 L (10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS CAÍDOS. EL ARTÍCULO 48 DE LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012, AL 
ESTABLECER SU PROCEDENCIA HASTA POR 12 MESES EN CASO DE INDEMNI
ZACIÓN POR DESPIDO INJUSTIFICADO, NO VIOLA DERECHOS HUMANOS.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de agosto de 
2014 a las 8:13 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 9, Tomo III, agosto de 2014, página 1953, y

 
Tesis XIX.1o.5 L (10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS VENCIDOS. EL ARTÍCULO 48, 

PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, QUE PREVÉ SU PAGO 
A UN PERIODO MÁXIMO DE 12 MESES EN CASO DE DESPIDO INJUSTIFICADO, NO 
VULNERA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE DICIEM
BRE DE 2012).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Noveno 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de febrero 
de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 15, Tomo III, febrero de 2015, página 2857, y

El sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, al resolver el amparo directo 116/2015.
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Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 116/2015, resuelto por el Décimo Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, derivó la tesis aislada 
I.16o.T.2 L (10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS VENCIDOS. EL ARTÍCULO 48, 
PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, QUE PREVÉ SU PAGO 
A UN PERIODO MÁXIMO DE 12 MESES EN CASO DE DESPIDO INJUSTIFICADO, 
VULNERA EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD PREVISTO EN EL ARTÍCULO 1o. DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE DICIEM
BRE DE 2012).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de 
octubre de 2015 a las 11:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 23, Tomo IV, octubre de 2015, página 4094.

Tesis de jurisprudencia 28/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecisiete de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de marzo de 2016 a las 10:15 hora en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL JUICIO LABORAL. DEBEN 
REALIZARSE POR BOLETÍN O POR ESTRADOS LAS SUBSE­
CUENTES A LA RESOLUCIÓN QUE DECLARA PROCEDENTE EL 
INCIDENTE DE FALTA DE PERSONALIDAD, RESPECTO DE QUIEN 
COMPARECIÓ A NOMBRE DE LA PARTE DEMANDADA. La posibilidad 
que tienen las partes en el juicio laboral para designar domicilio para recibir 
notificaciones, en su primera comparecencia o escrito, en términos del artículo 
739, primer párrafo, de la Ley Federal del Trabajo, constituye una carga proce
sal, porque la ley sanciona la omisión en que aquéllas incurran, en el sentido 
de que las notificaciones personales se harán por boletín o por estrados; esta 
carga se hace exigible, respecto de la parte demandada, en la etapa de 
demanda y excepciones de la audiencia de ley, pues justamente en ésta tiene 
la oportunidad de comparecer al procedimiento para contestar la demanda, 
en términos del artículo 878, fracciones III y IV, de la ley citada. En ese orden 
de ideas, si la procedencia del incidente de falta de personalidad planteado 
contra quien acudió a nombre de la parte demandada a la etapa de demanda y 
excepciones de la audiencia respectiva, procesalmente implica que ésta no 
comparece a contestar la demanda; entonces, debe entenderse que tampoco 
desahoga la carga procesal de señalar domicilio para recibir notificaciones y, 
por tanto, se actualiza la sanción prevista en el artículo 739, primer párrafo, 
indicado, relativa a que las notificaciones personales se harán por boletín o 
por estrados; porque incurre en rebeldía en relación con la carga procesal 
apuntada y, por ello, debe asumir la consecuencia de su omisión. Lo anterior, 
sin perjuicio de que en un momento ulterior designe domicilio para recibir 
notificaciones, previa acreditación de la personalidad de quien acuda en su 
representación.

2a./J. 30/2016 (10a.)
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Contradicción de tesis 286/2015. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Mate
rias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito y el Sexto Tribunal Cole-
giado en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 10 de febrero de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.6o.T.366 L, de rubro: "NOTIFICACIONES PERSONALES EN EL PROCEDIMIENTO 
LABORAL. CUANDO LA PARTE DEMANDADA COMPARECE POR CONDUCTO DE 
APODERADO A LA AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN, DEMANDA Y EXCEPCIONES, 
Y OFRECIMIENTO Y ADMISIÓN DE PRUEBAS, SE IMPUGNA LA PERSONALIDAD 
DE AQUÉL Y SE DECLARA PROCEDENTE EL INCIDENTE RESPECTIVO, NO DEBEN 
EFECTUARSE LAS SUBSECUENTES POR BOLETÍN O POR ESTRADOS, SEGÚN EL 
CASO, SINO APLICARSE LAS REGLAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 742 DE LA LEY 
FEDERAL DEL TRABAJO.", aprobada por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, enero de 2008, página 2801, y el sustentado por el 
Tribunal Colegiado en Materias de Trabajo y Administrativa del Décimo Cuarto Cir-
cuito, al resolver el amparo en revisión 2/2015.

Tesis de jurisprudencia 30/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA 
FISCAL Y ADMINISTRATIVA. PROCEDE CONTRA LA RESPUESTA A 
LA SOLICITUD DE UNA PERSONA MORAL PARA QUE SE LE COLO­
QUE EN SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES. La respuesta a la solicitud 
de una persona moral para que se le coloque en suspensión de actividades, 
constituye una resolución definitiva impugnable en el juicio de nulidad, en 
términos del artículo 14, fracción IV, de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de 
Justicia Fiscal y Administrativa, en tanto que le genera un agravio en materia 
fiscal vinculado con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, esto es, res
pecto de la causación y pago de éstas, considerando que conforme a los 
artículos 25, fracción V y 26, fracción IV, inciso a), del Reglamento del Código 
Fiscal de la Federación vigente hasta el 2 de abril de 2014, en relación con el 
numeral 27, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación en su texto 
anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 9 de 
diciembre de 2013, la presentación del aviso de suspensión de actividades, 
por regla general, libera al contribuyente de la obligación de presentar decla-
raciones periódicas durante dicha suspensión, con las excepciones estable-
cidas en esta última disposición.

2a./J. 31/2016 (10a.)
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Contradicción de tesis 320/2015. Entre las sustentadas por el entonces Cuarto Tribu
nal Colegiado del Vigésimo Circuito, ahora Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Vigésimo Circuito y el Pleno del Decimotercer Circuito. 10 de febrero de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XIII. J/2 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO DE NULIDAD ANTE EL TRIBUNAL 
FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
LA RESPUESTA DE LA AUTORIDAD TRIBUTARIA A LA SOLICITUD DE UNA PER
SONA MORAL PARA QUE SE LE COLOQUE EN ‘SUSPENSIÓN DE ACTIVIDADES’, 
AL NO CONSTITUIR UNA RESOLUCIÓN DEFINITIVA PARA EFECTOS DE SU PROCE-
DENCIA.", aprobada por el Pleno del Decimotercer Circuito y publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo II, abril 
de 2015, página 1161, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver la revi-
sión fiscal 26/2015.

Tesis de jurisprudencia 31/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE REVISIÓN. PROCEDE CONTRA EL DESECHAMIENTO 
DE LA AMPLIACIÓN DE DEMANDA DICTADO EN LA MISMA RESO­
LUCIÓN QUE DECRETA EL SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AM­
PARO INDIRECTO FUERA DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. De la 
interpretación sistemática de los artículos 81, fracción I, inciso d), 86, 91, 92, 
93, 97, fracción I, inciso a) y demás aplicables de la Ley de Amparo, deriva 
que la procedencia conjunta de los recursos de revisión y de queja contra 
una misma actuación judicial conlleva algunos riesgos que pueden evitarse 
si se acepta el criterio general que permite impugnar, con un solo recurso, 
tanto las violaciones de trámite cometidas durante ciertos procedimientos, 
como su resolución definitiva, sin necesidad de promover un medio de defen-
sa para cada actuación procesal. En esta tesitura, contra el desechamiento de 
la ampliación de demanda dictado en la misma resolución que decreta el 
sobreseimiento en el juicio fuera de la audiencia constitucional, solamente 
procede el recurso de revisión, porque así se evitan los problemas de técnica 
jurídica y demás dificultades generadas con la interposición de dos medios 
de defensa; además, ello es acorde con los principios de continuidad, celeri
dad, continuación y economía procesal, así como con el derecho a una impar-
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tición de justicia pronta y expedita; finalmente, dicho recurso puede incorporar el 
análisis de la legalidad del desechamiento de la ampliación de demanda en 
el examen de la resolución definitiva, para lo cual, es necesario que la parte 
quejosa argumente en sus agravios las razones que considere pertinentes 
para combatir tal desechamiento.

2a./J. 32/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 288/2015. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, 
Sinaloa y por los Tribunales Colegiados Segundo del Sexto Circuito y Sexto del 
Primer Circuito, ambos en Materia Penal. 17 de febrero de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Jonathan Bass Herrera.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VI.2o.P.1 K (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO DECRETADO FUERA 
DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL Y DESECHAMIENTO DE LA AMPLIACIÓN DE 
LA DEMANDA. ES RECURRIBLE EN REVISIÓN Y NO EN QUEJA.", aprobada por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Sexto Circuito y publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 31 de octubre de 2014 a las 11:05 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 11, 
Tomo III, octubre de 2014, página 2928, 

Tesis I.6o.P.5 K (10a.), de título y subtítulo: "RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL AR
TÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE 
CONTRA LA NEGATIVA DE TENER POR AMPLIADA LA DEMANDA DE AMPARO DIC
TADA POR EL JUEZ DE DISTRITO EN UN AUTO EN EL QUE TAMBIÉN DECRETÓ EL 
SOBRESEIMIENTO FUERA DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL.", aprobada por 
el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de agosto de 2014 a las 8:13 horas 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9, Tomo III, 
agosto de 2014, página 1932, y

El criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver el amparo en 
revisión 239/2015 (cuaderno auxiliar 649/2015).

Tesis de jurisprudencia 32/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del dos de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de abril de 2016 a las 10:01 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRESTACIONES EXTRALEGALES. NO ES INDISPENSABLE QUE EL 
TRABAJADOR PRECISE SU FUNDAMENTO ESPECÍFICO DURANTE 
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LA ETAPA DE OFRECIMIENTO DE PRUEBAS SI LO HIZO EN SU ES­
CRITO DE DEMANDA. Si durante el periodo de ofrecimiento de pruebas 
el actor exhibe copia del contrato colectivo de trabajo o el reglamento que 
contiene la cláusula o el artículo que contempla la prestación extralegal 
que reclama, sin hacer referencia al fundamento específico, pero se advier
te que sí lo hizo al presentar su demanda inicial, la Junta de Conciliación y 
Arbitraje está obligada a pronunciarse sobre la procedencia de aquélla, ya 
que al haberse señalado en el escrito de demanda la cláusula o el artículo 
en concreto, no es indispensable que el trabajador lo precise nuevamente, toda 
vez que lo introdujo como parte de la litis a resolver y, por ende, la autoridad 
laboral no puede declarar improcedente el estudio relativo a esa prestación, 
porque de hacerlo, contravendría el artículo 842 de la Ley Federal del Trabajo, 
al dejar de pronunciarse sobre lo planteado oportunamente por el actor.

2a./J. 37/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 282/2015. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Cole
giado del Décimo Tercer Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Tercer Circuito, y los Tribunales Colegiados Tercero del 
Primer Circuito y Tercero del Tercer Circuito, ambos en Materia de Trabajo. 2 de marzo 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Francisco 
Manuel Rubín de Celis Garza.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XIII.2o.3 L, de rubro: "PRESTACIONES EXTRALEGALES, PRESUPUESTOS QUE DEBEN 
SATISFACERSE.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Tercer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo II, septiembre de 1995, página 590.

Tesis I.3o.T.7 L (10a.), de rubro: "PRESTACIONES EXTRALEGALES. SI SE RECLAMAN CON 
BASE EN UN CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO O EN EL REGLAMENTO RES-
PECTIVO, AUN CUANDO EL ACTOR NO PRECISE LA CLÁUSULA O EL ARTÍCULO 
QUE LAS PREVEA, LA JUNTA DEBE ANALIZARLAS PARA RESOLVER SOBRE SU 
PROCEDENCIA.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Ga­
ceta, Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1928, y

El criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 400/2015.

Tesis de jurisprudencia 37/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri
bunal, en sesión privada del dieciséis de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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CONFESIONAL EN EL JUICIO LABORAL. EL ABSOLVENTE DECLA­
RADO FÍCTAMENTE CONFESO, PUEDE IMPUGNAR EN EL AMPARO 
DIRECTO LA CALIFICACIÓN DE LAS POSICIONES QUE FUERON 
ARTICULADAS O SU OMISIÓN, CUANDO SU VALORACIÓN HAYA 
TRASCENDIDO AL RESULTADO DEL FALLO. Tratándose de la prueba 
confesional, los artículos 788 y 789 de la Ley Federal del Trabajo disponen, 
respectivamente, que la Junta ordenará se cite a los absolventes personal
mente o por conducto de sus apoderados, apercibiéndolos de que si no con-
curren el día y hora señalados, se les tendrá por confesos de las posiciones 
que se les articulen; y que si la persona citada para absolver posiciones no 
concurre en la fecha y hora señaladas, se hará efectivo dicho apercibimiento 
y se le declarará confesa de las posiciones que se hubieren articulado y cali
ficado de legales. Ahora bien, conforme a la fracción V del artículo 790 de la 
indicada ley, la Junta tiene obligación de calificar de legales las posiciones 
en la correspondiente audiencia; en ese sentido, cuando previamente no califica 
las citadas posiciones o lo hace de manera incorrecta no obstante ser insi
diosas, el afectado preserva el derecho para alegar cualquiera de esas irregu
laridades a pesar de haber sido declarado confeso por su inasistencia a esa 
diligencia, a condición de que la valoración que de esas posiciones se haga, 
trascienda al resultado del fallo, de modo que si esa infracción se declara 
fundada debe tener por efecto que el nuevo laudo prescinda de otorgarles 
eficacia probatoria. Lo anterior obedece a que es con el dictado del laudo 
cuando la calificativa de las posiciones o su presunta calificación de ilegal 
puede causar un perjuicio efectivo al absolvente, porque es hasta entonces 
cuando se sabe si el valor probatorio que se les otorga sirve o no de sustento 
a la decisión.

2a./J. 40/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 267/2015. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, 
Coahuila, y el entonces Quinto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, actual Tribu-
nal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del Octavo Circuito. 2 de marzo de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VIII.5o.2 L, de rubro: "PRUEBA CONFESIONAL EN EL PROCEDIMIENTO LABORAL. NO 
QUEDA INDEFENSO EL ABSOLVENTE POR LA INDEBIDA CALIFICACIÓN DE LEGA
LES DE POSICIONES INSIDIOSAS CUANDO NO SE PRESENTA A SU DESAHOGO.", 
aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado del Octavo Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de enero de 2016 a las 10:10 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo 
IV, enero de 2016, página 3393, y
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El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 602/2015.

Tesis de jurisprudencia 40/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del treinta de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de abril de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCE­
DERLA CONTRA LA APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN 
III, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN REFORMADO MEDIANTE 
DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013. El análisis del proceso legislativo que culminó 
con la reforma citada, permite establecer que es improcedente conceder la 
suspensión contra el acto de aplicación del artículo 28, fracción III, del Código 
Fiscal de la Federación, consistente en el deber impuesto a los contribuyen
tes de llevar en medios electrónicos los registros y asientos contables a los 
que se refieren las fracciones I y II del indicado precepto, en tanto que, de 
concederse, se afectarían de manera trascendental las facultades de compro-
bación de las autoridades fiscales, al modificarse esencialmente la forma 
como se cumple con la obligación básica de llevar contabilidad y, con ello, el 
sistema en su conjunto, lo que ocasionaría perjuicio al interés social en mayor 
proporción al perjuicio que pudieran resentir los contribuyentes con su ejecu
ción. Lo anterior, aunado a que dicha obligación forma parte del conjunto de 
medidas fijadas por el legislador para avanzar en la simplificación administra-
tiva mediante el empleo de mecanismos electrónicos para, por una parte, facili-
tar a los contribuyentes el cumplimiento de sus obligaciones y, por otra, agilizar 
los procesos de fiscalización, reduciendo sus plazos y costos de operación.

2a./J. 41/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 334/2015. Entre las sustentadas por el Décimo Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en el Distrito 
Federal. 9 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el incidente de suspensión (revisión) 364/2014, y el diverso 
sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
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Primera Región, con residencia en el Distrito Federal, al resolver el incidente de sus
pensión (revisión) 1748/2015.

Tesis de jurisprudencia 41/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del treinta de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto sépti-
mo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTIFICACIÓN PERSONAL EN MATERIA FISCAL. DEBE EFECTUARSE 
A LA HORA FIJADA EN EL CITATORIO AL QUE HACE REFERENCIA 
EL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, SIN 
PERJUICIO DE QUE EN EL ACTA RELATIVA SE HAGA CONSTAR, 
ADEMÁS, LA DIVERSA EN QUE ÉSTA COMENZÓ A REDACTARSE. 
El artículo señalado establece que cuando la notificación se efectúe personal-
mente y el notificador no encuentre a quien deba notificar, le dejará citatorio 
para que lo espere en su domicilio a una hora fija del día hábil siguiente. 
Ahora bien, de conformidad con el derecho a la seguridad jurídica reconocido 
en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, el notificador debe constituirse en el domicilio del gobernado en la 
hora asentada en el citatorio, sin que respecto de dicha exigencia pueda 
optarse por una interpretación flexible que permita una actuación impuntual 
o tardía, en tanto no es factible dejar a criterio de la autoridad el día y la hora 
en que podrá presentarse a practicar la diligencia. Sin embargo, como el cita
torio es un acto previo al acta de notificación, puede distinguirse entre el 
cumplimiento que el notificador debe hacer respecto de la obligación impuesta 
en aquél, consistente en constituirse en el domicilio indicado a la hora expre
samente fijada en él; y el momento diverso que se traduce en el levantamiento 
del acta de notificación, la cual deberá cumplimentarse a través de la porme
norización de las razones y circunstancias observadas por el notificador en el 
desahogo de la diligencia. Por tanto, es imperativo que en el acta se precise 
que la diligencia comenzó a la hora fijada en el citatorio, sin perjuicio de que 
también quede asentada la diversa en la que empezó a levantarse el acta 
de notificación.

2a./J. 46/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 346/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Séptimo en Materia Administrativa del Primer Circuito, Segundo y Primero, ambos en 
Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 16 de marzo de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura 
Angélica Sanabria Martínez.
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Tesis y criterios contendientes:

Tesis I.7o.A.660 A, de rubro: "NOTIFICACIÓN DE LA ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA. LA 
LEGALIDAD DE LA DILIGENCIA RELATIVA QUE SE ENTIENDE CON UN TERCERO, 
DEPENDE DE QUE ÉSTA INICIE A LA HORA PRECISADA EN EL CITATORIO PREVIO 
Y NO DEL MOMENTO EN QUE LA ORDEN SE ENTREGUE A AQUÉL.", aprobada por 
el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 
octubre de 2009, página 1593, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 383/2015, y el diverso sustentado por 
el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, al 
resolver el amparo directo 311/2014.

Tesis de jurisprudencia 46/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada de seis de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DIRECCIÓN GENERAL DE AUTOTRANSPORTE FEDERAL DE LA SE­
CRETARÍA DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES. SU TITULAR 
ESTÁ LEGALMENTE FACULTADO PARA EMITIR LOS LINEAMIENTOS 
QUE REGULAN LO ESTABLECIDO POR EL ARTÍCULO 55 BIS 2 DE LA 
LEY DE CAMINOS, PUENTES Y AUTOTRANSPORTE FEDERAL. Si se 
atiende a que el Congreso de la Unión, en ejercicio de sus atribuciones cons-
titucionales, expidió el decreto por el que se adicionó el artículo 55 Bis 2 a 
la Ley de Caminos, Puentes y Autotransporte Federal, en cuyo transitorio 
cuarto facultó a la Secretaría de Comunicaciones y Transportes para emitir 
los referidos lineamientos; y toda vez que el artículo 22, fracción IV, del Re
glamento Interior de esa Secretaría concede facultades a la Dirección General 
de Autotransporte Federal para normar los servicios auxiliares al autotrans
porte federal, la emisión de los lineamientos citados por el titular de dicha 
Dirección resulta correcta y es acorde a la normativa legal y reglamentaria 
correspondiente.

2a./J. 47/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 303/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Vigésimo Séptimo Circuito y Segundo del Vigésimo Segundo Circuito. 30 de 
marzo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz 
Luna Ramos; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver 
el amparo en revisión 110/2015, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Cole
giado del Vigésimo Segundo Circuito, al resolver el amparo en revisión 37/2015.

Tesis de jurisprudencia 47/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del trece de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 16 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO INDIRECTO. POR REGLA GENERAL, ES NOTORIAMENTE 
IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN 
EL JUICIO NATURAL, CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD 
JURISDICCIONAL DE ACORDAR PROMOCIONES O DE PROSEGUIR 
EN TIEMPO CON EL JUICIO, AL TRATARSE DE UNA VIOLACIÓN 
INTRAPROCESAL QUE NO AFECTA DERECHOS SUSTANTIVOS. 
De conformidad con la fracción V del artículo 107 de la Ley de Amparo, el 
amparo indirecto procede contra actos en juicio cuyos efectos sean de impo-
sible reparación; y para ser calificados como "irreparables" deben producir 
una afectación material a derechos sustantivos; es decir, sus consecuencias 
deben impedir en forma actual el ejercicio de un derecho, y no únicamente 
producir una lesión jurídica formal o adjetiva, que no necesariamente llegará 
a trascender al resultado del fallo. Así, por regla general, cuando un particular 
se duele exclusivamente de una afectación cometida dentro de un proce
dimiento jurisdiccional, aun cuando alegue violaciones a los artículos 8o., 14 
y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los actos 
reclamados no pueden considerarse como de ejecución irreparable, sino 
como violaciones de carácter adjetivo, pues no se trata de una "omisión" autó
noma al procedimiento, sino que se presenta justamente dentro de éste, 
como la falta de respuesta a una petición expresa sobre el desahogo de pruebas 
o de prosecución del trámite. Lo anterior, pese a que uno de los requisitos que 
caracteriza a los actos irreparables es la afectación que producen a derechos 
sustantivos de forma directa, como lo puede ser la transgresión al artículo 8o. 
constitucional; sin embargo, dicha afectación no se produce de forma inde
pendiente, sino dentro del procedimiento en que el quejoso es parte, por lo 
que no se actualiza el caso de excepción para acudir al juicio de amparo 
indirecto; de ahí que el interpuesto contra actos de esta naturaleza es, por 
regla general, notoriamente improcedente, a menos de que el Juez de amparo 
advierta del contenido de la propia demanda que existe una abierta dila
ción del procedimiento o su paralización total, pues en ese caso el juicio será 
procedente.

2a./J. 48/2016 (10a.)
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Contradicción de tesis 325/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y Tercero, Cuarto, Quinto, Octavo, 
Noveno y Décimo Cuarto, todos en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 16 de 
marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe 
Margarita Ortiz Blanco.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis III.3o.T. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SI SE 
RECLAMA VIOLACIÓN A LOS ARTÍCULOS 8o., 14 Y 17 DE LA CONSTITUCIÓN FEDE-
RAL, DENTRO O FUERA DE UN PROCEDIMIENTO JURISDICCIONAL, NO SE SURTE 
LA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL AR-
TÍCULO 113 DE LA LEY DE LA MATERIA PARA DESECHAR AQUÉLLA.", aprobada 
por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de octubre de 2015 a las 10:10 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 23, 
Tomo IV, octubre de 2015, página 3373, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver la queja 79/2015, el sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Ma
teria de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la queja 41/2015, el sustentado por el 
Quinto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la queja 
79/2015, el sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Primer Circuito, al resolver la queja 94/2015, el sustentado por el Noveno Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver la queja 58/2015, y 
el diverso sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo 
del Primer Circuito, al resolver la queja 53/2015.

Tesis de jurisprudencia 48/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 9 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE SEPARACIÓN DEL CARGO 
DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS SUJETOS AL SISTEMA DE CA­
RRERA MINISTERIAL, POLICIAL Y PERICIAL. CONTRA EL ACUERDO 
DE INICIO PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, CONFORME 
AL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN III, INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. 
Contra el acuerdo de inicio del procedimiento administrativo de separación 
del cargo de los agentes del Ministerio Público, de los peritos y de los miem
bros de las corporaciones policiales en los tres niveles de gobierno procede 
el juicio de amparo indirecto, por violaciones a las reglas que lo rigen estable
cidas en la legislación aplicable a cada caso en concreto, al constituir un acto 
de imposible reparación en términos del artículo 107, fracción III, inciso b), de 
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la Ley de Amparo, ya que conforme al precepto 123, apartado B, fracción XIII, 
segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, está prohibido reinstalarlos aun cuando en las instancias judiciales se 
demuestre la ilegalidad del procedimiento y, en consecuencia, de la resolu-
ción respectiva; motivo por el que una violación acaecida durante el inicio del 
procedimiento se traduciría, en última instancia, en una transgresión que 
trasciende irremediablemente al derecho sustantivo al trabajo y a no ser sepa
rados injustificadamente de él, reconocido tanto a nivel constitucional como 
convencional.

2a./J. 49/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 312/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Séptimo en Materia Administrativa del Primer Circuito y Quinto del Décimo 
Quinto Circuito. 6 de abril de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal Ferreyro.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XV.5o.25 A (10a.), de título y subtítulo: "PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 
SEPARACIÓN INSTRUIDO CONTRA LOS OFICIALES DE SEGURIDAD PÚBLICA 
DEL ESTADO DE SONORA. AL NO AFECTAR MATERIALMENTE DERECHOS SUSTAN
TIVOS, NO CONSTITUYE UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN PARA LA PROCE
DENCIA DEL AMPARO INDIRECTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 23 de octubre de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 23, Tomo IV, octubre de 2015, página 4069, y

El criterio sustentado por el Décimo Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administra-
tiva del Primer Circuito, al resolver los amparos en revisión 262/2014 y 301/2015.

Tesis de jurisprudencia 49/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinte de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE. PARA CUMPLIR CON LA OBLI­
GACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY FEDERAL RELA­
TIVA, ES NECESARIO QUE LA AUTORIDAD FISCAL SEÑALE CON 
PRECISIÓN Y EXACTITUD CUÁL ES LA VÍA Y EL PLAZO PARA PRO­
MOVER EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. No basta que 
la autoridad fiscal señale de manera genérica y a modo de disyuntiva la pro-
cedencia del juicio contencioso administrativo en la vía sumaria u ordinaria 
dependiendo de si se actualizan los supuestos de una u otra, pues ello no 
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permite hacer mesurable su actuación, al ser dicha autoridad quien cuenta 
con los elementos necesarios para determinar la vía procedente, atendiendo a 
la cuantía del crédito fiscal, en los términos del artículo 58-2, antepenúltimo 
párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo. Ello 
es así, pues en el enunciado normativo relativo al medio de defensa proce
dente, previsto en el artículo 23 de la Ley Federal de los Derechos del Contri-
buyente, se encuentra inmersa la idea de exactitud y precisión, toda vez 
que la procedencia se refiere a la viabilidad del juicio contencioso en la vía 
correcta, ya sea sumaria u ordinaria, y al plazo para promover cada una 
de ellas.

2a./J. 50/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 370/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito y Segundo en Mate-
rias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 30 de marzo de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VIII.2o.P.A.22 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATI-
VO FEDERAL. PROCEDE TRAMITARLO EN LA VÍA SUMARIA, CUANDO ÉSTA CO-
RRESPONDA, A PESAR DE QUE LA DEMANDA SE HUBIERE PRESENTADO FUERA 
DEL PLAZO LEGAL DE QUINCE DÍAS, SI EN LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA LA AU-
TORIDAD FISCAL SEÑALÓ, ADEMÁS DE ÉSTE, EL DE CUARENTA Y CINCO PARA 
CONTROVERTIRLA, CON LO CUAL INDUJO AL CONTRIBUYENTE AL ERROR.", apro-
bada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Octavo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de 
diciembre de 2013 a las 13:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 1, Tomo II, diciembre de 2013, página 1185, y el susten-
tado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Quinto 
Circuito, al resolver el amparo directo 190/2015.

Tesis de jurisprudencia 50/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinte de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. PROCEDE SU 
TRAMITACIÓN EN LA VÍA SUMARIA CUANDO EN EL ACTO O RESO­
LUCIÓN DE LA AUTORIDAD FISCAL SE SEÑALA DE MANERA GENÉ­
RICA EL PLAZO PARA PROMOVERLO DEPENDIENDO DE SI SE 
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ACTUALIZAN LOS SUPUESTOS DE AQUELLA VÍA O DE LA ORDI­
NARIA, NO OBSTANTE QUE LA DEMANDA SE PRESENTE FUERA 
DEL PLAZO DE 15 DÍAS. Conforme a lo previsto en el último párrafo del 
artículo 58-2 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
tratándose de los actos impugnables en la vía sumaria, la demanda respec
tiva debe presentarse dentro de los 15 días siguientes a aquel en que surta 
efectos la notificación de la resolución impugnada y no hacerlo así trae como 
consecuencia su desechamiento. Sin embargo, cuando en la resolución 
impugnada se señala al particular de manera genérica que puede promover 
el invocado juicio en la vía y plazo que corresponda, dependiendo de que se 
actualicen las hipótesis del juicio sumario o del ordinario, debe estimar
se oportuna la demanda presentada fuera del plazo de 15 días aplicable para 
la vía sumaria, siempre y cuando se realice dentro del plazo de 45 días apli
cable a la vía ordinaria, a fin de garantizar los derechos de defensa, de segu
ridad jurídica y de tutela jurisdiccional efectiva de los contribuyentes, ya que 
del artículo 23 de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente se conclu-
ye que la obligación de la autoridad de indicar en sus resoluciones los plazos 
para impugnarlas a través del medio de defensa procedente debe ser exacta 
y precisa.

2a./J. 51/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 370/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito y Segundo en Mate-
rias Penal y Administrativa del Quinto Circuito. 30 de marzo de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VIII.2o.P.A.22 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATI-
VO FEDERAL. PROCEDE TRAMITARLO EN LA VÍA SUMARIA, CUANDO ÉSTA CO-
RRESPONDA, A PESAR DE QUE LA DEMANDA SE HUBIERE PRESENTADO FUERA 
DEL PLAZO LEGAL DE QUINCE DÍAS, SI EN LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA LA AU-
TORIDAD FISCAL SEÑALÓ, ADEMÁS DE ÉSTE, EL DE CUARENTA Y CINCO PARA 
CONTROVERTIRLA, CON LO CUAL INDUJO AL CONTRIBUYENTE AL ERROR.", apro-
bada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Octavo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 
de diciembre de 2013 a las 13:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 1, Tomo II, diciembre de 2013, página 1185, y el sus-
tentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 190/2015.
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Tesis de jurisprudencia 51/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinte de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

PRESCRIPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 120 DE LA LEY FEDE­
RAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS ABROGADA. ES APLICABLE 
AL PROCEDIMIENTO ESPECIAL ESTABLECIDO EN EL DIVERSO 95 
DE LA PROPIA LEY, PARA HACER EFECTIVAS LAS FIANZAS NO 
FISCALES OTORGADAS A FAVOR DE LA FEDERACIÓN, DEL DIS­
TRITO FEDERAL, DE LOS ESTADOS Y DE LOS MUNICIPIOS. La figura 
de la prescripción prevista en el artículo 120 de la Ley Federal de Institucio
nes de Fianzas abrogada, es aplicable cuando se instaura el procedimiento 
especial establecido en el numeral 95 de la citada ley, para hacer efectivas las 
fianzas no fiscales otorgadas a favor de la Federación, del Distrito Federal, 
de los Estados y de los Municipios, debido a que el último párrafo del propio 
artículo 120, da la pauta para arribar a dicha conclusión, al señalar que la 
figura de la prescripción sólo se interrumpe en dos casos: cuando se presenta 
la reclamación de la fianza ante la institución de fianzas, o con cualquier reque
rimiento escrito de pago hecho por el beneficiario a la institución correspon
diente; lo cual es propio del procedimiento especial contenido en el artículo 
95 aludido.

2a./J. 52/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 316/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero y Décimo Quinto, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito, Pri
mero en Materia Administrativa del Segundo Circuito, Primero del Octavo Circuito, 
actualmente Primero en Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito y Sexto 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, 
Michoacán. 6 de abril de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis I.1o.A.174 A, de rubro: "FIANZAS OTORGADAS EN FAVOR DE LA FEDERACIÓN, DIS
TRITO FEDERAL, ESTADOS O MUNICIPIOS, PARA GARANTIZAR OBLIGACIONES 
DIVERSAS DE LAS FISCALES EN EL ÁMBITO FEDERAL A CARGO DE TERCEROS. 
OPERA LA PRESCRIPCIÓN, CON INDEPENDENCIA DEL PROCEDIMIENTO QUE SE 
UTILICE PARA HACERLA EXIGIBLE.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, octubre de 2009, página 1558, y
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Tesis II.1o.A.157 A, de rubro: "PRESCRIPCIÓN DE FIANZAS OTORGADAS EN FAVOR DE 
LA FEDERACIÓN, DISTRITO FEDERAL, ESTADOS O MUNICIPIOS PARA GARANTIZAR 
OBLIGACIONES NO FISCALES A CARGO DE TERCEROS. ES APLICABLE EL ARTÍCULO 
120 DE LA LEY FEDERAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS QUE LA PREVÉ, AL PRO
CEDIMIENTO SEGUIDO CONFORME AL NUMERAL 95 DEL PROPIO ORDENAMIENTO.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXIX, febrero de 2009, página 1993, y

El sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, con residencia en Morelia, Michoacán, al resolver el amparo directo 315/2015 
(cuaderno auxiliar 473/2015), y el diverso sustentado por el Décimo Quinto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
520/2014.

Tesis de jurisprudencia 52/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del veintisiete de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO DE AMPARO. LA OBLIGACIÓN DE DAR VISTA AL QUEJOSO 
CON LA POSIBLE ACTUALIZACIÓN DE ALGUNA CAUSA DE IMPROCE­
DENCIA EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 
64 DE LA LEY DE AMPARO, COMO CONSECUENCIA DE UNA EJECU­
TORIA DICTADA EN UN ASUNTO RELACIONADO, DEBE QUEDAR 
AL PRUDENTE ARBITRIO DEL JUZGADOR. El precepto citado establece 
que cuando un órgano jurisdiccional de amparo advierta de oficio una causal 
de improcedencia no alegada por alguna de las partes ni analizada por un 
órgano jurisdiccional inferior, dará vista al quejoso para que en el plazo de 3 
días manifieste lo que a su derecho convenga. No obstante, tratándose de 
asuntos relacionados que por regla general se ven en una misma sesión 
del Tribunal Colegiado de Circuito, el cumplimiento de la obligación de dar la 
vista al quejoso con la posible actualización de alguna causa de improceden
cia, depende necesariamente del examen cuidadoso que en cada caso con
creto realice el juzgador, atendiendo a la ponderación de los diversos derechos 
de los gobernados en relación con los principios de exhaustividad, congruen-
cia y concentración, conforme a la lógica y a las reglas fundamentales que 
rigen el procedimiento, a fin de que pueda determinar si existe razón suficiente 
para ordenar la vista.

2a./J. 53/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 19/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Se-
gundo en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, Segundo en Materia Civil 
del Séptimo Circuito y Segundo de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, 
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con residencia en San Andrés Cholula, Puebla. 13 de abril de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; José Fernando 
Franco González Salas votó con reservas. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen Torpey 
Cervantes.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis VIII.2o.C.T.5 K (10a.), de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA EN EL AMPARO. 
SI COMO CONSECUENCIA DE UNA EJECUTORIA DICTADA EN UN ASUNTO RELA-
CIONADO SE DEJA SIN EFECTOS EL ACTO RECLAMADO, EL CUMPLIMIENTO DE 
LA OBLIGACIÓN PREVISTA EN EL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 64 DE LA 
LEY DE LA MATERIA ORIGINARÍA TRANSGRESIÓN AL DERECHO FUNDAMENTAL 
DE JUSTICIA PRONTA Y EXPEDITA ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONS
TITUCIÓN FEDERAL.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Civil 
y de Trabajo del Octavo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 4 de diciembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 25, Tomo II, diciembre de 2015, página 
1242, y

Tesis VII.2o.C. J/8 (10a.), de título y subtítulo: "CESACIÓN DE EFECTOS DEL ACTO RE
CLAMADO EN EL AMPARO DIRECTO. SUPUESTO EN QUE ES INNECESARIO DAR 
VISTA AL QUEJOSO CON LA ACTUALIZACIÓN DE ESA CAUSAL DE IMPROCEDEN-
CIA, CONFORME AL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE LA MA-
TERIA.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 23 de octubre 
de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 23, Tomo IV, octubre de 2015, página 3336, y 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la 
Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver los am-
paros directos 537/2015, 33/2015 y 434/2015.

Tesis de jurisprudencia 53/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintisiete de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de mayo de 2016 a las 10:27 horas  en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 30 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el punto sépti-
mo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN FISCAL. EL TITULAR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE RES­
PONSABILIDADES A LOS RECURSOS FEDERALES EN ESTADOS Y 
MUNICIPIOS ADSCRITA A LA UNIDAD DE ASUNTOS JURÍDICOS 
DE LA AUDITORÍA SUPERIOR DE LA FEDERACIÓN, ESTÁ LEGITI­
MADO PARA INTERPONER ESE RECURSO CONTRA LA SENTENCIA 
QUE DECLARÓ LA NULIDAD DE UNA RESOLUCIÓN EMITIDA POR 
AQUÉL EN UN PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD RESARCI­
TORIA. Conforme a los artículos 5o. y 63 de la Ley Federal de Procedimiento 



56 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Contencioso Administrativo, las autoridades demandadas en un juicio conten
cioso administrativo seguido ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Admi
nistrativa únicamente pueden interponer el recurso de revisión contra las 
sentencias dictadas en esos juicios por conducto de la unidad administrativa 
encargada de su defensa jurídica, atendiendo a la ley que regula a la depen-
dencia o entidad respectiva y a su reglamento interior, y considerando que 
dicha función corresponde al órgano encargado de actuar dentro de juicio en 
nombre de aquélla. Por consiguiente, acorde con los artículos 89 de la Ley de 
Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, y 2o., 13 y 35, fracciones 
VI y VIII, del Reglamento Interior de la Auditoría Superior de la Federación, se 
concluye que tratándose de acciones derivadas del procedimiento para el fin
camiento de responsabilidades resarcitorias, la defensa jurídica de la Auditoría 
Superior de la Federación corresponde tanto al titular de la Unidad de Asuntos 
Jurídicos, como al de la Dirección General de Responsabilidades a los Recur
sos Federales en Estados y Municipios, al ser los competentes para el ejerci
cio de las acciones derivadas de procedimientos de esa naturaleza en juicios 
seguidos ante tribunales federales contra resoluciones de la citada Auditoría, 
así como para contestar demandas, presentar pruebas y alegatos e interponer 
toda clase de recursos, actuando en defensa de los intereses jurídicos de la 
entidad de fiscalización superior de la Federación, por lo que resulta innegable 
que el titular de dicha Dirección está legitimado para interponer el recurso de 
revisión fiscal contra la sentencia que declaró la nulidad de una resolución 
emitida por él, en un procedimiento de responsabilidad resarcitoria.

2a./J. 54/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 343/2015. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado de Cir
cuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residencia en San Andrés Cholula, 
Puebla. 13 de abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Mar
garita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 3/2015, y el diverso sustentado por el Primer 
Tribunal Colegido de Circuito del Centro Auxiliar de la Segunda Región, con residen
cia en San Andrés Cholula, Puebla, al resolver la revisión fiscal 299/2015 (cuaderno 
auxiliar 1029/2015).

Tesis de jurisprudencia 54/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del veintisiete de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de junio de 2016 a las 10:03 horas  en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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HORAS EXTRAORDINARIAS. CARGA DE LA PRUEBA CUANDO SE 
RECLAMA SU PAGO RESPECTO DE LAS QUE EXCEDAN DE 9 A LA 
SEMANA. Si se parte de que en el artículo 784 de la Ley Federal del Trabajo, 
en su texto vigente desde el 1 de diciembre de 2012, pervive la premisa de 
eximir al trabajador de la carga de la prueba cuando existan otros medios que 
permitan conocer la verdad de los hechos, puede afirmarse que el patrón está 
en posibilidad de acreditar la jornada de trabajo extraordinaria que no exceda 
de 3 horas al día, ni de 3 veces a la semana, cuando surja controversia al res
pecto, pues tiene la obligación de conservar la documentación de la relación 
de trabajo, de conformidad con el artículo 804 de la ley aludida, particularmente 
los controles de asistencia. En consecuencia, si en el juicio laboral el trabajador 
reclama el pago por tiempo extraordinario que excede de 9 horas a la semana 
y el patrón genera controversia sobre ese punto, acorde con el indicado artículo 
784, fracción VIII, éste debe probar que el trabajador únicamente laboró 9 
horas a la semana, debido a que se entiende que esta jornada extraordinaria 
(no más de 3 horas al día, ni de 3 veces a la semana), constituye una práctica 
inocua que suele ser habitual y necesaria en las relaciones de trabajo, respecto 
de la cual, el patrón tiene la obligación de registrar y documentar, conforme al 
indicado numeral 804; en cuyo caso, el trabajador habrá de demostrar haber 
laborado más de las 9 horas extraordinarias semanales.

2a./J. 55/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 351/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Tercer Circuito, Primero y Segundo, ambos del Décimo Sexto Circuito, 
todos en Materia de Trabajo. 13 de abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; Javier Laynez Potisek votó contra 
consideraciones. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis XVI.1o.T.14 L (10a.), de título y subtítulo: "HORAS EXTRAS. LA CARGA PROBATORIA 
RESPECTO A SU PROCEDENCIA SE ENCUENTRA DIVIDIDA EN CUANTO AL NÚME-
RO QUE DE AQUÉLLAS SE RECLAME (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 784, 
FRACCIÓN VIII, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE 
DICIEMBRE DE 2012).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 13 de marzo de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 16, Tomo III, marzo de 2015, página 2369,

Tesis XVI.2o.T.1 L (10a.), de título y subtítulo: "HORAS EXTRAS. LA CARGA DE LA PRUE-
BA ESTÁ DIVIDIDA EN CUANTO A LA DURACIÓN QUE SE RECLAME (ARTÍCULO 
784, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. 
DE DICIEMBRE DE 2012).", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Décimo Sexto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
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del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo III, agosto de 2015, página 2185, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 773/2015.

Tesis de jurisprudencia 55/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintisiete de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NULIDAD DE NOTIFICACIONES EN AMPARO DIRECTO. CONTRA LA 
RESOLUCIÓN EMITIDA EN EL INCIDENTE RELATIVO, ES IMPROCE­
DENTE EL RECURSO DE RECLAMACIÓN (LEGISLACIÓN VIGENTE A 
PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). De conformidad con los artículos 66 y 
68 de la Ley de Amparo publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de 
abril de 2013, corresponde expresamente al órgano jurisdiccional resolver el 
incidente de nulidad de notificaciones, entendiéndose por éste, en términos 
del diverso numeral 33 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, 
tratándose de amparo directo, al Tribunal Colegiado de Circuito funcionando 
en Pleno. Por ende, contra la resolución emitida en dicho incidente no pro
cede el recurso de reclamación establecido en el artículo 104 de la Ley de 
Amparo, pues lo ahí fallado no constituye un acuerdo de trámite sino una reso
lución que dilucida una incidencia emitida por el Pleno del Tribunal Colegiado 
de Circuito, respecto de la cual no procede recurso alguno. Lo anterior, con la 
salvedad de que si el Magistrado Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito 
resuelve el incidente de nulidad de notificaciones bajo la Ley de Amparo 
vigente, arrogándose competencia que no le otorga esta legislación, será proce
dente el recurso de reclamación, pues de lo contrario se dejaría sin defensa a 
las partes dentro del juicio de amparo directo y se haría inimpugnable un acto 
que no goza de esa naturaleza.

2a./J. 57/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 96/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero y Quinto, ambos en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Séptimo en 
Materia Administrativa del Primer Circuito y en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Cuarto Circuito. 13 de abril de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el recurso de reclamación 3/2015, el sustentado por el Quinto 



59INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el recurso 
de reclamación 4/2015, el sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, al resolver el recurso de reclamación 20/2014 y 
el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Civil y Administrativa del 
Décimo Cuarto Circuito, al resolver el recurso de reclamación 37/2014.

Tesis de jurisprudencia 57/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri
bunal, en sesión privada del cuatro de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2016 a las 10:02 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE ESE RECURSO CONTRA 
SENTENCIAS QUE, POR VIRTUD DE UNA DECLARACIÓN DE NULI­
DAD POR ASPECTOS FORMALES, ORDENEN LA DEVOLUCIÓN DE 
MERCANCÍAS AFECTAS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
EN MATERIA ADUANERA CON EMBARGO. Conforme a las jurispruden-
cias 2a./J. 220/2007, 2a./J. 150/2010, 2a./J. 88/2011, 2a./J. 118/2012 (10a.), 
2a./J. 171/2013 (10a.) y 2a./J. 67/2015 (10a.) (*), de la Segunda Sala de la 

Nota: (*) Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 220/2007, 2a./J. 150/2010, 2a./J. 88/2011, 2a./J. 
118/2012 (10a.), 2a./J. 171/2013 (10a.) y 2a./J. 67/2015 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, diciembre de 2007, 
página 217, con el rubro: "REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE DICHO RECURSO CONTRA 
LAS SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL 
Y ADMINISTRATIVA QUE DECLAREN LA NULIDAD POR VICIOS FORMALES DE LA RESOLUCIÓN 
DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL RELATIVA AL GRADO DE RIESGO DE LAS 
EMPRESAS.", en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, 
diciembre de 2010, página 694, con el rubro: "REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA 
LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA QUE 
SÓLO DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR FALTA DE FUN
DAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN.", en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 383, con el rubro: "REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCE-
DENTE CONTRA LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINIS-
TRATIVA QUE SÓLO DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR 
VICIOS FORMALES EN CUALQUIERA DE LOS SUPUESTOS MATERIALES PREVISTOS EN EL 
ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
(APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 150/2010).", en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta, Décima Época, Libro XIV, Tomo 2, noviembre de 2012, página 1487, con el rubro: 
"REVISIÓN FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS QUE SÓLO DECLAREN LA 
NULIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR HABER OPERADO LA CADUCIDAD 
DEL PROCEDIMIENTO DE ORIGEN.", en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de 
febrero de 2014 a las 10:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 3, Tomo II, febrero de 2014, página 1269, con el título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL 
ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS QUE SÓLO DECLAREN LA NULIDAD DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO IMPUGNADO POR VICIOS EN LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN QUE 
DETERMINÓ LAS CONTRIBUCIONES OMITIDAS.", y en el Semanario Judicial de la Federación del 



60 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que proceda el recurso de revi-
sión fiscal no basta que el asunto encuadre en alguna de las hipótesis del 
artículo 63 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
sino que es indispensable que, en cualquier materia, la sentencia recurrida 
sea de importancia y trascendencia, esto es, que contenga una decisión de 
fondo que implique la declaración de un derecho o la inexigibilidad de una 
obligación, lo que debe entenderse como el estudio del contenido material de 
los hechos o del derecho que hubiere dado lugar a la resolución impugnada, y 
no de violaciones de forma que no repercutan directamente en la existencia 
o inexistencia de la obligación impuesta en dicha resolución. En este tenor, el 
indicado medio de defensa es improcedente contra sentencias en las que, 
como mera consecuencia de la declaración de nulidad por un vicio formal –
ya sea en el procedimiento o en la resolución impugnada–, se ordene la devo-
lución de mercancías afectas en el procedimiento administrativo en materia 
aduanera con embargo, porque ese pronunciamiento no se basa en un estudio 
de fondo ni constituye la declaración de un derecho o de la inexigibilidad de 
una obligación, sino que redunda en situaciones fácticas que, en todo caso, 
son consecuencia de la determinación de nulidad respectiva y no propiamente 
materia de estudio del fondo del asunto.

2a./J. 58/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 264/2015. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y el Pleno del Decimoquinto 
Circuito. 27 de abril de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XV. J/9 A (10a.) de título y subtítulo: "REVISIÓN FISCAL. DICHO RECURSO ES 
IMPROCEDENTE CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO QUE DECLARE LA NULIDAD LISA Y LLANA POR ASPECTOS FOR
MALES (SIN EMITIR PRONUNCIAMIENTO EN CUANTO AL FONDO DEL ASUNTO), 
NO OBSTANTE QUE ORDENE LA DEVOLUCIÓN DE LAS MERCANCÍAS AFECTAS 
AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN MATERIA ADUANERA.", aprobada por el 

viernes 5 de junio de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 19, Tomo I, junio de 2015, página 1064, con el título y subtítulo: "REVISIÓN 
FISCAL. ES IMPROCEDENTE CONTRA LAS SENTENCIAS QUE DECLAREN LA NULIDAD DEL 
ACTO ADMINISTRATIVO IMPUGNADO QUE DETERMINÓ CONTRIBUCIONES POR INCOMPE
TENCIA DE LA AUTORIDAD QUE LO DICTÓ U ORDENÓ O TRAMITÓ EL PROCEDIMIENTO DEL 
QUE DERIVA.", respectivamente.



61INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

Pleno del Decimoquinto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 13 de marzo de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 16, Tomo II, marzo de 2015, página 
1970, y el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Décimo Sexto Circuito, al resolver la revisión fiscal 20/2015.

Tesis de jurisprudencia 58/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del once de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

AMPARO DIRECTO. NO CONSTITUYE UN FORMALISMO O RIGO­
RISMO JURÍDICO EXIGIR AL QUEJOSO QUE SEÑALE EXPRESA­
MENTE EN LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE EL PERJUICIO 
LO CAUSA LA OMISIÓN DE LA RESPONSABLE DE PRONUNCIARSE 
SOBRE DETERMINADO PLANTEAMIENTO (INTERPRETACIÓN DE LA 
LEY DE AMPARO ABROGADA). En los asuntos en los que es improcedente 
la suplencia de la queja deficiente, debe combatirse expresamente la omisión 
de la responsable de analizar un argumento en la sentencia definitiva recla-
mada, debiendo estimarse inoperantes los planteamientos que tiendan a repe
tir aquello sobre lo que no hubo pronunciamiento, porque es obligación del 
quejoso señalar el perjuicio que le causa el acto reclamado, pues de lo con-
trario, se deja la carga al juzgador de interpretar en qué consiste el agravio a 
estudiar lo que, de acuerdo con la técnica jurídica que rige en el juicio de 
amparo, no es factible que éste realice, al ir más allá del alcance que tiene la 
figura de atender a la causa de pedir; sin que ese requisito constituya un for
malismo o rigorismo jurídico, toda vez que sólo se trata de una exigencia 
mínima que no lesiona la sustancia del derecho del acceso a la justicia. Aunado 
al hecho de que no se impone cierta forma para hacer valer el agravio respec-
tivo, ya que, por ejemplo, podrá el quejoso señalar que existe una omisión de 
estudio, o que el acto reclamado carece de congruencia y exhaustividad en 
el estudio de los argumentos planteados; es decir, que de cualquier forma 
indique qué perjuicio se le causa.

2a./J. 59/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 268/2015. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, 
el entonces Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, actual 
Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Segundo Circuito, el Tercer Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y el entonces Primer 
Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Sexto Circuito. 27 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
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Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretaria: Diana Cristina Rangel León.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis II.T.27 K, de rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES EN AMPARO 
DIRECTO. LO SON AQUELLOS QUE SOSTIENEN IDÉNTICOS ARGUMENTOS A LOS 
PLANTEADOS AL OPONER UNA EXCEPCIÓN EN EL JUICIO DE ORIGEN SOBRE LA 
CUAL LA RESPONSABLE NO SE PRONUNCIÓ.", aprobada por el Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 1431, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Déci-
ma Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 2/2014 
(cuaderno auxiliar 411/2015).

Tesis de jurisprudencia 59/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada de once de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 3 de junio de 2016 a las 10:03 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 6 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INTERÉS LEGÍTIMO. PARA EL OTORGAMIENTO DE LA SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 131 DE LA LEY DE 
AMPARO, BASTA QUE EL QUEJOSO LO DEMUESTRE DE MANERA 
INDICIARIA. El precepto citado prevé que cuando el quejoso que solicita la 
suspensión aduzca un interés legítimo, el órgano jurisdiccional la conce
derá cuando aquél acredite el daño inminente e irreparable a su pretensión en 
caso de que se niegue y el interés social que justifique su otorgamiento. Ahora 
bien, si tratándose de la suspensión provisional de los actos reclamados ha 
sido criterio de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que el requisito 
relativo a que la suspensión sea solicitada por el agraviado, supone la demos-
tración de su interés aunque sea de forma indiciaria, a fin de establecer con 
suficiente garantía de acierto que realmente es titular de un derecho; luego, 
tratándose de la suspensión provisional de los actos reclamados cuando el 
quejoso que la solicita aduce tener un interés legítimo, basta que de manera 
indiciaria acredite el daño inminente e irreparable a su pretensión en caso de 
que se le niegue, y el interés social que justifique su otorgamiento; en la inte-
ligencia de que dicha concesión, en ningún caso puede tener por efecto modi
ficar o restringir derechos ni constituir aquellos que no haya tenido el quejoso 
antes de presentar la demanda y, además, que esa demostración implicará la 
valoración que haga el juzgador, en cada caso concreto, de los elementos 
probatorios que hubiere allegado el quejoso y que lo lleven a inferir que efec-
tivamente la ejecución de los actos reclamados le causará perjuicios de difícil 
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reparación, derivado de su especial situación frente al orden jurídico, sin dejar 
de ponderar para ello la apariencia del buen derecho y del interés social 
pero, sobre todo, que de conceder la suspensión no se cause perjuicio al inte
rés social ni se contravengan disposiciones de orden público.

2a./J. 61/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 299/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Sexto Circuito y Segundo y Tercero, ambos en 
Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 4 de mayo de 2016. Mayoría de tres votos 
de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán. Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón 
Fernández.

Criterios contendientes:

Tesis IV.2o.A.35 K (10a.), de título y subtítulo: "INTERÉS LEGÍTIMO PARA EL OTORGAMIEN
TO DE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. EL QUEJOSO DEBE ACRE-
DITARLO PRESUNTIVAMENTE Y NO EXIGÍRSELE UN GRADO DE PRUEBA PLENA.", 
aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, 
Libro XXIII, Tomo 3, agosto de 2013, página 1674, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver la queja 156/2015.

Tesis de jurisprudencia 61/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada de dieciocho de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2016 a las 10:02 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. LA OBLIGACIÓN CON­
TENIDA EN EL ARTÍCULO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE 
AMPARO, SE ACTUALIZA INCLUSO CUANDO LA CAUSAL RELATI­
VA DERIVA DE UNA JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DE LA NACIÓN. La obligación de los órganos jurisdiccionales 
de amparo de dar vista al quejoso cuando adviertan oficiosamente la posible 
actualización de una causal de improcedencia no alegada por las partes ni 
analizada por el inferior, debe cumplirse incluso si ésta deriva de una jurispru-
dencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en atención a que, por 
un lado, sólo así se le otorga a dicha parte la oportunidad de controvertir la 
aplicación del criterio jurisprudencial, lo que resulta acorde con el derecho 
de audiencia contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y, por otro, la aplicación de una jurisprudencia 
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no puede justificar la inobservancia de los términos y plazos legalmente 
establecidos.

2a./J. 62/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 25/2016. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado 
en Materia Civil del Tercer Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado de Circuito del Cen
tro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Cuernavaca, Morelos. 11 de 
mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Jonathan Bass Herrera.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis (I Región)9o.1 K (10a.), de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA EN EL AMPARO. EL 
TRÁMITE PREVISTO POR EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE 
LA MATERIA, ES OCIOSO E INÚTIL CUANDO LA CAUSA DERIVA DE LA JURISPRU-
DENCIA EMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN.", aproba-
da por el Noveno Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera 
Región, con residencia en Cuernavaca, Morelos, y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 6 de febrero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo III, febrero de 2015, 
página 2719, y 

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 671/2015.

Tesis de jurisprudencia 62/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinticinco de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRIMA DE ANTIGÜEDAD. TODOS LOS CONCEPTOS RECIBIDOS, 
DIARIA Y ORDINARIAMENTE, POR EL TRABAJADOR DE LA COMI­
SIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD DEBEN INCLUIRSE DENTRO DEL 
SALARIO BASE PARA SU PAGO. Conforme a la interpretación armónica 
de las cláusulas 30, primer párrafo y 69, fracción VI, del Contrato Colectivo de 
Trabajo celebrado entre la Comisión Federal de Electricidad y el Sindicato 
Único de Trabajadores Electricistas de la República Mexicana, se advierte que 
la base económica con la cual debe cubrirse la prima de antigüedad para los 
trabajadores de aquélla comprende el importe de 25 días de "salario" por cada 
año de servicios en el momento de la jubilación, que se integra con todas las 
prestaciones que de manera habitual percibieron durante su vida laboral, 
vigentes en la fecha en que tiene lugar la conclusión de la relación de trabajo 
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por jubilación, esto es, el ingreso total obtenido como retribución por sus 
servicios y se integra con los pagos hechos en efectivo por sueldo, gratifica-
ciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie 
y cualquier otra cantidad o prestación entregada a cambio de su trabajo en los 
términos del contrato. En esas condiciones, si la prima de antigüedad consti
tuye una prestación otorgada al trabajador al finalizar su vida laboral como un 
reconocimiento a su esfuerzo y colaboración durante sus años de servicio, 
y si éste demuestra que todos esos conceptos los percibió con regularidad 
durante su vida laboral, esto es, diaria y ordinariamente, por lo menos en 18 
de las 24 quincenas de que se compone el último año de servicios previo a su 
jubilación, entonces deben cubrírsele para efectos del pago de dicha presta
ción al momento de su retiro definitivo de la Comisión Federal de Electricidad.

2a./J. 63/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 9/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Se-
gundo en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, Sexto en Materia de Trabajo del Pri
mer Circuito, Primero en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y Tercero del Décimo 
Quinto Circuito. 27 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
taria: Teresa Sánchez Medellín.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Cir
cuito, al resolver el amparo directo 586/2015, el sustentado por el Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
1366/2013, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 206/2015, y el diverso sustentado por 
el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 
1332/2013.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 1366/2013, resuelto por el Sexto 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, derivó la tesis aislada 
I.6o.T.89 L (10a.), de título y subtítulo: "COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. 
EL INCENTIVO DE PUNTUALIDAD PAGADO EN FORMA DIARIA DEBE ESTIMARSE 
COMO INTEGRANTE DEL SALARIO PARA EL PAGO DE LA PRIMA DE ANTIGÜEDAD 
(INTERPRETACIÓN DE LA CLÁUSULA 30 DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO 
VIGENTE HASTA EL 30 DE ABRIL DE 2002).", publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 14 de febrero de 2014 a las 11:05 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo III, febrero de 2014, 
página 2296.

Tesis de jurisprudencia 63/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del uno de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de junio de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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SALARIOS VENCIDOS. PARA DETERMINAR SU MONTO NO DEBE 
TOMARSE EN CUENTA EL SUELDO SEÑALADO POR EL PATRÓN AL 
OFRECER EL TRABAJO. Para fijar el monto de los salarios vencidos a que 
se refiere el artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, la Junta debe atender 
a lo expuesto por las partes en la demanda y en su contestación como monto 
del salario del trabajador y, en caso de controversia, a las pruebas que hayan 
ofrecido, cuya carga corresponde al patrón, en términos de los artículos 784, 
fracción XII y 804, fracción II, de la citada ley. Conclusión que se robustece 
con lo previsto en el artículo 89, primer párrafo, del propio ordenamiento legal, 
el cual establece que para determinar el monto de las indemnizaciones que 
deban pagarse a los trabajadores se tomará como base al salario correspon
diente al día en que nazca el derecho a obtenerlas, siendo éste el del despido, 
por lo que debe atenderse al último salario percibido por el actor, alegado por 
las partes, y demostrado en caso de controversia. Por tanto, el salario del ofre
cimiento de trabajo formulado por el patrón durante la tramitación del juicio 
laboral, superior al señalado en el apartado de hechos de su contestación, 
como propuesta conciliatoria a partir de la reinstalación, no puede tomarse en 
cuenta para fijar el monto de los salarios vencidos, toda vez que los efectos de 
la propuesta u oferta conciliatoria se dan hacia el futuro de la reinstalación y 
no al pasado, instante en que, precisamente, concluye la condena a su pago.

2a./J. 65/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 5/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto 
del Cuarto Circuito y Décimo Tercero del Primer Circuito, ambos en Materia de Tra
bajo. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre
tario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.13o.T.123 L (10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS CAÍDOS. CUANDO LA OFERTA 
DE TRABAJO SE HACE CON UN SALARIO SUPERIOR AL DEVENGADO, ÉSTE DEBE 
CONSIDERARSE PARA SU CÁLCULO.", aprobada por el Décimo Tercer Tribunal Cole
giado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 12 de junio de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo III, junio de 2015, 
página 2421, y

El criterio sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto 
Circuito, al resolver el amparo directo 930/2015.

Tesis de jurisprudencia 65/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del uno de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL. EL JUICIO DE AM­
PARO PROCEDE CONTRA LA OMISIÓN DE DAR RESPUESTA A UNA 
SOLICITUD FORMULADA EN EJERCICIO DEL DERECHO DE PETI­
CIÓN QUE DEBE RESPONDER EN SU CARÁCTER DE ENTE ASEGU­
RADOR. El Instituto Mexicano del Seguro Social constituye un ente público del 
Estado, independientemente de que su naturaleza formal sea de organismo 
descentralizado encargado de organizar y administrar el seguro social de con
formidad con la ley que lo rige y, por tanto, facultado para emitir actos a través 
de los cuales resuelve sobre la procedencia de una pensión o demás presta-
ciones de seguridad social, con los cuales pueden crearse, modificarse o extin
guirse situaciones jurídicas de los asegurados o beneficiarios. Por tanto, si el 
derecho de petición reconocido en el artículo 8o. de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos se sustenta en la obligación de todos los fun-
cionarios y empleados públicos de contestar en breve término cualquier solici
tud formulada por escrito por los particulares, entonces, cuando se atribuye 
la omisión de responder una solicitud en materia de pensiones, procede el 
juicio de amparo indirecto en su contra, debido a que en este caso es nece
sario garantizar la protección efectiva de ese derecho humano, con la única 
finalidad de que el funcionario o servidor público del Instituto dé respuesta a 
la petición; en el entendido de que contra ésta no procede ampliación a la 
demanda de amparo indirecto, sino que una vez conocida, y de estimar que 
no se satisface su interés, el asegurado o beneficiario deben acudir a la vía 
ordinaria laboral, en materia de seguridad social, acorde con los artículos 295 
de la Ley del Seguro Social y 899-A de la Ley Federal del Trabajo.

2a./J. 66/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 341/2015. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y el Pleno del Decimoquinto 
Circuito. 4 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán; votó con reserva de criterio José Fernando Franco González Salas. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier 
Guzmán Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XV. J/10 K (10a.), de título y subtítulo: "IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. 
SE ACTUALIZA UNA CAUSA MANIFIESTA E INDUDABLE CUANDO SE RECLAMA AL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL LA OMISIÓN DE DAR RESPUESTA A 
UNA SOLICITUD FORMULADA EN EJERCICIO DEL DERECHO DE PETICIÓN, QUE 
DEBE RESPONDERSE EN SU CARÁCTER DE ENTE ASEGURADOR (APLICABILI-
DAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 211/2009).", aprobada por el Pleno del Decimo-
quinto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de 
marzo de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 16, Tomo II, marzo de 2015, página 1931, y
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver la queja 103/2015.

Tesis de jurisprudencia 66/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del uno de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de junio de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SENTENCIAS DE LAS SALAS REGIONALES DEL TRIBUNAL FEDE­
RAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SON LEGALMENTE 
VÁLIDAS AUNQUE NO INDIQUEN EXPRESAMENTE SI EL ASUNTO 
SE RESOLVIÓ POR UNANIMIDAD O POR MAYORÍA DE VOTOS. 
En congruencia con el artículo 49 de la Ley Federal de Procedimiento Conten
cioso Administrativo, son legalmente válidas las sentencias aludidas aunque 
no contengan las locuciones referidas pues, por una parte, la normativa apli-
cable no prevé que ello constituya un elemento para su validez y, por otra, 
siguiendo el criterio sostenido por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en la ejecutoria que resolvió la contradicción de tesis 357/2014, de 
la que derivó la jurisprudencia P./J. 7/2015 (10a.) (*), la firma que los integran-
tes del órgano jurisdiccional estampan en la sentencia, por sí sola, tiene el 
efecto de establecer vinculación entre los signantes y la resolución, así como 
la identificación del funcionario legalmente facultado al efecto, de suerte que la 
correspondiente declaración de que el asunto lo resolvió la Sala Regional del 
Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y la firma de los Magistrados 
integrantes, es suficiente para acreditar que lo resuelto constituye el criterio 
de ese órgano jurisdiccional, con independencia de que pueda existir una 
opinión discrepante entre quienes la integran.

2a./J. 67/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 63/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Décimo Segundo en Materia Administrativa del Primer Circuito y Tercero del Vigésimo 
Séptimo Circuito. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 7/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo I, abril de 2015, página 5, con el 
título y subtítulo: "ACTOS Y RESOLUCIONES JURISDICCIONALES. PARA DOTARLOS DE VALIDEZ 
E IDENTIFICAR AL FUNCIONARIO QUE INTERVINO EN SU EMISIÓN, BASTA CON QUE ÉSTE 
IMPRIMA SU FIRMA O RÚBRICA EN EL DOCUMENTO, SIEMPRE QUE SU NOMBRE, APELLI-
DOS Y CARGO PUEDAN IDENTIFICARSE EN DIVERSO APARTADO DE LA RESOLUCIÓN O DEL 
EXPEDIENTE DE QUE SE TRATE, INCLUSIVE POR OTROS MEDIOS." 
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Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María 
del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXVII.3o. J/17 (10a.), de título y subtítulo: "SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. PARA SU PLENA EFICACIA JURÍDICA DE-
BEN CONTENER LA MANIFESTACIÓN EXPRESA DE SI FUERON APROBADAS POR 
UNANIMIDAD O POR MAYORÍA DE VOTOS.", aprobada por el Tercer Tribunal Cole-
giado del Vigésimo Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federa­
ción del viernes 14 de agosto de 2015 a las 10:05 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 21, Tomo II, agosto de 2015, página 
2075, y

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 557/2015.

Tesis de jurisprudencia 67/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del uno de junio de dos mil dieciséis.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 357/2014 
citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 18, Tomo I, mayo de 2015, página 5.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONDONACIÓN DE CRÉDITOS FISCALES. ES JURÍDICAMENTE 
VÁLIDA LA APLICACIÓN DE LA REGLA II.12.4.1 DE LA PRIMERA RE­
SOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA 
FISCAL PARA 2013, RESPECTO DE SOLICITUDES PRESENTADAS 
DESPUÉS DE SU DEROGACIÓN. El artículo tercero transitorio de la Ley de 
Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal de 2013, así como el capítulo 
II.12.4 de la Primera Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea 
Fiscal para 2013, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 19 de febrero 
de esa anualidad, conforman un sistema normativo que estableció los requi-
sitos para el acceso al beneficio referido, entre los cuales se encuentra el 
previsto en la regla II.12.4.1, consistente en un límite temporal para formular 
las solicitudes respectivas, las que debían presentarse a más tardar el 31 de 
mayo de 2013. Ahora, a la luz de la teoría de los componentes de la norma, 
puede afirmarse que el supuesto normativo de la mencionada regla acaeció 
durante la vigencia de ésta, pues dada su naturaleza de límite temporal, ocu-
rrió con el simple transcurso del tiempo, es decir, con la llegada de la fecha 
establecida. Por tanto, la derogación del capítulo y regla de mérito (ocurrida 
el doce de noviembre del mismo año) no puede establecer el surgimiento de 
una nueva posibilidad para que el contribuyente sea acreedor del beneficio 
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de condonación que en su momento debió solicitar en los términos y condi
ciones que se fijaron en la legislación aplicable, en virtud que los efectos del 
acto derogatorio no implican la total inexistencia ni la pérdida de validez de la 
norma, pues ésta se podrá seguir aplicando e interpretando en relación con 
hechos o supuestos acontecidos con anticipación a su pérdida de vigencia e 
incluso respecto de las consecuencias de éstos que se encuentran diferidas 
en el tiempo.

2a./J. 68/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 10/2016. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja 
California Sur y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito. 4 de mayo de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel 
Agüeros.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, al resolver el amparo en revisión 322/2014, y el diverso sustentado por el Quinto 
Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en La Paz, Baja California Sur, al resolver el amparo en revisión 200/2015 (cuaderno 
auxiliar 708/2015).

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 322/2014, resuelto por el Primer Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, derivó la tesis aislada 
I.1o.A.102 A (10a.), de título y subtítulo: "CONDONACIÓN. EL DERECHO PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY DE INGRESOS DE LA FEDE
RACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2013 CONTINÚA VIGENTE, AUN DESPUÉS 
DE HABERSE DEROGADO LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS QUE LO INS
TRUMENTARON.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 3 de 
julio de 2015 a las 9:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 20, Tomo II, julio de 2015, página 1680.

Tesis de jurisprudencia 68/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del uno de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MULTA COMO MEDIDA DE APREMIO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
40, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. PARA 
FIJAR SU MONTO POR IMPEDIR EL EJERCICIO DE LAS FACUL­
TADES DE COMPROBACIÓN, DEBE ACUDIRSE AL SEÑALADO EN 



71INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

EL ARTÍCULO 86, FRACCIÓN I, EN RELACIÓN CON EL DIVERSO 85, 
FRACCIÓN I, DEL PROPIO ORDENAMIENTO. El artículo 40, fracción II, 
del Código Fiscal de la Federación prevé la imposición de una multa como 
medida de apremio dirigida a desincentivar las conductas que obstaculicen 
el inicio o desarrollo de las facultades de comprobación de la autoridad hacen
daria, pero no señala su monto; por lo que éste debe fijarse a partir de la 
aplicación sistemática de dicho artículo, en relación con los diversos 85, frac-
ción I, y 86, fracción I, del mismo ordenamiento, ya que si bien la medida de 
apremio aludida tiene como finalidad dotar a la autoridad administrativa de 
medios coactivos que permitan el cumplimiento de sus determinaciones en 
aras de salvaguardar el fin recaudatorio mencionado en el artículo 31, frac-
ción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo cierto 
es que el último de los indicados numerales se refiere al concepto genérico 
de "infracciones", dentro de las que el propio ordenamiento normativo incluye 
cualquier actitud que impida u obstaculice el ejercicio de las facultades de 
comprobación. Por tanto, se trata de una estructura normativa que no per
mite su apreciación aislada sino que, al contrario, lleva al órgano aplicador a 
realizar un enlace de sus contenidos, para hacer posible la aplicación de la 
medida de apremio, sobre todo porque se trata de un supuesto que afecta 
directamente el interés público, al tener como objeto constituirse como 
una herramienta efectiva para que el fisco logre el ejercicio de sus facultades 
de comprobación.

2a./J. 69/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 54/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y Primero del Vigésimo Se-
gundo Circuito. 25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas 
y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis contendientes:

Tesis IV.2o.A.114 A (10a.), de título y subtítulo: "MULTA COMO MEDIDA DE APREMIO 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 40, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERA-
CIÓN. SU MONTO POR IMPEDIR EL INICIO O DESARROLLO DEL EJERCICIO DE LAS 
FACULTADES DE LAS AUTORIDADES TRIBUTARIAS, AL NO PRESENTAR DE INME-
DIATO LOS LIBROS Y REGISTROS QUE FORMEN PARTE DE LA CONTABILIDAD DEL 
CONTRIBUYENTE, ES EL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 86, FRACCIÓN I, EN RELA-
CIÓN CON EL DIVERSO 85, FRACCIÓN I, DEL PROPIO ORDENAMIENTO, POR RE-
MISIÓN EXPRESA DEL LEGISLADOR.", aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, Tomo III, febrero de 2016, 
página 2099, y
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Tesis XXII.1o.9 A (10a.), de título y subtítulo: "MULTAS. LAS PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 
86, POR ESTAR REFERIDAS EXPLÍCITAMENTE AL DIVERSO 85, NO PUEDEN IM
PONERSE POR ANALOGÍA COMO MEDIDA DE APREMIO EN TÉRMINOS DEL PRE-
CEPTO 40, FRACCIÓN II, EN RELACIÓN CON EL 53, SEGUNDO PÁRRAFO, INCISO A), 
TODOS DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, PUES TAL PROCEDER VULNERA 
LOS PRINCIPIOS DE EXACTA APLICACIÓN DE LA LEY (TAXATIVIDAD) Y DE LEGA
LIDAD EN MATERIA ADMINISTRATIVA SANCIONADORA (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Segundo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 26 de junio de 2015 a las 9:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo III, junio de 2015, página 2313.

Tesis de jurisprudencia 69/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del ocho de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de junio de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

OFRECIMIENTO DE TRABAJO. CUANDO SE FORMULA CON UNA 
JORNADA MENOR A LA ALEGADA EN LA DEMANDA, QUE ESTÁ EN 
EL PARÁMETRO MÁXIMO LEGAL SEMANAL, AL TRABAJADOR QUE 
PERCIBE UN SALARIO QUE COMPRENDE EL PAGO DE COMISIONES 
SOBRE EL VALOR DE LA MERCANCÍA VENDIDA O COLOCADA, ES DE 
BUENA FE, SALVO QUE SEA INFERIOR A ESE MÁXIMO LEGAL. La otrora 
Cuarta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 
4a./J. 43/93 (*), sostuvo que la disminución de la jornada laboral en la oferta de 
trabajo, no probada, puede considerarse benéfica para el trabajador, por com
prender menos horas, si está en el parámetro máximo legal que la Ley Federal 
del Trabajo establece; regla general que aplica a todos los trabajadores, inclu
yendo a quienes perciben un salario que comprende el pago de comisiones a 
que hace referencia el artículo 286 del referido ordenamiento legal sobre el 
valor de la mercancía vendida o colocada durante la jornada de labores que 
fijan el trabajador y el patrón de común acuerdo. Sin embargo, la oferta que con
tiene una jornada inferior al máximo legal semanal, ya sea diurno, nocturno 
o mixto, a dichos comisionistas, puede considerarse de mala fe, tomando en 
cuenta que esa reducción repercute en perjuicio del salario del trabajador, 
ya que en las horas, no ofrecidas, que median entre las que conforman el 
máximo legal y las que comprende la oferta, no le será posible vender o colocar 
la mercancía, dejando de generar las comisiones por esos conceptos. Por lo 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 4a./J. 43/93 citada, aparece publicada en la Gaceta del Se­
manario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 71, noviembre de 1993, página 22, con 
el rubro: "OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. EL CONTROVERTIRSE LA DURACIÓN DE LA JORNADA, 
EN BENEFICIO DEL TRABAJADOR, NO IMPLICA MALA FE EN EL."
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cual, entre mayor sea el número de horas, no ofrecidas, más clara será la inten
ción del patrón de no continuar la relación laboral.

2a./J. 70/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 321/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, y Tercero en Ma
teria de Trabajo del Primer Circuito. 25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín 
de Celis Garza.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.3o.T.179 L, de rubro: "OFRECIMIENTO DEL TRABAJO. ES DE MALA FE CUANDO 
EL PAGO DE COMISIONES POR VENTAS ES PARTE DE LAS PERCEPCIONES DEL 
TRABAJADOR Y LA OFERTA SE REALIZA CON UNA JORNADA LABORAL MENOR A 
LA QUE VENÍA DESEMPEÑANDO, PUES ESA REDUCCIÓN REPERCUTE EN EL 
MONTO DE SU SALARIO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVII, mayo de 2008, página 1103, y el sustentado por 
el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo Cir-
cuito, al resolver el amparo directo 612/2015.

Tesis de jurisprudencia 70/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del ocho de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DE LOS ESTADOS 
Y MUNICIPIOS DE LA REPÚBLICA MEXICANA. PARA DETERMINAR 
SI TIENEN ESA CATEGORÍA ES INDISPENSABLE COMPROBAR LA 
NATURALEZA DE LAS FUNCIONES QUE DESARROLLAN, INDEPEN­
DIENTEMENTE DE QUE ALGUNA DISPOSICIÓN NORMATIVA LES 
ATRIBUYA UN CARGO O FUNCIÓN CON ESE CARÁCTER. Las leyes esta
tales que regulan las relaciones laborales entre los trabajadores y los titulares 
de las dependencias estatales y municipales, describen diversos puestos y 
funciones a los que se les asigna la calidad de confianza; sin embargo, si 
alguna ley, reglamento o cualquier otra disposición normativa de carácter 
general atribuye a un cargo o función la calidad excepcional referida, como 
acontece con la mayor parte de las legislaciones laborales de los Estados de 
la República Mexicana, ello no es determinante para concluir que se trata de un 
trabajador de confianza, pues no debe perderse de vista que, al constituir 
una presunción, admite prueba en contrario y al ser aplicable sobre todo a los 



74 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

hechos jurídicos, deben encontrarse plenamente demostrados, esto es, lo rela
tivo a las actividades desplegadas por el trabajador, pues sólo así, el hecho 
presumido se tendrá por cierto, lo cual es coherente con el carácter protector 
de las leyes laborales hacia el trabajador, quien es la parte débil de la rela
ción laboral.

2a./J. 71/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 48/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en 
Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito y el Pleno del Vigésimo Primer Cir
cuito. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XXI. J/3 L (10a.), de título y subtítulo: "TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SER-
VICIO DEL ESTADO DE GUERRERO. PARA DETERMINAR SI TIENEN ESA CALIDAD 
DEBE COMPROBARSE LA NATURALEZA DE LAS FUNCIONES QUE DESARROLLAN, 
INDEPENDIENTEMENTE DE QUE ALGUNA DISPOSICIÓN NORMATIVA ATRIBUYA A 
UN CARGO O FUNCIÓN ESE CARÁCTER.", aprobada por el Pleno del Vigésimo Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 30 de octubre 
de 2015 a las 11:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 23, Tomo III, octubre de 2015, página 3213, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto 
Circuito, al resolver el amparo directo 258/2015.

Tesis de jurisprudencia 71/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del ocho de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MULTA. LA PRESENTACIÓN DEL INFORME JUSTIFICADO FUERA 
DEL PLAZO ESTABLECIDO EN LA LEY, PERO ANTES DE LA CON­
CLUSIÓN DE LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO DA LUGAR A 
IMPONERLA. Los artículos 149 de la anterior Ley de Amparo, y 117 y 260, 
fracción II, de dicho ordenamiento vigente disponen, respectivamente, que se 
sancionará con multa a la autoridad cuando no rinda el citado informe, lo haga 
sin remitir copia de las constancias para apoyarlo, o bien, omita referirse a la 
representación que aduzca tener el promovente de la demanda de amparo en 
términos del artículo 11 de la ley. Ahora, el mencionado artículo 260, frac
ción II, es una norma que prevé una sanción, por lo cual su contenido no admite 
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una interpretación extensiva a conductas diversas de las señaladas en la nor
ma, toda vez que conforme al principio de tipicidad, la realización del hecho 
que se pretende castigar debe encuadrar exactamente en el supuesto previs-
to en la ley, a fin de que los destinatarios y el órgano jurisdiccional sepan con 
exactitud, de manera predeterminada, clara y precisa, las condiciones impres
cindibles que actualizan la omisión punible. En consecuencia, si el informe 
justificado es depositado por vía postal o presentado después del plazo esta-
blecido en el párrafo primero del artículo 117 de la Ley de Amparo vigente (y su 
correlativo 149 de la ley anterior), pero antes de la conclusión de la audien-
cia constitucional, no se trata de una conducta sancionable en términos del 
artículo 260, fracción II, de la citada Ley de Amparo; en cambio, si la autoridad 
lo deposita por vía postal o lo presenta una vez cerrada dicha audiencia, tal 
conducta sí es sancionable. En cualquier caso, la inobservancia de los debe-
res de acompañar al informe justificado las constancias que permitan la 
solución del juicio constitucional y/o los relativos a la representación que 
aduzca el promovente de la demanda en términos del artículo 11 de la vigente 
Ley de Amparo, harán acreedor al omiso de la sanción a que se refiere el 
señalado artículo 260, fracción II.

2a./J. 74/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 228/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Séptimo Circuito, actual Primero en Materia Penal y Primero en Mate-
rias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de tres votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: Eduardo Medina Mora 
I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María 
Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis de rubro: "INFORME JUSTIFICADO RENDIDO POR CORREO O TELÉGRAFO. DEBE 
HACERSE EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 25 DE LA LEY DE AMPARO.", aprobada por 
el Segundo Tribunal Colegiado del Séptimo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Penal del Séptimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Fede­
ración, Séptima Época, Volúmenes 217-228, Sexta Parte, página 341, y

El criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de 
Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo en revisión 27/2015.

Tesis de jurisprudencia 74/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del ocho de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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NOTIFICACIÓN FISCAL DE CARÁCTER PERSONAL. LA RAZÓN CIR­
CUNSTANCIADA DE LA PRACTICADA EN UN DOMICILIO QUE CUEN­
TA CON NÚMEROS EXTERIOR E INTERIOR, DEBE PRECISAR LOS 
DATOS DE IDENTIFICACIÓN DEL INMUEBLE, SIN QUE SEA NECE­
SARIO PARA SU VALIDEZ QUE SE DETALLE SI LA PUERTA ESTABA 
FRANCA, PUES SI TUVO ACCESO A SU INTERIOR, SE PRESUME QUE 
ASÍ FUE, CARECIENDO DE RELEVANCIA SEÑALAR SI FUE ATEN­
DIDO POR ALGUNA PERSONA PARA ENTRAR. Si bien es cierto que 
conforme a la jurisprudencia 2a./J. 158/2007 (*) de la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, no puede exigirse como requisito de 
legalidad del acta de notificación una motivación específica de los elemen
tos de los que se valió el notificador para cerciorarse de estar en el domicilio 
correcto del contribuyente, también lo es que la circunstanciación de los por-
menores de la diligencia sí debe arrojar la plena convicción de que efecti
vamente se llevó a cabo en el domicilio del interesado, por lo que es necesario 
que se asienten datos y elementos suficientes de los que se advierta que la 
notificación se efectuó en aquél, circunstanciando esos datos y hechos en for-
ma objetiva, tales como la dirección donde se practicó, indicando tanto el 
número exterior como el interior, así como con quién se entendió la diligencia, 
sin que sea necesario detallar si la puerta principal de acceso al edificio en 
donde se ubica el inmueble estaba franca y si fue atendido por alguien al entrar, 
pues dichos datos no son absolutamente necesarios para comprobar que la 
notificación efectivamente se realizó en el domicilio del interesado.

2a./J. 76/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 83/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Ter
cero del Tercer Circuito y Séptimo del Primer Circuito, ambos en Materia Administra
tiva. 1 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco Gon
zález Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.7o.A. J/5 (10a.), de título y subtítulo: "NOTIFICACIÓN FISCAL PERSONAL. CARAC-
TERÍSTICAS DE SU RAZÓN CIRCUNSTANCIADA, TRATÁNDOSE DE UN DOMICILIO 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 158/2007 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, agosto de 2007, página 563, con el 
rubro: "NOTIFICACIÓN FISCAL DE CARÁCTER PERSONAL. LA RAZÓN CIRCUNSTANCIADA DE 
LA DILIGENCIA DEBE ARROJAR LA PLENA CONVICCIÓN DE QUE SE PRACTICÓ EN EL DOMI
CILIO DEL CONTRIBUYENTE (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 137 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN)."
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CONFORMADO POR UN NÚMERO TANTO EXTERIOR COMO INTERIOR, PARA DAR 
PLENA CERTEZA DE CÓMO EL NOTIFICADOR SE CERCIORÓ DE ESTAR EN AQUÉL.", 
aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 28 de agosto 
de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 21, Tomo II, agosto de 2015, página 1987, y 

El criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer 
Circuito, al resolver el amparo directo 454/2015.

Tesis de jurisprudencia 76/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del quince de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN FISCAL. LA DECLARATORIA DE NULIDAD LISA Y LLANA 
DE UNA RESOLUCIÓN EN MATERIA DE APORTACIONES DE SEGURI­
DAD SOCIAL, POR NO HABERSE ACREDITADO LA RELACIÓN LA­
BORAL, ES UNA CUESTIÓN DE FONDO. De acuerdo con el artículo 123, 
apartado A, fracciones XIV y XXIX, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y con la Ley del Seguro Social, el objeto de ésta es el asegu-
ramiento de los trabajadores, lo que implica que las resoluciones en materia 
de aportaciones de seguridad social exigen como presupuesto sustancial la 
existencia de una relación laboral; de ahí que si en el juicio contencioso admi
nistrativo se concluye que ésta no quedó acreditada, ello implica que se está 
ante un vicio de fondo, porque es un aspecto del acto impugnado que consti-
tuye su premisa esencial, es decir, se trata de un elemento de la litis que incide 
en la materia de aportaciones de seguridad social; en consecuencia, la decla
ratoria de nulidad lisa y llana de una resolución en materia de aportaciones 
de seguridad social, por no haberse acreditado la relación laboral, es una 
cuestión de fondo que hace procedente el recurso de revisión fiscal previsto 
en el artículo 63, fracción VI, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, siempre que se reúnan los demás requisitos de procedencia 
a que se refiere esa disposición, esto es, que la resolución en materia de apor-
taciones de seguridad social corresponda a sujetos obligados, conceptos que 
integren la base de cotización, o sobre el grado de riesgo de las empresas para 
los efectos del seguro de riesgos del trabajo.

2a./J. 77/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 66/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto 
del Tercer Circuito y Décimo Cuarto del Primer Circuito, ambos en Materia Adminis-
trativa. 1 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
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Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver la revisión fiscal 206/2014, y el diverso sustentado por el Quinto Tri-
bunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la revisión 
fiscal 125/2015.

Tesis de jurisprudencia 77/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del quince de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CESIÓN DE DERECHOS PARCELARIOS. EL CONTRATO RESPEC­
TIVO SE ENCUENTRA AFECTADO DE NULIDAD RELATIVA CUANDO 
EL ADQUIRENTE CARECE DE LA CALIDAD DE EJIDATARIO O AVE­
CINDADO DEL NÚCLEO DE POBLACIÓN EJIDAL. El artículo 80 de la Ley 
Agraria establece que los ejidatarios podrán enajenar sus derechos parcelarios 
a otros ejidatarios o avecindados del mismo núcleo de población. Ahora, cuando 
el adquirente en un contrato de cesión de derechos parcelarios carezca de 
esta última calidad, el contrato se encuentra afectado de nulidad relativa, porque 
de acuerdo con el artículo 2227 del Código Civil Federal, de aplicación supleto
ria conforme al artículo 2o. de la Ley Agraria, una de sus características es que 
el acto se puede convalidar y, en el caso, esto puede ocurrir por virtud de la 
prescripción prevista en el artículo 48 de la Ley Agraria.

2a./J. 79/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 92/2016. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado 
del Décimo Quinto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 8 de junio de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del 
Carmen Torpey Cervantes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis (V Región)2o.4 A (10a.), de título y subtítulo: "CESIÓN DE DERECHOS PARCELARIOS. 
SI EL ADQUIRENTE DE ÉSTOS NO TIENE LA CALIDAD DE EJIDATARIO O AVECIN-
DADO DEL MISMO NÚCLEO DE POBLACIÓN EJIDAL, EL CONTRATO CELEBRADO 
SE ENCUENTRA AFECTADO DE NULIDAD RELATIVA.", aprobada por el Segundo Tri-
bunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en Culiacán, Sinaloa, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
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6 de febrero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 15, Tomo III, febrero de 2015, página 2529, y 

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo directo 707/2015.

Tesis de jurisprudencia 79/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

FONDO DE LA VIVIENDA DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVI­
CIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO. LA FALTA 
DE CONTESTACIÓN A LA SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE PAGOS 
INDEBIDOS QUE SE REALICEN PARA LA AMORTIZACIÓN DE UN 
CRÉDITO OTORGADO POR ÉSTE, ACTUALIZA LA NEGATIVA FICTA 
IMPUGNABLE MEDIANTE EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRA­
TIVO. La solicitud de devolución de los pagos indebidos para la amortización 
de un crédito realizada al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, a través de su Fondo de la Vivienda, constituye una 
petición que origina una relación jurídica entre gobernante y gobernado, y no 
de coordinación en el que el Instituto actuó como particular. Por ello, la falta de 
contestación por más de 3 meses de las solicitudes de devolución de pagos 
indebidos que se realicen al Fondo de la Vivienda aludido, encuadran en los su
puestos que describen los artículos 17 y 83 de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo y, por tanto, en las fracciones XI (cuando se habla de solici
tudes) o XII (cuando se interpuso el recurso de revisión) del artículo 14 de la 
Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa; por tanto, 
se actualiza el supuesto de "alguna de las materias", requerido para integrar la 
negativa ficta a que se refiere el artículo 14 indicado, y por ello, es suscepti
ble de impugnarse con fundamento en su fracción XIV, mediante juicio con-
tencioso administrativo ante el mencionado Tribunal Federal. Sin que pase 
inadvertido que por vía de acción el acreditado podrá demandar directamente 
al Instituto la devolución de cantidades por la vía laboral, en atención a que el 
asunto deriva del ejercicio del derecho constitucional contenido en el inciso 
f) de la fracción XI del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos.

2a./J. 80/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 95/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Trigésimo Circuito, Primero en Materia Administrativa del Séptimo Cir-
cuito y Primero en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito. 25 de mayo de 
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2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana 
Cristina Rangel León.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el 
amparo directo 578/2013 y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Séptimo Circuito, al resolver el amparo directo 497/2013.

Tesis de jurisprudencia 80/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se 
considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

PENSIÓN DE RETIRO POR EDAD Y TIEMPO DE SERVICIOS. CUANDO 
EL TRABAJADOR SE ACOGIÓ AL BENEFICIO PREVISTO EN EL AR­
TÍCULO 66 DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 
SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO VIGENTE HASTA 
EL 31 DE MARZO DE 2007, DEBE ATENDERSE A LA EDAD MÍNIMA 
REQUERIDA EN ESA NORMATIVA Y NO A LA FIJADA EN LA LEGIS­
LACIÓN VIGENTE. El citado artículo establece que el trabajador que se 
separe del servicio después de haber cotizado cuando menos 15 años al Ins-
tituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado podrá 
dejar la totalidad de sus aportaciones con objeto de gozar de la prerrogativa de 
que al cumplir la edad requerida para la pensión se le otorgue ésta, y que si 
falleciera antes de cumplir los 55 años de edad, a sus familiares derechohabien
tes se les otorgará la pensión en los términos de la ley que rige a ese Instituto. 
Así, el artículo 66 aludido contiene un supuesto complejo consistente en la 
realización de varios actos, a saber, que durante su vigencia el trabajador del 
Estado se separe del servicio, después de haber cotizado cuando menos 15 
años al Instituto y deje la totalidad de sus aportaciones, lo que tiene como con
secuencia gozar de la prerrogativa de que se le otorgue la pensión cuando se 
cumpla la edad requerida de 55 años, según el numeral 61 de la normativa 
derogada, o bien, que se le conceda a sus derechohabientes. En consecuencia, 
conforme a la teoría de los derechos adquiridos y expectativas de derecho y de 
los componentes de la norma, al darse todos los actos del supuesto jurídico 
del artículo 66, necesariamente deberá producirse la consecuencia prevista 
en los términos allí indicados, ya que su realización sólo se encuentra dife
rida en el tiempo. Cuando el trabajador alcanza dicha edad estando derogada 
la disposición, no puede atenderse a la edad fijada en el numeral décimo tran
sitorio de la ley vigente, que la aumentó gradualmente hasta llegar a 60, en 
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tanto que éste no puede suprimir, modificar o condicionar de manera alguna 
la consecuencia diferida en el tiempo pero no supeditada a las modalidades 
señaladas en la nueva ley. Estimar lo contrario resultaría violatorio del dere
cho a la irretroactividad de la ley en perjuicio del gobernado, reconocido en el 
primer párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

2a./J. 81/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 97/2016. Entre las sustentadas por el Décimo Segundo Tribunal Cole
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Pleno del Trigésimo Circuito. 
1 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre
taria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XXX. J/12 A (10a.), de título y subtítulo: "PENSIÓN POR EDAD Y AÑOS DE SER-
VICIO. SI DURANTE LA VIGENCIA DE LA LEY DEL ISSSTE ABROGADA SE CUMPLEN 
ALGUNOS DE LOS REQUISITOS PARA SU OTORGAMIENTO, PERO LA CONDICIÓN 
RELATIVA A LA EDAD DEL TRABAJADOR (55 AÑOS EXIGIDOS EN AQUEL TIEMPO) 
SE CUMPLIÓ UNA VEZ QUE ENTRÓ EN VIGOR LA LEY ACTUAL, LA SOLICITUD RELA
TIVA, DEBE RESOLVERSE CONFORME A ESTA ÚLTIMA.", aprobada por el Pleno del 
Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 17 
de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 17, Tomo II, abril de 2015, página 1345, y

El sustentado por el Décimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 643/2015.

Tesis de jurisprudencia 81/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 1 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA 
CONOCER EL ACTO IMPUGNADO Y SU NOTIFICACIÓN, Y LA AUTO­
RIDAD AL CONTESTAR LA DEMANDA EXHIBE CONSTANCIA DE LA 
RESOLUCIÓN, PERO RECONOCE NO HABERLA NOTIFICADO, ELLO 
NO CONDUCE A DECRETAR SU NULIDAD LISA Y LLANA. En términos 
de los artículos 16, fracciones II y III, y 17 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, si en un juicio contencioso administrativo el actor 
niega conocer la resolución administrativa que pretende impugnar así lo expre
sará en su demanda y, al contestarla, la autoridad acompañará constancia de 
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la resolución administrativa y de su notificación, las cuales puede combatir el 
actor mediante ampliación de la demanda; debiendo estudiarse los conceptos 
de impugnación expresados contra la notificación, en forma previa al examen de 
los agravios expresados contra la resolución administrativa, y si se resuelve 
que no hubo notificación, se considerará que el actor fue sabedor de la reso-
lución administrativa desde la fecha en que se le dio a conocer. En este sentido, 
no se deja en estado de indefensión al accionante, pues pese a que la autori
dad demandada no haya notificado la resolución impugnada, lo cierto es que 
al dársele vista con el oficio de contestación de la demanda y la constancia 
del acto combatido, se le tiene como conocedor de éste y podrá reclamarlo en 
la ampliación a la demanda; por tanto, la omisión de la demandada en el juicio 
contencioso administrativo de exhibir la constancia de notificación de la reso-
lución, por sí sola, no conduce a declarar la nulidad lisa y llana de los actos 
impugnados, pues ello será motivo de pronunciamiento por el ponente o la 
Sala, según sea el caso.

2a./J. 86/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 104/2016. Entre las sustentadas por el Décimo Tercer Tribunal Cole
giado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Pleno del Trigésimo Circuito. 
15 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto 
Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis PC.XXX. J/7 A (10a.), de título y subtítulo: "JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATI-
VO. CUANDO EL ACTOR NIEGA CONOCER EL ACTO IMPUGNADO Y LA AUTORIDAD, 
AL CONTESTAR LA DEMANDA, AFIRMA SU EXISTENCIA Y EXHIBE EL DOCUMENTO 
ORIGINAL O COPIA CERTIFICADA, PERO SEÑALA NO HABER EFECTUADO LA NO-
TIFICACIÓN RESPECTIVA, DEBE DECRETARSE SU NULIDAD LISA Y LLANA.", apro-
bada por el Pleno del Trigésimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 4 de abril de 2014 a las 10:40 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, página 1186, y 

El sustentado por el Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, al resolver el amparo directo 489/2015.

Tesis de jurisprudencia 86/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintinueve de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA QUE REVOCA LA DE PRI­
MERA Y ORDENA REPONER EL PROCEDIMIENTO. SU IMPUGNACIÓN 
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EN AMPARO NO ACTUALIZA UN MOTIVO MANIFIESTO E INDUDA­
BLE DE IMPROCEDENCIA. Si bien la reposición del procedimiento implica 
volver a poner el proceso en la etapa o fase procesal en que se cometió un 
error o defecto de sustanciación del juicio, a partir de lo cual podría afirmarse 
que la resolución de segunda instancia que revoca la de primera y ordena repo
ner el procedimiento tiene efectos meramente procesales o adjetivos, establecer 
una regla general y absoluta implicaría propiciar un margen de error en las 
decisiones jurisdiccionales, pues no puede soslayarse que habrá casos en 
los que los efectos de una reposición del procedimiento sí pueden afectar 
derechos sustantivos que ameriten un análisis inmediato a través del juicio de 
amparo. De esta manera, el análisis de la procedencia del juicio de amparo 
en cuanto al reclamo de una resolución de segunda instancia que revoca la 
de primera y ordena reponer el procedimiento, implica un examen ponderado 
sobre los efectos concretos y específicos que produce en éste, así como en 
las cosas y en las personas, lo cual no puede llevarse a cabo en el auto inicial 
de trámite de la demanda de amparo, porque en esa etapa del procedimiento 
únicamente constan en el expediente los argumentos plasmados en ese es-
crito y, en su caso, los anexos que se exhiban. Por tanto, el juzgador no está 
en aptitud legal de desecharla de inmediato bajo el argumento de que se actua
liza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, ya que en esa etapa éste 
no es evidente, claro y fehaciente, pues necesariamente se requerirá un aná
lisis de las constancias de autos para determinar su improcedencia, el que, 
por técnica de amparo, es propio de la sentencia definitiva.

2a./J. 87/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 97/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto 
y Cuarto, ambos en Materia Civil del Tercer Circuito, Primero y Segundo, ambos del 
Noveno Circuito, Tribunal Colegiado en Materia Penal y Primero en Materias Adminis
trativa y de Trabajo, ambos del Décimo Primer Circuito, Segundo en Materia Admi-
nistrativa del Séptimo Circuito y Tercero en Materia Civil del Cuarto Circuito. 15 de 
junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 
resolver la queja 98/2014, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Noveno 
Circuito, al resolver la queja 42/2013, el sustentado por el Tribunal Colegiado en 
Materia Penal del Décimo Primer Circuito, al resolver la queja 2/2014, el sustentado 
por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito, al 
resolver la queja 70/2014, el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Cuarto Circuito, al resolver la queja 148/2014, el sustentado por el Cuarto Tri
bunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la queja 304/2014, el 
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sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, al resolver la queja 
36/2014, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Admi-
nistrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver la queja 8/2014.

Tesis de jurisprudencia 87/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintinueve de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SEGURO SOCIAL. PROCEDENCIA DE LA AYUDA ASISTENCIAL ANTE 
LA INEXISTENCIA DE ESPOSA O ESPOSO, CONCUBINA O CONCU­
BINARIO, HIJOS MENORES DE 16 AÑOS O PADRES QUE DEPENDAN 
ECONÓMICAMENTE DEL PENSIONADO. De conformidad con el artículo 
138, fracciones I, II y III de la Ley del Seguro Social vigente (164, fracciones I, II, 
y III de la Ley del Seguro Social derogada), las asignaciones familiares se otor
gan al pensionado cuando tenga esposa o concubina, hijos menores de 16 
años, o padres que dependan económicamente de él, como ayuda por la carga 
familiar que representa su manutención, pues su objetivo fue mejorar la situa
ción económica del pensionado; de ahí que, justamente, su pago depende de 
que éste tenga esposa o concubina, hijos menores de 16 años, o padres que 
dependan económicamente de él. A su vez, la ayuda asistencial contenida en 
la fracción IV de los artículos aludidos, igualmente constituye una ayuda al 
pensionado, pero en el supuesto de que no tenga esa carga familiar, es decir, 
cuando no tenga esposa o concubina, hijos menores de 16 años, o padres que 
dependan económicamente de él. De esta manera, el otorgamiento de las 
asignaciones familiares depende de que el pensionado acredite, en el proce-
dimiento laboral, que tiene la carga familiar mencionada, por constituir ese 
supuesto la demostración de un hecho positivo; no pasa igual, sin embargo, 
en relación con la ayuda asistencial indicada, pues al estar condicionada su 
procedencia a la inexistencia de esposa o esposo, concubina o concubinario, 
hijos menores de 16 años, o padres que dependan económicamente de él, como 
manifestación del mismo hecho, pero en sentido negativo, resulta suficiente 
que en el juicio laboral no haya prueba que evidencie su existencia para que 
proceda el pago de la referida ayuda asistencial.

2a./J. 88/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 45/2016. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia de Trabajo 
del Sexto Circuito y los Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo Primero, Sépti-
mo, Décimo, Décimo Primero y Décimo Quinto, todos del Primer Circuito, y Primero 
del Tercer Circuito. 22 de junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis 
Javier Guzmán Ramos.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Pleno en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, al resolver la contra-
dicción de tesis 3/2015, el sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en 
Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 1545/2014, el sus
tentado por el Décimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, 
al resolver el amparo directo 1578/2013, el sustentado por el Décimo Primer Tribunal 
Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
1642/2014, el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 203/2014, el sustentado por el Primer Tri
bunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
748/2013, y el diverso sustentado por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Primer Circuito, al resolver los amparos directos 1017/2014 y 2147/2014.

Tesis de jurisprudencia 88/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Nota: De la sentencia que recayó a la contradicción de tesis 3/2015 resuelta por el Pleno 
en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, derivó la tesis de jurisprudencia PC.VI.L. J/2 
L (10a.), de título y subtítulo: "AYUDA ASISTENCIAL PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 
138, FRACCIÓN IV, DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL VIGENTE Y 164, FRACCIÓN IV, 
DE LA ABROGADA. CORRESPONDE AL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SO-
CIAL LA CARGA PROBATORIA EN EL JUICIO LABORAL CUANDO SE DEMANDA 
SU OTORGAMIENTO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 27, Tomo II, febrero de 2016, página 1177.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

SECRETARIOS Y ACTUARIOS DEL MINISTERIO PÚBLICO EN EL 
ESTADO DE JALISCO. EL TRIBUNAL DE ARBITRAJE Y ESCALAFÓN 
LOCAL ES COMPETENTE PARA CONOCER SOBRE DEMANDAS PRO­
MOVIDAS CONTRA LA FISCALÍA GENERAL (ANTES PROCURADU­
RÍA GENERAL DE JUSTICIA) QUE VERSEN SOBRE SU RELACIÓN 
JURÍDICA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS. De la interpretación de la 
fracción XIII del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, a luz de la exposición de motivos de la reforma que 
le dio origen, se advierte que el régimen jurídico administrativo al que este 
precepto constitucional se refiere, es excepcional y rige únicamente a aquellos 
servidores públicos que han sido enumerados expresa y limitativamente en esa 
fracción, por desempeñar funciones de tal importancia que inciden en el orden, 
la estabilidad y la defensa de la nación, o en su imagen externa; por lo tanto, 
los demás funcionarios públicos sujetos al apartado B del artículo 123 cons-
titucional, deben estar protegidos por el derecho laboral configurado en las 
demás fracciones del aludido apartado. Conforme a lo anterior, el hecho de 
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que la legislación del Estado de Jalisco disponga que los secretarios y actua-
rios del Ministerio Público deben regirse por la fracción XIII del apartado B del 
artículo 123 constitucional, en el que no se encuentran expresamente contem
plados, no debe ser obstáculo para que sean protegidos por el derecho buro-
crático y, por ende, su relación jurídica con el Estado, que tenga por objeto la 
prestación de sus servicios, debe considerarse de naturaleza laboral. En conse
cuencia, para conocer de una demanda promovida contra la Fiscalía General 
(antes Procuraduría General de Justicia) del Estado de Jalisco, en la que se 
planteen pretensiones que versen sobre el nombramiento, o bien, la prestación 
de servicios de los secretarios o actuarios del Ministerio Público adscritos a 
dicha Fiscalía, cuestiones que son de naturaleza laboral, es competente el Tri
bunal de Arbitraje y Escalafón local.

2a./J. 89/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 80/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Ter-
cero y Primero, ambos en Materia de Trabajo, y Cuarto en Materia Administrativa, 
todos del Tercer Circuito. 29 de junio de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas 
y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 
resolver el conflicto competencial 22/2015, el sustentado por el Primer Tribunal Cole-
giado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al resolver los conflictos competen
ciales 5/2015 y 17/2015; y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el conflicto competencial 13/2012.

Tesis de jurisprudencia 89/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN MATERIA AGRARIA. EL RECURSO PREVISTO EN EL 
ARTÍCULO 198 DE LA LEY DE LA MATERIA ES IMPROCEDENTE CON­
TRA LAS SENTENCIAS EMITIDAS POR LOS TRIBUNALES UNI­
TARIOS AGRARIOS QUE DECIDEN SOBRE LA NULIDAD DE LAS 
CONVOCATORIAS EMITIDAS POR LA PROCURADURÍA AGRARIA 
Y, POR ENDE, EN SU CONTRA PROCEDE EL AMPARO DIRECTO. 
La Procuraduría Agraria está facultada, entre otras cosas, para convocar a 
asambleas de los núcleos ejidales, previa solicitud de éstos, para la remoción 
de los integrantes del comisariado y del comité de vigilancia, esto es, hace un 
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anuncio para constituir la asamblea, supuesto en el cual actúa como coadyu-
vante, pues es precisamente el núcleo ejidal quien le solicita emitir la convo-
catoria y quien realmente tiene un interés en su celebración y en la separación de 
los miembros de dichos órganos internos, pero de ninguna manera a través 
de aquélla, la Procuraduría genera una obligación que les sujete a actuar de 
una u otra forma, o bien, resuelve un conflicto que repercuta en los intereses 
de los miembros del ejido. En consecuencia, lo fallado por el Tribunal Unitario 
Agrario respecto al reclamo de nulidad de ese tipo de convocatorias no es 
impugnable a través del recurso de revisión previsto en el artículo 198, frac-
ción III, de la Ley Agraria, pues éste se refiere al término "resoluciones", mientras 
que las convocatorias no tienen ese carácter y, por tanto, no es obligatorio 
agotar ese medio de impugnación ordinario antes de acudir al juicio de am-
paro directo.

2a./J. 104/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 67/2016. Entre las sustentadas por el entonces Segundo Tribunal 
Colegiado del Octavo Circuito, ahora Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de 
Trabajo del Octavo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito. 29 de junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos se apartó de las 
consideraciones relacionadas con el carácter de autoridad de la Procuraduría Agra-
ria. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis VIII.2o. J/14, de rubro: "AGRARIO. AMPARO IMPROCEDENTE. OBLIGACIÓN DE 
AGOTAR EL RECURSO ORDINARIO EN TRATÁNDOSE DE ACTOS EN QUE SE RECLA
MA LA NULIDAD DE RESOLUCIONES EMITIDAS POR AUTORIDADES AGRARIAS.", 
aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado del Octavo Circuito, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, mayo de 
1998, página 879, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, al resolver el amparo directo 746/2015.

Tesis de jurisprudencia 104/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri
bunal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBA PERICIAL EN MATERIA LABORAL. PARA SU DEBIDO 
DESAHOGO NO SE REQUIERE QUE EL PERITO RATIFIQUE SU DIC­
TAMEN. La Ley Federal del Trabajo no establece que para la validez de la prueba 
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pericial sea necesaria la ratificación del dictamen elaborado por el perito, sino 
que basta con que la persona designada con ese carácter proteste desempe-
ñar su cargo con arreglo a la ley y rinda su dictamen, lo cual debe llevarse a 
cabo al celebrarse la audiencia prevista en el artículo 825 de la Ley Federal del 
Trabajo, vigente antes de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federa
ción el 30 de noviembre de 2012. Por tanto, la falta de ratificación del dictamen 
pericial no es motivo para estimar la ausencia de uno de los requisitos legales 
para su debido desahogo.

2a./J. 108/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 50/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y Primero en Materias Civil y de 
Trabajo del Décimo Séptimo Circuito. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis XVII.1o.C.T.8 L (10a.), de rubro: "PRUEBA PERICIAL EN MATERIA LABORAL. PARA 
SU DEBIDO DESAHOGO Y A FIN DE TENER VALOR PROBATORIO, EL DICTAMEN 
RENDIDO POR EL PERITO PROPUESTO POR EL PATRÓN DEBE RATIFICARSE.", 
aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo 
Séptimo Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Décima Época, Libro XI, Tomo 2, agosto de 2012, página 1945, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Cuarto Cir-
cuito, al resolver el amparo directo 731/2015.

Tesis de jurisprudencia 108/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

IMPUESTO SOBRE LA RENTA "EFECTIVAMENTE PAGADO" REFERIDO 
EN EL ARTÍCULO 8, PÁRRAFO QUINTO, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
EMPRESARIAL A TASA ÚNICA Y EN LA JURISPRUDENCIA P./J. 
119/2010 (*). ES EL MONTO QUE MATERIALMENTE SE ENTERA AL 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 119/2010 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIII, enero de 2011, página 13, con 
el rubro: "EMPRESARIAL A TASA ÚNICA. EL ARTÍCULO 8, PÁRRAFOS SEGUNDO Y QUINTO, DE 
LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO PREVÉ UN DERECHO PARA ACREDITAR EL IMPUESTO 
SOBRE LA RENTA CAUSADO, SINO SÓLO EL EFECTIVAMENTE PAGADO (LEGISLACIÓN VIGENTE 
A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2008)."
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FISCO (LEGISLACIÓN VIGENTE EN LOS EJERCICIOS FISCALES 
2008 Y 2010). El término impuesto sobre la renta "efectivamente pagado" refe
rido en el precepto y en la jurisprudencia aludidos es el erogado en efectivo, 
cheque o traspaso, lo que significa que es el que materialmente se entera al 
fisco, a efecto de acreditarlo contra el impuesto empresarial a tasa única. Así, 
no puede entenderse como "efectivamente pagado" el impuesto sobre la renta 
determinado por la autoridad fiscal al contribuyente con motivo de un reque
rimiento de información o de una visita domiciliaria, pues ello involucraría 
otorgar el beneficio del acreditamiento al gobernado que además de que fue 
omiso en enterar en tiempo y forma ese tributo, todavía no lo ha hecho, lo 
que se traduciría en un elemento artificial que podría provocar que se acredi
tara ficticiamente el importe del impuesto sobre la renta a enterar.

2a./J. 112/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 8/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri-
mero y Segundo, ambos en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito y Primero 
del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigé-
simo Circuito. 25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas 
y Alberto Pérez Dayán; votó con reservas Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores 
Díaz.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 342/2014, el sustentado por el Primer 
Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 772/2014, y el 
diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Décimo Sexto Circuito, al resolver la revisión fiscal 83/2015.

Tesis de jurisprudencia 112/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de septiembre de 2016 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de septiembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ACTOS EMITIDOS EN CUMPLIMIENTO A LO RESUELTO EN UN RECURSO 
ADMINISTRATIVO. ES OPTATIVO PARA EL INTERESADO INTER­
PONER EN SU CONTRA, POR UNA SOLA VEZ, EL RECURSO DE 
REVOCACIÓN ANTES DE ACUDIR AL JUICIO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO. El artículo 120 del Código Fiscal de la Federación revela la 
voluntad del legislador de conceder al particular la posibilidad de elegir la vía 
administrativa o la jurisdiccional para impugnar el acto lesivo, a menos de que 
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exista alguna situación en la que deba salvaguardarse algún otro principio 
jurídico. Así, conforme al artículo 125, primer párrafo, del propio ordenamiento, 
tratándose de actos emitidos en cumplimiento a lo resuelto en un recurso de 
revocación, específicamente la primera vez, no existen elementos que justifi
quen una excepción a aquella regla general, pues es patente el propósito de 
darles un tratamiento aparte de los actos antecedente o consecuente de otro 
previamente combatido –en los que el interesado queda obligado a acudir a 
la misma vía–, por lo que no puede entenderse que se haga extensiva la excep
ción a la oportunidad de elección de medio de defensa; sobre todo si el corre
lativo enunciado normativo usó el vocablo "podrá" que, en un sentido congruente 
y lógico, debe leerse como una posibilidad de acceder al recurso de revoca-
ción por una sola vez, pero no como una obligación de hacerlo. Por tanto, en el 
caso de resoluciones emitidas en cumplimiento a lo resuelto en un recurso 
de revocación, por una sola vez, será optativo para el interesado interponer en 
su contra el recurso administrativo o intentar, de manera inmediata, el juicio 
ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa.

2a./J. 113/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 122/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Vigésimo Quinto Circuito y Primero en Materia Administrativa del Pri-
mer Circuito. 13 de julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth 
López Vergara.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.1o.A.55 A (10a.), de título y subtítulo: "REVOCACIÓN. EL RECURSO PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 125, SEGUNDA PARTE DEL PÁRRAFO PRIMERO, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, ES OBLIGATORIO INTERPONERLO ANTES DE ACUDIR AL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CUANDO LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA 
QUE SE PRETENDE IMPUGNAR ES LA RECAÍDA A UN RECURSO ADMINISTRA
TIVO.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de marzo 
de 2014 a las 11:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 4, Tomo II, marzo de 2014, página 1937, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resol-
ver el amparo directo 91/2015.

Tesis de jurisprudencia 113/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecisiete de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de septiembre de 2016 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de septiembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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ACCIÓN DE NULIDAD DE UN CONTRATO LABORAL POR TIEMPO DE­
TERMINADO, EN CUANTO A SU TEMPORALIDAD. PROCEDE AUN­
QUE HAYA CONCLUIDO SU VIGENCIA. El artículo 37 de la Ley Federal del 
Trabajo dispone que el señalamiento de un tiempo determinado en el contrato 
laboral únicamente puede estipularse cuando así lo exija la naturaleza del 
trabajo que se va a prestar, cuando tenga por objeto sustituir temporalmente a 
otro operario, así como en los demás casos previstos por la propia ley; y el ar
tículo 39 del mismo ordenamiento señala que si vencido el término que se 
hubiese fijado subsiste la materia del trabajo, la relación quedará prorrogada 
por todo el tiempo que perdure dicha circunstancia. Conforme a lo anterior, la 
prórroga puede operar en dos modalidades: una tácita, cuando el trabajador 
continúa en sus funciones sin oposición del patrón; y otra expresa, cuando en 
ese supuesto el obrero pide de manera verbal o escrita la continuación de la 
relación laboral, con aceptación del patrono, pero si éste no acepta, el referido 
artículo 39 concede al trabajador el derecho a demandar la prórroga del con-
trato. Consecuentemente, el trabajador puede demandar la nulidad de la moda
lidad temporal del contrato laboral por tiempo determinado una vez que 
feneció su vigencia, pues sólo hasta ese momento sabrá si tácitamente 
fue voluntad de las partes darlo por prorrogado en los mismos términos en 
que fue pactado, o bien, si se hará efectiva la cláusula que en su perjuicio limitó 
la vigencia. Conviene precisar que la litis laboral en la acción de prórroga de 
contrato consiste en dilucidar si al trabajador le asiste el derecho a ser reincor-
porado, al subsistir la materia que dio origen a la contratación por tiempo de-
terminado; en cambio, la acción de nulidad tiene como finalidad la anulación 
de la cláusula que establece la temporalidad o limitación de la duración del 
contrato. En otras palabras, en este último supuesto la nulidad se demanda 
porque el trabajador considera que la temporalidad constituye una renuncia 
al derecho de permanencia en el empleo y, como consecuencia de ello, que se 
invalide dicha estipulación; de ahí que proceda la acción de nulidad del con-
trato aun cuando la demanda se hubiera presentado con posterioridad a la 
conclusión de su vigencia, pues la temporalidad de los efectos de ese documento 
es precisamente lo que se encuentra a debate en el juicio, existiendo obliga-
ción de la responsable de emitir criterio al respecto; sostener que esa acción 
es improcedente, conduciría a prejuzgar y dar por cierto que el contrato cuya 
nulidad se pretende, satisface los requisitos previstos en el artículo 37 citado, 
quedando entonces a merced del dicho de la patronal el ejercicio de la acción, 
con evidente detrimento del derecho de defensa del trabajador.

2a./J. 114/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 127/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Tercer Circuito y Séptimo del Primer Circuito, ambos en Materia de Tra
bajo. 13 de julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
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Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.7o.T.43 L, de rubro: "CONTRATO TEMPORAL. NULIDAD DEL. ACCIÓN IMPROCE-
DENTE DE. CUANDO SE INTENTA DESPUÉS DE FENECIDO EL.", aprobada por el 
Séptimo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, abril de 
1996, página 369, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo directo 1296/2014.

Tesis de jurisprudencia 114/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecisiete de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2016, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

HORAS EXTRAS. EL HECHO DE QUE EL TRABAJADOR NO PRECISE 
EL HORARIO EN QUE INGERÍA ALIMENTOS DURANTE LA JORNADA 
CONTINUA, NO NECESARIAMENTE HACE QUE EL RECLAMO DE SU 
PAGO SEA INVEROSÍMIL. De la interpretación armónica de los artículos 
5o., fracciones II y III, 58 a 61, 63, 64, 66, 68 y 784, fracción VIII, de la Ley Fede-
ral del Trabajo que establecen lo relativo a las jornadas de trabajo, y de las 
jurisprudencias 4a./J. 20/93 (*) y 2a./J. 7/2006 (**) y 2a./J. 35/2014 (10a.) (***), 
en que la Cuarta y la Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación sostuvieron que cuando el patrón incumple con la carga de demostrar 

(*) La tesis de jurisprudencia 4a./J. 20/93 citada, aparece publicada en la Gaceta del Semanario Judi­
cial de la Federación, Octava Época, Número 65, mayo de 1993, página 19, con el rubro: "HORAS 
EXTRAS. RECLAMACIONES INVEROSÍMILES."
(**) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 7/2006 citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero de 2006, página 708, con el rubro: 
"HORAS EXTRAS. ES LEGAL QUE TANTO LA JUNTA COMO EL TRIBUNAL DE AMPARO PROCE-
DAN AL ESTUDIO DE LA RAZONABILIDAD DEL TIEMPO EXTRAORDINARIO DE TRABAJO CUANDO 
SE ADVIERTA QUE LA DURACIÓN DE LA JORNADA ES INVEROSÍMIL."
(***) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 35/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 9 de mayo de 2014 a las 10:34 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo II, mayo de 2014, página 912, con el 
título y subtítulo: "HORAS EXTRAS. DEBE EXAMINARSE SU RAZONABILIDAD CUANDO SE AD-
VIERTA QUE LA DURACIÓN DE LA JORNADA ES INVEROSÍMIL AUN EN EL CASO EN QUE EL 
DEMANDADO NO COMPAREZCA A LA AUDIENCIA Y SE TENGA POR CONTESTADA LA DE-
MANDA EN SENTIDO AFIRMATIVO."
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la jornada laboral y la acción de pago por concepto de tiempo extraordinario 
se funda en circunstancias inverosímiles, por aducirse una jornada excesiva, 
las Juntas de Conciliación y Arbitraje, acorde con la facultad que la Ley Federal 
del Trabajo les otorga en su artículo 841, pueden apartarse del resultado for-
mal y resolver con base en la apreciación en conciencia de los hechos, y que 
en la valoración de las pruebas deberán actuar con apego a la verdad material 
deducida, se concluye que cuando un trabajador que ha laborado una jornada 
continua para la patronal, reclama el pago de horas extras y no precisa el hora
rio para descansar e ingerir sus alimentos durante aquélla, ese extremo no 
necesariamente hace que el reclamo de su pago resulte inverosímil, sino que 
debe atenderse caso por caso y tener en cuenta todos los aspectos involu
crados con el desempeño del trabajo dentro de la jornada señalada por el 
trabajador, como son, el número de horas laboradas; la naturaleza de la activi
dad desempeñada, ya sea física, intelectual o ambas; las condiciones perso
nales del trabajador, como edad, sexo, estado físico, presencia o no de discapa-
cidades físicas o mentales; y si se satisfacen las necesidades fisiológicas 
como ser humano –alimentación, descanso–, con relación a las actividades con
tinuas en que está involucrado, sin perder de vista que en el horario de trabajo 
se contemplen o no lapsos de descanso; siendo legal que tanto las Juntas de 
Conciliación y Arbitraje como los tribunales de amparo estudien el grado 
de objetividad que respalde las afirmaciones del trabajador acerca del tiempo 
extraordinario de trabajo que dice haber laborado, cuando se advierta que la 
duración de la jornada es inverosímil.

2a./J. 115/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 130/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Cir-
cuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Mérida, Yucatán. 10 de 
agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis (VIII Región) 2o.6 L (10a.), de título y subtítulo: "HORAS EXTRAS. SON INVEROSÍMI-
LES CUANDO SU RECLAMO SE BASA EN EL HECHO DE QUE EL TRABAJADOR NO 
CONTÓ CON TIEMPO PARA LA INGESTA DE ALIMENTOS, SIN PRECISAR EL HORA-
RIO EN QUE DEBÍA CUBRIRSE ESTA NECESIDAD.", aprobada por el Segundo Tribu-
nal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en 
Mérida, Yucatán, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de 
noviembre de 2014 a las 9:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federa­
ción, Décima Época, Libro 12, Tomo IV, noviembre de 2014, página 2964, y el susten-
tado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, 
al resolver el amparo directo 835/2015.
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Tesis de jurisprudencia 115/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinticuatro de agosto de dos mil dieciséis.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 835/2015, resuelto por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Séptimo Circuito, derivó la tesis de juris
prudencia VII.2o.T J/4 (10a.), de título y subtítulo: "NULIDAD DE NOTIFICACIONES 
EN EL JUICIO LABORAL. EL TRABAJADOR NO ESTÁ OBLIGADO A AGOTAR EL INCI-
DENTE RELATIVO PREVIAMENTE A LA PROMOCIÓN DEL AMPARO DIRECTO, EN 
TÉRMINOS DEL PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 171 DE LA LEY DE LA MATE-
RIA, PERO DICHA OBLIGACIÓN SUBSISTE PARA EL PATRÓN (INAPLICABILIDAD 
PARCIAL DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 65/2002).", publicada en el Semanario Judi­
cial de la Federación del viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo III, julio de 2016, 
página 1970.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE­
RAL EN LA VÍA SUMARIA. LA OMISIÓN DEL MAGISTRADO INSTRUC­
TOR DE RESPETAR EL PLAZO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 58-15 
DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMI­
NISTRATIVO PARA FORMULARLOS, ANTES DE DECLARAR CERRADA 
LA INSTRUCCIÓN, CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL PROCE­
DIMIENTO QUE AFECTA LAS DEFENSAS DEL QUEJOSO (LEGISLA­
CIÓN VIGENTE HASTA EL 13 DE JUNIO DE 2016). La interpretación 
sistemática de los artículos 58-4, 58-5, 58-11 y 58-12 de la Ley Federal de Proce-
dimiento Contencioso Administrativo no revela que el Magistrado instructor 
deba emitir un auto en el que abra un periodo especial para que las partes 
formulen alegatos durante la tramitación sumaria de ese juicio, ya que éstas 
tienen conocimiento de la fecha límite para ejercitar ese derecho, es decir, del 
día previsto para declarar cerrada la instrucción, desde el auto de admisión de la 
demanda. Sin embargo, atento a la trascendencia de la oportunidad procesal 
para que las partes recapitulen de manera sintética las razones jurídicas, lega-
les y doctrinarias que surgen de las actuaciones y de las pruebas rendidas en 
autos, el Magistrado instructor debe permitir el transcurso de un plazo pru-
dente para tal efecto, entre el momento que el expediente se encuentre inte-
grado debidamente para dictar sentencia y el día que declare cerrada la 
instrucción, aplicando al caso el numeral 58-15 del ordenamiento aludido, 
el cual señala que a falta de disposición expresa que establezca el plazo res-
pectivo en la vía sumaria, se aplicará el de 3 días; de ahí que la omisión de 
hacerlo constituye una violación a las formalidades esenciales del proce
dimiento que afecta las defensas del quejoso, en términos del artículo 172, 
fracción VI, de la Ley de Amparo.

2a./J. 116/2016 (10a.)
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Contradicción de tesis 105/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito 
del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, y el 
Décimo Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 13 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votó contra algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Roberto Fraga Jiménez.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis (III Región)4o.38 A (10a.), de título y subtítulo: "ALEGATOS EN EL JUICIO CONTEN-
CIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL EN LA VÍA SUMARIA. UNA VEZ CONCLUIDAS LAS 
FASES EXPOSITIVA Y PROBATORIA, LOS MAGISTRADOS INSTRUCTORES DEBEN 
ABRIR UN PERIODO ESPECIAL DE TRES DÍAS PARA QUE LAS PARTES PUEDAN 
FORMULARLOS Y NOTIFICÁRSELO A TRAVÉS DE LOS MEDIOS LEGALES PROCE
DENTES.", aprobada por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo II, junio de 2014, 
página 1551, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir-
cuito, al resolver el amparo directo 248/2015, y el diverso sustentado por el Décimo 
Octavo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver 
el amparo directo 615/2015.

Tesis de jurisprudencia 116/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del veinticuatro de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 23 de septiembre de 2016 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 26 de septiembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EFECTOS DE 
LA CONCESIÓN DEL AMPARO DIRECTO CONTRA LA SENTENCIA 
DICTADA EN SEDE JURISDICCIONAL CUANDO SE ADVIERTAN 
VIOLACIONES PROCESALES, FORMALES O DE FONDO EN LA RE­
SOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA EN SEDE ADMINISTRATIVA QUE 
DECIDE SEPARARLOS, DESTITUIRLOS O CESARLOS. Conforme a lo 
establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la jurisprudencia 2a./J. 103/2012 (10a.) (*), de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. 
LA SENTENCIA EN LA QUE SE CONCEDE EL AMPARO CONTRA LA SEPARA

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 103/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIV, Tomo 2, noviembre de 2012, 
página 1517.
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CIÓN, REMOCIÓN, BAJA, CESE O CUALQUIER OTRA FORMA DE TERMINACIÓN 
DEL SERVICIO DE MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, POR 
VIOLACIÓN AL DERECHO DE AUDIENCIA, DEBE CONSTREÑIR A LA AUTO-
RIDAD RESPONSABLE A PAGAR LA INDEMNIZACIÓN CORRESPONDIENTE 
Y LAS DEMÁS PRESTACIONES A QUE EL QUEJOSO TENGA DERECHO.", 
cuando el quejoso impugne en amparo directo la ilegalidad de la resolución 
definitiva, mediante la cual haya sido separado del cargo que desempeñaba 
como servidor público de una institución policial, por violaciones procesales, 
formales o de fondo en el procedimiento administrativo de separación; tomando 
en cuenta la imposibilidad de regresar las cosas al estado en el que se encon-
traban previo a la violación, por existir una restricción constitucional expresa, 
no debe ordenarse la reposición del procedimiento, sino que el efecto de la con
cesión del amparo debe ser de constreñir a la autoridad responsable a resarcir 
integralmente el derecho del que se vio privado el quejoso. En estos casos, la 
reparación integral consiste en ordenar a la autoridad administrativa: a) el pago 
de la indemnización correspondiente y demás prestaciones a que tenga derecho, 
y b) la anotación en el expediente personal del servidor público, así como en 
el Registro Nacional de Seguridad Pública, de que éste fue separado o desti
tuido de manera injustificada.

2a./J. 117/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 55/2016. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia Adminis-
trativa del Decimosexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo 
Circuito. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Roberto 
Ordóñez Escobar.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.XVI.A. J/8 A (10a.), de título y subtítulo: "SEGURIDAD PÚBLICA. LEGALIDAD 
DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA EN UN JUICIO CONTENCIOSO, QUE EN TÉRMI-
NOS DEL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, DECRETE LA REMOCIÓN, BAJA O CESE DE ALGÚN 
MIEMBRO DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. CONSECUENCIA JURÍDICA DEL 
CONCEPTO DE VIOLACIÓN FUNDADO EN AMPARO DIRECTO, ANTE LA EXIS
TENCIA DE VICIOS EN EL TRÁMITE DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE 
SEPARACIÓN.", aprobada por el Pleno en Materia Administrativa del Decimosexto 
Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de marzo 
de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 16, Tomo II, marzo de 2015, página 2069, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el 
amparo directo 738/2015.
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Tesis de jurisprudencia 117/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del treinta y uno de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHO DE HUELGA. LOS TRABAJADORES DE CONFIANZA NO 
PUEDEN EJERCERLO. El derecho de huelga, reconocido en el artículo 123, 
apartado A, fracción XVIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, concretizado en el numeral 450 de la Ley Federal del Trabajo, está 
concebido sobre el principio de justicia social de conseguir el equilibrio entre 
los factores de la producción; es decir, de la fuerza de trabajo, representada 
por los trabajadores asociados, y del capital, detentado por el patrón. Ahora 
bien, debido a sus particularidades, a la actividad que desarrolla y que se 
relaciona en forma inmediata y directa con la vida de las empresas, con sus 
intereses, con la realización de sus fines y con su dirección, administración y 
vigilancia generales, el trabajador de confianza se asocia más al capital que 
a la fuerza de trabajo en las relaciones laborales, justamente porque constituye 
el elemento principal, a través del cual se manifiesta la voluntad del patrón, 
tanto en la definición, asignación, organización y desarrollo del trabajo, como 
en las relaciones jurídicas con el resto de los trabajadores que se encuentran en 
la base de la empresa, negociación o establecimiento. En esa virtud, los tra-
bajadores de confianza no pueden participar en un movimiento de huelga ni 
ejercer el derecho relativo, porque al representar los intereses de quien detenta 
el capital en las relaciones de trabajo (patrón), sería un contrasentido que pre
tendieran de la persona que personifican y representan el equilibrio entre los 
factores de la producción, pues invariablemente esa manifestación iría contra 
la voluntad del patrón y afectaría a la empresa misma.

2a./J. 118/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 26/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Civil del Vigésimo Circuito, antes Tercer Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Circuito, el entonces Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito 
y el entonces Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, actual Tribunal Cole-
giado en Materia Administrativa del Vigésimo Circuito. 10 de agosto de 2016. Unani-
midad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Mar-
garita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier 
Guzmán Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis de rubro: "HUELGA. TRABAJADORES DE CONFIANZA. CARECEN DE DERECHO A 
DECLARARLA.", aprobada por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer 
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Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volú-
menes 97-102, Sexta Parte, página 125, y 

El criterio sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver 
los amparos en revisión 316/2013 y 9/2015.

Tesis de jurisprudencia 118/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del siete de septiembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SALARIOS VENCIDOS. EL ARTÍCULO 48, PÁRRAFO SEGUNDO, DE 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, REFORMADO MEDIANTE DECRETO 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE 
NOVIEMBRE DE 2012, ES APLICABLE A LOS JUICIOS INICIADOS A 
PARTIR DEL 1 DE DICIEMBRE DE 2012. De los artículos primero y décimo 
primero transitorios del Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación del 30 de noviembre de 2012, se advierte que todos 
los juicios iniciados después de esa data se regirán por la ley reformada, inde
pendientemente de que el despido haya acontecido con anterioridad a su 
entrada en vigor, siempre que los 2 meses con que cuenta el trabajador para 
ejercer la acción laboral respectiva se prolonguen después de esa fecha, por lo 
que si se determina que fue despedido de manera injustificada, se le otorga-
rán los salarios vencidos conforme al artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo 
reformado. Ello en virtud de que, si bien éstos se pagan a partir de la fecha en 
que se verificó el despido injustificado, lo cierto es que el derecho a percibirlos 
surge con motivo del laudo que determina que la separación se generó injus-
tificadamente; de ahí que el legislador haya determinado de forma expresa 
que el artículo 48 reformado, en cuanto al derecho a reclamar salarios vencidos 
limitados a 12 meses, se aplique a todos los juicios iniciados a partir del 1 de 
diciembre de 2012.

2a./J. 119/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 71/2016. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, 
Jalisco, y el Décimo Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito. 
24 de agosto de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.
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Criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Ter
cera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo 
885/2015 (cuaderno auxiliar 1087/2015), y el diverso sustentado por el Décimo 
Sexto Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el 
amparo directo 806/2015.

Tesis de jurisprudencia 119/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del siete de septiembre de dos mil dieciséis.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 885/2015 (cuaderno auxiliar 
1087/2015), resuelto por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, derivaron las tesis aisla-
das (III Región) 4o.5L (10a.) y (III Región) 4o.6L (10a.), de títulos y subtítulos: "SALA-
RIOS VENCIDOS. PARA RESOLVER SOBRE LA CONDENA A SU PAGO, DEBE 
APLICARSE EL ARTÍCULO 48 DE LA  LEY FEDERAL DEL TRABAJO, VIGENTE EN LA 
FECHA EN QUE SE PRODUJO EL DESPIDO." y "TRABAJADORES DEL SEGURO SO-
CIAL. SI DEMANDAN SU REINSTALACIÓN POR DESPIDO INJUSTIFICADO, LA CON-
DENA AL PAGO DE LOS SALARIOS VENCIDOS DEBE SER CONFORME AL ARTÍCULO 
48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, Y NO EN TÉRMINOS DE LA CLÁUSULA 56 
DEL CONTRATO COLECTIVO.", publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 3 de junio de 2016 a las 10:03 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décimo Época, Libro 31, Tomo IV, junio de 2016, páginas 2999 y 3032, 
respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. PROCEDE SU AMPLIACIÓN 
PARA COMBATIR, MEDIANTE NUEVOS CONCEPTOS DE VIOLA­
CIÓN, LOS VICIOS PROPIOS DE LOS ACTOS NOVEDOSOS VINCU­
LADOS CON LOS RECLAMADOS INICIALMENTE. La ampliación de 
demanda de amparo indirecto constituye un medio para salvaguardar derechos 
fundamentales y resulta acorde con diversos principios. Aunado a ello, el 
artículo 111 de la Ley de Amparo condiciona su procedencia, por lo que hace 
a los actos novedosos vinculados con los reclamados inicialmente, a que se 
presente dentro de los plazos legales y a que no se haya celebrado la audien
cia constitucional y, paralelamente, otorga al quejoso la prerrogativa de optar 
por promover una nueva demanda, en caso de no ampliarla. Por tanto, decre-
tar la improcedencia de la ampliación de la demanda, con base en que esos 
nuevos actos se reclamen por vicios propios, a pesar de que no sea uno de 
los requisitos aludidos, equivale a imponer en su perjuicio una restricción y 
una obligación que ese ordenamiento jurídico no contempla. Además, el hecho 
de que dichos actos se combatan por vicios propios no justifica la inexisten-
cia de la vinculación entre ellos, pues: a) ésta depende de los hechos del 
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caso, y no de la manera en que se controviertan; b) una vez admitida la am-
pliación, nada impide que el análisis de constitucionalidad se realice respecto 
de cada uno de ellos de manera independiente; y, c) se trata de una cuestión 
que, en tanto influye en el estudio de fondo, no debe impactar en la fijación 
de la litis. Finalmente, como el artículo citado no establece restricción alguna 
para formular nuevos conceptos de violación en relación con los actos novedo
sos objeto de la ampliación, no existe impedimento legal alguno para hacerlo.

2a./J. 121/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 155/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y Noveno 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 31 de agosto de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jonathan 
Bass Herrera.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.9o.A.1 K (10a.), de rubro: "AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO INDIREC-
TO. ES IMPROCEDENTE CUANDO PRETENDEN IMPUGNARSE NUEVOS ACTOS POR 
CONSIDERARLOS DIRECTAMENTE VINCULADOS CON EL SEÑALADO INICIALMEN
TE, PERO SE RECLAMAN POR VICIOS PROPIOS.", aprobada por el Noveno Tribunal 
Colegido en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 15, Tomo 2, diciembre de 
2012, página 1283, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del 
Vigésimo Primer Circuito, al resolver la queja 162/2015.

Tesis de jurisprudencia 121/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintiuno de septiembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. CONTRA LA OMISIÓN DE 
RESPONDER UNA SOLICITUD FORMULADA EN EJERCICIO DEL 
DERECHO DE PETICIÓN, PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO IN­
DIRECTO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación, con base en una inter
pretación del artículo 61, fracción III, de la Ley de Amparo, en relación con el 
100, párrafo noveno, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, ha determinado que, por regla general, el juicio de amparo es improce-
dente contra las decisiones del Consejo de la Judicatura Federal, actuando en 
Pleno o en Comisiones, con excepción de las que se refieran a la designación, 
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adscripción, ratificación y remoción de Magistrados de Circuito y Jueces de 
Distrito, las cuales son impugnables a través del recurso de revisión adminis-
trativa. Asimismo, ha definido que el derecho de petición reconocido en el 
artículo 8o. de la propia Constitución, se sustenta en la obligación de todos los 
funcionarios y empleados públicos de contestar en breve término cualquier soli-
citud formulada por escrito por los particulares; por ello, cuando se promueve 
juicio de amparo contra ese órgano, por su omisión de dar respuesta a una 
solicitud formulada en ejercicio del derecho de petición, procede el juicio de 
amparo indirecto en su contra, en atención a su finalidad consistente en que 
el funcionario o servidor público dé respuesta a la petición formulada por 
escrito de manera pacífica y respetuosa. Criterio que no rige para aquellas 
solicitudes elevadas dentro de un procedimiento administrativo seguido ante 
el Consejo de la Judicatura Federal, pues no obedecen a la naturaleza de lo 
que propiamente se conoce como derecho de petición.

2a./J. 122/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 187/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Primer Circuito y Primero del Cuarto Circuito, ambos en Materia Admi-
nistrativa. 31 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis IV.1o.A.37 A (10a.), de título y subtítulo: "CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL. 
CONTRA SUS ACTOS ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO.", aprobada por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 30, 
Tomo IV, mayo de 2016, página 2775, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Cir-
cuito, al resolver la queja 324/2014.

Tesis de jurisprudencia 122/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veintiuno de septiembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DENOMINACIÓN O RAZÓN SOCIAL DE LAS SOCIEDADES ANÓNI­
MAS PARA EFECTOS FISCALES O ADMINISTRATIVOS. SE INTEGRA 
CON LAS PALABRAS "SOCIEDAD ANÓNIMA" Y, EN  SU CASO, "DE 
CAPITAL VARIABLE", O SUS ABREVIATURAS "S.A." Y "DE C.V.". De los 
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artículos 1o., fracción IV y último párrafo, 6o., fracción III, 87, 88, 213 y 215, de 
la Ley General de Sociedades Mercantiles, se advierte que entre las especies 
de sociedades mercantiles se encuentra la sociedad anónima, que puede cons
tituirse como sociedad de capital variable, lo que se hará mediante la escritura 
correspondiente que deberá contener, entre otros requisitos, el relativo a su 
denominación, expresando cuando así sea, que es de capital variable. Asi-
mismo, en la propia ley el legislador previó expresamente que cuando se trate 
de la denominación de la sociedad anónima ésta se formará libremente, pero 
será distinta de cualquier otra e invariablemente al emplearse estará seguida 
de las palabras "Sociedad Anónima" o de su abreviatura "S.A." y, cuando sea de 
capital variable, a la razón o denominación social propia del tipo de sociedad 
también se añadirán siempre las palabras "de Capital Variable"; de modo que 
por disposición expresa de la ley, es indudable que, para efectos fiscales o admi
nistrativos, la integración de la denominación o razón social de las sociedades 
anónimas, y en el caso de que sean de capital variable, comprenderá las pala
bras "Sociedad Anónima" y, según el caso, "de Capital Variable" o sus abre
viaturas "S.A. de C.V."

2a./J. 123/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 185/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo en Materia Civil del Tercer Circuito, Séptimo en Materia Administrativa del 
Primer Circuito y Quinto en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 7 de septiembre 
de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidentes: Eduardo Medina 
Mora I. y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.7o.A.395 A, de rubro: "COMPROBANTES FISCALES. PARA CUMPLIR EL REQUISITO 
PREVISTO EN EL ARTÍCULO 29-A, FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDE-
RACIÓN, DEBEN CONTENER IMPRESO EL NOMBRE, DENOMINACIÓN O RAZÓN 
SOCIAL, INCLUYENDO LAS PALABRAS "SOCIEDAD ANÓNIMA" O SU ABREVIATURA 
"S.A." Y "DE CAPITAL VARIABLE", CUANDO SE TRATE DE UNA PERSONA MORAL DE 
ESE TIPO.", aprobada por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXII, agosto de 2005, página 1860, y 

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Cir-
cuito, al resolver el amparo en revisión 82/2016.

Tesis de jurisprudencia 123/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiocho de septiembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de octubre de 2016 a las 10:31 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PERSONALIDAD EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. QUIEN LO 
PROMUEVE EN REPRESENTACIÓN DEL QUEJOSO DEBE EXHIBIR, 
ANEXO A LA DEMANDA, COPIAS DEL DOCUMENTO CON EL QUE LA 
ACREDITE PARA QUE SE CORRA TRASLADO A LAS PARTES. La per-
sonalidad constituye un presupuesto procesal que debe satisfacerse desde la 
presentación de la demanda en términos del artículo 108, fracción I, de la Ley 
de Amparo, por lo que de no presentarse el documento con que se acredite o 
porque el exhibido sea insuficiente, dará lugar a que el juzgador prevenga al 
quejoso para que subsane esa deficiencia en términos del numeral 114, frac
ción III, del mismo ordenamiento, lo que de no ocurrir, provocará que se tenga 
por no presentada la demanda. Por tanto, el documento con el que se demues
tre la representación de quien promueve a nombre del quejoso es parte inte-
grante de la demanda y, en este sentido, para satisfacer la carga procesal 
prevista en el artículo 110 de la legislación aludida, debe exhibir no sólo las 
copias de la demanda, sino también las del documento con que acredita su 
personalidad para que se corra traslado a las demás partes, salvo en los casos 
en que corresponda al Juez de Distrito ordenar de oficio la expedición de las 
copias. Ello, además de facilitar al juzgador el cumplimiento de sus atribucio-
nes, permite a las partes preparar su defensa en tanto tienen derecho a cono-
cer si quien se ostenta como representante de otra persona para iniciar la 
acción constitucional realmente cuenta con esa atribución, sin que constituya 
un obstáculo para el acceso a la justicia ya que se trata de una formalidad 
procesal y no de una carga arbitraria o caprichosa.

2a./J. 124/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 224/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero del Vigésimo Séptimo Circuito y Primero del Trigésimo Circuito. 7 de septiem-
bre de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidentes: Javier Laynez 
Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
María Estela Ferrer Mac-Gregor Poisot.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXVII.3o.8 K (10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO. SI SE 
PROMUEVE A NOMBRE DEL QUEJOSO DEBE EXHIBIRSE EL DOCUMENTO CON EL 
QUE SE ACREDITE LA PERSONALIDAD, Y EL JUEZ DE DISTRITO DEBE REMITIR 
A LAS AUTORIDADES RESPONSABLES UNA COPIA DE AQUÉLLA Y DE DICHO 
DOCUMENTO, AL SOLICITARLES SU INFORME JUSTIFICADO, SI NO LO HIZO AL 
PEDIRLES EL PREVIO.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Sép-
timo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de 
abril de 2014 a las 9:32 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 5, Tomo II, abril de 2014, página 1478, y 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver la queja 
61/2016.

Tesis de jurisprudencia 124/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiocho de septiembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO DIRECTO EN MATERIA DE TRABAJO. LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL ESTUDIAR LA OPORTUNIDAD 
DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, NO ESTÁN FACULTA­
DOS PARA ANALIZAR LA LEGALIDAD DE LA NOTIFICACIÓN DEL 
LAUDO RECLAMADO. La notificación es un acto procesal a cargo del órgano 
jurisdiccional ordinario que se encuentra revestido de formalidades legales, 
por lo que su documentación constituye un instrumento público que tiene una 
presunción de validez, al ejecutarlo un funcionario público en ejercicio de sus 
facultades y, por ende, una vez realizado, genera los efectos y consecuencias 
jurídicas que implica, por lo menos hasta que se demuestre la falta de cum
plimiento de esas formalidades en su diligenciación y, en ese sentido, su inefi
cacia para demostrar la comunicación de un acto o resolución, desde luego, a 
través del medio de impugnación que permita analizar ese tipo de vicios. Así, 
la parte que no esté conforme con la notificación efectuada por el órgano 
jurisdiccional respecto del laudo que pretende combatir, tiene la carga proce
sal de impugnar dicho acto a través del incidente de nulidad de notificaciones 
(regulado por la legislación laboral), pues de lo contrario, esa actuación debe 
entenderse consentida, además de subsistente y con plenos efectos legales. 
Luego, el juicio de amparo directo no es el medio pertinente para determinar 
la legalidad o ilegalidad de la notificación practicada por el órgano jurisdic
cional emisor del laudo reclamado, ni siquiera al realizar el estudio de la opor
tunidad de la presentación de la demanda, por lo que cuando exista constancia 
de que se efectuó la notificación respectiva a determinada parte en el juicio 
laboral, los Tribunales Colegiados de Circuito deben atender a ella y a la fecha 
de su diligenciación para analizar la procedencia del juicio de amparo directo, 
específicamente para realizar el cómputo a efecto de determinar si se promo
vió oportunamente, sin que puedan hacer un análisis de las formalidades que 
en la práctica de dicha notificación se siguieron ni desconocer su existencia, 
pues ello implicaría someter a escrutinio un acto que no integra litis que, como 
se ha apuntado, se ciñe al análisis del laudo dictado en el juicio laboral y, en su 
caso, de las violaciones en el procedimiento que le dieron origen.

2a./J. 125/2016 (10a.)
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Contradicción de tesis 188/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Décimo Quinto Circuito y Primero en Materia de Trabajo del Décimo Sexto 
Circuito. 21 de septiembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: 
Iveth López Vergara.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XVI.1o.T.22 L (10a.), de título y subtítulo: "INCIDENTE DE NULIDAD DE NOTIFICACIO
NES. NO ES EXIGIBLE QUE SE HAGA VALER CONTRA LA PRACTICADA A QUIEN DEJÓ 
DE SER APODERADO DE LA PARTE QUE SE PRETENDIÓ NOTIFICAR Y EN LUGAR 
DISTINTO DEL DOMICILIO SEÑALADO PARA RECIBIRLAS, POR TANTO, NO ES APTA 
PARA EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA PROMOVER EL AMPARO.", aprobada por el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Sexto Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 27, 
Tomo III, febrero de 2016, página 2077, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver el 
amparo directo 560/2015.

Tesis de jurisprudencia 125/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 22 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

EMPLAZAMIENTO AL JUICIO LABORAL. PROCEDIMIENTO A SEGUIR 
POR LA JUNTA CUANDO NO LO LOGRA REALIZAR EN EL DOMI­
CILIO DESIGNADO POR EL ACTOR TRATÁNDOSE DE UN SOLO 
DEMANDADO. Tanto en los juicios laborales en los que existe un patrón único 
como en los que se designa a varios de ellos resulta aplicable la Ley Federal 
del Trabajo, cuyas disposiciones no hacen distinción entre uno y otro supues-
tos, por lo que debe inferirse que no fue voluntad del legislador otorgar un 
trato diverso ni regir la situación de manera particular o destacada, en especí
fico, sobre la carga del trabajador actor de designar el domicilio donde pueda 
emplazarse al patrón demandado (artículo 739, párrafo segundo, de la Ley 
Federal del Trabajo). En consecuencia, en aplicación de la jurisprudencia 
2a./J. 98/2013 (10a.) (*) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 

(*) Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 98/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIII, Tomo 2, agosto de 2013, 
página 794, con el título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO AL JUICIO LABORAL. PROCEDIMIENTO 
A SEGUIR POR LA JUNTA CUANDO SE SEÑALA MÁS DE UN DEMANDADO Y ALGUNO O ALGU-
NOS DE ELLOS NO PUDIERON SER EMPLAZADOS."
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la Nación, tratándose de juicios laborales en los que el actor no proporciona 
el domicilio para lograr el emplazamiento de un solo demandado o el propor-
cionado es incorrecto –desde luego, agotadas las posibilidades al efecto e, 
incluso, dando la posibilidad al trabajador de aclarar o proporcionar mayor 
información–, es factible que la Junta del conocimiento lo requiera para 
que aclare o designe uno nuevo bajo el apercibimiento de tener por no pre-
sentada la demanda, sin que esté obligada a emplear oficiosamente los 
medios a su alcance para investigarlo.

2a./J. 126/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 144/2016. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegia-
do en Materias Penal y Administrativa del Décimo Octavo Circuito, antes Cuarto Tri-
bunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito y el Pleno en Materia de Trabajo del 
Cuarto Circuito. 21 de septiembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Marga-
rita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretaria: Iveth López Vergara.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.IV.L. J/2 L (10A.), de título y subtítulo: "EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO LA
BORAL. PROCEDIMIENTO A SEGUIR ANTE LA IMPOSIBILIDAD DE EMPLAZAR A 
UN ÚNICO DEMANDADO [APLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 98/2013 
(10a.)].", aprobada por el Pleno en Materia de Trabajo del Cuarto Circuito y publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 de enero de 2015 a las 9:00 
horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 14, 
Tomo II, enero de 2015, página 1284, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el 
amparo directo 263/2015.

Tesis de jurisprudencia 126/2016 (10a.). Aprobado por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 22 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO LA 
AUTORIDAD ADMINISTRATIVA OMITA SEÑALAR LA VÍA JURIS­
DICCIONAL PROCEDENTE PARA IMPUGNAR EL ACTO ADMINISTRA­
TIVO, DEBE ADMITIRSE COMO OPORTUNA LA DEMANDA PRESENTADA 
DENTRO DEL PLAZO CONTEMPLADO PARA LA VÍA ORDINARIA, AUN 
CUANDO CORRESPONDA A LA SUMARIA (INTERPRETACIÓN DEL 
ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO VIGENTE EN LOS JUICIOS INICIADOS ANTES 
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DEL 14 DE JUNIO DE 2016). Resulta insuficiente que la autoridad adminis-
trativa señale de manera genérica la procedencia del recurso de revisión en 
términos del precepto citado, en relación con el diverso numeral 83 de la Ley 
Federal de Procedimiento Administrativo, como medio de defensa contra el 
propio acto, pues de la interpretación de los artículos 17 de la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos y 25 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, se concluye que la autoridad emisora del acto adminis-
trativo reclamado tiene la obligación de informar al actor no sólo del recurso 
administrativo, sino también la vía procedente en sede jurisdiccional, ya sea 
ordinaria o sumaria, para garantizar los derechos de acceso a la justicia y de 
defensa; razón por la cual, ante la omisión de la autoridad de precisar de ma-
nera específica la vía procedente del juicio de nulidad, debe aplicar el plazo de 
45 días correspondiente a la vía ordinaria y admitir como oportuna la demanda 
de nulidad que debió interponerse dentro del plazo de 15 días establecido para 
la vía sumaria, lo cual no implica que su tramitación y resolución se sigan 
por la vía ordinaria, pues lo que se busca es subsanar la deficiencia de la inob-
servancia del artículo 3, fracción XV, de la Ley Federal de Procedimiento 
Administrativo.

2a./J. 127/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 128/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Sexto Circuito y Segundo del Cuarto Circuito, ambos en Materia Admi-
nistrativa. 21 de septiembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedades Margarita Beatriz Luna Ra-
mos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Rocío Balderas Fernández.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 126/2015, y el diverso sustentado por el Segun-
do Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el 
amparo directo 164/2013.

Tesis de jurisprudencia 127/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Nota: Por resolución de 23 de noviembre de 2016, emitida por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en el expediente de aclaración de la senten-
cia pronunciada en la contradicción de tesis 128/2016, se aclaró la tesis de jurispru-
dencia 2a./J. 127/2016 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas y en la página 127 de este informe, 
para quedar redactada en los términos que aquí se establece.

De la sentencia que recayó al amparo directo 164/2013, resuelto por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, derivaron las tesis aisladas 
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IV.2o.A.61 A (10a.), IV.2o.A.62 A (10a.) y IV.2o.A.60 A (10a.), de títulos y subtítulos: 
"ACTO ADMINISTRATIVO. EL REQUISITO DE QUE MENCIONE LOS RECURSOS QUE 
EN SU CONTRA PROCEDAN, DEBE INCLUIR TANTO AL DE REVISIÓN COMO AL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y PRECISAR SI SE TRATA DE LA VÍA OR-
DINARIA O DE LA SUMARIA (INTERPRETACIÓN CONFORME A LA CONSTITUCIÓN 
Y CONVENCIONAL DEL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL DE PRO-
CEDIMIENTO ADMINISTRATIVO).", "ACTO ADMINISTRATIVO. LA CONSECUENCIA 
DE QUE LA AUTORIDAD NO MENCIONE EN ÉSTE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LA VÍA ORDINARIA O SUMARIA EN SU CON-
TRA, ES QUE EL ADMINISTRADO GOCE DEL PLAZO DE 45 DÍAS PARA PRESENTAR 
SU DEMANDA (INTERPRETACIÓN CONFORME A LA CONSTITUCIÓN Y CONVEN-
CIONAL DEL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO)." y "MULTAS IMPUESTAS POR LA PROCURADURÍA FEDERAL 
DEL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY FEDERAL DE LOS DERECHOS DEL 
CONTRIBUYENTE ES INAPLICABLE PARA LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO O ME-
DIO DE DEFENSA EN SU CONTRA, EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN Y EL ÓR-
GANO ANTE EL QUE DEBE FORMULARSE.", publicadas en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 3, octubre de 2013, páginas 
1725, 1726 y 1831, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de noviembre de 2016 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JURISPRUDENCIA. CONTENIDO Y ALCANCES DE LA EXPRESIÓN 
"PERSONA ALGUNA" PREVISTA EN EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL AR­
TÍCULO 217 DE LA LEY DE AMPARO. La porción normativa referida, al 
establecer que la jurisprudencia en ningún caso tendrá efecto retroactivo en 
perjuicio de persona alguna impone al juzgador una serie de exigencias, pues 
en primer término deberá cerciorarse de que en un caso concreto existe un 
problema de retroactividad en relación con un criterio jurisprudencial y, en 
ese escenario, respecto de las personas físicas y morales siempre se actuali-
zará la prohibición contenida en la Ley de Amparo, al encuadrar en la expre-
sión "persona alguna". Sin embargo, cuando se trate de una persona moral 
oficial, el juzgador tendrá que analizar la naturaleza del asunto y el carácter 
con el que ésta comparece, pues si lo hace para defender un acto de autori-
dad, entonces no encuadrará en la prohibición aludida, pero sí lo hará cuan-
do comparezca a defender un interés de otra naturaleza, como patrimonial, 
patronal o contractual, entre otros.

2a./J. 128/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 158/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, Décimo 
Sexto en Materia Administrativa del Primer Circuito y Primero de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 21 de septiembre 
de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Lay-
nez Potisek y Margarita Beatriz Luna Ramos; votó con salvedad Margarita Beatriz 
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Luna Ramos, en el sentido de que la prohibición también procede tratándose de ór-
ganos del Estado cuando se les haya aplicado una jurisprudencia en una resolución 
jurisdiccional y constituya cosa juzgada. Disidentes: José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo 
Romero Tagle.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.16o.A.6 K (10a.), de título y subtítulo: "JURISPRUDENCIA. EL ÚLTIMO PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 217 DE LA LEY DE AMPARO, AL PREVER QUE AQUÉLLA NO PUEDE 
APLICARSE RETROACTIVAMENTE EN PERJUICIO DE 'PERSONA ALGUNA', NO 
PUEDE BENEFICIAR A LAS AUTORIDADES.", aprobada por el Décimo Sexto Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 9 de octubre de 2015 a las 11:00 horas, y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 23, Tomo IV, 
octubre de 2015, página 4022, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo 
del Décimo Primer Circuito, al resolver los amparos directos 571/2015, 639/2015 y 
641/2015.

Tesis de jurisprudencia 128/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 22 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

NOTIFICACIÓN DE CRÉDITOS FISCALES DETERMINADOS POR EL 
INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL O EL INSTITUTO 
DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADO­
RES. DEBE REALIZARSE EN EL DOMICILIO EN QUE SE UBIQUE EL 
ESTABLECIMIENTO O CENTRO DE TRABAJO RELACIONADO CON 
EL REGISTRO PATRONAL. Acorde con los artículos 13 y 14 del Reglamento 
de la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empre-
sas, Recaudación y Fiscalización y 8 del Reglamento de Inscripción, Pago de 
Aportaciones y Entero de Descuentos al Instituto del Fondo Nacional de la 
Vivienda para los Trabajadores, los patrones están obligados a que, una vez 
iniciada la relación laboral, soliciten su inscripción patronal, por lo que se les 
otorga un número de registro para realizar cualquier gestión y efectuar el 
pago de aportaciones y entero de descuentos, así como cualquier trámite o 
comprobación de obligaciones; por consiguiente, las resoluciones que impo-
nen créditos cuyo origen sea precisamente el incumplimiento de esas obliga-
ciones, deben notificarse en el domicilio proporcionado en la inscripción 
patronal, pues se determinan en relación con un establecimiento o centro de 
trabajo relacionado con ese registro, motivo por el cual, si bien en algunos 
casos el domicilio fiscal pudiera coincidir con el del registro patronal, tratán-



110 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

dose de algunas personas morales con diversas sucursales, establecimientos 
o centros de trabajo en diferentes Municipios que tienen registrados distin
tos domicilios, se asigna un número de registro por cada Municipio en que se 
encuentre ubicada la sucursal, con independencia de que tenga más de una 
dentro de un mismo Municipio o en la Ciudad de México; de ahí que sea irre-
levante atender al domicilio donde se encuentre la administración principal 
del negocio, si el adeudo deriva del incumplimiento en el pago de cuotas o 
aportaciones a que se encuentra obligado un patrón por la relación laboral 
con los trabajadores de una planta o establecimiento específico por ser suje-
tos de aseguramiento al régimen obligatorio, conforme al artículo 12 de la Ley 
del Seguro Social.

2a./J. 132/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 153/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Sexto Circuito y Cuarto del Primer Circuito, ambos en Materia Adminis
trativa. 28 de septiembre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.4o.A.61 A (10a.), de título y subtítulo: "NOTIFICACIÓN DE CRÉDITOS FISCALES 
DETERMINADOS CON MOTIVO DE LA OMISIÓN DE PAGO DE APORTACIONES PA-
TRONALES Y/O AMORTIZACIONES POR CRÉDITOS OTORGADOS POR EL INSTITU-
TO DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. DEBE 
REALIZARSE EN EL DOMICILIO EN QUE SE ENCUENTRE LA SUCURSAL O CENTRO 
DE TRABAJO RELACIONADO CON EL REGISTRO PATRONAL.", aprobada por el Cuarto 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIII, Tomo 3, 
agosto de 2013, página 1685, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 396/2015.

Tesis de jurisprudencia 132/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES AL SERVICIO DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 
Y SUS MUNICIPIOS. NO NECESARIAMENTE TIENEN DERECHO A 
DISFRUTAR DE AL MENOS DE UN DESCANSO DE MEDIA HORA EN 
UNA JORNADA CONTINUA, AL NO RESULTAR APLICABLE SUPLE­
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TORIAMENTE EL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO. 
Del artículo 116, fracción VI, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos se advierte que las relaciones de trabajo entre los Estados y Muni-
cipios con sus trabajadores se rigen por las leyes que expidan las Legislatu-
ras Locales, sujetas a lo dispuesto por el artículo 123 de la propia Constitución 
y sus leyes reglamentarias. Ahora bien, la omisión de prever en las legislaciones 
burocráticas locales la prerrogativa de conceder a los trabajadores al menos 
media hora de descanso durante la jornada de trabajo continua, establecida 
en el artículo 63 de la Ley Federal del Trabajo, no contraviene la Constitución 
Federal, sino que en uso de su libertad de configuración legislativa, cada Estado 
puede o no instituirla a nivel estatal y municipal, pues no se trata de un aspecto 
relativo a la jornada de trabajo que deba contemplarse como un derecho mí
nimo constitucional. De ahí que no es factible considerar que en todos los 
casos procede la aplicación supletoria de la Ley Federal del Trabajo a las leyes 
burocráticas de los Estados, en cuanto al disfrute de media hora de descanso 
en una jornada continua, sino que corresponde a las Legislaturas de los Esta-
dos valorar en qué casos los servicios públicos pueden verse interrumpidos, 
o bien, deben funcionar de manera permanente y continua, dado su objetivo 
de satisfacer las necesidades de la comunidad, sin pausas de naturaleza 
laboral.

2a./J. 133/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 297/2015. Entre las sustentadas por el Pleno del Vigésimo Circui-
to, los Tribunales Colegiados Tercero del Décimo Octavo Circuito, Segundo en Mate-
rias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, el entonces Primero de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región, con residencia en Cancún, Quintana 
Roo, actual Tercero del Vigésimo Séptimo Circuito y el Tribunal Colegiado en Materia 
de Trabajo del Décimo Segundo Circuito. 21 de septiembre de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Eduardo Medina Mora I. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis PC.XX. J/3 L (10a.), de título y subtítulo: "DESCANSO DE MEDIA HORA EN UNA 
JORNADA CONTINUA PARA LOS TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, LOS 
MUNICIPIOS Y EMPRESAS PARAESTATALES. AL NO ESTAR PREVISTA EN LA LEY 
DEL SERVICIO CIVIL DEL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE CHIAPAS, ES INAPLICABLE 
SUPLETORIAMENTE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", aprobada por el Pleno del 
Vigésimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 16 
de octubre de 2015 a las 10:10 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Fede­
ración, Décima Época, Libro 23, Tomo III, octubre de 2015, página 2530, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Décimo Octavo Circuito, al resolver el 
amparo directo 332/2014, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias 
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Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
903/2014, y el diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Décimo Segundo Circuito, al resolver el amparo directo 22/2014.

Tesis de jurisprudencia 133/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 903/2014, resuelto por el Segundo Tri
bunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, 
derivó la tesis aislada XI.2o.A.T.6 L (10a.), de título y subtítulo: "TRABAJADORES AL 
SERVICIO DEL ESTADO DE MICHOACÁN Y DE SUS MUNICIPIOS. AL NO ESTAR PRE
VISTO EN LA LEY RELATIVA EL DESCANSO DE MEDIA HORA EN UNA JORNADA 
CONTINUA, ES INAPLICABLE SUPLETORIAMENTE EL ARTÍCULO 63 DE LA LEY FE-
DERAL DEL TRABAJO.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 
25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo III, septiembre de 2015, página 2220.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 22 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. CONFORME 
AL TERCER PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL RELA­
TIVA, LA SALA DEL CONOCIMIENTO, AL EMITIR SU SENTENCIA, 
DEBE EXAMINAR TODOS LOS ARGUMENTOS DE LAS PARTES, CON 
LAS SALVEDADES CORRESPONDIENTES. El precepto citado dispone, 
en lo conducente, que las sentencias del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa se fundarán en derecho y resolverán sobre la pretensión del 
actor, y que las Salas podrán corregir los errores que adviertan en la cita de los 
preceptos que se consideren violados y examinar en su conjunto los agravios y 
causales de ilegalidad, así como los demás razonamientos de las partes, a fin 
de resolver la cuestión efectivamente planteada, pero sin cambiar los hechos 
expuestos en la demanda y en la contestación. De modo que en seguimiento 
del artículo 351 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplica
ción supletoria conforme al artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo, en el sentido de que las sentencias dictadas por 
los órganos jurisdiccionales deben examinar y solucionar todas las cuestiones 
controvertidas que sean necesarias para emitir la decisión, se concluye que con
forme al tercer párrafo del artículo 50 de este último ordenamiento, las Salas 
del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, al emitir las senten-
cias que correspondan, deben considerar todas las causas de nulidad pro-
puestas en la demanda y su ampliación, así como todas las razones hechas 
valer por las autoridades en la contestación y, en su caso, en la contestación 
a la ampliación de aquélla y, en general, las formuladas por todas las partes, 
con el fin de cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad que 
prevé el referido numeral, así como garantizar a los gobernados una tutela 
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congruente, completa y eficaz de sus derechos, con las salvedades que la propia 
Sala pueda advertir, por ejemplo, cuando se estimen fundados los argumentos 
de la parte actora que conduzcan a la determinación de una nulidad lisa y 
llana de la resolución combatida o, en general, cuando no pueda invalidarse 
un acto legalmente destruido, así como en aquellos casos en que la Sala 
considere innecesario el estudio de los argumentos de las partes, supuesto 
este último en que aquélla quedará obligada a razonar por qué ya no tendrá 
lugar el examen del resto de la argumentación de las partes.

2a./J. 163/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 191/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Pri
mero en Materia Administrativa del Séptimo Circuito y Primero del Vigésimo Quinto 
Circuito. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis VII.1o.A. J/40, de rubro: "SENTENCIA DE NULIDAD. SI LA SALA FISCAL AL EMITIRLA 
OMITE ANALIZAR LOS ARGUMENTOS PLANTEADOS POR LA AUTORIDAD EN 
LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA, VIOLA EL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA 
PREVISTO POR EL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CON-
TENCIOSO ADMINISTRATIVO (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO 
DE 2006).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo XXX, agosto de 2009, página 1506, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver 
la revisión fiscal 193/2014.

Tesis de jurisprudencia 163/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 22 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTRATO DE TRABAJO POR TIEMPO DETERMINADO. PROCEDE 
ANALIZAR SU VALIDEZ CUANDO EL PATRÓN OPONE COMO EX­
CEPCIÓN LA TERMINACIÓN DE LA RELACIÓN LABORAL POR 
VENCIMIENTO DEL TÉRMINO PACTADO, AUN CUANDO EL TRABA­
JADOR NO HAYA DEMANDADO SU PRÓRROGA O NULIDAD. De acuer
do con la interpretación reiterada de la Ley Federal del Trabajo realizada por la 
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, la regla general 
es que los contratos de trabajo son por tiempo indeterminado, de manera que 
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los celebrados por tiempo determinado constituyen una excepción autori
zada únicamente en los supuestos de su artículo 37, esto es, cuando lo exija 
la naturaleza del trabajo; tenga por objeto sustituir temporalmente a otro tra-
bajador, o se esté en alguno de los demás casos previstos por el ordenamiento 
referido. Por tanto, no basta con que las partes acuerden un término determi-
nado para que éste sea válido, sino que es necesario que la propia temporali-
dad esté justificada en los supuestos previstos en la ley; de lo contrario, la 
relación de trabajo es por tiempo indefinido. Por tal razón, en los juicios en los 
que se demande la reinstalación o la indemnización constitucional por despido 
injustificado y el patrón oponga como excepción el vencimiento del contrato 
individual por tiempo determinado, no basta que éste acredite la celebración 
del contrato y su fecha de vencimiento, sino que es necesario que pruebe de 
manera objetiva y razonable que la contratación temporal se encuentra justi-
ficada por alguno de los citados supuestos de excepción, ya que de lo contra-
rio deberá entenderse que la relación laboral es por tiempo indefinido. Dicho 
análisis de la existencia y validez del contrato individual no es ajeno a la litis, 
incluso si el trabajador no demandó la prórroga del contrato, su nulidad o 
siquiera hizo mención a la celebración de un contrato por tiempo determi
nado, pues es el demandado quien basó su excepción en la temporalidad del 
contrato, la cual debe estar debidamente justificada para tener eficacia 
jurídica.

2a./J. 164/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 170/2016. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia de Traba-
jo del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.III.L. J/3 L (10a.) y PC.III.L. J/4 L (10a.), de títulos y subtítulos: "CONTRATO DE 
TRABAJO POR TIEMPO DETERMINADO. ES IMPROCEDENTE ANALIZAR SU VALI-
DEZ (CAUSA O MOTIVO DE CONTRATACIÓN EVENTUAL) Y SUBSISTENCIA DE LA 
MATERIA DEL EMPLEO, CUANDO SE APORTA PARA DESVIRTUAR LA EXISTENCIA 
DEL DESPIDO INJUSTIFICADO, ALEGADO BAJO NEXO DE TIEMPO INDETERMINADO, 
SI LOS HECHOS QUE CONFIGURARON LA LITIS FUERON ÚNICAMENTE SOBRE LA 
ACCIÓN DE REINSTALACIÓN O INDEMNIZACIÓN CONSTITUCIONAL, PERO NO 
LA PRÓRROGA O NULIDAD DE AQUÉL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 30 DE 
NOVIEMBRE DE 2012)." y "PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. ES IMPROCEDENTE 
QUE EL ÓRGANO DE AMPARO EXAMINE LA VALORACIÓN DE LAS TENDENTES A 
DEMOSTRAR LA SUBSISTENCIA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO (PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS), DESPUÉS DE LA FECHA DE VENCIMIENTO DEL CONTRATO POR 
TIEMPO DETERMINADO, CUANDO LA LITIS NATURAL NO INCLUYÓ HECHOS AL 
RESPECTO, RESULTANDO INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN 
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ESE SENTIDO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012).", 
aprobadas por el Pleno en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y publicadas en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de agosto de 2014 a las 8:05 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9, Tomo II, 
agosto de 2014, páginas 1304 y 1306, respectivamente, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 930/2015 
(cuaderno auxiliar 192/2016).

Tesis de jurisprudencia 164/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SALARIOS VENCIDOS. CÁLCULO DE LOS INTERESES QUE SE GE­
NERAN UNA VEZ AGOTADO EL PERIODO DE 12 MESES DE AQUÉ­
LLOS. Partiendo de la idea básica de que capitalización de intereses implica 
incorporar al capital originario los intereses que ha producido, entonces la 
porción normativa "capitalizable al momento del pago", contenida en el pá-
rrafo tercero del artículo 48 de la Ley Federal del Trabajo, vigente a partir del 
1 de diciembre de 2012, significa que los intereses se incorporan al momento 
de que se realice el pago. Es decir, los intereses que se han generado mensual-
mente se incorporarán al capital, entendido éste en el contexto de la norma 
como el monto de 12 meses de salarios vencidos, al momento en que se realice 
el pago, tanto de salarios vencidos como de intereses, sin que sea posible incor-
porarlos o capitalizarlos mensualmente. En tal virtud, esta Segunda Sala con-
sidera que la indicada porción normativa no puede interpretarse de otra 
forma, porque si la intención del legislador hubiera sido que los intereses se 
capitalizaran mensualmente, al constituir un concepto técnico el de capitali-
zación de intereses, así lo hubiera precisado; en cambio, al haber redactado la 
norma como lo hizo, sin lugar a dudas tuvo el propósito de que los intereses 
se incorporaran en el momento en que se realizara el pago.

2a./J. 165/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 200/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero del Vigésimo Quinto Circuito y Noveno en Materia de Trabajo del Primer 
Circuito. 5 de octubre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis I.9o.T.56 L (10a.), de rubro: "INTERESES. PARA SU CÁLCULO DEBEN ADICIONAR-
SE AL CAPITAL DEVENGADO AQUELLOS QUE ESTÉN VENCIDOS, A EFECTO DE 
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DETERMINAR LOS RENDIMIENTOS ULTERIORES SOBRE EL NUEVO SALDO INSO-
LUTO (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 48, PÁRRAFO TERCERO, DE LA LEY FEDE-
RAL DEL TRABAJO, VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE DICIEMBRE DE 2012).", aprobada 
por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y publi
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de noviembre de 2015 a 
las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 24, Tomo IV, noviembre de 2015, página 3537, y

El criterio sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al 
resolver el amparo directo 1287/2014.

Tesis de jurisprudencia 165/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. CUANDO LA AUTORIDAD DE­
MANDADA NIEGUE EL CESE DE UNO DE SUS INTEGRANTES, PERO 
AFIRME QUE ÉSTE FUE QUIEN DEJÓ DE ASISTIR A SUS LABORES, 
LE CORRESPONDE LA CARGA DE LA PRUEBA, PORQUE LA NEGA­
TIVA DE LO PRIMERO ENVUELVE LA AFIRMACIÓN DE LO SEGUNDO. 
Si la legislación contencioso administrativa establece que podrá aplicarse 
supletoriamente la codificación adjetiva civil, y ésta prevé el principio procesal 
de que quien niega un hecho sólo está obligado a probar cuando esa negativa 
envuelva la afirmación expresa de otro, debe estimarse que corresponde a la 
autoridad demandada la carga de probar cuando niegue el cese de un inte-
grante de un cuerpo de seguridad pública, pero también afirme que fue éste 
quien dejó de asistir a sus labores, porque la negativa de lo primero envuelve 
la afirmación de lo segundo, pues implícitamente reconoce que hubo un aban
dono del servicio con las consecuencias jurídicas que ello ocasiona. En efecto, 
si la demandada no acepta que cesó al actor, pero reconoce que éste faltó sin 
motivo justificado a sus labores, la primera parte de esta contestación a la 
demanda en los casos en que se vierte simple y llanamente impide arrojarle 
la carga de la prueba, porque ello significaría una obligación desmedida e 
imposible de cumplir, al tratarse de un hecho negativo; sin embargo, la segunda 
aserción se traduce en un hecho positivo, porque la autoridad administrativa 
en los casos de abandono de las tareas de seguridad pública tiene la obligación 
de tomar nota de las ausencias en los registros respectivos, así como elabo-
rar el acta correspondiente en la que haga constar el lapso del abandono que 
la vincule a decretar el cese de los efectos del nombramiento a quien incum-
plió con el desempeño del servicio público, dada la importancia que este tipo 
de funciones reviste para la sociedad, cuya continuidad eficiente no es posi-
ble paralizar en aras de asegurar la paz pública. Consecuentemente, como 
negar la destitución del actor y enseguida atribuirle faltas injustificadas consti
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tuye la aceptación de que éste ya no presta sus servicios a la corporación, se 
está en presencia de dos hechos de naturaleza negativa y positiva, respectiva-
mente, correspondiendo a quien afirma esto último probar sus aseveraciones.

2a./J. 166/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 174/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Octavo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Décimo Octavo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxi
liar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 5 de octubre de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera 
Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo 1380/2015 
(expediente auxiliar 54/2016), y el diverso sustentado por el Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Octavo Circuito, al resolver el amparo directo 650/2013.

Tesis de jurisprudencia 166/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 22 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. PARA FUNDAR LA 
COMPETENCIA MATERIAL DE LAS ADMINISTRACIONES LOCALES 
DE AUDITORÍA FISCAL, ES INNECESARIA LA CITA DE LOS ARTÍCU­
LOS 1o. Y 8o. DE LA LEY RELATIVA. Para cumplir con el requisito de 
debida fundamentación establecido en el numeral 16 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, es necesario que la autoridad precise 
su competencia por razón de la materia, con base en la ley, reglamento, de-
creto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida; por lo que, en el caso 
de las Administraciones Locales de Auditoría Fiscal pertenecientes al Servi-
cio de Administración Tributaria, para fundar su competencia material resulta 
innecesaria la cita de los artículos 1o. y 8o. de la Ley del Servicio de Adminis-
tración Tributaria, pues sólo aluden a su naturaleza y a los órganos que lo 
integran.

2a./J. 168/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 24/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Quinto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
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Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz y 
el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 5 de octu-
bre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres 
Contreras.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis III.1o.A.23 A (10a.), de título y subtítulo: "COMPETENCIA MATERIAL DEL SERVICIO 
DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. PARA CONSIDERARLA SUFICIENTEMENTE 
FUNDADA, LAS AUTORIDADES DE ESE ÓRGANO DEBEN CITAR LOS ARTÍCULOS 
1o. Y 8o. DE SU LEY.", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Admi
nistrativa del Tercer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 25 de septiembre de 2015 a las 10:30 horas, y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 22, Tomo III, septiembre de 2015, pági-
na 1929, y 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver 
el amparo directo 818/2013.

Tesis de jurisprudencia 168/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDE­
RAL. LA OMISIÓN DE LA SALA REGIONAL DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DE PRONUNCIARSE SO­
BRE ÉSTOS, EN LOS QUE SE INVOCARON PRECEDENTES EMITI­
DOS POR LA PROPIA SALA, NO CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN 
QUE DEJE SIN DEFENSA A LA PARTE QUE LOS FORMULÓ. Conforme 
al artículo 47 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, 
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación 
el 13 de junio de 2016, las Salas Regionales del Tribunal Federal de Justicia 
Fiscal y Administrativa (actualmente Tribunal Federal de Justicia Administra-
tiva) deberán considerar en sus sentencias los alegatos presentados en tiempo 
por las partes, pero sólo los alegatos de bien probado, es decir, aquellos en 
que se controvierten los argumentos de la contestación de la demanda o 
se objetan o refutan las pruebas ofrecidas por la contraparte. Por tanto, la 
omisión de la Sala Regional del referido Tribunal de tomar en consideración, 
en la sentencia, los alegatos formulados en el contencioso administrativo fede
ral, a través de los que se solicitó tomar en cuenta un precedente que ésta 
había emitido, al resolver la misma problemática, no constituye una violación 



119INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

que deje sin defensa a la parte que los formuló, ya que esos planteamientos 
no constituyen alegatos de bien probado.

2a./J. 169/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 24/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
del Vigésimo Quinto Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 
Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz y el 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 5 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de tres votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disi-
dentes Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras.

Tesis y criterios contendientes:

Tesis X.2o.(XI Región) 2 A (10a.), de rubro: "ALEGATOS EN EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO FEDERAL. SI EN EL ESCRITO RELATIVO EL ACTOR SOLICITÓ OPOR
TUNAMENTE A LA SALA QUE TOMARA EN CONSIDERACIÓN UNO DE SUS PRECE-
DENTES QUE RESOLVIÓ LA MISMA PROBLEMÁTICA PLANTEADA, Y NO OBSTANTE 
ELLO, PRESCINDE DE SU ANÁLISIS Y DICTA LA SENTENCIA RESPECTIVA, EN ATEN-
CIÓN A LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA Y AL PRINCIPIO DE UNIVERSA
LIDAD, TAL OMISIÓN TRANSGREDE LAS NORMAS DEL PROCEDIMIENTO EN SU 
PERJUICIO, LO QUE AMERITA SU REPOSICIÓN.", aprobada por el Segundo Tribunal 
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Decimoprimera Región, con residencia 
en Coatzacoalcos, Veracruz, y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 3, enero de 2013, página 1889, y

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver 
el amparo directo 818/2013.

Tesis de jurisprudencia 169/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE QUEJA. ES IMPROCEDENTE CONTRA LA IMPOSICIÓN 
DE UNA MULTA A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, DERIVADA DEL 
INCUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DE AMPARO. El artículo 97, 
fracción I, inciso e), de la Ley de Amparo establece que el recurso de queja 
procede contra la resolución que no admita expresamente el recurso de revi-
sión y que por su naturaleza trascendental y grave pueda causar perjuicio a 
alguna de las partes no reparable en la sentencia definitiva. Por su parte, con
forme al procedimiento de cumplimiento e inejecución de sentencia de amparo, 
previsto en los artículos 192 a 198 y 211 de la ley citada, el Tribunal Colegiado 
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de Circuito o la Suprema Corte de Justicia de la Nación puede analizar la lega
lidad de las multas impuestas a las autoridades responsables y, en su caso, 
dejarlas sin efectos cuando se demuestre causa justificada de retardo en su 
cumplimiento. De lo anterior se concluye la improcedencia del recurso de 
queja contra la imposición de una multa en el supuesto referido, en la medida 
en que no constituye una resolución irreparable en sentencia definitiva, toda 
vez que el perjuicio ocasionado con ello es motivo de estudio en el incidente 
de inejecución de sentencia, en el que se analizan el cumplimiento y la ejecu-
ción de las sentencias de amparo; máxime cuando el recurso de inconformi
dad constituye el medio idóneo para impugnar las multas impuestas durante 
el procedimiento de ejecución de la sentencia de amparo indirecto contra el 
auto que tenga por cumplido el fallo protector.

2a./J. 178/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 102/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Tercero y Noveno, ambos en Materia Administrativa del Primer Circuito, Segundo del 
Décimo Quinto Circuito y Primero del Vigésimo Circuito. 7 de septiembre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Rocío Balderas Fernández.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, al resolver las quejas 240/2015, 241/2015 y 245/2015, el sustentado por el 
Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito, al resolver la queja 154/2015, 
el sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Circuito, al resolver la 
queja 78/2015, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, al resolver las quejas 248/2015 y 247/2015.

Tesis de jurisprudencia 178/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de noviembre de 2016 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 28 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTRATO DE TRABAJO POR TIEMPO DETERMINADO. CORRES­
PONDE AL TRABAJADOR ACREDITAR LA SUBSISTENCIA DE LA RE­
LACIÓN LABORAL ENTRE EL DÍA EN QUE VENCIÓ Y EL POSTERIOR 
AL EN QUE DICE QUE OCURRIÓ EL DESPIDO. En el supuesto de que el 
despido se ubique en fecha posterior a la del vencimiento del contrato de tra
bajo por tiempo determinado, cuya temporalidad se consideró válidamente 
justificada, por ubicarse en alguno de los supuestos de excepción del artículo 
37 de la Ley Federal del Trabajo, corresponde al trabajador acreditar la subsis-
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tencia de la relación de trabajo, incluso, hasta el momento del despido, de-
biendo ceñirse a este aspecto la litis, sin que para efectuar al análisis de ese 
hecho sea exigible que el actor haya demandado la prórroga del contrato. Por 
su parte, corresponde a la Junta laboral verificar únicamente si subsistió la 
relación laboral para efectos de determinar si existió o no el despido alegado, 
apreciando los hechos en conciencia, tomando en cuenta el acervo proba
torio en su integridad, en términos de los artículos 841 y 842 del ordenamiento 
indicado.

2a./J. 179/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 170/2016. Entre las sustentadas por el Pleno en Materia de Traba-
jo del Tercer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de 
la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila. 5 de octubre de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis PC.III.L. J/3 L (10a.) y PC.III.L. J/4 L (10a.), de títulos y subtítulos: "CONTRATO DE 
TRABAJO POR TIEMPO DETERMINADO. ES IMPROCEDENTE ANALIZAR SU VALI-
DEZ (CAUSA O MOTIVO DE CONTRATACIÓN EVENTUAL) Y SUBSISTENCIA DE LA 
MATERIA DEL EMPLEO, CUANDO SE APORTA PARA DESVIRTUAR LA EXISTENCIA 
DEL DESPIDO INJUSTIFICADO, ALEGADO BAJO NEXO DE TIEMPO INDETERMI
NADO, SI LOS HECHOS QUE CONFIGURARON LA LITIS FUERON ÚNICAMENTE 
SOBRE LA ACCIÓN DE REINSTALACIÓN O INDEMNIZACIÓN CONSTITUCIONAL, 
PERO NO LA PRÓRROGA O NULIDAD DE AQUÉL (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA 
EL 30 DE NOVIEMBRE DE 2012)." y "PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. ES IMPRO-
CEDENTE QUE EL ÓRGANO DE AMPARO EXAMINE LA VALORACIÓN DE LAS 
TENDENTES A DEMOSTRAR LA SUBSISTENCIA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO 
(PRESTACIÓN DE SERVICIOS), DESPUÉS DE LA FECHA DE VENCIMIENTO DEL 
CONTRATO POR TIEMPO DETERMINADO, CUANDO LA LITIS NATURAL NO INCLU-
YÓ HECHOS AL RESPECTO, RESULTANDO INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE 
VIOLACIÓN EN ESE SENTIDO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 30 DE NOVIEM-
BRE DE 2012).", aprobadas por el Pleno en Materia de Trabajo del Tercer Circuito y 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de agosto de 2014 
a las 8:05 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, 
Libro 9, Tomo II, agosto de 2014, páginas 1304 y 1306, respectivamente, y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima 
Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 930/2015 
(cuaderno auxiliar 192/2016).

Tesis de jurisprudencia 179/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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SALDOS A FAVOR. EL PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR SU 
PROCEDENCIA SE RIGE POR EL ARTÍCULO 22 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PU­
BLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE 
NOVIEMBRE DE 2015, Y ES INDEPENDIENTE DEL DIVERSO DE VERI­
FICACIÓN DEL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES A 
QUE SE REFIEREN LOS ARTÍCULOS 46 Y 46-A DEL MISMO ORDE­
NAMIENTO. De la evolución legislativa del artículo 22 del Código Fiscal de 
la Federación se observa que su objetivo es regular en forma específica la devo
lución de cantidades pagadas indebidamente a favor de los contribuyentes, 
a través de dos procedimientos: el primero, contenido en su párrafo sexto, en 
el que, a efecto de verificar la procedencia de la solicitud de devolución, la 
autoridad puede requerir, hasta en dos ocasiones información al contribu
yente, confiriéndole un plazo en cada ocasión para su desahogo; y el segun-
do, sustentado en los diversos párrafos noveno, décimo, undécimo y décimo 
octavo, conforme a los cuales la autoridad ejerce, con fundamento en el artícu
lo 42, fracciones II y III, del código tributario citado, facultades de comproba-
ción de saldo a favor, a través de una revisión de gabinete, o bien, de una 
visita domiciliaria, sin que ello implique que para el desarrollo de tales atribu-
ciones la autoridad quede sujeta a las formalidades y plazos contenidos en 
los artículos 46 y 46-A del mismo ordenamiento, en tanto que dichos nume
rales rigen a aquellas que tienen como finalidad la fiscalización respecto del 
cumplimiento de obligaciones fiscales y, en su caso, la determinación de un 
crédito fiscal; propósito o finalidad que de suyo es distinta a la desplegada 
en términos del artículo 22 señalado inicialmente, el cual se constriñe a de-
terminar la procedencia o no de la solicitud de devolución en los plazos que 
al efecto dispone ese precepto y, en lo no previsto, deberá acudirse a las for-
malidades que deben revestir los actos administrativos conforme al artículo 
38 del propio ordenamiento.

2a./J. 193/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 208/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero y Segundo en Materias Penal y Administrativa, ambos del Décimo Séptimo 
Circuito, Tercero en Materia Administrativa del Primer Circuito y Segundo en Materia 
Administrativa del Décimo Sexto Circuito. 26 de octubre de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo 
Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 167/2015, y el diverso sustentado por el 
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Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver el amparo directo 385/2015.

Tesis de jurisprudencia 193/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO LA 
AUTORIDAD ADMINISTRATIVA OMITA SEÑALAR LA VÍA JURISDIC­
CIONAL PROCEDENTE PARA IMPUGNAR EL ACTO ADMINISTRA­
TIVO, DEBE ADMITIRSE COMO OPORTUNA LA DEMANDA PRESENTADA 
DENTRO DEL PLAZO CONTEMPLADO PARA LA VÍA ORDINARIA, 
AUN CUANDO CORRESPONDA A LA SUMARIA (INTERPRETACIÓN 
DEL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCE­
DIMIENTO ADMINISTRATIVO VIGENTE EN LOS JUICIOS INICIADOS 
ANTES DEL 14 DE JUNIO DE 2006). Resulta insuficiente que la autoridad 
administrativa señale de manera genérica la procedencia del recurso de revi-
sión en términos del precepto citado, en relación con el diverso numeral 83 
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, como medio de defensa 
contra el propio acto, pues de la interpretación de los artículos 17 de la Consti
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 25 de la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos, se concluye que la autoridad emisora del 
acto administrativo reclamado tiene la obligación de informar al actor no sólo 
del recurso administrativo, sino también la vía procedente en sede jurisdic-
cional, ya sea ordinaria o sumaria, para garantizar los derechos de acceso a 
la justicia y de defensa; razón por la cual, ante la omisión de la autoridad de 
precisar de manera específica la vía procedente del juicio de nulidad, debe 
aplicar el plazo de 45 días correspondiente a la vía ordinaria y admitir como 
oportuna la demanda de nulidad que debió interponerse dentro del plazo de 
15 días establecido para la vía sumaria, lo cual no implica que su tramitación 
y resolución se sigan por la vía ordinaria, pues lo que se busca es subsanar la 
deficiencia de la inobservancia del artículo 3, fracción XV, de la Ley Federal de 
Procedimiento Administrativo.

2a./J. 127/2016 (10a.)
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Contradicción de tesis 128/2016. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Segundo del Sexto Circuito y Segundo del Cuarto Circuito, ambos en Materia Admi-
nistrativa. 21 de septiembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedades Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Rocío Balderas Fernández.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto 
Circuito, al resolver el amparo directo 126/2015, y el diverso sustentado por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, al resolver el am-
paro directo 164/2013.

Tesis de jurisprudencia 127/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Nota: Por resolución de 23 de noviembre de 2016, emitida por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación en el expediente de aclaración de la senten
cia pronunciada en la contradicción de tesis 128/2016, se aclaró la tesis que debe 
prevalecer como jurisprudencia, para quedar redactada como aparece publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 25 de noviembre de 2016 a las 10:36 
horas, en la página 1398 de su Gaceta y en la página 106 de este informe.

De la sentencia que recayó al amparo directo 164/2013, resuelto por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Administrativa del Cuarto Circuito, derivaron las tesis aisladas 
IV.2o.A.61 A (10a.), IV.2o.A.62 A (10a.) y IV.2o.A.60 A (10a.), de títulos y subtítulos: 
"ACTO ADMINISTRATIVO. EL REQUISITO DE QUE MENCIONE LOS RECURSOS QUE 
EN SU CONTRA PROCEDAN, DEBE INCLUIR TANTO AL DE REVISIÓN COMO AL 
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y PRECISAR SI SE TRATA DE LA VÍA OR-
DINARIA O DE LA SUMARIA (INTERPRETACIÓN CONFORME A LA CONSTITUCIÓN 
Y CONVENCIONAL DEL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL DE PRO-
CEDIMIENTO ADMINISTRATIVO).", "ACTO ADMINISTRATIVO. LA CONSECUENCIA 
DE QUE LA AUTORIDAD NO MENCIONE EN ÉSTE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO EN LA VÍA ORDINARIA O SUMARIA EN SU CON-
TRA, ES QUE EL ADMINISTRADO GOCE DEL PLAZO DE 45 DÍAS PARA PRESENTAR 
SU DEMANDA (INTERPRETACIÓN CONFORME A LA CONSTITUCIÓN Y CONVEN-
CIONAL DEL ARTÍCULO 3, FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO)." y "MULTAS IMPUESTAS POR LA PROCURADURÍA FEDERAL 
DEL CONSUMIDOR. EL ARTÍCULO 23 DE LA LEY FEDERAL DE LOS DERECHOS DEL 
CONTRIBUYENTE ES INAPLICABLE PARA LA INTERPOSICIÓN DEL RECURSO O MEDIO 
DE DEFENSA EN SU CONTRA, EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN Y EL ÓRGANO 
ANTE EL QUE DEBE FORMULARSE.", publicadas en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y su Gaceta, Décima Época, Libro XXV, Tomo 3, octubre de 2013, páginas 1725, 
1726 y 1831, respectivamente.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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AUTO INICIAL DE TRÁMITE DE LA DEMANDA DE AMPARO. NO ES 
LA ACTUACIÓN PROCESAL OPORTUNA PARA ANALIZAR SI EL 
ACTO RECLAMADO PROVIENE DE UNA AUTORIDAD PARA EFEC­
TOS DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO SE IMPUGNA EL ACUERDO 
DE FIJACIÓN DE TARIFAS PARA SUMINISTRO Y VENTA DE ENER­
GÍA ELÉCTRICA. En el auto señalado el Juez de Distrito no está en posibili-
dad jurídica ni material de precisar si el acto reclamado, consistente en el 
Acuerdo por el que se autoriza la modificación y reestructuración a las tarifas 
para suministro y venta de energía eléctrica y modifica disposiciones comple-
mentarias de dichas tarifas, proviene o no de una autoridad para efectos del 
juicio de amparo, ya que en esa etapa del procedimiento únicamente constan 
en el expediente los argumentos plasmados en el escrito inicial de demanda 
y las pruebas que se acompañen a ésta. Por tanto, el Juez federal no está en 
aptitud para desechar la demanda de amparo bajo el argumento de que se 
actualiza un motivo manifiesto e indudable de improcedencia, ya que en esa 
etapa no es evidente, claro y fehaciente, pues se requerirá hacer un análisis 
profundo para determinar su improcedencia, estudio propio de la sentencia 
definitiva, razón por la cual debe admitir la demanda de amparo, sin perjuicio de 
que en el transcurso del procedimiento lleve a efecto el análisis exhaustivo 
de esos supuestos.

2a./J. 54/2012 (10a.)

Contradicción de tesis 297/2011. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero, Segundo y Cuarto, todos en Materia Administrativa del Segundo Circuito. 
2 de mayo de 2012. Cinco votos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Hilda Marcela Arceo Zarza.
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Nota: En términos de la resolución de 18 de mayo de 2016, pronunciada en el expediente 
de solicitud de sustitución de jurisprudencia 9/2015, la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación aclaró el rubro de la jurisprudencia 2a./J. 54/2012 (10a.), 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro X, 
Tomo 2, julio de 2012, página 929, para quedar en los términos aquí expuestos.

Tesis de jurisprudencia 54/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del veinticinco de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se republicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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JURISPRUDENCIA POR 
REITERACIÓN DE CRITERIOS

SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA FEDERAL. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN LA FRAC­
CIÓN X DEL ARTÍCULO 10 DE LA LEY RELATIVA NO COMPRENDE EL 
PAGO DE SALARIOS CAÍDOS. Conforme a las fracciones I y X del artículo 
10 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública 
Federal, los servidores públicos de carrera gozan de estabilidad y permanen
cia en el empleo, y tienen derecho a recibir una indemnización en los términos 
de ley en caso de despido injustificado, lo que implica que el legislador fede
ral decidió hacer extensiva a esa clase de servidores públicos, los cuales están 
conceptualizados como trabajadores de confianza en términos de la fracción 
IX del artículo 3 del ordenamiento citado, una protección en materia de trabajo 
que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 
123, apartado B, fracción XIV, no les reconoce. Ahora bien, la indemnización 
prevista en la fracción X del artículo 10 referido no comprende el pago de 
salarios caídos, toda vez que el principio de estabilidad y permanencia en el 
empleo debe interpretarse en términos restrictivos, es decir, únicamente den
tro del marco de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administra
ción Pública Federal, ya que una concepción contraria, conduciría a otorgar 
a sus integrantes una protección que el legislador secundario no tuvo la in
tención de conferirles; de ahí que si la legislación aludida no establece, bajo 
ningún supuesto, el derecho de los servidores públicos de carrera a recibir el 
pago de los salarios caídos, debe entenderse que el creador de la norma no 
quiso beneficiarlos con tal protección, sin que les resulten aplicables las 
prestaciones contempladas en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado, en virtud de que su artículo 8o. excluye de su observancia a los 
servidores públicos de confianza. 

2a./J. 171/2015 (10a.)

2015
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Amparo directo en revisión 4612/2014. Manuel Netzácuri Ontiveros Jiménez. 6 de mayo 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Disidente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jorge Jannu Lizárraga Delgado 
y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 823/2015. Alejandro Cuevas Salgado. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó 
con salvedad José Fernando Franco González Salas. Disidente: Juan N. Silva Meza. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 1744/2015. Titular de la Secretaría de Gobernación. 14 de 
octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Disidente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán 
Ramos.

Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó 
con salvedad José Fernando Franco González Salas. Disidente y Ponente: Juan N. 
Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Tesis de jurisprudencia 171/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de diciembre de dos mil quince. 

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de enero de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

2016

RECURSO DE RECLAMACIÓN. NO ES EXTEMPORÁNEO EL INTER­
PUESTO ANTES DE QUE INICIE EL TÉRMINO LEGAL RESPECTIVO. 
Conforme al segundo párrafo del artículo 104 de la Ley de Amparo, el recurso 
de reclamación podrá interponerse dentro del término de 3 días siguientes al 
en que surta efectos la notificación del acuerdo de trámite impugnado; de su 
texto se advierte que el medio de impugnación no podrá interponerse con 
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posterioridad a esa temporalidad, sin embargo, ello no impide que pueda pre
sentarse antes de que inicie el término indicado, y el así interpuesto, se estime 
que no es extemporáneo.

2a./J. 1/2016 (10a.)

Recurso de reclamación 495/2015. Miguel Pablo Bellacetín Barragán. 1 de julio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández Jiménez.

Recurso de reclamación 877/2015. Silvestre González Blanco. 30 de septiembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona.

Recurso de reclamación 862/2015. Jorge Luis Montoya Rendón. 14 de octubre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Recurso de reclamación 1162/2015. Claudia Miramontes Carrillo. 25 de noviembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Recurso de reclamación 1244/2015. Arturo Cruz Díaz. 25 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretaria: Fabiola Delgado Trejo.

Tesis de jurisprudencia 1/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del seis de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de enero de 2016 a las 11:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. EXISTIENDO PROBLEMA DE CONS­
TITUCIONALIDAD O CONVENCIONALIDAD, LOS REQUISITOS DE 
IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA EFECTOS DE LA PRO­
CEDENCIA DE DICHO RECURSO, SE ACTUALIZAN CUANDO EXISTE 
CRITERIO AISLADO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN QUE RESUELVE LA LITIS PLANTEADA Y QUE DEBE REITE­
RARSE PARA INTEGRAR JURISPRUDENCIA. Conforme a los artículos 
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107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 
81, fracción II, de la Ley de Amparo, en relación con el Acuerdo General 
Número 9/2015 (*) del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el 
recurso de revisión en amparo directo procede exclusivamente cuando sub
siste alguna cuestión de constitucionalidad, es decir, cuando la sentencia 
recurrida resuelva sobre la constitucionalidad de normas generales, establezca 
la interpretación directa de algún precepto constitucional o de los derechos 
humanos reconocidos en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, o bien, de haberse planteado dicha cuestión en la demanda 
de amparo, el órgano jurisdiccional del conocimiento haya omitido pronun
ciarse al respecto; y, además, el asunto debe fijar un criterio de importancia y 
trascendencia. Ahora bien, éstos se actualizan en el supuesto de la existencia 
de criterio aislado que debe reiterarse para constituir jurisprudencia, en aten
ción a que debe privilegiarse la seguridad jurídica de los gobernados y evitarse 
la emisión de sentencias divergentes por parte de los Tribunales Colegiados de 
Circuito. Por tanto, el recurso de revisión en amparo directo procede cuando, 
al subsistir un tema de constitucionalidad, exista criterio aislado que este Alto 
Tribunal, en caso de ser procedente, reitere para integrar jurisprudencia que 
resultará obligatoria para todos los órganos jurisdiccionales de inferior jerar
quía y que servirá de orientación para solucionar casos futuros, consolidando 
la seguridad en nuestro sistema jurídico que debe imperar, sobre todo, tratán-
dose de aspectos de constitucionalidad.

2a./J. 4/2016 (10a.)

Reclamación 686/2015. Raymundo Díaz Silva. 9 de septiembre de 2015. Cuatro votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Marga-
rita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con salvedad José Fernando 
Franco González Salas. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Reclamación 1078/2015. Othón Andraca Dumit. 4 de noviembre de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Reclamación 971/2015. Telecomunicaciones del Golfo, S.A. de C.V. 18 de noviembre de 
2015. Cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto 

Nota: (*) El Acuerdo General Número 9/2015, de ocho de junio de dos mil quince, del Pleno de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece las bases generales para la procedencia y 
tramitación de los recursos de revisión en amparo directo, aparece publicado en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 19, Tomo III, junio de 2015, página 2483.
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Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn 
Montserrat Mendizábal Ferreyro.

Reclamación 1147/2015. Miguel Torres Torres. 25 de noviembre de 2015. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Reclamación 1002/2015. Héctor Hugo Aspra Romero. 2 de diciembre de 2015. Cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 4/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del seis de enero de dos mil quince.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 2 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO DIRECTO. DEBERES 
DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO ANTE LA OBLIGACIÓN DE 
ANALIZAR EL CUMPLIMIENTO INTEGRAL EN LOS JUICIOS RELA­
CIONADOS CUANDO EXISTAN SENTENCIAS PROTECTORAS QUE 
ORDENEN SU RECÍPROCA OBSERVANCIA. Si bien no existe posibilidad 
legal de acumular los juicios de amparo directo, la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha establecido que resulta conveniente resolverlos en la misma 
sesión, en aras de tutelar los principios de seguridad jurídica, así como de 
justicia pronta y completa, pues con tal proceder se favorece el análisis sis
temático de los conceptos de violación aducidos. En consonancia con lo ante
rior, cuando el Tribunal Colegiado de Circuito, con motivo de sendos amparos 
concedidos en los asuntos relacionados, ordene no sólo el acatamiento de 
una ejecutoria en lo individual, sino también verificar los lineamientos protec
tores de la ejecutoria relacionada, dicho órgano jurisdiccional queda también 
obligado a vigilar la observancia común de sus fallos y a no hacerlo en forma 
independiente, pues si los deberes impuestos quedaron ligados en una manco
munidad de directrices por la íntima relación que guardan y por la instrucción 
expresa que en tal sentido dispuso el propio Tribunal, éste debe asegurarse del 
cumplimiento recíproco para dar celeridad a la conclusión del litigio, y más 
aún, para evitar decisiones contradictorias durante el procedimiento de eje
cución. En consecuencia, para que este Alto Tribunal, al conocer del recurso 
de inconformidad pueda valorar si se actualizan los anteriores supuestos, el 
Tribunal Colegiado de Circuito deberá: 1) agregar al expediente copia autori
zada de la ejecutoria relacionada, cualquiera que sea su sentido; 2) si se 
interpone recurso de inconformidad, adicionalmente certificar el estado pro
cesal en que se encuentre, en su caso, el procedimiento de ejecución del 
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amparo relacionado; y, 3) archivar los asuntos simultáneamente y no en forma 
individual, dejando constancia en cada expediente de lo así decretado en el 
diverso juicio relacionado.

2a./J. 5/2016 (10a.)

Recurso de inconformidad 568/2015. Adán David Torres López y otros. 19 de agosto de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Recurso de inconformidad 575/2015. Instituto Sonorense de Educación para los Adultos. 
19 de agosto de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo 
Villeda Ayala.

Recurso de inconformidad 892/2015. Instituto Mexicano del Seguro Social. 4 de noviem
bre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez 
Medellín.

Recurso de inconformidad 986/2015. Fabián Díaz Castro y otros. 4 de noviembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Recurso de inconformidad 978/2015. Comisión Federal de Electricidad. 6 de enero de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jorge Alfredo 
Arankowsky García.

Tesis de jurisprudencia 5/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri
bunal, en sesión privada de trece de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 22 de enero de 2016 a las 11:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 25 de enero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MAGISTRADOS DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. LA DURACIÓN DE SU 
NOMBRAMIENTO ES POR UN PERIODO DE 15 AÑOS IMPRORRO­
GABLES. El nombramiento de Magistrado de la Sala Superior del Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa constituye la designación de lo que 
el legislador denominó "el órgano colegiado supremo" de ese Tribunal, es decir, la 
máxima instancia jurisdiccional en materia contencioso administrativa; de ahí 
que tanto en el artículo 3o. de su ley orgánica de 1995 –abrogada–, como en el 
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numeral 5 de la ley vigente, se estableciera como duración en ese cargo 
el periodo de 15 años improrrogables, equivalente, según dijo el legislador, al 
periodo por el que se designa a los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, con la única diferencia entre ambas leyes orgánicas, de que en la 
abrogada se dividía en dos periodos: uno de 6 años y otro de 9. Lo anterior 
significa que esos nombramientos son improrrogables, ya que el legislador, en 
atención a la naturaleza del cargo, siempre fijó como periodo de duración 
el de 15 años, además de que en los procesos legislativos correspondientes 
claramente expuso que ello tenía como objetivo renovar los criterios que emite 
la máxima instancia jurisdiccional contencioso administrativa, evitar la perma
nencia indefinida de sus juzgadores, así como la generación de un esque
ma rígido de interpretación en los temas propios de esa jurisdicción.

2a./J. 6/2016 (10a.)

Amparo en revisión 535/2012. María del Consuelo Villalobos Ortiz y otro. 19 de junio de 
2013. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto 
Pérez Dayán, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien integró Sala, y Sergio A. Valls 
Hernández; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Impedidos: José Fernando 
Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo en revisión 255/2013. María del Consuelo Villalobos Ortiz. 30 de octubre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto 
Pérez Dayán, José Ramón Cossío Díaz, quien integró Sala, y Sergio A. Valls Hernández. 
Impedidos: José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Rubén Jesús Lara Patrón.

Amparo en revisión 72/2014. Luis Carballo Balvanera. 26 de marzo de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.

Amparo en revisión 180/2014. Luis Carballo Balvanera. 28 de mayo de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Rubén Jesús Lara Patrón.

Amparo en revisión 188/2014. Luis Carballo Balvanera. 10 de septiembre de 2014. Unani-
midad de cuatro votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez 
Dayán, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
José Álvaro Vargas Ornelas.

Tesis de jurisprudencia 6/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 2 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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MAGISTRADOS DE LA SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL FEDERAL 
DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. EL ARTÍCULO SÉPTIMO 
TRANSITORIO DE LA LEY ORGÁNICA DE ESE ÓRGANO, PUBLICADA 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 6 DE DICIEMBRE DE 
2007, NO RESULTA APLICABLE RESPECTO DE LOS NOMBRAMIEN­
TOS DE AQUÉLLOS. El citado precepto prevé que los Magistrados que a la 
entrada en vigor de la ley se encuentren en ejercicio de sus cargos, continua
rán en éstos hasta concluir el periodo para el cual fueron designados de acuerdo 
con la ley abrogada; y que al término de ese periodo entregarán la Magistra
tura, sin perjuicio de que el Tribunal pueda proponerlos, previa evaluación de 
su desempeño, para ser nombrados como Magistrados en términos de la 
nueva ley. Ahora bien, dicho artículo transitorio no resulta aplicable a los nom
bramientos de los Magistrados de la Sala Superior de ese órgano jurisdiccional, 
en virtud de que dichas designaciones, por su naturaleza, tienen un periodo 
de duración específico e improrrogable de 15 años, según los artículos 3o. de su 
ley orgánica de 1995 –abrogada–, y 5 de la ley vigente. Además, interpretar la 
norma de tránsito en sentido opuesto, equivaldría a contradecir la voluntad 
del legislador consistente en que el nombramiento de esos juzgadores tenga 
la duración referida, e implicaría desconocer el objetivo buscado por éste, esto 
es, evitar la permanencia indefinida de los Magistrados y procurar la diversi
dad y renovación de criterios en beneficio de la administración de justicia.

2a./J. 7/2016 (10a.)

Amparo en revisión 535/2012. María del Consuelo Villalobos Ortiz y otro. 19 de junio de 
2013. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto 
Pérez Dayán, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien integró Sala, y Sergio A. Valls 
Hernández; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Impedidos: José Fernando 
Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo en revisión 255/2013. María del Consuelo Villalobos Ortiz. 30 de octubre de 2013. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto 
Pérez Dayán, José Ramón Cossío Díaz, quien integró Sala, y Sergio A. Valls Hernán-
dez. Impedidos: José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Rubén Jesús Lara Patrón.

Amparo en revisión 72/2014. Luis Carballo Balvanera. 26 de marzo de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.

Amparo en revisión 180/2014. Luis Carballo Balvanera. 28 de mayo de 2014. Cinco votos 
de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretario: Rubén Jesús Lara Patrón.
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Amparo en revisión 188/2014. Luis Carballo Balvanera. 10 de septiembre de 2014. Unani-
midad de cuatro votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez 
Dayán, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Impedido: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: 
José Álvaro Vargas Ornelas.

Tesis de jurisprudencia 7/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 2 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SENTENCIAS DE AMPARO. SU CUMPLIMIENTO DEBE SER TOTAL, 
ATENTO A LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y DE EXHAUSTIVI­
DAD. Acorde al nuevo sistema en materia de cumplimiento de sentencias 
de amparo, establecido por el legislador en la Ley de Amparo vigente a partir del 
3 de abril de 2013, dicho cumplimiento debe ser total, sin excesos o defectos; 
por tanto, tratándose del pronunciamiento de sentencias o laudos, éstos deben 
contener la declaración de la autoridad en relación con la solución integral 
del conflicto conforme a los principios de congruencia y de exhaustividad, que 
obligan a dirimir todas las cuestiones litigiosas, entre las que se encuentran 
tanto las que son materia de ejecución de la sentencia de amparo, como las que 
quedaron definidas o intocadas por la propia ejecutoria; de ahí que la autori
dad debe reiterarlas en la sentencia o laudo que cumplimente.

2a./J. 9/2016 (10a.)

Recurso de inconformidad 331/2013. Octavio Salas Blas. 2 de octubre de 2013. Unani
midad de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Estela Jasso Figueroa.

Recurso de inconformidad 1076/2014. Dulces y Productos de Cacahuate La Josefina, 
S.A. de C.V. 18 de febrero de 2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Tania María Herrera Ríos.

Recurso de inconformidad 1216/2014. Rafael Cipriano Jiménez Jiménez. 28 de mayo 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jorge Alfredo 
Arankowsky García.

Recurso de inconformidad 79/2015. Continental Automotriz, S.A. de C.V. 24 de junio de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fer
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
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Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu 
Lizárraga Delgado.

Recurso de inconformidad 1020/2015. Alberto Flores Vera. 4 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.

Tesis de jurisprudencia 9/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri
bunal, en sesión privada del veinte de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN Y DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO. LA RE­
FORMA AL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, PUBLICADA EN EL DIARIO OFI­
CIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE JUNIO DE 2011, NO IMPLICA QUE 
LA EMITIDA CON ANTERIORIDAD A AQUÉLLA SE TORNE OBSO­
LETA. La citada reforma que dio origen a la Décima Época del Semanario 
Judicial de la Federación, no implica que la jurisprudencia emitida en términos 
de los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo abrogada, con anterioridad a 
aquélla, se torne obsoleta, por el contrario, sigue vigente y es obligatoria. 
No obsta a lo anterior, el hecho de que tomando como sustento el cambio de 
parámetros que originó el nuevo contenido del artículo 1o. constitucional, los 
órganos autorizados para integrar jurisprudencia puedan variar algunos de 
los criterios sostenidos tradicionalmente, atendiendo para ello a las particulari
dades de cada asunto.

2a./J. 10/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1596/2015. Desarrollo Ibero Americano, S.A. de C.V. 8 de julio 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Paola Yaber Coronado.

Amparo en revisión 502/2015. Patricia Ofelia Uribe Iniesta. 26 de agosto de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Adrián González Utusástegui.

Contradicción de tesis 182/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Primero y Segundo, ambos en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer 
Circuito y Primero en Materia Administrativa del Cuarto Circuito. 30 de septiembre 
de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan 
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N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Daniel Álva-
rez Toledo.

Amparo directo en revisión 4035/2015. Benito Melesio Arroyo Macín. 18 de noviembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre
taria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Recurso de reclamación 1127/2015. José Luis Rivera Mota. 25 de noviembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: José Fernando 
Franco González Salas. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Adrián González Utusástegui.

Tesis de jurisprudencia 10/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada de veinte de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REFRENDO DE LOS DECRETOS PROMULGATORIOS EXPEDIDOS 
POR EL CONGRESO DEL ESTADO DE JALISCO. CORRESPONDE 
ÚNICAMENTE AL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO. Si bien con-
forme a lo previsto en los artículos 50 y 46 de la Constitución Política del 
Estado de Jalisco, el Gobernador del Estado tiene dentro de sus facultades las 
de promulgar, ejecutar y hacer que se ejecuten las leyes y hacer observacio
nes a éstas, y para su validez es requisito indispensable estar firmadas por el 
secretario de despacho a que el asunto corresponda, lo cierto es que el refe
rido artículo 46 no puede servir como fundamento para la determinación 
tocante a que todas las leyes emitidas por la Legislatura de dicha entidad fede
rativa, deben estar refrendadas no sólo por el Secretario General de Gobierno, 
sino también por el Secretario del despacho del ramo correspondiente, pues 
el artículo 13 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco esta
blece de manera expresa que corresponde únicamente al primero de los men
cionados. En este sentido, resulta indudable que no puede sostenerse que las 
leyes emitidas por la Legislatura Estatal, para ser obligatorias, deban indefec
tiblemente estar refrendadas por el Secretario del despacho que corresponda al 
ramo, pues esta última obligación sólo está referida a las disposiciones que 
emita el Gobernador del Estado, y no a los actos del Congreso.

2a./J. 11/2016 (10a.)

Amparo en revisión 291/2015. Sofía Rodríguez Buenrostro y otro. 5 de agosto de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fer-
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nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 323/2015. José Salomón Chidan Charur. 5 de agosto de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.

Amparo en revisión 481/2015. Alfonso Ferrete Suárez. 26 de agosto de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con sal-
vedad Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava 
de Fátima Alcayde Escalante.

Amparo en revisión 569/2015. Grupo Constructor 321, S.A. de C.V. 26 de agosto de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fer-
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo en revisión 722/2015. Héctor Eduardo González Prado. 30 de septiembre de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Tesis de jurisprudencia 11/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintisiete de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO JUDICIAL EFECTIVO. EL JUICIO DE AMPARO CUMPLE CON 
LAS CARACTERÍSTICAS DE EFICACIA E IDONEIDAD A LA LUZ DEL 
ARTÍCULO 25 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS 
HUMANOS. De la interpretación del precepto citado, un recurso judicial 
efectivo es aquel capaz de producir el resultado para el que ha sido concebido, 
es decir, debe ser un medio de defensa que puede conducir a un análisis por 
parte de un tribunal competente para determinar si ha habido o no una violación 
a los derechos humanos y, en su caso, proporcionar una reparación. En este 
sentido, el juicio de amparo constituye un recurso judicial efectivo para impug
nar la inconstitucionalidad, o incluso la inconvencionalidad, de una disposi
ción de observancia general, pues permite al órgano jurisdiccional de amparo 
emprender un análisis para establecer si ha habido o no una violación a los 
derechos humanos de los solicitantes y, en su caso, proporcionar una repara
ción, lo que se advierte de los artículos 1o., fracción I, 5o., fracción I, párrafo 
primero, 77 y 107, fracción I, de la Ley de Amparo. Ahora bien, en cuanto a la 
idoneidad y la razonabilidad del juicio de amparo, la Corte Interamericana 
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reconoció que la existencia y aplicación de causas de admisibilidad de un recurso 
o un medio de impugnación resultan perfectamente compatibles con el texto 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en el entendido de 
que la efectividad del recurso intentado, se predica cuando una vez cumplidos 
los requisitos de procedibilidad, el órgano judicial evalúa sus méritos y entonces 
analiza el fondo de la cuestión efectivamente planteada. En esa misma tesitura, 
esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado que la circunstancia 
de que en el orden jurídico interno se fijen requisitos formales o presupuestos 
necesarios para que las autoridades de amparo analicen el fondo de los plan
teamientos propuestos por las partes no constituye, en sí misma, una violación 
al derecho fundamental a un recurso judicial efectivo; pues dichos requisitos 
son indispensables y obligatorios para la prosecución y respeto de los dere
chos de seguridad jurídica y funcionalidad que garantizan el acceso al recurso 
judicial efectivo.

2a./J. 12/2016 (10a.)

Recurso de reclamación 777/2014. Comisión Mesoamericana de Juristas, A.C. 30 de 
octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María 
Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Amparo directo en revisión 7/2015. Alianza Regiomontana de Vivienda, S.Coop. de R.L. 
de C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedad José Fernando Franco González Salas y Juan N. 
Silva Meza. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Amparo en revisión 514/2015. Daniel Morales Sartillo. 30 de septiembre de 2015. Unani-
midad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedad Mar
garita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Ausente: José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga 
Delgado.

Amparo en revisión 900/2015. Guillermo Hernández Rosas. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.

Amparo en revisión 820/2015. Samuel Mendoza Cuevas. 4 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron 
con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos, Juan N. Silva Meza y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat 
Mendizabal Ferreyro.
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Tesis de jurisprudencia 12/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri
bunal, en sesión privada del veintisiete de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. ASPECTOS QUE DEBEN CONCU­
RRIR PARA SU PROCEDENCIA CUANDO EN VÍA DE AGRAVIOS SE 
PLANTEA EL ANÁLISIS DE CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NOR­
MA GENERAL APLICADA POR PRIMERA VEZ, EN LA SENTENCIA 
DICTADA POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO. La Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis 2a. XCI/2014 
(10a.) (*), sostuvo la posibilidad de plantear en el recurso de revisión la in-
constitucionalidad de una norma general aplicada por primera vez en la sen-
tencia dictada por el Tribunal Colegiado de Circuito. Así, cuando esto suceda, 
es necesario hacer un análisis integral del asunto, en el que se verifique lo 
siguiente: 1. De las consideraciones de la resolución emitida por el órgano 
colegiado se constate que se actualiza el acto concreto de aplicación de la  
norma general cuya regularidad constitucional se impugna en la revisión; 
2. Que ello trascienda al sentido de la decisión adoptada; 3. Verificar en la 
secuela procesal del asunto, que se trate del primer acto de aplicación de 
la norma en perjuicio del recurrente, ya que de lo contrario tuvo la obligación 
de reclamarla desde la demanda de amparo, con lo cual se cierra la posibilidad de 
que se utilice ese recurso como una segunda oportunidad para combatir la 
ley, lo que no es jurídicamente posible en términos de la jurisprudencia 2a./J. 
66/2015 (10a.) (**); y, 4. Se estudien en sus méritos los agravios, para lo cual, 
debe tenerse presente que, acorde con la manera en que deben impugnarse 
las leyes en el juicio de control constitucional, el accionante debe presentar 
argumentos mínimos, esto es, evidenciar, cuando menos, la causa de pedir; 
por ende, resultan inoperantes o ineficaces los construidos a partir de pre

Nota: (*) La tesis aislada 2a. XCI/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 5 de septiembre de 2014 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 10, Tomo I, septiembre de 2014, página 922, con el 
título y subtítulo: "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE ESTUDIAR LOS AGRAVIOS 
SOBRE LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA GENERAL APLICADA POR PRIMERA 
VEZ POR EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 2 DE 
ABRIL DE 2013)."
(**) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 66/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 22 de mayo de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 18, Tomo II, mayo de 2015, página 1322, con 
el título y subtítulo: "REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS PLANTEAMIENTOS DE CONSTITU-
CIONALIDAD CONTENIDOS EN LOS AGRAVIOS NO JUSTIFICAN LA PROCEDENCIA DE ESE 
RECURSO, SI NO SE HICIERON VALER EN LA DEMANDA DE AMPARO." 
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misas generales y abstractas, o cuando se hacen depender de situaciones 
particulares o hipotéticas.

2a./J. 13/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 302/2015. Alberto Soto García. 3 de junio de 2015. Unanimi-
dad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco Gon
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Juan N. Silva Meza. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 822/2015. Israel Hernández y Estévez. 14 de octubre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fer
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Recurso de reclamación 944/2015. Ma. de la Paz Eugenia Asís Calderón. 21 de octubre 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Recurso de reclamación 597/2015. Itzel Munguía García. 28 de octubre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Juan N. Silva Meza. Secretario: Daniel Álvarez Toledo.

Amparo directo en revisión 2984/2015. Aurora Edith Martínez Becerra. 18 de noviembre 
de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan 
N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; 
votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente: Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Adrián González Utusástegui.

Tesis de jurisprudencia 13/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintisiete de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE INCONFORMIDAD. SON INEFICACES LOS AGRAVIOS 
QUE COMBATEN LAS CONSIDERACIONES DE LA RESOLUCIÓN DIC­
TADA EN CUMPLIMIENTO QUE NO FUERON OBJETO DE ANÁLISIS 
EN EL AMPARO. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 60/2014 (10a.) (*), sostuvo que al no existir, 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 60/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 30 de mayo de 2014 a las 10:40 horas y en la Gaceta del Sema­
nario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 6, Tomo II, mayo de 2014, página 741, con el 
título y subtítulo: "INCONFORMIDAD. EL JUZGADOR DE AMPARO DEBE ASEGURARSE QUE SE 
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además del recurso de inconformidad, otro medio de defensa para garantizar 
la efectividad de la sentencia protectora o corregir los posibles excesos o defec
tos en su observancia, corresponde al juzgador vigilar, a través de ese medio 
de impugnación, la satisfacción de los deberes impuestos a las autoridades 
responsables, dejando a salvo del estudio únicamente las consecuencias deri
vadas del propio cumplimiento. En ese sentido, la materia de análisis en el 
recurso de inconformidad debe atender a los alcances fijados por la acción 
constitucional, así como al límite señalado en la ejecutoria en que se otorgó 
el amparo, sin excesos ni defectos, y no a la legalidad de la resolución emitida 
por la autoridad responsable en aspectos novedosos que no fueron analizados 
por el juzgador de amparo, pues si bien es cierto que el artículo 196 de la Ley 
de Amparo establece que el órgano jurisdiccional puede analizar el exceso en 
que incurra la responsable al dictar la resolución en cumplimiento, tam
bién lo es que ello lo obliga a estudiar si las consecuencias generadas con 
motivo del cumplimiento pueden ser objeto de estudio en el recurso de in
conformidad, para lo cual, deben tomarse en cuenta los lineamientos precisa
dos en la concesión del amparo. Por tanto, no puede analizarse el cumplimiento 
de la autoridad responsable sobre cuestiones respecto de las cuales no estaba 
vinculada; de ahí que los agravios formulados para impugnar dichos argumen
tos resulten ineficaces.

2a./J. 14/2016 (10a.)

Recurso de inconformidad 778/2015. Mecano Inmobiliaria, S.A. de C.V. 2 de septiembre 
de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre
tario: Alfredo Villeda Ayala.

Recurso de inconformidad 860/2015. Comisión Federal de Electricidad. 18 de noviembre 
de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan 
N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: 
Alfredo Villeda Ayala.

Recurso de inconformidad 934/2015. David Ventura Barrera Magallanes. 18 de noviem-
bre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Recurso de inconformidad 1148/2015. Guillermo Vázquez Alva y otros. 25 de noviembre 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica 
Sanabria Martínez.

MATERIALICEN LOS DEBERES IMPUESTOS A LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN LA SENTEN-
CIA PROTECTORA."



151INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

Recurso de inconformidad 1152/2015. Francisco Pereyra López. 25 de noviembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Tesis de jurisprudencia 14/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintisiete de enero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE REVISIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. SU INTERPO­
SICIÓN RESULTA OPORTUNA AUN CUANDO OCURRA ANTES DE 
QUE INICIE EL CÓMPUTO DEL PLAZO RESPECTIVO. El artículo 86 de la 
Ley de Amparo establece que el plazo para interponer el recurso de revisión 
es de 10 días, y acorde con el diverso 22 de la misma ley, donde se precisan 
las reglas para el cómputo de los plazos en el juicio de amparo, en ellos se 
incluirá el día del vencimiento. De esta manera, de la interpretación de ambos 
preceptos se concluye que, al fijar un plazo para la interposición del recurso, 
el legislador quiso establecer un límite temporal a las partes para ejercer su 
derecho de revisión de las resoluciones dictadas dentro del juicio de amparo, 
a fin de generar seguridad jurídica respecto a la firmeza de esas decisiones 
jurisdiccionales; sin embargo, las referidas normas no prohíben que pueda 
interponerse dicho recurso antes de que inicie el cómputo del plazo, debido a 
que esa anticipación no infringe ni sobrepasa el término previsto en la ley.

2a./J. 16/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 916/2014. Roberto Curiel Ortega. 28 de mayo de 2014. Cinco 
votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sana-
bria Martínez.

Amparo directo en revisión 3496/2014. Benito Jaime Muñoz Cerón. 5 de noviembre de 
2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fer-
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
taria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Amparo directo en revisión 4787/2014. Servicio Valsequillo, S.A. de C.V. 4 de marzo de 
2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco Gon-
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. 
Silva Meza. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.
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Amparo directo en revisión 4990/2014. Calizas Industriales del Carmen, S.A. de C.V. 29 de 
abril de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.

Amparo directo en revisión 199/2015. Aldo Alán Gallegos Vargas. 28 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fer-
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Tesis de jurisprudencia 16/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. NATU­
RALEZA JURÍDICA Y SUSTENTO CONSTITUCIONAL DEL RÉGIMEN 
DE EXCEPCIÓN QUE CONFORMAN LOS PERTENECIENTES AL SER­
VICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚ­
BLICA FEDERAL. Del análisis sistemático de los artículos 73, fracciones X y 
XI, 113, párrafo primero (este último en su texto anterior a la reforma publi
cada en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015), 116, fracción 
VI y 123, párrafos primero y segundo, apartado B, fracciones VII, VIII, IX y XIV, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se advierte que 
los trabajadores pertenecientes al Servicio Profesional de Carrera en la Admi-
nistración Pública Federal constituyen un nuevo conjunto de servidores 
públicos de confianza, es decir, existe un universo de servidores dividido en 
empleados de base y de confianza; a su vez, existe otro grupo que por dispo-
sición del Constituyente Permanente y en atención a la libertad de configura-
ción legislativa que asiste tanto a éste como a las legislaturas locales en 
materia de trabajo, se distinguen del resto, porque pertenecen al régimen de 
excepción denominado "servidores o trabajadores del sistema profesional 
de carrera". Por otro lado, el Congreso Federal tiene atribuciones para emitir 
las leyes en materia de trabajo –reglamentarias del citado artículo 123 cons-
titucional–, para crear y suprimir plazas o empleos públicos, así como preci-
sar, aumentar o disminuir sus prerrogativas y facultades. De igual forma, de la 
interpretación histórica y originalista de la Ley del Servicio Profesional de 
Carrera en la Administración Pública Federal, se concluye que la Adminis
tración Pública debe estar orientada a prestar un servicio público eficaz, de 
calidad, con capacidad técnica y bajo estándares de transparencia, habida 
cuenta que el servicio público se rige por los principios constitucionales de 
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legalidad, objetividad, imparcialidad y eficiencia en su desempeño. En ese 
sentido, tanto el Congreso de la Unión como las legislaturas locales, por previ
sión constitucional, deberán procurar que la designación de los servidores 
públicos federales o estatales, se lleve a cabo mediante sistemas que permi
tan apreciar los conocimientos y aptitudes de los aspirantes y, en el caso de 
los ascensos, se atenderá además a la antigüedad y al nivel de profesionaliza
ción del servidor público de que se trate.

2a./J. 17/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 823/2015. Alejandro Cuevas Salgado. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 1744/2015. Titular de la Secretaría de Gobernación. 14 de 
octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente y Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo directo en revisión 4329/2015. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 3 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta-
rio: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis de jurisprudencia 17/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. DIFE­
RENCIA ENTRE LOS PERTENECIENTES AL SERVICIO PROFESIO­
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NAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y 
LOS DE LIBRE DESIGNACIÓN. Con base en las razones brindadas por el 
legislador para crear la categoría de trabajadores de confianza pertenecien-
tes al Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, se 
determina que la diferencia entre éstos y el resto de los trabajadores de con-
fianza de "libre designación", estriba en que: a) los primeros acceden a un 
sistema cuyo propósito consiste en eficientar, transparentar y profesionalizar 
el quehacer público, mediante la implementación de mecanismos de selec-
ción, acceso y promoción, así como la realización de exámenes, concursos 
de oposición y capacitación permanente; mientras que los segundos no for-
man parte de un sistema de profesionalización o de carrera al ser designados 
de forma libre; y b) los primeros gozan de la estabilidad y la permanencia en 
el empleo, que se traduce en la obligación de que el órgano de gobierno jus-
tifique su destitución del servicio a través de las causas de terminación o 
separación previstas expresamente en el artículo 60 de la Ley del Servicio 
Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, sin que sea posi
ble alegar razones de índole político o ajenas a la ley, pero en caso de que el 
despido haya sido injustificado, tendrán derecho a una indemnización en su 
concepto más amplio, derivado de las propias características y especificida-
des con las que el legislador decidió protegerlos; mientras que los segundos 
únicamente disfrutan de las medidas protectoras al salario y los beneficios de 
la seguridad social, en el entendido de que estas últimas prerrogativas tam-
bién son aplicables para aquéllos.

2a./J. 18/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 823/2015. Alejandro Cuevas Salgado. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 1744/2015. Titular de la Secretaría de Gobernación. 14 de 
octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.
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Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente y Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo directo en revisión 4329/2015. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 3 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta-
rio: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis de jurisprudencia 18/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. JUS­
TIFICACIÓN EN LA DIFERENCIA DE TRATO ENTRE LOS PERTE­
NECIENTES AL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y LOS DE LIBRE DESIGNA­
CIÓN. El personal a que se refiere el artículo 8 de la Ley del Servicio Profesio-
nal de Carrera en la Administración Pública Federal, no pertenece al Sistema 
de Servicio Profesional de Carrera, lo que se justifica en virtud de que las 
plazas respectivas son de libre designación, pues corresponden a los cargos 
de mayor jerarquía en una dependencia o entidad de la Administración Pública 
Federal, cuya designación obedece a razones de estricta confianza, confiden-
cialidad, seguridad y alta especialidad en las funciones que desempeñan; de 
ahí que el Poder Legislativo haya decidido inhibirlos del derecho a la estabilidad 
y a la permanencia en el cargo, así como de la posibilidad de ser reinstalados 
en caso de que el despido haya sido injustificado, ya que no puede obligarse 
a los titulares de los órganos del Estado a justificar la pérdida de la confianza, 
partiendo de la base de que designaron de manera libre a algún funcionario 
dotado con cierta capacidad de decisión, jerarquía superior o representativi-
dad del órgano; en cambio, los trabajadores de confianza con plaza incorpo-
rada al Sistema aludido sí tienen derecho a la estabilidad y permanencia en 
el empleo y, por ende, a recibir una indemnización en su aspecto más amplio, 
en caso de despido injustificado.

2a./J. 19/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jorge Jannu 
Lizárraga Delgado y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 823/2015. Alejandro Cuevas Salgado. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez 
Medellín.

Amparo directo en revisión 1744/2015. Titular de la Secretaría de Gobernación. 14 de 
octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente y Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo directo en revisión 4329/2015. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 3 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta-
rio: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis de jurisprudencia 19/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. ALCAN­
CE DEL DERECHO A LA ESTABILIDAD Y PERMANENCIA EN EL CAR­
GO DENTRO DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL. Del examen al proceso legis
lativo de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública 
Federal, así como de sus artículos 4, 5, 6, 9, 10, fracciones I, II y X, 11, 13, 
fracción VI, 59, 60, 63 y 75, fracción IX, que prevén los derechos a la permanen
cia y estabilidad, a la indemnización, así como al subsistema de separación y 
sus causas, se advierte que el Poder Legislativo tuvo la convicción de pro
teger a los trabajadores de confianza pertenecientes al Sistema de Servicio 
Profesional de Carrera con el derecho a la estabilidad y permanencia en el 
cargo, propio de los trabajadores de base, pero modulado a la naturaleza exis
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tente entre los trabajadores de confianza y el Estado patrón; de ahí que haya 
previsto, a través de un subsistema de separación, que únicamente podrían ser 
removidos o separados cuando se actualizara alguna de las causas de termi-
nación o separación sin responsabilidad para el órgano de gobierno, previs-
tas en la propia ley, y en caso de que no se hubiere justificado el despido en 
alguno de estos supuestos, el ente patrón estará obligado a indemnizar al 
trabajador despedido injustificadamente; en el entendido de que la modula-
ción del referido derecho a la estabilidad y permanencia en el cargo consiste 
precisamente en la posibilidad de ser indemnizados ante la falta de la acredi-
tación de la causa de baja respectiva, sin que en ningún momento se haya 
referido el legislador a la reinstalación o reincorporación en el servicio como 
una alternativa ante la eventual separación injustificada del servidor público 
de carrera. En suma, tal derecho se circunscribe a la imposibilidad de sepa-
rar del servicio a los empleados públicos de confianza del Sistema con la 
emisión de un mero acto administrativo o laboral, bajo criterios subjetivos, 
discrecionales o por razones de índole político.

2a./J. 20/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 823/2015. Alejandro Cuevas Salgado. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 1744/2015. Titular de la Secretaría de Gobernación. 14 de 
octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente y Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo directo en revisión 4329/2015. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 3 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
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José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta-
rio: Luis Javier Guzmán Ramos

Tesis de jurisprudencia 20/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. JUSTIFICACIÓN EN 
LA DIFERENCIA DE TRATO ENTRE LOS DE CONFIANZA PERTENE­
CIENTES AL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA ADMI­
NISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y LOS DE BASE. La justificación en 
la diferencia de trato entre los trabajadores pertenecientes al Sistema de Ser-
vicio Profesional de Carrera y los empleados de base, radica en que los prime-
ros, si bien son de confianza, únicamente tienen derecho a una indemnización 
en caso de despido injustificado; mientras los segundos pueden elegir entre 
el pago de una indemnización o la reinstalación; a su vez, los de confianza son 
susceptibles de ocupar la titularidad de una plaza con un rango y un nivel 
más alto, esto es, desde el cargo de Enlace hasta el de Director General, en 
términos del artículo 5 de la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Admi
nistración Pública Federal, además de ser indispensable haber acreditado las 
evaluaciones, los mecanismos de selección y contar con los conocimientos 
técnicos y profesionales que requiere el perfil de la plaza, aunado a que se 
encuentran sometidos a un proceso de evaluación, actualización y profesio-
nalización constante para conservar la titularidad del cargo o aspirar a uno de 
mayor jerarquía dentro del propio sistema, como deriva de la interpretación 
sistemática de los artículos 11, fracciones III, IV y V, 35, 39, 44, 45, 46, 53, 54 y 
55, de dicha ley.

2a./J. 21/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 823/2015. Alejandro Cuevas Salgado. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-



159INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

dente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 1744/2015. Titular de la Secretaría de Gobernación. 14 de 
octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente y Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López Figueroa.

Amparo directo en revisión 4329/2015. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 3 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta-
rio: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis de jurisprudencia 21/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. CON 
INDEPENDENCIA DE QUE PERTENEZCAN AL SERVICIO PROFESIO­
NAL DE CARRERA EN LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL O 
HAYAN SIDO CONTRATADOS BAJO EL ESQUEMA DE LIBRE DESIG­
NACIÓN, NO TIENEN DERECHO A LA REINSTALACIÓN, AL EXISTIR 
UNA RESTRICCIÓN CONSTITUCIONAL AL RESPECTO. Es criterio de 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que los traba-
jadores de confianza realizan un papel de suma importancia en el ejercicio de 
la función pública del Estado, al tratarse de servidores públicos a los que se 
confieren funciones de la mayor responsabilidad dentro de las estructuras 
de los poderes públicos u órganos autónomos, de acuerdo con las funciones 
que realizan, nivel y jerarquía, y por ello cuentan, en la mayoría de los casos, con 
poder de dirección o decisorio, o bien, desempeñan cargos que conllevan obli
gaciones de naturaleza confidencial, derivado de la íntima cercanía y colabo-
ración con quienes son titulares responsables del ejercicio de esas funciones 
públicas. Con base en lo anterior, ante un despido injustificado los trabajado-
res de confianza –pertenecientes al sistema profesional de carrera o contrata
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dos bajo el esquema de libre designación–, no tienen derecho a la reinstalación 
o reincorporación en su empleo, por existir una restricción constitucional 
en la fracción XIV del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, lo que revela que no fue intención del Consti-
tuyente Permanente otorgarles ese derecho, lo que se refuerza con el criterio 
contenido en las jurisprudencias 2a./J. 21/2014 (10a.), 2a./J. 22/2014 (10a.) y 
2a./J. 23/2014 (10a.) (*), de la propia Sala.

2a./J. 22/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 823/2015. Alejandro Cuevas Salgado. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 1744/2015. Titular de la Secretaría de Gobernación. 14 de 
octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fer
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Disidente y Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa.

Nota: (*) Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 21/2014 (10a.), 2a./J. 22/2014 (10a.) y 2a./J. 23/2014 
(10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de 
marzo de 2014 a las 10:18 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 4, Tomo I, marzo de 2014, páginas 877, 876 y 874, con los títulos y subtítulos: "TRA-
BAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. SU FALTA DE ESTABILIDAD EN EL 
EMPLEO RESULTA COHERENTE CON EL NUEVO MODELO DE CONSTITUCIONALIDAD EN MA-
TERIA DE DERECHOS HUMANOS.", "TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. 
SU FALTA DE ESTABILIDAD EN EL EMPLEO NO ES CONTRARIA A LA CONSTITUCIÓN GENERAL 
DE LA REPÚBLICA." y "TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO. SU FALTA DE 
ESTABILIDAD EN EL EMPLEO CONSTITUYE UNA RESTRICCIÓN CONSTITUCIONAL, POR LO QUE 
LES RESULTAN INAPLICABLES NORMAS CONVENCIONALES.", respectivamente.
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Amparo directo en revisión 4329/2015. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 3 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta-
rio: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis de jurisprudencia 22/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRABAJADORES DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO PER­
TENECIENTES AL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA EN LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL. LA INDEMNIZACIÓN PRE­
VISTA EN EL ARTÍCULO 10, FRACCIÓN X, DE LA LEY RELATIVA, COM­
PRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y 20 DÍAS DE SALARIO 
POR CADA AÑO DE SERVICIOS PRESTADOS. El artículo citado es
tablece que los servidores públicos de carrera tendrán derecho a recibir una 
indemnización en los términos de ley, cuando sean despedidos injustificada-
mente; sin embargo, no se advierte claramente qué conceptos la integran, 
por lo que deberá configurarse en su proyección más amplia, en atención al 
principio de interpretación más favorable a la persona, así como a la disposi-
ción más benéfica para el trabajador, de manera que en forma efectiva sea 
susceptible de resarcir plenamente la afectación causada. Así, la protección 
al núcleo esencial del derecho a la estabilidad y permanencia en el empleo 
que asiste a los trabajadores de confianza pertenecientes al Sistema de Ser-
vicio Profesional de Carrera, no puede frustrarse ante la omisión del legislador 
de establecer los términos precisos para el pago por concepto de indemniza-
ción ante el despido injustificado. En esa medida, la prestación mínima es la 
indemnización más amplia prevista por el artículo 123 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, para el caso de despido injustificado 
y, por ende, la indemnización que corresponde, por asimilación, está conte
nida en el referido precepto 123, apartados A, fracción XXII y B, fracción IX, en 
relación con los numerales 49 y 50, fracción II, de la Ley Federal del Trabajo, y 
comprende el pago de 3 meses de sueldo y 20 días de salario por cada año de 
servicios prestados.

2a./J. 23/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 583/2015. Citlali Griselda Godínez Téllez. 9 de septiembre de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado y Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 823/2015. Alejandro Cuevas Salgado. 14 de octubre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa 
Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 1744/2015. Titular de la Secretaría de Gobernación. 14 de 
octubre de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 2519/2015. Armando Escamilla Gutiérrez. 25 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fer
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Disidente y Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Rodrigo de la Peza López 
Figueroa.

Amparo directo en revisión 4329/2015. Consejo Nacional para la Cultura y las Artes. 3 de 
febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta-
rio: Luis Javier Guzmán Ramos.

Tesis de jurisprudencia 23/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de febrero de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE INCONFORMIDAD. SON INEFICACES LOS AGRAVIOS 
QUE CONTROVIERTEN EL CRITERIO DEL JUZGADOR FEDERAL CON­
TENIDO EN LA SENTENCIA DE AMPARO. Uno de los elementos indispen
sables a verificar en el recurso de inconformidad, para determinar si la resolución 
que declara cumplido el fallo protector está apegada a derecho, radica en el 
análisis de las consideraciones en las que se sustentó. Ahora bien, tal estudio 
tiene el fin de revisar que exista congruencia entre esos razonamientos y los 
alcances y efectos ahí delimitados, mas no tiene el propósito de reexaminar la 
litis del juicio constitucional. Por ello, se concluye que el criterio adoptado por 
los órganos federales en sus sentencias de amparo constituye cosa juzgada 
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en el recurso de inconformidad, por lo que los agravios que lo controvierten 
son ineficaces.

2a./J. 29/2016 (10a.)

Recurso de inconformidad 78/2015. Magdaleno Tepozteco Manzanares. 29 de abril de 
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó 
con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente: Eduardo Medina Mora 
I. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Recurso de inconformidad 516/2015. J. Guadalupe Palomino Robledo. 24 de junio de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Laura García Velasco.

Recurso de inconformidad 856/2015. Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 18 de no
viembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Recurso de inconformidad 1054/2015. Distribuidora y Comercializadora LRG, S.A. de C.V. 
18 de noviembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el 
asunto José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Irma Gómez Rodríguez.

Recurso de inconformidad 1341/2015. José Antonio Quiñonez Castro y otros. 3 de febrero 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Tesis de jurisprudencia 29/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veinticuatro de febrero de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 4 de marzo de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 7 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE RECLAMACIÓN. SU PRESENTACIÓN ANTE UN ÓRGANO 
JURISDICCIONAL DISTINTO AL QUE PERTENECE EL PRESIDENTE 
QUE DICTÓ EL ACUERDO DE TRÁMITE IMPUGNADO, NO INTERRUMPE 
EL PLAZO LEGAL PARA ELLO. Acorde con los artículos 104 y 176, párrafo 
segundo, de la Ley de Amparo vigente, cuyo texto guarda similitud con el de los 
diversos numerales 103 y 165 de la abrogada, el escrito mediante el cual se 
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interpone el recurso de reclamación deberá presentarse ante el órgano juris
diccional al que pertenezca el Presidente que dictó el acuerdo de trámite im
pugnado y, en caso de hacerlo ante una autoridad distinta, ello no interrumpe 
el plazo legal de 3 días para interponerlo.

2a./J. 33/2016 (10a.)

Recurso de reclamación 302/2015. Emma Gisela Bustillos García. 28 de mayo de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guz-
mán Ramos.

Recurso de reclamación 478/2015. Carlos Alfredo Maas Uc y otros. 1 de julio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre
tario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Recurso de reclamación 660/2015. Víctor Alejandro López Luis. 23 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Recurso de reclamación 692/2015. Adín Corzo Hernández en su carácter de Secretario 
General del Sindicato Único de Trabajadores del Sistema de Agua Potable y Alcanta-
rillado. 30 de septiembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ausente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Juan N. Silva 
Meza. Secretario: Luis de la Peña Ponce de León.

Recurso de reclamación 1419/2015. Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios 
Conexos Delegación VI Zona Sureste. 17 de febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Tesis de jurisprudencia 33/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del dos de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de marzo de 2016, para los efectos previstos en 
el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPENSACIÓN GARANTIZADA. CONFORME A LOS MANUALES 
DE PERCEPCIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LAS DE­
PENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
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FEDERAL VIGENTES DE 2007 A 2013, NO FORMA PARTE DEL SUELDO 
BASE DE COTIZACIÓN. De acuerdo con el artículo 2 de los citados manua
les, se entenderá por sueldo base tabular los importes consignados en los 
tabuladores de sueldos y salarios que constituyen la base de cálculo aplicable 
para computar las prestaciones básicas en favor de los servidores públicos, así 
como las cuotas y aportaciones por concepto de seguridad social. En cambio, 
las compensaciones son las remuneraciones complementarias y, por ende, 
distintas al sueldo base tabular, que junto con éste se integran a los sueldos o 
salarios. De manera específica, en la fracción II de dicho precepto se esta
blece expresamente que las compensaciones no forman parte de la base del 
cálculo para determinar las prestaciones básicas, así como las cuotas y apor
taciones de seguridad social –salvo aquellas que en forma expresa determinen 
las disposiciones aplicables–, a pesar de que sí se refleje el importe de las 
compensaciones en el tabulador de sueldos y salarios, en términos del artículo 
22, fracción VI, del manual vigente en 2007 o de su correlativo 18, fracción VI, 
en los manuales vigentes en años posteriores. Lo anterior se corrobora con lo 
dispuesto en los artículos 32 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio 
del Estado y 17 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, conforme a los cuales, los únicos conceptos que 
integran el sueldo base de cotización son los que se compactaron en el sueldo 
tabular, en los cuales únicamente se incluyen el sueldo presupuestal, sobre
sueldo y compensación ("compensaciones adicionales por servicios especia-
les"), que son los conceptos indicados en el artículo 15 de la ley citada en 
segundo lugar vigente hasta el 31 de marzo de 2007, dentro de los cuales no se 
encontraba la compensación garantizada ni cualquier otra distinta a las pre
vistas en el mencionado precepto legal, de modo que ni los preceptos legales 
aludidos ni los manuales estipulan que esas prestaciones deben incluirse en 
el sueldo base de cotización.

2a./J. 34/2016 (10a.)

Amparo directo 29/2015. Saúl Rojas Rubio. 28 de octubre de 2015. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 30/2015. Juan Manuel Gaona Terrazas. 28 de octubre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia.

Amparo directo 32/2015. Felipe de Jesús Toral Martínez. 25 de noviembre de 2015. Mayo-
ría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
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González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima 
Alcayde Escalante.

Amparo directo 34/2015. Gustavo Ortega Ceseña. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor 
Orduña Sosa.

Amparo directo 37/2015. Arturo Gamiño Méndez. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia.

Tesis de jurisprudencia 34/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ISSSTE. EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY RELATIVA, AL NO INCLUIR LA 
COMPENSACIÓN GARANTIZADA COMO PARTE DEL SUELDO BASE 
DE COTIZACIÓN, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIO­
NALIDAD TRIBUTARIA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación ha sostenido que el artículo 17 de la Ley del Instituto de Seguridad 
y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado está sujeto a los principios 
contenidos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Es
tados Unidos Mexicanos, dentro de los cuales se encuentra el de proporcio
nalidad tributaria, cuya aplicación, en materia de aportaciones de seguridad 
social, no puede valorarse exclusivamente a partir de los ingresos obtenidos 
por el trabajador, sino atendiendo también –y principalmente– al diseño del 
régimen de seguridad social en que se encuentran inmersas. Ahora bien, el pre
cepto legal indicado, al fijar un concepto de sueldo base de cotización que no 
integra todas las remuneraciones percibidas por los servidores públicos, sino que 
es equivalente al sueldo base de cotización de la indicada ley abrogada, en el 
cual únicamente se contemplaban el sueldo presupuestal, el sobresueldo y 
la compensación, sin que en este último concepto se incluya la "compensa
ción garantizada", y tiene un límite máximo equivalente a 10 veces el salario 
mínimo del Distrito Federal, no transgrede el principio de proporcionalidad 
tributaria. Por una parte, el mencionado principio no exige que en la base 
prevista en la ley se incluyan todas las prestaciones que percibe el trabajador 
en activo y, por otra, con base en el diseño elegido por el legislador, se observa 
que el monto expresado por la base tributaria para efectos de calcular las 
aportaciones de seguridad social, para ser proporcional, queda definido en 
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correspondencia con los límites mínimos y máximos de cotización señalados 
para financiar las distintas prestaciones de seguridad social reguladas en la ley 
y, desde luego, en función del sueldo percibido por el trabajador para el mismo 
propósito. Así, la base para determinar las cuotas y aportaciones de seguri
dad social conforme a la normativa analizada, se constituye por un monto 
que toma en consideración su ingreso como trabajador y, al mismo tiempo, 
se ubica entre los límites mínimos y máximos aludidos, lo cual permite con
cluir que atiende a la potencialidad real de los trabajadores al servicio del 
Estado, para contribuir al financiamiento de pensiones y demás prestaciones 
en materia de seguridad social. En ese sentido, el pronunciamiento relativo a 
que la referida norma legal no transgrede el principio de proporcionalidad 
tributaria, debe hacerse extensivo a las disposiciones de los Manuales de Per
cepciones de los Servidores Públicos de las Dependencias y Entidades de la 
Administración Pública Federal vigentes de 2007 a 2013 y a cualquier otra de 
observancia general que se emita con sujeción a dicho precepto legal.

2a./J. 35/2016 (10a.)

Amparo directo 29/2015. Saúl Rojas Rubio. 28 de octubre de 2015. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 30/2015. Juan Manuel Gaona Terrazas. 28 de octubre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo directo 32/2015. Felipe de Jesús Toral Martínez. 25 de noviembre de 2015. Mayo-
ría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima 
Alcayde Escalante.

Amparo directo 34/2015. Gustavo Ortega Ceseña. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 38/2015. Miguel Ángel Negrete Meza. 13 de enero de 2016. Cinco votos 
de los Ministro Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.

Tesis de jurisprudencia 35/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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ISSSTE. EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY RELATIVA, AL NO INCLUIR LA 
COMPENSACIÓN GARANTIZADA COMO PARTE DEL SUELDO BASE 
DE COTIZACIÓN, NO TRANSGREDE EL DERECHO DE IGUALDAD NI EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El artículo 17 de la Ley del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado no incluye 
la compensación garantizada en el salario base de cotización, pero tampoco la 
excluye de manera absoluta ni impide que en cada poder o dependencia 
se determine su inclusión en aquél; luego, las diferencias de hecho que ocu
rren en su aplicación en cada dependencia, entidad u órgano autónomo, no 
pueden llevar a considerar que el precepto indicado transgrede el derecho 
de igualdad ni el principio de equidad tributaria reconocidos en los artículos 
1o. y 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica
nos, en atención a que no establece distinción entre los servidores públicos 
–considerados también como contribuyentes– de una dependencia, entidad 
u órgano autónomo frente a los de otra, sino que esas diferencias derivan de deci
siones tomadas en su aplicación por distintas autoridades en el ámbito de sus 
respectivas competencias en materia presupuestaria o por sus titulares en 
su calidad de patrones.

2a./J. 36/2016 (10a.)

Amparo directo 29/2015. Saúl Rojas Rubio. 28 de octubre de 2015. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 30/2015. Juan Manuel Gaona Terrazas. 28 de octubre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia.

Amparo directo 32/2015. Felipe de Jesús Toral Martínez. 25 de noviembre de 2015. Mayo-
ría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima 
Alcayde Escalante.

Amparo directo 34/2015. Gustavo Ortega Ceseña. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña 
Sosa.

Amparo directo 37/2015. Arturo Gamiño Méndez. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. 
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Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia.

Tesis de jurisprudencia 36/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dos de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de marzo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. LA PROHIBICIÓN 
DE REINCORPORARLOS AL SERVICIO CONSTITUYE UNA RESTRIC­
CIÓN CONSTITUCIONAL NO SUSCEPTIBLE DE REVISIÓN. La citada 
prohibición prevista en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, de la Consti
tución General de la República, reformado mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, no da lugar a que pueda 
emprenderse un ejercicio de armonización o de ponderación entre derechos 
humanos, pues al ser una restricción constitucional es una condición infran
queable que no pierde su vigencia ni aplicación, la cual constituye una mani
festación clara del Constituyente Permanente, que no es susceptible de 
revisión constitucional, ya que se trata de una decisión soberana del Estado 
Mexicano.

2a./J. 38/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 4267/2013. Ramiro Izcóatl Pérez García. 12 de febrero de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 
Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge 
Jannu Lizárraga Delgado.

Amparo directo en revisión 161/2014. Armando Campos Calderón. 5 de marzo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Da-
yán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 595/2014. Saúl Iván Pérez Vertti Tenorio. 9 de abril de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votó con salvedad Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alberto Pérez Da-
yán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Amparo directo en revisión 106/2015. Leticia Márquez Reyes. 8 de abril de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 4315/2014. José Antonio Murillo López. 15 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Da-
yán; votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jor-
ge Jannu Lizárraga Delgado.

Tesis de jurisprudencia 38/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada de dieciséis de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPENSACIÓN GARANTIZADA. EL ARTÍCULO 2, FRACCIÓN II, DE 
LOS MANUALES DE PERCEPCIONES DE LOS SERVIDORES PÚBLI­
COS DE LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA FEDERAL VIGENTES DE 2007 A 2013, AL NO INCLUIRLA 
COMO PARTE DEL SUELDO BASE DE COTIZACIÓN, NO TRANSGRE­
DE EL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. Conforme al citado precepto, 
las "compensaciones" no se toman en consideración para calcular las cuotas 
y aportaciones de seguridad social –salvo aquellas que en forma expresa deter
minen las disposiciones aplicables–, a pesar de que se refleje su importe en el 
"tabulador de sueldos y salarios". Lo anterior es acorde con los conceptos que 
integraban el sueldo básico de cotización conforme al artículo 15 de la Ley 
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado 
vigente hasta el 31 de marzo de 2007, esto es, el sueldo presupuestal, sobre-
sueldo y compensación ("compensaciones adicionales por servicios especia-
les"), los cuales se compactaron en uno solo, es decir, en el sueldo tabular a 
que se refiere el artículo 17 de la mencionada ley vigente a partir del 1 de abril 
de 2007, en el cual, no se contempla la "compensación garantizada". Por con-
siguiente, esa prestación no forma parte del cálculo de las cuotas y aportacio-
nes de seguridad social en aplicación de los Manuales de Percepciones de 
los Servidores Públicos de las dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal vigentes de 2007 a 2013; de ahí que su artículo 2, fracción II, 
no transgrede el derecho a la seguridad social reconocido en el artículo 123, 
apartado B, fracción XI, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales ratificados por el Estado 
Mexicano, pues tomando en consideración que en éstos no se precisan los pre
supuestos de acceso al invocado derecho, en relación con la obtención de una 
pensión jubilatoria, ni la forma de calcular su monto, y se deja al legislador 
ordinario la regulación de tales aspectos para establecer planes sostenibles 
que permitan lograr que todos tengan acceso a las prestaciones de seguri-
dad social en un nivel suficiente, pudiendo establecer reglas para la cuantifi-
cación mínima y máxima del salario de cotización, se advierte que las normas 
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generales que no incluyan todas las prestaciones del trabajador en activo en el 
sueldo base de cotización no violan el citado derecho, máxime que los manua
les de percepciones señalados se encuentran subordinados jerárquicamente 
a la ley de seguridad social aludida y regulan en idéntica forma que ésta la 
integración del sueldo básico de cotización.

2a./J. 42/2016 (10a.)

Amparo directo 29/2015. Saúl Rojas Rubio. 28 de octubre de 2015. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva Meza. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 30/2015. Juan Manuel Gaona Terrazas. 28 de octubre de 2015. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita 
García Galicia.

Amparo directo 32/2015. Felipe de Jesús Toral Martínez. 25 de noviembre de 2015. Mayo-
ría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima 
Alcayde Escalante.

Amparo directo 34/2015. Gustavo Ortega Ceseña. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Amparo directo 37/2015. Arturo Gamiño Méndez. 25 de noviembre de 2015. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita 
García Galicia.

Tesis de jurisprudencia 42/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del treinta de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ISSSTE. EL ARTÍCULO 17 DE LA LEY RELATIVA, AL NO PREVER A LA 
COMPENSACIÓN GARANTIZADA COMO PARTE DEL SUELDO BASE 
DE COTIZACIÓN, NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
SOCIAL. Los conceptos que integraban el sueldo básico de cotización con-
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forme al artículo 15 de la referida ley, vigente hasta el 31 de marzo de 2007, esto 
es, el sueldo presupuestal, sobresueldo y compensación ("compensaciones 
adicionales por servicios especiales"), quedaron compactados en uno solo, 
es decir, en el sueldo tabular, lo cual significa que el artículo 17 de la indicada 
ley, vigente a partir del 1 de abril de 2007, es equivalente a lo que disponía aquél 
y, por ende, la base salarial para el cálculo de la pensión se integra únicamente 
por los conceptos aludidos, sin incluir otro tipo de prestaciones. En conse-
cuencia, el artículo 17 de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, al no prever a la compensación garantizada 
como parte del sueldo básico de cotización, no transgrede el derecho a la segu
ridad social reconocido en el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados 
internacionales ratificados por el Estado Mexicano, pues tomando en conside
ración que en éstos no se precisan los presupuestos de acceso al citado derecho 
en relación con la obtención de una pensión jubilatoria, ni la forma de calcu-
lar su monto, y se deja al legislador ordinario la regulación de tales aspectos 
para establecer planes sostenibles que permitan lograr que todos tengan ac-
ceso a las prestaciones de seguridad social en un nivel suficiente, pudiendo fijar 
reglas para la cuantificación mínima y máxima del salario de cotización, se 
advierte que las normas generales que no incluyan todas las prestaciones del 
trabajador en activo en el sueldo base de cotización, no violan el mencionado 
derecho.

2a./J. 43/2016 (10a.)

Amparo directo 29/2015. Saúl Rojas Rubio. 28 de octubre de 2015. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Sa-
las, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña 
Sosa.

Amparo directo 30/2015. Juan Manuel Gaona Terrazas. 28 de octubre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo directo 32/2015. Felipe de Jesús Toral Martínez. 25 de noviembre de 2015. Mayo-
ría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Juan N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima 
Alcayde Escalante.

Amparo directo 34/2015. Gustavo Ortega Ceseña. 25 de noviembre de 2015. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
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Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. Silva 
Meza. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña 
Sosa.

Amparo directo 37/2015. Arturo Gamiño Méndez. 25 de noviembre de 2015. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gonzá-
lez Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Juan N. 
Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García 
Galicia.

Tesis de jurisprudencia 43/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del treinta de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN IN­
TERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO 
DE AMPARO INDIRECTO, EN EL QUE SE IMPUGNÓ EL DECRETO DE 
REFORMA A LA LEY DE EDUCACIÓN ESTATAL. CORRESPONDE A 
UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINIS­
TRATIVA. Si en la demanda de amparo el quejoso se ostenta como trabaja-
dor de la educación al servicio del Gobierno Estatal e impugna el decreto 
de reforma a la Ley de Educación Estatal, sin combatir un acto derivado de la 
relación de supra a subordinación con el Gobierno que refleje un vínculo labo-
ral, sino una reforma legislativa en la que se involucran como autoridades res
ponsables, entre otras, tanto al Gobernador como al Congreso local, aduciendo 
violación a la regularidad constitucional de normas rectoras de un proce
dimiento administrativo, orientado en la docencia y en la educación; se con-
cluye que el acto reclamado y las autoridades involucradas tienen naturaleza 
administrativa y no laboral y, por ende, es competente para conocer del recurso 
de revisión relativo un Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Administrativa.

2a./J. 44/2016 (10a.)

Conflicto competencial 88/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materia de Trabajo y Quinto en Materia Administrativa, ambos del Tercer Circuito. 5 de 
agosto de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con sal
vedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis de la Peña Ponce de León.

Conflicto competencial 74/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 
Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 5 de 
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agosto de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con sal
vedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis de la Peña Ponce de León.

Conflicto competencial 50/2015. Suscitada entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 
Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 5 de 
agosto de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con sal
vedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Miguel Ángel Antemate Chigo.

Conflicto competencial 144/2015. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Mate-
rias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región (en apoyo al Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Décimo Noveno Circuito). 30 de septiem-
bre de 2015. Cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Conflicto competencial 229/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Séptimo Circuito. 
24 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; Javier Laynez Potisek y José Fernando Franco González Salas 
votaron con la mayoría a efecto de formar jurisprudencia y dar certeza al orden jurídico 
nacional. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola 
Cerón Fernández. 

Tesis de jurisprudencia 44/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada de treinta de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

LEY DE AMPARO. PARA QUE PROCEDA EL ANÁLISIS DE LA CONS­
TITUCIONALIDAD DE SUS PRECEPTOS EN LOS RECURSOS COM­
PETENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 
DEBEN SATISFACERSE ENTRE OTROS REQUISITOS, EL RELATIVO 
A LA PRESENTACIÓN DE ARGUMENTOS MÍNIMOS DE IMPUGNA­
CIÓN. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
recurso de reclamación 130/2011, en sesión de 26 de enero de 2012, determi-
nó que, a través de los recursos previstos en la Ley de Amparo, a instancia de 
parte, procede excepcionalmente que este Alto Tribunal examine la constitu-
cionalidad de las disposiciones de ese ordenamiento aplicadas dentro del 
juicio constitucional, siempre que se actualicen las siguientes condiciones: 1) la 
emisión de autos o resoluciones concretas de los órganos que conozcan del 
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juicio de amparo; 2) la impugnación de normas de la ley de la materia cuya 
aplicación se actualice efectivamente dentro de los asuntos de la competen-
cia de los órganos jurisdiccionales que conocen de ese juicio y que trasciendan 
al sentido de la decisión adoptada; y, 3) la existencia de un recurso procedente 
contra el acto de aplicación de los preceptos de esa ley tildados de inconsti
tucionales, en el cual pueda analizarse tanto la legalidad de su acto de aplica-
ción, como la regularidad constitucional de esas normas, en su caso. Sin embargo, 
en concepto de esta Segunda Sala, además de los requisitos apuntados, debe 
satisfacerse uno diverso aceptado jurisprudencialmente, relacionado con la 
manera en que deben impugnarse las leyes en el juicio de control constitu
cional y, en esa medida, prevalece el criterio de que el accionante está obligado 
a presentar argumentos mínimos de impugnación, esto es, debe evidenciar, 
cuando menos, la causa de pedir; por ende, resultan inoperantes los agravios 
construidos a partir de premisas generales y abstractas, o cuando se hacen 
depender de situaciones particulares o hipotéticas.

2a./J. 45/2016 (10a.)

Queja 14/2014. María Rafaela Vergara Aguirre. 19 de marzo de 2014. Cinco votos de los 
Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 96/2014. Anselmo Rivera Marín y otros. 19 de marzo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretario: Miguel Ángel Burguete García.

Amparo directo en revisión 2298/2014. Beatriz Morales Rodríguez. 30 de octubre de 2014. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; 
votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls 
Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina 
Gaona.

Facultad de atracción 503/2014. Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar 
de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 30 de octubre de 2014. 
Cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con salvedad 
José Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo directo en revisión 5487/2014. Construcciones en Perspectiva, S. A. de C. V. 10 
de junio de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria: Fabiola Delgado Trejo.
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Tesis de jurisprudencia 45/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del seis de abril de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS AGRAVIOS DE MERA LEGA­
LIDAD DEBEN DESESTIMARSE POR INEFICACES. Conforme a los 
artículos 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 81, fracción II, de la Ley de Amparo, que regulan el recurso de 
revisión en amparo directo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación en esta 
instancia deberá examinar las cuestiones propiamente constitucionales y no 
argumentos de mera legalidad, ya que el recurso aludido sólo procede si se 
plantean agravios sobre constitucionalidad de normas generales o de inter-
pretación directa de un precepto constitucional o de los derechos humanos 
establecidos en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano 
sea parte, u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido 
planteadas, siempre que fijen un criterio de importancia y trascendencia, según 
lo disponga la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en cumplimiento de 
acuerdos generales del Pleno; en consecuencia, los agravios de mera legali
dad deben desestimarse por ineficaces.

2a./J. 56/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 3533/2015. Elizabeth Magali Senties Arias. 30 de septiembre 
de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan 
N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secreta-
ria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo directo en revisión 4910/2015. Autofinanciamiento México, S.A. de C.V. 3 de fe-
brero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.

Amparo directo en revisión 5165/2015. Astro Gas, S.A. de C.V. 2 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; vota-
ron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos y Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Amparo directo en revisión 5583/2015. Heidelberg México Services, S. de R.L. de C.V. y 
otra. 2 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
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Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: María Antonieta del Carmen 
Torpey Cervantes.

Amparo directo en revisión 5184/2015. Ecosistemas Conservación y Obras, S.A. de C.V. 
13 de abril de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Jorge Roberto Ordóñez Escobar.

Tesis de jurisprudencia 56/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del cuatro de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de mayo de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 23 de mayo de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA 
FISCAL FEDERAL, QUE CELEBRAN LA SECRETARÍA DE HACIENDA 
Y CRÉDITO PÚBLICO Y EL ESTADO DE JALISCO. EL GOBERNADOR 
DE DICHA ENTIDAD FEDERATIVA ESTÁ FACULTADO PARA FIRMAR 
TANTO AQUÉL COMO SU ANEXO No. 17. Los artículos 50, fracción XI, de la 
Constitución Política del Estado de Jalisco y 22, fracción II, de la Ley Orgánica 
del Poder Ejecutivo de la propia entidad federativa, vigente hasta el 28 de 
febrero de 2013, establecen que corresponde al Gobernador del Estado cuidar 
de la recaudación, aplicación e inversión de los caudales públicos con arreglo 
a las leyes, así como administrar la hacienda y las finanzas públicas, de donde 
se sigue que el servidor público mencionado cuenta con la atribución para 
acordar con la Federación convenios con los que se fortalezca la hacienda 
pública local, por lo que en ese tenor, está facultado para firmar tanto el Con
venio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal con la Secre
taría de Hacienda y Crédito Público, como su Anexo No. 17. Lo anterior se 
robustece con el numeral 13 de la Ley de Coordinación Fiscal en cuanto 
dispone que el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público, y los Gobiernos de las entidades que se hubieran adherido 
al Sistema Nacional de Coordinación Fiscal, podrán celebrar convenios de 
coordinación en materia de administración de ingresos federales, que compren
derán las funciones de Registro Federal de Contribuyentes, recaudación, fiscali
zación y administración, que serán ejercidas por las autoridades fiscales de las 
entidades o de los Municipios cuando así se pacte expresamente.

2a./J. 60/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1282/2015. Servicio Tesistán, S.A. de C.V. 20 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Paola Yaber Coronado.
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Amparo directo en revisión 1378/2015. El Triángulo de Chapalita, S.A. de C.V. 24 de junio 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde 
Escalante.

Amparo directo en revisión 136/2015. Gasolinera Huaxtla, S.A. de C.V. 1 de julio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Amparo directo en revisión 2068/2015. Servicio Preciado Martínez, S.A. de C.V. 23 de 
septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Daniel Álvarez Toledo.

Amparo directo en revisión 5700/2015. 27 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María Estela Ferrer 
Mac-Gregor Poisot.

Tesis de jurisprudencia 60/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del dieciocho de mayo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRINCIPIO GENERAL DE IGUALDAD. SU CONTENIDO Y ALCANCE. 
El principio de igualdad tiene un carácter complejo al subyacer a toda la 
estructura constitucional y se encuentra positivizado en múltiples preceptos 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que constituyen 
sus aplicaciones concretas, tales como los artículos 1o., primer y último párra
fos, 2o., apartado B, 4o., 13, 14, 17, 31, fracción IV, y 123, apartado A, fracción 
VII. Esto es, los artículos referidos son normas particulares de igualdad que 
imponen obligaciones o deberes específicos a los poderes públicos en rela-
ción con el principio indicado; sin embargo, estos poderes, en particular el 
legislativo, están vinculados al principio general de igualdad establecido, entre 
otros, en el artículo 16 constitucional, en tanto que éste prohíbe actuar con 
exceso de poder o arbitrariamente. Ahora bien, este principio, como límite a 
la actividad del legislador, no postula la paridad entre todos los individuos, ni 
implica necesariamente una igualdad material o económica real, sino que 
exige razonabilidad en la diferencia de trato, como criterio básico para la pro-
ducción normativa. Así, del referido principio derivan dos normas que vincu-
lan específicamente al legislador ordinario: por un lado, un mandamiento 
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de trato igual en supuestos de hecho equivalentes, salvo que exista un fun
damento objetivo y razonable que permita darles uno desigual y, por otro, 
un mandato de tratamiento desigual, que obliga al legislador a prever diferen
cias entre supuestos de hecho distintos cuando la propia Constitución las 
imponga. De esta forma, para que las diferencias normativas puedan consi
derarse apegadas al principio de igualdad es indispensable que exista una 
justificación objetiva y razonable, de acuerdo con estándares y juicios de valor 
generalmente aceptados, cuya pertinencia debe apreciarse en relación con la 
finalidad y efectos de la medida considerada, debiendo concurrir una relación 
de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida.

2a./J. 64/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 4836/2014. Andrés Hiram Huerta Alatorre. 15 de abril de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fer-
nando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votaron con reservas José Fernando Franco González Salas y con salvedades Juan 
N. Silva Meza. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Miguel Ángel Burguete 
García.

Amparo directo en revisión 5819/2014. Cía. Gymsa Estudios de Planeación Regional, 
S.A. de C.V. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Paola Yaber 
Coronado.

Amparo en revisión 568/2015. Aerovías de México, S.A. de C.V. 23 de septiembre de 2015. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de 
la Vega Romero.

Amparo en revisión 757/2015. Emisora de Durango, S.A. 2 de diciembre de 2015. Cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra conside
raciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: 
Georgina Laso de la Vega Romero.

Amparo en revisión 1242/2015. César Cruz Benítez y otros. 11 de mayo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron 
contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco Gon-
zález Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Tesis de jurisprudencia 64/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tri
bunal, en sesión privada del uno de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. LOS RECURSOS DERI­
VADOS DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, EN EL QUE SE RECLA­
MAN LOS ACTOS QUE EMITE, RELACIONADOS CON EL SUMINISTRO 
DE ENERGÍA ELÉCTRICA, SON COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES 
COLEGIADOS DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. Si en 
el juicio de amparo indirecto se reclaman actos de la Comisión Federal de Elec
tricidad relacionados con el suministro de energía eléctrica y en contra de la 
determinación del Juez de Distrito que deseche o admita la demanda, que 
conceda o niegue la suspensión provisional o definitiva, o que sobresea en el 
juicio, se interpone algún recurso, corresponde conocer de éste a los Tribuna
les Colegiados de Circuito en Materia Administrativa. Lo anterior no prejuzga 
sobre si los actos que se reclaman de la Comisión Federal de Electricidad 
deban o no considerarse de autoridad para efectos de la procedencia del 
juicio de amparo, pues esa decisión, dependiendo del recurso promovido, 
constituye el fondo del asunto y será resuelto por los propios Tribunales Cole
giados de Circuito, en atención a los planteamientos y supuestos del caso.

2a./J. 72/2016 (10a.)

Conflicto competencial 272/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados en Materias 
Administrativa y de Trabajo y Civil y de Trabajo, ambos del Décimo Circuito. 20 de 
abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: José Omar Hernández Salgado.

Conflicto competencial 224/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia Civil y Segundo en Materia Administrativa, ambos del Sexto Circuito. 20 de 
abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón 
Fernández.

Conflicto competencial 222/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materias Administrativa y de Trabajo y Segundo en Materia Civil, ambos del Décimo 
Primer Circuito. 20 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco 
González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán 
Ramos.

Conflicto competencial 226/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados en Materias 
Administrativa y de Trabajo y Civil y de Trabajo, ambos del Décimo Circuito. 20 de 
abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.
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Conflicto competencial 205/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materia Administrativa y Primero en Materia de Trabajo, ambos del Séptimo Circuito. 
27 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis 
Javier Guzmán Ramos.

Tesis de jurisprudencia 72/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del ocho de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

FACULTAD DE ATRACCIÓN. POR REGLA GENERAL LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN NO PUEDE EJERCERLA, PARA 
CONOCER DE UN RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. Conforme a los 
artículos 107, fracciones V y VIII, penúltimo párrafo, de la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como 40 y 85 de la Ley de Amparo, 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de oficio o a petición fundada del 
correspondiente Tribunal Colegiado de Circuito o del Procurador General de 
la República, podrá conocer de los amparos en revisión que, por su interés y 
trascendencia, lo ameriten, así como de los amparos directos que original-
mente correspondería conocer a dichos Tribunales Colegiados de Circuito. 
De lo anterior deriva que el recurso de revisión fiscal a que hace referencia el 
numeral 104, fracción III, de la Constitución General de la República, no puede, 
por regla general, ser atraído para su conocimiento por el Alto Tribunal, al no 
gozar de la misma naturaleza del recurso de revisión previsto en la Ley de 
Amparo, pues aquél se creó en favor de la autoridad como medio de defensa 
de la legalidad, y si bien este último precepto de la Ley Fundamental esta
blece que de dichas revisiones conocerán los Tribunales Colegiados de Cir
cuito, sujetándose a los trámites que la Ley Reglamentaria de los Artículos 
103 y 107 de la propia Constitución fije para la revisión en amparo indirecto, 
ello sólo es para conocer las reglas para el trámite a que se sujetarán los 
recursos de revisión interpuestos contra las resoluciones definitivas de los Tri-
bunales de lo Contencioso-Administrativo.

2a./J. 73/2016 (10a.)

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 39/2016. Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 6 de abril de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 63/2016. Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 6 de abril de 2016. Cinco votos 
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de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 83/2016. Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 6 de abril de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 95/2016. Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 6 de abril de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 98/2016. Segundo Tribunal Colegiado en 
Materias Penal y Administrativa del Octavo Circuito. 27 de abril de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con sal
vedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre
tario: Octavio Joel Flores Díaz. 

Tesis de jurisprudencia 73/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del ocho de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de junio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONVENIO DE COLABORACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA FIS­
CAL FEDERAL, QUE CELEBRAN LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y 
CRÉDITO PÚBLICO Y EL ESTADO DE JALISCO, Y SU ANEXO No. 17. 
NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍ­
DICA. Los referidos Convenio y Anexo sólo regulan las facultades concer-
nientes a la administración tributaria, es decir, aquellas que corresponden a 
la ejecución de las normas fiscales para la recaudación, fiscalización y manejo 
de ingresos federales, con fundamento en el artículo 13 de la Ley de Coordi
nación Fiscal, sin trascender al ámbito legislativo local ni suspender atribucio
nes concedidas al Congreso Local, toda vez que con el Convenio referido se 
dota a las autoridades estatales y municipales de la facultad de realizar las 
tareas vinculadas a la administración fiscal; por tanto, la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público válidamente delegó sus facultades en la materia al Estado 
de Jalisco. De igual manera, el Gobernador del Estado puede celebrarlo, con-
forme a los artículos 50, fracción XI, de la Constitución Política y 22, fracción II, 
de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, ambas del Estado de Jalisco, al ser el 
encargado de la hacienda pública, cuidando de ésta, así como de la recauda-
ción, aplicación e inversión de los caudales del Estado. Es por ello, que el 
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Convenio de Colaboración Administrativa en Materia Fiscal Federal, que cele-
bran la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Estado de Jalisco, así 
como su Anexo No. 17, publicado este último en el Diario Oficial de la Federa
ción el 5 de febrero de 2008, no violan los principios de legalidad y seguridad 
jurídica consistentes en la fundamentación y motivación, al haberse celebrado 
por partes legitimadas para ello y referirse a potestades que pueden delegarse.

2a./J. 75/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1282/2015. Servicio Tesistán, S.A. de C.V. 20 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Paola Yaber Coronado.

Amparo directo en revisión 136/2015. Gasolinera Huaxtla, S.A. de C.V. 1 de julio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Amparo directo en revisión 1061/2015. El Triángulo de Chapalita, S.A. de C.V. 1 de julio de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; unanimidad en cuanto 
al criterio contenido en esta tesis. Disidente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Hilda Marcela Arceo Zarza.

Amparo directo en revisión 2068/2015. Servicio Preciado Martínez, S.A. de C.V. 23 de 
septiembre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Daniel Álvarez Toledo.

Amparo directo en revisión 89/2016. Despachadora Abastos de Jalisco, S. de R.L. de C.V. 
25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco 
González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte Alemán.

Tesis de jurisprudencia 75/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del quince de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 4 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép-
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO DIRECTO. LA SENTENCIA RELATIVA DEBE NOTIFICARSE 
PERSONALMENTE SI EN LA DEMANDA SE PLANTEÓ LA INCONS­
TITUCIONALIDAD DE ALGUNA NORMA GENERAL O SE PROPUSO 
LA INTERPRETACIÓN DIRECTA DE ALGÚN PRECEPTO DE LA 
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CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICA­
NOS, Y EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO SE PRONUNCIÓ 
AL RESPECTO U OMITIÓ HACERLO. Por regla general, las sentencias de 
los Tribunales Colegiados de Circuito dictadas en amparo directo no admiten 
recurso alguno y, por tanto, causan ejecutoria por ministerio de ley, por lo que 
otorgada la protección constitucional la autoridad debe, sin más trámite, dar 
cumplimiento a la sentencia concesoria. Ahora bien, la Ley de Amparo no 
prevé que las sentencias de amparo directo se notifiquen personalmente a 
las partes; sin embargo, si en la demanda se planteó la inconstitucionalidad 
de alguna norma general o se propuso la interpretación directa de algún pre-
cepto constitucional, y el Tribunal Colegiado de Circuito se pronunció al res-
pecto u omitió hacerlo, la sentencia debe ser notificada de esa forma, con 
fundamento en el artículo 26, fracción I, inciso k), de dicha ley, que deja a la 
discreción del juzgador ordenar notificaciones personales a cualquiera de las 
partes, cuando lo estime conveniente; lo que en el caso se justifica porque se 
evita que la autoridad responsable incurra en confusión sobre si debe o no 
cumplir de inmediato la sentencia; se permite que las partes conozcan si 
pueden o no recurrir la sentencia dentro del plazo previsto en el artículo 86 
del ordenamiento aludido, contado a partir del surtimiento de efectos de la 
notificación; y, en caso de que no se haga valer el recurso de revisión, se esta
blezca el momento a partir del cual debe computarse el plazo que permita decla
rar ejecutoriada la sentencia de amparo, para que la autoridad responsable 
pueda darle debido cumplimiento.

2a./J. 78/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 4237/2013. Gasificadora del Norte, S.A. de C.V. 12 de febrero 
de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente y Ponente: Sergio 
A. Valls Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secre-
taria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.

Amparo directo en revisión 660/2015. Juan Castro González y otros. 3 de junio de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: 
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis de la Peña 
Ponce de León.

Amparo directo en revisión 1488/2015. Juan José Ortiz Sauri. 3 de junio de 2015. Unani-
midad de cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con sal
vedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente y Ponente: Eduardo Medina Mora I.; 
en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Miroslava de 
Fátima Alcayde Escalante.
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Amparo directo en revisión 2305/2015. Sergio Barrios Morales. 5 de agosto de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado.

Recurso de reclamación 293/2016. Ivonne de Rosas Quintero. 11 de mayo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto Rodríguez García.

Tesis de jurisprudencia 78/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DESISTIMIENTO DE LA ACCIÓN DE AMPARO. SUS CONSECUEN­
CIAS. El desistimiento de la acción de amparo consiste en la declaración de 
voluntad del quejoso de no proseguir con el juicio, el cual, debidamente rati-
ficado, conlleva emitir una resolución con la que finaliza la instancia de 
amparo, independientemente de la etapa en que se encuentre (desde el inicio 
del juicio hasta antes de que cause ejecutoria la sentencia que se dicte) y 
sin necesidad de examinar los conceptos de violación o, en su caso, los 
agravios.

2a./J. 82/2016 (10a.)

Amparo directo 41/2014. Asociación Sindical de Sobrecargos de Aviación de México 
(A.S.S.A.). 30 de octubre de 2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Amparo directo en revisión 1377/2015. Alfa New Life International, S.A. de C.V. 13 de mayo 
de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Paola Yaber Coronado.

Amparo directo en revisión 1551/2015. Distribuidora Teyvi, S.A. de C.V. 8 de julio de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de Fátima Alcayde Escalante.

Amparo en revisión 928/2015. Cajeme Productos Pecuarios, S.A. de C.V. 10 de febrero de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava 
de Fátima Alcayde Escalante.
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Amparo en revisión 1469/2015. Luz Elena García Díaz. 1 de junio de 2016. Unanimidad de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Diana Cristina Rangel 
León.

Tesis de jurisprudencia 82/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

DERECHO DE AUTOR. EL ARTÍCULO 148, FRACCIÓN VIII, DE LA LEY 
FEDERAL RELATIVA NO VIOLA LOS DERECHOS A LA PROPIEDAD Y 
DE AUTOR, NI ES INCONVENCIONAL. El precepto indicado establece que 
las obras literarias y artísticas ya divulgadas podrán utilizarse, siempre que no 
se afecte su explotación normal, sin autorización del titular del derecho patri
monial y sin remuneración, citando invariablemente la fuente y sin alterarlas, 
cuando su publicación sea sin fines de lucro para personas con discapaci
dad. Ahora bien, dicha norma, aunque no precise que las obras tendrán que 
adecuarse a formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los dife
rentes tipos de discapacidad, no viola los derechos a la propiedad y de autor, 
pues debe interpretarse conforme a los numerales 1o., 4o., 14, 27 y 28 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que permite con-
cluir que el uso de esas obras debe hacerse bajo los siguientes supuestos: 
1) Siempre que no se afecte su explotación normal, lo que implica que tendrán 
que adecuarse a formatos accesibles y con las tecnologías adecuadas a los 
diferentes tipos de discapacidad; 2) En estos casos, su uso podrá hacerse sin 
autorización del titular del derecho patrimonial y sin remuneración; 3) En todos 
los casos deberá citarse invariablemente la fuente; y 4) No podrá alterarse su 
contenido. Además, lo anterior es concordante con los principios de no dis
criminación, igualdad de oportunidades, accesibilidad, participación e inclusión 
plena y efectiva en la sociedad contenidas tanto en la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos como en la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, en que se refleja la proyección que debe tener el 
Estado para garantizar que las personas que presentan algún tipo de disca
pacidad que les impida apreciar o conocer la obra artística o literaria en su 
formato original, tengan acceso a ésta, a través de la adecuación a formatos 
accesibles y acordes a los diversos tipos de discapacidad existentes.

2a./J. 83/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1136/2015. TRZ Comunicación, S.A. de C.V. 2 de marzo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Miguel Ángel Burguete García.

Amparo en revisión 67/2016. Ediciones Castillo, S. A. de C. V. y otra. 27 de abril de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 63/2016. Sociedad Mexicana de Directores Realizadores de Obras 
Audiovisuales, S.G.C. y otros. 11 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre-
tario: Eduardo Romero Tagle.

Amparo en revisión 120/2016. Video Universal, S.A. de C.V. 18 de mayo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo en revisión 275/2016. SM de Ediciones, S.A. de C.V. y otros. 8 de junio de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Héctor Hidalgo Victoria Pérez.

Tesis de jurisprudencia 83/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo 
del Acuerdo General Plenario 19/2013.

TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRA­
TIVA ESPECIALIZADOS EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIO­
DIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. SON COMPETENTES PARA 
CONOCER, ENTRE OTROS SUPUESTOS, DE LOS ACTOS RECLAMA­
DOS A LA COMISIÓN FEDERAL DE COMPETENCIA ECONÓMICA O 
AL INSTITUTO FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES. Para fijar la 
competencia por materia en el juicio de amparo debe atenderse a la naturaleza 
del acto reclamado y de la autoridad responsable. En ese sentido, además de 
lo sostenido en la tesis 2a./J. 119/2015 (10a.),* cuando se impugnen, entre 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 119/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semana­
rio Judicial de la Federación del viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo II, enero de 2016, página 1322, 
con el título y subtítulo: "ÓRGANOS JURISDICCIONALES EN MATERIA ADMINISTRATIVA ESPE-
CIALIZADOS EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES. 
SON COMPETENTES PARA CONOCER DE LOS JUICIOS DE AMPARO O SUS RECURSOS 
CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTE EN LA DECISIÓN ADOPTADA RESPECTO DE UNA 
SOLICITUD DE ACCESO A LA INFORMACIÓN."
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otros supuestos, actos emitidos por la Comisión Federal de Competencia 
Económica o por el Instituto Federal de Telecomunicaciones relativos al uso, 
aprovechamiento y explotación del espectro radioeléctrico, a las redes y a la 
prestación de los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, a la libre 
competencia y concurrencia, a los actos relativos a la prevención, investiga-
ción y combate de monopolios y prácticas monopólicas, concentraciones y 
demás restricciones al funcionamiento eficiente de los mercados, la compe-
tencia se surte en favor del Tribunal Colegiado de Circuito en Materia Admi
nistrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Teleco- 
municaciones; y cuando se reclame una resolución derivada de actos realiza-
dos por una autoridad administrativa, y tanto la naturaleza de la autoridad 
responsable como la del acto reclamado son administrativas, corresponde 
conocer del asunto a un Tribunal Colegiado en Materia Administrativa sin que 
sea el Especializado.

2a./J. 84/2016 (10a.)

Conflicto competencial 1/2014. Suscitado entre el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito en 
Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y 
Telecomunicaciones, con residencia en el Distrito Federal y Jurisdicción en toda la 
República. 5 de marzo de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, 
Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secreta-
ria: Leticia Guzmán Miranda.

Conflicto competencial 84/2014. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Sexto Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomu
nicaciones, con residencia en el Distrito Federal y Jurisdicción en toda la República. 
18 de junio de 2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Luis María Aguilar Morales. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: 
Fausto Gorbea Ortiz.

Conflicto competencial 265/2015. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Ma-
teria Administrativa del Cuarto Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito 
en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión 
y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda 
la República. 2 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes 
Margarita García Galicia.

Conflicto competencial 9/2016. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Mate-
ria Administrativa del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito 
en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión 
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y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda 
la República. 16 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: María 
Constanza Tort San Román.

Conflicto competencial 27/2016. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Ma-
teria Administrativa del Segundo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito 
en Materia Administrativa Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión 
y Telecomunicaciones, con residencia en la Ciudad de México y Jurisdicción en toda 
la República. 4 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: María 
Constanza Tort San Román.

Tesis de jurisprudencia 2a./J. 84/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 8 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AMPARO DIRECTO. RESULTAN INOPERANTES LOS CONCEPTOS 
DE VIOLACIÓN QUE CONTROVIERTAN LA CONSTITUCIONALI­
DAD DE UNA NORMA APLICADA EN EL ACTO IMPUGNADO EN EL 
JUICIO NATURAL, CUANDO SE DECRETA LA IMPROCEDENCIA DE 
ESTA INSTANCIA. Si bien en el juicio de amparo directo puede controver
tirse, vía conceptos de violación, la regularidad constitucional de normas de 
carácter general aplicadas en perjuicio del quejoso durante la secuela del pro
cedimiento del juicio natural o en la sentencia reclamada, de conformidad con 
los artículos 170, fracción I y 175, fracción IV, de la Ley de Amparo, lo cierto es 
que cuando el acto de aplicación se materializa en uno distinto que pretende 
impugnarse a través de un juicio, el estudio de los planteamientos de constitu
cionalidad se encuentra supeditado a que resulte procedente dicho medio de 
defensa, pues de lo contrario, la litis en el juicio de amparo se circunscribirá 
únicamente a verificar si procede el juicio natural contra el acto originalmente 
impugnado, lo cual constituye una cuestión de legalidad, salvo que se contro
vierta la constitucionalidad de los preceptos que regulen la procedencia de 
la vía jurisdiccional. Sobre tales premisas, para que pueda abordarse el escru
tinio constitucional de la hipótesis normativa relativa, es necesario que ésta se 
encuentre vinculada de alguna manera con la sentencia, laudo o resolución 
reclamada, o por lo menos que su aplicación en el acto primigenio trascienda 
a sus consideraciones, por lo que no podrían analizarse en abstracto los plan
teamientos de constitucionalidad si no forman parte de los fundamentos de la 
resolución reclamada o no se surte la vinculación mencionada, en virtud de 
que no podrían concretarse los efectos de una eventual concesión del amparo 
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para que la autoridad responsable deje insubsistente la resolución reclamada 
sin aplicar la norma estimada inconstitucional.

2a./J. 85/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 4344/2013. Raúl Reyes Barajas y otra. 19 de marzo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel Regis 
López.

Amparo directo en revisión 4569/2013. Francisco Javier Flores Fernández. 19 de marzo de 
2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Gabriel 
Regis López.

Amparo directo en revisión 116/2014. Ricardo Herón Elizondo Chapa. 19 de marzo de 
2014. Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María 
Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls Hernández. Secretaria: Miroslava de Fátima 
Alcayde Escalante.

Amparo directo en revisión 869/2014. Marcelo Flores Fernández. 28 de mayo de 2014. 
Cinco votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez Dayán, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar 
Morales. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Guadalupe de la Paz Varela 
Domínguez.

Amparo directo en revisión 4281/2015. Operadora Turística Kamico, S.A. de C.V. 24 de 
febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Diego Alejandro Ramírez Velázquez.

Tesis de jurisprudencia 85/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintidós de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. EL OFICIO MEDIANTE EL CUAL LA SECRETA­
RÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AUTORIZA A LA COMISIÓN 
NACIONAL DEL AGUA, BAJO LA FIGURA DE APROVECHAMIENTOS, 
LAS CUOTAS DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD DE DERECHOS DE 
AQUÉLLAS, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 2 DE AGOSTO DE 2011, AL TOMAR EN CUENTA PARÁME­
TROS OBJETIVOS EN LOS QUE VAN INMERSOS LOS CRITERIOS 
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DE EFICIENCIA ECONÓMICA Y DE SANEAMIENTO FINANCIERO, 
CUMPLE CON EL REQUISITO DE MOTIVACIÓN. Las cuotas autorizadas 
por metro cúbico contenidas en el oficio de referencia, se fijaron en atención 
a los usos del agua y las zonas de disponibilidad, en relación directa con los 
montos que por concepto de derechos (contribución) deben pagarse por metro 
cúbico cuando se usan, explotan o aprovechan las aguas nacionales, respecto 
de los cuales guardan una graduación y congruencia correlativa (aunque 
nominalmente aquéllas sean mayores que éstos), todo lo cual denota que se 
tuvo en consideración el valor del recurso hídrico bajo determinadas circuns-
tancias y, en última instancia, el costo que debe representar para el concesio-
nario o asignatario la conservación de los derechos respectivos, al evitar la 
declaratoria de caducidad mediante el pago de la cuota de garantía. En estas 
condiciones, el citado oficio –concretamente las cuotas autorizadas por metro 
cúbico que contiene–, cumple con el requisito de motivación y, por ende, no 
viola el artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque fue emitido tomando en cuenta parámetros obje-
tivos en los que van inmersos los criterios de eficiencia económica y de 
saneamiento financiero necesarios para establecer el monto de los aprove
chamientos, en términos del artículo 10 de la Ley de Ingresos de la Federación 
para el Ejercicio Fiscal de 2011, lo que además, excluye la posibilidad de que 
se hubiera expedido con arbitrariedad o discrecionalidad.

2a./J. 90/2016 (10a.).

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
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Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 90/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. EL OFICIO MEDIANTE EL CUAL LA SECRETA­
RÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AUTORIZA A LA COMISIÓN 
NACIONAL DEL AGUA, BAJO LA FIGURA DE APROVECHAMIENTOS, 
LAS CUOTAS DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD DE DERECHOS DE 
AQUÉLLAS, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 2 DE AGOSTO DE 2011, CUMPLE CON LOS REQUISITOS DE 
FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. En el oficio de mérito se citan 
como base jurídica los artículos 31, fracción XI, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, 38, fracción XV, del Reglamento Interior de 
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 3o. del Código Fiscal de la Federa
ción y 10 de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2011, 
y se precisa que la Secretaría referida debe autorizar las cuotas por metro 
cúbico respectivas en términos del Reglamento para la determinación y pago 
de la cuota de garantía de no caducidad de derechos de aguas nacionales, 
las cuales se expidieron "con el objetivo de racionalizar los volúmenes conce
sionados y asignados de las aguas nacionales". En ese tenor, el oficio aludido 
–acto legislativo en sentido material– cumple con los requisitos de fundamen
tación y motivación previstos en el artículo 16, párrafo primero, de la Constitu
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos porque, a más de que la 
autoridad emisora actuó conforme a sus facultades para regular jurídicamente 
una situación social que así lo ameritaba, por una parte, sustentó en derecho 
ese acto, en la medida en que invocó los dispositivos jurídicos aplicables al 
caso, esto es, aquellos que le otorgan facultades para fijar o modificar los 
aprovechamientos, concretamente, las cuotas autorizadas por metro cúbico 
para el ejercicio fiscal de 2011 (fundamentación); y, por otra, porque precisó 
la causa de su actuar para alcanzar el objetivo mencionado, el cual tiene 
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como sustento fáctico acorde con la normativa regulatoria de la cuota de 
garantía de no caducidad que, ante la falta de utilización total o parcial de las 
aguas nacionales y de encontrarse en el supuesto de caducidad, los conce-
sionarios o asignatarios soporten el costo económico que significa conservar 
los derechos amparados por el título respectivo, para en el futuro utilizar real 
y efectivamente los volúmenes de agua autorizados (motivación).

2a./J. 91/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 91/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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AGUAS NACIONALES. EL OFICIO MEDIANTE EL CUAL LA SECRETA­
RÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AUTORIZA A LA COMISIÓN 
NACIONAL DEL AGUA, BAJO LA FIGURA DE APROVECHAMIENTOS, 
LAS CUOTAS DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD DE DERECHOS DE 
AQUÉLLAS, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 2 DE AGOSTO DE 2011, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE ANUA­
LIDAD PRESUPUESTAL. Si bien es cierto que conforme al artículo 10, 
párrafo cuarto, de la Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 
de 2011, las autorizaciones para fijar o modificar las cuotas por metro cúbico 
a que se refiere el oficio señalado sólo debían surtir efectos para ese año, 
también lo es que en términos del artículo 10, párrafo séptimo, de dicha ley 
para el ejercicio fiscal de 2012 existe previsión legal para que los aprove
chamientos a que se refiere el propio precepto, como es el caso de las referi-
das cuotas autorizadas, extendieran su vigencia hasta en tanto no se emitieran 
las relativas al año 2012 (las cuales se publicaron el 1o. de junio de esta última 
anualidad). En esas condiciones, el oficio indicado y las cuotas autorizadas 
por metro cúbico que contiene, no violan el principio de anualidad presu-
puestal, pues existe sustento jurídico para que la Federación, a través de la 
Comisión Nacional del Agua, válidamente recibiera los pagos calculados con 
base en aquéllas, aun iniciado el ejercicio fiscal de 2012, tomando en cuenta 
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado, acorde con la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que las leyes de ingre
sos prevean supuestos en los cuales amplíen temporalmente la vigencia de 
las disposiciones aplicables para el año anterior, pues con ello se privilegia y 
garantiza la obtención de ingresos por parte del Estado, a fin de salvaguardar 
su integridad y estabilidad económica.

2a./J. 92/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
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Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 92/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO CADUCI­
DAD DE DERECHOS DE AQUÉLLAS, AL SER UN APROVECHAMIENTO, 
SE PREVÉ COMO CONCEPTO DE INGRESO DE LA FEDERACIÓN 
PARA LOS EJERCICIOS FISCALES DE 2011 Y 2012. Conforme al artículo 
1o., apartado A, fracción VI, de la Ley de Ingresos de la Federación para los 
ejercicios fiscales de referencia, el legislador estableció una lista no taxativa 
de los conceptos por los que se obtendrían aprovechamientos, de manera 
que en ese rubro, después de citar multas, indemnizaciones, reintegros, 
aquellos provenientes de obras públicas de infraestructura hidráulica, entre 
otros, en el punto "23. Otros:", incluyó el inciso que a su vez señala "d. Otros", 
respecto del cual estimó una percepción de $63,474.5 millones de pesos para 
2011 y de $48,583.2 millones de pesos para 2012. Ahora bien, aun cuando no 
se identificó destacadamente algún ingreso en concepto de cuota de garan-
tía de no caducidad de derechos de aguas nacionales dentro del apartado de 
aprovechamientos, lo cierto es que válidamente puede considerarse incluido 
dentro de este último, si se toma en cuenta que el referido término "otros", es 
genérico y comprende cualquier partida susceptible de generar aprovechamien
tos que no se incluyeran específicamente en puntos o incisos diversos de la 
porción normativa mencionada. En esas condiciones, de acuerdo con las nor-
mas señaladas, la Federación está autorizada para recaudar los montos 
correspondientes a la cuota de garantía de no caducidad aludida, pues en su 
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carácter de aprovechamiento se encuentra genéricamente prevista dentro 
del listado de ingresos que aquélla podrá percibir, sea en el ejercicio fiscal de 
2011 o en el de 2012.

2a./J. 93/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 93/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. EL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DEL 
REGLAMENTO PARA LA DETERMINACIÓN Y PAGO DE LA CUOTA 
DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD DE DERECHOS DE AQUÉLLAS, 
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PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 27 DE 
MAYO DE 2011, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD 
DE LA LEY. Si bien para determinar la cuota de garantía conforme al citado 
precepto se toman en cuenta los 2 años previos al 2 de agosto de 2011 (fecha 
en que se publicó la cuota autorizada por metro cúbico necesaria para tales 
efectos) lo cual implica considerar un periodo en que el referido reglamento 
no había entrado en vigor, lo cierto es que esa circunstancia no genera que 
el precepto aludido viole el mencionado principio contenido en el artículo 14, 
párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
porque el lapso señalado ya se encontraba previsto en el artículo 29 Bis 3, frac-
ción VI, de la Ley de Aguas Nacionales, vigente desde el 30 de abril de 2004 y 
corresponde al tiempo necesario para que operara la caducidad del título 
de concesión o asignación respectivo, de manera que nada impide que el 
reglamento lo tome como referente temporal para reconocer una situación 
jurídica concreta consistente en que, al entrar en vigor aquél, algunos conce-
sionarios o asignatarios ya se ubicaban en el supuesto de caducidad, a quie-
nes sólo se les brinda la alternativa de pagar la cuota de garantía de no 
caducidad para evitar la extinción del título respectivo, sin desconocer derechos 
adquiridos.

2a./J. 94/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 94/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. LOS ARGUMENTOS EN LOS CUALES SE 
ADUCE QUE LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD PREVISTA 
EN LA LEY RELATIVA VIOLA EL ARTÍCULO 22 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SON INOPE­
RANTES. La citada cuota de garantía de no caducidad establecida en el 
artículo 29 Bis 3, fracción VI, numeral 3, de la Ley de Aguas Nacionales, adi-
cionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 
de abril de 2004, no es una multa, porque su pago no lo impone la autori
dad como pena pecuniaria por contravención al orden público, sino que se 
prevé como una carga económica para evitar la declaratoria de caducidad 
total o parcial de un título de concesión o asignación, a efecto de conservar 
los derechos que este último otorga. En ese sentido, si el artículo 22 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prohíbe la multa 
excesiva, y los criterios definidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en esa materia, no pueden servir de parámetro para analizar la regularidad 
constitucional de la referida cuota de garantía precisamente porque a ésta no 
le reviste el carácter de multa, se concluye que los argumentos de inconstitu-
cionalidad en los cuales se aduce que viola el precepto fundamental mencio-
nado son inoperantes, en tanto pretenden demostrar que las disposiciones 
que la regulan transgreden una norma suprema que no les resulta aplicable, lo 
cual constituye un impedimento técnico para efectuar el estudio respectivo.

2a./J. 95/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
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Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 95/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO CADUCI­
DAD PREVISTA EN LA LEY RELATIVA NO ES UNA MULTA. La multa es 
una pena pecuniaria impuesta por las autoridades por la contravención a dis
posiciones de orden público, de manera que se trata de una consecuencia 
jurídica represora por la comisión de una conducta sancionada. Por su parte, 
la cuota de garantía de no caducidad prevista en el artículo 29 Bis 3, fracción 
VI, numeral 3, de la Ley de Aguas Nacionales, adicionado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004, es una 
carga económica que se cubre para evitar la declaratoria de caducidad total o 
parcial de un título de concesión o asignación y, con ello, conservar los derechos 
que este último otorga. Ahora, si bien el supuesto generador de la referida 
cuota de garantía es la falta de utilización total o parcial del agua concesiona-
da o asignada durante 2 años consecutivos sin causa justificada, esa circuns-
tancia no determina que su pago sea la consecuencia jurídica de una infracción 
a alguna disposición legal, pues aquél se efectúa para conservar los derechos 
amparados por el título respectivo como si nunca se hubiese incurrido en el 
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supuesto de caducidad. En ese tenor, aun cuando la referida cuota de garantía 
y la multa puedan ubicarse en la categoría general de los aprovechamientos, 
esa circunstancia no implica que se confunda una figura jurídica con la otra, 
porque el pago de aquélla no es impuesto por la autoridad como pena pecunia
ria por contravención al orden jurídico, sino que deriva de un acto voluntario 
para alcanzar el propósito mencionado de acuerdo con la ley.

2a./J. 96/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 96/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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AGUAS NACIONALES. LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO CADUCI­
DAD PREVISTA EN LA LEY RELATIVA, CALCULADA CONFORME A 
UNA CUOTA AUTORIZADA POR METRO CÚBICO, NO VIOLA EL 
DERECHO A LA IGUALDAD. Conforme al artículo 29 Bis 3, fracción VI, nume
ral 3, de la Ley de Aguas Nacionales, adicionado mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004, al Reglamento para 
la determinación y pago de la cuota de garantía de no caducidad de derechos 
de aguas nacionales y al "Oficio mediante el cual la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público autoriza a la Comisión Nacional del Agua, bajo la figura de 
aprovechamientos, las cuotas de garantía de no caducidad de derechos de aguas 
nacionales", publicados en el indicado medio de difusión oficial el 27 de mayo 
y el 2 de agosto de 2011, respectivamente, la referida cuota de garantía se 
calcula mediante la aplicación de una cuota autorizada por metro cúbico que 
varía según el uso y la zona de disponibilidad del agua. Así, tomando en con-
sideración que existe una situación análoga y un trato diferenciado (distintos 
montos a pagar), se advierte que la medida es proporcional con el fin preten-
dido, porque no obstante la homogeneidad del grupo de personas que decidan 
pagar la referida cuota de garantía (para evitar la extinción total o parcial del 
título respectivo), las normas aludidas atienden a las circunstancias especí
ficas de cada caso para definir el costo económico que debe representar la 
conservación de los derechos relativos en la parte que podrían ser objeto de 
caducidad. En esas condiciones, al haber una correspondencia apropiada 
entre el medio elegido y el fin perseguido, sin que la obtención de este último 
implique un sacrificio en grado excesivo del derecho a la igualdad, no se viola el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues 
es tolerable que quienes paguen la cuota de garantía de no caducidad lo 
hagan en montos diferenciados de acuerdo con el uso y la zona de disponibili
dad, en aras de promover una utilización racional y efectiva del agua.

2a./J. 97/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López.

Tesis de jurisprudencia 97/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. LOS ARGUMENTOS EN LOS CUALES SE 
ADUCE QUE LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD PREVISTA 
EN LA LEY RELATIVA VIOLA EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
SON INOPERANTES. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha consi-
derado que los aprovechamientos establecidos en el artículo 3o. del Código 
Fiscal de la Federación, no se rigen por los principios de justicia fiscal, en razón 
de que los ingresos que originan no dimanan de la potestad tributaria del 
Estado, sino de otras funciones de derecho público. Así, únicamente las con-
tribuciones impuestas con fundamento en dicha potestad, quedan sujetas al 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, en la medida en que sólo ese tipo de desprendimientos patrimoniales 
deben satisfacer las exigencias de los principios de legalidad, proporcionalidad, 
equidad y destino al gasto público en materia tributaria. En tales condiciones, 
si los aprovechamientos, como la cuota de garantía de no caducidad, prevista 
en el artículo 29 Bis 3, fracción VI, numeral 3, de la Ley de Aguas Nacionales, 
adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 29 de abril de 2004, no se rigen por los referidos principios, se concluye que 
los argumentos de inconstitucionalidad en los cuales se aduce que la aludida 
cuota de garantía viola el citado precepto constitucional son inoperantes, en 
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tanto pretenden demostrar que las disposiciones regulatorias de aquélla trans
greden una norma suprema que no les resulta aplicable, lo cual constituye un 
impedimento técnico para efectuar el estudio respectivo.

2a./J. 98/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López.

Tesis de jurisprudencia 98/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO CADUCI­
DAD PREVISTA EN LA LEY RELATIVA PROMUEVE UNA UTILIZACIÓN 
RACIONAL Y EFICIENTE DEL RECURSO HÍDRICO. En el contexto de los 
principios e instrumentos básicos que sustentan la política hídrica nacional 



204 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

establecidos en los artículos 14 Bis 5 y 14 Bis 6 de la Ley de Aguas Nacionales, 
adicionados mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 29 de abril de 2004, se regulan la caducidad (total o parcial) de la concesión o 
asignación para la explotación, uso o aprovechamiento de aguas nacionales 
y, de manera complementaria, la cuota de garantía de no caducidad, prevista 
en el diverso artículo 29 Bis 3, fracción VI, numeral 3, de esa ley. Ambas figuras 
jurídicas promueven una utilización racional y eficiente del agua y, concretamente, 
la citada cuota de garantía lo hace así, en dos vertientes: a) Cuando no se 
paga, porque refuerza la eficacia de la caducidad como mecanismo de ajuste a 
las necesidades reales del usuario para cuando no justifique la falta de utiliza
ción del agua durante 2 años consecutivos, quedando la autoridad en aptitud 
de concesionar o asignar los volúmenes no usados, explotados o aprovechados; 
y b) Cuando se paga, porque implica para el concesionario o asignatario una 
valoración de que la no utilización de dicho recurso natural en actividades 
propias en los 2 años previos no le generó beneficios de diversa índole y, ade-
más, le representará un costo económico impedir a la administración pública 
el otorgamiento de otras concesiones o asignaciones a favor de sujetos inte-
resados en esos recursos hídricos que permanecieron ociosos por falta de 
utilización, pero que eran aptos para generar diversos beneficios y el pago 
de derechos (contribución), lo cual le hará reflexionar de manera prospectiva 
en el sentido de que mantener disponibles los volúmenes de agua no usados, 
explotados o aprovechados en dicho lapso, será para utilizarlos en lo sucesivo 
real y efectivamente en términos del título respectivo.

2a./J. 99/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Unani
midad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.
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Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salve-
dad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. 
Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 99/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. LA FUNCIÓN PÚBLICA DEL ESTADO QUE JUS­
TIFICA LA OBTENCIÓN DE INGRESOS POR CONCEPTO DE CUOTA 
DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD, ES LA RELATIVA A PRESER­
VAR EL EQUILIBRIO HIDROLÓGICO, Y FAVORECER EL APROVE­
CHAMIENTO Y LA PROTECCIÓN DE LOS RECURSOS HÍDRICOS. 
De los principios e instrumentos básicos que sustentan la política hídrica nacional 
establecidos en los artículos 14 Bis 5 y 14 Bis 6 de la Ley de Aguas Naciona-
les, adicionados mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Fede
ración el 29 de abril de 2004, se advierte uno de los propósitos esenciales en la 
materia, consistente en promover y establecer condiciones para una eficiente 
y racional utilización, control y distribución del agua, así como de aquellas medi
das necesarias para su salvaguarda en cantidad y calidad. Ahora, la cuota de 
garantía de no caducidad prevista en el artículo 29 Bis 3, fracción VI, numeral 3, 
de la referida ley, se establece como una medida para alcanzar ese propó
sito específico y encuadra dentro del cúmulo de actividades desarrolladas 
por el Estado para preservar el equilibrio hidrológico nacional y favorecer el 
aprovechamiento y la protección de los recursos hídricos; en ese contexto, 
al implementar la referida cuota de garantía, el Estado desarrolla la función 
pública aludida y, por ende, se justifica la obtención de ingresos en concepto 
de aprovechamientos mediante su cobro.

2a./J. 100/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
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Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. 
Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 100/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD 
DE LA CONCESIÓN O ASIGNACIÓN PARA LA EXPLOTACIÓN, USO 
O APROVECHAMIENTO DE AQUÉLLAS, ES UN APROVECHAMIENTO 
CONFORME AL ARTÍCULO 3o. DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERA­
CIÓN. Del artículo 29 Bis 3, fracción VI, numeral 3, de la Ley de Aguas Naciona
les, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el 29 de abril de 2004, se advierte que el concesionario o asignatario puede 
evitar la declaratoria de caducidad parcial o total del título respectivo por dejar 
de usar, explotar o aprovechar las aguas nacionales durante 2 años consecu
tivos sin causa justificada prevista en esa ley o en sus reglamentos, mediante 
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el pago de una cuota de garantía de no caducidad, en términos de las dispo-
siciones que se establezcan y conforme a los reglamentos relativos. Lo ante-
rior permite observar que el pago mencionado se realiza de manera opcional 
sin actualizar el hecho imponible de cualquiera de las contribuciones a que se 
refiere el artículo 2o. del Código Fiscal de la Federación (impuestos, derechos, 
contribuciones de mejoras o aportaciones de seguridad social), cuya caracte-
rística esencial es la obligatoriedad por derivar de la potestad tributaria estatal. 
En consecuencia, como la citada cuota de garantía de no caducidad no reúne 
los caracteres necesarios para ser considerada una contribución, válidamente 
puede catalogarse como un aprovechamiento conforme al artículo 3o. del refe
rido código, al traducirse en un ingreso percibido por el Estado al desarrollar 
funciones de derecho público, distinto de las contribuciones, tomando en con
sideración que no deriva de financiamientos ni es atribuible a organismos 
descentralizados o a empresas de participación estatal.

2a./J. 101/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
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salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 101/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. LA EVENTUAL PROTECCIÓN CONSTITUCIO­
NAL CONTRA LAS DISPOSICIONES REGULATORIAS DE LA CUOTA 
DE GARANTÍA DE NO CADUCIDAD DE DERECHOS, NO CAUSARÍA 
PERJUICIOS A LA QUEJOSA PARA EFECTOS DE LA PROCEDEN­
CIA DEL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. Del artículo 29 Bis 3, fracción 
VI, numeral 3, de la Ley de Aguas Nacionales, adicionado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004, se advierte 
que el concesionario o asignatario puede evitar la declaratoria de caducidad 
parcial o total del título respectivo por dejar de usar, explotar o aprovechar las 
aguas nacionales durante 2 años consecutivos sin causa justificada prevista 
en esa ley o en sus reglamentos, mediante el pago de una cuota de garantía 
de no caducidad, en términos de las disposiciones que se establezcan y con-
forme a los reglamentos relativos, a partir de los cuales, la autoridad hacen-
daria fija diversas cuotas autorizadas por metro cúbico en función del uso y la 
zona de disponibilidad del agua, cuya aplicación llevará a determinar un monto 
mayor o menor a pagar. En ese contexto, si se concediera el amparo contra 
las disposiciones relativas, el efecto de la sentencia protectora no consistiría 
en eliminar de la esfera jurídica de los concesionarios o asignatarios la posibi
lidad de realizar el pago correspondiente sino, en su caso, en permitirles efec-
tuarlo conforme a la cuota autorizada más baja para obtener el menor monto 
a enterar y, con ello, evitar la declaratoria de caducidad que les permitirá con
servar los derechos otorgados por el título respectivo. Por ello, como los efectos 
de un eventual amparo contra la referida normativa regulatoria de la cuota de 
garantía de no caducidad no generarían un perjuicio al quejoso, no se actua-
liza la causa de improcedencia del juicio de amparo contenida en el artículo 
73, fracción XVIII, en relación con el numeral 80 (interpretado en sentido con-
trario), ambos de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013.

2a./J. 102/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
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Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 102/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

AGUAS NACIONALES. EL PAGO DE LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO 
CADUCIDAD DE LA CONCESIÓN O ASIGNACIÓN PARA LA EXPLO­
TACIÓN, USO O APROVECHAMIENTO DE AQUÉLLAS, NO IMPLICA 
EL CONSENTIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES QUE LA REGULAN 
PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. Del artículo 29 Bis 3, fracción VI, numeral 3, de la Ley de Aguas 
Nacionales, adicionado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 29 de abril de 2004, se advierte que el concesionario o asignatario 
puede evitar la declaratoria de caducidad parcial o total del título respectivo por 
dejar de usar, explotar o aprovechar las aguas nacionales durante 2 años con
secutivos sin causa justificada prevista en esa ley o en sus reglamentos, 
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mediante el pago de una cuota de garantía de no caducidad, en términos de 
las disposiciones que se establezcan y conforme a los reglamentos relativos. 
En ese sentido, si el pago mencionado no se efectúa, la autoridad podrá decla
rar la caducidad total o parcial, lo cual impedirá definitivamente el uso, apro
vechamiento o explotación de las aguas nacionales objeto de la declaratoria; en 
cambio, si se paga, ello permitirá conservar el título de concesión o asignación 
en los términos en los cuales fue expedido, pues la autoridad no podría realizar 
la declaratoria referida. Lo anterior permite observar que el pago de la cuota 
de garantía de no caducidad, no obstante ser opcional, se efectúa para no 
perder los derechos consignados en el título respectivo y, por ende, esa circuns
tancia excluye el consentimiento de la normativa que la regula, por lo cual, no 
se actualiza la causa de improcedencia del juicio de amparo contenida en el 
artículo 73, fracción XI, de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de abril de 2013.

2a./J. 103/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 596/2012. Aeropuerto de Durango, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 602/2012. Aeropuerto de Zacatecas, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 605/2012. Aeropuerto de Acapulco, S.A. de C.V. 4 de noviembre de 
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secre-
tarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez López. Una-
nimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Amparo en revisión 731/2012. Papeles Higiénicos de México, S.A. de C.V. 4 de noviembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
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Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Tesis de jurisprudencia 103/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del trece de julio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE RECLAMACIÓN. SU CONOCIMIENTO COMPETE A 
LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
CUANDO SE INTERPONE CONTRA LOS ACUERDOS PRESIDENCIA­
LES DE TRÁMITE DICTADOS EN LA REVISIÓN ADMINISTRATIVA. 
Los artículos 104 de la Ley de Amparo, así como 10, fracción V, 11, fracción V 
y 21, fracción XI, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, esta-
blecen la competencia del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
para conocer de los recursos de reclamación interpuestos contra las provi-
dencias o acuerdos de trámite dictados por su Presidente, y que aquél podrá 
remitirlos a las Salas a través de acuerdos generales; así, con base en el 
punto tercero del Acuerdo General Número 5/2013 (*) se señala la competencia 
de las Salas del Alto Tribunal para conocer de los asuntos que originariamente 
les corresponda y de los de la competencia del Pleno que no se ubiquen en los 
supuestos indicados en el punto segundo, de donde deriva que podrán resolver 
los recursos de reclamación interpuestos contra los acuerdos presidenciales 
de trámite dictados dentro de las revisiones administrativas, considerando, 
incluso, que no se prevé reserva del Pleno para su conocimiento y que no se 
trata de fallar el fondo de la revisión administrativa.

2a./J. 105/2016 (10a.)

Recurso de reclamación 1380/2015. Jorge Alberto González Álvarez. 24 de febrero de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y con reservas José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto 
Rodríguez García. 

Recurso de reclamación 1650/2015. Jorge Alberto González Álvarez. 6 de abril de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 

Nota: (*) El Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal 
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que 
el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia originaria a las Salas 
y a los Tribunales Colegiados de Circuito, aparece publicado en el Semanario Judicial de la Fede­
ración y en su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2173.
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Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto Rodrí-
guez García.

Recurso de reclamación 314/2016. Willy Fernando Pfenning Rodríguez. 8 de junio de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: José 
Fernando Franco González Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto 
Rodríguez García.

Recurso de reclamación 103/2016. Federico Alberto Montes de Oca Zebadúa. 22 de junio 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Ron Snipeliski Nischli. 

Recurso de reclamación 158/2016. Enrique Alfonso Castillo López. 22 de junio de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Ron Snipeliski Nischli.

Tesis de jurisprudencia 105/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de junio de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

SENTENCIAS DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 
DICTADAS AL RESOLVER EL RECURSO DE REVISIÓN. LA INTER­
POSICIÓN DE CUALQUIER MEDIO DE DEFENSA EN SU CONTRA 
CONFIGURA UNA CAUSA NOTORIA Y MANIFIESTA DE IMPROCE­
DENCIA QUE CONDUCE A SU DESECHAMIENTO DE PLANO. Acorde 
con el artículo 107, fracción VIII, inciso b), último párrafo, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, las sentencias pronunciadas por los 
Tribunales Colegiados de Circuito al resolver el recurso de revisión no admitirán 
recurso alguno; por ello, ningún tribunal, incluida la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, tiene facultades para modificarlas y menos para revocarlas, en 
virtud de que con su sola emisión son definitivas e inatacables, y su contenido 
no puede desconocerse en cualquier otro juicio o instancia. Consecuente
mente, la interposición de un segundo recurso de revisión o de cualquier 
otro medio de defensa contra la resolución dictada por un Tribunal Colegiado 
de Circuito al conocer del recurso de revisión que impugna la pronunciada por 
un Juez de Distrito o por un Tribunal Unitario de Circuito, al constituir una sen
tencia definitiva e inatacable que adquiere la calidad de cosa juzgada, con
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figura una causa notoria y manifiesta de improcedencia que conduce a su 
desechamiento sin mayor trámite.

2a./J. 106/2016 (10a.)

Recurso de reclamación 1129/2015. 6 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal Ferreyro.

Recurso de reclamación 1526/2015. Sigfrido Miranda Suárez. 16 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto Rodríguez García.

Recurso de reclamación 1529/2015. Luis Antonio Servín Pintor. 16 de marzo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Recurso de reclamación 208/2016. Gabriel Antonio Fararoni Rodríguez. 11 de mayo de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat 
Mendizábal Ferreyro.

Recurso de reclamación 160/2016. Servicio Cubija, S.A. de C.V. 18 de mayo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal 
Ferreyro.

Tesis de jurisprudencia 106/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBAS PERICIAL, TESTIMONIAL O DE INSPECCIÓN JUDICIAL. 
EL ARTÍCULO 119 DE LA LEY DE AMPARO, AL DISPONER, COMO 
REGLA GENERAL, QUE EL PLAZO PARA SU OFRECIMIENTO NO 
PODRÁ AMPLIARSE CON MOTIVO DEL DIFERIMIENTO DE LA 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO VIOLA EL DERECHO A UNA 
ADECUADA DEFENSA. El citado precepto establece que el plazo para el 
ofrecimiento de las pruebas pericial, testimonial o de inspección judicial no 
podrá ampliarse con motivo del diferimiento de la audiencia constitucional, 
salvo que se trate de hechos que no hayan podido ser conocidos por las partes 
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con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas. Por tanto, si la oferente cono
cía el hecho cuya certeza trata de probar o impugnar con anterioridad a la 
audiencia constitucional, entonces tuvo la oportunidad de ejercer tal derecho 
y, de no haberlo hecho así, opera la preclusión en su perjuicio. Lo anterior no 
viola el derecho a una adecuada defensa reconocido por el artículo 14 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debido a que no limita 
la capacidad probatoria, ya que la norma concede a las partes la oportunidad 
de ofrecer, aportar y rendir las pruebas que estimen pertinentes, mientras que 
fijar un plazo prudente o periodo determinado para ejercer tal derecho, obedece 
al principio de expeditez procesal que rige en el juicio de amparo. Además, el 
precepto legal indicado también es congruente con el principio de igualdad pro
cesal, el cual implica que se deben dar a las partes las mismas oportunidades 
para hacer valer sus derechos y ejercitar sus defensas, por lo que permitir el 
ejercicio de un derecho después del momento procesal oportuno para ello, 
redundaría directamente en perjuicio de las demás partes.

2a./J. 107/2016 (10a.)

Queja 215/2014. Inmobiliaria Raais, S.A. de C.V. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Queja 10/2015. Picacho Grupo Automotriz, S.A. de C.V. 20 de mayo de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan 
N. Silva Meza. Secretario: David Arturo Esquinca Vila.

Queja 110/2015. Fun Trips, S. de R.L. de C.V. y otras. 2 de marzo de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Disi
dente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secreta
ria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Queja 35/2016. AR Patrimonio de Alto Nivel, S.A. de C.V. 1 de junio de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Queja 49/2016. Marco Antonio Adalberto Ramírez Díaz. 1 de junio de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma 
Paola Cerón Fernández.
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Tesis de jurisprudencia 107/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu
nal, en sesión privada del diez de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRUEBAS PERICIAL, TESTIMONIAL O DE INSPECCIÓN JUDICIAL. 
EL ARTÍCULO 119 DE LA LEY DE AMPARO, AL DISPONER, COMO 
REGLA GENERAL, QUE EL PLAZO PARA SU OFRECIMIENTO NO 
PODRÁ AMPLIARSE CON MOTIVO DEL DIFERIMIENTO DE LA 
AUDIENCIA CONSTITUCIONAL, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE INTER­
PRETACIÓN MÁS FAVORABLE A LA PERSONA. El citado precepto esta
blece que el plazo para el ofrecimiento de las pruebas pericial, testimonial o 
de inspección judicial, no podrá ampliarse con motivo del diferimiento de la 
audiencia constitucional, salvo que se trate de hechos que no hayan podido 
ser conocidos por las partes con la oportunidad legal suficiente para ofrecerlas. 
Por tanto, si la oferente conocía el hecho cuya certeza trata de probar o impug
nar con anterioridad a la audiencia constitucional, entonces tuvo la oportuni-
dad de ejercer tal derecho y, de no haberlo hecho así, opera la preclusión en 
su perjuicio. Lo anterior no viola el principio de interpretación más favorable 
a la persona previsto en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, porque éste conlleva que si en los instrumentos interna-
cionales existe una protección más benéfica para la persona respecto de la 
institución jurídica analizada, ésta se aplique, pero no implica que al ejercer 
la función jurisdiccional dejen de observarse las reglas y los plazos procesales 
aplicables, ya que ello equivaldría a contravenir los diversos principios de lega
lidad, igualdad, seguridad jurídica, debido proceso, acceso efectivo a la justi
cia y cosa juzgada, lo que redundaría en perjuicio de las demás partes en el 
juicio de amparo.

2a./J. 109/2016 (10a.)

Queja 215/2014. Inmobiliaria Raais, S.A. de C.V. 15 de abril de 2015. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Queja 10/2015. Picacho Grupo Automotriz, S.A. de C.V. 20 de mayo de 2015. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan 
N. Silva Meza. Secretario: David Arturo Esquinca Vila.

Queja 110/2015. Fun Trips, S. de R.L. de C.V. y otras. 2 de marzo de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Eduardo Medina Mora I. Disi
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dente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secreta-
ria: María Estela Ferrer Mac Gregor Poisot.

Queja 35/2016. AR Patrimonio de Alto Nivel, S.A. de C.V. 1 de junio de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Queja 49/2016. Marco Antonio Adalberto Ramírez Díaz. 1 de junio de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma 
Paola Cerón Fernández.

Tesis de jurisprudencia 109/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

PRÁCTICAS MONOPÓLICAS. EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITU­
CIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, LAS PRO­
HÍBE NO SÓLO CUANDO ESA CONDUCTA TENGA POR OBJETO EL 
ALZA DE PRECIOS. El análisis integral de los párrafos primero y segundo 
del precepto constitucional referido conduce a establecer que toda práctica 
monopólica, al afectar la eficiencia de los mercados de bienes y servicios, 
daña al consumidor o a la sociedad, y no sólo cuando la práctica "tenga por 
objeto obtener el alza de precios" u "obligar a los consumidores a pagar pre-
cios exagerados", lo que explica que en la parte final del segundo párrafo de la 
norma constitucional, el Poder Reformador haya incluido la mención de que 
la ley castigará, en general, todo lo que constituya una ventaja exclusiva inde-
bida a favor de una o varias personas determinadas y con perjuicio del público 
en general o de alguna clase social; lo que es lógico, porque todos los actos 
que constituyan monopolio o práctica monopólica, por sus características, dis
minuyen el proceso de competencia y libre concurrencia, afectando el funcio-
namiento eficiente de los mercados de bienes y servicios, esto es, las cadenas 
de producción y, por ende, al último eslabón de éstas, es decir, al consumidor, 
porque no reflejan el costo real de los bienes y servicios, el cual sólo existe en 
un ambiente de competencia.

2a./J. 110/2016 (10a.)

Amparo en revisión 839/2014. 5 de agosto de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
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Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre
taria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo en revisión 289/2015. 9 de septiembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rodrigo de la Peza 
López Figueroa.

Amparo en revisión 971/2015. 6 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre-
tario: Miguel Ángel Burguete García.

Amparo en revisión 975/2015. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Salvador Alvarado López.

Amparo en revisión 1163/2015. 9 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra consideraciones Margari-
ta Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Salvador Alvarado López.

Tesis de jurisprudencia 110/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

COMPETENCIA ECONÓMICA. EL ARTÍCULO 9o., FRACCIÓN I, DE LA 
LEY FEDERAL RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 6 DE JULIO DE 2014, 
ES ACORDE CON EL ARTÍCULO 28 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. El precepto legal referido, al 
prever que son prácticas monopólicas absolutas los contratos, convenios, arre
glos o combinaciones entre agentes económicos competidores entre sí, cuyo 
objeto o efecto sea fijar, elevar, concertar o manipular el precio de venta o 
compra de bienes o servicios, o intercambiar información con el mismo obje-
to o efecto, respeta el marco constitucional del que deriva, porque el artículo 
28 constitucional prohíbe las prácticas monopólicas y, en general, todo lo que 
constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una o varias personas 
determinadas y con perjuicio del público en general, en donde válidamente 
puede entenderse incluida la práctica a que se refiere el indicado precepto 
legal, concretamente el establecimiento de precios de venta o compra de bienes 
o servicios, sean o no a la alza o exagerados, pues en atención a la interpreta-
ción constitucional expresada por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
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la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos prohíbe los actos 
que disminuyen el proceso de competencia y libre concurrencia, al no permitir 
el funcionamiento eficiente de los mercados de bienes y servicios, afectando 
las cadenas de producción y, desde luego, al consumidor final, porque la adqui-
sición de esos bienes y servicios no se lleva a cabo conforme a costos reales.

2a./J. 111/2016 (10a.)

Amparo en revisión 839/2014. 5 de agosto de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre
taria: Guadalupe de la Paz Varela Domínguez.

Amparo en revisión 289/2015. 9 de septiembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza; en su 
ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rodrigo de la Peza 
López Figueroa.

Amparo en revisión 971/2015. 6 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre-
tario: Miguel Ángel Burguete García.

Amparo en revisión 975/2015. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Salvador Alvarado López.

Amparo en revisión 1163/2015. 9 de marzo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra consideraciones Margari-
ta Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Salvador Alvarado López.

Tesis de jurisprudencia 111/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diez de agosto de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RECURSO DE RECLAMACIÓN. ES IMPROCEDENTE CONTRA LOS 
ACUERDOS PRESIDENCIALES QUE DECLARAN LA INCOMPETEN­
CIA DEL ÓRGANO DE AMPARO PARA CONOCER DE UN ASUNTO. 
El artículo 104 de la Ley de Amparo prevé que el recurso de reclamación pro
cede contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación o por los Presidentes de sus Salas o de los Tri-
bunales Colegiados de Circuito, y que podrá interponerlo cualquiera de las par-
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tes, por escrito, en el que se expresen agravios, dentro del plazo de 3 días 
siguientes al en que surta efectos la notificación de la resolución impugnada. 
Ahora bien, no toda resolución de mero trámite ocasiona un perjuicio a las 
partes, sino sólo las que definan un derecho, lo restrinjan o lo anulen en forma 
definitiva. Por tanto, como los acuerdos de incompetencia solamente deter
minan el órgano de amparo que deberá hacerse cargo del trámite y resolu-
ción de una demanda o de un recurso, sin prejuzgar sobre la materia de fondo 
del asunto, contra dichos proveídos resulta improcedente el recurso de recla
mación, toda vez que, por regla general, está ausente el perjuicio, elemento 
imprescindible para que tenga alguna eficacia práctica la resolución que llegara 
a dictarse.

2a./J. 120/2016 (10a.)

Recurso de reclamación 332/2015. Angélica Rocío Hernández Reyes. 17 de junio de 2015. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Mar
garita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Recurso de reclamación 504/2015. Martín Moreno Ruiz. 12 de agosto de 2015. Unani
midad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Car
bajal Díaz.

Recurso de reclamación 727/2015. Gaspar Alejandro Reyes Calderón. 9 de septiembre 
de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza; en su ausencia hizo suyo el asunto Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Jaime Flores Cruz.

Recurso de reclamación 202/2016. Enrique Antonio Pedraza Mayoral. 18 de mayo de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica 
Sanabria Martínez.

Recurso de reclamación 683/2016. Gustavo Humberto Guevara Herrera y otros. 24 de 
agosto de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Alfredo 
Villeda Ayala.

Tesis de jurisprudencia 120/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiuno de septiembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 12, FRACCIÓN II, INCISO C), 
DEL REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE 
LOS TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO 
DÉCIMO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA 
LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE 
LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, VIOLA EL DERECHO A LA SEGU­
RIDAD SOCIAL. El precepto citado, al prever que la pensión por viudez sólo 
puede coexistir con el desempeño de un trabajo remunerado que no implique 
la incorporación al régimen obligatorio de la Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, viola el derecho a la seguri
dad social reconocido en el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual, los 
beneficiarios del trabajador fallecido tienen derecho a recibir diversas pensio
nes, entre ellas, la de viudez, así como a seguir desempeñando, al servicio del 
Estado, un empleo remunerado, aun cuando esto implique su inscripción al 
régimen indicado, pues sólo así se protege su bienestar. Ello es así, porque 
el artículo 12, fracción II, inciso c), referido niega el derecho de la esposa o con
cubina, esposo o concubinario, a recibir la pensión mencionada derivada de 
la muerte del trabajador o trabajadora en activo, pensionado o pensionada, 
según sea el caso, durante el lapso que desempeñe un trabajo remunerado 
que implique la incorporación al régimen obligatorio aludido por considerarlo 
incompatible con dicha pensión, sin atender a que tiene características diver-
sas, toda vez que la pensión por viudez surge con la muerte del trabajador en 
favor de su beneficiario; quien pretende esa pensión se encuentra desempe-
ñando un cargo incorporado al régimen obligatorio, accediendo por cuenta propia 
a los derechos que de éste deriven; y la pensión indicada no es una concesión 
gratuita, ya que se genera con las aportaciones hechas por el trabajador o 
pensionado fallecido, mientras que la percepción de un salario es una contra-
prestación que recibe el trabajador por el trabajo que desempeña para el 
Gobierno Federal, que conlleva la obligación de ser inscrito en el régimen 
de la ley invocada; de lo que se concluye que las prestaciones no se oponen ni 
excluyen entre sí, por lo que son compatibles.

2a./J. 129/2016 (10a.)

Amparo en revisión 649/2015. Jorge Rodríguez Barrera. 23 de septiembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo en revisión 838/2015. Laura Ruth Meza García. 4 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponen-
te: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.
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Amparo en revisión 111/2016. Silvia Durán Anzures. 22 de junio de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Amparo en revisión 252/2016. Concepción Fonseca Pérez. 17 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponen-
te: Javier Laynez Potisek. Secretaria: María Constanza Tort San Román.

Amparo en revisión 229/2016. Juana Estela Villegas Bucio. 21 de septiembre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Josefina Cortés Campos.

Tesis de jurisprudencia 129/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS LOCALES. EL AR­
TÍCULO 116, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS FACULTA AL LEGISLADOR 
SECUNDARIO PARA REGULAR LAS RELACIONES LABORALES ENTRE 
AQUÉLLOS Y SUS TRABAJADORES, DE ACUERDO CON LOS APAR­
TADOS A O B DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL, INCLUSO, DE 
MANERA MIXTA, SIN LA OBLIGACIÓN DE SUJETARSE ESPECÍFICA­
MENTE A ALGUNO DE ELLOS [ABANDONO DE LA JURISPRUDEN­
CIA 2a./J. 180/2012 (10a.) (*)]. La voluntad del Constituyente plasmada en el 
artículo 116, fracción VI, de la Constitución Federal, consiste en otorgar flexibi
lidad para que las normas locales respondan a las características y peculiarida
des de los servidores públicos de cada uno de los Estados y Municipios, aunado 
a que, de su interpretación gramatical, se observa que se determinó que las 
relaciones de trabajo entre los "Estados y sus trabajadores" se rigieran por 
las leyes que expidan las Legislaturas Locales, en el que se utiliza el concepto 
"Estado" como sinónimo de Estado federado como orden jurídico, lo que incluye 
a los poderes locales, los organismos centralizados y descentralizados de la 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 180/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 
734, con el rubro: "ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS. LAS RELACIONES LABORALES CON 
SUS TRABAJADORES SE RIGEN POR EL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL Y 
LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, POR LO QUE LA COMPETENCIA PARA RESOLVER LOS CON
FLICTOS RESPECTIVOS CORRESPONDE A LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.".
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administración pública local, así como a los organismos constitucionales autó
nomos de la entidad. Con base en lo anterior, las entidades federativas tienen 
la potestad constitucional de regular las relaciones laborales entre los distintos 
organismos descentralizados locales y sus trabajadores, según sea el caso, 
de acuerdo con los apartados A o B del artículo 123 constitucional, inclusive de 
manera mixta, sin que deban sujetarse a alguno de ellos en especial.

2a./J. 130/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 6490/2015. Ovidio Rodríguez García. 4 de mayo de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretaria: Jocelyn Montserrat Mendizábal Ferreyro.

Amparo directo en revisión 671/2016. José Espinosa Medina. 13 de julio de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fer-
nando Franco González Salas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 1366/2016. Susana Leticia Fuentes Sosa. 24 de agosto de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. 
Secretario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Amparo directo en revisión 1913/2016. Manuel Arturo Acevedo Godoy. 24 de agosto de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre
tario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Amparo directo en revisión 1356/2016. Ligia Mirbella Arceo y Avilés. 21 de septiembre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron 
Snipeliski Nischli.

Tesis de jurisprudencia 130/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 

ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS DEL ESTADO DE 
QUINTANA ROO. EL LEGISLADOR SECUNDARIO TIENE FACULTA­
DES PARA SUJETAR LAS RELACIONES LABORALES ENTRE AQUÉ­
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LLOS Y SUS TRABAJADORES A LA LEY DE LOS TRABAJADORES 
AL SERVICIO DE LOS PODERES LEGISLATIVO, EJECUTIVO Y JUDI­
CIAL, DE LOS AYUNTAMIENTOS Y ORGANISMOS DESCENTRALIZA­
DOS DE ESA ENTIDAD. Conforme a lo sostenido por la Segunda Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, respecto a que la voluntad del Cons-
tituyente plasmada en el artículo 116, fracción VI, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en otorgar flexibilidad para que las 
normas locales respondan a las características y peculiaridades de los servi
dores públicos de cada uno de los Estados y Municipios, las entidades federa
tivas tienen la potestad constitucional de regular las relaciones laborales entre 
los distintos organismos descentralizados locales y sus trabajadores, según 
sea el caso, de acuerdo con los apartados A o B del artículo 123 constitucio-
nal, inclusive de manera mixta, sin que deban sujetarse a alguno de ellos en 
especial. Por tanto, si en uso de sus facultades, el legislador secundario sujetó 
las relaciones de los organismos públicos descentralizados del Estado de 
Quintana Roo y sus trabajadores a lo previsto en el apartado B del precepto 
123 constitucional y, en consecuencia, a la legislación local –Ley de los Traba-
jadores al Servicio de los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, de los Ayun
tamientos y Organismos Descentralizados de esa entidad–, ello no transgrede el 
texto constitucional, ya que el legislador local que expidió este último orde
namiento está facultado para hacerlo.

2a./J. 131/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 671/2016. José Espinosa Medina. 13 de julio de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fer-
nando Franco González Salas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 1366/2016. Susana Leticia Fuentes Sosa. 24 de agosto de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre
tario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Amparo directo en revisión 1913/2016. Manuel Arturo Acevedo Godoy. 24 de agosto de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre
tario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Amparo directo en revisión 1356/2016. Ligia Mirbella Arceo y Avilés. 21 de septiembre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Ron 
Snipeliski Nischli.
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Amparo directo en revisión 2004/2016. Rafael Cuervo Briceño. 21 de septiembre de 2016. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre
tario: Francisco Manuel Rubín de Celis Garza.

Tesis de jurisprudencia 131/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

BUZÓN TRIBUTARIO, CONTABILIDAD Y REVISIONES ELECTRÓNI­
CAS. LOS ARTÍCULOS 17-K, 28, 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE REGULAN ESAS FIGURAS JURÍ­
DICAS, INTEGRAN UN SISTEMA NORMATIVO PARA EFECTOS DE 
SU IMPUGNACIÓN MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
(DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). Conforme a la exposi-
ción de motivos del citado decreto y al texto de los preceptos señalados, se 
advierte que su propósito fundamental es ampliar la base de contribuyentes y 
asegurar su plena integración al ciclo tributario, para lo cual, se estimó necesa
rio emplear las tecnologías en materia de comunicación e información, mediante 
la utilización de mecanismos electrónicos que faciliten a los contribuyentes cum
plir sus obligaciones fiscales y permitan a la autoridad hacendaria llevar a 
cabo procesos de recaudación y fiscalización más ágiles y eficientes. En ese 
contexto, el legislador ordinario estableció: a) Un sistema de contabilidad elec
trónico estándar a través del cual los contribuyentes deben llevar sus registros 
o asientos (artículo 28, fracción III, en relación con las fracciones I y II); b) La obli
gación de enviar mensualmente la información respectiva a través de la página 
de Internet del Servicio de Administración Tributaria, de acuerdo con las reglas 
generales que al efecto se emitan (artículo 28, fracción IV, en relación con 
las fracciones I y II); c) La asignación de un buzón tributario a cada contribu
yente como medio de comunicación electrónica con la autoridad hacendaria, 
a través del cual, ésta realizará la notificación de actos y resoluciones, y aquél 
presentará promociones, solicitudes, avisos, o cumplirá requerimientos, y podrá 
consultar su situación fiscal y cumplir con sus obligaciones fiscales (artículo 
17-K); y d) Un nuevo procedimiento de fiscalización electrónica, conforme al 
cual, la autoridad hacendaria podrá ejercer sus facultades de comprobación 
con base en la información y documentación que obre en su poder, sobre 
rubros o conceptos específicos de una o más contribuciones, y dictar, en su 
caso, una resolución provisional en la que se asentarán los hechos u omisio-
nes que den lugar a la determinación de un crédito fiscal y la preliquidación 
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respectiva, requerir la documentación e información correspondiente y notificar 
el resultado relativo a través del buzón tributario en lapsos breves (artículos 42, 
fracción IX y 53-B). Lo anterior permite advertir que si entre las disposiciones 
regulatorias del buzón tributario, la contabilidad y las revisiones electrónicas 
existe una estrecha vinculación, en tanto el citado buzón es el medio a través del 
cual los contribuyentes envían su información contable al Servicio de Admi-
nistración Tributaria, la cual se integrará a un sistema de contabilidad electróni
ca estándar que, además de facilitarles el cumplimiento de otras obligaciones 
fiscales, permite que los procesos de fiscalización sean más ágiles y eficien-
tes, pues con la reducción de plazos y costos de operación la autoridad estará 
en posibilidad de revisar rubros o conceptos específicos de una o más contri-
buciones en los que se advierta alguna irregularidad con base en el análisis 
de los documentos e información que tenga en su poder, incluida la contabi-
lidad electrónica, es evidente que los artículos 17-K, 28, 42, fracción IX y 53-B 
del Código Fiscal de la Federación –y otras disposiciones que desarrollan su 
contenido– integran un sistema normativo para efectos de su impugnación, 
mediante el juicio de amparo indirecto.

2a./J. 134/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y 
Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salveda
des Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega 
Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar-
tínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
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Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 134/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

BUZÓN TRIBUTARIO, CONTABILIDAD Y REVISIONES ELECTRÓNI­
CAS. CONTRA LOS ARTÍCULOS 17-K, 28, 42, FRACCIÓN IX Y 53-B 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, SI SE IMPUGNAN CONJUNTAMENTE CON 
MOTIVO DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA OBLIGACIÓN DE ENVIAR 
A LA AUTORIDAD HACENDARIA LA CONTABILIDAD ELECTRÓNICA 
(DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). Si en la demanda de amparo 
se señalan como actos reclamados los preceptos de referencia –así como 
otras disposiciones que desarrollan su contenido– y lo que fundamentalmente 
se impugna es el nuevo mecanismo implementado para el registro y control de 
la contabilidad electrónica de los contribuyentes con motivo de la entrada en 
vigor de la obligación consistente en llevar la contabilidad en medios electróni
cos y enviar mensualmente la información respectiva al Servicio de Adminis
tración Tributaria (1 de julio de 2014), se advierte que en torno a dichas normas 
no se actualizan las causas de improcedencia previstas en el artículo 61, frac-
ciones XII y XXIII, ésta en relación con el artículo 17, fracción I, de la Ley de 
Amparo (falta de interés jurídico y extemporaneidad), no obstante que a algunas 
de ellas les revista el carácter de heteroaplicativas y otras hubiesen iniciado su 
vigencia con anterioridad, en razón de que todas pertenecen al mismo sistema 
normativo que, para efectos del juicio de amparo, es impugnable en su inte
gridad a partir del inicio de vigencia de la obligación aludida, siempre que 
la demanda se hubiese interpuesto dentro del plazo previsto en el citado ar
tículo 17, fracción I.

2a./J. 135/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar
tínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar
tínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 135/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. AL HABER CESADO LOS EFECTOS 
DE LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS RELATIVAS CONTE­
NIDAS EN LAS DIVERSAS RESOLUCIONES MODIFICATORIAS DE LA 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014, QUE CONSTITUYE 
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LA REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA. Conforme a las reglas I.2.8.6, 
I.2.8.7. y I.2.8.8 de la Segunda Resolución de Modificaciones a la Resolución 
Miscelánea Fiscal para 2014 publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
4 de julio de 2014, se precisan, respectivamente: a) La información contable que 
los contribuyentes deben enviar a través del buzón tributario, a saber, catálogo 
de cuentas, balanza de comprobación e información relativa a las pólizas que 
hayan generado; b) La época en que deberán realizarlo; y c) La obligación 
de proporcionar el acuse respectivo cuando la autoridad fiscal les requiera la 
información relativa a sus pólizas, en ejercicio de sus facultades de compro
bación o como requisito para la atención de solicitudes de devolución y com-
pensación; todo ello, en la inteligencia de que en su artículo décimo tercero 
transitorio se precisaron fechas específicas para el envío de la precitada 
información, en el caso de las personas morales. Ahora, esas disposiciones 
se modificaron y adicionaron a través de la Tercera y Quinta Resoluciones de 
Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014, tanto en lo rela-
tivo al contenido de la información contable que debe enviarse a la autoridad 
hacendaria, como en lo concerniente a la época en que debe realizarse y, pos
teriormente, se derogaron mediante la Séptima Resolución de Modificaciones 
a la citada resolución miscelánea, publicada en el indicado medio de difusión 
oficial el 18 de diciembre de 2014 emitiéndose, en consecuencia, las reglas 
I.2.8.1.6 a I.2.8.1.9 que, conjuntamente con los resolutivos tercero y cuarto de 
la propia resolución modificatoria, entrarían en vigor a partir del 1 de enero 
de 2015, de acuerdo con su artículo segundo transitorio. No obstante, las cita
das reglas y resolutivos de la Séptima Resolución de Modificaciones a la Re-
solución Miscelánea Fiscal para 2014, se derogaron implícitamente al entrar 
en vigor la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, publicada en el Diario Ofi
cial de la Federación el 30 de diciembre de 2014, ya que en sus reglas 2.8.1.4, 
2.8.1.5, 2.8.1.9 y 2.8.1.17, se reguló: a) La información que se debe enviar a la 
autoridad hacendaria a través del buzón tributario; b) La periodicidad para 
hacerlo; c) La obligación de proporcionar información requerida por la autoridad 
en ejercicio de sus facultades de comprobación o para atender solicitudes de 
devolución o compensación; y d) Las particulares que deben observarse en 
relación con los papeles de trabajo y los asientos de los registros contables. 
Lo anterior, permite advertir que las reglas de las diversas resoluciones modifi
catorias a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014 en torno a la obligación 
de llevar contabilidad electrónica y entregarla a la autoridad hacendaria, no 
surtieron efecto alguno durante su vigencia, en tanto su observancia se fue 
postergando para finalmente quedar derogadas con la entrada en vigor de las 
reglas respectivas de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, hecha excep
ción de los resolutivos tercero y cuarto de la Séptima Resolución de Modificacio
nes a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014, cuya vigencia se extendió a 
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2015, por disposición del resolutivo cuarto de la Primera Resolución de Modi-
ficaciones a la Resolución Miscelánea para 2015 publicada en el aludido medio 
de difusión oficial el 3 de marzo de 2015. En consecuencia, en virtud de que 
las disposiciones administrativas de referencia contenidas en las diversas 
resoluciones modificatorias de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014 
cesaron en sus efectos –con la excepción destacada–, en torno a ellas se actua
liza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XXI, de la 
Ley de Amparo.

2a./J. 136/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar-
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar
tínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar
tínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Tesis de jurisprudencia 136/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

BUZÓN TRIBUTARIO. EL ARTÍCULO 17-K DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER ESE MEDIO DE COMUNICACIÓN 
ENTRE EL CONTRIBUYENTE Y LA AUTORIDAD HACENDARIA, NO 
VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA (DECRETO DE RE­
FORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). El citado precepto dispone que las personas 
físicas y morales inscritas en el Registro Federal de Contribuyentes tendrán 
asignado un buzón tributario, consistente en un sistema de comunicación elec
trónico ubicado en la página de Internet del Servicio de Administración Tribu
taria, a través del cual, la autoridad fiscal realizará la notificación de cualquier 
acto o resolución administrativa que emita, en documentos digitales, inclu-
yendo cualquiera que pueda ser recurrido, y los contribuyentes presentarán 
promociones, solicitudes, avisos, o darán cumplimiento a requerimientos de 
la autoridad, a través de documentos digitales, y podrán realizar consultas 
sobre su situación fiscal, estableciendo el mecanismo para corroborar su 
autenticidad y correcto funcionamiento inicial. Lo anterior permite observar 
que el artículo 17-K del Código Fiscal de la Federación sólo instaura un nuevo 
canal de comunicación entre el contribuyente y la autoridad hacendaria apro-
vechando los avances tecnológicos, precisando con toda claridad cuál será 
su propósito y la forma en que se le dotará de eficacia, con lo cual, se deja en 
claro al contribuyente a qué atenerse, pues la norma le permite conocer que 
tendrá asignado un buzón tributario para interactuar e intercambiar informa-
ción con la autoridad hacendaria, de manera que tiene la certeza de que, a 
través de ese medio, le efectuará la notificación de cualquier acto o resolu-
ción administrativa que emita y que, por la misma vía, deberá presentar sus 
promociones, solicitudes, avisos, dar cumplimiento a sus obligaciones y a los 
requerimientos que se le formulen, así como realizar consultas sobre su situa
ción fiscal, aunado a que la redacción de la norma impide a la autoridad cual
quier actuación arbitraria o excesiva, en la medida en que establece con 
precisión el objeto y finalidad del buzón tributario, el cual no podrá utilizarse 
para cuestiones diversas de las expresamente establecidas por el legislador. 
En esos términos, el artículo 17-K invocado, no viola el derecho a la seguridad 
jurídica reconocido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, tomando en consideración, que sólo propone delimitar 
lo que podrá enviarse a través del citado medio, y no detalla cómo se hará el 
envío respectivo, esto es, cómo se efectuarán las notificaciones por esa vía 
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ni bajo qué parámetros se tendrán por realizadas, a fin de constatar que la 
información respectiva ha sido entregada al receptor, pues esos aspectos 
se regulan esencialmente en el artículo 134 del referido código tributario.

2a./J. 137/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar
tínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar-
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar
tínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fa-
nuel Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 137/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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BUZÓN TRIBUTARIO. EL ARTÍCULO 17-K DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER ESE MEDIO DE COMUNICACIÓN 
ENTRE EL CONTRIBUYENTE Y LA AUTORIDAD HACENDARIA, NO 
VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD (DECRETO DE REFORMAS 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE 
DICIEMBRE DE 2013). El citado precepto dispone que las personas físicas y 
morales inscritas en el Registro Federal de Contribuyentes tendrán asignado 
un buzón tributario, consistente en un sistema de comunicación electrónico 
ubicado en la página de internet del Servicio de Administración Tributaria, a 
través del cual, la autoridad fiscal realizará la notificación de cualquier acto 
o resolución administrativa que emita, en documentos digitales, incluyendo cual
quiera que pueda ser recurrido, y los contribuyentes presentarán promociones, 
solicitudes, avisos, o darán cumplimiento a sus obligaciones y requerimientos de 
la autoridad, a través de documentos digitales, y podrán realizar consultas 
sobre su situación fiscal, estableciendo el mecanismo para corroborar su 
autenticidad y correcto funcionamiento inicial. Lo anterior permite advertir 
que, atendiendo al carácter de contribuyente que le puede asistir a las perso-
nas físicas y morales inscritas en el citado Registro, la norma establece para 
todas ellas, bajo idénticas circunstancias e implicaciones, la asignación del 
buzón tributario para los efectos señalados. En esos términos el artículo 17-K 
del Código Fiscal de la Federación, al establecer el referido medio de comuni-
cación electrónico entre la autoridad hacendaria y los contribuyentes, no viola 
el derecho a la igualdad reconocido en el artículo 1o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, pues su vocación normativa se circuns
cribe a dar existencia jurídica al buzón tributario y a delimitar lo que podrá 
enviarse a través de él, sin que en ello exista distinción de cualquier clase entre 
los sujetos destinatarios de la norma.

2a./J. 138/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar-
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y 
Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 138/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis. 

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL SISTEMA DE REGISTRO Y CON­
TROL DE CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES CONTE­
NIDO EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, NO CONSTITUYE EN SÍ UN ACTO DE FISCALI­
ZACIÓN (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFI­
CIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). Las obligaciones 
de llevar contabilidad en medios electrónicos y de enviar mensualmente la 
información contable a través de la página de Internet del Servicio de Admi-
nistración Tributaria, previstas en el artículo 28, fracciones III y IV, del Código 
Fiscal de la Federación, no constituyen –en sí– un acto de fiscalización (de la 
información proporcionada), sino simplemente obligaciones que se generan 
ante la necesidad de actualizar las prácticas tradicionales de recaudación, bajo 
un contexto social diferente, donde el uso de la tecnología es casi imprescindi
ble. Lo anterior se hace patente del análisis de los trabajos legislativos que 
precedieron al contenido de la citadas porciones normativas, de donde se advier-
te que dichas actividades tienen como fin integrar un sistema electrónico de 
contabilidad estándar que permita, por una parte, facilitar el cumplimiento 
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de obligaciones fiscales de carácter formal y, por otra, agilizar los procedimien
tos de fiscalización, los cuales evidentemente deben sujetarse a las formali-
dades previstas para desplegar cada uno de ellos. Ante esa circunstancia, resulta 
innecesario que, previo al cumplimiento de dichas obligaciones y particular
mente, a la de enviar la información contable a través de la página de Internet 
del Servicio de Administración Tributaria, exista un mandamiento escrito de 
autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento.

2a./J. 139/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar
tínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Tesis de jurisprudencia 139/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LAS CLÁUSULAS HABILITANTES CON­
TENIDAS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO ESTÁN SUJETAS A LOS PRINCIPIOS 
DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA, POR LO 
QUE NO LOS TRANSGREDEN (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 
2013). Las porciones normativas aludidas, relativas a la obligación de llevar 
los registros o asientos que integran la contabilidad en medios electrónicos y 
de ingresar en forma mensual la información contable a través de la página de 
Internet del Servicio de Administración Tributaria, que para tales efectos remi
ten a las disposiciones del Reglamento del Código Fiscal de la Federación y a las 
reglas de carácter general correspondientes, según el caso, por sí mismas no 
pueden estar sujetas a los referidos principios de reserva de ley y de subordina
ción jerárquica y, por ende, no pueden transgredirlos, al constituir precisamente 
la fuente de donde emanan las atribuciones de la autoridad administrativa 
para regular los aspectos técnicos u operativos de la materia específica a que 
se refieren, a través de la cláusula habilitante que contienen. En ese sentido, 
por su naturaleza jurídica, son los reglamentos y las reglas generales admi
nistrativas mencionadas las que, en todo caso, deben estar sujetas a dichos 
principios, a fin de respetar los límites y alcances acotados por la legislación 
a desarrollar.

2a./J. 140/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 140/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LAS CLÁUSULAS HABILITAN­
TES CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO VULNERAN EL DERECHO 
A LA LEGALIDAD (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). 
Las cláusulas habilitantes contenidas en las referidas porciones normativas 
no vulneran el derecho a la legalidad, ya que basta con imponerse de su con-
tenido para advertir que las bases y parámetros generales que delimitan la 
actuación de la autoridad (administrativa o, en su caso, del Ejecutivo Federal), 
se encuentran implícitas en el referido precepto que establece la materia espe
cífica a regular, es decir, lo relativo a los registros o asientos que se llevarán 
en medios electrónicos y lo atinente al ingreso de la información contable de 
forma mensual a través de la página de Internet del Servicio de Administración 
Tributaria. Lo anterior significa que la autoridad tiene un límite en su actua-
ción, constituido precisamente por el marco regulatorio de la materia a desa-
rrollar, sin que obste que el artículo 28, fracciones III y IV, del Código Fiscal de 
la Federación no establezca una serie de lineamientos pormenorizados para 
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desarrollar los aspectos técnicos, operativos o de especialidad respectivos, 
pues además de que no existe disposición constitucional o legal alguna que 
obligue al legislador a pormenorizar dichos lineamientos, esa circunstancia 
no significa que la autoridad podrá actuar arbitrariamente ni constituye un 
impedimento para el ejercicio de la atribución otorgada por la cláusula habi-
litante, en tanto su ámbito de actuación está constreñido al marco regulatorio 
de la materia específica señalada.

2a./J. 141/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar
tínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Tesis de jurisprudencia 141/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA REGLA 2.8.1.4. DE LA RESOLU­
CIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, AL NO 
HACER REFERENCIA A LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 28 DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO VIOLA EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. Del análisis integral del artículo 28 del Código 
Fiscal de la Federación, se advierte que los registros y asientos contables que 
el contribuyente está obligado a llevar en medios electrónicos, conforme a su 
fracción III, son aquellos referidos a la contabilidad para efectos fiscales; para 
lo cual, el legislador federal –a través de una cláusula habilitante– encomendó 
a la autoridad administrativa que definiera la forma en que debían llevarse, así 
como la forma en que los contribuyentes ingresarían mensualmente su infor
mación contable. En ese sentido, si bien es cierto que el párrafo primero de 
la regla 2.8.1.4 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015 únicamente 
hace referencia al artículo 28, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, 
no así a la diversa fracción I, también lo es que no por ello viola el derecho a la 
seguridad jurídica del gobernado, al no existir certeza en cuanto al tipo de con-
tabilidad que tiene que llevarse a través de dichos medios electrónicos, ya que 
conforme a la cláusula habilitante, lo previsto en la regla citada se refiere a la 
obligación de llevar en medios electrónicos los asientos y registros contables 
para efectos fiscales.

2a./J. 142/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar-
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martí-
nez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 142/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA OBLIGACIÓN DE LLEVAR LOS 
ASIENTOS Y REGISTROS CONTABLES PARA EFECTOS FISCALES 
EN MEDIOS ELECTRÓNICOS, CONFORME A LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO 28 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO ACTUA­
LIZA, POR SÍ MISMA, EL TIPO PENAL PREVISTO EN LA FRACCIÓN II 
DEL ARTÍCULO 111 DEL PROPIO CÓDIGO. El citado artículo 111, frac-
ción II, del Código Fiscal de la Federación dispone que se impondrá sanción 
de 3 meses a 3 años de prisión, a quien registre sus operaciones contables, 
fiscales o sociales en dos o más libros o en dos o más sistemas de contabilidad 
con contenidos diferentes. En ese sentido, la obligación de llevar los asientos 
y registros contables para efectos fiscales en medios electrónicos, conforme a 
la fracción III del mencionado artículo 28 no actualiza, por sí misma, el tipo 
penal referido, debido a que lo que actualiza el delito es la acción de llevar dos 
registros de una misma contabilidad con diferente contenido, no así llevar un 
sistema de contabilidad para efectos fiscales y otro para efectos operativos y 
de administración del contribuyente.

2a./J. 143/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 143/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LOS RESOLUTIVOS TERCERO Y 
CUARTO DE LA SÉPTIMA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014, PUBLICADA EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE DICIEMBRE DE 
2014, QUE ESTABLECEN LA ENTRADA EN VIGOR ESCALONADA DE LAS 
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DISPOSICIONES QUE PREVÉN LAS OBLIGACIONES DE LLEVAR 
LA CONTABILIDAD EN SISTEMAS ELECTRÓNICOS Y DE ENVIAR LA 
INFORMACIÓN REQUERIDA A TRAVÉS DE LA PÁGINA DE INTERNET 
DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, NO VIOLAN 
EL DERECHO A LA IGUALDAD JURÍDICA. Las citadas porciones normati
vas no violan el indicado derecho, al no establecer un trato igual para todas las 
personas morales con respecto a la fecha de inicio de la vigencia de la obliga-
ción de llevar su contabilidad en sistemas electrónicos y enviar la información 
requerida a través de la página de Internet del Servicio de Administración Tri
butaria, ya que de su contenido se advierte que dichas disposiciones contem-
plan dos parámetros de distinción: uno, en atención al régimen fiscal al que 
pertenecen los contribuyentes y el otro atento al monto de los ingresos acumu
lables declarados o que se debieron declarar en el ejercicio fiscal 2013. Así, en 
función de lo anterior, las personas morales que –por sus actividades– perte-
necen al sistema financiero y aquellas cuyos ingresos acumulables declarados 
(o que debieron declararse) al ejercicio de 2013, son iguales o superiores a 4 
millones de pesos, están obligadas a llevar su contabilidad en sistemas elec-
trónicos y a enviar la información requerida a través de la página de Internet 
del Servicio de Administración Tributaria a partir del 1 de enero de 2015; mien
tras que las personas morales que no se encuentran en ese rubro y aquellas 
cuyos ingresos acumulables declarados (o que debieron declararse) al ejer
cicio de 2013, son inferiores al referido monto, deben hacerlo a partir del 1 de 
enero de 2016. Lo anterior, incluso, guarda congruencia con el artículo segundo 
transitorio, fracción III, párrafo segundo, del Código Fiscal de la Federación, 
en cuanto a la entrada en vigor escalonada de las obligaciones previstas en las 
fracciones III y IV del artículo 28, ya que sobre las referidas bases se establece 
la fecha de inicio de las obligaciones a cargo de las personas morales.

2a./J. 144/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 144/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III 
Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON 
LAS REGLAS 2.8.1.4., 2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁ­
NEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, NO VULNERAN EL 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA PRIVACIDAD, EN SU DIMENSIÓN DE 
CONTROLAR LA DIFUSIÓN DE LA INFORMACIÓN PERSONAL. Las 
normas mencionadas no vulneran el derecho fundamental a la privacidad, en 
su dimensión de controlar la difusión de la información personal, ya que de su 
contenido puede advertirse que la información contable que obligan al contri-
buyente a proporcionar al Servicio de Administración Tributaria, a través de 
los medios electrónicos, se relaciona con: catálogo de cuentas; balanzas 
de comprobación, que incluya saldos iniciales, movimientos del periodo y sal-
dos finales de todas y cada una de las cuentas de activo, pasivo, capital, resul
tados (ingresos, costos, gastos y resultado integral de financiamiento); y pólizas 
de periodo y sus auxiliares y folios fiscales; información que está relacionada 
con el cumplimiento de las obligaciones fiscales del contribuyente, no así con 
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aspectos confidenciales o de su vida privada. Máxime que el derecho de los 
contribuyentes a decidir la información que proporcionan no es absoluto, al 
estar limitado al cumplimiento de disposiciones de orden público, como aque
llas que tienen por objeto verificar el cumplimiento de sus obligaciones fis
cales; de no ser así, se llegaría al absurdo de considerar que la verificación del 
correcto cumplimiento de las obligaciones de carácter tributario está supedi-
tado a la voluntad del contribuyente, lo cual es contrario a los postulados del 
artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

2a./J. 145/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y 
Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
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González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 145/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III 
Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON 
LAS REGLAS 2.8.1.4., 2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁ­
NEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, AL NO COLISIONAR 
CON EL DIVERSO ARTÍCULO 33 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO 
VIOLAN EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Del análisis de las 
citadas disposiciones no se advierte una contradicción lógica con el artículo 
33 del Código de Comercio que ocasione una situación jurídica que dé lugar a la 
arbitrariedad de la autoridad o que deje en estado de indefensión a los gober-
nados, por lo que no violan el derecho a la seguridad jurídica; antes bien, deriva 
que el Código de Comercio sólo establece lineamientos mínimos que debe 
satisfacer el sistema contable por el que opte el comerciante, mas no una meto
dología pormenorizada que determine casuísticamente cómo deberá realizar 
los controles contables de su comercio; en cambio, las fracciones III y IV del 
artículo 28 del Código Fiscal de la Federación se refieren a las obligaciones 
del contribuyente de llevar contabilidad "para efectos fiscales" en medios elec
trónicos y la de enviar mensualmente la información contable a través de 
la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, en tanto que las 
reglas regulan lo relativo a la operatividad del sistema; lo que significa que 
dichas disposiciones, lejos de contraponerse, generan certeza de los actos 
que se realizan. Y si bien el citado artículo 33 permite al comerciante llevar y 
mantener un sistema contable como mejor le acomode y con los recursos que 
estime convenientes, ello no significa que para efectos fiscales pueda hacer 
lo mismo, sino por el contrario, debe atender a las disposiciones del Código 
Fiscal de la Federación y de la mencionada resolución miscelánea fiscal.

2a./J. 146/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
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Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Da-
yán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar-
tínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 146/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA OBLIGACIÓN DE INGRESAR LA 
INFORMACIÓN CONTABLE A TRAVÉS DE LA PÁGINA DE INTERNET 
DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, EN LA FORMA 
Y TÉRMINOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN IV, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y EN LAS REGLAS 2.8.1.4., 
2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 
2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 
30 DE DICIEMBRE DE 2014, ES PROPORCIONAL CON EL FIN PERSE­
GUIDO POR EL LEGISLADOR. De los trabajos legislativos que antecedieron 
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a las reformas, adiciones y derogaciones al Código Fiscal de la Federación, publi
cadas en el Diario Oficial de la Federación de 9 de diciembre de 2013, se advierte 
que la obligación aludida, bajo el contexto del aprovechamiento de los avan-
ces de la tecnología, tuvo como finalidad integrar un sistema electrónico de 
contabilidad estándar que permita, por una parte, facilitar el cumplimiento 
de obligaciones fiscales y, por otra, agilizar los procedimientos de fiscalización, 
aspectos que se encuentran dentro del ámbito del artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que significa que 
la obligación legal (en la forma y términos previstos en las disposiciones admi
nistrativas), tiene una finalidad constitucionalmente válida, como lo es compro
bar el correcto cumplimiento del deber de contribuir al gasto público. Por su 
parte, la obligación de ingresar la información en los términos que establecen 
las disposiciones generales, constituye el medio adecuado dirigido a cumplir 
con la finalidad perseguida por el legislador ya que, en primer lugar, tiende a 
evitar las cargas que anteriormente generaban los "formulismos" para el cum
plimiento de las obligaciones fiscales; además de que en la medida en que el 
contribuyente va incorporando su información contable, a través de la página 
de Internet del Servicio de Administración Tributaria, permite a la autoridad no 
solamente tener acceso inmediato a las cuestiones relacionadas con el cum
plimiento de sus obligaciones fiscales, sino allegarse de los elementos nece
sarios para que en un momento dado pueda desplegar con mayor facilidad 
algún acto de fiscalización. Finalmente, no se ocasiona un daño innecesario 
o desproporcional al contribuyente por el simple hecho de que tenga que llevar 
su contabilidad a través de medios electrónicos y de ingresarla a través de la 
página de Internet del Servicio de Administración Tributaria en los términos 
previstos en la disposiciones referidas, ya que si aquél cumple con las nuevas 
obligaciones fiscales impuestas por el legislador, aprovechando los beneficios 
de los avances tecnológicos, se simplifican y se mejoran los procedimien
tos administrativos a través de los cuales anteriormente cumplía con sus obli
gaciones y ejercía sus derechos, lo que se traduce en un ahorro de tiempo y 
trámites bajo el contexto del sistema tradicional.

2a./J. 147/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
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Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 147/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADO EN EL DIARIO OFI­
CIAL DE LA FEDERACIÓN EL 5 DE ENERO DE 2015, VIOLA LOS DERE­
CHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Al establecer 
las reglas de estructura planteadas dentro del estándar de los formatos respec
tivos para cumplir con la obligación de llevar la contabilidad en medios electró
nicos, la autoridad administrativa dispuso que el contribuyente que utilice 
dicho estándar deberá sujetarse tanto a las disposiciones fiscales vigentes, 
como a los lineamientos técnicos de forma y sintaxis para la generación de 
archivos XML especificados por el consorcio w3. Lo que significa que con dicha 
remisión la autoridad excedió los límites de la habilitación legal que le fue 
conferida a través del artículo 28 del Código Fiscal de la Federación, al enco-
mendar al consorcio referido la labor de desarrollar las disposiciones corres-
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pondientes para hacer operativo el sistema; lo que además de la insubordinación 
jerárquica que esa actuación provoca, ocasiona inseguridad jurídica al gober-
nado, al obligarlo a cumplir con ciertos lineamientos emitidos "por una comuni
dad internacional" y no por una autoridad competente, bajo algún procedimiento 
de creación normativa o bajo determinadas exigencias mínimas de fundamen
tación y motivación. Máxime que, al establecer los lineamientos y formatos res
pectivos para cumplir con la obligación de llevar la contabilidad en medios 
electrónicos, tenía la obligación de hacerlo en idioma castellano o español, 
a fin de brindar seguridad jurídica a los contribuyentes al permitirles conocer 
plenamente la forma de operar los formatos establecidos al efecto, lo cual 
no se hizo, ya que al ingresar a la página de internet http://www.w3.org., se 
advierte que su contenido está en el idioma inglés; de ahí que el Anexo 24 
de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, viola los derechos a la legali-
dad y a la seguridad jurídica.

2a./J. 148/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.
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Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 148/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN EN PODER DE LA AUTORIDAD 
HACENDARIA PARA VERIFICAR EL ACATAMIENTO DE LAS DIS­
POSICIONES FISCALES. SU REVISIÓN CONSTITUYE UN ACTO 
PREPARATORIO DEL PROCESO DE FISCALIZACIÓN. La revisión de la 
información y documentación que obra en poder de la autoridad hacendaria 
con el objeto de verificar el cumplimiento de las disposiciones fiscales e iden-
tificar, en su caso, los hechos u omisiones que pudieran entrañar su incum-
plimiento, se traduce en un acto preparatorio del proceso de fiscalización 
y, como tal, no restringe derecho alguno de los contribuyentes ni implica la 
intromisión de la autoridad en su domicilio, habida cuenta que los sistemas 
de almacenamiento y procesamiento de datos implementados para agilizar 
los procesos de recaudación y fiscalización permiten constatar ese aspecto 
mediante el cruce de la información que los propios contribuyentes ingresan a 
esos sistemas, como lo es la relativa a las declaraciones de impuestos e infor
mativas, dictámenes financieros, solicitudes de devolución, avisos y comproban
tes fiscales. En consecuencia, el proceso de fiscalización, entendido como aquel 
a través del cual la autoridad hacendaria ejerce sus facultades de comproba
ción para determinar si los contribuyentes han cumplido con sus obligaciones 
fiscales y, en su caso, el monto de las contribuciones omitidas, inicia cuando 
se les requiere para que exhiban los datos, informes y documentos que estimen 
necesarios para desvirtuar los hechos u omisiones advertidas, o bien, para 
corregir su situación fiscal.

2a./J. 149/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.



250 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar-
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Mar-
tínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 149/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL PROCEDIMIENTO DE FISCALIZA­
CIÓN RELATIVO INICIA CON LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
PROVISIONAL. De acuerdo con los artículos 42, fracción IX y 53-B del 
Código Fiscal de la Federación, tratándose de la revisión electrónica, el proce-
dimiento de fiscalización inicia con la notificación de la resolución provisional, 
no así con la revisión previa de la información y documentación que la auto-
ridad hacendaria tiene en su poder, ya que ello se realiza mediante el empleo 
de los sistemas electrónicos de almacenamiento y procesamiento de datos que 
permiten, mediante el cruce de información, identificar los hechos u omisio-
nes que pudieran entrañar un incumplimiento de las disposiciones fiscales y, 
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en su caso, emitir una preliquidación de las contribuciones omitidas, a efecto 
de que el contribuyente corrija su situación fiscal.

2a./J. 150/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 150/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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REVISIÓN DE LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN QUE OBRA 
EN PODER DE LA AUTORIDAD HACENDARIA PARA CONSTATAR EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES. NO ES UN 
ACTO DE MOLESTIA. Los actos de molestia –objeto de tutela del derecho 
a la seguridad jurídica reconocido en el primer párrafo del artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos–, son aquellos que res
tringen de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto de prote
ger determinados bienes jurídicos. En ese sentido, la facultad conferida a la 
autoridad hacendaria para revisar la información y documentación que tiene 
en su poder para constatar el acatamiento de las disposiciones fiscales, no es un 
acto de molestia, ya que la actividad que despliega para constatar la veracidad 
o exactitud de esa información y documentación, por sí, no restringe provisional 
ni precautoriamente derecho alguno de los contribuyentes, antes bien, permite 
revisar su situación fiscal sin generar las consecuencias propias del ejercicio 
de sus facultades de comprobación, particularmente la suspensión del plazo 
para que opere la caducidad de esas facultades, el cual, tratándose de pagos 
y declaraciones definitivas, inicia una vez remitida la información contable a 
través de medios electrónicos.

2a./J. 151/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
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Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 151/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

FACULTAD DE LA AUTORIDAD HACENDARIA PARA VERIFICAR EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES CON BASE 
EN LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN QUE OBRA EN SU PODER, 
SIN TENER QUE DAR NOTICIA DE ELLO AL CONTRIBUYENTE. LOS 
ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA 
FEDERACIÓN QUE LA PREVÉN, NO VIOLAN EL DERECHO A LA SE­
GURIDAD JURÍDICA. Los preceptos aludidos, al facultar a la autoridad 
hacendaria para revisar la información y documentación relacionada con el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes que obra 
en su poder, sin tener que dar noticia de ello a los sujetos revisados, no violan el 
derecho a la seguridad jurídica, reconocido por el primer párrafo del artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que ese 
proceder, por sí, no afecta derecho alguno de los contribuyentes, provisional ni 
precautoriamente, sino sólo cuando se advierte alguna irregularidad, ya que 
en dicho supuesto, de no optar por regularizar su situación fiscal, se les sujeta 
a un procedimiento de fiscalización, habida cuenta que durante su tramitación 
pueden solicitar un acuerdo conclusivo, lo que es acorde con el nuevo modelo 
de relación cooperativa que tiene como propósito fundamental orientar a los 
contribuyentes con oportunidad sobre los términos en que deben cumplir con 
sus obligaciones fiscales y resolver diferendos derivados de la interpretación de 
la ley, sin necesidad de recurrir a los tribunales, a fin de lograr una mayor recau
dación y reducir los costos de operación de la hacienda pública.

2a./J. 152/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
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Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 152/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉN, NO VIO­
LAN LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 
El legislador respeta los precitados derechos cuando las normas que facultan 
a las autoridades para actuar en un determinado sentido, encauzan el ámbito 
de esa actuación, a fin de que, por un lado, el gobernado conozca las conse-
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cuencias jurídicas de los actos que realice y, por otro, que el actuar de la auto
ridad se encuentre limitado y acotado, de manera que la posible afectación 
a la esfera jurídica de los gobernados no resulte de un actuar caprichoso o arbi-
trario de aquélla. En ese contexto, los aludidos preceptos legales no violan los 
derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica, ya que de su análisis se 
advierte que, tratándose de la revisión electrónica, el procedimiento de fisca-
lización inicia con la notificación de la resolución provisional, en la que debe-
rán precisarse los rubros o conceptos específicos que serán objeto de revisión 
a partir de los hechos u omisiones advertidos con base en el análisis de la 
información en su poder y, en su caso, la preliquidación de las contribuciones 
omitidas; y culmina con la notificación de la resolución definitiva, lo que deberá 
realizarse dentro de los 40 días siguientes al en que se reciban las pruebas del 
contribuyente o se desahogue la pericial, o bien, a partir de que se reciba la 
información solicitada a terceros, lo que deberá realizarse en los plazos pre-
vistos para esos efectos. Lo anterior, en la inteligencia de que la resolución 
provisional deberá constar en documento escrito –impreso o digital– y preci-
sar la fecha y lugar de su emisión, así como la autoridad que lo emite y la 
persona a la que se dirige, acorde con los artículos 38 y 134 del Código Fiscal 
de la Federación.

2a./J. 153/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.
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Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 153/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉN, NO VIO­
LAN EL DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. El citado 
derecho reconocido por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, protege el ámbito espacial en el que se desarrolla la vida 
privada de las personas, restringiendo la intromisión de la autoridad a deter-
minados supuestos, como lo es la práctica de visitas domiciliarias, las que sólo 
pueden tener por objeto requerir la exhibición de libros y papeles indispensa-
bles para comprobar el acatamiento de las disposiciones fiscales; sin embargo, 
ello no significa que la revisión de la contabilidad del contribuyente deba prac-
ticarse indefectiblemente en su domicilio, en tanto que puede realizarse en el 
de la propia autoridad, a través de los procedimientos de fiscalización previstos 
legalmente. En consecuencia, para revisar la información que los contribu-
yentes ingresan a los sistemas electrónicos de almacenamiento y procesamiento 
de datos implementados para agilizar los procedimientos de recaudación y 
fiscalización, como lo es, entre otros, el sistema de contabilidad electrónica, 
la autoridad hacendaria no debe observar las formalidades prescritas para los 
cateos, máxime que ese proceder no implica una intromisión al domicilio de 
los contribuyentes.

2a./J. 154/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
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Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 154/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

SISTEMA DE CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA INFORMACIÓN 
RELATIVA NO COMPRENDE TODOS LOS CONCEPTOS QUE INTE­
GRAN LA CONTABILIDAD DE LOS CONTRIBUYENTES. De acuerdo 
con la fracción I del artículo 28 del Código Fiscal de la Federación, la contabi-
lidad para efectos fiscales se integra por los libros, sistemas y registros con-
tables, papeles de trabajo, estados de cuenta, cuentas especiales, libros y 
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registros sociales, control de inventarios y método de valuación, discos y cintas 
o cualquier otro medio procesable de almacenamiento de datos, los equipos o 
sistemas electrónicos de registro fiscal y sus respectivos registros, además 
de la documentación comprobatoria de los asientos respectivos, así como toda 
la información y documentación relacionada con el cumplimiento de las dispo-
siciones fiscales, en tanto que la información contable que debe ingresarse 
mensualmente en el sistema de contabilidad electrónica "es aquella que se pro
duce de acuerdo con el marco contable que aplique ordinariamente el contri
buyente en la preparación de su información financiera, o bien, el marco que 
esté obligado a aplicar por alguna disposición legal o normativa", específica-
mente, por cuanto se refiere a sus catálogos de cuenta, al balance del periodo 
y a sus pólizas.

2a./J. 155/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
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José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 155/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE PREVÉN UN PLAZO 
PARA DESVIRTUAR LAS IRREGULARIDADES PRECISADAS EN LA 
RESOLUCIÓN PROVISIONAL RESPECTIVA, NO VIOLAN EL DERECHO 
DE AUDIENCIA. Los preceptos citados, al establecer que el contribuyente 
revisado podrá manifestar lo que a su derecho convenga y ofrecer las pruebas 
que estime conducentes para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos por 
la autoridad hacendaria con base en la información y documentación que obra 
en su poder, dentro de los 15 días siguientes al que se le notifique la resolu
ción provisional respectiva, no violan el derecho de audiencia, reconocido por 
el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya 
que dicho plazo es razonable, en la medida en que los contribuyentes tienen 
el deber de conservar, a disposición de la autoridad, toda la información y 
documentación relacionada con el cumplimiento de sus obligaciones fisca
les para cuando les sea requerida, máxime que las pruebas que por cualquier 
motivo no se exhiban en el procedimiento respectivo, podrán ofrecerse en el 
recurso de revocación que, en su caso, se haga valer contra la resolución 
definitiva.

2a./J. 156/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 
de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ra-
mos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, 
José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 156/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN 
IV DEL ARTÍCULO 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN 
TANTO PREVÉ LA FACULTAD CONFERIDA A LA AUTORIDAD PARA 
HACER EFECTIVA LA CANTIDAD DETERMINADA EN LA PRELIQUI­
DACIÓN, TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA. En nuestro sis-
tema tributario rige el principio de autodeterminación, lo que significa que, 
salvo disposición expresa en contrario, corresponde a los contribuyentes 
determinar el monto de las contribuciones a su cargo, razón por la cual, debe 
otorgárseles la oportunidad de alegar y probar lo que a su derecho convenga 
para desvirtuar los hechos u omisiones que pudieran entrañar el incumplimiento 
de sus obligaciones fiscales; de ahí que la autoridad fiscal podrá determinar el 
monto de las contribuciones omitidas en ejercicio de sus facultades de com-
probación si, y sólo si, se trata de pagos y declaraciones definitivas y el contri
buyente no ejerce su derecho de prueba en el procedimiento de fiscalización 
respectivo o, habiéndolo ejercido, no logra desvirtuar las irregularidades adver
tidas. En ese contexto, el segundo párrafo de la fracción IV del artículo 53-B 
del Código Fiscal de la Federación, al establecer que las cantidades determi
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nadas en la preliquidación "se harán efectivas mediante el procedimiento 
administrativo de ejecución", cuando el contribuyente no aporte pruebas ni 
manifieste lo que a su derecho convenga en el procedimiento de fiscalización 
dentro de los plazos previstos al efecto, transgrede el derecho de audiencia 
reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, toda vez que la preliquidación constituye una propuesta de pago 
para el caso de que el contribuyente decida ponerse al corriente en sus obliga
ciones fiscales, no así un requerimiento de pago cuya inobservancia dé lugar 
a su ejecución inmediata, a más de que se priva al contribuyente de sus bie-
nes, derechos o posesiones sin antes darle la oportunidad de ofrecer en el 
recurso de revocación los medios de prueba que, por cualquier circunstancia, 
no exhibió ante la autoridad fiscalizadora para desvirtuar los hechos u omi
siones advertidos.

2a./J. 157/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.
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Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 157/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. LA PRELIQUIDACIÓN DE LAS CONTRI­
BUCIONES OMITIDAS CONSTITUYE UNA PROPUESTA DE PAGO. 
La preliquidación de las contribuciones omitidas contenida en la resolución 
provisional, se traduce en un acto declarativo a través del cual la autoridad 
hacendaria exhorta al contribuyente a corregir su situación fiscal respecto de 
los hechos u omisiones advertidos al verificar el cumplimiento de obligaciones 
relacionadas con los pagos definitivos de una contribución, señalando la can-
tidad que, en su caso, deberá cubrir para acogerse al beneficio previsto en la 
fracción II del artículo 53-B del Código Fiscal. Por esa razón, la preliquida
ción constituye una propuesta de pago para el caso de que el contribuyente 
opte por corregir su situación fiscal, no así un requerimiento de pago, ya que 
éste sólo podrá verificarse una vez que, habiéndose otorgado al contribuyente la 
oportunidad de alegar y probar lo que a su derecho convenga en el proce
dimiento de fiscalización respectivo o en el recurso de revocación, la autoridad 
hacendaria dicte una resolución definitiva en la que califique los hechos u 
omisiones advertidos y, de ser el caso, determine el monto de las contribucio-
nes omitidas.

2a./J. 158/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
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Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 158/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL ARTÍCULO 53-B DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER LA NOTIFICACIÓN A TRAVÉS DEL 
BUZÓN TRIBUTARIO DE LOS ACTOS SUSCEPTIBLES DE IMPUG­
NARSE, NO VIOLA LOS DERECHOS A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y 
DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. El precepto aludido, al prever 
que todos los actos y resoluciones emitidas durante el desarrollo del proce
dimiento de revisión electrónica se notificarán a través del buzón tributario, 
no viola el derecho fundamental a la seguridad jurídica, ya que el artículo 134 
del propio ordenamiento tributario expresamente señala que los actos adminis
trativos susceptibles de impugnarse podrán notificarse por ese medio, caso 
en el cual, la notificación se tendrá por realizada cuando se genere el acuse de 
recibo electrónico "en el que conste la fecha y hora en el que el contribuyente 
se autenticó para abrir el documento a notificar", de lo que se sigue que el 
contribuyente puede conocer con certeza el momento en el que le fue notifi-
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cada la resolución definitiva, a fin de impugnarla oportunamente, razón por 
la cual, tampoco viola el derecho de acceso efectivo a la justicia.

2a./J. 159/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 159/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EFECTO DE LA SENTENCIA QUE CON­
CEDE EL AMPARO CONTRA EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN MISCE­
LÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 5 DE ENERO DE 2015. El efecto que debe impri-
mirse a la sentencia que concede el amparo contra el Anexo referido es el de 
desincorporar de la esfera jurídica del quejoso la obligación de atender los 
lineamientos técnicos de forma y sintaxis para la generación de archivos 
XML especificados por el consorcio w3, establecidos en la página de internet 
http://www.w3.org., hasta en tanto el Servicio de Administración Tributaria 
formule y publique en alguno de los medios a su alcance los lineamientos a 
seguir para la generación de archivos XML en idioma español.

2a./J. 160/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Mar-
garita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
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José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 160/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. EFECTO DE LA SENTENCIA QUE CON­
CEDE EL AMPARO CONTRA EL ARTÍCULO 53-B, FRACCIÓN IV, SE­
GUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DEL 2015. La concesión del amparo contra 
la referida norma debe ser para el efecto de que, en caso de haberse instau-
rado un procedimiento de revisión electrónica al quejoso durante su vigencia 
y éste no hubiera ejercido su derecho de prueba dentro de los plazos previs-
tos, se tome en consideración que esa sola circunstancia no puede dar lugar 
a exigir el pago del monto de la preliquidación a través del procedimiento 
administrativo de ejecución y, por ende, cualquier acto emitido con ese propó
sito debe declararse insubsistente. Lo anterior sin perjuicio de que la autoridad 
hacendaria, en ejercicio de sus facultades de comprobación, emita la resolu-
ción definitiva correspondiente en la que, previa calificación de los hechos u 
omisiones advertidos, determine en cantidad líquida el monto de las contri-
buciones omitidas, dejando a salvo el derecho del quejoso para ofrecer las 
pruebas que estime conducentes en el recurso de revocación a efecto de 
desvirtuar esos hechos u omisiones o, en su caso, el monto de las contribu
ciones omitidas.

2a./J. 161/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 



267INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 161/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA 
QUE OPERE LA CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE COMPROBA­
CIÓN INICIA A PARTIR DE LA FECHA EN QUE EL SUJETO OBLIGADO 
ENVÍA LA INFORMACIÓN RELEVANTE A LAS AUTORIDADES HACEN­
DARIAS A TRAVÉS DE LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS PREVISTOS 
PARA ESE EFECTO. Del artículo 28, fracciones III y IV, del Código Fiscal de 
la Federación, se advierte la obligación del contribuyente de llevar su contabili
dad en medios electrónicos y de ingresar mensualmente esa información a 
través de la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria. Ahora, 
del artículo 67, fracción II, del aludido código tributario, deriva que uno de los 
supuestos para que inicie el plazo para que opere la caducidad de las facul-
tades de la autoridades fiscales para determinar las contribuciones o aprove-
chamientos omitidos y sus accesorios, así como para imponer sanciones por 
infracciones a las disposiciones fiscales es el relativo a la fecha en que se pre
sentó o debió presentarse ante aquéllas la información relativa al cumplimiento 
de las obligaciones tributarias. Por ende, de la interpretación armónica de las 
referidas porciones normativas, se concluye que el cómputo del plazo para que 
opere la caducidad de las facultades de comprobación, tratándose de la con-
tabilidad electrónica inicia, respecto de cada envío, en la fecha en que el sujeto 
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obligado haya presentado, vía electrónica, ante las autoridades correspon-
dientes, la información considerada como relevante en relación con su situa-
ción fiscal, en virtud de que es a partir de ese momento cuando la autoridad 
puede llevar a cabo el análisis de la información y, de presentarse el caso, 
establecer la posible irregularidad en el cumplimiento de las obligaciones 
tributarias del gobernado.

2a./J. 162/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, J.P. 
Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades 
Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez 
Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, 
Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 827/2016. Flextronics Manufacturing Mex, S.A. de C.V. y otras. 5 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 828/2016. International Greenhouse Produce, S.A. de C.V. y otras. 
5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Amparo en revisión 829/2016. Autoclaims Servicios, S.A. de C.V. y otras. 5 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.
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Tesis de jurisprudencia 162/2016 (10a.) Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del diecinueve de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del jueves 3 de noviembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 95 Y 145, PÁRRAFOS PRIMERO Y TERCE­
RO, EN RELACIÓN CON EL 93, FRACCIÓN XIII, Y PÁRRAFO TERCERO, 
DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL REGULAR SUPUESTOS DE 
GRAVAMEN SOBRE UNA MANIFESTACIÓN DE RIQUEZA, CON IN­
DEPENDENCIA DE QUE ÉSTA SE PREVEA COMO PRESTACIÓN DE 
SEGURIDAD SOCIAL, NO VIOLAN LOS DERECHOS A UNA VIDA 
DIGNA, A LA SEGURIDAD SOCIAL, AL MÍNIMO VITAL Y A LA PRO­
PIEDAD PRIVADA, EN EL CONTEXTO DEL PRINCIPIO DE PROGRESI­
VIDAD Y NO REGRESIVIDAD (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 
1 DE ENERO DE 2014). Los ingresos regulados como prestaciones de segu
ridad social en términos de la normativa aplicable pueden ser objeto del im
puesto sobre la renta, al no existir disposición constitucional que lo impida. Tal 
es el caso de los obtenidos con cargo a la subcuenta del seguro de retiro o 
a la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la 
Ley del Seguro Social y los que obtengan los trabajadores al servicio del 
Estado con cargo a la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro, 
prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado, que independientemente del régimen tributario específico 
al que se sujeten, son susceptibles de gravarse con aquel tributo. A partir de lo 
anterior, se advierte que los artículos 95 y 145, párrafos primero y tercero, en 
relación con el 93, fracción XIII, y párrafo tercero, de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta vigente a partir del 1 de enero de 2014, no violan los derechos a una 
vida digna, a la seguridad social, al mínimo vital y a la propiedad privada en el 
contexto del principio de progresividad y no regresividad, contenidos en los 
artículos 1o., 25, 27, 31, fracción IV, 123, apartados A, fracción XXIX, y B, frac
ción XI, y 133, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
pues el gravamen que establecen en su respectivo ámbito impositivo a la 
renta, no provoca que se deje de percibir una prestación de seguridad social 
cuyo propósito es generar recursos económicos para el retiro de la actividad 
laboral, además de que no impide al sujeto obligado llevar una subsistencia 
digna a partir de ese momento, ya que el impacto del tributo recae sólo sobre el 
excedente al monto exento, permitiéndole destinar íntegramente el ingreso libre 
de gravamen a la atención de sus necesidades básicas, tomando en cuenta 
que el desprendimiento patrimonial destinado a cubrir el impuesto no puede 
implicar una afectación al derecho de propiedad privada, porque en todo caso 
debe ser apreciado como expresión de cumplimiento de la obligación consti-
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tucional consistente en sostener las cargas públicas, lo que no implica una 
disminución o retroceso en la salvaguarda de dichos derechos.

2a./J. 170/2016 (10a.).

Amparo en revisión 1058/2015. Felipe de Jesús Poot Alonzo. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1108/2015. Wilberth Avilés Ruiz. 24 de agosto de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1109/2015. Diana Olivia Pisté Canché. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1057/2015. María Concepción Herrera Cauich. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1059/2015. Melchor Augusto Canto Burgos. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 170/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LA REGLA I.3.10.4 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL 
PARA 2014 QUE REMITE AL ARTÍCULO 145 DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO PARA EFECTUAR EL CÁLCULO DE LA RETENCIÓN 
CORRESPONDIENTE AL RETIRO DE LOS RECURSOS CONTENIDOS 
EN LAS SUBCUENTAS DE RETIRO A MANERA DE INGRESO ESPO­
RÁDICO, VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA EN SU 
VERTIENTE DE RESERVA DE LEY Y SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. 
Con la inclusión del seguro de retiro en la Ley del Seguro Social, reformada 
mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de febrero 
de 1992, se incorporó una prestación de seguridad social adicional a favor de 
los trabajadores, instrumentada a través de un sistema de ahorro que dio 
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origen a la creación de las subcuentas del seguro de retiro ("SAR 92"), con la 
finalidad de que los recursos ahí acumulados se utilizaran en el momento 
más necesario, lo cual podría coincidir con el desempleo, la incapacidad o el 
retiro, perdurando esa misma razón al transformarse en subcuentas de retiro, 
cesantía en edad avanzada y vejez ("RCV 97"), e incorporarse una prestación 
similar a favor de los trabajadores al servicio del Estado en la ley respectiva 
(cuenta individual del SAR). Tomando en cuenta lo anterior, desde la referida 
reforma de 1992 también se modificó la Ley del Impuesto sobre la Renta (ar
tículos 77, fracción X, 77-A, 79 y 80), para establecer que el tratamiento fiscal 
correspondiente a los ingresos provenientes de las subcuentas de retiro debía 
ser el relativo a los ingresos por salarios y, en general, por la prestación de un 
servicio personal subordinado (Capítulo I del Título IV), situación que, no obs-
tante modificaciones posteriores, la emisión de la ley tributaria aludida que 
estuvo vigente de 2002 a 2013 (artículos 109, fracción X, 110, 112 y 113) y la 
que entró en vigor a partir del 1 de enero de 2014 (artículos 93, fracción XIII, 
94, 95 y 96), continuó regulándose de igual forma, lo que de suyo excluye la 
posibilidad de que los recursos de referencia queden gravados a manera 
de "otros ingresos" (Capítulo IX del Título IV), particularmente, en términos del 
artículo 145 de esta última ley, como si se tratara de ingresos esporádicos, dada 
la mecánica cedular con que opera el tributo para el caso de las personas 
físicas. En consecuencia, la Regla I.3.10.4 señalada que remite al Capítulo IX 
del Título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta, específicamente a su 
artículo 145, para efectuar el cálculo del impuesto a retener (como pago pro-
visional), una vez superado el monto exento indicado en el artículo 93, frac-
ción XIII, por la obtención en una sola exhibición de los recursos provenientes 
de la subcuenta del seguro de retiro o de la subcuenta de retiro, cesantía en 
edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro Social, o de la cuenta 
individual del sistema de ahorro para el retiro, prevista en la Ley del Instituto 
de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, viola el prin-
cipio de legalidad tributaria en su vertiente de reserva de ley y subordinación 
jerárquica, contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, porque al hacerlo así, modifica el trato fiscal 
establecido para ese tipo de ingresos por concepto de retiro u otros pagos por 
separación, los cuales, por decisión del legislador, no pueden quedar gravados 
como ingresos esporádicos u ocasionales.

2a./J. 171/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1058/2015. Felipe de Jesús Poot Alonzo. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.
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Amparo en revisión 1108/2015. Wilberth Avilés Ruiz. 24 de agosto de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1109/2015. Diana Olivia Pisté Canché. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponen-
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1057/2015. María Concepción Herrera Cauich. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1059/2015. Melchor Augusto Canto Burgos. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 171/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CONTRA LA REGLA 
I.3.10.4 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014 QUE 
REMITE AL ARTÍCULO 145 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
PARA EFECTUAR EL CÁLCULO DE LA RETENCIÓN CORRESPON­
DIENTE AL RETIRO DE LOS RECURSOS CONTENIDOS EN LAS 
SUBCUENTAS DE RETIRO A MANERA DE INGRESO ESPORÁDICO. 
La protección constitucional otorgada contra la Regla señalada que remite al 
precepto legal mencionado para efectuar la retención del impuesto por la obten
ción de ingresos en una sola exhibición provenientes de la subcuenta del seguro 
de retiro o de la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, pre-
vistas en la Ley del Seguro Social, o de la cuenta individual del sistema de 
ahorro para el retiro, prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios 
Sociales de los Trabajadores del Estado, es para el efecto de que no se aplique 
en perjuicio del quejoso en el presente ni en el futuro hasta en tanto no se 
derogue o pierda vigencia, debiendo extenderse la protección citada al acto 
concreto de aplicación. Lo anterior no implica que los recursos de referencia 
queden liberados del pago del impuesto sobre la renta, ya que la retención 
correspondiente deberá efectuarse conforme a los artículos 93 y 96 de la Ley 
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del Impuesto sobre la Renta vigente al momento en que se verificó el acto de 
aplicación, esto es, conforme al Capítulo I del Título IV de esa ley, así como 
en términos de las diversas disposiciones secundarias aplicables, tomando en 
cuenta que si del recálculo respectivo resultan diferencias a favor del quejoso, 
deben entregársele.

2a./J. 172/2016 (10a.).

Amparo en revisión 1058/2015. Felipe de Jesús Poot Alonzo. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponen-
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1108/2015. Wilberth Avilés Ruiz. 24 de agosto de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1109/2015. Diana Olivia Pisté Canché. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponen-
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1057/2015. María Concepción Herrera Cauich. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1059/2015. Melchor Augusto Canto Burgos. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Tesis de jurisprudencia 172/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LOS ARGUMENTOS DE INEQUIDAD O DESIGUALDAD DEL 
ARTÍCULO 95 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, BASADOS EN 
LA PREMISA DE QUE EXCLUYE DE SU MECÁNICA A LOS INGRESOS 
PROVENIENTES DE LAS SUBCUENTAS DE RETIRO, SON INOPE­
RANTES (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 
2014). Si se toma en cuenta que los ingresos obtenidos al retirar los recursos 
contenidos en la subcuenta del seguro de retiro o en la subcuenta de retiro, 
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cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro Social, o en 
la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro, prevista en la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, deben 
gravarse conforme al Capítulo I del Título IV de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, se advierte que los argumentos de inequidad o de desigualdad atribui
dos al artículo 95 de la ley tributaria indicada, basados en la premisa de que 
excluye injustificadamente a las personas que obtienen ingresos provenientes 
de las referidas subcuentas de retiro resultan inoperantes, habida cuenta que se 
sustentan en la falsa apreciación de que ese precepto no aplica para gravar 
los recursos aludidos, cuando lo cierto es que, al regular el cálculo del impuesto 
anual cuando se obtengan ingresos, entre otros, por concepto de retiro u otros 
pagos por separación, tiene cobertura para determinar dicho impuesto por 
obtener los citados ingresos.

2a./J. 173/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1058/2015. Felipe de Jesús Poot Alonzo. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponen-
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1108/2015. Wilberth Avilés Ruiz. 24 de agosto de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1109/2015. Diana Olivia Pisté Canché. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponen-
te: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1057/2015. María Concepción Herrera Cauich. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1059/2015. Melchor Augusto Canto Burgos. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez 
López.

Tesis de jurisprudencia 173/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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RENTA. LOS ARTÍCULOS 112 Y 170, EN RELACIÓN CON EL 109, 
FRACCIÓN X, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, AL REGULAR 
SUPUESTOS DE GRAVAMEN SOBRE UNA MANIFESTACIÓN DE 
RIQUEZA, CON INDEPENDENCIA DE QUE ÉSTA SE PREVEA COMO 
PRESTACIÓN DE SEGURIDAD SOCIAL, NO VIOLAN LOS DERECHOS 
A UNA VIDA DIGNA, A LA SEGURIDAD SOCIAL, AL MÍNIMO VI­
TAL Y A LA PROPIEDAD PRIVADA, EN EL CONTEXTO DEL PRINCIPIO 
DE PROGRESIVIDAD Y NO REGRESIVIDAD (LEGISLACIÓN VIGENTE 
HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013). Los ingresos regulados como pres
taciones de seguridad social en términos de la normativa aplicable pueden 
ser objeto del impuesto sobre la renta, al no existir disposición constitucional 
que lo impida. Tal es el caso de los obtenidos con cargo a la subcuenta del 
seguro de retiro o a la subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, 
previstas en la Ley del Seguro Social y los que obtengan los trabajadores al 
servicio del Estado con cargo a la cuenta individual del sistema de ahorro 
para el retiro, prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, que independientemente del régimen tributario 
específico al que se sujeten, son susceptibles de gravarse con aquel tributo. 
A partir de lo anterior, se advierte que los artículos 112 y 170, en relación con 
el 109, fracción X, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de 
diciembre de 2013, no violan los derechos a una vida digna, a la seguridad 
social, al mínimo vital y a la propiedad privada en el contexto del principio de 
progresividad y no regresividad, contenidos en los artículos 1o., 25, 27, 31, 
fracción IV, 123, apartados A, fracción XXIX, y B, fracción XI, y 133 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el gravamen que esta
blecen en su respectivo ámbito impositivo a la renta, no provoca que se deje de 
percibir una prestación de seguridad social cuyo propósito es generar recursos 
económicos para el retiro de la actividad laboral, además de que no impide al 
sujeto obligado llevar una subsistencia digna a partir de ese momento, ya que 
el impacto del tributo recae sólo sobre el excedente al monto exento, permi-
tiéndole destinar íntegramente el ingreso libre de gravamen a la atención de 
sus necesidades básicas, tomando en cuenta que el desprendimiento patri
monial destinado a cubrir el impuesto no puede implicar una afectación al 
derecho de propiedad privada, porque en todo caso debe ser apreciado como 
expresión de cumplimiento de la obligación constitucional consistente en 
sostener las cargas públicas, lo que no implica una disminución o retroceso 
en la salvaguarda de dichos derechos.

2a./J. 174/2016 (10a.)

Amparo en revisión 950/2015. Rocío Guadalupe Padilla Barrón. 24 de agosto de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1081/2015. Leobardo Chávez Cerrillo. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 1223/2015. Silvia Soriano Valdés. 24 de agosto de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1107/2015. María de Lourdes Rodríguez Pérez. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1262/2015. Nicolás Enrique Izquierdo Chacón. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 174/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LA REGLA I.3.12.1 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FIS­
CAL PARA 2009 Y LA I.3.10.5 VIGENTE EN 2011, 2012 Y 2013, QUE REMI­
TEN AL ARTÍCULO 170 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO PARA 
EFECTUAR EL CÁLCULO DE LA RETENCIÓN CORRESPONDIENTE 
AL RETIRO DE LOS RECURSOS CONTENIDOS EN LAS SUBCUEN­
TAS DE RETIRO A MANERA DE INGRESO ESPORÁDICO, VIOLAN EL 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA EN SU VERTIENTE DE 
RESERVA DE LEY Y SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA. Con la inclusión 
del seguro de retiro en la Ley del Seguro Social, reformada mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 24 de febrero de 1992, se 
incorporó una prestación de seguridad social adicional a favor de los trabaja-
dores, instrumentada a través de un sistema de ahorro que dio origen a la crea
ción de las subcuentas del seguro de retiro ("SAR 92"), con la finalidad de que 
los recursos ahí acumulados se utilizaran en el momento más necesario, lo 
cual podría coincidir con el desempleo, la incapacidad o el retiro, perdurando 
esa misma razón al transformarse en subcuentas de retiro, cesantía en edad 
avanzada y vejez ("RCV 97"), e incorporarse una prestación similar a favor de 
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los trabajadores al servicio del Estado en la ley respectiva (cuenta individual 
del SAR). Tomando en cuenta lo anterior, desde la referida reforma de 1992, 
también se modificó la Ley del Impuesto sobre la Renta (artículos 77, fracción X, 
77-A, 79 y 80), para establecer que el tratamiento fiscal correspondiente a 
los ingresos provenientes de las subcuentas de retiro, debía ser el relativo a los 
ingresos por salarios y en general por la prestación de un servicio personal 
subordinado (Capítulo I del Título IV), situación que, no obstante modificacio-
nes posteriores y la emisión de la ley tributaria aludida que estuvo vigente de 
2002 a 2013 (artículos 109, fracción X, 110, 112 y 113), continuó regulándose de 
la misma forma, lo que de suyo excluye la posibilidad de que los recursos 
de referencia queden gravados a manera de "otros ingresos" (Capítulo IX del 
Título IV), particularmente, en términos del artículo 170 de esta última ley, 
como si se tratara de ingresos esporádicos, dada la mecánica cedular con 
que opera el tributo para el caso de las personas físicas. En consecuencia, las 
Reglas señaladas que remiten al Capítulo IX del Título IV de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, específicamente a su artículo 170, para efectuar el cálculo del 
impuesto a retener (como pago provisional) una vez superado el monto exento 
previsto en el artículo 109, fracción X, por la obtención en una sola exhibición 
de los recursos provenientes de la subcuenta del seguro de retiro o de la sub-
cuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del 
Seguro Social, o de la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro, 
prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado, violan el principio de legalidad tributaria en su vertiente 
de reserva de ley y subordinación jerárquica, contenido en el artículo 31, frac-
ción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque 
al hacerlo así, modifican el trato fiscal establecido para ese tipo de ingresos por 
concepto de retiro u otros pagos por separación, mismos que por decisión 
del legislador, no pueden quedar gravados como ingresos esporádicos u 
ocasionales.

2a./J. 175/2016 (10a.)

Amparo en revisión 950/2015. Rocío Guadalupe Padilla Barrón. 24 de agosto de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1081/2015. Leobardo Chávez Cerrillo. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 1223/2015. Silvia Soriano Valdés. 24 de agosto de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
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González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1107/2015. María de Lourdes Rodríguez Pérez. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1262/2015. Nicolás Enrique Izquierdo Chacón. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 175/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EFECTOS DEL AMPARO CONCEDIDO CONTRA LA REGLA 
I.3.12.1 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2009 Y 
LA I.3.10.5 VIGENTE EN 2011, 2012 Y 2013, QUE REMITEN AL ARTÍCULO 
170 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO PARA EFECTUAR EL 
CÁLCULO DE LA RETENCIÓN CORRESPONDIENTE AL RETIRO DE 
LOS RECURSOS CONTENIDOS EN LAS SUBCUENTAS DE RETIRO 
A MANERA DE INGRESO ESPORÁDICO. La protección constitucional 
otorgada contra las Reglas señaladas que remiten al precepto legal mencio-
nado para efectuar la retención del impuesto por la obtención de ingresos en 
una sola exhibición provenientes de la subcuenta del seguro de retiro o de la 
subcuenta de retiro, cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del 
Seguro Social, o de la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro, 
prevista en la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Traba-
jadores del Estado, es para el efecto de que no se apliquen en perjuicio del 
quejoso en el presente ni en el futuro hasta en tanto no se deroguen o pierdan 
vigencia, debiendo extenderse la protección citada al acto concreto de aplica-
ción. Lo anterior no implica que los recursos de referencia queden liberados del 
pago del impuesto sobre la renta, ya que la retención correspondiente deberá 
efectuarse conforme a los artículos 109 y 113 de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta vigente al momento en que se verificó el acto de aplicación, esto es, con
forme al Capítulo I del Título IV de esa ley, así como en términos de las diversas 
disposiciones secundarias aplicables, tomando en cuenta que si del recálculo 
respectivo resultan diferencias a favor del quejoso, deben entregársele.

2a./J. 176/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 950/2015. Rocío Guadalupe Padilla Barrón. 24 de agosto de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1081/2015. Leobardo Chávez Cerrillo. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 1223/2015. Silvia Soriano Valdés. 24 de agosto de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1107/2015. María de Lourdes Rodríguez Pérez. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1262/2015. Nicolás Enrique Izquierdo Chacón. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 176/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LOS ARGUMENTOS DE INEQUIDAD O DESIGUALDAD DEL 
ARTÍCULO 112 DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, BASADOS EN 
LA PREMISA DE QUE EXCLUYE DE SU MECÁNICA A LOS INGRESOS 
PROVENIENTES DE LAS SUBCUENTAS DE RETIRO, SON INOPE­
RANTES (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 
2013). Si se toma en cuenta que los ingresos obtenidos al retirar los recursos 
contenidos en la subcuenta del seguro de retiro o en la subcuenta de retiro, 
cesantía en edad avanzada y vejez, previstas en la Ley del Seguro Social, o en 
la cuenta individual del sistema de ahorro para el retiro, prevista en la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, 
deben gravarse conforme al Capítulo I del Título IV de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, se advierte que los argumentos de inequidad o de desigualdad atri
buidos al artículo 112 de la ley tributaria indicada, basados en la premisa de 
que excluye injustificadamente a las personas que obtienen ingresos prove-
nientes de las referidas subcuentas de retiro resultan inoperantes, habida 
cuenta que se sustentan en la falsa apreciación de que ese precepto no aplica 
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para gravar los recursos aludidos, cuando lo cierto es que, al regular el cálculo 
del impuesto anual cuando se obtengan ingresos, entre otros, por concepto de 
retiro u otros pagos por separación, tiene cobertura para determinar dicho im
puesto por obtener los citados ingresos.

2a./J. 177/2016 (10a.)

Amparo en revisión 950/2015. Rocío Guadalupe Padilla Barrón. 24 de agosto de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Fanuel Martínez López.

Amparo en revisión 1081/2015. Leobardo Chávez Cerrillo. 24 de agosto de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia.

Amparo en revisión 1223/2015. Silvia Soriano Valdés. 24 de agosto de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Amparo en revisión 1107/2015. María de Lourdes Rodríguez Pérez. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo en revisión 1262/2015. Nicolás Enrique Izquierdo Chacón. 21 de septiembre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Tesis de jurisprudencia 177/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del veintiséis de octubre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, 
por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de noviembre de 2016, para los efectos previstos 
en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN XI, DE LA LEY DEL IMPUESTO RE­
LATIVO, VIGENTE DEL 1 DE ENERO DE 2014 AL 31 DE DICIEMBRE DE 
2015, AL LIMITAR LA DEDUCCIÓN DE LOS GASTOS DE PREVISIÓN 
SOCIAL, VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. El citado 
precepto, al limitar la deducción de los gastos de previsión social, condicionan
do a que las prestaciones relativas sean generales, entendiéndose que ese 
requisito se cumple, entre otros casos, cuando dichas erogaciones –exclui-
das las aportaciones de seguridad social– sean en promedio aritmético por 
cada trabajador no sindicalizado, en un monto igual o menor que las eroga-
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ciones deducibles por el mismo concepto efectuadas por cada trabajador 
sindicalizado; y al disponer que cuando el empleador no tenga trabajadores sin
dicalizados, las prestaciones de seguridad social no podrán exceder de 10 
veces el salario mínimo general del área geográfica que corresponda al tra
bajador, elevado al año, viola el principio de equidad tributaria contenido en 
la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en virtud de que los contribuyentes que se ubiquen en la misma 
situación para efectos del impuesto sobre la renta, reciben un tratamiento 
distinto en razón de la forma en que se organicen sus trabajadores. Así, la 
referida deducción se hace depender de la eventualidad de que sus trabaja-
dores estén sindicalizados o no, así como del monto correspondiente a las 
prestaciones de previsión social otorgadas a los trabajadores, situación que se 
refiere a relaciones laborales las cuales, en este aspecto, son irrelevantes para 
efectos del impuesto sobre la renta –cuyo objeto lo constituye el ingreso del 
sujeto pasivo–. De esta manera, aun cuando los contribuyentes tengan capa-
cidades contributivas iguales, reciben un trato diferente para determinar el 
monto deducible por concepto de gastos de previsión social, lo que repercute 
en la cantidad total del impuesto a pagar, que no se justifica en tanto que 
atiende a aspectos ajenos al tributo. Además, lo mismo acontece en el caso 
de los patrones que no tienen trabajadores sindicalizados, pues en este su-
puesto también se limita injustificadamente el monto de las prestaciones de 
previsión social deducibles, ya que no pueden exceder de un tope monetario, 
vinculado al salario mínimo general que corresponda al trabajador.

2a./J. 180/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Cinco vo-
tos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; Marga-
rita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre-
tarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
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Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 180/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL NO 
ESTABLECER CÓMO DETERMINARÁN LOS CONTRIBUYENTES LA 
DISMINUCIÓN DE LAS PRESTACIONES A LOS TRABAJADORES, 
NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y 
SEGURIDAD JURÍDICA. El citado precepto contiene una regla de no dedu
cibilidad de los pagos de ingresos exentos para el trabajador, hasta por la 
cantidad que resulte de aplicar el factor de 0.53, o bien de 0.47 cuando las 
prestaciones otorgadas por los contribuyentes a sus trabajadores en el ejer
cicio de que se trate, no disminuyan respecto de las otorgadas en el ejercicio 
fiscal inmediato anterior. Así, la norma establece los parámetros o márgenes 
vinculados a la determinación de la base gravable del tributo, por lo que esa 
circunstancia resulta suficiente para considerar que se cumplen las exigencias 
de los principios constitucionales indicados, pues en un texto formal y mate-
rialmente legislativo se prevén los componentes básicos que han de incidir 
en el referido elemento esencial del impuesto; por lo que el hecho de que el 
artículo mencionado, no establezca cómo determinarán los contribuyentes 
si hubo una disminución o no en la magnitud de las prestaciones señaladas, 
para que puedan definir si aplicarán el factor de 0.53 o el de 0.47, no conlleva 
una transgresión a los principios de legalidad tributaria y seguridad jurídica, 
porque en esa norma primaria se establecieron las bases del procedimiento 
que deberá seguirse a fin de determinar el monto de erogaciones no deduci-
ble y correlativamente el que será deducible, lo que es suficiente, tomando en 
consideración que la reserva de ley es relativa.

2a./J. 181/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
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Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González 
Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando 
Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime 
González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; 
José Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando 
Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime 
González Varas.

Tesis de jurisprudencia 181/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LA REGLA I.3.3.1.16. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FIS­
CAL PARA 2014, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2013, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA NI EL DERECHO A LA SEGURIDAD JU­
RÍDICA. La disposición administrativa indicada desarrolla el mecanismo 
que podrán aplicar los contribuyentes (patrones) para determinar si en el ejer-
cicio de que se trate disminuyeron las prestaciones otorgadas a favor de los 
trabajadores que, a su vez, sean ingresos exentos para estos últimos, respecto 
de las otorgadas en el ejercicio fiscal inmediato anterior, a fin de conocer –en 
términos del artículo 28, fracción XXX, de la Ley del Impuesto sobre la Renta–, 
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si el monto no deducible de dichas erogaciones será del 53% o del 47%. Con-
forme a ese procedimiento, deben obtenerse dos cocientes, uno relativo al ejer
cicio de que se trate y otro al inmediato anterior, los cuales reflejan la proporción 
en que los contribuyentes otorgan prestaciones a sus trabajadores que para 
éstos son ingresos exentos, en relación con el total de remuneraciones que 
aquéllos pagan en cada ejercicio a favor de estos últimos. Una vez obtenidos 
los cocientes mencionados, se hace una comparación entre ambos: si el co-
ciente relativo al ejercicio de que se trate es menor al del inmediato anterior, 
se entenderá que existió una disminución en las prestaciones que los contri-
buyentes pagan a sus trabajadores que para éstos sean ingresos exentos, de 
manera que no podrá deducirse el 53% de dichos pagos, siendo deducible sólo 
el 47% restante. Por tanto, tomando en consideración que la regla I.3.3.1.16. 
aludida, fue emitida por el Jefe del Servicio de Administración Tributaria en 
ejercicio de las facultades y competencias que la normatividad respectiva 
le confiere, y en atención a la necesidad de proveer un instrumento operativo 
conforme al citado artículo 28, fracción XXX, dicha disposición administrativa 
no transgrede el principio de legalidad tributaria ni, por ende, el derecho a la 
seguridad jurídica de los contribuyentes, pues siguiendo los parámetros con-
tenidos en el precepto legal referido, la regla miscelánea no hace más que 
precisar la forma en que los contribuyentes podrán determinar si en el ejercicio 
fiscal de que se trate, las prestaciones otorgadas a los trabajadores que para 
éstos signifiquen ingresos exentos, disminuyeron en relación con las otorgadas 
en el ejercicio inmediato anterior, recogiendo para ello de manera puntual los 
componentes definidos por la propia ley.

2a./J. 182/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González 
Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.
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Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; 
José Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 182/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN X, DE LA LEY DEL IMPUESTO RE­
LATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL LIMITAR LA 
DEDUCCIÓN DE LAS APORTACIONES EFECTUADAS PARA LA CREA­
CIÓN O INCREMENTO DE RESERVAS PARA FONDOS DE PENSIÓN 
O JUBILACIÓN DEL PERSONAL, COMPLEMENTARIAS A LAS QUE 
ESTABLECE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL, Y DE PRIMAS DE ANTI­
GÜEDAD CONSTITUIDAS EN TÉRMINOS DE LA PROPIA LEY FISCAL 
ALUDIDA, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALI­
DAD TRIBUTARIA. El artículo indicado permite deducir las aportaciones 
efectuadas para la creación o incremento de las reservas para fondos de pen-
siones o jubilación del personal, complementarias a las que establece la Ley 
del Seguro Social, y de las aportaciones efectuadas en relación con las pri-
mas de antigüedad constituidas en los términos de la propia Ley del Impuesto 
sobre la Renta, siempre que su monto no exceda a la cantidad que resulte de 
multiplicar el factor de 0.47 al monto de la aportación realizada en el ejercicio 
de que se trate, o bien, del 0.53 cuando las prestaciones no disminuyan res-
pecto de las otorgadas en el ejercicio fiscal anterior. Ahora, si bien las aporta-
ciones de referencia son realizadas por el patrón con el fin de asegurar recursos 
para cumplir con las obligaciones relativas a las enfermedades y accidentes 
profesionales, invalidez, vida, cesantía en edad avanzada y vejez, su constitu-
ción resulta complementaria a lo exigido por la Ley del Seguro Social, siendo 
el Instituto Mexicano del Seguro Social el obligado a constituir las reservas con 
las cuotas pagadas por los patrones y otros sujetos obligados. Además, los 
conceptos de seguros complementarios y primas de antigüedad, si bien pre-
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vienen necesidades de carácter contingente y futuro, no tienen el efecto de 
incrementar la productividad de los trabajadores, y como tal el ingreso. En con
secuencia, las erogaciones de que se trata son de carácter no estructural, pues 
constituyen una erogación voluntaria, donde la determinación de no realizar-
las no obstaculiza el desarrollo de las actividades y la obtención de ingresos 
de los patrones; por lo que el otorgamiento de la deducción de que se trata se 
traduce en un beneficio fiscal hasta el límite que el legislador consideró idóneo 
para cumplir con la política fiscal que persiguió en ejercicio de su libertad de 
configuración legislativa, por lo que su previsión o no previsión no transgre
de el principio de proporcionalidad tributaria.

2a./J. 183/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco Gon
zález Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González 
Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; 
José Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.
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Tesis de jurisprudencia 183/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EL ARTÍCULO 39, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL 
ESTABLECER QUE NO SE DARÁ EFECTOS FISCALES A LA REVALUA­
CIÓN DE LOS INVENTARIOS O DEL COSTO DE LO VENDIDO, VIOLA 
EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA, PUES IMPI­
DE LA DETERMINACIÓN DE UNA UTILIDAD ACORDE A LA CAPACI­
DAD CONTRIBUTIVA DE LOS CAUSANTES DE DICHO GRAVAMEN. 
El citado precepto, al establecer que en ningún caso se dará efectos fiscales 
a la revaluación de los inventarios o del costo de lo vendido, viola el principio 
de proporcionalidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues si bien es cierto 
que tratándose de personas morales, conforme a la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, el origen del gravamen se rige por un sistema de acumulación de ingre
sos en crédito, lo que da lugar a que el ingreso se entienda percibido desde el 
momento en el que se torne exigible la contraprestación y a que el pago pro-
visional o anual del impuesto relativo no contemple los efectos derivados de la 
inflación dentro de un ejercicio fiscal, también lo es que en el caso de contri-
buyentes que enajenen mercancías adquiridas o producidas en un ejercicio 
distinto al de su venta, el no reconocer el efecto inflacionario en la valuación de 
los inventarios o del costo de lo vendido provoca que la renta gravable se deter
mine de una forma que no resulta acorde a su capacidad contributiva, en razón 
de que los artículos 44, 45 y 46 de la Ley del Impuesto sobre la Renta conmi-
nan a los causantes personas morales, a determinar su situación fiscal aten-
diendo a los efectos que la inflación pudiera tener sobre ésta y, específicamente, 
considerando su repercusión en los créditos y deudas de aquéllos, en relación 
con los intereses que perciban o paguen, respectivamente, como elementos 
mitigantes de la disminución o aumento real de sus deudas. En estas condi-
ciones, no tomar en cuenta los efectos inflacionarios en el valor de adquisición 
de los inventarios o del costo de lo vendido viola el principio constitucional 
referido, toda vez que –así como acontece con el ajuste anual por inflación– el 
fenómeno inflacionario puede tener un impacto negativo en los valores regis-
trados en la contabilidad de las personas morales, que al verse disminuidos 
provoca la determinación de una utilidad mayor a la generada en términos rea
les, que son los que la legislación fiscal estima relevantes para la medición de 
la capacidad contributiva cuando se considera un periodo mayor al de un 
ejercicio fiscal.

2a./J. 184/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Cinco vo-
tos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; Marga-
rita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre-
tarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 184/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EFECTOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA DEL AMPARO 
CONTRA EL ARTÍCULO 39, ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTA­
BLECER QUE NO SE DARÁ EFECTOS FISCALES A LA REVALUACIÓN 
DE LOS INVENTARIOS O DEL COSTO DE LO VENDIDO. El precepto 
citado, al señalar que en ningún caso se dará efectos fiscales a la revaluación 
de los inventarios o del costo de lo vendido, viola el principio de proporciona-
lidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. En tal virtud, los efectos de la sen-
tencia concesoria del amparo consisten en que se permita al causante el reco
nocimiento de efectos fiscales al fenómeno inflacionario que impacta el valor 
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de la adquisición de las mercancías, materia prima, productos semiterminados 
o terminados que forman parte del costo de lo vendido, mediante la actualiza-
ción de dichos valores, hasta el momento en que se lleve a cabo la enajenación 
del bien que se produzca o comercialice, limitado a aquellos casos en los que 
la compra de la mercancía y su venta –sea que se venda el mismo artículo o 
incorporado en un producto terminado– tengan lugar en ejercicios distintos. 
Sin que la concesión alcance a la prohibición de otorgar efectos fiscales a la 
revaluación de inventarios, pues esa porción normativa es simétrica y válida, 
ya que el artículo 16 de la Ley del Impuesto sobre la Renta dispone que no se 
consideran ingresos los obtenidos por el contribuyente con motivo de la reva-
luación de sus activos y de su capital.

2a./J. 185/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Cinco vo-
tos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; Marga-
rita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre-
tarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 
de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Po-
nente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime Gon-
zález Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 185/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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RENTA. EFECTOS DE LA SENTENCIA CONCESORIA DEL AMPARO 
CONTRA EL ARTÍCULO 27, FRACCIÓN XI, DE LA LEY DEL IMPUESTO 
RELATIVO, VIGENTE DEL 1 DE ENERO DE 2014 AL 31 DE DICIEMBRE 
DE 2015. El precepto citado, al limitar la deducción de los gastos de previsión 
social, condicionando a que las prestaciones relativas sean generales, enten-
diéndose que se cumple ese requisito, entre otros casos, cuando dichas ero-
gaciones –excluidas las aportaciones de seguridad social– sean en promedio 
aritmético por cada trabajador no sindicalizado, en un monto igual o menor 
que las erogaciones deducibles por el mismo concepto efectuadas por cada 
trabajador sindicalizado; y al disponer que cuando el empleador no tenga tra
bajadores sindicalizados, las prestaciones de seguridad social no podrán exce
der de 10 veces el salario mínimo general del área geográfica que corresponda 
al trabajador elevado al año, viola el principio de equidad tributaria contenido 
en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. En tal virtud, los efectos de la sentencia concesoria del amparo 
consisten en que no se aplique a los quejosos lo previsto en los párrafos cuarto 
y octavo (último) de la fracción XI del artículo 27 de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, por lo que hace al trato distinto en la deducibilidad de erogaciones 
por concepto de previsión social, atendiendo a la forma en que se organicen 
los trabajadores como sindicalizados o no sindicalizados.

2a./J. 186/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Cinco vo-
tos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; Marga-
rita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre-
tarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González 
Varas.
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Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 186/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LA CUOTA DE SEGURIDAD SOCIAL DE LOS TRABAJADORES 
QUE PERCIBEN EL SALARIO MÍNIMO PAGADA POR LOS PATRO­
NES, CONSTITUYE UN GASTO DEDUCIBLE. El artículo 36 de la Ley 
del Seguro Social indica que corresponde al patrón pagar íntegramente la 
cuota señalada para los trabajadores, en los casos en que éstos perciban 
como cuota diaria el salario mínimo. Así, con fundamento en el artículo 25, 
fracción VI, de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente a partir del 1 de enero 
de 2014, cuando el trabajador perciba como cuota diaria el salario mínimo y, 
por tanto, corresponda al patrón pagar íntegramente la cuota, se actualiza el 
supuesto de deducibilidad contemplado en el artículo últimamente referido, 
pues el pago que se realiza no constituye una sustitución en la obligación primi
genia de pago, sino que por disposición de la propia Ley del Seguro Social la 
cuota se constituye a cargo del patrón y, por ende, resulta deducible.

2a./J. 187/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Cinco vo-
tos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González Salas 
votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal 
Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco 
González Salas votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco 
González Salas votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
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Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando 
Franco González Salas votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secreta-
rios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco 
González Salas votó con reservas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: 
Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 187/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. LOS ARTÍCULOS 25, FRACCIÓN VI, Y 28, FRACCIÓN I, PÁ­
RRAFO PRIMERO, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE 
A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL NO PERMITIR LA DEDUC­
CIÓN DE CUOTAS DE SEGURIDAD SOCIAL PAGADAS POR EL PA­
TRÓN CUYA OBLIGACIÓN DE PAGO CORRESPONDE INICIALMENTE 
AL TRABAJADOR CON SU SALARIO, NO TRANSGREDEN EL PRIN­
CIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. El artículo 25 indicado 
señala que los contribuyentes podrán efectuar la deducción de las cuotas a 
cargo de los patrones pagadas al Instituto Mexicano del Seguro Social, inclui-
das las previstas en la Ley del Seguro de Desempleo; y el diverso 28, que no 
serán deducibles los pagos por impuesto sobre la renta a cargo del propio 
contribuyente o de terceros, ni los de contribuciones en la parte subsidiada 
o que originalmente corresponda a terceros, excepto tratándose de aporta-
ciones pagadas al Instituto Mexicano del Seguro Social a cargo de los patro-
nes. De lo anterior, se advierte que los artículos son normas complementarias 
y vinculadas, en la medida en que únicamente permiten al contribuyente dedu
cir las cuotas a cargo de los patrones pagadas al Instituto Mexicano del Seguro 
Social, incluidas las previstas en la Ley del Seguro de Desempleo. Por tanto, 
el pago de un tributo, como lo es la cuota de seguridad social a cargo de un 
tercero (trabajador) no puede considerarse como un gasto estructural, al tener 
la naturaleza de una contribución cuyo sujeto pasivo es el trabajador y no el 
patrón, y aunque éste se sustituya en la obligación del trabajador de realizar 
el pago para retribuirlo por su desempeño en concepto de previsión social, 
dicha erogación debe ser considerada como no estructural, en atención a 
que el propio legislador descartó su carácter indispensable, al haber colocado 
expresamente su obligatoriedad en un sujeto pasivo diverso. Así, el hecho de 
que el legislador en algún momento hubiera concebido su deducción como 
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un beneficio, no existe obligación de reconocerla, por lo que su previsión o no 
previsión no transgrede el principio de proporcionalidad tributaria.

2a./J. 188/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Mayoría 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco González 
Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo 
Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando 
Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime 
González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; 
José Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Lay-
nez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fer-
nando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan 
Jaime González Varas.

Tesis de jurisprudencia 188/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

RENTA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN XXX, DE LA LEY DEL IMPUES­
TO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL 
LIMITAR LA DEDUCCIÓN DE LAS EROGACIONES QUE A SU VEZ 
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CONSTITUYAN INGRESOS EXENTOS PARA LOS TRABAJADORES, 
NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBU­
TARIA. El citado precepto contiene una regla de no deducibilidad de los pagos 
que a su vez sean ingresos exentos para el trabajador, hasta por la cantidad que 
resulte de aplicar el factor de 0.53, o bien, de 0.47 cuando las prestaciones 
otorgadas por los contribuyentes a sus trabajadores en el ejercicio de que se 
trate, no disminuyan respecto de las otorgadas en el ejercicio fiscal inmediato 
anterior. Ahora, esas erogaciones son de carácter estructural al estar vinculadas 
con la generación del ingreso, y si bien deben ser reconocidas por el legislador, 
ello no impide que se impongan restricciones o límites basados en una fina-
lidad constitucionalmente válida, sean racionales y razonables. Así, el precepto 
de referencia no viola el principio de proporcionalidad tributaria, pues del pro
ceso legislativo que le dio origen se advierte que una de las finalidades que 
persigue la norma es el combate a la elusión fiscal, ya que: a) Constituye una 
finalidad constitucionalmente válida con fundamento en una interpretación 
sistemática de los artículos 3o., 16, 25 y 31, fracción IV, de la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos. b) Existe una relación de índole instrumen
tal entre el medio utilizado y el fin pretendido (racionabilidad), pues desincentiva 
el abuso en el ejercicio del derecho a deducir esos gastos ante la ausencia de 
impuestos mínimos de control, reservando las erogaciones a los casos en que 
resulte estrictamente indispensable para el desarrollo de las actividades de la 
persona moral, y evitando con ello prácticas en las que se utilicen las deduc-
ciones de manera atípica o distorsionada. Por tanto, es idónea en cuanto per
mite reconducir el ejercicio del reconocimiento de la deducción al fin primordial 
para la que fue creada, constituyendo con ello una medida correctiva que 
contribuye al combate de prácticas elusivas de las empresas, y necesaria, en 
virtud de que ante la desaparición de impuestos mínimos de control en el siste-
ma de renta, el legislador consideró indispensable introducir una medida ten-
dente a combatir esas prácticas –generalmente advertidas– en las que incurren 
las personas morales en su calidad de patrones. c) Se cumple una relación 
proporcional entre los medios y los fines (razonabilidad), pues se reconoce la 
deducción aunque sea de manera parcial respecto de un gasto cuya relación 
con la generación de los ingresos de las personas morales es indeterminada, 
de forma que no se nulifica la eficacia en el reconocimiento de la erogación, e 
inclusive la propia legislación da un efecto fiscal a los conceptos no deducibles 
por lo que respecta al cálculo de la participación de los trabajadores en las uti
lidades de las empresas. Además, la obligación de proveer previsión social 
corresponde al patrón en coadyuvancia con el Estado, por lo que asumir como 
un derecho absoluto e ilimitable la deducción de las erogaciones de que se 
trata, implicaría trasladar íntegramente el impacto económico al Estado, 
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por la disminución de los ingresos tributarios por concepto de impuesto sobre 
la renta.

2a./J. 189/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1012/2014. Akalán, S.A. de C.V. 21 de septiembre de 2016. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando Franco Gon-
zález Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime González 
Varas.

Amparo en revisión 684/2014. Servicio Industrial Umán, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando 
Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime 
González Varas.

Amparo en revisión 766/2014. Fernando José Marrufo Gómez, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José 
Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 925/2014. Combustibles y Lubricantes La Florida, S.A. de C.V. 26 de 
octubre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; 
José Fernando Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y 
Juan Jaime González Varas.

Amparo en revisión 112/2015. Marbol Industria Mueblera, S.A. de C.V. 26 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; José Fernando 
Franco González Salas votó con reservas. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Juan Jaime 
González Varas.

Tesis de jurisprudencia 189/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del nueve de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 5 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el 
punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
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SALARIO. LA JUNTA PUEDE HACER UN JUICIO DE VEROSIMILITUD 
SOBRE SU MONTO AL CONSIDERARLO EXCESIVO, CUANDO SE 
HAYA TENIDO POR CIERTO EL HECHO RELATIVO, ANTE LA FALTA DE 
CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA POR PARTE DEL PATRÓN. De los 
artículos 784, fracción XII, 804, fracción II, 873 y 879 de la Ley Federal del Tra-
bajo vigente hasta el 30 de noviembre de 2012, se sigue que ante la incom
parecencia del patrón demandado a la audiencia de conciliación, demanda y 
excepciones y ofrecimiento y admisión de pruebas, a pesar de tener cono
cimiento de las consecuencias que de ello derivan, se tendrá por cierto el 
hecho relativo al monto del salario que adujo percibir en su demanda el tra
bajador actor. No obstante ello, en atención a lo previsto en el artículo 841 del 
ordenamiento aludido, acorde con el cual, las Juntas de Conciliación y Arbi
traje deben dictar los laudos que conforme a derecho procedan a verdad sa-
bida y buena fe guardada, apreciando en conciencia los hechos sin necesidad 
de sujetarse a reglas o formulismos con relación a las pruebas aportadas por 
las partes, expresando los motivos y fundamentos legales en que se apoyen, 
siendo claros, precisos y congruentes con la demanda y la contestación, así 
como con las demás pretensiones deducidas en juicio, se llega a la conclusión 
de que las autoridades jurisdiccionales laborales están facultadas para reali
zar el juicio de verosimilitud cuando el salario indicado por el trabajador en su 
demanda, de acuerdo con la categoría que ocupaba, resulte excesivo, no obs-
tante que se haya tenido por contestada la demanda en sentido afirmativo.

2a./J. 39/2016 (10a.)

Solicitud de sustitución de jurisprudencia 8/2015. Magistrados integrantes del Pleno en 
Materia de Trabajo del Sexto Circuito. 3 de febrero de 2016. Mayoría de cuatro votos 
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de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Nota: Esta tesis jurisprudencial se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en 
el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria 
a partir del lunes 18 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del 
Acuerdo General Plenario 19/2013, por lo que a partir de esas mismas fecha y hora, ya no 
se considera de aplicación obligatoria la diversa 2a./J. 14/2015 (10a.), de título y subtítulo: 
"AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN, DEMANDA Y EXCEPCIONES Y OFRECIMIENTO Y AD-
MISIÓN DE PRUEBAS EN EL JUICIO LABORAL. LA INCOMPARECENCIA DE LA PARTE 
PATRONAL DEMANDADA A AQUÉLLA TRAE COMO CONSECUENCIA, ENTRE OTROS 
ASPECTOS, TENER POR CIERTO EL HECHO RESPECTO AL MONTO DEL SALARIO 
QUE ADUJO LA PARTE TRABAJADORA ACTORA (VIGENTE HASTA EL 30 DE NOVIEM
BRE DE 2012).", derivada de la contradicción de tesis 311/2014, que aparece publicada 
en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de marzo de 2015 a las 9:00 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 16, 
Tomo II, marzo de 2015, página 1276.

Tesis de jurisprudencia 39/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribu-
nal, en sesión privada del dieciséis de marzo de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, 
se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 18 de abril de 2016, para los efectos previstos en el punto sép
timo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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TESIS AISLADAS

RENTA. EL ARTÍCULO 18, FRACCIÓN I, INCISO C), DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO, VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2013, 
NO VIOLA EL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
El ingreso por enajenación de bienes se obtiene desde el perfeccionamiento 
del contrato por el que se enajenó el bien, modificando positivamente el patri-
monio de los contratantes y debiendo acumularse la totalidad del monto de la 
operación, en términos del artículo 17 de la Ley del Impuesto sobre la Renta 
abrogada. En tales condiciones, en caso de que conforme al artículo 18, frac-
ción I, inciso c), de la misma ley, el ingreso obtenido por la enajenación de 
bienes se considere acumulable, por la exigibilidad o el cobro de una parte o 
la totalidad del precio del bien –al ser el primer supuesto en ocurrir, entre los 
demás previstos en la fracción I del artículo 18 referido–, aun cuando el ena-
jenante recibe sólo una parte del precio del bien en efectivo, por concepto de 
"anticipo", sí considera la capacidad contributiva del causante, ya que se deter
mina con base en el valor monetario de los derechos de crédito que se in
corporaron a su patrimonio desde el perfeccionamiento del contrato, con 
independencia del concepto bajo el que se pague el precio del bien o la forma 
de pago. Así, en el supuesto del inciso c) referido, la exigibilidad o el cobro, 
parcial o total, del precio del bien, es lo que actualiza la acumulación del valor 
del derecho de crédito que ya se había cuantificado en el patrimonio del 
enajenante desde el perfeccionamiento del contrato, siendo irrelevante la dis-
posición total de la entrada en efectivo, por lo que el citado artículo 18, frac-
ción I, inciso c), no viola el principio de proporcionalidad tributaria contenido 
en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos.

2a. CXXXIII/2015 (10a.)

2015
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Amparo directo en revisión 1583/2015. Desarrolladora PH, S. de R.L. de C.V. 18 de no-
viembre de 2015. Mayoría de tres votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza y José Fernando Franco González Salas. Ausente: Alberto Pérez 
Dayán. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. 
Secretaria: Paola Yaber Coronado.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de enero de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

2016

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LOS PLANTEAMIENTOS DE 
INCONSTITUCIONALIDAD FORMULADOS PRECAUTORIAMENTE 
NO CONFIGURAN UNA CUESTIÓN CONSTITUCIONAL QUE HAGA 
PROCEDENTE DICHO RECURSO. Los planteamientos de inconstitucio
nalidad como construcciones argumentativas de tipo precautorio o preventivo 
(ad cautélam), que tienden a combatir supuestos normativos de aplicación 
futura e incierta, no dan lugar a que el órgano jurisdiccional de amparo se pro
nuncie sobre la regularidad del precepto que se estima contrario a la Consti
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, aun cuando la 
sentencia de amparo aborde el estudio de planteamientos de esta naturaleza, 
tal circunstancia no configura una cuestión constitucional que haga proce
dente el recurso de revisión en amparo directo, toda vez que no existió un 
acto concreto de aplicación del artículo impugnado que hubiese afectado 
la esfera jurídica del recurrente.

2a. I/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1998/2015. Famsa Metropolitano, S.A. de C.V. y otra. 9 de 
septiembre de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Alberto Pérez Dayán. Secretaria: María Carla Trujillo Ugalde.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de enero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL AR­
TÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXI­
CANOS, COMPRENDE EL PAGO DE 3 MESES DE SUELDO Y DE 20 
DÍAS POR CADA AÑO LABORADO [ABANDONO DE LAS TESIS DE 
JURISPRUDENCIA 2a./J. 119/2011 Y AISLADAS 2a. LXIX/2011, 
2a. LXX/2011 Y 2a. XLVI/2013 (10a.) (*)]. En una nueva reflexión, la Segunda 

Nota: (*) Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 119/2011 y aisladas 2a. LXIX/2011, 2a. LXX/2011 y 2a. 
XLVI/2013 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
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Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona las tesis indi
cadas, al estimar que conforme al artículo 123, apartado B, fracción XIII, se-
gundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el 
Constituyente otorgó a favor de los servidores públicos enunciados en el refe
rido dispositivo (agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las 
instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y 
los Municipios) el derecho al pago de una indemnización en el caso de que, 
a través de una resolución emitida por autoridad jurisdiccional competente, 
se resuelva que su separación o cualquier vía de terminación del servicio de la 
que fue objeto resulta injustificada; ello, para no dejarlos en estado de inde
fensión al existir una prohibición absoluta de reincorporarlos en el servicio. 
Además, de la propia normatividad constitucional se advierte la obligación 
del legislador secundario de fijar, dentro de las leyes especiales que se emi
tan a nivel federal, estatal, municipal o en el Distrito Federal, los montos o 
mecanismos de delimitación de aquellos que, por concepto de indemniza
ción, corresponden a los servidores públicos ante una terminación injustificada 
del servicio. Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos 
íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu del Legis
lador Constituyente al incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitu
cional, fue reconocer a los servidores públicos garantías mínimas dentro del 
cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza 
jurídica de la relación que mediaba entre el Estado –en cualquiera de sus 
niveles– y el servidor; por tanto, si dentro de la aludida fracción XIII se establece 
el derecho de recibir una indemnización en caso de que la separación, remo
ción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fuere injus
tificada y, por su parte, en las leyes especiales no se prevén los mecanismos 

Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, páginas 412, 531 y 530, y en el Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, página 990, con los 
rubros y título y subtítulo: "SEGURIDAD PÚBLICA. PARA DETERMINAR LOS CONCEPTOS QUE DEBEN 
INTEGRAR LA INDEMNIZACIÓN ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN 
XIII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO ES APLICABLE, 
NI AUN SUPLETORIAMENTE, LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", "SEGURIDAD PÚBLICA. MONTO 
DE LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SE-
GUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 
VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 18 DE JUNIO DE 2008.", "SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL AR
TÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, NO COMPRENDE EL CON
CEPTO DE 20 DÍAS POR AÑO." y "SEGURIDAD PÚBLICA. LA INDEMNIZACIÓN PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLI
CADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, NO COMPRENDE 
EL CONCEPTO DE 12 DÍAS POR AÑO.", respectivamente.
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suficientes para fijar el monto de tal concepto, es inconcuso que deberá recu
rrirse a lo dispuesto, como sistema normativo integral, no sólo al apartado B, 
sino también al diverso apartado A, ambos del citado precepto constitucio
nal; en esa tesitura, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen 
derecho los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las institu
ciones policiales debe recurrirse a la fracción XXII del apartado A, que consigna 
la misma razón jurídica que configura y da contenido a la diversa fracción XIII 
del apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasiona
dos por el patrón particular o el Estado ante la separación injustificada y sea 
la ley o, en su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad 
jurídica de reinstalación. Bajo esas consideraciones, es menester precisar que 
la hipótesis normativa del artículo 123, apartado A, fracción XXII, que señala 
que "la ley determinará los casos en que el patrono podrá ser eximido de la obli
gación de cumplir el contrato, mediante el pago de una indemnización", deja la 
delimitación del monto que por concepto de indemnización deberá cubrirse 
al trabajador a la ley reglamentaria, constituyéndose en el parámetro mínimo 
que el patrón pagará por el despido injustificado y, más aún, cuando se le 
libera de la obligación de reinstalar al trabajador al puesto que venía desempe
ñando; por tanto, si la ley reglamentaria del multicitado apartado A, esto es, 
la Ley Federal del Trabajo, respeta como mínimo constitucional garantizado 
para efectos de la indemnización, el contenido en la fracción XXII del apar
tado A en su generalidad, empero, prevé el pago adicional de ciertas presta
ciones bajo las circunstancias especiales de que es la propia norma quien 
releva al patrón de la obligación de reinstalación –cumplimiento forzoso del 
contrato– aun cuando el despido sea injustificado, se concluye que, a efecto 
de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al 
régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, 
fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable, como 
mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A, fracción XXII, y los 
parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir fuese la norma
tividad secundaria la que los delimitara. En consecuencia, la indemnización 
engloba el pago de 3 meses de salario y 20 días por cada año de servicio, sin 
que se excluya la posibilidad de que dentro de algún ordenamiento legal o 
administrativo a nivel federal, estatal, municipal o del Distrito Federal existan 
normas que prevean expresamente un monto por indemnización en estos 
casos, que como mínimo sea el anteriormente señalado, pues en tales casos será 
innecesario acudir a la Constitución, sino que la autoridad aplicará directa
mente lo dispuesto en esos ordenamientos.

2a. II/2016 (10a.)
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Amparo directo en revisión 2401/2015. Armando Hernández Lule. 25 de noviembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Jocelyn Montserrat 
Mendizábal Ferreyro.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Sema­
nario Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona el criterio sostenido por 
la propia Sala en la diversa 2a./J. 119/2011, de rubro: "SEGURIDAD PÚBLICA. PARA 
DETERMINAR LOS CONCEPTOS QUE DEBEN INTEGRAR LA INDEMNIZACIÓN 
ESTABLECIDA EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONS
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, NO ES APLICABLE, 
NI AUN SUPLETORIAMENTE, LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto 
de 2011, página 412, esta última dejó de considerarse de aplicación obligatoria a 
partir del lunes 22 de febrero de 2016.

La presente tesis abandona, además, el criterio sostenido en las tesis aisladas 2a. 
LXIX/2011, 2a. LXX/2011 y XLVI/2013 (10a.).

Esta tesis se publicó el viernes 19 de febrero de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

UNIVERSIDAD DE GUADALAJARA. LA CLÁUSULA QUINTA TRAN­
SITORIA DEL CONVENIO QUE CREA Y REGULA EL RÉGIMEN DE 
PENSIONES, JUBILACIONES Y PRESTACIONES DE SEGURIDAD SO­
CIAL DE ESA INSTITUCIÓN, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS DE 
IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. La referida cláusula transitoria, al 
establecer que los trabajadores actuales de esa institución que cumplan 
30 años de antigüedad, pero no cuenten con el requisito de edad para tener 
derecho a la pensión por edad y antigüedad, recibirán por parte de la Uni
versidad de Guadalajara un bono anual sobre el salario base, no transgrede 
los principios de igualdad y no discriminación contenidos en el artículo 1o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que si 
el principio de igualdad impide otorgar a los sujetos que pertenezcan a una 
misma categoría jurídica un trato diferenciado, no existe infracción a dicho 
principio cuando la cláusula aludida otorga el bono anual a los trabajadores 
que tienen 30 años de antigüedad, pero no cuentan con la edad para jubi
larse, y no a aquellos trabajadores que sí cuentan con los requisitos para 
jubilarse –tener 30 o más años de servicio y 65 años de edad–, sin que ambos 
puedan equipararse por ser miembros del personal académico de la Uni
versidad mencionada, pues mientras unos tienen derecho al bono anual por 
no tener la edad para ser pensionados, los otros, por contar con la antigüe-
dad y edad requeridas por el pacto colectivo, tienen derecho a la pensión 
jubilatoria, pero no al indicado bono; luego, los referidos trabajadores tienen 
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diferentes estatus como académicos, por lo que es inexacto que la citada cláu
sula sea contraria al principio de igualdad; en el mismo sentido, la norma en 
estudio no discrimina a los trabajadores que cumplen 30 años de antigüedad, 
pero sí cuentan con el requisito de edad para tener derecho a la pensión por 
edad y antigüedad, respecto del tratamiento que otorga a quienes cumplen 
30 años de antigüedad pero no cuentan con el requisito de edad para tener 
derecho a la pensión por edad y antigüedad, porque no están en igualdad de 
circunstancias para tener acceso al beneficio de la jubilación, razón por la 
cual no existe trato diferenciado motivado por razones de género, edad, con-
dición social, religión o cualquiera otra análoga que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de 
las personas. Sin soslayar, que la referida cláusula transitoria otorga un dere-
cho, que al tratarse de una prestación extralegal, es de naturaleza contractual, 
porque su origen proviene de la voluntad de las partes que convinieron esa 
prestación –Universidad y Sindicato–, al incluirla en el convenio inserto al con
trato colectivo de trabajo, y por ello deberá otorgarse acorde a lo estrictamente 
pactado, máxime que no es factible interpretar de manera extensiva la cláu-
sula que se estima inconstitucional, pues ello implicaría ir contra lo pactado 
por los contratantes e imponerle a la Universidad citada, por medio de reso-
lución, obligaciones que no aceptó al pactar la cláusula de referencia.

2a. III/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2866/2015. Luis Javier Flores Alvarado. 13 de enero de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de febrero de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTRADICCIÓN DE TESIS. SI AL ANALIZARSE LA POSTURA DE LOS 
ÓRGANOS FACULTADOS CONTENDIENTES, SE ADVIERTE QUE LE 
DIERON UN ALCANCE INDEBIDO, LA SUPREMA CORTE DE JUSTI­
CIA DE LA NACIÓN DEBE CORREGIRLA Y ESTABLECER EL CRITERIO 
JURISPRUDENCIAL PERTINENTE. En términos de lo establecido en los ar
tículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 226, fracción II, de la Ley de Amparo, al Pleno o a las Salas del Alto 
Tribunal les corresponderá resolver sobre las contradicciones de tesis que se 
susciten entre los Plenos de Circuito de distintos circuitos, entre los Plenos 
de Circuito en materia especializada de un mismo circuito, o sus tribunales de 
diversa especialidad, así como entre los Tribunales Colegiados de diferente cir
cuito, por lo que decidirá la tesis que prevalezca como jurisprudencia. Ahora 
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bien, si al tomar esa decisión se advierte que esos órganos facultados conten-
dientes le dieron un alcance inexacto a su postura, debe corregirla y decidir la 
tesis pertinente, pues de lo contrario, no sólo se afectaría la seguridad jurídica 
que se busca salvaguardar al resolver este tipo de asuntos, sino también la 
justicia, al no definirse un problema que podría dar lugar a la aplicación inco-
rrecta de un criterio aislado o una jurisprudencia, así como las normas jurídicas 
interpretadas ahí por aquéllos. Máxime, que por disposición expresa del invo-
cado numeral 226, párrafo quinto, en los asuntos de esta naturaleza se faculta 
al órgano correspondiente, entre otras cosas, para sustentar un criterio diverso.

2a. IV/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 192/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Tercer Circuito y Primero del Décimo Sexto Circuito, ambos en Materia de 
Trabajo. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de fondo que se 
resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTRADICCIÓN DE TESIS. LA PROBABLE DIVERGENCIA DE CRI­
TERIOS PRECISADA EN LA DENUNCIA RELATIVA, NO VINCULA AL 
PLENO O A LAS SALAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN A CONSTREÑIRSE A LOS TÉRMINOS COMO SE PLANTEA 
NI AL PUNTO JURÍDICO ESPECÍFICO. La denuncia formulada por el legi
timado para ello, en términos del artículo 227, fracciones I y II, de la Ley de 
Amparo, constituye un mero requisito de procedibilidad necesario para que el 
órgano competente examine los criterios contendientes y determine si existe 
o no disconformidad en las consideraciones relativas y, en su caso, emita la 
jurisprudencia que deba prevalecer, sin que el tema probablemente divergente 
señalado por el denunciante vincule al Pleno o a las Salas del Alto Tribunal a 
constreñirse a los términos como se plantea ni al punto jurídico específico, 
dado que el propósito formal de la denuncia queda satisfecho en la medida 
en que origina el trámite de la contradicción de tesis y justifica la legitimación 
correspondiente; además, por disposición expresa del diverso numeral 226, pá
rrafo penúltimo, de la legislación citada, en los asuntos de esta naturaleza se 
faculta al órgano correspondiente para acoger uno de los criterios discrepantes; 
sustentar uno diverso; o declarar inexistente o sin materia la contradicción de 
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tesis; con la única limitante de que la decisión se tomará por la mayoría de los 
Ministros integrantes.

2a. V/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 192/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados 
Cuarto del Tercer Circuito y Primero del Décimo Sexto Circuito, ambos en Materia de 
Trabajo. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona.

Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no contiene el tema de fondo que se 
resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de marzo de 2016 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FACULTADES DE COMPROBACIÓN. LA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
49 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO SE RIGE POR EL 
PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. El principio de presun
ción de inocencia contenido en el artículo 20, apartado B, fracción I, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos –originalmente pre
visto para la materia penal–, puede cobrar aplicación en la materia administra
tiva con matices y modulaciones en relación con el procedimiento administrativo 
sancionador, el cual puede entenderse como el conjunto de formalidades se
guidas en forma de juicio ante autoridad competente con el objeto de conocer 
irregularidades, ya sean de servidores públicos o de particulares, cuya finalidad, 
en todo caso, será imponer alguna sanción. En este contexto, la hipótesis pre
vista en el artículo 49 del Código Fiscal de la Federación no está inmerso en el 
derecho administrativo sancionador y, por ende, no se rige por aquel postulado, 
en virtud de que si bien es cierto que regula la práctica de visitas domiciliarias 
para constatar que los contribuyentes cumplen con sus obligaciones tributa-
rias, entre las que se encuentra la relativa a expedir comprobantes fiscales por 
las enajenaciones que realizan, la cual puede derivar en la determinación de una 
multa, también lo es que a través del ejercicio de esta atribución no se busca 
perseguir una conducta administrativamente ilícita, sino que se concreta al des
pliegue de la facultad tributaria del Estado para verificar el cumplimiento de sus 
obligaciones fiscales.

2a. VI/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 4679/2015. Carlos Barajas García. 17 de febrero de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
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Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; mayoría de cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. 
Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González 
Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN INTER­
PUESTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN UN JUICIO DE AM­
PARO INDIRECTO, EN EL QUE SE IMPUGNÓ EL DECRETO DE REFORMA 
A LA LEY DE EDUCACIÓN ESTATAL. CORRESPONDE A UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA. Si en la 
demanda de amparo el quejoso se ostenta como trabajador de la educación 
al servicio del Gobierno Estatal e impugna el decreto de reforma a la Ley de 
Educación Estatal, no combate un acto derivado de la relación de supra a 
subordinación con el Gobierno que refleje un vínculo laboral, sino una reforma 
legislativa en la que se involucran como autoridades responsables, entre 
otras, tanto al Gobernador como al Congreso local, y aduce violación a la regu
laridad constitucional de normas rectoras de un procedimiento administrativo, 
orientado en la docencia y en la educación; por tanto, el acto reclamado y las 
autoridades involucradas tienen naturaleza administrativa y no laboral y, por 
ende, es competente para conocer del recurso de revisión relativo un Tribunal 
Colegiado de Circuito en Materia Administrativa.

2a. VII/2016 (10a.)

Conflicto competencial 88/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Segundo en 
Materia de Trabajo y Quinto en Materia Administrativa, ambos del Tercer Circuito. 
5 de agosto de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco Gonzá
lez Salas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis de la Peña Ponce de León.

Conflicto competencial 74/2015. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Cuarto en 
Materia Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 
5 de agosto de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco Gonzá
lez Salas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis de la Peña Ponce de León. 

Competencia 50/2015. Suscitada entre los Tribunales Colegiados Cuarto en Materia 
Administrativa y Segundo en Materia de Trabajo, ambos del Tercer Circuito. 5 de 
agosto de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Juan N. Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con 
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salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente: José Fernando Franco Gonzá
lez Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Miguel Ángel Antemate 
Chigo. 

Conflicto competencial 144/2015. Suscitado entre el Primer Tribunal Colegiado en Mate
rias Administrativa y Civil del Decimo Noveno Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado 
de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región (en apoyo al Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Decimo Noveno Circuito). 30 de sep
tiembre de 2015. Cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Lourdes Margarita García Galicia. 

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 44/2016 (10a.), publicada el vier-
nes 15 de abril de 2016, a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, 
abril de 2016, página 1170, de título y subtítulo: "COMPETENCIA PARA CONOCER 
DEL RECURSO DE REVISIÓN INTERPUESTO CONTRA LA SENTENCIA DICTADA EN 
UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, EN EL QUE SE IMPUGNÓ EL DECRETO DE 
REFORMA A LA LEY DE EDUCACIÓN ESTATAL. CORRESPONDE A UN TRIBUNAL 
COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA.", así como en la página 
173 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de marzo de 2016 a las 10:40 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE RECLAMACIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. EFECTOS 
DE SU DESISTIMIENTO. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sos-
tenido que el desistimiento de la acción constitucional puede formularse en 
cualquier etapa del juicio mientras no se dicte sentencia ejecutoriada, el cual, 
una vez ratificado ante la presencia judicial, da lugar a sobreseer en el juicio; sin 
embargo, tratándose del recurso de reclamación previsto en la Ley de Amparo, 
el desistimiento de la instancia respectiva durante su tramitación, se traduce en la 
declaración de voluntad del promovente de abandonar el recurso intentado, mo-
tivo por el cual, la resolución respectiva debe constreñirse a tenerlo por desistido 
y dejar firme la decisión recurrida, al no ser jurídicamente posible analizar los 
agravios formulados en su contra, en tanto el desistimiento, debidamente ratifi-
cado, conlleva a considerarla como no impugnada.

2a. VIII/2016 (10a.)

Recurso de reclamación 1236/2015. Construcciones J.J., S.A. de C.V. 10 de febrero de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PRESIDENTES DEL CONSEJO ESTATAL DE NOTARIOS Y DE LOS 
COLEGIOS REGIONALES DE NOTARIOS DEL ESTADO DE CHIAPAS. 
NO SON AUTORIDADES PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO 
CUANDO EXPIDEN U OMITEN EXPEDIR LA CONVOCATORIA PARA 
LA ELECCIÓN DE INTEGRANTES DE LA JUNTA DIRECTIVA DE DICHO 
CONSEJO. Si se atiende a lo dispuesto en el artículo 5o., fracción II, segundo 
párrafo, de la Ley de Amparo, los Presidentes del Consejo Estatal de Notarios 
y de los Colegios Regionales de Notarios del Estado de Chiapas no son auto-
ridades para efectos del juicio de amparo cuando expiden u omiten expedir 
la convocatoria para la elección de integrantes de la Junta Directiva de dicho 
Consejo, debido a que esos actos no constituyen una función determinada en 
una norma general, pues los artículos 240 al 244 de la Ley del Notariado para 
el Estado de Chiapas no confieren en favor de los referidos Presidentes la atri
bución para emitir, de forma unilateral y obligatoria, la citada convocatoria; 
máxime si se toma en consideración que el legislador local facultó al Consejo 
Estatal y a su Junta Directiva para emitir los estatutos en función de los cua-
les todos los notarios colegiados del Estado deben regir su organización, in
cluido el mecanismo de elección de la mencionada Junta Directiva, lo cual, 
hace evidente que el acto y omisión relacionados con la expedición de la 
convocatoria para la elección de la Junta Directiva, se asocian con decisiones 
internas del gremio que, en todo caso, deben guardar conformidad con sus 
estatutos, mas no con una potestad legal.

2a. IX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1112/2015. Eulises Díaz Cruz. 3 de febrero de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con reser
vas José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Oscar Vázquez Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

VIOLACIONES PROCESALES. EL ARTÍCULO 174 DE LA LEY DE AM­
PARO, AL ESTABLECER QUE EL QUEJOSO DEBE PRECISAR LA FOR­
MA EN QUE TRASCENDIERON EN SU PERJUICIO AL RESULTADO 
DEL FALLO, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE PROGRESIVIDAD DE 
LOS DERECHOS HUMANOS. Con motivo de la reforma publicada en el 
Diario Oficial de la Federación de 6 de junio de 2011 al artículo 107, frac
ción III, inciso a), párrafo primero, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, y conforme al numeral 174 de la Ley de Amparo, el que
joso debe precisar la forma en que las violaciones procesales que hizo 
valer trascendieron en su perjuicio al resultado del fallo, para que el Tribunal 
Colegiado de Circuito cumpla con su obligación de examinarlas, salvo las 
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que advierta en suplencia de la queja, como lo sostuvo la Segunda Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 2a./J. 126/2015 
(10a.)(*), lo que supera lo dispuesto en el artículo 158 de la Ley de Amparo 
abrogada, así como lo previsto en la jurisprudencia 2a./J. 27/2013 (10a.)(**). 
Ahora bien, la nueva regulación legal no transgrede el principio de progresi-
vidad de los derechos humanos, contenido en el artículo 1o. constitucional, 
dado que busca cumplir con el principio de concentración procesal del juicio 
de amparo, con lo que se le dota de mayor rapidez y celeridad en su trami
tación para analizar todas las posibles violaciones existentes en un proceso, 
a fin de resolver en definitiva sobre ellas y evitar dilaciones innecesarias, lo 
que permite que la tutela jurisdiccional en el juicio de amparo directo sea 
pronta y completa, como lo mandata el artículo 17 constitucional; así, la obliga
ción procesal a cargo del quejoso, si bien podría considerarse una disminución 
en el grado de tutela, lo cierto es que permite incrementarlo. Además, el 
citado artículo 174 cumple con los requisitos del test de proporcionalidad, 
en atención a que la finalidad señalada resulta constitucionalmente válida; el 
medio elegido por el legislador resulta idóneo, en la medida en que dicha obli
gación procesal posibilita el cumplimiento del fin buscado, así como nece
sario para paliar los múltiples reenvíos que se presentaban con la anterior 
regulación legal; y cumple con el principio de proporcionalidad en sentido 
estricto o ponderación, al existir una adecuada relación de precedencia entre 
el fin buscado y el medio elegido.

2a. X/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 559/2015. Energéticos de Torreón, S.A. de C.V. 17 de febrero 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó con reservas José Fernando Franco González Salas; mayoría de cuatro 
votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de abril de 2016 a las 10:08 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 126/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Sema­
nario Judicial de la Federación del viernes 9 de octubre de 2015 a las 11:00 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 23, Tomo II, octubre de 2015, página 
2060, con el título y subtítulo: "VIOLACIONES PROCESALES. EL QUEJOSO DEBE PRECISAR 
EN SU DEMANDA DE AMPARO DIRECTO LA FORMA EN QUE TRASCENDIERON EN SU PER-
JUICIO AL RESULTADO DEL FALLO, A FIN DE QUE EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
CUMPLA CON LA OBLIGACIÓN DE EXAMINARLAS, SALVO LAS QUE ADVIERTA EN SUPLENCIA 
DE LA QUEJA."
(**) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 27/2013 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 2, marzo de 2013, página 
1730, con el rubro: "VIOLACIONES PROCESALES. AL PLANTEARLAS EN EL JUICIO DE AMPARO 
DIRECTO, EL QUEJOSO NO ESTÁ OBLIGADO A SEÑALAR EN SUS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN 
LA FORMA EN QUE TRASCENDIERON AL RESULTADO DEL FALLO."
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PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO. EL ARTÍCULO 10, FRAC­
CIÓN IV, DE LA LEY RELATIVA, NO TRANSGREDE LOS PRINCIPIOS 
DE IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN, AL DISPONER QUE NO SE 
GARANTIZARÁN LAS OBLIGACIONES O DEPÓSITOS A FAVOR DE 
LOS ACCIONISTAS. A partir de lo establecido en la jurisprudencia 2a./J. 
42/2010 (*) de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
se considera que la referida porción normativa, al disponer que el Instituto 
para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB) no garantizará las obligaciones 
o depósitos a favor de accionistas de la institución de que se trate –a pesar de 
haber efectuado operaciones como parte del público ahorrador–, no trans
grede los principios de igualdad y no discriminación, ya que dicha diferencia 
de trato descansa en una base objetiva y razonable, debido a que: 1) cumple 
con un fin constitucionalmente admisible, al pretender proteger, por una parte, 
a los pequeños y medianos ahorradores, quienes no cuentan con los elementos 
y la capacidad técnica para evaluar la situación financiera de las institucio-
nes en las que depositan sus recursos y, por otra, preservar la estabilidad del 
sistema financiero; 2) constituye el medio adecuado para conducir al fin pre-
tendido por el legislador, ya que evita que los accionistas, con conocimientos 
privilegiados respecto de la situación financiera de la institución de banca 
múltiple, efectúen operaciones en detrimento de los intereses del público aho-
rrador y los obliga a que a través de sus determinaciones, previo a la intervención 
de las autoridades correspondientes, emprendan las acciones necesarias para 
resolver los problemas financieros de la institución bancaria y sean ellos los que 
asuman la responsabilidad frente al riesgo generado por el otorgamiento de 
créditos; y 3) no causa un daño innecesario o desproporcional a quien, siendo 
accionista, cuenta además con depósitos bancarios a su favor, toda vez que tal 
circunstancia no implica anular su derecho como acreedor, respecto de las ope-
raciones efectuadas, ante la eventualidad de que la institución bancaria entre 
en estado de liquidación, pues tiene expedito su derecho para reclamarlo direc-
tamente a ésta a través de los medios legales correspondientes. 

2a. XI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1014/2015. Juan Carlos Vidales Reséndez. 9 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Oscar Vázquez Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 42/2010 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, abril de 2010, página 427, con el 
rubro: "IGUALDAD. CRITERIOS QUE DEBEN OBSERVARSE EN EL CONTROL DE LA CONSTITU-
CIONALIDAD DE NORMAS QUE SE ESTIMAN VIOLATORIAS DE DICHA GARANTÍA."
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PROTECCIÓN AL AHORRO BANCARIO. EL ARTÍCULO 10, FRAC­
CIÓN IV, DE LA LEY RELATIVA, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGU­
RIDAD JURÍDICA. De acuerdo con el artículo 1o. de la Ley de Protección al 
Ahorro Bancario, dicho ordenamiento tiene por objeto establecer un sistema 
de protección al ahorro bancario en favor de las personas que realicen cual-
quiera de las operaciones garantizadas, en los términos y con las limitantes que 
la propia ley determina. Ahora bien, si bajo esa premisa, el artículo 10, frac-
ción IV, del mismo ordenamiento prevé que el Instituto para la Protección al 
Ahorro Bancario (IPAB) no garantizará las obligaciones o depósitos a favor de 
accionistas de la institución de que se trate, no es posible considerar que con 
ello viole el derecho a la seguridad jurídica, por el simple hecho de que los 
artículos 165 y 180, fracciones IV y VI, de la Ley de Instituciones de Crédito, en 
apariencia dispongan lo contrario, al señalar –sin hacer distinción alguna– 
que las instituciones de banca múltiple y el IPAB deberán procurar pagar a 
los ahorradores y demás acreedores en el menor tiempo posible los créditos 
derivados de obligaciones garantizadas conforme al artículo 6o. de la ley pri-
meramente citada, debido a que tales hipótesis operan bajo la lógica del refe-
rido artículo 1o., es decir, condicionadas a los términos y limitantes que la ley 
de la materia determina. 

2a. XII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1014/2015. Juan Carlos Vidales Reséndez. 9 de marzo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Oscar Vázquez Moreno. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de abril de 2016 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECARGOS POR MORA. EL ARTÍCULO 299 DE LA LEY DEL SEGURO 
SOCIAL, RELATIVO A LA DEVOLUCIÓN DE CUOTAS, NO VIOLA EL 
PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA, AL NO PREVER EL PAGO DE 
DICHO CONCEPTO A CARGO DEL FISCO FEDERAL. Conforme a la inter
pretación sistemática del referido precepto legal en relación con los artículos 
22 y 22-A del Código Fiscal de la Federación, las cuotas enteradas sin justifi-
cación legal deben ser restituidas al contribuyente, actualizadas, incluyendo, 
en su caso, el pago de intereses. Por otra parte, los recargos y los intereses que 
establece el Código Fiscal de la Federación constituyen figuras que participan 
de la misma naturaleza indemnizatoria, cuya obligación de pago surge ante la 
omisión del cumplimiento de las obligaciones en la fecha o dentro del plazo 
fijado en la ley, con la diferencia de que los recargos son a cargo del contribu-
yente y los intereses a cargo de la autoridad hacendaria. En ese sentido, el 
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artículo 299 de la Ley del Seguro Social no viola el principio de equidad tribu-
taria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, por el hecho de no imponer al fisco federal la obli
gación de pagar recargos por mora cuando la devolución de cuotas no se efec-
túe dentro del plazo señalado para ello, pues en tal supuesto, la autoridad ya 
está obligada al pago de intereses; en el entendido de que resultaría inexacto 
afirmar que debe pagar al contribuyente ambos conceptos, pues con ello se 
le impondría la obligación de satisfacer dos medidas resarcitorias.

2a. XIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1186/2015. Vidriera Monterrey, S.A. de C.V. 30 de marzo de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secre-
tario: Joel Isaac Rangel Agüeros.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de abril de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES PARA EXIGIR LA REINSTALA­
CIÓN O INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO INJUSTIFICADO. EL ARTÍCU­
LO 101, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE TRABAJO DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS DEL ESTADO DE GUERRERO NÚMERO 248, QUE PREVÉ 
EL PLAZO DE 2 MESES PARA QUE AQUÉLLA OPERE, VULNERA EL 
PRINCIPIO DE IGUALDAD EN PERJUICIO DEL DERECHO DE ACCESO 
A LA JUSTICIA. El 21 de abril de 1976 se publicó en el Periódico Oficial del 
Estado de Guerrero la Ley Número 51 denominada Estatuto de los Trabaja-
dores al Servicio del Estado, de los Municipios y de los Organismos Públicos 
Coordinados y Descentralizados, en cuyo artículo 73, fracción I, estableció 
que prescribirán en 4 meses las acciones para exigir la reinstalación o indem-
nización en caso de despido injustificado, contados a partir del momento en que 
sea notificado el trabajador burocrático guerrerense del despido o suspensión. 
Posteriormente, el 6 de enero de 1989 se publicó en el indicado medio de di-
fusión la Ley de Trabajo de los Servidores Públicos del Estado de Guerrero 
Número 248, la cual en su artículo 101, fracción I, redujo a 2 meses el plazo 
en que prescribirán las acciones de los trabajadores para exigir la reinstala-
ción o indemnización en caso de despido injustificado, contados a partir de la 
fecha de la separación. No obstante, al expedir esta última ley, el legislador local, 
sin perseguir una finalidad, esto es, sin algún propósito o intención, propició 
un trato normativo diferenciado entre trabajadores burócratas de esa entidad 
federativa que venía tratando en forma igual, toda vez que en su artículo segun-
do transitorio estableció la plena vigencia de los artículos 73, fracción I, para los 
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servidores públicos municipales, y 101, fracción I, para los servidores públi-
cos de la administración pública centralizada y paraestatal, del Poder Legis-
lativo y del Poder Judicial; ello, en contravención al principio de igualdad que 
subyace en toda la estructura constitucional, pues este principio, como límite 
a la actividad del legislador, le exige razonabilidad en la diferencia de trato a 
sujetos que viene tratando en la misma forma por considerarlos en una situa-
ción de igualdad. Máxime si la reducción del plazo en perjuicio de a quienes 
sólo otorgó 2 meses debería encontrar una razonabilidad o justificación en la 
medida en que influye de manera directa y negativa en perjuicio del derecho de 
acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, pues dicha reducción constituye un límite al ejer-
cicio del citado derecho fundamental.

2a. XIV/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 5598/2015. Luis Alberto Arcos Castro. 6 de abril de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó en 
contra de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Francisco Manuel Rubín de Celis 
Garza.

Esta tesis se publicó el viernes 29 de abril de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUSPENSIÓN EN EL PADRÓN DE IMPORTADORES. NO CONSTITUYE 
UNA SANCIÓN SINO UNA MEDIDA CAUTELAR DE CARÁCTER TEM­
PORAL [ALCANCE DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 6/2012 (10a.) (*)]. 
Si bien en la jurisprudencia aludida, la Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación sostuvo en un primer momento que la suspensión 
del Padrón de Importadores emitida con fundamento en el artículo 59 de la 
Ley Aduanera, así como en las Reglas de Carácter General en Materia de 
Comercio Exterior es una sanción; no obstante, más adelante esclareció que 
es una medida cautelar y provisional, la cual incluso podía subsanarse y 
que, de actualizarse, podría llevar a determinar la imposición de la sanción 
definitiva consistente en la cancelación o revocación del registro. En tal vir-
tud, el alcance de la jurisprudencia de mérito y de su ejecutoria es que dicha 
suspensión sólo constituye una medida cautelar de carácter temporal, por lo 
cual, no puede calificarse como una sanción (ni provisional ni definitiva), en 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 6/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V, Tomo 2, febrero de 2012, página 1590, 
con el rubro: "SUSPENSIÓN EN EL PADRÓN DE IMPORTADORES. NO CONSTITUYE UN ACTO PRI
VATIVO SINO DE MOLESTIA, POR LO QUE NO RIGE LA GARANTÍA DE PREVIA AUDIENCIA."
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tanto es un paso en el procedimiento que llevaría a imponer la sanción con-
sistente en la cancelación o revocación del registro, por lo que no constituye 
un acto privativo, sino de molestia que no se rige por la garantía de previa 
audiencia.

2a. XV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1079/2015. Corporación Papelera Imperial, S.A. de C.V. 17 de febrero 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMPETENCIA PARA CONOCER DEL RECURSO DE QUEJA INTER­
PUESTO CONTRA EL AUTO DE DESECHAMIENTO DE PLANO DE UNA 
DEMANDA DE AMPARO EN LA QUE SE RECLAMÓ DE UNA AUTORI­
DAD ADMINISTRATIVA LA OMISIÓN DE CONTESTAR UN ESCRITO DE 
PETICIÓN. CORRESPONDE AL TRIBUNAL COLEGIADO ESPECIALI­
ZADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA [ABANDONO DE LA TESIS 
2a. LVI/2010 (*)]. Para fijar la competencia por materia en un juicio de amparo, 
debe atenderse a la naturaleza del acto reclamado y de la autoridad respon-
sable. En ese sentido, cuando en una demanda de amparo se reclama de una 
autoridad administrativa la omisión de dar contestación a un escrito de peti-
ción formulado con apoyo en el artículo 8o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, es evidente que su naturaleza es administrativa, 
al tener como intención obtener la respuesta al escrito aludido, sin que sea 
de trascendencia el contenido de la solicitud, ni si la omisión de su respuesta 
impacta en diversos derechos, pues lo que se busca es obtener contestación 
a la petición. En esas condiciones, cuando contra el desechamiento de plano 
de la demanda de amparo se interpone el recurso de queja, el órgano jurisdic-
cional competente para su conocimiento es el Tribunal Colegiado especializado 
en Materia Administrativa. Por lo expuesto, la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación abandona el criterio contenido en la tesis ais
lada 2a. LVI/2010, y se aparta del sostenido en los conflictos competenciales 

Nota: (*) Esta tesis abandona el criterio sostenido por la propia Sala en la diversa 2a. LVI/2010, 
de rubro: "COMPETENCIA PARA CONOCER DEL AMPARO PROMOVIDO POR UN JUBILADO 
CONTRA LA FALTA DE RESPUESTA DE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA A UNA PETICIÓN 
RELACIONADA CON UN TRÁMITE ADMINISTRATIVO VINCULADO CON SU JUBILACIÓN Y NO 
CON LO RELATIVO A SU OBTENCIÓN, REVOCACIÓN O MODIFICACIÓN. SE SURTE A FAVOR DE LOS 
ÓRGANOS ESPECIALIZADOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXII, julio de 2010, página 318.
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264/2013, 253/2013, 220/2013, 219/2013, 215/2013 y 224/2013, porque en éstos 
se atendía al contenido del escrito de petición para resolver a qué órgano 
jurisdiccional correspondía el conocimiento de esos casos, cuando en realidad 
el solo hecho de que se reclame la omisión de contestar un escrito de petición 
ante autoridad administrativa, con apoyo en el artículo 8o. constitucional, 
hace que el acto y autoridad revistan naturaleza administrativa y, por tanto, su 
conocimiento se surta en favor de órganos jurisdiccionales competentes en esa 
materia.

2a. XVI/2016 (10a.)

Conflicto competencial 270/2015. Suscitada entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materias Civil y de Trabajo y Primero en Materias Penal y Administrativa, ambos del 
Quinto Circuito. 10 de febrero de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros 
Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas 
y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 6 de mayo de 2016 a las 10:06 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

NOTIFICACIONES PERSONALES. EL ARTÍCULO 38 DE LA LEY FE­
DERAL DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO NO VULNERA EL 
PRINCIPIO DE IGUALDAD. El precepto mencionado, al prever que las noti
ficaciones personales surten efectos el día en que se realizan, de forma dis-
tinta a como las regulan otras legislaciones, no vulnera el principio de igualdad 
contenido en el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues este principio debe entenderse relacionado con las partes con
tendientes en un juicio (mismo plano y supuestos normativos idénticos), cual-
quiera que sea su naturaleza, y no entre normas que regulan controversias de-
rivadas de jurisdicciones diferentes. Por ello, los plazos establecidos por cada 
norma para impugnar un acto de autoridad, en razón de la fecha en que surte 
efectos su notificación, si bien en primera instancia no son iguales, esto no 
los hace inequitativos frente a otros ordenamientos, pues la ley debe ser equi-
tativa procesalmente entre las partes que contienden en un juicio de la misma 
naturaleza jurídica; y esa equidad es la constitucionalmente protegida.

2a. XVII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 6740/2015. PAY B.T.L. Services, S. de R.L. de C.V. 20 de abril 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita 
Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DECLARACIÓN DE INEXISTENCIA DE INFORMACIÓN. LA LEY FEDE­
RAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 
GUBERNAMENTAL PREVÉ UN RECURSO EFECTIVO PARA COMBA­
TIRLA. De la interpretación conforme y sistemática de los artículos 37, fraccio
nes I y II, 42 a 46, 49, 56 y demás relativos de la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública Gubernamental, se advierte que si un sujeto 
obligado declara la inexistencia de la información solicitada por un particular, 
dicha declaratoria puede ser combatida a través del recurso establecido en el 
artículo 49 de la citada ley, de cuyo análisis es posible concluir que constituye 
un instrumento idóneo y efectivo de protección al derecho de acceso a la in-
formación. En este sentido, el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a 
la Información y Protección de Datos Personales debe valorar la litis planteada 
(integrada por las manifestaciones del recurrente, la resolución de la auto
ridad, las pruebas aportadas y los alegatos de las partes) para determinar en 
cada caso concreto si la resolución de inexistencia de información es válida.

2a. XVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 737/2015. Guadalupe Barrena Nájera. 24 de febrero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS 
PERSONALES. AL RESOLVER LOS JUICIOS DE AMPARO RELA­
CIONADOS CON ESTOS DERECHOS, LOS ÓRGANOS DEL PODER 
JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN NO ESTÁN OBLIGADOS A LIMITAR 
SU ANÁLISIS A LA INTERPRETACIÓN REALIZADA POR EL INSTI­
TUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN 
Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. Los órganos del Poder Judi-
cial de la Federación cuando ejercen control de constitucionalidad, no están 
constreñidos a guardar deferencia respecto a las interpretaciones del Insti
tuto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales en relación con los derechos al acceso a la información pública y 
a la protección de datos personales, pues su parámetro de análisis lo cons
tituye el marco constitucional general en materia de derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales aplicables. 
Lo anterior no implica que el tribunal de amparo se sustituya en las funcio
nes del órgano garante del derecho de acceso a la información y protección 
de datos personales; simplemente denota el pleno ejercicio de la facultad de 
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efectuar el control de regularidad constitucional sobre las interpretaciones rea
lizadas por parte de una autoridad del Estado mexicano, en términos de las 
atribuciones conferidas a los órganos del Poder Judicial de la Federación 
en los artículos 103 y 107 de la Constitución Federal. Consecuentemente, 
cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación o los órganos jurisdiccio-
nales del Poder Judicial de la Federación resuelvan juicios de amparo rela
cionados con los derechos de acceso a la información y protección de datos 
personales, no están obligados a limitar su análisis a la interpretación del 
Instituto respecto a los alcances de tales derechos.

2a. XIX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 737/2015. Guadalupe Barrena Nájera. 24 de febrero de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado López.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO DE PETICIÓN. NO PUEDE GENERAR LA REVOCACIÓN O 
MODIFICACIÓN DE UNA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA CUANDO 
ELLO AFECTE A UN TERCERO. La autoridad, al recibir una petición por un 
gobernado, debe limitarse a responder el planteamiento y no puede aprovechar 
la presentación de ésta para modificar o revocar una resolución administrativa, 
pues ello: (i) es contrario al objeto y alcance del derecho de petición; (ii) cons-
tituye una actuación fuera de sus competencias legales y reglamentarias; y 
(iii) modifica una resolución sin que se haya otorgado una debida audiencia 
a quien había sido beneficiado con aquélla.

2a. XX/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2768/2015. Inmobiliaria Portuaria de Altamira, S.A. de C.V. 
6 de abril de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; 
votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Etienne Maximilien 
Alexandre Luquet Farías y Miguel Ángel Burguete García.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO DE PETICIÓN. SU DIFERENCIA CON RESPECTO AL RE­
CURSO ADMINISTRATIVO. El derecho de petición busca la respuesta de 
la autoridad a un planteamiento específico, mientras que el recurso admi
nistrativo, la nulidad o modificación de un acto de la autoridad a través de su 
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impugnación; es decir, el recurso presupone la existencia de un acto adminis-
trativo previo que puede ser revisado por la autoridad que lo emitió o en otra 
instancia, mientras que aquél se limita a solicitar una respuesta determinada. 
Así, para recurrir una actuación administrativa se requiere de un derecho 
subjetivo específico; a la vez que el derecho de petición constituye simple-
mente la posibilidad de todo gobernado de hacer un planteamiento a la auto-
ridad; por tanto, este último no puede sustituir los procedimientos o recursos 
específicos establecidos para atender ciertas materias, ni constituirse como 
un medio para la revisión de determinaciones administrativas.

2a. XXI/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2768/2015. Inmobiliaria Portuaria de Altamira, S.A. de C.V. 
6 de abril de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; 
votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Disidente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Etienne Maximilien 
Alexandre Luquet Farías y Miguel Ángel Burguete García. 

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN. LA REGULARIDAD CONSTI­
TUCIONAL DE SU LEY ORGÁNICA ES SUSCEPTIBLE DE CUESTIO­
NARSE A TRAVÉS DEL RECURSO DE RECLAMACIÓN PREVISTO EN 
EL ARTÍCULO 104 DE LA LEY DE AMPARO. Si bien al resolver el recurso 
de reclamación 130/2011 el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
sólo permitió expresamente impugnar las normas generales de la Ley de 
Amparo aplicadas en el juicio de amparo, la Segunda Sala del Alto Tribunal es
tima que ese precedente es aplicable también tratándose de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, pues el propósito del Tribunal Pleno fue 
que se analizara la regularidad constitucional de las normas aplicadas durante 
el juicio constitucional, a efecto de garantizar la debida tutela de los derechos 
humanos y evitar que los juzgadores de amparo sustenten sus resoluciones 
en leyes contrarias al parámetro de regularidad constitucional en compati-
bilidad con el derecho a un recurso judicial efectivo y al principio pro persona; 
de ahí que ese precedente sea aplicable también tratándose de la ley orgánica 
referida, cuya constitucionalidad puede cuestionarse siempre que: a) se invo
lucre la emisión de autos o resoluciones concretas de los órganos que conozcan 
del juicio de amparo; b) hubiere sido aplicada en los asuntos de la compe-
tencia de los órganos jurisdiccionales y que trasciendan al sentido de la decisión 
adoptada; y c) exista algún recurso procedente contra el acto de aplicación de 
la norma tildada de inconstitucional, en el cual pueda analizarse tanto la 
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legalidad de su acto de aplicación, como la regularidad constitucional de esa 
norma, en su caso.

2a. XXII/2016 (10a.)

Recurso de reclamación 30/2016. Calidad en Recursos y Servicios, S.A. de C.V. 6 de abril 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. REQUISITOS 
PARA CONCEDERLA. De los artículos 107, fracción X, de la Constitución Polí
tica de los Estados Unidos Mexicanos, así como 128 y 138 de la Ley de Amparo, 
se advierte que para conceder la suspensión definitiva en el juicio de amparo se 
requiere que: i. Expresamente la solicite el quejoso; ii. Haya certidumbre 
sobre la existencia de los actos cuya suspensión se solicita; iii. Los actos recla
mados sean susceptibles de suspensión; iv. No se siga perjuicio al interés social 
ni se contravengan disposiciones de orden público, según lo dispuesto en el 
artículo 129 de la citada Ley y; v. Deba llevarse a cabo un análisis ponderado 
del caso concreto bajo la apariencia del buen derecho. Así, sólo de cumplirse 
todos los requisitos que anteceden, el órgano jurisdiccional podrá conceder la 
suspensión definitiva sujetándola, en su caso, al otorgamiento de la garantía 
prevista en el artículo 132 de la propia Ley.

2a. XXIII/2016 (10a.)

Recurso de revisión en incidente de suspensión 1/2015. Metal COQ, S.A. de C.V. 30 de 
marzo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna 
Ramos; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 13 de mayo de 2016 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA IMAGEN. SON VÁLIDAS SU PROTECCIÓN Y REGU­
LACIÓN POR LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR. El derecho 
de autor se encuentra protegido a nivel constitucional en el artículo 28 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de forma particular 
en la Ley Federal del Derecho de Autor; asimismo, en dicha legislación se regula 
una restricción legítima a aquel derecho, la cual tiene una justificación objeti
va y razonable al tutelar el derecho al uso de la imagen de una persona retra-
tada únicamente con su consentimiento, salvo que se actualice un supuesto 
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de excepción. Lo anterior es así, si se considera que la ley de la materia tiene 
como finalidad e intención no únicamente proteger a un autor, sino también 
regular su conducta en relación con los diversos factores de la producción 
que intervienen y se relacionan con él. En esa medida, son válidas la protec-
ción y regulación del derecho a la imagen prevista en el artículo 231, fracción 
II, de la Ley Federal del Derecho de Autor, porque constitucionalmente no existe 
prohibición para que una misma materia tenga una doble protección –en los 
ámbitos civil y del derecho de autor– y porque el derecho de autor no puede 
ser asimilado de forma únicamente enunciativa y limitativa, sino que, como 
cualquier otro derecho, no es absoluto, por lo que tiene su límite en los dere-
chos de terceros, así como en el orden público y el interés social. En este 
sentido, se debe valorar y sancionar la lesión que pudiera ocasionarse a la 
persona cuya imagen fue publicada sin su consentimiento, debido a que ésta 
también tiene derecho a la utilización de su propia imagen, y en su salvaguar-
da se encuentra facultada para combatir las infracciones en las que se incu-
rran en su contra; lo aseverado no sólo es entendido a la luz de la legislación 
de nuestro país, sino que concuerda con lo que al efecto establece el derecho 
internacional, en relación con lo que se entiende por el derecho a la imagen.

2a. XXIV/2016 (10a.)

Amparo directo 48/2015. 27 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA IMAGEN. SU CONCEPTO DE ACUERDO A LA LEY 
FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR. El derecho a la imagen debe enten-
derse como parte del derecho a la identidad, y como un derecho personalísi-
mo que tiene todo individuo de decidir cómo se muestra a los demás, esto es, la 
potestad de disponer en el ámbito de su propia autoridad y en forma libre 
sobre su propia imagen. En ese orden de ideas, el concepto de derecho a la 
imagen previsto en el artículo 231, fracción II, de la Ley Federal del Derecho 
de Autor, se instauró como una limitante que tiene el autor de una obra foto-
gráfica, en el sentido de que podrá comercializar con ella siempre y cuando 
la persona que aparezca en ésta otorgue su consentimiento para ello.

2a. XXV/2016 (10a.)
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Amparo directo 48/2015. 27 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán. 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

IMAGEN DE UN MENOR DE EDAD. LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 87 DE LA LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR NO LE 
ES APLICABLE. El derecho a la protección del uso de la imagen, previsto en 
la Ley Federal del Derecho de Autor en sus numerales 231, fracción II, 232, 
fracción II, y 87, es un derecho que debe ser entendido como aquel que se aplica 
de forma reforzada tratándose de menores de edad, en razón de que lo que se 
busca es proteger y salvaguardar su derecho a la imagen e intimidad frente a 
cualquier otro derecho con el que pudiera generarse el conflicto. Por tanto, 
no se podría actualizar supuesto de excepción alguno si no se acredita que 
existe el consentimiento de los padres o de quienes ejercen la patria potestad 
sobre aquéllos, en atención al interés superior del menor.

2a. XXVI/2016 (10a.)

Amparo directo 48/2015. 27 de abril de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Selene Villafuerte 
Alemán.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EN SU DERECHO A SER 
CONSULTADOS, EL ESTÁNDAR DE IMPACTO SIGNIFICATIVO CONS­
TITUYE ELEMENTO ESENCIAL PARA QUE PROCEDA. El derecho de 
consulta a los pueblos y comunidades indígenas es una prerrogativa funda
mental reconocida en el artículo 2o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, cuya pro-
tección puede exigir cualquier integrante de la comunidad o pueblo indígena, 
con independencia de que se trate o no de un representante legítimo nombrado 
por éstos. En ese sentido, constituye una prerrogativa necesaria para sal
vaguardar la libre determinación de las comunidades, así como los derechos 
culturales y patrimoniales –ancestrales– que la Constitución y los tratados inter
nacionales les reconocen. No obstante, lo anterior no significa que deban 
llevarse a cabo consultas siempre que grupos indígenas se vean involucrados 
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en alguna decisión estatal, sino sólo en aquellos casos en que la actividad del 
Estado pueda causar impactos significativos en su vida o entorno. Así, se ha 
identificado –de forma enunciativa mas no limitativa– una serie de situaciones 
genéricas consideradas de impacto significativo para los grupos indígenas 
como: 1) la pérdida de territorios y tierra tradicional; 2) el desalojo de sus tie
rras; 3) el posible reasentamiento; 4) el agotamiento de recursos necesarios 
para la subsistencia física y cultural; 5) la destrucción y contaminación del 
ambiente tradicional; 6) la desorganización social y comunitaria; y 7) los impac
tos negativos sanitarios y nutricionales, entre otros. Por tanto, las autoridades 
deben atender al caso concreto y analizar si el acto impugnado puede impac-
tar significativamente en las condiciones de vida y entorno de los pueblos 
indígenas.

2a. XXVII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 499/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y reservaron criterio respecto al 
impacto significativo Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco Gon
zález Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura García Velasco, 
María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosío. 

Amparo en revisión 500/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y reservaron criterio respecto al 
impacto significativo Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco Gon
zález Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura García Velasco, 
María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DERECHO A SER CONSUL­
TADOS. LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LOS 
PUEBLOS INDÍGENAS ES LA AUTORIDAD COMPETENTE EN LA 
MATERIA. La Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
es la autoridad competente en materia de consulta a las comunidades indíge-
nas, en virtud de que las fracciones I, III, IV y IX a XI del artículo 2 y la fracción 
VI del artículo 3, ambos de la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo 
de los Pueblos Indígenas, le otorgan diversas facultades en materia de garan-
tía, promoción y protección de derechos indígenas. En ese sentido, puede 
advertirse que dicha Comisión tiene amplias facultades para consultar a los 
pueblos y comunidades indígenas respecto de aquellos proyectos que puedan 
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impactar significativamente en sus condiciones de vida y su entorno; por tanto, 
es la autoridad competente para llevar a cabo la consulta a las comunidades 
involucradas respecto de aquellos proyectos implementados por la administra
ción pública federal y las entidades federativas que puedan causarles un im
pacto significativo. Lo anterior, sin perjuicio de la existencia de leyes especiales 
que faculten a otras instituciones para llevar a cabo los procedimientos de 
consulta respectivos, en cuyo caso, deberán actuar coordinadamente con 
la Comisión aludida.

2a. XXVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 499/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y reservaron criterio respecto al 
impacto significativo Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco Gon
zález Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura García Velasco, 
María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosío. 

Amparo en revisión 500/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y reservaron criterio respecto al 
impacto significativo Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco Gon
zález Salas. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura García Velasco, 
María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DERECHO A SER CONSUL­
TADOS. REQUISITOS ESENCIALES PARA SU CUMPLIMIENTO. De con
formidad con los estándares internacionales en materia de protección a los 
derechos de las comunidades indígenas, las características específicas del 
procedimiento de consulta variarán necesariamente en función de la natura-
leza de la medida propuesta y del impacto sobre los grupos indígenas, por lo 
que los jueces deberán analizar en cada caso concreto si el proceso de con
sulta realizado por las autoridades cumple con los estándares de ser: a) previa 
al acto, toda vez que debe llevarse a cabo durante la fase de planificación del 
proyecto, con suficiente antelación al comienzo de las actividades de ejecución; 
b) culturalmente adecuada, ya que debe respetar sus costumbres y tradiciones, 
considerando en todo momento los métodos tradicionales que utilizan en la 
toma de sus decisiones; en ese sentido, las decisiones que las comunidades 
indígenas tomen de acuerdo con el ejercicio de sus usos y costumbres deben 
respetarse en todo momento, lo que implica que las autoridades deben llevar 
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a cabo la consulta, a través de medios e instrumentos idóneos para las comu
nidades indígenas, de suerte que la falta de acceso a las tecnologías de la 
información, no signifique un menoscabo en el ejercicio de este derecho; 
c) informada, al exigir la existencia de información precisa sobre la naturaleza y 
consecuencias del proyecto, debiendo adoptar todas las medidas necesarias 
para que sea comprensible, por lo que si así lo requiere el caso concreto, deberá 
ser proporcionada en las lenguas o idiomas de las comunidades o pueblos 
involucrados, así como con todos los elementos necesarios para su enten
dimiento, de manera que los tecnicismos científicos no constituyan una barrera 
para que las comunidades puedan emitir una opinión; y d) de buena fe, pues 
la consulta exige la ausencia de cualquier tipo de coerción por parte del Estado 
o de particulares que actúen con su autorización o aquiescencia. Asimismo, 
debe efectuarse fuera de un ambiente hostil que obligue a las comunidades 
o pueblos indígenas a tomar una decisión viciada o precipitada.

2a. XXIX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 499/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y reservaron criterio respecto al impacto 
significativo Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura García Velasco, María Antonieta 
del Carmen Torpey Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosío. 

Amparo en revisión 500/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
votaron con salvedad Juan N. Silva Meza y reservaron criterio respecto al impacto 
significativo Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura García Velasco, María Antonieta 
del Carmen Torpey Cervantes y Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FALTA DE HONRADEZ Y PROBIDAD. LA CAUSAL DE SUSPENSIÓN 
DEL NOMBRAMIENTO PREVISTA EN EL ARTÍCULO 46, FRACCIÓN V, 
INCISO A), DE LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL SER­
VICIO DEL ESTADO NO ES INCONSTITUCIONAL. El tercer párrafo del 
artículo 46 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado establece 
que el nombramiento de los trabajadores puede ser suspendido hasta en tanto 
el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje determine en forma definitiva 
sobre la procedencia o improcedencia de la terminación de sus efectos, siem
pre que se actualice alguna de las causas graves previstas por la fracción V del 
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mismo artículo. A su vez, el inciso a) de la citada fracción prevé, entre otras, 
una de las causales graves consistente en que el trabajador incurra en una falta 
de probidad u honradez. No obstante, si bien el Congreso de la Unión omitió 
señalar los parámetros de configuración, así como los supuestos que deben ser 
considerados como una "falta de honradez o probidad" de los trabajadores, 
ello es así, debido a la imposibilidad del legislador de prever todos los supuestos 
que configuren dicha categoría. Por tanto, debe concluirse que el legislador 
creó un concepto jurídico indeterminado al establecer como causa grave la 
"falta de honradez o probidad". En ese sentido, la necesidad de utilizar estos 
conceptos jurídicos indeterminados se maximiza en aquellos casos en que la 
norma es aplicable a diversas personas o hechos. Tal es el caso de la norma 
en cuestión, pues al estar dirigida a una generalidad de trabajadores, sus fun
ciones, obligaciones y responsabilidades dependerán de la actividad que rea-
licen, así como de la institución o dependencia pública a la que presten sus 
servicios. Por tanto, es jurídicamente imposible que el legislador hubiera 
podido prever criterios o supuestos específicos que permitieran determinar la 
configuración de una falta de "honradez o probidad" de manera general, sin 
el riesgo de que ciertos trabajadores pudieran quedar fuera de su ámbito de 
aplicación. Por tanto, la indeterminación de la frase "falta de honradez y pro
bidad" no resulta inconstitucional ni impide su aplicación, no obstante, debe 
ser analizado caso por caso.

2a. XXX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 368/2015. Lucía Vázquez Alejos. 13 de enero de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FALTA DE HONRADEZ Y PROBIDAD. INTERPRETACIÓN DEL AR­
TÍCULO 46, FRACCIÓN V, INCISO A), DE LA LEY FEDERAL DE LOS 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. Al asumir un cargo el 
servidor público manifiesta su compromiso y vocación para atender los asuntos 
que interesan y afectan a la sociedad, adquiriendo al mismo tiempo una respon
sabilidad por sus actos que se refleja en la satisfacción de las necesidades 
colectivas. Por otro lado, el servicio público implica responsabilidades que deri
van de las funciones inherentes al cargo que se desempeña. En ese orden de 
ideas, si bien la honradez y probidad son comúnmente entendidas como sinó
nimos, lo cierto es que en el ejercicio de la función pública tienen diversas 
acepciones. Por un lado, la honradez en el ejercicio de la función pública impone 
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al servidor público la obligación de no utilizar su cargo para obtener algún 
provecho o ventaja personal o a favor de terceras personas. Asimismo, exige 
que no busque o acepte compensaciones o prestaciones de cualquier persona 
u organización que pueda comprometer su desempeño como servidor público. 
Por otro lado, la probidad en el ejercicio de la función pública constituye un 
principio que se dirige a imponer un comportamiento moralmente recto que 
debe ser observado en el desempeño de las funciones encomendadas. Por tanto, 
implica una conducta moralmente intachable, así como la entrega honesta y 
leal al desempeño del cargo que se ostenta. En ese sentido, el principio de 
probidad en el ejercicio de la función pública tiene un doble aspecto: i) por un 
lado, es un principio con proyección pública en el sentido de que el servidor 
público compromete la acción u omisión del Estado en el cumplimiento de 
sus obligaciones de reconocer, proteger e incentivar el goce y ejercicio de los 
derechos y prerrogativas de los miembros de la sociedad, en cualquier rama 
o función que desempeñe; ii) asimismo, tiene una proyección individual al 
suponer que el servidor público debe ser racional, debiéndose apartar de todo 
tipo de arbitrariedad o capricho, velando en todo momento por la adopción de 
criterios de justicia y rectitud que disciernan de lo bueno y malo, así como 
de lo verdadero y lo falso. Por tanto, debe concluirse que cuando un servidor 
público realiza conductas contrarias a los principios de honradez y probidad, 
no sólo afecta al Estado en su carácter de empleador, sino que también afecta 
las funciones que en su nombre realiza, perjudicando por tanto al resto de la 
sociedad.

2a. XXXI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 368/2015. 13 de enero de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secre
tario: Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS EN LOS QUE EL RE­
CURRENTE SÓLO MANIFIESTA QUE LA SENTENCIA IMPUGNADA 
VIOLA DIVERSOS PRECEPTOS CONSTITUCIONALES O LEGALES Y 
LOS TRANSCRIBE. Los agravios constituyen el conjunto de enunciados 
concretos respecto a cuestiones debatidas en un juicio, manifestados a través 
de razonamientos lógico-jurídicos tendientes a desvirtuar los argumentos y 
conclusiones del órgano jurisdiccional. Por tanto, la transcripción de los pre
ceptos constitucionales o legales que se consideran violados no puede ser 
suficiente para formular un agravio, pues no basta la simple expresión de mani
festaciones generales y abstractas, sino que es necesario precisar la manera 
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en que se actualizan los perjuicios a que se refiere y explicar las consecuencias 
que, en su caso, se hayan producido. En ese sentido, si el recurrente únicamen-
te se limita a manifestar que la sentencia impugnada viola en su perjuicio 
diversas disposiciones constitucionales o legales y las transcribe, careciendo de 
una estructura lógico-jurídica, dicho agravio debe calificarse de inoperante.

2a. XXXII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 498/2015. José Luis Flores González y otros. 4 de noviembre de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretarios: Laura García Velasco y Marco 
Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ORGANISMOS PÚBLICOS DESCENTRALIZADOS LOCALES. EL AR­
TÍCULO 116, FRACCIÓN VI, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS FACULTA AL LEGISLADOR SECUN­
DARIO PARA REGULAR LAS RELACIONES LABORALES ENTRE 
AQUÉLLOS Y SUS TRABAJADORES, DE ACUERDO CON LOS APAR­
TADOS A O B DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL, INCLUSO, DE 
MANERA MIXTA, SIN LA OBLIGACIÓN DE SUJETARSE ESPECÍFI­
CAMENTE A ALGUNO DE ELLOS [ABANDONO DE LA JURISPRU­
DENCIA 2a./J. 180/2012 (10a.) (*)]. En una nueva reflexión, la Segunda 
Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación abandona el criterio con
tenido en la jurisprudencia indicada, así como todas aquellas en donde se 
hubiere sostenido un criterio similar, al estimar que la voluntad del Constituyente 
plasmada en el artículo 116, fracción VI, de la Constitución Federal, consiste en 
otorgar flexibilidad para que las normas locales respondan a las característi
cas y peculiaridades de los servidores públicos de cada uno de los Estados y 
Municipios, aunado a que, de su interpretación gramatical, se observa que se 
determinó que las relaciones de trabajo entre los "Estados y sus trabajadores" 
se rigieran por las leyes que expidan las Legislaturas Locales, en el que se 
utiliza el concepto "Estado" como sinónimo de Estado federado como orden 

(*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 180/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 734, 
con el rubro: "ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS. LAS RELACIONES LABORALES CON SUS 
TRABAJADORES SE RIGEN POR EL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL Y LA 
LEY FEDERAL DEL TRABAJO, POR LO QUE LA COMPETENCIA PARA RESOLVER LOS CON
FLICTOS RESPECTIVOS CORRESPONDE A LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE."
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jurídico, lo que incluye a los poderes locales, los organismos centralizados y 
descentralizados de la administración pública local, así como a los organismos 
constitucionales autónomos de la entidad. Con base en lo anterior, las enti
dades federativas tienen la potestad constitucional de regular las relaciones 
laborales entre los distintos organismos descentralizados locales y sus tra
bajadores, según sea el caso, de acuerdo con los apartados A o B del artículo 
123 constitucional, inclusive de manera mixta, sin que deban sujetarse a alguno 
de ellos en especial.

2a. XXXIII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 6490/2015. Ovidio Rodríguez García. 4 de mayo de 2016. Mayo
ría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: 
Jocelyn Montserrat Mendizábal Ferreyro.

Nota: Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación, y en virtud de que abandona el criterio sostenido por la 
propia Sala en la diversa 2a./J. 180/2012 (10a.), de rubro: "ORGANISMOS DESCENTRA
LIZADOS. LAS RELACIONES LABORALES CON SUS TRABAJADORES SE RIGEN 
POR EL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 CONSTITUCIONAL Y LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO, POR LO QUE LA COMPETENCIA PARA RESOLVER LOS CONFLICTOS 
RESPECTIVOS CORRESPONDE A LAS JUNTAS DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 
XVI, Tomo 2, enero de 2013, página 734, esta última dejó de considerarse de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2016.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

FACULTAD DE ATRACCIÓN. SE SURTE UN CASO DE EXCEPCIÓN 
EN EL QUE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN PUEDE 
EJERCERLA PARA CONOCER DE UN RECURSO DE REVISIÓN FIS­
CAL. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha esta
blecido que, por regla general, no se puede atraer para su conocimiento el 
recurso de revisión fiscal referido en el artículo 104, fracción III, de la Consti
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no gozar de la misma 
naturaleza del recurso de revisión previsto en la Ley de Amparo, pues aquél se 
creó en favor de la autoridad como medio de defensa de la legalidad. No obs-
tante, esa regla admite como excepción el caso en el que se ha atraído el am
paro directo con el que se encuentre relacionado, pues al tratarse de asuntos 
derivados del mismo procedimiento de origen, atentaría contra el principio de 
seguridad jurídica ignorar esa vinculación y determinar, a priori, que el ejerci-
cio de la facultad de atracción resulta improcedente en ese caso específico.

2a. XXXIV/2016 (10a.)
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Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 44/2016. Sexto Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito. 20 de abril de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2016 a las 10:17  horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMUNICACIONES PRIVADAS. LA SOLICITUD DE ACCESO A LOS 
DATOS DE TRÁFICO RETENIDOS POR LOS CONCESIONARIOS, 
QUE REFIERE EL ARTÍCULO 190, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL 
DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN, DEBE REALIZARSE 
EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL Y SÓLO LA 
AUTORIDAD JUDICIAL PODRÁ AUTORIZAR LA ENTREGA DE LA IN­
FORMACIÓN RESGUARDADA. El derecho a la inviolabilidad de las comu-
nicaciones privadas previsto en el artículo 16, párrafos decimosegundo y 
decimotercero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
tiene como objeto garantizar la reserva de todo proceso comunicativo, por lo 
que su ámbito de protección comprende tanto su contenido, como los datos 
de identificación, pues éstos ofrecen información sobre las circunstancias en 
que se produce, como son la identidad de los interlocutores, el origen y el des-
tino de las llamadas telefónicas, su duración y fecha. En ese sentido, la solici-
tud de acceso a los datos de tráfico retenidos por los concesionarios para su 
entrega tanto en tiempo real como dentro de las 48 horas siguientes contadas 
a partir de la notificación de la solicitud, que refiere el artículo 190, fracción II, 
de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, debe realizarse en 
términos del citado precepto constitucional, por lo que exclusivamente la auto-
ridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o el 
titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá 
autorizar la entrega de la información resguardada, para lo cual se deberán 
fundar y motivar las causas legales de ésta, así como expresar las personas 
cuyos datos serán solicitados y el periodo por el cual se requiera la información.

2a. XXXV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 937/2015. María del Rosario Arce Escalante y otra. 13 de abril de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna 
Ramos; votó con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador Alvarado 
López.

Nota: Los requisitos enunciados en el presente criterio serán obligatorios respecto de 
actuaciones o procedimientos surgidos a partir de su publicación, sin que éste pueda 
afectar la validez de investigaciones iniciadas con anterioridad.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCU­
LO 67 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE PREVÉ LA NOTIFICA­
CIÓN VÍA BOLETÍN ELECTRÓNICO, NO VIOLA LOS DERECHOS DE 
AUDIENCIA Y AL DEBIDO PROCESO. El precepto aludido prevé las reso-
luciones emitidas en el juicio contencioso administrativo federal que deben 
notificarse personalmente o por correo certificado con acuse de recibo. Ahora, 
el último párrafo del artículo 67 de la indicada ley, al disponer que en los demás 
casos las notificaciones a los particulares se realizarán por boletín electrónico, 
no viola los derechos de audiencia y al debido proceso reconocidos en el artículo 
14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues al estar 
claramente definidos los autos y resoluciones que deben notificarse perso-
nalmente y, por excepción, aquellos que deben comunicarse por medio del 
boletín electrónico, existe certeza sobre el tipo de resoluciones que se notifi-
carán por cualquiera de esos medios, de manera que los justiciables puedan 
entablar su debida defensa.

2a. XXXVI/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 271/2016. Municipio o Ayuntamiento de Rincón de Romos en 
el Estado de Aguascalientes. 25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco Gon-
zález Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González 
Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo directo en revisión 836/2016. Omar Ruiz Ortega. 8 de junio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas  en el Semanario Judicial de la Federación.

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCU­
LO 52, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL PREVER LA 
POSIBILIDAD DE DECLARAR LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN IM­
PUGNADA "PARA DETERMINADOS EFECTOS", NO VIOLA EL PRIN­
CIPIO NON BIS IN IDEM. El precepto aludido no viola el principio mencionado 
tutelado en el artículo 23 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, ya que sólo prevé la posibilidad de declarar la nulidad de la reso-
lución impugnada "para determinados efectos" por incumplir con requisitos 
formales, lo que impide al juzgador conocer la cuestión de fondo, y con ello 
evita que al particular se le juzgue dos veces por los mismos hechos y que la 
autoridad realice nuevas revisiones respecto de situaciones jurídicas sobre 
las cuales exista un pronunciamiento definitivo, pues la fracción citada sólo 
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posibilita a la autoridad a subsanar los vicios formales que en su caso haya 
incurrido al emitir la resolución impugnada cuyo fondo no ha sido materia de 
pronunciamiento por no haberse declarado un derecho ni la existencia de una 
obligación.

2a. XXXVII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 271/2016. Municipio o Ayuntamiento de Rincón de Romos en 
el Estado de Aguascalientes. 25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL ARTÍCU­
LO 67 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, QUE PREVÉ LA NOTIFICACIÓN 
VÍA BOLETÍN ELECTRÓNICO, NO VIOLA EL DERECHO DE EQUIDAD 
PROCESAL. El precepto aludido prevé que las resoluciones emitidas en el 
juicio contencioso administrativo federal que deben notificarse personalmen-
te o por correo certificado con acuse de recibo. Ahora, el último párrafo del 
artículo 67 de la indicada ley, al disponer que en los demás casos las notifica-
ciones se ordenarán hacer a los particulares por boletín electrónico, no viola 
el derecho de equidad procesal reconocido en el artículo 14, párrafo segundo, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no hace 
distinción entre actor y autoridad demandada, ya que disponen de las mismas 
oportunidades en el procedimiento para defenderse, pues la norma sólo se-
ñala la forma en que deberá hacerse saber a las partes el desarrollo del pro-
ceso de acuerdo con el contenido del auto, proveído o resolución a notificar, 
pero sin atender a una persona en particular.

2a. XXXVIII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 271/2016. Municipio o Ayuntamiento de Rincón de Romos en 
el Estado de Aguascalientes. 25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Octavio Joel Flores Díaz.

Amparo directo en revisión 1455/2015. Grupo Constructor Anaya, S.A. de C.V. 10 de junio 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Paola 
Yaber Coronado.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. HIPÓTESIS 
EN LA QUE, CUANDO EN AMPARO DIRECTO SE RECLAME LA IN­
CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCULO 67 DE LA LEY FEDERAL RE­
LATIVA, EN RELACIÓN CON LA NOTIFICACIÓN VÍA BOLETÍN 
ELECTRÓNICO, NO DEBE AGOTARSE EL INCIDENTE DE NULIDAD 
DE NOTIFICACIONES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 33 DEL MISMO 
ORDENAMIENTO. Si bien el artículo 107, fracción III, inciso a), de la Consti
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado mediante decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 6 de junio de 2011, dispone que, 
por regla general, las violaciones procesales hechas valer en amparo directo de
ben prepararse mediante su impugnación durante el trámite del juicio ordina-
rio, a través del recurso o medio de defensa señalado por la ley respectiva; esa 
regla no debe seguirse cuando en un juicio de amparo directo el quejoso re-
clama la inconstitucionalidad del artículo 67 de la Ley Federal de Procedimiento 
Contencioso Administrativo que establece las notificaciones vía boletín elec-
trónico siempre que: a) Se ostente como conocedor de la notificación cuestio
nada con posterioridad al dictado de la sentencia de nulidad reclamada en 
amparo directo; y b) Ello se corrobore con las constancias de autos. Lo anterior 
es así, porque de cumplirse esos requisitos, es evidente que no fue factible para 
el quejoso agotar el incidente de nulidad de notificaciones contenido en el ar
tículo 33 del mismo ordenamiento de manera previa a la presentación de la 
demanda de amparo, ya que desconocía la realizada vía electrónica, máxime 
que justamente cuestiona la constitucionalidad del artículo 67 que la prevé.

2a. XXXIX/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 271/2016. Municipio o Ayuntamiento de Rincón de Romos en 
el Estado de Aguascalientes. 25 de mayo de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIÓN POR RIESGO DEL TRABAJO. EL ARTÍCULO 42, FRACCIÓN 
II, DE LA LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIA­
LES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, VIGENTE HASTA EL 
31 DE MARZO DE 2007, NO VULNERA EL DERECHO A LA SEGURIDAD 
SOCIAL, POR NO PERMITIR QUE AQUÉLLA SE TRANSMITA A LOS 
FAMILIARES DEL TRABAJADOR FALLECIDO, CUANDO LA MUERTE 
ES PRODUCIDA POR CAUSAS AJENAS A LAS QUE ORIGINARON LA 
INCAPACIDAD PERMANENTE. En términos de la citada legislación, el se
guro de riesgo del trabajo protege: i) a los trabajadores que sufren un accidente 
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o enfermedad derivada del trabajo; ii) a sus familiares cuando ocurra el dece-
so; y, iii) a los familiares de los trabajadores pensionados por incapacidad 
permanente (total o parcial) y ocurra el fallecimiento por causas que origina-
ron ésta. Sin embargo, el referido artículo 42 dispone que cuando fallezca un 
pensionado por incapacidad permanente (total o parcial), se aplicarán ciertas 
reglas y, en su fracción II, establece que si la muerte es originada "por causas 
ajenas" a las que dieron origen a la incapacidad permanente, sea total o par-
cial, se entregará a los familiares señalados por esa ley y en su orden, el im-
porte de 6 meses de la asignada al pensionista, sin perjuicio del derecho de 
disfrutar la pensión que en su caso les otorgue la propia ley. A su vez, el precepto 
73 del ordenamiento indicado, prevé el derecho de los familiares del trabajador 
a una pensión derivada de la muerte de aquél por causas ajenas al servicio, 
es decir, por motivos ajenos a un riesgo del trabajo, cualquiera que sea su edad, 
y siempre que hubiere cotizado al Instituto por más de 15 años, o bien, acaecida 
cuando haya cumplido 60 o más años de edad y mínimo de 10 años de coti-
zación, así como la de un pensionado por jubilación, retiro por edad y tiempo 
de servicios, cesantía en edad avanzada o invalidez, dará origen a las pensio-
nes de viudez, concubinato, orfandad o ascendencia en su caso, según lo 
prevenido por esa ley. En esa medida, el artículo 42, fracción II, de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado vi-
gente hasta el 31 de marzo de 2007, no vulnera el derecho a la seguridad social, 
en virtud de que reconoce la prerrogativa de los familiares del trabajador pen-
sionado por incapacidad permanente, fallecido por causas ajenas a las que die-
ron origen a ésta, a acceder a otra pensión, con independencia de la compensación 
que otorga (6 meses), pues no puede dejar de observarse que este seguro 
sólo protege las consecuencias del riesgo del trabajo (accidente o enferme-
dad), esto es, la actualización de la contingencia, pero no así las derivadas de 
la muerte del trabajador o pensionado por otros eventos, debido a que éstos 
quedan garantizados en la ley, a través del aludido seguro por la muerte del 
trabajador.

2a. XL/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 3090/2015. María Eugenia Arroyo Reyes. 20 de enero de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votó contra consideraciones y con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina Gaona.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PENSIÓN POR VIUDEZ. EL ARTÍCULO 12, FRACCIÓN II, INCISO C), 
DEL REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES DE 
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LOS TRABAJADORES SUJETOS AL RÉGIMEN DEL ARTÍCULO DÉCI­
MO TRANSITORIO DEL DECRETO POR EL QUE SE EXPIDE LA LEY 
DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO, VIOLA EL DERECHO A LA SEGURI­
DAD SOCIAL.  El precepto citado, al prever que la pensión por viudez sólo 
puede coexistir con el desempeño de un trabajo remunerado que no implique 
la incorporación al régimen obligatorio de la Ley del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, viola el derecho a la segu-
ridad social reconocido en el artículo 123, apartado B, fracción XI, inciso a), 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al 
cual, los beneficiarios del trabajador fallecido tienen derecho a recibir diver-
sas pensiones, entre ellas, la de viudez, así como a seguir desempeñando, al 
servicio del Estado, un empleo remunerado, aun cuando esto implique su ins
cripción al régimen indicado, pues sólo así se protege su bienestar. Ello es 
así, porque el artículo 12, fracción II, inciso c), referido niega el derecho de la 
esposa o concubina, esposo o concubinario, a recibir la pensión mencionada 
derivada de la muerte del trabajador o trabajadora en activo, pensionado o 
pensionada, según sea el caso, durante el lapso que desempeñe un trabajo 
remunerado que implique la incorporación al régimen obligatorio aludido por 
considerarlo incompatible con dicha pensión, sin atender a que tiene carac-
terísticas diversas, toda vez que la pensión por viudez surge con la muerte 
del trabajador en favor de su beneficiario; quien pretende esa pensión se en-
cuentra desempeñando un cargo incorporado al régimen obligatorio, acce-
diendo por cuenta propia a los derechos que de éste deriven; y la pensión 
indicada no es una concesión gratuita, ya que se genera con las aportaciones 
hechas por el trabajador o pensionado fallecido, mientras que la percepción 
de un salario es una contraprestación que recibe el trabajador por el trabajo 
que desempeña para el Gobierno Federal, que conlleva la obligación de ser ins
crito en el régimen de la ley invocada; de lo que se concluye que las prestacio
nes no se oponen ni excluyen entre sí, por lo que son compatibles.

2a. XLI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 649/2015. Jorge Rodríguez Barrera. 23 de septiembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo en revisión 838/2015. Laura Ruth Meza García. 4 de noviembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.
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Amparo en revisión 111/2016. Silvia Durán Anzures. 22 de junio de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL 
ARTÍCULO 201 DE LA LEY DE AMPARO. SU CONOCIMIENTO COM­
PETE A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN CUANDO 
SE PROMUEVE CONTRA LA RESOLUCIÓN QUE DECLARÓ QUE NO 
EXISTÍA MATERIA SOBRE LA CUAL DECRETAR EL CUMPLIMIEN­
TO DE LA SENTENCIA DE AMPARO INDIRECTO Y ORDENÓ EL AR­
CHIVO DEL EXPEDIENTE. De los artículos 192, 193, 196 y 201, fracción II, de 
la Ley de Amparo, deriva que el órgano jurisdiccional que concedió la protección 
constitucional debe pronunciarse respecto de la ejecutoria recaída al juicio 
de amparo, al ser quien conoce los alcances protectores de la sentencia, pues 
cuando no se ha cumplido, se encuentra en vías de cumplimiento o está cum
plida, le corresponde hacer la declaratoria relativa o, en su caso, iniciar el 
procedimiento respectivo. En este sentido, cuando se interpone recurso de 
inconformidad contra el acuerdo del Juez de Distrito que declara que no exis-
tía materia sobre la cual decretar el cumplimiento de la sentencia de amparo 
indirecto, ordenando su archivo como totalmente concluido, el Tribunal Cole-
giado de Circuito debe declararse incompetente para resolverlo y ordenar el 
envío de los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que se pro
nuncie al respecto, en atención al artículo 203 de la Ley de Amparo, al Acuerdo 
General Número 5/2013 (*) y al Instrumento normativo aprobado por el Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación el nueve de septiembre de dos 
mil trece (**), por el que se modifican los puntos segundo, fracción XVI; cuarto, 
fracción IV; octavo, fracción I; noveno, al que se adiciona un párrafo segundo, y 

Nota: (*) El Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, del Tribunal Pleno 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los asuntos que el 
Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia originaria a las Salas y 
a los Tribunales Colegiados de Circuito, aparece publicado en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y su Gaceta, Décima Época, Libro XX, Tomo 3, mayo de 2013, página 2173.
(**) El Instrumento normativo aprobado por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
el nueve de septiembre de dos mil trece, por el que se modifican los puntos segundo, fracción XVI; 
cuarto, fracción IV; octavo, fracción I; noveno, al que se adiciona un párrafo segundo, y décimo 
tercero, párrafo segundo, del Acuerdo General Número 5/2013, de trece de mayo de dos mil trece, 
del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, relativo a la determinación de los 
asuntos que el Pleno conservará para su resolución, y el envío de los de su competencia origina-
ria a las Salas y a los Tribunales Colegiados de Circuito, aparece publicado en el Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XXIV, Tomo 3, septiembre de 2013, página 2726.
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décimo tercero, párrafo segundo, del mencionado Acuerdo, por los que el 
Alto Tribunal se reservó para su resolución los recursos de inconformidad de 
su competencia originaria señalados en las fracciones II y IV del citado artículo 
201 de la Ley de Amparo.

2a. XLII/2016 (10a.)

Recurso de inconformidad 1334/2015. Simpaq Jurídico, S. de R.L. de C.V. 30 de marzo de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Alberto 
Rodríguez García.

Recurso de inconformidad 190/2016. Banco de México. 22 de junio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretaria: Eva Laura García Velasco.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CERTIFICACIÓN DE ESTADOS DE CUENTA INDIVIDUALES DE LOS 
TRABAJADORES. LOS ARTÍCULOS 3, 4 Y 5 DEL REGLAMENTO DE 
LA LEY DEL SEGURO SOCIAL EN MATERIA DE AFILIACIÓN, CLASI­
FICACIÓN DE EMPRESAS, RECAUDACIÓN Y FISCALIZACIÓN QUE 
OTORGAN AL INSTITUTO FACULTAD PARA EMITIR CERTIFICA­
DOS, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. Del texto 
de la jurisprudencia 2a./J. 202/2007 (*) y de la ejecutoria de la que derivó, se 
aprecia que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
para definir el criterio indicado, abordó la problemática jurídica en forma in-
tegral en relación con el alcance probatorio de la certificación que realiza el 
Instituto Mexicano del Seguro Social respecto de los estados de cuenta indi-
viduales de los trabajadores y la validez del sistema de la firma digital o elec-
trónica, para lo cual se atendió, entre otros aspectos, las cargas procesales 
en el juicio contencioso administrativo, la manera en que tiene que acreditarse 
la relación laboral, la responsabilidad que le asiste al patrón sobre el uso de la 
identidad electrónica y la presunción de que la información proporcionada 
al Instituto a través del número patronal sustituto de la firma autógrafa, es 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 202/2007 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, página 242, con el 
rubro: "ESTADOS DE CUENTA INDIVIDUALES DE LOS TRABAJADORES. SU CERTIFICACIÓN 
POR PARTE DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL TIENE VALOR PROBATORIO 
PLENO, POR LO QUE ES APTA PARA ACREDITAR LA RELACIÓN LABORAL ENTRE AQUÉLLOS 
Y EL PATRÓN."
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entregada por el patrón, ya que va firmada virtualmente. Ahora bien, tal examen 
se practicó en el ámbito de legalidad; empero, esos argumentos son aptos 
para resolver también desde la perspectiva constitucional, dada su íntima 
vinculación; por ende, se concluye que los artículos 3, 4 y 5 del Reglamento de 
la Ley del Seguro Social en Materia de Afiliación, Clasificación de Empresas, 
Recaudación y Fiscalización, no violan el principio de seguridad jurídica.

2a. XLIII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 3056/2015. Protección y Alarmas Privadas, S.A. de C.V. 28 de 
octubre de 2015. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva 
Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Antonio Medina 
Gaona.

Amparo directo en revisión 3670/2015. Conectividad Empresarial Icrm, Sociedad Civil. 18 de 
noviembre de 2015. Cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez Dayán; en su ausencia hizo 
suyo el asunto José Fernando Franco González Salas. Secretario: Jorge Antonio 
Medina Gaona.

Esta tesis se publicó el viernes 8 de julio de 2016 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LOCALIZACIÓN GEOGRÁFICA EN TIEMPO REAL DE LOS EQUIPOS 
DE COMUNICACIÓN MÓVIL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 190, FRAC­
CIÓN I, DE LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIO­
DIFUSIÓN. AUTORIDADES COMPETENTES PARA SOLICITARLA Y 
PRESUPUESTOS QUE LA AUTORIZAN. Si bien la mencionada disposi-
ción legal hace referencia expresa a las "instancias de seguridad, procuración 
y administración de justicia" como las autoridades con que los concesiona-
rios de telecomunicaciones y los autorizados deben colaborar en la localización 
geográfica en tiempo real de los equipos de comunicación móvil, lo cierto es 
que a fin de lograr un óptimo grado de certidumbre jurídica a los gobernados, 
así como enmarcar adecuadamente la actuación de las autoridades en esta 
materia, se considera que las autoridades a que se refiere la porción norma-
tiva aludida son: (I) el Procurador General de la República, así como los Pro-
curadores de las entidades federativas y, en su caso, los servidores públicos 
en quienes deleguen esta facultad, en términos del artículo 21 de la Constitu-
ción Federal; (II) la Policía Federal, conforme a lo previsto en el artículo 8, 
fracción XXVIII, de la ley que la regula; y, (III) la autoridad encargada de aplicar 
y coordinar directamente la instrumentación de la Ley de Seguridad Nacional 
en los supuestos establecidos en su artículo 5. Así, sólo las autoridades refe-
ridas podrán solicitar la localización geográfica en tiempo real de los equipos 
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de comunicación móvil cuando se presuma que existe un peligro para la vida 
o la integridad de las personas, lo que implica que dicha facultad no se cir-
cunscribe a un catálogo de delitos determinado, sino que encuentra su razón 
jurídica en la tutela de los derechos humanos a la vida y a la integridad personal, 
como valor supremo a cargo del Estado mexicano.

2a. XLIV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 964/2015. Carlos Alberto Brito Ocampo y otros. 4 de mayo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
se apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando 
Franco González Salas, este último respecto a las consideraciones relacionadas con 
los datos estructurados (megadatos). Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

LOCALIZACIÓN GEOGRÁFICA EN TIEMPO REAL DE LOS EQUIPOS 
DE COMUNICACIÓN MÓVIL. EL ARTÍCULO 190, FRACCIÓN I, DE 
LA LEY FEDERAL DE TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN 
QUE LA PREVÉ NO TRANSGREDE EL DERECHO HUMANO A LA IN­
VIOLABILIDAD DE LAS COMUNICACIONES. La medida establecida en la 
citada disposición legal no viola el derecho humano a la intimidad, ya que per
sigue un fin constitucionalmente válido al facilitar la investigación y persecu-
ción de ciertas actividades ilícitas mediante el uso de tecnologías de vanguardia 
en materia de telecomunicaciones, todo lo cual justifica que se confiera su 
acceso a las instancias de procuración de justicia para que puedan tener una 
respuesta inmediata a su solicitud, a efecto de proteger la vida y la integridad 
de las personas, como valor supremo a cargo del Estado mexicano. También 
resulta idónea, en razón de que se constituye en un medio apto para alcanzar 
el fin perseguido, si se considera que los equipos de comunicación móvil 
pueden utilizarse para realizar actividades ilícitas, lo que impone el empleo de 
la tecnología adecuada para su eficaz investigación y persecución, más allá 
de métodos tradicionales, atendiendo además a la oportunidad con que es 
necesario actuar para salvaguardar los derechos de las víctimas y, en general, 
de la sociedad en su conjunto. Es necesaria en la medida en que constituye 
una herramienta eficaz en la investigación y persecución de los delitos, que 
de otra forma pudiera menoscabarse o limitarse al privarse a la autoridad de 
instrumentos suficientes y adecuados. Finalmente, resulta proporcional en sen-
tido estricto, toda vez que la posible restricción que supone se compensa por 
la importancia de los bienes jurídicamente protegidos, a saber, la vida y la 
integridad de las personas, ante lo cual debe ceder el interés particular 
respecto a las posibles intromisiones a la intimidad que pueda conllevar la 
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localización geográfica en tiempo real de un equipo de comunicación móvil 
asociado a una línea telefónica y no de una persona determinada.

2a. XLV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 964/2015. Carlos Alberto Brito Ocampo y otros. 4 de mayo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; 
se apartaron de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y José Fernando 
Franco González Salas, este último respecto a las consideraciones relacionadas con 
los datos estructurados (megadatos). Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro 
Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SALUD. LOS ARTÍCULOS 81 Y 272 BIS DE LA LEY GENERAL RELATIVA 
NO TRANSGREDEN EL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO. Los 
preceptos citados establecen como requisitos para llevar a cabo procedimien
tos médicos quirúrgicos de especialidad, que los médicos cuenten con cédula 
de especialista legalmente expedida por las autoridades educativas compe-
tentes y con un certificado vigente de especialista, el cual deberá emitir el con-
sejo de la especialidad que corresponda. Ahora, el hecho de que los requisitos 
precisados constituyan una restricción para realizar procedimientos quirúrgi-
cos de especialidad, no se traduce en una violación al derecho a la libertad de 
trabajo tutelado por el artículo 5o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues es criterio de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación que los derechos humanos no son absolutos, ya que su ejercicio puede 
limitarse bajo las condiciones que la propia Constitución Federal señala y en 
términos de las leyes que se emitan por razones de interés general, a fin de 
evitar medidas o restricciones arbitrarias. En ese sentido, los artículos 81 y 272 Bis 
de la Ley General de Salud constituyen una restricción con un objetivo cons-
titucionalmente válido expresamente previsto en la Norma Suprema, consis-
tente en proteger el derecho a la salud de las personas; restricción que es 
adecuada e idónea para cumplir con ese objetivo, pues permite a las autori-
dades administrativas tener mayor certeza sobre la profesionalización de los 
médicos que llevan a cabo los procedimientos quirúrgicos de especialidad y 
sobre su capacidad y pericia. Además, esa restricción no es una prohibición 
absoluta a la libertad de trabajo, porque únicamente se fijan los requisitos 
que deben cumplir los médicos para realizarlos, lo cual es acorde con el fin 
de las disposiciones normativas mencionadas, ya que el beneficio obtenido 
mediante dicha restricción es mayor en tanto se garantiza que los médicos 
cuenten con las habilidades, capacidades, conocimientos y pericia requeri-
dos para realizar esos procedimientos.

2a. XLVI/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 1291/2015. Margarita Amador León. 30 de marzo de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Salvador 
Alvarado López.

Amparo en revisión 27/2016. Luis Enrique Fernando Molina Galeana. 11 de mayo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda 
Pineda.

Amparo en revisión 86/2016. Carlos Antonio Nava García. 11 de mayo de 2016. Cinco 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.

Amparo en revisión 253/2016. Radamés Ramírez Cano. 8 de junio de 2016. Cinco votos de 
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.

Esta tesis se publicó el viernes 5 de agosto de 2016 a las 10:05 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

AGUAS NACIONALES. EL PAGO DE LA CUOTA DE GARANTÍA DE NO 
CADUCIDAD DE LA CONCESIÓN O ASIGNACIÓN PARA LA EXPLO­
TACIÓN, USO O APROVECHAMIENTO DE AQUÉLLAS, PERMITE 
DEMOSTRAR EL ACTO DE APLICACIÓN DE LAS DISPOSICIONES 
QUE LA REGULAN, PARA EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUI­
CIO DE AMPARO INDIRECTO. Del artículo 29 Bis 3, fracción VI, numeral 
3, de la Ley de Aguas Nacionales, adicionado mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 29 de abril de 2004, se advierte que el 
concesionario o asignatario puede evitar la declaratoria de caducidad parcial 
o total del título respectivo por dejar de usar, explotar o aprovechar las aguas 
nacionales durante 2 años consecutivos sin causa justificada prevista en esa 
ley o en sus reglamentos, mediante el pago de una cuota de garantía de no 
caducidad, en términos de las disposiciones que se establezcan y conforme 
a los reglamentos relativos. Ahora, como dicho pago no está supeditado a la 
intervención de la autoridad del agua ni a que ésta emita algún acto, porque 
de acuerdo con la mecánica de cálculo de la referida cuota, ésta es autode-
terminable, se concluye que al realizarse el pago, se individualizan las dispo-
siciones respectivas en la esfera jurídica de los concesionarios o asignatarios 
y, consecuentemente, si éstos acreditan ese acto de aplicación y, por tanto, el 
perjuicio que les ocasiona, no se actualiza la causa de improcedencia conte-
nida en el artículo 73, fracción VI, de la Ley de Amparo vigente hasta el 2 de 
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abril de 2013, pues esa circunstancia les autoriza a promover el juicio de am-
paro contra la normativa regulatoria de la cuota de garantía de no caducidad 
aludida.

2a. XLVII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 572/2012. Aeropuerto de Zihuatanejo, S.A. de C.V. 23 de septiembre 
de 2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. 
Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó con 
salvedad Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretarios: María Antonieta del Carmen Torpey Cervantes y Fanuel Martínez 
López. Unanimidad de votos con el criterio contenido en esta tesis.

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2016 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONCURSOS MERCANTILES. EL ARTÍCULO 338 DE LA LEY DE LA 
MATERIA VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. El citado 
numeral viola el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en tanto no establece 
un plazo para que la Junta Directiva del Instituto Federal de Especialistas de 
Concursos Mercantiles resuelva sobre la procedencia o no de la amonesta
ción, de la suspensión temporal o de la cancelación del registro de los visitado-
res, conciliadores y síndicos, en los casos previstos en la misma ley, pues 
con ello deja en estado de incertidumbre a tales sujetos, en virtud de que no 
es sino hasta que la autoridad, en forma unilateral, decide ejercer sus facul-
tades para emitir la resolución correspondiente, cuando tienen conocimiento 
de su situación.

2a. XLVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 555/2013. Jesús Mario Sepúlveda González. 26 de febrero de 2014. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Sergio A. Valls Hernández, Alberto Pérez 
Dayán, José Fernando Franco González Salas y Luis María Aguilar Morales. Disidente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: Leticia 
Guzmán Miranda.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMBARGO DE CRÉDITOS. EL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 160 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE A PARTIR DEL 
1 DE ENERO DE 2014, SÓLO FACULTA A LA AUTORIDAD FISCAL A 
EJERCER EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DE EJECUCIÓN 
CUANDO EL DEUDOR PAGUE EL CRÉDITO AL ACREEDOR EMBAR­
GADO. Como se constata de la correspondiente exposición de motivos, el 
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objetivo del legislador al prever la obligación de no hacer, establecida en el pri
mer párrafo de dicho precepto, consistió en que una vez notificado del em
bargo de créditos, el deudor del acreedor embargado no efectúe pago alguno 
a éste sino directamente a la autoridad fiscal. En esos términos, la facultad 
de ésta para ejercer el procedimiento económico coactivo conforme al último 
párrafo del propio artículo se actualiza exclusivamente cuando el particular 
deudor pague a su acreedor embargado, pues ésa es la conducta que se pre-
tende prohibir, y no así en los supuestos en los que los deudores no informen 
los créditos a la autoridad fiscal o no le efectúen el pago liso y llano, pero con 
independencia de que tampoco le paguen a su acreedor contribuyente.

2a. XLIX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 152/2016. Equipos Bioquímicos de San Luis, S. de R.L. de C.V. 22 de 
junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de 
Fátima Alcayde Escalante.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMBARGO DE CRÉDITOS. EL ARTÍCULO 160 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014 
QUE LO PREVÉ, NO VIOLA LOS DERECHOS DE AUDIENCIA Y SEGU­
RIDAD JURÍDICA. De acuerdo con el último párrafo, en relación con el 
primero, ambos del artículo 160 del Código Fiscal de la Federación, la auto
ridad fiscal puede ejercer el procedimiento administrativo de ejecución para 
cobrar las cantidades correspondientes al deudor exclusivamente cuando éste, 
habiendo sido notificado y prevenido de no hacerlo, realiza el pago al acreedor 
embargado; de ahí que el precepto señalado no viola los derechos de audien-
cia y seguridad jurídica, bajo el argumento de que se deja al arbitrio de la auto
ridad ejercer dicho procedimiento para hacer exigible el monto respectivo, en 
tanto que no le permite que, al momento de sustituirse en el acreedor, por ese 
simple hecho pueda cobrar el pago de la cantidad correspondiente por medio 
del procedimiento económico coactivo o que el adeudo se convierta inmedia-
tamente en un crédito fiscal, sino que éste podrá llevarse a cabo únicamente 
cuando se incurra en la desobediencia aludida.

2a. L/2016 (10a.)

Amparo en revisión 152/2016. Equipos Bioquímicos de San Luis, S. de R.L. de C.V. 22 de 
junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de 
Fátima Alcayde Escalante.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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SUSTITUCIÓN DE ACREEDORES. LA ADICIÓN DEL ÚLTIMO PÁ­
RRAFO AL ARTÍCULO 160 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013, NO MODIFICA SU NATU­
RALEZA. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al 
interpretar el texto del precepto referido vigente en 2011, sostuvo que regula 
una manera legal de trasladar obligaciones a título particular, que se efectúa 
mediante la sustitución de un acreedor (contribuyente embargado) quien, por 
ministerio de ley, transmite a un tercero (fisco federal) los derechos (créditos) 
que tiene frente a su deudor, derivados de una relación contractual. Asimismo, 
determinó que aunque la autoridad hacendaria en algunas relaciones está 
investida de autotutela ejecutiva, lo cierto es que, en este caso, la relación que 
subyace deriva de una sustitución a título particular y como tal, no se puede 
ejecutar de forma inmediata a los bienes del deudor por medio del procedimien
to administrativo de ejecución, sino que la autoridad, al convertirse en el acree-
dor, debe respetar las condiciones y modalidades pactadas entre el acreedor 
original y el deudor. Ahora bien, el hecho de que mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciembre de 2013, se haya introdu
cido en su último párrafo la facultad a la autoridad de llevar a cabo el proce
dimiento económico coactivo, no modifica la naturaleza de la figura de la 
sustitución de acreedores indicada, toda vez que únicamente se implantó 
como mecanismo para cobrar en los casos en los que el particular deudor no 
cumpla con el requerimiento previsto en el párrafo primero, es decir, que realice 
el pago a su acreedor embargado, y no así como una facultad genérica para 
ejecutar de forma inmediata los bienes del deudor.

2a. LI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 152/2016. Equipos Bioquímicos de San Luis, S. de R.L. de C.V. 22 de 
junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de 
Fátima Alcayde Escalante.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

EMBARGO DE CRÉDITOS. EL ARTÍCULO 160 DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, 
NO VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD. La transmisión de obligacio-
nes prevista en el precepto indicado conlleva la posibilidad jurídica de ejer
cer las acciones correspondientes para hacer efectivo el crédito, así como las 
excepciones que en su caso tenga y oponga el deudor del contribuyente 
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embargado, en lo que se refiere a los términos, condiciones y demás modali-
dades inherentes al referido crédito, lo que pone de manifiesto que la obliga-
ción de pago, a cargo del deudor del embargado, continúa rigiéndose por 
las mismas condiciones originalmente pactadas. Así, la autoridad fiscal debe 
atender a la relación contractual original, en tanto que únicamente sustituye al 
acreedor, por lo cual, el cobro del crédito no puede realizarse a través del pro
cedimiento administrativo de ejecución, cuando los deudores simplemente 
no hacen pago alguno ante requerimientos de la autoridad fiscal, o no infor-
man sus cuentas por pagar al contribuyente embargado. De ahí que dicho 
numeral, al permitir el procedimiento económico coactivo en tales hipótesis, 
no viola el derecho a la igualdad, toda vez que éstas no se regulan bajo el 
mismo plano en la ley que aquella consistente en que, notificado el embargo 
de créditos, el deudor paga la cantidad debida a su acreedor embargado y no 
así a la autoridad fiscal, único supuesto de excepción en el que se faculta a la 
autoridad a ejecutar mediante su facultad económico coactiva.

2a. LII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 152/2016. Equipos Bioquímicos de San Luis, S. de R.L. de C.V. 22 de 
junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Miroslava de 
Fátima Alcayde Escalante.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DEDUCCIONES. EL HECHO DE QUE A TRAVÉS DE ÉSTAS SE ESTA­
BLEZCAN BENEFICIOS, NO IMPLICA QUE SEAN INMUNES AL CON­
TROL CONSTITUCIONAL. La regla general para la interpretación de las 
deducciones en el impuesto sobre la renta debe ser de orden restrictivo, en el 
sentido de que únicamente pueden efectuarse las autorizadas expresamente 
y conforme a los requisitos o modalidades establecidas; sin embargo, ello no 
implica que no pueda promoverse un juicio constitucional sobre tal decisión 
normativa, pues existen ciertas erogaciones cuya deducción debe recono
cerse, no por una cuestión de política fiscal, sino en atención al principio de 
proporcionalidad tributaria contenido en la fracción IV del artículo 31 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, es factible 
realizar un escrutinio constitucional a los requisitos y modalidades de las 
deducciones, pues el hecho de que, en su caso, a través de éstas se establez-
can beneficios, no implica que sean inmunes al control constitucional y a los 
parámetros que las deben regir.

2a. LIII/2016 (10a.)
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Amparo directo en revisión 1222/2016. Proveedora Médica Hospitalaria, S.A. de C.V. 15 de 
junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; 
se separó de algunas consideraciones José Fernando Franco González Salas. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge 
Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COSTO DE LO VENDIDO. EL SISTEMA POR EL QUE SE ESTABLECE 
ESE RÉGIMEN NO EXCLUYE LA APLICACIÓN DE LOS REQUISITOS 
PARA LAS DEDUCCIONES PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 31 DE LA 
LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA VIGENTE EN 2008. Los artícu-
los 45-A a 45-I de la Ley del Impuesto sobre la Renta, que instituyen el sistema 
de costo de lo vendido, no establecen alguna previsión relativa a los requi
sitos que deben cumplir los contribuyentes para su deducción, pero ello no 
implica que sean inaplicables los señalados para las deducciones en el artículo 
31, fracción IX, del mismo ordenamiento. Lo anterior, porque además de que 
los artículos 29, fracción II, y 31, fracción IX (Sección I del Capítulo II) así 
como los diversos 45-A a 45-I (Sección III del Capítulo II) de la citada ley se 
encuentran en el Título II (personas morales), la interpretación armónica y 
sistemática del mencionado conjunto normativo lleva a concluir que el especí
fico sistema del costo de lo vendido, al ser un concepto deducible, no tendría 
por qué prever algún requisito para su deducción y los requisitos para ello, en 
la medida en que el legislador quiso que ese sistema en especial se adecuara 
a las reglas previstas para las deducciones en general.

2a. LIV/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1222/2016. Proveedora Médica Hospitalaria, S.A. de C.V. 
15 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán; se separó de algunas consideraciones José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 69-E DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO VIGENTE EN 2008, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA, RESERVA DE LEY Y SUBORDINACIÓN 
JERÁRQUICA. El precepto aludido no viola estos principios constituciona-
les, toda vez que no contraría ni excede el supuesto legal previsto en el artícu-
lo 31, fracción IX, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en la medida en que 
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complementa los requisitos para deducir el costo de lo vendido contenidos 
en este último precepto legal, porque a la par del requisito relativo a que hayan 
sido efectivamente pagadas las adquisiciones o servicios del costo de lo ven-
dido mediante distintos medios de prueba (efectivo, traspasos, bienes, cheque 
o cualquier forma de extinción de las obligaciones), la deducción de dicho 
costo también es válida cuando no se hayan erogado efectivamente las adqui
siciones o servicios con la condición de que se lleve un registro especial, con 
lo que se amplía el supuesto de deducción en beneficio de los contribuyen-
tes. Es decir, el precepto reglamentario detalla cómo podrá realizarse la 
deducción del costo de lo vendido en complemento a lo dispuesto en la ley, 
ampliando en beneficio de los contribuyentes el supuesto legal para deducir, 
por lo que en caso de no cumplir con los requisitos de ésta, la deducción puede 
efectuarse cumpliendo los establecidos en el referido precepto reglamenta-
rio, ya que el cumplimiento de ambos requisitos se actualiza a manera de 
disyuntiva; sin que con ello se aborde una materia cuya regulación deba estar 
prevista en ley, pues no se refiere a los elementos cualitativos del impuesto 
sobre la renta (sujeto u objeto), sino a la deducción de un concepto que se 
debe disminuir de la base de dicho impuesto (elemento cuantitativo), como 
lo es el costo de lo vendido.

2a. LV/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1222/2016. Proveedora Médica Hospitalaria, S.A. de C.V. 
15 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán; se separó de algunas consideraciones José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.

Nota: Por instrucciones de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
la tesis publicada el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario 
Judicial de la Federación, así como en su Gaceta, Décima Época, Libro 33, Tomo II, 
agosto de 2016, página 1306 y en la página 427 de este informe, se publica nuevamen-
te con la corrección en el texto que la propia Sala ordena.

Esta tesis se republicó el viernes 30 de septiembre de 2016 a las 10:39 horas  en el Semanario Judicial de la Federación.

BUZÓN TRIBUTARIO, CONTABILIDAD Y REVISIONES ELECTRÓNI­
CAS. LOS ARTÍCULOS 17-K, 28, 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE REGULAN ESAS FIGURAS JURÍ­
DICAS, INTEGRAN UN SISTEMA NORMATIVO PARA EFECTOS DE 
SU IMPUGNACIÓN MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO 
(DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). Conforme a la exposi
ción de motivos del citado decreto y al texto de los preceptos señalados, se 
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advierte que su propósito fundamental es ampliar la base de contribuyentes y 
asegurar su plena integración al ciclo tributario, para lo cual, se estimó necesa
rio emplear las tecnologías en materia de comunicación e información, mediante 
la utilización de mecanismos electrónicos que faciliten a los contribuyentes 
cumplir sus obligaciones fiscales y permitan a la autoridad hacendaria llevar 
a cabo procesos de recaudación y fiscalización más ágiles y eficientes. En ese 
contexto, el legislador ordinario estableció: a) Un sistema de contabilidad elec
trónico estándar a través del cual los contribuyentes deben llevar sus registros 
o asientos (artículo 28, fracción III, en relación con las fracciones I y II); b) La obli
gación de enviar mensualmente la información respectiva a través de la página 
de Internet del Servicio de Administración Tributaria, de acuerdo con las reglas 
generales que al efecto se emitan (artículo 28, fracción IV, en relación con 
las fracciones I y II); c) La asignación de un buzón tributario a cada contribu
yente como medio de comunicación electrónica con la autoridad hacendaria, 
a través del cual, ésta realizará la notificación de actos y resoluciones, y aquél 
presentará promociones, solicitudes, avisos, o cumplirá requerimientos, y podrá 
consultar su situación fiscal y cumplir con sus obligaciones fiscales (artículo 
17-K); y d) Un nuevo procedimiento de fiscalización electrónica, conforme al 
cual, la autoridad hacendaria podrá ejercer sus facultades de comprobación 
con base en la información y documentación que obre en su poder, sobre 
rubros o conceptos específicos de una o más contribuciones, y dictar, en su 
caso, una resolución provisional en la que se asentarán los hechos u omisiones 
que den lugar a la determinación de un crédito fiscal y la preliquidación respec
tiva, requerir la documentación e información correspondiente y notificar el 
resultado relativo a través del buzón tributario en lapsos breves (artículos 42, 
fracción IX y 53-B). Lo anterior permite advertir que si entre las disposiciones 
regulatorias del buzón tributario, la contabilidad y las revisiones electrónicas 
existe una estrecha vinculación, en tanto el citado buzón es el medio a través del 
cual los contribuyentes envían su información contable al Servicio de Adminis
tración Tributaria, la cual se integrará a un sistema de contabilidad electrónica 
estándar que, además de facilitarles el cumplimiento de otras obligaciones 
fiscales, permite que los procesos de fiscalización sean más ágiles y eficien
tes, pues con la reducción de plazos y costos de operación la autoridad estará 
en posibilidad de revisar rubros o conceptos específicos de una o más contri-
buciones en los que se advierta alguna irregularidad con base en el análisis 
de los documentos e información que tenga en su poder, incluida la contabi
lidad electrónica, es evidente que los artículos 17-K, 28, 42, fracción IX y 53-B 
del Código Fiscal de la Federación –y otras disposiciones que desarrollan su 
contenido– integran un sistema normativo para efectos de su impugnación, 
mediante el juicio de amparo indirecto.

2a. LVI/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secreta
rios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 134/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 691, de título y subtítulo: "BUZÓN TRIBUTARIO, CONTABILI
DAD Y REVISIONES ELECTRÓNICAS. LOS ARTÍCULOS 17-K, 28, 42, FRACCIÓN IX 
Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE REGULAN ESAS FIGURAS 
JURÍDICAS, INTEGRAN UN SISTEMA NORMATIVO PARA EFECTOS DE SU IMPUG
NACIÓN MEDIANTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO (DECRETO DE REFORMAS 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 
2013).", así como en la página 224 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

BUZÓN TRIBUTARIO, CONTABILIDAD Y REVISIONES ELECTRÓNI­
CAS. CONTRA LOS ARTÍCULOS 17-K, 28, 42, FRACCIÓN IX Y 53-B 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, SI SE IMPUGNAN CONJUNTAMENTE CON 
MOTIVO DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA OBLIGACIÓN DE ENVIAR 
A LA AUTORIDAD HACENDARIA LA CONTABILIDAD ELECTRÓNICA 
(DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). Si en la demanda de amparo 
se señalan como actos reclamados los preceptos de referencia –así como otras 
disposiciones que desarrollan su contenido– y lo que fundamentalmente se 
impugna es el nuevo mecanismo implementado para el registro y control 
de la contabilidad electrónica de los contribuyentes con motivo de la entrada 
en vigor de la obligación consistente en llevar la contabilidad en medios elec-
trónicos y enviar mensualmente la información respectiva al Servicio de Admi
nistración Tributaria (1 de julio de 2014), se advierte que en torno a dichas 
normas no se actualizan las causas de improcedencia previstas en el artículo 
61, fracciones XII y XXIII, ésta en relación con el artículo 17, fracción I, de la 
Ley de Amparo (falta de interés jurídico y extemporaneidad), no obstante que 
a algunas de ellas les revista el carácter de heteroaplicativas y otras hubiesen 
iniciado su vigencia con anterioridad, en razón de que todas pertenecen al 
mismo sistema normativo que, para efectos del juicio de amparo, es impug
nable en su integridad a partir del inicio de vigencia de la obligación aludida, 
siempre que la demanda se hubiese interpuesto dentro del plazo previsto en 
el citado artículo 17, fracción I.

2a. LVII/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 135/2016 (10a.), publicada el vier-
nes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 689, de título y subtítulo: "BUZÓN TRIBUTARIO, CONTABILI-
DAD Y REVISIONES ELECTRÓNICAS. CONTRA LOS ARTÍCULOS 17-K, 28, 42, FRAC-
CIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN PROCEDE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, SI SE IMPUGNAN CONJUNTAMENTE CON MOTIVO DE LA 
ENTRADA EN VIGOR DE LA OBLIGACIÓN DE ENVIAR A LA AUTORIDAD HACENDA-
RIA LA CONTABILIDAD ELECTRÓNICA (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN 
EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013).", así como 
en la página 226 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. AL HABER CESADO LOS EFECTOS 
DE LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS RELATIVAS CONTE­
NIDAS EN LAS DIVERSAS RESOLUCIONES MODIFICATORIAS DE 
LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014, QUE CONSTI­
TUYE LA REGLA GENERAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AM­
PARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA. Conforme a las reglas 
1.2.8.6, 1.2.8.7. y 1.2.8.8 de la Segunda Resolución de Modificaciones a la Reso
lución Miscelánea Fiscal para 2014 publicada en el Diario Oficial de la Fede
ración el 4 de julio de 2014, se precisan, respectivamente: a) La información 
contable que los contribuyentes deben enviar a través del buzón tributario, a 
saber, catálogo de cuentas, balanza de comprobación e información rela
tiva a las pólizas que hayan generado; b) La época en que deberán realizarlo; 
y c) La obligación de proporcionar el acuse respectivo cuando la autoridad 
fiscal les requiera la información relativa a sus pólizas, en ejercicio de sus 
facultades de comprobación o como requisito para la atención de solicitudes de 
devolución y compensación; todo ello, en la inteligencia de que en su artícu
lo décimo tercero transitorio se precisaron fechas específicas para el envío 
de la precitada información, en el caso de las personas morales. Ahora, esas 
disposiciones se modificaron y adicionaron a través de la Tercera y Quinta 
Resoluciones de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014, 
tanto en lo relativo al contenido de la información contable que debe enviarse 
a la autoridad hacendaria, como en lo concerniente a la época en que debe 
realizarse y, posteriormente, se derogaron mediante la Séptima Resolución 
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de Modificaciones a la citada resolución miscelánea, publicada en el indicado 
medio de difusión oficial el 18 de diciembre de 2014 emitiéndose, en conse
cuencia, las reglas I.2.8.1.6 a I.2.8.1.9 que, conjuntamente con los resolutivos 
tercero y cuarto de la propia resolución modificatoria, entrarían en vigor a partir 
del 1 de enero de 2015, de acuerdo con su artículo segundo transitorio. No obs
tante, las citadas reglas y resolutivos de la Séptima Resolución de Modifica-
ciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014, se derogaron implícitamente 
al entrar en vigor la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de 2014, ya que en sus reglas 
2.8.1.4, 2.8.1.5, 2.8.1.9 y 2.8.1.17, se reguló: a) La información que se debe 
enviar a la autoridad hacendaria a través del buzón tributario; b) La periodici-
dad para hacerlo; c) La obligación de proporcionar información requerida por 
la autoridad en ejercicio de sus facultades de comprobación o para atender 
solicitudes de devolución o compensación; y d) Las particulares que deben 
observarse en relación con los papeles de trabajo y los asientos de los registros 
contables. Lo anterior, permite advertir que las reglas de las diversas resolu-
ciones modificatorias a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014 en torno a la 
obligación de llevar contabilidad electrónica y entregarla a la autoridad hacen
daria, no surtieron efecto alguno durante su vigencia, en tanto su observancia 
se fue postergando para finalmente quedar derogadas con la entrada en vigor de 
las reglas respectivas de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, hecha 
excepción de los resolutivos tercero y cuarto de la Séptima Resolución de Modi
ficaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2014, cuya vigencia se 
extendió a 2015, por disposición del resolutivo cuarto de la Primera Resolu
ción de Modificaciones a la Resolución Miscelánea para 2015 publicada en el 
aludido medio de difusión oficial el 3 de marzo de 2015. En consecuencia, 
en virtud de que las disposiciones administrativas de referencia contenidas en 
las diversas resoluciones modificatorias de la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2014 cesaron en sus efectos –con la excepción destacada–, en torno a 
ellas se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 61, frac
ción XXI, de la Ley de Amparo.

2a. LVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.
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Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 136/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 696, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
AL HABER CESADO LOS EFECTOS DE LAS DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS RELA
TIVAS CONTENIDAS EN LAS DIVERSAS RESOLUCIONES MODIFICATORIAS DE 
LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014, QUE CONSTITUYE LA REGLA 
GENERAL, ES IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO 
EN SU CONTRA.", así como en la página 227 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

BUZÓN TRIBUTARIO. EL ARTÍCULO 17-K DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER ESE MEDIO DE COMUNICACIÓN 
ENTRE EL CONTRIBUYENTE Y LA AUTORIDAD HACENDARIA, NO 
VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA (DECRETO DE 
REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). El citado precepto dispone que las 
personas físicas y morales inscritas en el Registro Federal de Contribuyentes 
tendrán asignado un buzón tributario, consistente en un sistema de comuni-
cación electrónico ubicado en la página de Internet del Servicio de Administra
ción Tributaria, a través del cual, la autoridad fiscal realizará la notificación 
de cualquier acto o resolución administrativa que emita, en documentos digita
les, incluyendo cualquiera que pueda ser recurrido, y los contribuyentes presen
tarán promociones, solicitudes, avisos, o darán cumplimiento a requerimientos 
de la autoridad, a través de documentos digitales, y podrán realizar consultas 
sobre su situación fiscal, estableciendo el mecanismo para corroborar su auten
ticidad y correcto funcionamiento inicial. Lo anterior permite observar que el 
artículo 17-K del Código Fiscal de la Federación sólo instaura un nuevo canal 
de comunicación entre el contribuyente y la autoridad hacendaria aprove-
chando los avances tecnológicos, precisando con toda claridad cuál será su 
propósito y la forma en que se le dotará de eficacia, con lo cual, se deja en claro 
al contribuyente a qué atenerse, pues la norma le permite conocer que tendrá 
asignado un buzón tributario para interactuar e intercambiar información 
con la autoridad hacendaria, de manera que tiene la certeza de que, a través 
de ese medio, le efectuará la notificación de cualquier acto o resolución admi
nistrativa que emita y que, por la misma vía, deberá presentar sus promociones, 
solicitudes, avisos, dar cumplimiento a sus obligaciones y a los requerimientos 
que se le formulen, así como realizar consultas sobre su situación fiscal, aunado 
a que la redacción de la norma impide a la autoridad cualquier actuación arbi
traria o excesiva, en la medida en que establece con precisión el objeto y fina
lidad del buzón tributario, el cual no podrá utilizarse para cuestiones diversas 
de las expresamente establecidas por el legislador. En esos términos, el artículo 
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17-K invocado, no viola el derecho a la seguridad jurídica reconocido en el 
artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, tomando 
en consideración, que sólo propone delimitar lo que podrá enviarse a través 
del citado medio, y no detalla cómo se hará el envío respectivo, esto es, cómo 
se efectuarán las notificaciones por esa vía ni bajo qué parámetros se tendrán 
por realizadas, a fin de constatar que la información respectiva ha sido entre
gada al receptor, pues esos aspectos se regulan esencialmente en el artículo 
134 del referido código tributario.

2a. LIX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 137/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, 
Tomo I, octubre de 2016, página 694, de título y subtítulo: "BUZÓN TRIBUTARIO. 
EL ARTÍCULO 17-K DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER ESE 
MEDIO DE COMUNICACIÓN ENTRE EL CONTRIBUYENTE Y LA AUTORIDAD HACEN
DARIA, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA (DECRETO DE REFOR
MAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE 
DE 2013).", así como en la página 230 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

BUZÓN TRIBUTARIO. EL ARTÍCULO 17-K DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER ESE MEDIO DE COMUNICACIÓN 
ENTRE EL CONTRIBUYENTE Y LA AUTORIDAD HACENDARIA, NO 
VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD (DECRETO DE REFORMAS 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE 
DICIEMBRE DE 2013). El citado precepto dispone que las personas físicas y 
morales inscritas en el Registro Federal de Contribuyentes tendrán asignado 
un buzón tributario, consistente en un sistema de comunicación electrónico 
ubicado en la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, a 
través del cual, la autoridad fiscal realizará la notificación de cualquier acto 
o resolución administrativa que emita, en documentos digitales, incluyendo cual
quiera que pueda ser recurrido, y los contribuyentes presentarán promociones, 
solicitudes, avisos, o darán cumplimiento a sus obligaciones y requerimientos 
de la autoridad, a través de documentos digitales, y podrán realizar consultas 
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sobre su situación fiscal, estableciendo el mecanismo para corroborar su 
autenticidad y correcto funcionamiento inicial. Lo anterior permite advertir que, 
atendiendo al carácter de contribuyente que le puede asistir a las perso
nas físicas y morales inscritas en el citado Registro, la norma establece para 
todas ellas, bajo idénticas circunstancias e implicaciones, la asignación del 
buzón tributario para los efectos señalados. En esos términos el artículo 17-K 
del Código Fiscal de la Federación, al establecer el referido medio de comuni
cación electrónico entre la autoridad hacendaria y los contribuyentes, no viola 
el derecho a la igualdad reconocido en el artículo 1o. de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos, pues su vocación normativa se circuns
cribe a dar existencia jurídica al buzón tributario y a delimitar lo que podrá 
enviarse a través de él, sin que en ello exista distinción de cualquier clase entre 
los sujetos destinatarios de la norma.

2a. LX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 138/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 693, de título y subtítulo: "BUZÓN TRIBUTARIO. EL ARTÍCULO 
17-K DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER ESE MEDIO DE 
COMUNICACIÓN ENTRE EL CONTRIBUYENTE Y LA AUTORIDAD HACENDARIA, 
NO VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013).", así 
como en la página 232 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL SISTEMA DE REGISTRO Y CON­
TROL DE CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES CONTE­
NIDO EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO CONSTITUYE EN SÍ UN ACTO 
DE FISCALIZACIÓN (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). 
Las obligaciones de llevar contabilidad en medios electrónicos y de enviar 
mensualmente la información contable a través de la página de Internet del 
Servicio de Administración Tributaria, previstas en el artículo 28, fracciones III 
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y IV, del Código Fiscal de la Federación, no constituyen –en sí– un acto de fis
calización (de la información proporcionada), sino simplemente obligaciones 
que se generan ante la necesidad de actualizar las prácticas tradicionales de 
recaudación, bajo un contexto social diferente, donde el uso de la tecnología 
es casi imprescindible. Lo anterior se hace patente del análisis de los trabajos 
legislativos que precedieron al contenido de la citadas porciones normativas, 
de donde se advierte que dichas actividades tienen como fin integrar un sistema 
electrónico de contabilidad estándar que permita, por una parte, facilitar el 
cumplimiento de obligaciones fiscales de carácter formal y, por otra, agilizar 
los procedimientos de fiscalización, los cuales evidentemente deben sujetarse 
a las formalidades previstas para desplegar cada uno de ellos. Ante esa cir
cunstancia, resulta innecesario que, previo al cumplimiento de dichas obliga
ciones y particularmente, a la de enviar la información contable a través de la 
página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, exista un man
damiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal 
del procedimiento.

2a. LXI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secreta-
rios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 139/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, 
Tomo I, octubre de 2016, página 706, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
EL SISTEMA DE REGISTRO Y CONTROL DE CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES 
FISCALES CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL CÓDIGO FIS-
CAL DE LA FEDERACIÓN, NO CONSTITUYE EN SÍ UN ACTO DE FISCALIZACIÓN 
(DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA-
CIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013).", así como en la página 233 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LAS CLÁUSULAS HABILITAN­
TES CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO ESTÁN SUJETAS A LOS 
PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁR­
QUICA, POR LO QUE NO LOS TRANSGREDEN (DECRETO DE RE­
FORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). Las porciones normativas aludidas, relativas 
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a la obligación de llevar los registros o asientos que integran la contabilidad 
en medios electrónicos y de ingresar en forma mensual la información contable 
a través de la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, que 
para tales efectos remiten a las disposiciones del Reglamento del Código Fis-
cal de la Federación y a las reglas de carácter general correspondientes, según 
el caso, por sí mismas no pueden estar sujetas a los referidos principios de 
reserva de ley y de subordinación jerárquica y, por ende, no pueden transgre
dirlos, al constituir precisamente la fuente de donde emanan las atribuciones de 
la autoridad administrativa para regular los aspectos técnicos u operativos 
de la materia específica a que se refieren, a través de la cláusula habilitante 
que contienen. En ese sentido, por su naturaleza jurídica, son los reglamentos 
y las reglas generales administrativas mencionadas las que, en todo caso, 
deben estar sujetas a dichos principios, a fin de respetar los límites y alcances 
acotados por la legislación a desarrollar.

2a. LXII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 140/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 712, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
LAS CLÁUSULAS HABILITANTES CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES 
III Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO ESTÁN SUJETAS A LOS PRIN
CIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA, POR LO QUE 
NO LOS TRANSGREDEN (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013).", así como en la página 
235 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LAS CLÁUSULAS HABILITAN­
TES CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO VULNERAN EL DERECHO 
A LA LEGALIDAD (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIA­
RIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). Las 
cláusulas habilitantes contenidas en las referidas porciones normativas no 
vulneran el derecho a la legalidad, ya que basta con imponerse de su conte-
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nido para advertir que las bases y parámetros generales que delimitan la actua
ción de la autoridad (administrativa o, en su caso, del Ejecutivo Federal), se 
encuentran implícitas en el referido precepto que establece la materia espe-
cífica a regular, es decir, lo relativo a los registros o asientos que se llevarán 
en medios electrónicos y lo atinente al ingreso de la información contable de 
forma mensual a través de la página de Internet del Servicio de Administración 
Tributaria. Lo anterior significa que la autoridad tiene un límite en su actua-
ción, constituido precisamente por el marco regulatorio de la materia a desa-
rrollar, sin que obste que el artículo 28, fracciones III y IV, del Código Fiscal de 
la Federación no establezca una serie de lineamientos pormenorizados para 
desarrollar los aspectos técnicos, operativos o de especialidad respectivos, 
pues además de que no existe disposición constitucional o legal alguna que 
obligue al legislador a pormenorizar dichos lineamientos, esa circunstancia no 
significa que la autoridad podrá actuar arbitrariamente ni constituye un impe-
dimento para el ejercicio de la atribución otorgada por la cláusula habilitante, 
en tanto su ámbito de actuación está constreñido al marco regulatorio de la 
materia específica señalada.

2a. LXIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 141/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 713, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
LAS CLÁUSULAS HABILITANTES CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES 
III Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO VULNERAN EL DERECHO A 
LA LEGALIDAD (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013).", así como en la página 236 de este 
informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA REGLA 2.8.1.4. DE LA RESOLU­
CIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, AL NO 
HACER REFERENCIA A LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 28 DEL CÓDI­
GO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGU­
RIDAD JURÍDICA. Del análisis integral del artículo 28 del Código Fiscal de 
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la Federación, se advierte que los registros y asientos contables que el contri-
buyente está obligado a llevar en medios electrónicos, conforme a su fracción 
III, son aquellos referidos a la contabilidad para efectos fiscales; para lo cual, el 
legislador federal –a través de una cláusula habilitante– encomendó a la auto
ridad administrativa que definiera la forma en que debían llevarse, así como 
la forma en que los contribuyentes ingresarían mensualmente su informa-
ción contable. En ese sentido, si bien es cierto que el párrafo primero de la regla 
2.8.1.4. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015 únicamente hace refe-
rencia al artículo 28, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, no así a 
la diversa fracción I, también lo es que no por ello viola el derecho a la segu-
ridad jurídica del gobernado, al no existir certeza en cuanto al tipo de conta-
bilidad que tiene que llevarse a través de dichos medios electrónicos, ya que 
conforme a la cláusula habilitante, lo previsto en la regla citada se refiere a la 
obligación de llevar en medios electrónicos los asientos y registros contables 
para efectos fiscales.

2a. LXIV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 142/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 711, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
LA REGLA 2.8.1.4. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, AL NO 
HACER REFERENCIA A LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 28 DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN, NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA.", así como 
en la página 238 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA OBLIGACIÓN DE LLEVAR LOS 
ASIENTOS Y REGISTROS CONTABLES PARA EFECTOS FISCALES 
EN MEDIOS ELECTRÓNICOS, CONFORME A LA FRACCIÓN III DEL 
ARTÍCULO 28 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO ACTUA­
LIZA, POR SÍ MISMA, EL TIPO PENAL PREVISTO EN LA FRACCIÓN 
II DEL ARTÍCULO 111 DEL PROPIO CÓDIGO. El citado artículo 111, frac-
ción II, del Código Fiscal de la Federación dispone que se impondrá sanción de 
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3 meses a 3 años de prisión, a quien registre sus operaciones contables, fis-
cales o sociales en dos o más libros o en dos o más sistemas de contabilidad 
con contenidos diferentes. En ese sentido, la obligación de llevar los asientos 
y registros contables para efectos fiscales en medios electrónicos, conforme a 
la fracción III del mencionado artículo 28 no actualiza, por sí misma, el tipo 
penal referido, debido a que lo que actualiza el delito es la acción de llevar dos 
registros de una misma contabilidad con diferente contenido, no así llevar un 
sistema de contabilidad para efectos fiscales y otro para efectos operativos y 
de administración del contribuyente.

2a. LXV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 143/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, 
Tomo I, octubre de 2016, página 709, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
LA OBLIGACIÓN DE LLEVAR LOS ASIENTOS Y REGISTROS CONTABLES PARA 
EFECTOS FISCALES EN MEDIOS ELECTRÓNICOS, CONFORME A LA FRACCIÓN III 
DEL ARTÍCULO 28 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO ACTUALIZA, POR 
SÍ MISMA, EL TIPO PENAL PREVISTO EN LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 111 DEL 
PROPIO CÓDIGO.", así como en la página 239 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LOS RESOLUTIVOS TERCERO Y 
CUARTO DE LA SÉPTIMA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES A LA 
RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014, PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE DICIEMBRE DE 2014, 
QUE ESTABLECEN LA ENTRADA EN VIGOR ESCALONADA DE LAS 
DISPOSICIONES QUE PREVÉN LAS OBLIGACIONES DE LLE­
VAR LA CONTABILIDAD EN SISTEMAS ELECTRÓNICOS Y DE EN­
VIAR LA INFORMACIÓN REQUERIDA A TRAVÉS DE LA PÁGINA DE 
INTERNET DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, NO 
VIOLAN EL DERECHO A LA IGUALDAD JURÍDICA. Las citadas porcio-
nes normativas no violan el indicado derecho, al no establecer un trato igual 
para todas las personas morales con respecto a la fecha de inicio de la vigen-
cia de la obligación de llevar su contabilidad en sistemas electrónicos y 
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enviar la información requerida a través de la página de Internet del Servicio 
de Administración Tributaria, ya que de su contenido se advierte que dichas 
disposiciones contemplan dos parámetros de distinción: uno, en atención al 
régimen fiscal al que pertenecen los contribuyentes y el otro atento al monto 
de los ingresos acumulables declarados o que se debieron declarar en el ejer
cicio fiscal 2013. Así, en función de lo anterior, las personas morales que –por 
sus actividades– pertenecen al sistema financiero y aquellas cuyos ingresos 
acumulables declarados (o que debieron declararse) al ejercicio de 2013, son 
iguales o superiores a 4 millones de pesos, están obligadas a llevar su conta-
bilidad en sistemas electrónicos y a enviar la información requerida a través 
de la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria a partir del 
1 de enero de 2015; mientras que las personas morales que no se encuentran 
en ese rubro y aquellas cuyos ingresos acumulables declarados (o que debie-
ron declararse) al ejercicio de 2013, son inferiores al referido monto, deben 
hacerlo a partir del 1 de enero de 2016. Lo anterior, incluso, guarda congruencia 
con el artículo segundo transitorio, fracción III, párrafo segundo, del Código 
Fiscal de la Federación, en cuanto a la entrada en vigor escalonada de las 
obligaciones previstas en las fracciones III y IV del artículo 28, ya que sobre 
las referidas bases se establece la fecha de inicio de las obligaciones a cargo 
de las personas morales.

2a. LXVI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 144/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 715, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LOS 
RESOLUTIVOS TERCERO Y CUARTO DE LA SÉPTIMA RESOLUCIÓN DE MODIFICA-
CIONES A LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2014, PUBLICADA EN EL 
DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE DICIEMBRE DE 2014, QUE ESTABLE-
CEN LA ENTRADA EN VIGOR ESCALONADA DE LAS DISPOSICIONES QUE PREVÉN 
LAS OBLIGACIONES DE LLEVAR LA CONTABILIDAD EN SISTEMAS ELECTRÓNICOS 
Y DE ENVIAR LA INFORMACIÓN REQUERIDA A TRAVÉS DE LA PÁGINA DE INTERNET 
DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, NO VIOLAN EL DERECHO A LA 
IGUALDAD JURÍDICA.", así como en la página 240 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III 
Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON 
LAS REGLAS 2.8.1.4., 2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁ­
NEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, NO VULNERAN EL DERE­
CHO FUNDAMENTAL A LA PRIVACIDAD, EN SU DIMENSIÓN DE CON­
TROLAR LA DIFUSIÓN DE LA INFORMACIÓN PERSONAL. Las normas 
mencionadas no vulneran el derecho fundamental a la privacidad, en su dimen
sión de controlar la difusión de la información personal, ya que de su conteni-
do puede advertirse que la información contable que obligan al contribuyente 
a proporcionar al Servicio de Administración Tributaria, a través de los medios 
electrónicos, se relaciona con: catálogo de cuentas; balanzas de comproba-
ción, que incluya saldos iniciales, movimientos del periodo y saldos finales de 
todas y cada una de las cuentas de activo, pasivo, capital, resultados (ingre-
sos, costos, gastos y resultado integral de financiamiento); y pólizas de periodo 
y sus auxiliares y folios fiscales; información que está relacionada con el cum
plimiento de las obligaciones fiscales del contribuyente, no así con aspectos 
confidenciales o de su vida privada. Máxime que el derecho de los contribu-
yentes a decidir la información que proporcionan no es absoluto, al estar limi-
tado al cumplimiento de disposiciones de orden público, como aquellas que 
tienen por objeto verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales; de no 
ser así, se llegaría al absurdo de considerar que la verificación del correcto 
cumplimiento de las obligaciones de carácter tributario está supeditado a la 
voluntad del contribuyente, lo cual es contrario a los postulados del artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. LXVII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 145/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 703, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN 
RELACIÓN CON LAS REGLAS 2.8.1.4., 2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESOLUCIÓN MISCE
LÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, NO VULNERAN EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
PRIVACIDAD, EN SU DIMENSIÓN DE CONTROLAR LA DIFUSIÓN DE LA INFORMA
CIÓN PERSONAL.", así como en la página 242 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III 
Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN RELACIÓN CON 
LAS REGLAS 2.8.1.4., 2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁ­
NEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, AL NO COLISIONAR 
CON EL DIVERSO ARTÍCULO 33 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO VIO­
LAN EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Del análisis de las cita-
das disposiciones no se advierte una contradicción lógica con el artículo 33 
del Código de Comercio que ocasione una situación jurídica que dé lugar a la 
arbitrariedad de la autoridad o que deje en estado de indefensión a los gober-
nados, por lo que no violan el derecho a la seguridad jurídica; antes bien, deriva 
que el Código de Comercio sólo establece lineamientos mínimos que debe sa
tisfacer el sistema contable por el que opte el comerciante, mas no una me-
todología pormenorizada que determine casuísticamente cómo deberá realizar 
los controles contables de su comercio; en cambio, las fracciones III y IV del 
artículo 28 del Código Fiscal de la Federación se refieren a las obligaciones 
del contribuyente de llevar contabilidad "para efectos fiscales" en medios elec
trónicos y la de enviar mensualmente la información contable a través de la 
página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, en tanto que las 
reglas regulan lo relativo a la operatividad del sistema; lo que significa que 
dichas disposiciones, lejos de contraponerse, generan certeza de los actos 
que se realizan. Y si bien el citado artículo 33 permite al comerciante llevar y 
mantener un sistema contable como mejor le acomode y con los recursos que 
estime convenientes, ello no significa que para efectos fiscales pueda hacer 
lo mismo, sino por el contrario, debe atender a las disposiciones del Código 
Fiscal de la Federación y de la mencionada resolución miscelánea fiscal.

2a. LXVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: 
Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 146/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 701, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN 
RELACIÓN CON LAS REGLAS 2.8.1.4., 2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESOLUCIÓN MISCE-
LÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 
EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, AL NO COLISIONAR CON EL DIVERSO ARTÍCULO 33 
DEL CÓDIGO DE COMERCIO, NO VIOLAN EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍ-
DICA.", así como en la página 244 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA OBLIGACIÓN DE INGRESAR LA 
INFORMACIÓN CONTABLE A TRAVÉS DE LA PÁGINA DE INTERNET 
DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, EN LA FORMA 
Y TÉRMINOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN IV, 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN Y EN LAS REGLAS 2.8.1.4., 
2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 
2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 30 DE 
DICIEMBRE DE 2014, ES PROPORCIONAL CON EL FIN PERSEGUIDO 
POR EL LEGISLADOR. De los trabajos legislativos que antecedieron a las 
reformas, adiciones y derogaciones al Código Fiscal de la Federación, publi-
cadas en el Diario Oficial de la Federación de 9 de diciembre de 2013, se ad-
vierte que la obligación aludida, bajo el contexto del aprovechamiento de los 
avances de la tecnología, tuvo como finalidad integrar un sistema electrónico de 
contabilidad estándar que permita, por una parte, facilitar el cumplimiento 
de obligaciones fiscales y, por otra, agilizar los procedimientos de fiscalización, 
aspectos que se encuentran dentro ámbito del artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, lo que significa que 
la obligación legal (en la forma y términos previstos en las disposiciones admi-
nistrativas), tiene una finalidad constitucionalmente válida, como lo es com-
probar el correcto cumplimiento del deber de contribuir al gasto público. Por 
su parte, la obligación de ingresar la información en los términos que es
tablecen las disposiciones generales, constituye el medio adecuado dirigido 
a cumplir con la finalidad perseguida por el legislador ya que, en primer lugar, 
tiende a evitar las cargas que anteriormente generaban los "formulismos" para 
el cumplimiento de las obligaciones fiscales; además de que en la medida en 
que el contribuyente va incorporando su información contable, a través de la 
página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, permite a la auto
ridad no solamente tener acceso inmediato a las cuestiones relacionadas con 
el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, sino allegarse de los elementos 
necesarios para que en un momento dado pueda desplegar con mayor faci
lidad algún acto de fiscalización. Finalmente, no se ocasiona un daño innece-
sario o desproporcional al contribuyente por el simple hecho de que tenga que 
llevar su contabilidad a través de medios electrónicos y de ingresarla a través 
de la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria en los tér-
minos previstos en la disposiciones referidas, ya que si aquél cumple con las 
nuevas obligaciones fiscales impuestas por el legislador, aprovechando los bene
ficios de los avances tecnológicos, se simplifican y se mejoran los procedimien
tos administrativos a través de los cuales anteriormente cumplía con sus 
obligaciones y ejercía sus derechos, lo que se traduce en un ahorro de tiempo 
y trámites bajo el contexto del sistema tradicional.

2a. LXIX/2016 (10a.)



368 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y 
Fanuel Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 147/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 707, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
LA OBLIGACIÓN DE INGRESAR LA INFORMACIÓN CONTABLE A TRAVÉS DE LA PÁGI-
NA DE INTERNET DEL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, EN LA FORMA 
Y TÉRMINOS ESTABLECIDOS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIÓN IV, DEL CÓDIGO FIS-
CAL DE LA FEDERACIÓN Y EN LAS REGLAS 2.8.1.4., 2.8.1.5. Y 2.8.1.9. DE LA RESO-
LUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE 
LA FEDERACIÓN EL 30 DE DICIEMBRE DE 2014, ES PROPORCIONAL CON EL FIN 
PERSEGUIDO POR EL LEGISLADOR.", así como en la página 245 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN 
MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL 
DE LA FEDERACIÓN EL 5 DE ENERO DE 2015, VIOLA LOS DERECHOS 
A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Al establecer las reglas 
de estructura planteadas dentro del estándar de los formatos respectivos para 
cumplir con la obligación de llevar la contabilidad en medios electrónicos, la 
autoridad administrativa dispuso que el contribuyente que utilice dicho están
dar deberá sujetarse tanto a las disposiciones fiscales vigentes, como a los 
lineamientos técnicos de forma y sintaxis para la generación de archivos XML 
especificados por el consorcio w3. Lo que significa que con dicha remisión 
la autoridad excedió los límites de la habilitación legal que le fue conferida a 
través del artículo 28 del Código Fiscal de la Federación, al encomendar al con
sorcio referido la labor de desarrollar las disposiciones correspondientes para 
hacer operativo el sistema; lo que además de la insubordinación jerárquica que 
esa actuación provoca, ocasiona inseguridad jurídica al gobernado, al obli-
garlo a cumplir con ciertos lineamientos emitidos "por una comunidad inter-
nacional" y no por una autoridad competente, bajo algún procedimiento de 
creación normativa o bajo determinadas exigencias mínimas de fundamen
tación y motivación. Máxime que, al establecer los lineamientos y formatos res
pectivos para cumplir con la obligación de llevar la contabilidad en medios 
electrónicos, tenía la obligación de hacerlo en idioma castellano o español, 
a fin de brindar seguridad jurídica a los contribuyentes al permitirles conocer 
plenamente la forma de operar los formatos establecidos al efecto, lo cual 



369INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

no se hizo, ya que al ingresar a la página de Internet http://www.w3.org., se 
advierte que su contenido está en el idioma inglés; de ahí que el Anexo 24 
de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2015, viola los derechos a la legalidad 
y a la seguridad jurídica.

2a. LXX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y 
Fanuel Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 148/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 699, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADO 
EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 5 DE ENERO DE 2015, VIOLA LOS 
DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA.", así como en la página 
247 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN EN PODER DE LA AUTORIDAD 
HACENDARIA PARA VERIFICAR EL ACATAMIENTO DE LAS DISPO­
SICIONES FISCALES. SU REVISIÓN CONSTITUYE UN ACTO PREPA­
RATORIO DEL PROCESO DE FISCALIZACIÓN. La revisión de la información 
y documentación que obra en poder de la autoridad hacendaria con el objeto 
de verificar el cumplimiento de las disposiciones fiscales e identificar, en su 
caso, los hechos u omisiones que pudieran entrañar su incumplimiento, se tra
duce en un acto preparatorio del proceso de fiscalización y, como tal, no res-
tringe derecho alguno de los contribuyentes ni implica la intromisión de la 
autoridad en su domicilio, habida cuenta que los sistemas de almacenamiento 
y procesamiento de datos implementados para agilizar los procesos de recau-
dación y fiscalización permiten constatar ese aspecto mediante el cruce de la 
información que los propios contribuyentes ingresan a esos sistemas, como 
lo es la relativa a las declaraciones de impuestos e informativas, dictámenes 
financieros, solicitudes de devolución, avisos y comprobantes fiscales. En con
secuencia, el proceso de fiscalización, entendido como aquel a través del cual 
la autoridad hacendaria ejerce sus facultades de comprobación para deter-
minar si los contribuyentes han cumplido con sus obligaciones fiscales y, 
en su caso, el monto de las contribuciones omitidas, inicia cuando se les 
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requiere para que exhiban los datos, informes y documentos que estimen 
necesarios para desvirtuar los hechos u omisiones advertidas, o bien, para 
corregir su situación fiscal.

2a. LXXI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 149/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 718, de título y subtítulo: "INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN 
EN PODER DE LA AUTORIDAD HACENDARIA PARA VERIFICAR EL ACATAMIENTO 
DE LAS DISPOSICIONES FISCALES. SU REVISIÓN CONSTITUYE UN ACTO PREPA
RATORIO DEL PROCESO DE FISCALIZACIÓN.", así como en la página 249 de este 
informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL PROCEDIMIENTO DE FISCALIZA­
CIÓN RELATIVO INICIA CON LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN 
PROVISIONAL. De acuerdo con los artículos 42, fracción IX y 53-B del 
Código Fiscal de la Federación, tratándose de la revisión electrónica, el proce-
dimiento de fiscalización inicia con la notificación de la resolución provisional, 
no así con la revisión previa de la información y documentación que la auto-
ridad hacendaria tiene en su poder, ya que ello se realiza mediante el empleo 
de los sistemas electrónicos de almacenamiento y procesamiento de datos 
que permiten, mediante el cruce de información, identificar los hechos u omi-
siones que pudieran entrañar un incumplimiento de las disposiciones fisca
les y, en su caso, emitir una preliquidación de las contribuciones omitidas, a 
efecto de que el contribuyente corrija su situación fiscal.

2a. LXXII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.
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Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 150/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 724, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL PRO
CEDIMIENTO DE FISCALIZACIÓN RELATIVO INICIA CON LA NOTIFICACIÓN DE LA 
RESOLUCIÓN PROVISIONAL.", así como en la página 250 de este informe

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN DE LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN QUE OBRA 
EN PODER DE LA AUTORIDAD HACENDARIA PARA CONSTATAR EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES. NO ES UN ACTO 
DE MOLESTIA. Los actos de molestia –objeto de tutela del derecho a la segu
ridad jurídica reconocido en el primer párrafo del artículo 16 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos–, son aquellos que restringen 
de manera provisional o preventiva un derecho con el objeto de proteger deter
minados bienes jurídicos. En ese sentido, la facultad conferida a la autoridad 
hacendaria para revisar la información y documentación que tiene en su poder 
para constatar el acatamiento de las disposiciones fiscales, no es un acto de 
molestia, ya que la actividad que despliega para constatar la veracidad o exac
titud de esa información y documentación, por sí, no restringe provisional ni 
precautoriamente derecho alguno de los contribuyentes, antes bien, permite 
revisar su situación fiscal sin generar las consecuencias propias del ejerci
cio de sus facultades de comprobación, particularmente la suspensión del plazo 
para que opere la caducidad de esas facultades, el cual, tratándose de pagos 
y declaraciones definitivas, inicia una vez remitida la información contable a 
través de medios electrónicos.

2a. LXXIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 151/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 720, de título y subtítulo: "REVISIÓN DE LA INFORMACIÓN 
Y DOCUMENTACIÓN QUE OBRA EN PODER DE LA AUTORIDAD HACENDARIA 
PARA CONSTATAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES. NO ES 
UN ACTO DE MOLESTIA.", así como en la página 252 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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FACULTAD DE LA AUTORIDAD HACENDARIA PARA VERIFICAR EL 
CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FISCALES CON BASE 
EN LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN QUE OBRA EN SU PO­
DER, SIN TENER QUE DAR NOTICIA DE ELLO AL CONTRIBUYENTE. 
LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE 
LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉN, NO VIOLAN EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA. Los preceptos aludidos, al facultar a la autoridad 
hacendaria para revisar la información y documentación relacionada con el 
cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes que obra 
en su poder, sin tener que dar noticia de ello a los sujetos revisados, no violan el 
derecho a la seguridad jurídica, reconocido por el primer párrafo del artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que ese 
proceder, por sí, no afecta derecho alguno de los contribuyentes, provisional 
ni precautoriamente, sino sólo cuando se advierte alguna irregularidad, ya que 
en dicho supuesto, de no optar por regularizar su situación fiscal, se les sujeta 
a un procedimiento de fiscalización, habida cuenta que durante su tramitación 
pueden solicitar un acuerdo conclusivo, lo que es acorde con el nuevo mode-
lo de relación cooperativa que tiene como propósito fundamental orientar a los 
contribuyentes con oportunidad sobre los términos en que deben cumplir con 
sus obligaciones fiscales y resolver diferendos derivados de la interpretación de 
la ley, sin necesidad de recurrir a los tribunales, a fin de lograr una mayor 
recaudación y reducir los costos de operación de la hacienda pública.

2a. LXXIV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 152/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 717, de título y subtítulo: "FACULTAD DE LA AUTORIDAD 
HACENDARIA PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES FIS-
CALES CON BASE EN LA INFORMACIÓN Y DOCUMENTACIÓN QUE OBRA EN SU 
PODER, SIN TENER QUE DAR NOTICIA DE ELLO AL CONTRIBUYENTE. LOS ARTÍCU-
LOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA 
PREVÉN, NO VIOLAN EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA.", así como en 
la página 253 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉN, NO VIOLAN 
LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 
El legislador respeta los precitados derechos cuando las normas que facultan 
a las autoridades para actuar en un determinado sentido, encauzan el ámbito 
de esa actuación, a fin de que, por un lado, el gobernado conozca las conse-
cuencias jurídicas de los actos que realice y, por otro, que el actuar de la auto
ridad se encuentre limitado y acotado, de manera que la posible afectación a 
la esfera jurídica de los gobernados no resulte de un actuar caprichoso o ar-
bitrario de aquélla. En ese contexto, los aludidos preceptos legales no violan 
los derechos a la legalidad y a la seguridad jurídica, ya que de su análisis se 
advierte que, tratándose de la revisión electrónica, el procedimiento de fisca-
lización inicia con la notificación de la resolución provisional, en la que debe-
rán precisarse los rubros o conceptos específicos que serán objeto de revisión 
a partir de los hechos u omisiones advertidos con base en el análisis de la 
información en su poder y, en su caso, la preliquidación de las contribuciones 
omitidas; y culmina con la notificación de la resolución definitiva, lo que deberá 
realizarse dentro de los 40 días siguientes al en que se reciban las pruebas del 
contribuyente o se desahogue la pericial, o bien, a partir de que se reciba la 
información solicitada a terceros, lo que deberá realizarse en los plazos pre-
vistos para esos efectos. Lo anterior, en la inteligencia de que la resolución 
provisional deberá constar en documento escrito –impreso o digital– y precisar 
la fecha y lugar de su emisión, así como la autoridad que lo emite y la persona 
a la que se dirige, acorde con los artículos 38 y 134 del Código Fiscal de la 
Federación.

2a. LXXV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y 
Fanuel Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 153/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 729, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS 
ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE 
LA PREVÉN, NO VIOLAN LOS DERECHOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA.", así como en la página 254 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN QUE LA PREVÉN, NO VIO­
LAN EL DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO. El citado 
derecho reconocido por el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, protege el ámbito espacial en el que se desarrolla la vida 
privada de las personas, restringiendo la intromisión de la autoridad a deter-
minados supuestos, como lo es la práctica de visitas domiciliarias, las que 
sólo pueden tener por objeto requerir la exhibición de libros y papeles indis
pensables para comprobar el acatamiento de las disposiciones fiscales; sin 
embargo, ello no significa que la revisión de la contabilidad del contribuyente 
deba practicarse indefectiblemente en su domicilio, en tanto que puede rea-
lizarse en el de la propia autoridad, a través de los procedimientos de fiscali-
zación previstos legalmente. En consecuencia, para revisar la información que 
los contribuyentes ingresan a los sistemas electrónicos de almacenamiento 
y procesamiento de datos implementados para agilizar los procedimientos de 
recaudación y fiscalización, como lo es, entre otros, el sistema de contabilidad 
electrónica, la autoridad hacendaria no debe observar las formalidades pres-
critas para los cateos, máxime que ese proceder no implica una intromisión 
al domicilio de los contribuyentes.

2a. LXXVI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 154/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, 
Tomo I, octubre de 2016, página 728, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. 
LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 
QUE LA PREVÉN, NO VIOLAN EL DERECHO A LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICI-
LIO.", así como en la página 256 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SISTEMA DE CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. LA INFORMACIÓN 
RELATIVA NO COMPRENDE TODOS LOS CONCEPTOS QUE INTE­
GRAN LA CONTABILIDAD DE LOS CONTRIBUYENTES. De acuerdo 
con la fracción I del artículo 28 del Código Fiscal de la Federación, la conta
bilidad para efectos fiscales se integra por los libros, sistemas y registros 
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contables, papeles de trabajo, estados de cuenta, cuentas especiales, libros y 
registros sociales, control de inventarios y método de valuación, discos y cintas 
o cualquier otro medio procesable de almacenamiento de datos, los equipos o 
sistemas electrónicos de registro fiscal y sus respectivos registros, además 
de la documentación comprobatoria de los asientos respectivos, así como 
toda la información y documentación relacionada con el cumplimiento de las 
disposiciones fiscales, en tanto que la información contable que debe ingre-
sarse mensualmente en el sistema de contabilidad electrónica "es aquella 
que se produce de acuerdo con el marco contable que aplique ordinariamente 
el contribuyente en la preparación de su información financiera, o bien, el 
marco que esté obligado a aplicar por alguna disposición legal o normativa", 
específicamente, por cuanto se refiere a sus catálogos de cuenta, al balance 
del periodo y a sus pólizas.

2a. LXXVII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 155/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 732, de título y subtítulo: "SISTEMA DE CONTABILIDAD 
ELECTRÓNICA. LA INFORMACIÓN RELATIVA NO COMPRENDE TODOS LOS CON
CEPTOS QUE INTEGRAN LA CONTABILIDAD DE LOS CONTRIBUYENTES.", así como 
en la página 257 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B 
DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE PREVÉN UN PLAZO 
PARA DESVIRTUAR LAS IRREGULARIDADES PRECISADAS EN LA 
RESOLUCIÓN PROVISIONAL RESPECTIVA, NO VIOLAN EL DERE­
CHO DE AUDIENCIA. Los preceptos citados, al establecer que el contri
buyente revisado podrá manifestar lo que a su derecho convenga y ofrecer 
las pruebas que estime conducentes para desvirtuar los hechos u omisio
nes advertidos por la autoridad hacendaria con base en la información y do-
cumentación que obra en su poder, dentro de los 15 días siguientes al que se 
le notifique la resolución provisional respectiva, no violan el derecho de au-
diencia, reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
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Unidos Mexicanos, ya que dicho plazo es razonable, en la medida en que los con-
tribuyentes tienen el deber de conservar, a disposición de la autoridad, toda 
la información y documentación relacionada con el cumplimiento de sus obli-
gaciones fiscales para cuando les sea requerida, máxime que las pruebas que 
por cualquier motivo no se exhiban en el procedimiento respectivo, podrán 
ofrecerse en el recurso de revocación que, en su caso, se haga valer contra la 
resolución definitiva.

2a. LXXVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel 
Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 156/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 730, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. LOS 
ARTÍCULOS 42, FRACCIÓN IX Y 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE 
PREVÉN UN PLAZO PARA DESVIRTUAR LAS IRREGULARIDADES PRECISADAS 
EN LA RESOLUCIÓN PROVISIONAL RESPECTIVA, NO VIOLAN EL DERECHO DE 
AUDIENCIA.", así como en la página 259 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN 
IV DEL ARTÍCULO 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, 
EN TANTO PREVÉ LA FACULTAD CONFERIDA A LA AUTORIDAD 
PARA HACER EFECTIVA LA CANTIDAD DETERMINADA EN LA PRE­
LIQUIDACIÓN, TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA. En nues-
tro sistema tributario rige el principio de autodeterminación, lo que significa 
que, salvo disposición expresa en contrario, corresponde a los contribuyentes 
determinar el monto de las contribuciones a su cargo, razón por la cual, debe 
otorgárseles la oportunidad de alegar y probar lo que a su derecho conven
ga para desvirtuar los hechos u omisiones que pudieran entrañar el incum
plimiento de sus obligaciones fiscales; de ahí que la autoridad fiscal podrá 
determinar el monto de las contribuciones omitidas en ejercicio de sus facul-
tades de comprobación si, y sólo si, se trata de pagos y declaraciones defini-
tivas y el contribuyente no ejerce su derecho de prueba en el procedimiento de 
fiscalización respectivo o, habiéndolo ejercido, no logra desvirtuar las irregu-
laridades advertidas. En ese contexto, el segundo párrafo de la fracción IV del 
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artículo 53-B del Código Fiscal de la Federación, al establecer que las cantida-
des determinadas en la preliquidación "se harán efectivas mediante el proce-
dimiento administrativo de ejecución", cuando el contribuyente no aporte 
pruebas ni manifieste lo que a su derecho convenga en el procedimiento de 
fiscalización dentro de los plazos previstos al efecto, transgrede el derecho 
de audiencia reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, toda vez que la preliquidación constituye una pro-
puesta de pago para el caso de que el contribuyente decida ponerse al corriente 
en sus obligaciones fiscales, no así un requerimiento de pago cuya inobservan-
cia dé lugar a su ejecución inmediata, a más de que se priva al contribuyente 
de sus bienes, derechos o posesiones sin antes darle la oportunidad de ofre-
cer en el recurso de revocación los medios de prueba que, por cualquier circuns
tancia, no exhibió ante la autoridad fiscalizadora para desvirtuar los hechos u 
omisiones advertidos.

2a. LXXIX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 157/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, 
Tomo I, octubre de 2016, página 725, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. 
EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 53-B DEL CÓDIGO 
FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN TANTO PREVÉ LA FACULTAD CONFERIDA A LA 
AUTORIDAD PARA HACER EFECTIVA LA CANTIDAD DETERMINADA EN LA PRE
LIQUIDACIÓN, TRANSGREDE EL DERECHO DE AUDIENCIA.", así como en la página 
260 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. LA PRELIQUIDACIÓN DE LAS CONTRI­
BUCIONES OMITIDAS CONSTITUYE UNA PROPUESTA DE PAGO. 
La preliquidación de las contribuciones omitidas contenida en la resolución 
provisional, se traduce en un acto declarativo a través del cual la autoridad 
hacendaria exhorta al contribuyente a corregir su situación fiscal respecto de 
los hechos u omisiones advertidos al verificar el cumplimiento de obligaciones 
relacionadas con los pagos definitivos de una contribución, señalando la 
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cantidad que, en su caso, deberá cubrir para acogerse al beneficio previsto 
en la fracción II del artículo 53-B del Código Fiscal. Por esa razón, la preliqui-
dación constituye una propuesta de pago para el caso de que el contribuyente 
opte por corregir su situación fiscal, no así un requerimiento de pago, ya que 
éste sólo podrá verificarse una vez que, habiéndose otorgado al contribuyen
te la oportunidad de alegar y probar lo que a su derecho convenga en el pro-
cedimiento de fiscalización respectivo o en el recurso de revocación, la 
autoridad hacendaria dicte una resolución definitiva en la que califique los 
hechos u omisiones advertidos y, de ser el caso, determine el monto de las con
tribuciones omitidas.

2a. LXXX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 158/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federa­
ción y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, 
Tomo I, octubre de 2016, página 726, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. 
LA PRELIQUIDACIÓN DE LAS CONTRIBUCIONES OMITIDAS CONSTITUYE UNA 
PROPUESTA DE PAGO.", así como en la página 262 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL ARTÍCULO 53-B DEL CÓDIGO FISCAL 
DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER LA NOTIFICACIÓN A TRAVÉS DEL 
BUZÓN TRIBUTARIO DE LOS ACTOS SUSCEPTIBLES DE IMPUG­
NARSE, NO VIOLA LOS DERECHOS A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y 
DE ACCESO EFECTIVO A LA JUSTICIA. El precepto aludido, al prever 
que todos los actos y resoluciones emitidas durante el desarrollo del proce
dimiento de revisión electrónica se notificarán a través del buzón tributario, 
no viola el derecho fundamental a la seguridad jurídica, ya que el artículo 134 
del propio ordenamiento tributario expresamente señala que los actos admi-
nistrativos susceptibles de impugnarse podrán notificarse por ese medio, caso 
en el cual, la notificación se tendrá por realizada cuando se genere el acuse de 
recibo electrónico "en el que conste la fecha y hora en el que el contribuyente 
se autenticó para abrir el documento a notificar", de lo que se sigue que el con-
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tribuyente puede conocer con certeza el momento en el que le fue notificada 
la resolución definitiva, a fin de impugnarla oportunamente, razón por la cual, 
tampoco viola el derecho de acceso efectivo a la justicia.

2a. LXXXI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando 
Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secre-
tarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez 
López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 159/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 722, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. EL AR-
TÍCULO 53-B DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL PREVER LA NOTIFICA-
CIÓN A TRAVÉS DEL BUZÓN TRIBUTARIO DE LOS ACTOS SUSCEPTIBLES DE 
IMPUGNARSE, NO VIOLA LOS DERECHOS A LA SEGURIDAD JURÍDICA Y DE ACCESO 
EFECTIVO A LA JUSTICIA.", así como en la página 263 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE EXCEPCIONALMENTE 
CUANDO SE IMPUGNE LA APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 
EMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 
RELACIONADA CON UN TEMA PROPIAMENTE CONSTITUCIONAL. 
El análisis sobre la aplicación de la jurisprudencia emitida por la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación constituye una cuestión de legalidad que, en 
principio, no debe analizarse; sin embargo, si ésta se refiere a un tema propia-
mente constitucional y en agravios se impugna su aplicación indebida por 
considerarse que el Tribunal Colegiado de Circuito le dio una interpretación 
distinta a la que le dio el Tribunal Supremo, procederá de manera excepcional 
el recurso de revisión en amparo directo. Lo anterior se justifica en la medida en 
que se plantea la posibilidad de que el Tribunal Colegiado no haya realizado una 
mera aplicación de los criterios jurisprudenciales emitidos por esta Supre
ma Corte de Justicia de la Nación, sino más bien que haya llevado a cabo una 
nueva interpretación constitucional en el caso concreto, por lo que el recurso 
de revisión en amparo directo es procedente.

2a. LXXXII/2016 (10a.)
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Amparo directo en revisión 2931/2015. Napoleón Gómez Urrutia. 13 de abril de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; se 
aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos; se aparta de algunas con-
sideraciones José Fernando Franco González Salas. Ausente: Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ESTÁNDAR DE REAL MALICIA O MALICIA EFECTIVA. NO ES APLI­
CABLE EN AQUELLOS CASOS QUE INVOLUCREN UN CONFLICTO 
ENTRE EL ESTADO Y UN PARTICULAR. El estándar de real malicia consti
tuye un límite objetivo a la libertad de expresión, al exigir que toda intromisión 
respecto a personas con proyección pública deba estar relacionada con asun
tos de relevancia pública, siempre que las opiniones que se difundan no sean 
falsas o no hayan sido emitidas con real malicia. No obstante, la Segunda 
Sala advierte que dichos criterios fueron emitidos en virtud del reconocimiento de 
la vigencia de los derechos fundamentales entre particulares, por lo que, en los 
casos que involucren un conflicto entre el Estado y un particular, no deben aplicar
se los criterios relacionados con el estándar de real malicia o malicia efectiva. 
Sostener lo contrario, es decir, que los actos impugnados deban analizarse a 
la luz del estándar de real malicia, implicaría que el Estado y sus instituciones 
son titulares de los derechos a la libertad de expresión e información, lo que 
significaría desconocer la naturaleza de los derechos fundamentales como ver-
daderos límites a la actuación de los poderes públicos.

2a. LXXXIII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2931/2015. Napoleón Gómez Urrutia. 13 de abril de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; se 
aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos; se aparta de algunas consi
deraciones José Fernando Franco González Salas. Mayoría de tres votos en relación 
con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco 
Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA INFORMACIÓN. DIMENSIÓN INDIVIDUAL Y DIMEN­
SIÓN COLECTIVA. El derecho a la información tiene una doble dimensión. 
Por un lado, tiene una dimensión individual, la cual protege y garantiza que 
las personas recolecten, difundan y publiquen información con plena liber
tad; formando parte indisoluble de la autodeterminación de los individuos, al 
ser una condición indispensable para la comprensión de su existencia y de su 
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entorno; fomentando la conformación de la personalidad y del libre albedrío 
para el ejercicio de una voluntad razonada en cualquier tipo de decisiones 
con trascendencia interna, o bien, externa. Por otro lado, la dimensión colec-
tiva del derecho a la información constituye el pilar esencial sobre el cual 
se erige todo Estado democrático, así como la condición fundamental para el 
progreso social e individual. En ese sentido, no sólo permite y garantiza 
la difusión de información e ideas que son recibidas favorablemente o consi-
deradas inofensivas e indiferentes, sino también aquellas que pueden llegar 
a criticar o perturbar al Estado o a ciertos individuos, fomentando el ejercicio 
de la tolerancia y permitiendo la creación de un verdadero pluralismo social, 
en tanto que privilegia la transparencia, la buena gestión pública y el ejercicio de 
los derechos constitucionales en un sistema participativo, sin las cuales 
no podrían funcionar las sociedades modernas y democráticas.

2a. LXXXIV/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2931/2015. Napoleón Gómez Urrutia. 13 de abril de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; se 
aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos; se aparta de algunas 
consideraciones José Fernando Franco González Salas. Mayoría de tres votos en 
relación con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA INFORMACIÓN. GARANTÍAS DEL. De conformidad con 
el texto del artículo 6o. constitucional, el derecho a la información comprende 
las siguientes garantías: 1) el derecho de informar (difundir), 2) el derecho 
de acceso a la información (buscar) y, 3) el derecho a ser informado (recibir). 
Por un lado, el derecho de informar consiste en la posibilidad de que cualquier 
persona pueda exteriorizar o difundir, a través de cualquier medio, la informa-
ción, datos, registros o documentos que posea. En ese sentido, exige que el 
Estado no restrinja ni limite directa o indirectamente el flujo de la informa-
ción (obligaciones negativas), y por otro lado, requiere que el Estado fomente 
las condiciones que propicien un discurso democrático (obligaciones positi-
vas). Por otro lado, el derecho de acceso a la información garantiza que todas 
las personas puedan solicitar información al Estado respecto de los archivos, 
registros, datos y documentos públicos, siempre que sea solicitada por escrito, 
de manera pacífica y respetuosa. Al respecto, exige que el Estado no obstaculice 
ni impida su búsqueda (obligaciones negativas), y por otro lado, requiere que 
establezca los medios e instrumentos idóneos a través de los cuales las per-
sonas puedan solicitar dicha información (obligaciones positivas). Finalmente, 
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el derecho a ser informado garantiza que todos los miembros de la sociedad 
reciban libremente información plural y oportuna que les permita ejercer ple-
namente sus derechos, quedando obligado el Estado a no restringir o limitar 
la recepción de cualquier información (obligaciones negativas) y por otro lado, 
también exige que el Estado informe a las personas sobre aquellas cuestio-
nes que puedan incidir en su vida o en el ejercicio de sus derechos, sin que 
sea necesaria alguna solicitud o requerimiento por parte de los particulares 
(obligaciones positivas).

2a. LXXXV/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2931/2015. Napoleón Gómez Urrutia. 13 de abril de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; se 
aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos; se aparta de algunas con-
sideraciones José Fernando Franco González Salas. Mayoría de tres votos en relación 
con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco 
Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A SER INFORMADO. SUS ALCANCES Y LÍMITES. El dere-
cho a ser informado implica una obligación positiva a cargo del Estado, consis
tente en informar a la sociedad respecto de aquellas cuestiones que puedan 
incidir en su vida o en el ejercicio de sus derechos, sin que sea necesaria 
alguna solicitud o requerimiento por los particulares. No obstante, lo anterior 
no significa que el Estado y sus instituciones deban difundir toda la informa-
ción que posean, ya que la actualización de esta obligación requiere la nece-
saria existencia de un interés público que justifique publicar de oficio cierta 
información. Por tanto, el Estado y sus instituciones están obligados a publi-
car de oficio sólo aquella información relacionada con asuntos de relevancia 
o interés público que pueda trascender a la vida o al ejercicio de los derechos 
de las personas, y que sea necesaria para garantizar el pleno ejercicio del dere
cho a la información en su dimensión colectiva. No obstante lo anterior, el 
Estado puede restringir la publicación de información cuya difusión pueda 
constituir un peligro para la seguridad nacional, el orden público, la salud y 
la moral públicas, así como cuando pueda alterar, afectar o trascender a la 
vida o al ejercicio de los derechos de las personas.

2a. LXXXVI/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2931/2015. Napoleón Gómez Urrutia. 13 de abril de 2016. Una
nimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
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José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; se aparta de 
consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos; se aparta de algunas consideracio-
nes José Fernando Franco González Salas. Mayoría de tres votos en relación con el 
criterio contenido en esta tesis; votó en contra Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: 
Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio 
Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A SER INFORMADO Y DERECHO AL HONOR. ESTÁNDAR 
PARA DETERMINAR SU PREVALENCIA. El derecho a ser informado no 
es absoluto, pues a pesar de que el Estado tiene la obligación de informar a 
la población sobre temas de interés y relevancia pública, también debe proteger 
y garantizar el derecho al honor y la reputación de las personas. No obstante, 
debe considerarse la posición prevalente del derecho a ser informado, por resul
tar esencial para la formación de una opinión pública libre, indispensable 
para el fomento y desarrollo de una verdadera democracia. Por tanto, aquellos 
casos en que el derecho a ser informado pueda entrar en conflicto con el dere
cho al honor o reputación, la decisión de la autoridad sobre la difusión de cierta 
información debe basarse en el cumplimiento de los siguientes requisitos: 
1) La información debe ser de relevancia pública o de interés general. En ese 
sentido, cumple dicho requisito si contiene temas de trascendencia social, o 
bien, versa sobre personas con un impacto público o social. 2) La información 
debe ser veraz, lo cual no exige la demostración de una verdad contundente, 
sino una certera aproximación a la realidad en el momento en que se difunde, 
es decir, la información que emita el Estado, sus instituciones o funcionarios 
debe reflejar una diligente difusión de la verdad, ya sea porque la autoridad 
emisora de la información utilice investigaciones, datos, informes o estadísti-
cas oficiales que sean propios de la autoridad que difunde la información, o 
bien, de otras autoridades, así como por aquellos hechos notorios para la 
sociedad. 3) La información debe ser objetiva e imparcial. En ese sentido, se 
requiere que la información difundida carezca de toda intervención de juicios 
o valoraciones subjetivas que puedan considerarse propias de la libertad de 
expresión y que, por tanto, no tengan por fin informar a la sociedad, sino esta
blecer una postura, opinión o crítica respecto a una persona, grupo o situación 
determinada.

2a. LXXXVII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2931/2015. Napoleón Gómez Urrutia. 13 de abril de 2016. 
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos; se 
aparta de consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos; se aparta de algunas consi
deraciones José Fernando Franco González Salas. Mayoría de tres votos en relación 
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con el criterio contenido en esta tesis; votó en contra Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ausente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco 
Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ORGANIZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL CRÉDITO. EL 
ARTÍCULO 88 DE LA LEY GENERAL RELATIVA VIGENTE EN 2013, 
VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA. 
El precepto referido, al no establecer un límite temporal para que la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores emita la resolución en el procedimiento sanciona
dor por la que determine la imposición de una multa por el incumplimiento o 
la violación a las normas de la propia ley y a las disposiciones que emanen de 
ella, viola los principios de legalidad y seguridad jurídica contenidos en los 
artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
al permitir que la autoridad actúe con arbitrariedad y propiciar que el pro
cedimiento se prolongue indefinidamente, lo que causa incertidumbre jurídica 
al gobernado, aunado a que incluso la propia ley no prevé la figura de la ca
ducidad ni alguna similar que pudiera subsanar el vicio de inconstitucionali-
dad de que adolece.

2a. LXXXVIII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1393/2016. Integradora de Negocios Luna del Collado, S.A. de 
C.V., SOFOM, E.N.R. 10 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Minis-
tros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Eduardo Romero Tagle.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DETERMINACIÓN PRESUNTIVA DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. 
EL ARTÍCULO 39 C DE LA LEY DEL SEGURO SOCIAL QUE LA PREVÉ 
NO VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL DE AUDIENCIA. El artículo 
citado, al facultar al Instituto Mexicano del Seguro Social para determinar pre
suntivamente y fijar en cantidad líquida las cuotas obrero patronales conforme 
a los datos con que cuente, en caso de que el patrón no cubra oportunamente su 
importe o lo haga en forma incorrecta, no viola el derecho fundamental de audien
cia, reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues al ser las cuotas obrero patronales un tipo de contri-
bución y formar parte de la materia impositiva, la audiencia para controvertir 
su monto, no necesariamente debe ser previa al momento de que se liquiden, 
sino que basta con que la ley otorgue a los causantes el derecho a comba
tir sus montos posteriormente, cuando ya se hayan fijado.

2a. LXXXIX/2016 (10a.)
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Amparo directo en revisión 6508/2015. Servicios Integrales de la Confección, S. de R.L. 
de C.V. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: 
Fausto Gorbea Ortiz.

Amparo directo en revisión 321/2016. Servicios Integrales de la Confección, S. de R.L. de 
C.V. 22 de junio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: 
Manuel Poblete Ríos.

Amparo directo en revisión 1173/2016. Servicios Integrales de la Confección, S. de R.L. 
de C.V. 10 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el 
asunto Javier Laynez Potisek. Secretario: Fausto Gorbea Ortiz.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRUEBAS PERICIAL, TESTIMONIAL O DE INSPECCIÓN JUDICIAL. 
EL ARTÍCULO 119 DE LA LEY DE AMPARO, AL DISPONER, COMO 
REGLA GENERAL, QUE EL PLAZO PARA SU OFRECIMIENTO NO PO­
DRÁ AMPLIARSE CON MOTIVO DEL DIFERIMIENTO DE LA AUDIEN­
CIA CONSTITUCIONAL, NO VIOLA EL DERECHO DE ACCESO A LA 
JUSTICIA. Acorde con el precepto citado, el plazo para ofrecer las pruebas 
pericial, testimonial o de inspección judicial no podrá ampliarse con motivo del 
diferimiento de la audiencia constitucional, salvo que se trate de probar o des
virtuar hechos que no hayan podido ser conocidos por las partes con la opor-
tunidad legal suficiente para ofrecerlas, por lo que si la oferente conocía el 
hecho cuya certeza trata de probar o impugnar con anterioridad a la audien-
cia constitucional, entonces tuvo la oportunidad de ejercer su derecho y, al no 
haberlo hecho, opera la preclusión en su perjuicio. Por tanto, el artículo 119 
de la Ley de Amparo no viola el derecho de acceso a la justicia reconocido por 
el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
debido a que esa limitante busca la expeditez del procedimiento de amparo de
rivado de su naturaleza sumaria y se basa en el respeto al derecho de defensa 
de la parte oferente; es decir, el aludido precepto legal no inhibe de manera 
absoluta el derecho del inconforme a ofrecer pruebas en el juicio de amparo, 
sino que únicamente limita su ofrecimiento al plazo que prevé sin posibilidad 
de ampliarlo, excepto en los casos señalados, lo cual, en sí mismo, no vulne
ra derechos humanos; por el contrario, la limitante referida obliga a la autori-
dad jurisdiccional a resolver la controversia dentro de los términos y plazos 
legales.

2a. XC/2016 (10a.)
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Queja 35/2016. AR Patrimonio de Alto Nivel, S.A. de C.V. 1 de junio de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto José Fernando Franco González 
Salas. Secretario: Alfredo Villeda Ayala.

Queja 49/2016. Marco Antonio Adalberto Ramírez Díaz. 1 de junio de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz 
Luna Ramos. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola 
Cerón Fernández.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN XVI, INCISO C), DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO VIGENTE EN 2006 EN RELACIÓN CON LOS PRE­
CEPTOS 43 Y 112 DE LA LEY DE CONCURSOS MERCANTILES NO 
RESTRINGE EL DERECHO DE LOS CONTRIBUYENTES A DEDU­
CIR PÉRDIDAS POR CRÉDITOS INCOBRABLES. De la interpretación 
sistemática de los dispositivos citados se desprende que para que exista no-
toria imposibilidad práctica de cobro a efecto de deducir las pérdidas genera-
das por créditos incobrables, debe constar sentencia que declare al deudor 
en concurso mercantil y que tal deducción podrá realizarse a partir de la fecha 
de la emisión de dicha sentencia, ya que ésta por sí misma es la que acredita 
la figura en cuestión, al ser la prueba idónea. Lo anterior no resulta restrictivo 
ni extingue el derecho de los causantes a deducir pérdidas derivadas de cré-
ditos incobrables, puesto que debe considerarse que existe notoria imposibi-
lidad práctica de cobro a partir de ese momento, y no desde la solicitud de 
declaración de concurso mercantil. El permitirse la deducción desde la men-
cionada solicitud, dejaría de lado la posibilidad de declarar improcedente el 
concurso mercantil o propiciar simulaciones que dieran origen a prácticas de 
elusión o evasión fiscal. Por tanto, tratándose de créditos incobrables deriva-
dos de concurso mercantil o quiebra, los preceptos aludidos son claros en 
indicar cuál es el supuesto –declaración de concurso– que activa el derecho 
a la deducibilidad.

2a. XCI/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 575/2016. Protama, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. SU NÚCLEO 
O CONTENIDO ESENCIAL. En algunas circunstancias, la protección a los 
derechos fundamentales constituye un gran reto para el Estado y sus autori-
dades, máxime respecto de los derechos económicos, sociales y culturales, cuyo 
contenido suele ser indeterminado y circunstancial que no permite determi-
nar los alcances de su protección. Es por ello que, en muchas ocasiones, la 
actividad jurisdiccional tiene la función de determinar el contenido, alcances, 
así como los límites de estos derechos fundamentales, constituyendo una 
función esencial para el desarrollo y el progreso de un verdadero Estado demo
crático. En ese sentido, para determinar los elementos mínimos necesarios 
para exigir un derecho fundamental, es necesario identificar el denominado 
"núcleo o contenido esencial de los derechos fundamentales"; esto es, aquella 
parte del contenido del derecho que es absolutamente necesaria para que los 
intereses jurídicamente protegidos que le dan vida resulten real, concreta y 
efectivamente protegidos. De lo que se concluye que las autoridades desco-
nocen la protección a un derecho fundamental cuando por alguna circuns-
tancia su contenido esencial queda sometido a limitaciones que impiden su 
ejercicio, lo dificultan más allá de lo razonable, o bien, lo despojan de una 
necesaria protección.

2a. XCII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1219/2015. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos y reservó criterio en relación con el tema del derecho 
a la alimentación Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: 
Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. ALCAN­
CES DE SU PROTECCIÓN. Si bien es común considerar erróneamente que 
los derechos económicos, sociales y culturales exigen que los Estados pro
porcionen gratuitamente los servicios necesarios para su ejercicio; sin em-
bargo, el reconocimiento de estos derechos, no implica necesariamente que 
su cumplimiento se dé en términos absolutos, sino que admite matices nece-
sarios en atención a la capacidad de cumplimiento por parte del Estado. De esa 
forma, los Estados cumplen la obligación de garantizar el núcleo esencial de 
los derechos económicos, sociales y culturales al establecer y fomentar las 
condiciones necesarias que permitan su ejercicio, sin que estén obligados a 
proporcionarlos de forma directa o gratuita. Lo anterior es así, pues se espera 
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que las personas puedan satisfacer sus propias necesidades a través de su 
esfuerzo y trabajo.

2a. XCIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1219/2015. Daniel Augusto Durán Cabrera. 18 de mayo de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; se apartó de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos y reservó 
criterio en cuanto al tema del derecho a la alimentación Alberto Pérez Dayán. Ponente: 
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio Martínez Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA ALIMENTACIÓN. ELEMENTOS Y FORMA DE GARAN­
TIZAR SU NÚCLEO ESENCIAL. El núcleo esencial del derecho a la alimen
tación comprende los siguientes elementos: a) la disponibilidad de alimentos; y 
b) la accesibilidad a éstos. En ese sentido, la disponibilidad se refiere a la 
posibilidad que tiene el individuo de alimentarse directamente, o bien, a través 
de los sistemas públicos o privados de distribución, elaboración y comercia-
lización, además de exigir que los alimentos tengan los nutrimentos adecua-
dos para su correcto desarrollo físico y mental. Por otro lado, la accesibilidad 
implica el cumplimiento de los siguientes elementos: i) la accesibilidad eco-
nómica, es decir, que los alimentos estén al alcance de las personas desde el 
punto de vista monetario, en condiciones que les permitan tener una alimen-
tación suficiente y de calidad; y ii) la accesibilidad social, la cual conlleva que 
los alimentos deben estar al alcance de todos los individuos, incluidos quienes 
se encuentren en alguna situación de vulnerabilidad. Así, el núcleo esencial 
del derecho a la alimentación se garantiza cuando todo hombre, mujer, 
adolescente o niño tienen acceso físico y económico, en todo momento, a 
una alimentación adecuada, o bien, a los medios para obtenerla.

2a. XCIV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1219/2015. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos y reservó criterio en relación con este tema Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio Martínez 
Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA ALIMENTACIÓN. GARANTÍAS PARA SU PROTEC­
CIÓN. El derecho a la alimentación exige el establecimiento de tres niveles 
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de protección, de los cuales cabe distinguir entre aquellas medidas de aplica-
ción inmediata y las de cumplimiento progresivo. Las primeras exigen la obser
vancia de las siguientes obligaciones a cargo del Estado: i) la de respetar, la 
cual requiere que los Estados no adopten medidas de ningún tipo que impidan 
o puedan impedir o limitar el acceso a una alimentación adecuada, incluyen-
do el establecimiento de normas que puedan considerarse discriminatorias; 
y ii) la de proteger, que implica la adopción de medidas que impidan que los 
particulares priven a las personas del acceso a una alimentación adecuada. 
Por otro lado, respecto a las medidas de cumplimiento progresivo, éstas con-
llevan el cumplimiento de: iii) la obligación de facilitar, la cual exige al Estado 
promover la creación de programas necesarios a fin de fortalecer el acceso a 
una alimentación adecuada, siempre que su capacidad económica lo permita.

2a. XCV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1219/2015. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos y reservó criterio en relación con este tema Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio Martínez 
Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

DERECHO A LA ALIMENTACIÓN. GARANTÍAS DE PROTECCIÓN A 
FAVOR DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES. Las niñas, niños 
y adolescentes constituyen un grupo especialmente vulnerable ante la falta 
de una alimentación adecuada, al requerir de los elementos nutricionales 
esenciales para lograr un correcto desarrollo físico y mental. No obstante, 
ello no implica que el Estado esté obligado a proveer alimentación gratuita a 
todos los menores de edad, sino que debe promover y, si es posible, estable-
cer las condiciones necesarias para que puedan tener acceso a una alimen-
tación adecuada. En ese sentido, son los padres de los menores, o bien, sus 
tutores, los responsables principales de proporcionarles –dentro de sus posibi-
lidades y medios económicos–, las condiciones de vida necesarias para su 
desarrollo, entre los que debe considerarse el derecho a una alimentación ade-
cuada. De esa forma, corresponde únicamente al Estado fijar las condiciones 
necesarias, a fin de que las personas responsables cumplan con sus obliga-
ciones alimentarias, esenciales para asegurar que los menores tengan un 
completo y correcto desarrollo físico y mental.

2a. XCVI/2016 (10a.)
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Amparo en revisión 1219/2015. 18 de mayo de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita 
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se apartó de algunas consideraciones 
Margarita Beatriz Luna Ramos y reservó criterio en relación con este tema Alberto 
Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Marco Tulio Martínez 
Cosío.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EFECTO DE LA SENTENCIA QUE CON­
CEDE EL AMPARO CONTRA EL ANEXO 24 DE LA RESOLUCIÓN MISCE­
LÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 5 DE ENERO DE 2015. El efecto que debe imprimirse a 
la sentencia que concede el amparo contra el Anexo referido es el de desincor
porar de la esfera jurídica del quejoso la obligación de atender los lineamientos 
técnicos de forma y sintaxis para la generación de archivos XML especifica-
dos por el consorcio w3, establecidos en la página de internet http://www.
w3.org, hasta en tanto el Servicio de Administración Tributaria formule y publique 
en alguno de los medios a su alcance los lineamientos a seguir para la gene
ración de archivos XML en idioma español.

2a. XCVII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y 
Fanuel Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 160/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 698, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
EFECTO DE LA SENTENCIA QUE CONCEDE EL AMPARO CONTRA EL ANEXO 24 DE 
LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2015, PUBLICADO EN EL DIARIO OFI
CIAL DE LA FEDERACIÓN EL 5 DE ENERO DE 2015.", así como en la página 265 de 
este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REVISIÓN ELECTRÓNICA. EFECTO DE LA SENTENCIA QUE CONCEDE 
EL AMPARO CONTRA EL ARTÍCULO 53-B, FRACCIÓN IV, SEGUNDO 
PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VIGENTE HAS­
TA EL 31 DE DICIEMBRE DEL 2015. La concesión del amparo contra la refe-
rida norma debe ser para el efecto de que, en caso de haberse instaurado un 
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procedimiento de revisión electrónica al quejoso durante su vigencia y éste no 
hubiera ejercido su derecho de prueba dentro de los plazos previstos, se tome 
en consideración que esa sola circunstancia no puede dar lugar a exigir el pago 
del monto de la preliquidación a través del procedimiento administrativo de 
ejecución y, por ende, cualquier acto emitido con ese propósito debe decla-
rarse insubsistente. Lo anterior sin perjuicio de que la autoridad hacendaria, 
en ejercicio de sus facultades de comprobación, emita la resolución definitiva 
correspondiente en la que, previa calificación de los hechos u omisiones adver
tidos, determine en cantidad líquida el monto de las contribuciones omitidas, 
dejando a salvo el derecho del quejoso para ofrecer las pruebas que estime 
conducentes en el recurso de revocación a efecto de desvirtuar esos hechos 
u omisiones o, en su caso, el monto de las contribuciones omitidas.

2a. XCVIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. y otras. 6 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votaron con salvedades Margarita Beatriz Luna Ramos, José 
Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega Romero, Oscar Vázquez Moreno y 
Fanuel Martínez López.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 161/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 721, de título y subtítulo: "REVISIÓN ELECTRÓNICA. EFECTO 
DE LA SENTENCIA QUE CONCEDE EL AMPARO CONTRA EL ARTÍCULO 53-B, 
FRACCIÓN IV, SEGUNDO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VI-
GENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DEL 2015.", así como en la página 266 de este 
informe.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA 
QUE OPERE LA CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE COMPROBA­
CIÓN INICIA A PARTIR DE LA FECHA EN QUE EL SUJETO OBLIGA­
DO ENVÍA LA INFORMACIÓN RELEVANTE A LAS AUTORIDADES 
HACENDARIAS A TRAVÉS DE LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS PRE­
VISTOS PARA ESE EFECTO. Del artículo 28, fracciones III y IV, del Código 
Fiscal de la Federación, se advierte la obligación del contribuyente de llevar 
su contabilidad en medios electrónicos y de ingresar mensualmente esa infor
mación a través de la página de Internet del Servicio de Administración Tribu-
taria. Ahora, del artículo 67, fracción II, del aludido código tributario, deriva 
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que uno de los supuestos para que inicie el plazo para que opere la caduci-
dad de las facultades de la autoridades fiscales para determinar las contribu-
ciones o aprovechamientos omitidos y sus accesorios, así como para imponer 
sanciones por infracciones a las disposiciones fiscales es el relativo a la fecha 
en que se presentó o debió presentarse ante aquéllas la información relativa 
al cumplimiento de las obligaciones tributarias. Por ende, de la interpretación 
armónica de las referidas porciones normativas, se concluye que el cómputo 
del plazo para que opere la caducidad de las facultades de comprobación, 
tratándose de la contabilidad electrónica inicia, respecto de cada envío, en la 
fecha en que el sujeto obligado haya presentado, vía electrónica, ante las au
toridades correspondientes, la información considerada como relevante en 
relación con su situación fiscal, en virtud de que es a partir de ese momento 
cuando la autoridad puede llevar a cabo el análisis de la información y, de pre
sentarse el caso, establecer la posible irregularidad en el cumplimiento de las 
obligaciones tributarias del gobernado.

2a. XCIX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 1287/2015. Boehringer Ingelheim Promeco, S.A. de C.V. 6 de julio de 
2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán, votaron con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco 
González Salas y Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: 
Oscar Vázquez Moreno.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia 2a./J. 162/2016 (10a.), publicada el 
viernes 28 de octubre de 2016, a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación 
y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo I, 
octubre de 2016, página 704, de título y subtítulo: "CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. 
EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE LA CADUCIDAD DE LAS FACULTADES 
DE COMPROBACIÓN INICIA A PARTIR DE LA FECHA EN QUE EL SUJETO OBLIGADO 
ENVÍA LA INFORMACIÓN RELEVANTE A LAS AUTORIDADES HACENDARIAS A TRA-
VÉS DE LOS MEDIOS ELECTRÓNICOS PREVISTOS PARA ESE EFECTO.", así como en 
la página 267 de este informe.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de septiembre de 2016 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO JUDICIAL EFECTIVO Y ACCESO A LA JUSTICIA. LOS AR­
TÍCULOS 76 Y 78 DE LA LEY DE AMPARO RESPETAN AQUELLOS 
DERECHOS. Los citados preceptos legales son acordes al texto constitucional 
y al artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por lo 
que respetan los derechos de acceso a la justicia y al recurso judicial efectivo, 
pues se refieren al análisis de fondo conjunto y congruente, una vez supe
rados los requisitos que condicionan la procedencia, ya sea de la acción de 
amparo intentada o la de los recursos respectivos, de los razonamientos efec-
tivamente planteados por las partes, en los que además se deberán corregir 
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los errores en la cita de los preceptos constitucionales y legales que se esti-
man vulnerados; hecho lo cual, si se trata de una disposición de observancia 
general, se declarará su inconstitucionalidad, cuyos efectos podrán extenderse 
a todas aquellas normas y actos cuya validez dependa de la propia norma 
invalidada, los cuales, además, únicamente beneficiarán al quejoso que pro-
movió la acción de amparo; es decir, dichos preceptos únicamente refieren 
previsiones que deberá tomar el juzgador constitucional al analizar el fondo 
de la cuestión efectivamente planteada, una vez superados los presupuestos 
formales o los requisitos que condicionan la procedencia de la acción de 
amparo o del recurso intentado. 

2a. C/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 7/2015. Alianza Regiomontana de Vivienda, S.C. de R.L. de 
C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán; votaron con salvedad José Fernando Franco González Salas y Juan N. 
Silva Meza; reservó criterio Eduardo Medina Mora I. Ausente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu Lizárraga Delgado. 

Esta tesis se publicó el viernes 23 de septiembre de 2016 a las 10:32 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO. DEL RECLAMO A LA JUNTA 
DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE SOBRE SU FALTA DE PUBLICI­
DAD, CORRESPONDE CONOCER A LOS ÓRGANOS JURISDICCIO­
NALES ESPECIALIZADOS EN MATERIA ADMINISTRATIVA. Cuando 
se reclama de una Junta de Conciliación y Arbitraje el incumplimiento a lo 
ordenado por el artículo 391 bis de la Ley Federal del Trabajo, en el sentido de 
hacer pública para consulta de cualquier persona la información de los con-
tratos colectivos de trabajo depositados ante ella y lograr que su texto esté 
disponible vía Internet, corresponde conocer de ese reclamo a los órganos ju
risdiccionales especializados en materia administrativa, porque el citado precepto 
legal tiene como intención lograr la publicidad de los contratos colectivos de 
trabajo, lo cual encuadra en el ámbito administrativo, al tratarse del derecho 
de acceso a la información, aunado a que su finalidad no es resolver contro-
versias entre el patrón y el trabajador, ni esclarecer los datos que deben tes-
tarse, por lo que no se está en el ámbito laboral.

2a. CI/2016 (10a.)

Conflicto competencial 89/2016. Suscitado entre los Tribunales Colegiados Primero en 
Materia de Trabajo y Primero en Materia Administrativa, ambos del Segundo Circuito. 
10 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
DE LA NACIÓN. NO ES SUSCEPTIBLE DE SUJETARSE A CONTROL 
CONSTITUCIONAL. Si bien la institución de la jurisprudencia prevista en 
el décimo párrafo del artículo 94 de la Constitución Federal supone que su apli
cación y vigencia es inmutable hasta en tanto no se sustituya el supuesto 
normativo al que se refiere por uno nuevo, lo cierto es que ello no conlleva 
desconocer la jerarquía existente entre los diversos órganos del Poder Judi
cial de la Federación, que están legitimados para emitir jurisprudencia, en el 
cual la Suprema Corte de Justicia de la Nación se encuentra en la cúspide. 
Bajo este orden, concebida la jurisprudencia como el resultado de la función 
y desempeño de la labor interpretativa y jurisdiccional del Alto Tribunal, sus 
decisiones y sentencias no pueden sujetarse a control constitucional, ya que 
estimar lo contrario implicaría contrariar la naturaleza de sus resoluciones 
como "definitivas e inatacables", lo que resultaría adverso al artículo 61, frac
ción II, de la Ley de Amparo. En este sentido, la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, como máximo órgano de control de la regularidad constitucional y 
convencional de los actos emitidos por las autoridades en el ejercicio de sus 
atribuciones y como garante primordial del texto de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, no es susceptible de sujetarse a control 
constitucional; desconocer lo anterior significaría ejercitar un medio de con-
trol de regularidad sobre otro más, esto es, si a través de un juicio de amparo 
o de un recurso de revisión se plantea la inconstitucionalidad de una jurispru-
dencia emitida por el Alto Tribunal, ello implicaría un contrasentido, ya que con 
el pretexto de analizar su supuesta inconstitucionalidad lo que en realidad se 
pretende es modificar una decisión ejecutoriada, la cual goza además de las 
características de ser definitiva e inatacable. Aunado a lo anterior, permitir 
que los quejosos impugnen la constitucionalidad de un criterio jurisprudencial 
del Máximo Tribunal, implicaría también una violación a los principios de cer-
teza y seguridad jurídica, ya que lejos de dar congruencia y claridad al contenido 
de la Ley de Amparo, se contravendría su mandato, generando una sensación de 
inestabilidad e incertidumbre para los justiciables, pues los órganos jurisdic-
cionales obligados a aplicarla podrían, incluso, desconocer su contenido ante 
la inexistencia de una resolución definitiva e inatacable, circunstancia que 
además fue definida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
en la jurisprudencia P./J. 64/2014 (10a.) (*), en el sentido de que la jurispru

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia P./J. 64/2014 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 12 de diciembre de 2014 a las 9:35 horas y en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 13, Tomo I, diciembre de 2014, página 8, 
con el título y subtítulo: "JURISPRUDENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. 
NO ES SUSCEPTIBLE DE SOMETERSE A CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y/O CONVEN
CIONALIDAD EX OFFICIO POR ÓRGANOS JURISDICCIONALES DE MENOR JERARQUÍA."
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dencia que emita no es susceptible de someterse a control de constituciona
lidad y/o convencionalidad ex officio, por órganos jurisdiccionales de menor 
jerarquía. Por tanto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación deberá poten-
cializar la aplicación de la interpretación más favorable a las personas, sin que 
ello signifique el desconocimiento de sus atribuciones como máximo intér
prete del texto constitucional, ni de las reglas de admisibilidad o de proceden
cia del juicio de amparo y de los recursos respectivos.

2a. CII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 7/2015. Alianza Regiomontana de Vivienda, S.C. de R.L. de 
C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu 
Lizárraga Delgado. 

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JURISPRUDENCIA EMITIDA POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTI­
CIA DE LA NACIÓN. LA IMPOSIBILIDAD DE IMPUGNARLA A TRA­
VÉS DEL RECURSO DE REVISIÓN RESULTA ACORDE CON EL 
TEXTO CONSTITUCIONAL (CONSTITUCIONALIDAD DEL ARTÍCU­
LO 81, FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO). La jurisprudencia es una 
institución de carácter dinámico, lo que significa que debe ajustarse al con-
texto jurídico, social, político y económico, siendo esta la razón por la que se 
prevé un sistema en los artículos 228 a 230 de la Ley de Amparo para que 
pueda interrumpirse, modificarse e incluso sustituirse. Sin embargo, la posi-
bilidad de analizar la constitucionalidad de la jurisprudencia emitida por la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación a través del recurso de revisión, im-
plicaría estudiar la legalidad de la o las resoluciones que la originaron, lo que 
no es jurídicamente posible, pues las sentencias del Alto Tribunal son defini-
tivas e inatacables, sin que ello signifique la imposibilidad de modificar o re-
vocar algún criterio jurisprudencial que eventualmente pudiera no ser acorde 
con el marco regulatorio de alguna situación jurídica actual y concreta, ya 
que el legislador ha establecido un sistema que permite modificar o incluso 
sustituir dicho criterio por uno nuevo, atendiendo al "dinamismo" que carac-
teriza a la jurisprudencia, observando, por supuesto al momento de modifi-
carla o sustituirla, la interpretación que le resulte más favorable a la persona, 
sin llegar a desconocer las restricciones constitucionales expresas en el texto de 
la Carta Fundamental. Por tanto, el artículo 81, fracción II, de la Ley de Amparo 
es acorde con el texto constitucional, pues el hecho de que no permita a las per
sonas impugnar el texto de alguna jurisprudencia a través del recurso de 
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revisión que, a su parecer, resulte inconstitucional o inconvencional, obedece a 
que las resoluciones de la Suprema Corte de Justicia de la Nación son defini-
tivas e inatacables, pues lo contrario implicaría aplicar un control constitucional 
sobre otro previo, circunstancia que es inadmisible, pues se atentaría contra 
los principios de seguridad y certeza jurídica.

2a. CIII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 7/2015. Alianza Regiomontana de Vivienda, S.C. de R.L. de 
C.V. 12 de agosto de 2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo 
Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas y Alberto 
Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González Salas. Ausente: 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jannu 
Lizárraga Delgado. 

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RENTA. EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN XVI, INCISO C), DE LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO VIGENTE EN 2006, NO ES INCONSTITUCIO­
NAL POR EL HECHO DE QUE SE APLIQUE EN MOMENTOS DISTINTOS 
EN ATENCIÓN A CADA PROCEDIMIENTO CONCURSAL PARA EFEC­
TOS DE LA DEDUCCIÓN DE PÉRDIDAS POR CRÉDITOS INCOBRA­
BLES. La ley tiene por característica ser general, abstracta e impersonal, es 
decir, prevé hipótesis en abstracto que tratan de manera igual a quienes ten
gan o se encuentren en igualdad de circunstancias. Ahora, de la porción nor-
mativa citada se tiene que para deducir pérdidas por créditos incobrables 
debe comprobarse la notoria imposibilidad práctica de cobro, la cual surgirá 
si el deudor ha sido declarado en concurso mercantil, lo que se traduce en que 
para que dicha deducción proceda debe acreditarse la existencia de la sen-
tencia declaratoria de concurso. En ese sentido, el hecho de que el artículo 
31, fracción XVI, inciso c), de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en 2006 
se aplique en momentos distintos según el caso, no significa que sea incons-
titucional, pues el que unos obtengan sentencia de concurso mercantil en el 
mismo año en que se presentó la demanda y otros no, deriva del momento 
en que se iniciaron los procedimientos concursales y de su desarrollo, máxime 
que la fecha en que se emita la sentencia de concurso es la que activa el dere
cho a deducir las pérdidas de que se trata, por lo que no restringe ese derecho.

2a. CIV/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 575/2016. Protama, S.A. de C.V. 6 de julio de 2016. Cinco votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier 
Laynez Potisek. Secretario: Octavio Joel Flores Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 7 de octubre de 2016 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN X, INCISO D), DEL CÓDI­
GO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE QUEDARÁN 
SIN EFECTOS AUN SIN QUE LAS AUTORIDADES FISCALES EJER­
ZAN SUS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, NO VIOLA EL PRIN­
CIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA. El citado precepto, al establecer que 
los certificados emitidos por el Servicio referido quedarán sin efectos cuando las 
autoridades fiscales, aun sin ejercer sus facultades de comprobación, detecten 
la existencia de una o más infracciones de las previstas en los artículos 79, 
81 y 83 del Código Fiscal de la Federación, no viola el principio de seguridad 
jurídica, ya que el gobernado sabe a qué atenerse cuando la autoridad fiscal 
ejerce sus facultades de gestión tributaria para detectar infracciones en cualquie-
ra de los supuestos contenidos en los numerales invocados, lo que constituye 
el parámetro mínimo para que se salvaguarde el derecho a la seguridad jurídica. 
Además, lo dispuesto en el artículo 17-H, fracción X, inciso d), aludido no im
plica que la autoridad fiscal pueda cancelar unilateralmente los certificados 
de sello digital, pues para ese efecto, ejerce sus facultades de gestión tributa-
ria y, de esta forma, descubre y se percata de alguna infracción, sin perjuicio 
de que el ejercicio de dichas facultades se encuentre sujeto a control jurisdic-
cional a posteriori.

2a. CV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. y otra. 13 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN X, INCISO D), DEL CÓDI­
GO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE QUEDARÁN 
SIN EFECTOS AUN SIN QUE LAS AUTORIDADES FISCALES EJER­
ZAN SUS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, NO GENERA INSEGU­
RIDAD JURÍDICA NI PROVOCA INDEFENSIÓN EN LOS GOBERNADOS 
POR NO FIJAR SANCIÓN EN CASO DE QUE NO SE EMITA RESOLU­
CIÓN EN EL PLAZO DE 3 DÍAS EN EL PROCEDIMIENTO SUMARIO 
QUE PREVÉ. El precepto referido no es una norma jurídica imperfecta por 
no fijar sanción en el caso de que no se emita resolución en el plazo de 3 días en 
el procedimiento sumario que se establece para desvirtuar o subsanar las 
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irregularidades detectadas por la autoridad fiscal para dejar sin efectos los cer
tificados que emitió. Ello, porque conforme al artículo 51, fracción II, de la Ley 
Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, dentro de las causales 
por la cuales el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa puede de-
clarar ilegal un acto o resolución de su competencia, se encuentra la relativa 
a la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, a condición de 
que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido del acto o 
resolución combatido, incluso la ausencia de fundamentación y motivación. 
Por lo cual, la omisión de emitir la resolución en el plazo señalado, no implica 
que se genere inseguridad jurídica ni que se provoque indefensión en el gober
nado, ya que ese proceder se sanciona con la nulidad de la resolución que, en su 
caso, se emita fuera del plazo citado, pues al tratarse de un acto no dictado 
en el lapso establecido legalmente al efecto, implica la omisión de un requisito 
legal y conlleva que se dicte una sentencia de nulidad para efectos, acorde 
con el artículo 52, fracción IV, de la ley indicada.

2a. CVI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. y otra. 13 de 
julio de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez 
Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de octubre de 2016 a las 10:38 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA ILICITUD DEL 
ACTO ADMINISTRATIVO NO CONFIGURA, EN SÍ MISMA, LA ACTI­
VIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. De acuerdo con la tesis 2a. V/2015 
(10a.) (*) sostenida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, la nulidad del acto administrativo no presupone, por sí misma, el derecho 
a la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, pues el legis-
lador estableció un procedimiento específico para ello, establece los lineamien
tos y bases adjetivas que deben respetarse en aras de determinar si ha lugar 
al pago de daños y perjuicios al particular, precisamente, por esa actividad 
lesiva, el cual debe sustanciarse, pues de lo contrario, se correría el riesgo de 

Nota: (*) La tesis aislada 2a. V/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de 
la Federación del viernes 13 de febrero de 2015 a las 9:00 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación, Décima Época, Libro 15, Tomo II, febrero de 2015, página 1772, con el título y 
subtítulo: "RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. LA NULIDAD DEL ACTO IMPUG-
NADO DECRETADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO NO IMPLICA, NECESARIA-
MENTE, UNA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL ENTE ESTATAL."
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transgredir indebidamente el equilibrio presupuestario que se pretende con-
servar mediante el sistema de responsabilidad patrimonial estatal. Como se 
advierte de lo anterior, la determinación jurisdiccional de la ilegalidad del 
acto administrativo no se traduce, en sí y por sí misma, en la acreditación de 
la actividad administrativa irregular, sino que únicamente sirve de base para 
sustentar la reclamación que los gobernados interpongan por la responsabi-
lidad patrimonial del Estado. En ese sentido, resulta válido aseverar que toda 
actividad administrativa irregular se traduce en un acto ilícito, mas no todo acto 
declarado ilícito constituye una actividad administrativa irregular; en tanto que 
la actualización de ésta tiene sus propias reglas adjetivas y sustantivas que son 
inherentes al sistema de responsabilidad patrimonial del Estado. Máxime que, 
de la exposición de motivos de la Ley Federal de Responsabilidad Patrimonial del 
Estado, se desprende que la actividad administrativa irregular debe concebirse 
como aquella que se genera excepcionalmente, y que la "irregularidad" de 
la conducta no debe vincularse con su "ilicitud", pues no son vocablos equi-
parables tratándose de la responsabilidad patrimonial del Estado, en tanto ésta 
se proyecta a la responsabilidad objetiva y directa del Estado mexicano de 
reparar los daños ocasionados por los particulares y que no tengan la obliga-
ción jurídica de soportar, conforme a las bases y lineamientos instituidos en 
la propia responsabilidad patrimonial del Estado.

2a. CVII/2016 (10a.)

Amparo directo 6/2016. Manuel Luna Pérez y otro. 7 de septiembre de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó contra consi-
deraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Impedido: Javier Laynez Potisek. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL HECHO DE QUE 
DIVERSAS PRUEBAS RECABADAS POR EL MINISTERIO PÚBLICO 
SE HAYAN DECLARADO ILÍCITAS POR EL ÓRGANO JUDICIAL, NO SE 
TRADUCE EN UNA ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR. Los 
hechos generadores de la responsabilidad patrimonial del Estado son, precisa
mente, los que derivan de las actividades administrativas vinculadas de manera 
directa, clara y fehaciente con la generación del daño a los particulares. Por 
tanto, el hecho de que en sede jurisdiccional se considere que diversas prue-
bas recabadas por el Ministerio Público de la Federación incumplen con los 
requisitos técnico-jurídicos para su apreciación en el proceso penal y, por ende, 
que no son dables de analizar por el tribunal responsable, no conlleva al pago 
de una indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, pues en esos 
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casos no se está ante la actualización de una responsabilidad objetiva, esto 
es, que se haya actualizado una vinculación directa entre la lesividad recla-
mada y su hecho generador, al tratarse de la justipreciación por parte de un 
órgano judicial respecto al cumplimiento de diversas formalidades del proceso. 
Lo anterior no implica que los agentes del Ministerio Público no puedan ser 
sujetos de responsabilidad penal o administrativa, o que deba eximírseles de la 
reparación del daño en otras vías, sino únicamente significa que la declaratoria 
de ilicitud de pruebas por incumplimentarse diversos criterios formales, no 
se traduce en un daño que pueda resarcirse mediante la responsabilidad patri
monial del Estado, ya que su diseño institucional está proyectado a indemnizar 
las actuaciones estatales que configuren una responsabilidad del tipo objetivo 
lo que, como se ha expuesto, no acontece en esos casos.

2a. CVIII/2016 (10a.)

Amparo directo 6/2016. Manuel Luna Pérez y otro. 7 de septiembre de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Impedido: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL DAÑO RECLA­
MADO POR EL PARTICULAR DERIVADO DE LA PRIVACIÓN DE SU 
LIBERTAD ESTÁ FUERA DEL ÁMBITO DE AQUEL SISTEMA, AL RELA­
CIONARSE CON FUNCIONES ESTATALES MATERIALMENTE JURIS­
DICCIONALES. La privación de la libertad no es un acto que competa a la 
autoridad administrativa, sino a la jurisdiccional, quien cuenta con las facul-
tades de emitir, precisamente, las resoluciones que incidan en la libertad de los 
indiciados, ya sea mediante la orden de aprehensión, el auto de formal prisión 
o por sentencia definitiva que los condene a la privación de su libertad por la 
comisión de delitos. En efecto, el artículo 195 del Código Federal de Proce
dimientos Penales señala que cuando estén reunidos los requisitos del artículo 
16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el tribunal librará 
orden de aprehensión, reaprehensión o comparecencia, según el caso, con-
tra el inculpado, a pedimento del Ministerio Público, la cual deberá contener 
una relación sucinta de los hechos que la motiven, sus fundamentos legales y 
la clasificación provisional que se haga de los hechos delictuosos.  Por otra 
parte, el artículo 163 del ordenamiento referido faculta a la autoridad judicial a 
dictar el auto de formal prisión por el delito que realmente aparezca compro-
bado, siempre que tome en cuenta sólo los hechos materia de la consignación. 
Es decir, es al juzgador a quien compete, atendiendo a las actuaciones de la 
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averiguación previa y a los hechos que de ellas se deriven, determinar la situa
ción jurídica del inculpado. Finalmente, por lo que hace a la sentencia conde-
natoria que tenga como pena la privación de la libertad, el juzgador tiene la 
obligación de plasmar mediante una sólida argumentación las razones por 
las cuales se corrobora fehacientemente que en los hechos existió una con-
ducta típica, antijurídica y culpable imputada al sentenciado; determinación 
jurisdiccional que sólo puede ser producto de un proceso donde la vigencia 
del derecho a la defensa adecuada permita refutar las pruebas aportadas por 
las partes. En esa tesitura, resulta inconcuso que el daño reclamado por el 
particular consistente en la privación de su libertad es una resolución estric-
tamente jurisdiccional y, por ende, la lesividad que en todo caso derivó de la orden 
de aprehensión y del auto de formal prisión dictados dentro de la causa penal 
son determinaciones que se encuentran fuera del ámbito del sistema de res-
ponsabilidad patrimonial del Estado, al relacionarse con funciones material
mente jurisdiccionales.

2a. CIX/2016 (10a.)

Amparo directo 6/2016. Manuel Luna Pérez y otro. 7 de septiembre de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Impedido: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA IRREGULAR DEL MINISTERIO PÚ­
BLICO DE LA FEDERACIÓN. NO LA CONSTITUYE EL HECHO DE QUE 
EL ÓRGANO JUDICIAL EMITA UNA SENTENCIA ABSOLUTORIA EN LA 
CAUSA PENAL. La función "regular" del Ministerio Público de la Federación 
durante la averiguación previa consiste en realizar "las diligencias necesa
rias para la acreditación del cuerpo del delito y la probable responsabilidad 
del indiciado" a efecto de estar en aptitud de ejercer la acción penal; en esa 
tesitura, la realización de esas diligencias, debe considerarse dentro de las 
facultades constitucionales y legales que norman su actuar por lo que, con 
independencia de las determinaciones que lleguen a emitir los Jueces Fede-
rales respecto de la inocencia o culpabilidad de los procesados, no podría 
atribuírsele el carácter de actividad administrativa "irregular" o "anormal", 
pues basta con que haya cumplido con la carga investigatoria necesaria para 
considerar satisfecha la existencia del cuerpo del delito y la probable respon-
sabilidad penal. En efecto, con independencia de que en la sentencia defini
tiva se declare la inocencia de los indiciados, ello no conlleva, en sí y por sí 
mismo, la demostración jurídica de que las actuaciones realizadas durante la 



402 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

averiguación previa resultan irregulares, pues en esa etapa pre-procesal, bas-
ta con que los indicios sean suficientes para sustentar el estándar de "proba-
ble" responsabilidad en la comisión de los hechos delictivos y del cuerpo del 
delito. Estimar lo contrario implicaría que el solo hecho de que los Jueces 
emitan una sentencia absolutoria, obligaría a que en el procedimiento de 
responsabilidad patrimonial del Estado siempre deba otorgarse una indemni-
zación por la actividad administrativa irregular, a pesar de que el Ministerio 
Público de la Federación hubiese cumplido con sus funciones constituciona-
les y legales de argumentar sólidamente –con base en los indicios recabados 
y las diligencias investigadoras realizadas– las razones por las que en la causa 
en cuestión se advirtió la existencia del conjunto de los elementos objetivos 
o externos que constituyen la materialidad del hecho delictivo y la probable 
responsabilidad en su comisión.

2a. CX/2016 (10a.)

Amparo directo 6/2016. Manuel Luna Pérez y otro. 7 de septiembre de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco Gon
zález Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad 
Margarita Beatriz Luna Ramos. Impedido: Javier Laynez Potisek. Ponente: Alberto 
Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL DISTRITO FEDERAL. EL 
ARTÍCULO 15, FRACCIÓN II, DEL REGLAMENTO DE LA LEY RELATI­
VA VIOLA LOS DERECHOS HUMANOS DE ACCESO A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA Y AL DEBIDO PROCESO. El precepto re-
ferido, al establecer que las reclamaciones de indemnización de responsabi-
lidad patrimonial se desecharán por notoriamente improcedentes cuando la 
"solicitud verse respecto de actos que no sean considerados como actividad 
administrativa irregular por las disposiciones jurídicas y administrativas", viola 
el derecho humano de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, pues consti-
tuye un entorpecimiento indebido a la reclamación por responsabilidad pa-
trimonial que frustra el debido acceso al derecho constitucional a obtener 
una reparación por los daños generados por la actividad administrativa irre-
gular del Estado, ya que la regularidad del actuar administrativo es un punto 
jurídico que compete ineludiblemente al estudio del fondo de la reclamación, 
en tanto que es menester que se analicen las pretensiones del particular, así 
como las excepciones y defensas del ente estatal a quien se reputa la lesivi-
dad respectiva, por lo que no se justifica que, mediante un estudio preliminar 
sobre la posible irregularidad del actuar administrativo, se decrete el dese
chamiento de plano de dicho medio de defensa. La anterior circunstancia 
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también impacta en el derecho humano al debido proceso, toda vez que el 
examen que realiza el ente público estatal presuntamente responsable o la Con
traloría General de la Ciudad de México –a quienes compete conocer de las 
reclamaciones en esa entidad federativa–, sobre la regularidad de la actividad 
administrativa, se efectúa sin que se desahogue previamente el procedimiento 
y se tomen en cuenta los alegatos y pruebas que ofrezcan las partes, impidiendo 
que se emita una decisión debidamente informada acerca de la regularidad 
del actuar administrativo.

2a. CXI/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2342/2016. Ángel Ulises Peralta Guzmán. 31 de agosto de 
2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; reservó 
criterio José Fernando Franco González Salas en el sentido de que debía estudiarse 
la constitucionalidad del artículo 7 del Reglamento reclamado. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel 
Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PRECEDENTES JURISDICCIONALES. PARA DETERMINAR SU APLI­
CACIÓN Y ALCANCE, DEBE ATENDERSE A SU RAZÓN DECISORIA. 
Para determinar la correcta aplicación y alcance de los precedentes jurisdic-
cionales, es necesario diferenciar entre las razones propiamente decisorias 
del asunto y las que son utilizadas únicamente para complementar la reso-
lución jurisdiccional secundaria. Así, la razón decisoria puede entenderse 
como la enunciación de la argumentación con base en la cual el problema 
jurídico ha sido realmente resuelto, esto es, aquellas partes de la opinión juris-
diccional conforme a las cuales se da propiamente respuesta a la controver-
sia legal planteada por las partes y que, por ende, constituyen los argumentos 
jurídico-racionales conforme a los cuales deben fallarse los casos subsi-
guientes que resulten iguales o con similaridades sustanciales; es decir, la 
consideración principal es el principio jurídico propuesto por el Juez como 
base de su decisión. Aunado a las referidas consideraciones, a menudo se 
presenta otro tipo de razonamientos en los fallos jurisdiccionales que, si bien 
se relacionan con la decisión principal o esencial, resultan simplemente acce-
sorios o auxiliares a ésta, en tanto que su naturaleza o finalidad consiste 
únicamente en complementar esa decisión, ya sea porque la ejemplifican o 
corroboran, o bien, introducen algún tema jurídico que abunda en lo ya re-
suelto, es decir, son razones que se dan a mayor abundamiento y, por ende, 
al ser argumentos incidentales o colaterales a las razones que sustentan el 
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sentido del fallo, no deben constituir el fundamento esencial del operador 
jurídico para determinar la aplicación y el alcance del precedente jurisdiccional.

2a. CXII/2016 (10a.)

Solicitud de ejercicio de la facultad de atracción 454/2015. Séptimo Tribunal Colegiado 
en Materia Administrativa del Primer Circuito. 17 de febrero de 2016. Mayoría de tres 
votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán. Disidentes: Eduardo Medina Mora I. y José Fernando Franco González 
Salas. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CERTIFICADOS EMITIDOS POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN 
TRIBUTARIA. EL ARTÍCULO 17-H, FRACCIÓN X, INCISO D), DEL 
CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, AL ESTABLECER QUE QUE­
DARÁN SIN EFECTOS AUN SIN QUE LAS AUTORIDADES FISCALES 
EJERZAN SUS FACULTADES DE COMPROBACIÓN, NO TRANSGRE­
DE EL TEST DE PROPORCIONALIDAD. El precepto citado, al establecer 
que los certificados emitidos por el Servicio referido quedarán sin efectos 
cuando las autoridades fiscales, aun sin ejercer sus facultades de comproba-
ción, detecten la existencia de una o más infracciones de las previstas en los 
artículos 79, 81 y 83 del Código Fiscal de la Federación, no transgrede el test 
de proporcionalidad, en atención a que su finalidad es constitucionalmente 
válida y objetiva, en virtud de que con su implementación el legislador buscó 
combatir el fraude fiscal por parte de los contribuyentes, finalidad inmediata 
que encuentra asidero en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, ya que la finalidad mediata pretendida es 
que se cumpla con la obligación de contribuir a los gastos públicos por quie-
nes estén llamados a satisfacerla. Asimismo, es un medio idóneo, apto y 
adecuado, toda vez que se implementó un sistema mediante el cual el contri-
buyente sabe a qué atenerse cuando la autoridad ejerce sus facultades de 
gestión tributaria, previendo además un procedimiento sumario para desvir-
tuar las irregularidades detectadas y que motivaron dejar sin efectos el certi-
ficado; además, la necesidad de la medida se satisface, porque atendiendo 
al fin inmediato que persigue, es un hecho notorio y evidente que las autori-
dades legislativas y ejecutivas del Estado Mexicano se encuentran obligadas 
a combatir el fraude fiscal. Finalmente, es proporcional porque atendiendo a 
las ventajas y desventajas que produce la medida legislativa implementada, se 
advierte dentro de las primeras que permite hacer efectivo el cumplimiento 
de la obligación de contribuir a los gastos públicos al permitir a la autoridad 
fiscal ejercer sus facultades de gestión tributaria en aras de detectar las infrac-
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ciones en las que incurran los contribuyentes que pretendan defraudar al 
fisco federal, con lo cual se genera una situación de igualdad real y no sólo 
formal, pues en esa medida todos contribuirán al gasto público.

2a. CXIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. y otra. 13 de julio 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto 
Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el viernes 11 de noviembre de 2016 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ACTOS MATERIALMENTE ADMINISTRATIVOS. EL ARTÍCULO 124, 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO SE REFIERE A LOS QUE 
SON EMITIDOS DE FORMA UNILATERAL POR UN ÓRGANO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA (EN LOS QUE NO TIENE INTERVENCIÓN 
EL GOBERNADO Y, POR TANTO, SON DISCRECIONALES). El apartado 
del precepto citado no debe entenderse referido a cualquier tipo de asunto, 
sino sólo respecto de actos materialmente administrativos, por corresponder 
precisamente a la naturaleza de la acción, es decir, porque configuran la volun
tad unilateral y concreta emitida por la autoridad administrativa, cuyos efectos 
son directos e inmediatos. Lo anterior, si se toma en consideración que cual-
quier acto administrativo diferente de los anunciados, que recae a una solicitud 
de parte interesada, o bien, al ejercicio de un derecho de acceso a la informa-
ción, de acceso a la justicia y de audiencia y defensa, por citar algunos ejem-
plos, invariablemente –de considerar que contiene un vicio que lo torna 
inconstitucional– debe subsanarse (a través de un nuevo acto) en la parte que 
corresponde a la afectación del derecho relativo, pues de lo contrario no se 
atendería la violación alegada, bajo el argumento de que la autoridad respon-
sable, al rendir su informe de ley, no complementó la fundamentación y moti-
vación del acto reclamado y que, por tanto, existe "un impedimento para 
reiterarlo", lo cual no es acorde con los objetivos del juicio de amparo, como lo 
es el restituir al gobernado en el pleno goce del derecho violado y obligar a 
la autoridad responsable a que lo respete.

2a. CXIV/2016 (10a.)

Queja 6/2016. Roberto Rodríguez Garza y otra. 17 de agosto de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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ACTOS MATERIALMENTE ADMINISTRATIVOS. EL ARTÍCULO 117, 
ÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY DE AMPARO QUE PREVÉ EL PROCE­
DIMIENTO PARA QUE LA AUTORIDAD RESPONSABLE COMPLE­
MENTE EL ACTO RECLAMADO EN EL INFORME JUSTIFICADO EN 
EL CASO AHÍ PREVISTO, NO ES CONTRARIO A LOS DERECHOS 
HUMANOS A LA LEGALIDAD Y A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Al seña-
lar el precepto citado que tratándose de actos materialmente administrativos 
a los que se atribuya la ausencia o insuficiencia de fundamentación y motiva-
ción, por excepción, la autoridad debe complementar dichos aspectos, también 
dispuso las medidas instrumentales necesarias para no generar un desequi-
librio procesal o indefensión, particularmente para la quejosa, pues impone 
el deber de que se le dé a conocer el contenido del informe que complemente el 
acto en sus aspectos formales, se le conceda un plazo razonable para que 
formule la ampliación de la demanda, se corra traslado a las demás partes, y 
que con todo y la complementación del acto por parte de la autoridad, preva-
lezca la excepción al principio de definitividad aplicable a actos administrati-
vos carentes de fundamentación, además de impedir que la excepción aludida 
dé lugar a la improcedencia del juicio. Esto es así, pues su alcance se encuen
tra claramente acotado en relación con los juicios de amparo en que se recla-
man actos materialmente administrativos, caso en el cual las autoridades, 
como excepción, deberán complementar en el curso del procedimiento de 
amparo los aspectos relativos a la fundamentación y motivación del acto recla
mado en su informe justificado, lo que en sí mismo no es inconstitucional, pues 
no se permite la existencia de actos carentes de fundamento legal y motivos de 
hecho adecuados a la norma, sino en todo caso, se exige que esos aspectos 
queden acreditados en el curso del procedimiento e innegablemente si esto no 
ocurre, sobrevendrá la declaración de inconstitucionalidad del acto, la cual 
se basará en la consideración de que se trata de un vicio de fondo (y no de 
mera forma), que impide a la autoridad reiterarlo, lo que revela, aún más, la 
intención del legislador de lograr una solución de fondo y final a la controversia. 
De ahí que el artículo 117, párrafo final, de la Ley de Amparo no es contrario 
a los derechos humanos a la legalidad y a la seguridad jurídica reconocidos 
en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi
canos, ya que lejos de permitir la existencia de actos que no consten por escrito 
y no se encuentren fundados y motivados asegura, previo al dictado de la sen
tencia, que el acto reclamado cumpla con esos requisitos, considerados garan
tías instrumentales del derecho a la seguridad jurídica.

2a. CXV/2016 (10a.)
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Queja 6/2016. Roberto Rodríguez Garza y otra. 17 de agosto de 2016. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

CONTABILIDAD ELECTRÓNICA. EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLI­
GACIONES CONTENIDAS EN EL ARTÍCULO 28, FRACCIONES III Y 
IV, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, NO IMPLICA DESATEN­
DER EL SECRETO FINANCIERO O BANCARIO, POR LO QUE, AL NO 
EXISTIR ANTINOMIA, AQUÉL NO VIOLA EL DERECHO A LA SEGURI­
DAD JURÍDICA (DECRETO DE REFORMAS PUBLICADO EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9 DE DICIEMBRE DE 2013). El cum
plimiento de las obligaciones previstas en el precepto mencionado, consisten
tes en llevar contabilidad en medios electrónicos e ingresarla mensualmente 
a través de la página de Internet del Servicio de Administración Tributaria, no 
puede significar que las instituciones del sistema financiero divulguen o reve-
len la información financiera de sus clientes o cuentahabientes, porque en 
todo caso ésta se remite a la autoridad hacendaria en ese riguroso concepto, 
esto es, como parte de su contabilidad electrónica, sin implicar que con ese 
proceder se hace del conocimiento de terceros no autorizados. En tal sentido, 
el cumplimiento de las obligaciones señaladas en materia de contabilidad elec
trónica no conlleva que las instituciones financieras desatiendan el deber de 
secrecía que les impone la normativa correspondiente, por lo que, al no produ
cirse antinomia con las disposiciones que les obligan a guardarla, no se viola 
el derecho a la seguridad jurídica reconocido en el artículo 16 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. CXVI/2016 (10a.)

Amparo en revisión 826/2016. Banco J.P. Morgan, S.A., Institución de Banca Múltiple, 
J.P. Morgan Grupo Financiero y otras. 5 de octubre de 2016. Cinco votos de los Minis-
tros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votaron con salveda
des Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas y Javier 
Laynez Potisek. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretarios: Georgina Laso de la Vega 
Romero, Oscar Vázquez Moreno y Fanuel Martínez López.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE INCONFORMIDAD EN AMPARO DIRECTO. LOS TRI­
BUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO DEBEN INFORMAR A LA 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN SOBRE LA EXIS­
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TENCIA DE UN JUICIO DE AMPARO DIRECTO CUYO ACTO RE­
CLAMADO SEA LA SENTENCIA DICTADA EN CUMPLIMIENTO. Con 
el propósito de preservar la seguridad jurídica y evitar el dictado de sentencias 
contradictorias, los Tribunales Colegiados de Circuito ante los que se inter-
ponga un recurso de inconformidad, al remitirlo a la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, deben informar sobre la existencia en su índice de un juicio de 
amparo directo que haya sido resuelto o esté pendiente de resolver, cuyo acto 
reclamado sea la sentencia dictada en cumplimiento que es materia de aná-
lisis en el recurso de inconformidad; y si el juicio de amparo está pendiente 
de resolver, el Tribunal Colegiado de Circuito debe suspender el dictado de la 
sentencia respectiva hasta que dicho recurso se resuelva.

2a. CXVII/2016 (10a.)

Recurso de inconformidad 1584/2015. Raúl Magdaleno Hernández Nogales. 22 de junio 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Josefina Cortés Campos.

Esta tesis se publicó el viernes 25 de noviembre de 2016 a las 10:36 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

JURISPRUDENCIA TEMÁTICA. LOS ARTÍCULOS 94 DE LA CONSTI­
TUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y 215 
AL 226 DE LA LEY DE AMPARO NO LA PROHÍBEN. La jurisprudencia 
es temática cuando se advierte que el tema interpretado es previsible que esté 
presente en otras disposiciones estatales o federales diversas, por lo cual, en 
acatamiento al artículo 17, párrafo segundo, de la Constitución Federal, es 
conveniente que para brindar seguridad jurídica en forma inmediata al resto 
del orden jurídico, se genere un criterio que abarque el mayor número de casos 
que en un futuro se presenten, tomando en cuenta, además, que los artícu
los 94, párrafo décimo, constitucional y 215 al 226 de la Ley de Amparo, no 
prohíben la emisión de criterios de mayor cobertura respecto de los casos 
que los originaron.

2a. CXVIII/2016 (10a.)

Contradicción de tesis 174/2016. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado 
del Décimo Octavo Circuito, actual Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 
Décimo Octavo Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxi
liar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 5 de octubre de 
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disi-
dente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: 
Teresa Sánchez Medellín.
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Nota: Esta tesis no constituye jurisprudencia pues no resuelve el tema de fondo que se 
resolvió en la contradicción de tesis de la cual deriva.

Esta tesis se publicó el viernes 18 de noviembre de 2016 a las 10:29 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE NUEVO LEÓN. LA CLÁUSULA 153 
DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO QUE REGÍA EN ESA INS­
TITUCIÓN EN 2012 NO TRANSGREDE EL DERECHO A LA IGUALDAD 
Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. En la referida cláusula, la Universidad indi-
cada acordó con el Sindicato de Trabajadores de esa Institución el derecho 
extralegal a la jubilación, para cuyo goce basta que el trabajador de base cum
pla 30 años de servicio y haya aportado al fondo de pensiones y jubilaciones, 
caso en el cual el pago de la pensión consistirá en el 100% de su sueldo y 
prestaciones que otorga el contrato colectivo. Asimismo, en su segundo pá-
rrafo señala que los trabajadores menores de 65 años de edad y con 30 años 
de servicio podrán continuar laborando hasta esa edad, y por cada año de tra
bajo después de los 30 recibirán un 2% más de su sueldo en la pensión de 
jubilación. Ahora, si bien esa cláusula establece la edad de 65 años como límite 
para otorgar el incremento a la pensión previsto en su segundo párrafo, esa 
estipulación resulta acorde y razonable a los fines del sistema de jubilación 
adoptado por la Universidad y el Sindicato, sin que se advierta que dicha edad 
se emplee como un criterio que excluya de manera arbitraria a los trabajado-
res de la jubilación, o bien, que otorgue el derecho a un incremento de pensión 
que deba corresponder a todos los trabajadores de manera universal. Además, 
la edad es un parámetro generalmente aceptado para proteger la superviven-
cia de los trabajadores en el supuesto en que por razón de vejez ya no se 
cuenta con capacidad laboral. Por consiguiente, es viable y congruente con 
la estipulación del derecho extralegal a la jubilación, o a los incrementos en 
el correspondiente monto pensionario, que se fije como requisito no sólo de-
terminada antigüedad, sino también una edad específica, que presupone un 
desgaste orgánico que hace necesaria la jubilación y que, además, permite la 
sostenibilidad del plan de pensiones, incentivando la permanencia en el tra-
bajo de quienes aún no alcanzan la edad preestablecida. Así, aunque la cláu-
sula impugnada se basa en un criterio de clasificación incluido en el artículo 
1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ese solo hecho 
no implica que transgreda el derecho a la igualdad y a la no discriminación.

2a. CXIX/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1120/2016. Roberto Aceves Rojas. 24 de agosto de 2016. Cin-
co votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernan-
do Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó 
contra consideraciones Eduardo Medina Mora I.; formulará voto concurrente Javier 
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Laynez Potisek. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Héctor 
Orduña Sosa.

Esta tesis se publicó el  viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE NUEVO LEÓN. LA CLÁUSULA 153 
DEL CONTRATO COLECTIVO DE TRABAJO QUE REGÍA EN ESA INS­
TITUCIÓN EN 2012 NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE IRRENUN­
CIABILIDAD DE DERECHOS, RECONOCIDO EN EL ARTÍCULO 123, 
APARTADO A, FRACCIÓN XXVII, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. En la referida cláusula, la Uni-
versidad indicada acordó con el Sindicato de Trabajadores de esa Institución 
el derecho extralegal a la jubilación, para cuyo goce basta que el trabajador 
de base cumpla 30 años de servicio y haya aportado al fondo de pensiones y 
jubilaciones, caso en el cual el pago de la pensión consistirá en el 100% de su 
sueldo y prestaciones que otorga el contrato colectivo. Asimismo, en su se-
gundo párrafo prevé que los trabajadores menores de 65 años de edad y con 
30 años de servicio podrán continuar laborando hasta esa edad, y por cada 
año de trabajo después de los 30, recibirán un 2% más de su sueldo en la 
pensión de jubilación. Pues bien, ni en la Constitución Federal ni en la ley 
laboral se establece el derecho a obtener un incremento a la pensión por ju-
bilación de manera general a quienes superen determinados años de servicio 
y, por otra parte, aquellos trabajadores que no acceden a ese incremento tie-
nen derecho a una jubilación que equivale al 100% de su sueldo y prestaciones 
que otorga el referido contrato colectivo de trabajo; de ahí que la cláusula 153 
aludida no transgrede el principio de irrenunciabilidad de derechos, recono-
cido en el artículo 123, apartado A, fracción XXVII, constitucional.

2a. CXX/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 1120/2016. Roberto Aceves Rojas. 24 de agosto de 2016. Cin-
co votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernan-
do Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votaron 
con salvedad Eduardo Medina Mora I. y Javier Laynez Potisek. Ponente: José Fernan-
do Franco González Salas. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Esta tesis se publicó el  viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS 
MEXICANAS. EL ARTÍCULO 38, FRACCIÓN I, SEGUNDO PÁRRAFO, 
DE LA LEY RELATIVA, NO VULNERA EL DERECHO HUMANO A LA SE­
GURIDAD SOCIAL. Conforme a la referida porción normativa, en el caso 
de los hijos mayores de edad incapacitados o imposibilitados para trabajar, 
se condiciona su acceso a las prestaciones de sobrevivencia a que el pade
cimiento o enfermedad que los coloque en dicha situación sea de origen 
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congénito o se haya contraído dentro del periodo de la vigencia de sus de
rechos. Por otra parte, el derecho a la seguridad social no implica que todas 
las personas tengan una expectativa legítima a obtener prestaciones de cual-
quier plan de seguro social al que pertenezcan sus ascendientes, sin que exista 
un mínimo criterio de dependencia con el asegurado; esto es, no se traduce 
en que toda persona incapacitada o imposibilitada para trabajar acceda a la 
pensión de orfandad en los regímenes de seguridad social contributivos, sin 
importar su edad, actividad, ni el momento en que surgió esa circunstancia. 
En ese sentido, al condicionar el acceso de los hijos mayores de edad a la 
pensión de orfandad bajo un criterio de dependencia con el asegurado titular, 
la medida legislativa no vulnera el derecho a la seguridad social reconocido 
en los artículos 123, apartado B, fracción XIII, último párrafo, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, 22 de la Declaración Universal 
de los Derechos Humanos, 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, y 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales "Protocolo de San Salvador", así como en el Convenio 102, relativo 
a la Norma Mínima de la Seguridad Social de la Organización Internacional 
del Trabajo.

2a. CXXI/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2204/2016. Nelly Galina Tatiana Castro Figueroa. 28 de sep-
tiembre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se separa 
de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco González Salas; en su ausencia 
hizo suyo el asunto Eduardo Medina Mora I. Secretario: Héctor Orduña Sosa.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS 
MEXICANAS. INTERPRETACIÓN CONFORME DEL ARTÍCULO 38, FRAC­
CIÓN I, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY RELATIVA, EN SU APLI­
CACIÓN RESPECTO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Conforme 
a la referida porción normativa, en el caso de los hijos mayores de edad inca-
pacitados o imposibilitados para trabajar, se condiciona su acceso a las presta
ciones de sobrevivencia a que el padecimiento o enfermedad que los coloque 
en dicha situación sea de origen congénito o se haya contraído dentro del 
periodo de la vigencia de sus derechos. Ahora bien, aunque la consecuencia 
de esa medida implique negar las referidas prestaciones del seguro de sobre-
vivientes a quien no cumpla con ella, eso no se traduce en una afectación al 
derecho humano a la seguridad social con una incidencia que constituya una 
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discriminación en el ejercicio de ese derecho, pues no existe una expectativa 
constitucionalmente protegida a obtener de manera absoluta e incondicional 
la pensión de orfandad. No obstante, debe tomarse en cuenta que la disposi-
ción es susceptible de aplicarse a personas con imposibilidad para trabajar, de 
manera que incide en quienes se encuentran en una condición de discapaci-
dad tal que genera esa consecuencia, y resulta necesario que, en su interpreta
ción, se adopten las medidas necesarias, para evitar que perpetúen prácticas 
que se traduzcan en discriminación sustantiva, al excluirlas de prestaciones 
económicas (pensión) y en especie (atención médica), que resultan necesa-
rias para ejercer plenamente sus derechos en un entorno que les es adverso. 
En ese sentido, debe evaluarse cada situación concreta y advertir el momento 
en que se presentó la enfermedad o padecimiento, sus efectos (físicos y men-
tales en interacción con el entorno de la persona), así como el grado de inciden
cia de aquéllos en la situación de imposibilidad laboral presente, considerando 
que, en caso de duda o insuficiencia probatoria, deberá presumirse que la im
posibilidad para trabajar tiene su origen en el padecimiento más antiguo y en 
su primera manifestación.

2a. CXXII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2204/2016. Nelly Galina Tatiana Castro Figueroa. 28 de sep-
tiembre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se separa 
de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco González Salas; en su ausencia 
hizo suyo el asunto Eduardo Medina Mora I. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

INSTITUTO DE SEGURIDAD SOCIAL PARA LAS FUERZAS ARMADAS 
MEXICANAS. REQUISITOS PARA GOZAR DE LA PENSIÓN DE OR­
FANDAD POR INCAPACIDAD O IMPOSIBILIDAD PARA TRABAJAR, 
A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 38, FRACCIÓN I, SEGUNDO PÁ­
RRAFO, DE LA LEY RELATIVA. Conforme a la referida porción normativa, en 
el caso de los hijos mayores de edad incapacitados o imposibilitados para 
trabajar, se condiciona su acceso a las prestaciones de sobrevivencia a que el 
padecimiento o enfermedad que los coloque en dicha situación sea de origen 
congénito o se haya contraído dentro del periodo de la vigencia de sus derechos. 
Ahora bien, para verificar el cumplimiento de esa condición legal, deben de-
mostrarse los siguientes elementos: a) la incapacidad jurídica o imposibilidad 
permanente y total para trabajar; b) el padecimiento o enfermedad que se atri
buye como causa de esa situación; c) que el padecimiento o enfermedad es 
congénito o se presentó dentro del periodo de vigencia de derechos del soli-
citante; y d) el nexo causal entre el padecimiento o enfermedad y la incapaci-



413INFORME DE LA SEGUNDA SALA 2016

dad jurídica o imposibilidad para trabajar. Respecto a la imposibilidad total y 
permanente para trabajar, no basta con una valoración médica para demos-
trar la imposibilidad de realizar actividad alguna, sino que debe atenderse a un 
conjunto de elementos que permitan el análisis contextualizado de cada per-
sona y caso concreto, a efecto de evaluar que la actividad que pueda desarrollar 
el beneficiario le impida una remuneración suficiente para su manutención con el 
trabajo propio, atendiendo a las condiciones de su incapacidad. En relación 
con la existencia del padecimiento o enfermedad, lo que debe demostrarse 
es que éste es congénito o surgió en el periodo de vigencia de derechos, mas 
no que en ese periodo el solicitante haya quedado plena y permanentemente 
incapacitado o imposibilitado para trabajar.

2a. CXXIII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2204/2016. Nelly Galina Tatiana Castro Figueroa. 28 de sep-
tiembre de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; se separa 
de algunas consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ausente: José Fernando 
Franco González Salas. Ponente: José Fernando Franco González Salas; en su ausencia 
hizo suyo el asunto Eduardo Medina Mora I. Secretario: Héctor Orduña Sosa. 

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RECURSO DE REVOCACIÓN. EL ARTÍCULO 123, FRACCIÓN III, Y 
PENÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN NO 
SE OPONE A LOS DIVERSOS 2o., FRACCIÓN VI, Y 24 DE LA LEY FE­
DERAL DE LOS DERECHOS DEL CONTRIBUYENTE Y, POR ENDE, NO 
EXISTE TRANSGRESIÓN AL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. 
Las últimas disposiciones legales mencionadas establecen como derechos de 
los contribuyentes frente a la administración tributaria, la posibilidad de no 
aportar los documentos que ya se encuentran en poder de la autoridad fiscal 
actuante, y de ofrecer como prueba el expediente administrativo del que emane 
el acto impugnado; mientras que el artículo 123, fracción III, y penúltimo pá-
rrafo, del Código Fiscal de la Federación impone al contribuyente la carga de 
exhibir la constancia de notificación del acto que pretenda combatir mediante el 
recurso de revocación –excepto cuando declare bajo protesta de decir verdad que 
no la recibió, cuando la notificación se haya practicado por correo certificado 
con acuse de recibo o cuando se trate de negativa ficta–, lo que no constituye 
un menoscabo de aquellas prerrogativas, sino simplemente una modulación. 
Así, los preceptos en mención no son contradictorios, sino que deben apre-
ciarse de manera adminiculada, sobre todo si se atiende a que el objeto fun-
damental de la Ley Federal de los Derechos del Contribuyente es enunciar 
genéricamente las prerrogativas que tienen los particulares frente a las auto-
ridades tributarias, pero no contiene normas procesales, como sí las tiene el 



414 SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

Código Fiscal de la Federación; por lo que no se genera incertidumbre sobre 
cuál es la actitud que dichos particulares deben observar cuando interponen el 
recurso de revocación, en especial, en cuanto a las documentales que deben 
acompañar al escrito respectivo, lo que revela que no existe transgresión al 
derecho a la seguridad jurídica reconocido en el artículo 16 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

2a. CXXIV/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2901/2016. Fertilag Generación, S.A. de C.V. 19 de octubre 
de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna 
Ramos; votó con reserva José Fernando Franco González Salas. Ausente: Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López Vergara. 

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

ASEGURAMIENTO PRECAUTORIO DE LOS BIENES O DE LA NEGOCIA­
CIÓN DEL CONTRIBUYENTE. LOS ARTÍCULOS 40, PRIMER PÁRRAFO, 
FRACCIÓN III Y 40-A DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN 
SU TEXTO VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VIOLAN 
EL DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. Los preceptos citados, al esta
blecer que la autoridad fiscal podrá emplear, como medida de apremio, el ase
guramiento precautorio de los bienes o de la negociación del contribuyente 
cuando éste, los responsables solidarios o los terceros con ellos relacionados 
se opongan, impidan u obstaculicen físicamente el inicio o desarrollo del ejer
cicio de sus facultades de comprobación, no violan el derecho a la seguridad 
jurídica reconocido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, pues la imposición de esa medida se justifica, ya que es: 
a) Una acción constitucionalmente válida, porque ante la negativa del particu
lar de permitir el ejercicio de las facultades de comprobación de la autoridad 
fiscal, resulta viable la imposición de ciertas medidas que restrinjan sus dere
chos en aras de salvaguardar lo previsto en las disposiciones constituciona-
les, como es su obligación de cumplir con el deber de contribuir con el gasto 
público; además, se establece un orden para su aplicación, el cual es progre-
sivo al ir de la medida de menor afectación a la de mayor alcance o que causa 
mayor restricción; b) Idónea, en virtud de que resulta razonable que cuando 
el particular impide a la autoridad el acceso al lugar en el cual habrá de rea-
lizarse la verificación, ante su negativa el ente estatal acuda al uso y auxilio de 
la fuerza pública únicamente para permitir el acceso al lugar correspondiente 
y, de esa manera, iniciar o continuar con el ejercicio de la facultad de compro-
bación desplegada; y c) Proporcional, pues el aseguramiento de bienes no 
procede de forma automática y subsecuente a que se presenta el hecho que 
motiva su imposición, sino que requiere agotar previamente otras medidas de 
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apremio tendentes al mismo fin, pero de menor afectación; de suerte que sólo 
en caso de que esas medidas no resulten aptas para lograr vencer la conducta 
del particular, la autoridad fiscal podrá asegurar provisionalmente sus bienes.

2a. CXXV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 581/2016. Reisco Operadora de Servicios, S.A. de C.V. 26 de octubre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.

Amparo en revisión 481/2016. Pollos y Carnes del Pacífico, S.A. de C.V. 7 de septiembre 
de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, 
José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez 
Dayán; Margarita Beatriz Luna Ramos votó contra las consideraciones relacionadas 
con el estudio del test de proporcionalidad de las normas. Ponente: José Fernando 
Franco González Salas. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

TIPICIDAD. LAS NORMAS DE REMISIÓN NO VULNERAN DICHO 
PRINCIPIO, CUANDO EL SUPUESTO DE INFRACCIÓN QUE CON­
TIENEN SE COMPLEMENTA CON LO PREVISTO POR EL PROPIO 
ORDENAMIENTO O POR SUS DISPOSICIONES REGLAMENTARIAS. 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que dada la 
similitud y la unidad de la potestad punitiva, en la interpretación constitucio-
nal de los principios del derecho administrativo sancionador puede acudirse 
a aquellos del derecho penal sustantivo como el de legalidad y, particular-
mente, al de tipicidad, que exige una predeterminación normativa clara y pre-
cisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes, de manera 
que no quede margen a la arbitrariedad de las autoridades encargadas de su 
aplicación. Sobre esa base, cuando la norma que contiene el supuesto de infrac-
ción establece: "las demás violaciones a esta ley y a sus disposiciones reglamen-
tarias" o expresiones similares, no vulnera el principio de tipicidad, siempre 
que la conducta de reproche se desprenda de la propia legislación o de sus 
disposiciones reglamentarias y permita al gobernado su previsibilidad, evi-
tando con ello la arbitrariedad de la autoridad administrativa al establecer 
una sanción.

2a. CXXVI/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 6199/2015. Nadro, S.A.P.I. de C.V., antes Nadro, S.A. de C.V. 
21 de septiembre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., 
Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna 
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Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con reserva José Fernando Franco González Salas. 
Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Oscar Vázquez Moreno.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 2008. LA FRACCIÓN II DE 
LA REGLA I.12.9, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA­
CIÓN EL 27 DE MAYO DE 2008, EXCEDE LO DISPUESTO POR EL AR­
TÍCULO 21 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, EN SU TEXTO 
VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2011, POR LO QUE TRANS­
GREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA EN SU VER­
TIENTE DE PRIMACÍA DE LA LEY. Conforme al indicado precepto legal, 
cuando no se cubran las contribuciones o los aprovechamientos en la fecha o 
dentro del plazo fijado por las disposiciones fiscales, los recargos deben calcu
larse aplicando al monto actualizado la tasa que, para cada uno de los meses 
de mora, resulte de incrementar en 50% la que fije anualmente el Congreso de 
la Unión, a través de la Ley de Ingresos de la Federación, cuyo artículo 8o. la 
fija en un 0.75%, lo que da un total de 1.125%; mientras que la fracción II de 
la citada regla de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2008 prevé un redondeo 
que arroja como resultado una tasa mensual de recargos por mora el 1.13%, 
a efecto de aplicarla a las contribuciones y aprovechamientos omitidos. Así, 
de una comparación entre ambas tasas, se aprecia que la prevista en la dis-
posición general administrativa es más alta en un 0.005%, lo que revela que 
la autoridad administrativa impone una carga mayor a los contribuyentes al 
obligarlos a aplicar un redondeo que, en ese entonces, no establecía el legis-
lador y, en ese sentido, no se limita a facilitar su aplicación, sino que altera la 
disposición de la legislación secundaria; esto es, dicha autoridad no se ciñe 
a desarrollar la citada fórmula y a obtener el resultado correspondiente, en 
tanto que, en realidad, varía ese resultado por virtud de un incremento en per
juicio de los particulares, lo que transgrede el principio de legalidad tributaria 
en su vertiente de primacía de la ley.

2a. CXXVII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 2412/2016. Servicios Administrativos Mar Rojo, S.A. de C.V. 
26 de octubre de 2016. Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier 
Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos 
y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretaria: Iveth López 
Vergara.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

SECRETARIOS Y ACTUARIOS DEL MINISTERIO PÚBLICO. EL AR­
TÍCULO 4o. DE LA LEY DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA 
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PARA EL ESTADO DE JALISCO, AL PREVER QUE PERTENECEN AL 
RÉGIMEN DE EXCEPCIÓN PREVISTO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO 
B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, ES INCONS­
TITUCIONAL. Por regla general, la relación de los servidores públicos con 
el Estado se encuentra regulada por los regímenes generales de naturaleza 
laboral regulados en el apartado B del artículo 123 de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos; sin embargo, conforme a la fracción XIII de 
la citada porción normativa, los militares, marinos, personal del servicio exterior, 
agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones 
policiales se regirán por sus propias leyes, esto es, se encuentran en un régimen 
de excepción, el cual se fundamenta en la naturaleza de la función desempeñada 
tendente a garantizar la seguridad pública. Por tanto, los servidores públicos 
que no ejerzan funciones de este tipo mantienen una relación de naturaleza 
laboral con el Estado, con independencia de que laboren para una institución 
de seguridad pública. Así, se advierte que el artículo 4o. de la Ley del Sistema de 
Seguridad Pública para el Estado de Jalisco trastoca los regímenes jurídicos 
regulados en el precepto constitucional aludido, al extender un sistema espe-
cial a los actuarios, lo que distorsiona la naturaleza de su relación, puesto 
que sólo los funcionarios públicos precisados en la porción normativa anali-
zada, deben tener una relación administrativa con el Estado, en razón de sus 
funciones y por así disponerlo expresa y limitativamente la Ley Fundamental.

2a. CXXVIII/2016 (10a.)

Amparo directo en revisión 6386/2015. María de la Luz García Ruiz. 26 de octubre de 2016. 
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José 
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. 
Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Teresa Sánchez Medellín.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

MISCELÁNEA FISCAL. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN ES COMPETENTE PARA CONOCER DEL RECURSO DE RE­
VISIÓN EN QUE SE CUESTIONA LA CONSTITUCIONALIDAD DE 
AQUELLA RESOLUCIÓN (INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDEN­
CIA 2a./J. 27/2002) (*). De acuerdo con dicha jurisprudencia, el Alto Tribu-
nal carece de competencia para conocer del recurso de revisión en el que se 

Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 27/2002 citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XV, mayo de 2002, página 218, con el 
rubro: "MISCELÁNEA FISCAL. LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA CARECE DE COMPETENCIA 
PARA CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN EN QUE SE CUESTIONA LA CONSTITUCIONALI-
DAD DE AQUELLA RESOLUCIÓN."
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cuestiona la constitucionalidad de una resolución miscelánea conforme al 
artículo 107, fracción VIII, inciso a), de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, vigente hasta el 3 de octubre de 2011. Sin embargo, en 
virtud de la reforma a dicho precepto constitucional, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 6 de junio de ese año, las reglas de la resolución 
miscelánea fiscal, al ser normas generales, actualizan la competencia de la Su
prema Corte de Justicia de la Nación para conocer de su impugnación, en la 
medida en que, por una parte, pueden resultar directamente violatorias de los 
derechos previstos en la Ley Fundamental y, por otra, el Código Fiscal de la 
Federación hace una remisión a dichas reglas para establecer, en su caso, 
distintas obligaciones de los contribuyentes. Así, ante el cambio constitucio-
nal señalado, resulta inaplicable la jurisprudencia 2a./J. 27/2002, pues torna-
ron las condiciones de su aplicación.

2a. CXXIX/2016 (10a.)

Amparo en revisión 333/2016. Financiera San Ysidro, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 31 de 
agosto de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora 
I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez Da-
yán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secre-
tario: Jorge Jiménez Jiménez.

Esta tesis se publicó el  viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

COMITÉ SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCA­
PACIDAD. SUS OBSERVACIONES RESPECTO A LA CONVENCIÓN 
RELATIVA RESULTAN DE CARÁCTER ORIENTADOR. Las observacio-
nes realizadas por el referido Comité carecen de las características para ser 
consideradas como un tratado internacional en materia de derechos huma-
nos que resulte obligatorio para el Estado Mexicano; sin embargo, conforme 
al Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 2 de mayo 
de 2008, es el único órgano –conformado por expertos independientes–, fa-
cultado para supervisar lo relativo a la aplicación de la Convención –creada con 
el propósito de promover, proteger y garantizar el disfrute pleno y por igual del 
conjunto de los derechos humanos por las personas con discapacidad–, por 
lo cual, una vez que ésta fue signada y ratificada por el Estado Mexicano, es 
conveniente acudir a su contenido, a efecto de alcanzar una plena y efectiva 
aplicabilidad que se refleje dentro el orden jurídico interno y, por ende, las 
observaciones aludidas resultan de carácter orientador.

2a. CXXX/2016 (10a.)
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Queja 57/2016. Filippo Orsenigo y otros. 31 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de consideraciones Al-
berto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

PERSONAS CON DISCAPACIDAD. LOS JUZGADORES FEDERALES 
DEBEN RECONOCER SU CAPACIDAD Y PERSONALIDAD JURÍDICA. 
El Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la acción de 
inconstitucionalidad 33/2015 (*), concluyó que para hacer efectivo el esque-
ma contenido en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
2 de mayo de 2008, consistente en un modelo asistencial en la toma de deci-
siones, no debe confundirse el "principio de mayor protección" de la persona 
con discapacidad en aras de su mayor interés, con la prohibición de que de-
cida qué es lo que le beneficia, lo que redunda directamente en el desarrollo 
libre de la personalidad, así como en el fomento de una vida autónoma y de 
una identidad propia. De modo que, el hecho de que una persona tenga una 
discapacidad no debe ser motivo para negarle la personalidad y capacidad 
jurídica, sino que es imperativo que tenga oportunidades de formar y expre-
sar su voluntad y preferencias, a fin de ejercer su capacidad y personalidad 
jurídica en igualdad de condiciones con las demás; lo anterior, en el entendido 
de que debe tener la oportunidad de vivir de forma independiente en la comu-
nidad, tomar decisiones y tener control sobre su vida diaria.

2a. CXXXI/2016 (10a.)

Queja 57/2016. Filippo Orsenigo y otros. 31 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; votó en contra de consideraciones Al-
berto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina 
Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

REPRESENTANTE ESPECIAL. EL ARTÍCULO 8o., PÁRRAFO PRI­
MERO, DE LA LEY DE AMPARO, QUE PREVÉ LO RELATIVO A SU 

Nota: (*) La ejecutoria relativa a la acción de inconstitucionalidad 33/2015 citada, aparece publi-
cada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de julio de 2016 a las 10:05 horas y en 
la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 32, Tomo I, julio de 2016, 
página 49.
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NOMBRAMIENTO, NO VIOLA LOS PRECEPTOS 1o. Y 17 DE LA CONS­
TITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 
El artículo 8o., párrafo primero, de la Ley de Amparo, debe ser interpretado 
conforme a la Constitución Federal y a los tratados internacionales en mate-
ria de derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea parte, privile-
giando el reconocimiento de la personalidad y capacidad jurídica de las 
personas con discapacidad a la luz de la autonomía en su toma de decisio-
nes, y que trasciende en su derecho de acceso a la justicia, y debe entenderse 
en el sentido de que: i) Las personas con discapacidad pueden acudir al jui-
cio de amparo por propio derecho, inclusive cuando tengan legítimo repre-
sentante; ii) El legislador previó la posibilidad de que cuando una persona 
con discapacidad promueva un juicio de amparo, pueda existir un apoyo en 
su tramitación; y, iii) Al constituir un apoyo la figura del representante espe-
cial, entonces la persona con discapacidad tiene el derecho de elegirlo y, en 
su caso, de rechazar la designación de alguno. De ahí que cuando una persona 
con discapacidad mayor de edad promueva un juicio de amparo, el órgano 
jurisdiccional, en principio, debe respetar su voluntad de promoverlo y conti-
nuarlo por propio derecho, supuesto en el cual no existe la necesidad de 
designarle un representante especial; y para el caso de que el juzgador advier
ta de manera objetiva que aquélla necesita ser apoyada en la tramitación del 
juicio de amparo (como pudiera ser, a manera de ejemplo, a través de una 
entrevista directa entre ambos, o bien, cuando presente argumentos que van 
contra sus intereses), optará en cualquier caso por designarle un representante 
especial, para lo cual, le dará vista a efecto de que en el plazo legal lo designe, 
e incluso informarle sobre el derecho que tiene a rechazar la designación.

2a. CXXXII/2016 (10a.)

Queja 57/2016. Filippo Orsenigo y otros. 31 de agosto de 2016. Unanimidad de cuatro 
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Alberto Pérez Dayán; mayoría de tres votos en relación con 
el criterio contenido en esta tesis. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita 
Beatriz Luna Ramos. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Juvenal Carbajal 
Díaz.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

GUARDERÍAS DEL IMSS. AL PREVERSE REQUISITOS DIFERENCIA­
DOS A LA MUJER Y VARÓN ASEGURADOS PARA ACCEDER A ESTE 
SERVICIO, SE TRANSGREDE EL DERECHO A LA IGUALDAD. Confor-
me a los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, 2o. y 3o. del Re
glamento para la Prestación del Servicio relativo, así como la Regla 8.1.3. de la 
Norma que Establece las Disposiciones para la Operación del Servicio citado, 
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emitida el 22 de octubre de 2012, el IMSS presta el servicio de guardería tanto 
a la mujer como al varón asegurados cuyos derechos se encuentren vigentes 
en esa institución, pero a este último sólo se le otorga dicha prestación en 
determinados casos, ya que para obtenerla debe acreditar que es viudo, divor-
ciado o que por resolución judicial ejerce la custodia o la patria potestad de 
sus menores hijos. Ahora bien, de una interpretación sistemática de los artícu
los 4o. y 123, apartado A, fracción XXIX, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, se desprende que el derecho de igualdad entre el 
varón y la mujer busca que ambos sean tratados equitativamente frente a 
la ley, lo cual implica que los trabajadores asegurados (padre y madre) gocen 
de los mismos derechos que les brinda la seguridad social, entre otros, el ser
vicio de guardería. De ahí que analizado el caso con perspectiva de género se 
advierte que no existe justificación objetiva para un trato diferenciado entre 
ambos sexos, pues si el varón laboralmente activo sólo obtiene el servicio 
de una guardería para sus menores hijos en casos excepcionales, eso signi
fica que la ley cuestionada presupone que en el hogar del trabajador asegu-
rado exclusivamente la madre de sus hijos tiene el deber de dedicarse de 
tiempo completo a su cuidado, práctica que no favorece la corresponsabilidad 
de los padres en la atención a sus descendientes, ni fomenta la posibilidad de 
que la mujer comparta su tiempo con otras actividades productivas.

2a. CXXXIII/2016 (10a.)

Amparo en revisión 59/2016. 29 de junio de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Minis-
tros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; Eduardo Medina Mora I. reservó criterio en relación con el 
efecto del amparo y Javier Laynez Potisek manifestó que haría voto concurrente. 
Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna 
Ramos. Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

GUARDERÍAS DEL IMSS. AL PREVERSE REQUISITOS DIFERENCIA­
DOS A LA MUJER Y VARÓN ASEGURADOS PARA ACCEDER A ESTE 
SERVICIO, SE TRANSGREDE EL DERECHO A LA SEGURIDAD SO­
CIAL. Conforme a los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, 2 y 3 del 
Reglamento para la Prestación del Servicio relativo, así como la Regla 8.1.3. 
de la Norma que Establece las Disposiciones para la Operación del Servicio 
citado, emitida el 22 de octubre de 2012, el IMSS presta el servicio de guarde-
ría tanto a la mujer como al varón asegurados cuyos derechos se encuentren 
vigentes en esa institución, pero a este último sólo se le otorga dicha prestación 
en determinados casos, ya que para obtenerla debe acreditar que es viudo, 
divorciado o que por resolución judicial ejerce la custodia o la patria potestad 
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de sus menores hijos. Esta diferencia de trato transgrede el derecho a la se-
guridad social, pues por un lado, la fracción XXIX del Apartado A del artículo 
123 constitucional establece que el servicio de guardería previsto en la Ley del 
Seguro Social está encaminado a la protección y bienestar de los trabajado-
res y sus familiares sin hacer diferencia alguna por razón de sexo; y por otro 
lado, la ley cuestionada presupone que en el hogar del trabajador asegurado 
exclusivamente la madre de sus hijos tiene el deber de dedicarse de tiempo 
completo a su cuidado, práctica que no favorece la corresponsabilidad de los 
padres en la atención a sus descendientes, ni fomenta la posibilidad de que 
la mujer comparta su tiempo con otras actividades productivas.

2a. CXXXIV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 59/2016. 29 de junio de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Minis-
tros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; Eduardo Medina Mora I. reservó criterio en relación con el 
efecto del amparo y Javier Laynez Potisek manifestó que haría voto concurrente. Di-
sidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.

GUARDERÍAS DEL IMSS. AL PREVERSE REQUISITOS DIFERENCIA­
DOS A LA MUJER Y VARÓN ASEGURADOS PARA ACCEDER A ESTE 
SERVICIO, SE TRANSGREDEN LOS DERECHOS DE LA NIÑEZ Y EL 
INTERÉS SUPERIOR DEL MENOR. Conforme al artículo 4o. de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la niñez tiene derecho a la 
satisfacción de sus necesidades de alimentación, salud, educación y sano espar
cimiento para su desarrollo integral, cuya protección corresponde a ambos 
padres por igual, es decir, en un ámbito de corresponsabilidad equitativa, lo cual 
conlleva la necesidad de que el varón pueda ver satisfecho su interés de cui-
dado y desarrollo del menor a través del beneficio de una guardería. No obs-
tante lo anterior, conforme a los artículos 201 y 205 de la Ley del Seguro Social, 
2 y 3 del Reglamento para la Prestación del Servicio relativo, así como la Re-
gla 8.1.3. de la Norma que Establece las Disposiciones para la Operación del 
Servicio citado, emitida el 22 de octubre de 2012, el IMSS presta el servicio 
de guardería tanto a la mujer y como al varón asegurados cuyos derechos se 
encuentren vigentes en esa institución, pero a este último sólo se le otorga 
esa prestación en determinados casos, ya que para obtenerla debe acreditar 
que es viudo, divorciado o que por resolución judicial ejerce la custodia o la 
patria potestad de sus menores hijos. Esta diferencia de trato transgrede los 
derechos de la niñez y el interés superior del menor reconocidos en el precepto 
constitucional referido, en la medida que establecen requisitos distintos para 
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las mujeres y hombres que les permitan obtener por igual el servicio de las 
guarderías para la atención y el cuidado de sus hijos, privando con ello a su 
vez al menor de la posibilidad de acceder a esta prestación a través de su padre 
asegurado por el Instituto, porque la ley cuestionada presupone que en el hogar 
del trabajador asegurado exclusivamente la madre de sus hijos tiene el deber de 
dedicarse de tiempo completo a su cuidado, práctica que no favorece la co-
rresponsabilidad de los padres en la atención a sus descendientes, ni fomen-
ta la posibilidad de que la mujer comparta su tiempo con otras actividades 
productivas.

2a. CXXXV/2016 (10a.)

Amparo en revisión 59/2016. 29 de junio de 2016. Mayoría de cuatro votos de los Minis-
tros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, Margarita Beatriz Luna Ramos y 
Alberto Pérez Dayán; Eduardo Medina Mora I. reservó criterio en relación con el efecto 
del amparo y Javier Laynez Potisek manifestó que haría voto concurrente. Disidente: 
José Fernando Franco González Salas. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Se-
cretaria: Guadalupe Margarita Ortiz Blanco.

Esta tesis se publicó el viernes 2 de diciembre de 2016 a las 10:14 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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RENTA. EL ARTÍCULO 69-E DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL IM­
PUESTO RELATIVO VIGENTE EN 2008, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS 
DE LEGALIDAD TRIBUTARIA, RESERVA DE LEY Y SUBORDINACIÓN 
JERÁRQUICA. El precepto aludido no viola estos principios constituciona-
les, toda vez que no contraría ni excede el supuesto legal previsto en el artículo 
31, fracción IX, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en la medida en que com
plementa los requisitos para deducir el costo de lo vendido contenidos en este 
último precepto legal, porque a la par del requisito relativo a que hayan sido 
efectivamente pagadas las adquisiciones o servicios del costo de lo vendido me
diante distintos medios de prueba (efectivo, traspasos, bienes, cheque o cual-
quier forma de extinción de las obligaciones), la deducción de dicho costo 
también es válida cuando no se hayan erogado efectivamente las adquisi
ciones o servicios con la condición de que se lleve un registro especial, con lo 
que se amplía el supuesto de deducción en beneficio de los contribuyentes. 
Es decir, el precepto reglamentario detalla cómo podrá realizarse la deducción 
del costo de lo vendido en complemento a lo dispuesto en la ley, ampliando 
en beneficio de los contribuyentes el supuesto legal para deducir, por lo que en 
caso de no cumplir con los requisitos de ésta, la deducción puede efectuarse 
cumpliendo los establecidos en el referido precepto reglamentario, ya que 
el cumplimiento de ambos requisitos se actualiza a manera de disyuntiva; sin 
que con ello se aborde una materia cuya regulación deba estar prevista en ley, 
pues no se refiere a los elementos cuantitativos del impuesto sobre la renta 
(sujeto u objeto), sino a la deducción de un concepto que se debe disminuir 
de la base de dicho impuesto (elemento cuantitativo), como lo es el costo de 
lo vendido.

2a. LV/2016 (10a.)
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Amparo directo en revisión 1222/2016. Proveedora Médica Hospitalaria, S.A. de C.V. 
15 de junio de 2016. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina 
Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y Alberto Pérez 
Dayán; se separó de algunas consideraciones José Fernando Franco González Salas. 
Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: 
Jorge Jiménez Jiménez.

Nota: Por instrucciones de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
esta tesis se publicó nuevamente con la corrección en el texto, para quedar como 
aparece publicada el viernes 30 de septiembre de 2016, a las 10:39 horas en el Sema­
nario Judicial de la Federación y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 34, Tomo I, septiembre de 2016, página 847, de título y subtítulo: 
"RENTA. EL ARTÍCULO 69-E DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO 
VIGENTE EN 2008, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD TRIBUTARIA, RESERVA 
DE LEY Y SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.", así como en la página 350 de este 
informe.

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2016 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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